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PRÓLOGO

Después de los primeros años de puesta en vigencia del nuevo có-
digo procesal penal, nos permitimos presentar un segundo texto sobre
esta materia a fin de poder exfresar nuestro análisis y comentarios a la
luz de las primeras experiencias e interpretaciones iue se realizan en
torno a la mreva forma de investigar e impartir justicia en nuesto país.

' El nuevo proceso penal constituye uno de los instrumentos jruídicos
mrás importantes que se ha creado en al legislación peruana en los i¡lti-
mas décadas. Su texto normativo está a la alhra de Ls mejores codigos
existentes en el derecho procesal moderno y ciertamente óvoluciona la
jtsticia penal en nuesto país. Ello exige a los juristas y docentes univeni-
tarios, y sobre todo al suscrito, a atwliz,at el nuevo codigo y toda zu regula-
ción normaüva así como a la doctina y jurisprudencir, rón h finalidad de
presentar a Ia comunidad estudiosa cual es Ia filosofia del nuevo ptoceso
penal, las características de sus instifuciones y las nuevas formas déproce_
dimiento, dento de un marco constitucionar, académico y crítico.

Nos encontramos ante una legisración procesal penal ágil, dinámi-
c4 rodeada de principios y garantías en los procedimientorlu. rcgula"
principios y derechos a favor del imputado y de la víctima. Definecon
claridad las etapas de investigación a cargo del Fiscal como la de juzga-
miento, previa fase de filtro o eüapa intermedia, a cargo de los Jueces.

La tarea de investigació_n preliminar y preparatoria bajo la direc-
ción del Fiscal hacede dicha autoridad la única encargada de la persecu-
ción penal pública, bajo principios y garantías preesáblecidas y dentro
del marco de defensa de la legalidad y respeto a los derechos fundamen-
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tales de la persona. Su independencia e imparcialidad, la objetividad y

la inmediación en la investigación, son los principios rectores de su ac-

tuación, además de consideral que la nueva legislación procesal permite

construir un nuevo enfoque del trabajo del Ministerio Público bajo un

modelo corporativo que le da mas agilidad a la función fiscal y posibilita

el trabajo en equipo en aquellos casos considerados complejos. En la

misma iinea funciónal, ei Fiscal inicia la investigac'ión del delito y par-

ticipa activamente en todo el proceso penal, lo que le permite un mayor

conocimiento del caso .Y la adopción de la mejor decisión: pedir el sobre-

seimiento o acusar, ésta irltima posibilidad' a su vez' le crea las mejores

condiciones para sustentar su acusación en el juicio oral. Entonces' su

nuevo rol resulia cle sunia frascendencia en el nuevo proceso penal.

La labor jurisdiccional se diferencia sustancialmente del sistema pro-

cedimental antérior. Se crea rur juez penal que conüola la investigación fis-

cal, decide el apersonamiento de las partes y la posible afectación de los

derechos fundarnentales de la pensona: que es el Juez de la Investigación

Preparatoria, quien, ademas de dicta¡ todas las medidas de coerción perso-

nal, real y pahimonial -previa audiencia y escuchando a las partes-, toma la

¿ecisiOn-¿i pasal o no á la fase del juzgamiento en la llamada etapa inter-

rnedia del proceso, donde, igualmente, dirige la Audiencia Preliminar' escu-

cha al Fiscal y las ota-s partes y toma la decisión jurisdiccional dictando la

resolución qu. .orr.tpondu. Lu nueva ley prevé que el juicio oral se realice

bajo la direóción de ono órgano jurisdiccional que puede ser unipersonal o

coiegiado, según la gravedad de la infracciófL quién va a conocer del caso,

dirig; la acnráción di las pruebas, escucha los alegatos y dicta la sentencia'

También debe resaltarse la creación del juicio de apelación en segunda ins-

';rncia- bajo la dirección del juez que preside de la Sala Superio¡ con inter-

r ención de! Fiscal Superior y la Defens4 audiencia donde se podran actual

r.ue\arTente las pruebas, escuchar al imputado y dictar sentencia definitiva.
Ei c¡so solo puedc ser objeto de conocimiento por la Corte Suprema vía

3.r\u¡:o dc Casación.

íll dc'rcchtr ije detbnsa en el nuevo proceso penal es muy amplio.
l--'s:c i: p.--npccrr', : ..j,: ia delensa del imputado, el nuevo código le otorga

rr..r'. u1i in:cn cnci.in Jcsdc la investigación preliminar. ofreciendo pruebas,

;--:c:pando ¡jc 1,,. iiii:cncirs que son propias de dicha fase, solicitando

3-;:.2la rai.ii.':. i: l:.. nedidas de coerción impuestas e informando
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oralmente en las audiencias previas ante el jue4solicitando la aplicación
de mecanismos de simplificación de procesos y supuestos exprcsos de
oporhnidad, o de otos medios de defensa técnicos, interviniendo en la
fase intermedia del proceso, incluso, pudiendo lograr en dicho estadio, el
sobreseimiento de la causa; además, interviene activa y directamente en el
anrilisis de prueba en el juicio oral, formula alegatos, pudiendo continuar
con su pretensión defensiva en la nueva audiencia de apelación e incltrso,
ir en casación ante la Sala Penal suprema. En el mismo sentido, la defensa
de la l'íctima tiene derecho a intervenir y ser escuchado durante todo el
proceso penal ante el fiscal y juez competentes, e incluso, se posibilia
que el agraviado mismo, sin haberse constituido en actor civil y en casos
preestablecidos, sea escuchado por la autoridad judicial.

Insistimos que el éxito de la aplicación del nuevo código procesal
depende, sustancialmente, de la preparación y la capacitación que rec!
ban las autoridades judiciales, la defensa pública y la policía encargada
de prestar apoyo al Fiscal. Por su parte la defensa particular -sobre todo
los'colegios profesionales que los agrupa- deberá ampliar sus esfuenos
para alcanzar los estándares acecuados para intervenir y cumplir debida-
mente su función. La experiencia nos está demostrando que en la línea de
interpretación y aplicación de la nueva legislación se requiere que las au-
toridades y personas que intervienen avancen en paralelo o a una misma
velocidad, de allí que sea de mucha importancia el apoyo de las institu-
ciones comprometidas en el proceso de reforma de la justicia penal, sobre
todo en el rimbito de la capacitación y de sus necesidades logísticas.

Debo expresar a la comunidad jurídica, que entregamos el pre-
sente libro, con el único afán docente de contribuir a la mejor inter-
pretación de las disposiciones del nuevo código procesal penal a la luz
de la experiencia y de los casos prácticos que se est¿án presentando en
su aplicación progresiva. De allí nuestro agradecimiento a los fiscales,
jueces, abogados y a mis alumnos, por sus observaciones, ideas y co-
mentarios, los mismos que han sido de mucha utilidad en la elaboración
de esta obra.

Lima, marzo de 2009.
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I. ESTRUCTURADEL NUEVO PROCESO PENAL

I. NUEVA DINÁMICA DEL PROCESO PENAL

La reforma de la justicia penal se inicia con la vigencia de un
nuevo sistema procesal penal acorde con la legislación moderna en el
derecho comparado y con características tan particulares que permiten
avizorar una mejora sustancial en la justicia peruana.

El nuevo proceso se ubica dento del sistema de corte acusatorio
o predominantemente acusatorio y con las características propias del
proceso. moderno: a) la separación de funciones de investigar y j,r'gar
a c¿lrgo del Fiscal y del Juez, otorgándose al Ministerio público la tarea
de la persecución penal de los delitos públicos; b) el predominio de los
principios de oralidad y de contradicción en cada una de las audiencias
que prevé la ley; y c) el fortalecimiento de las garantlas procesales a
favor del imputado y agraviado en paridad de condiciones y posibilida-
des de intervención. Natr¡ralmente, el nuevo modelo procesal requiere
además de un cambio radical no solo en la estn¡ctura organizacional de
las instituciones involucradas en el nuevo proceso sino tarnbién de un
cambio en la actuación fi¡ncional de los sujetos procesales y de los ór-
ganos de apoyo. En tal sentido nuestra doctina pone su cuota de apoyo
a la mejor interpretación y análisis de la nueva legislación procesal.t

I Entre otros lrabajos, véanse sru MenrÍx clsrno, césar, Acerca de la ñ¡nción del juez
de la investigación preparatori4 en Rev. Actualidad Jurídica" No 146, Lima 2006, p.
275 -284; cueAs v¡LLANUevl, víctor, El nuevo código procesal: 

¿Revolución pe-
nal?, publicación de Justicia Viva, Limg 2004; GÁlvez Vlr-ueces, Tomás con otros
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El nuevo código Procesal penal -promulgado por elDecreto Le-
gislativo N" 957- establece una nueva estructura del proceso en rela-
ción al texto vigente. Su eje rector y fundamental es la nueva dinámica
que deben imprimir los operadores jurídicos, pues si bien es cierto se
mantienen las actuaciones propias de todo proceso penal radicados en
el ámbito de las diligencias y sus formas así como de la actividad pro-
batoria, también lo es que la forma de interpretar el nuevo textó, la
de realizar las nuevas diligencias y en suma, ta ¿e aplicar las nuevas
instituciones deben de merecer un cambio en la visióndel operador sea
fiscal, juez, abogado y litigante.

En el marco de Ia actuación funcional de los órganos encargados
de la investigación y juzgamiento así como de los r"ñor., defeniores,
la reforma implica cambio de actitud, mayor dinamismo, celeridad, ob-
servancia al debido proceso y a las nornlas de procedimiento, respeto a
las autoridades judiciales y a sus decisiones. Lós resultados sólo poa"l"
alcanzarse en la medida que el intérprete y aplicador de la ley asuman
internamente las bondades del nuevo proceso penal. pero, sobre todo,
es importante anotar la necesidad de las políticas que impriman las ins-
tituciones comprometidas en la reforma, aún cuando se encuentre bajo
la tutela presupuestaria del Poder Ejecutivo. A estas alturas, de aplica-
ción progresiva del nuevo código, no cabe duda que se requiere no sólo
decisión política institucional, sino también decilión políiica y econó-
mica del gobierno para alcaruar los éxitos que todos rip..u.or.

Ello se está logrando en la implementación escalonada bel nuevo
proceso penal en los distritos judiciales donde el código ya esta vigente.
Yciertamente, la din¿lmica depende mucho de la actividad del Fiscal con
el apoyo de la policía, en primer orden, y deljuez de la investigación
preparatoria principalmente, dado que es en la fase preparatoria e inter-
media donde se espera la decisión jurisdiccional a fin de resolver las me-

autores, El código Procesal penal, Jurista Editores, Lima, 200g; MrvrLl, Ros4 E/
nuevo sisrema pracesal penal, Jurista Editores, Lima 2005; Dueun, Joseph, Algunos
aportes de unificación del procedinriento penal en Suiza. La reforma del proceso pe-
nal peruano, en.{nuario de Derecho penal, Lima, 2004; Rooaicuuz Hunrloo, Mario.
Los p,rincipios de Ia reforma y el finlo preliminar en el nuevo código procesal penal
NCPP), en Revista lnstirucional de ra Academia de la magistratur. ñ" i, Lima, mar¿o
2008, p. 139-173.
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didas que afectan los derechos fundamentales dela persona investigada
a través de Ia adopción de las medidas de coerción que la ley establece.

2. LAS EIA,PAS DELPROCESO PENAL

Tradicionalmente y conforme al modelo antiguo, se ha concebido
al proceso penal en dos etapas: instrucción y juzlamiento. La inves-
tigación policial o preliminar, anterior al pro"áso, no fue considerada
como parte de su estructua. sin embargo, su importancia debe resaltar-
se debido a que constituye el primer paso de investigación que puede
dar lugar al inicio del proceso. De allí que en el derecho comparado se
ponga de relieve su importancia y se constituya en una de las fases o
etapas que mas rigurosidad ddbe de tener, pero siempre bajo el control
y dirección del Fiscal.

Desde una perspectiva funcional, en el nuevo proceso penal se
pueden distinguir cinco etapas que se caracterizan poiru continuidad y
cada una de ellas con claras delimitaciones:

l. La investigación preliminar;

2. la investigación preparatoria;

3. la etapa intermedia;

4. el juzgamiento; y

5. la etapa de ejecución.

Estas etapas se suceden unas a otas dependiendo de la necesidad
de continuar con la investigación de los hechos denunciados, con laposi_
bilidad de juzgamiento y son de naturareza preclusiva. De taimanera que
culminada la etapa de investigación preliminar (o de investigación fiscal
o policial) si existen elementos probatorios para pasar a Ia etapa de inves_
ügación preparatoria, el Fiscal emite una Dlspos ición deformal¡zación de
la investigación preparatoria y continua con las diligarcias necesarias,
con intervención de los defensores y bajo la supervisión del Juez para
la Investigación Preparatoria. culminada esta etapa, se pasará a la fase
lntermedia. espacio procesal donde el Ministerio i,iuti.o decidirá si for_
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mula acusación o el archivo del proceso; las posibilidades de bbservación
de la acusación están permitidas a las partes así como la interposición de
nuevos medios técnicos de defensa. Superada esta fase de saneamiento
procesal, el juicio oral se inicia y desarrolla sin mayor obst¿iculo procedi-
mental, pero igualmente, con posibilidades de conclusión anticipada de la
sentencia. La ejecución de ésta también queda regulada en la ley.

Algunos autores sólo consideran ra existencia de fres etapas: inves-
tigación preparatoria, la etapa intermedia y el juzgamiento. Dento de la
primera se incluye la investigacióu preliminar, claro está, cuando se dis-
pone el inicio de la invesügación preparatoria las diligencias que se ac-
tuaron preliininarmente pasan a forma¡ parte de la última. sin embargo,
cuando la investigación preliminar no amerita el paso a la siguiente fase
y se archiva la misma (porque no hay delito, no hay pruebas o se aplica
el principio de oportunidad), el proceso queda en estadio inicial. En otras
palabras, puede haber investigación preriminar y no preparatoriq y sí ésta
última quc comBrenda -por necesidad del sistema- a la primera

En todo caso, son interpretaciones que quedan más en et ámbito
del análisis teórico o académico, que en lo operativo o practico. Lo
mismo se puede decir de la llamada fase de ejecución de ia sentencia,
que tradicionalmente se ha dejado en manos de las autoridades admi-
nistrativas, y que el legislador ha considerado darle mayor intervención
a las autoridades judiciales, de esa manera tanto juez y fiscal mantienen
su relación con el caso hasta que la condena y el pago de la reparación
civil a la víctima se haga efectiva. Ademiis, debe admitirse que el juez
juzga y también hace ejecutar lo que juzga.

3. LA NUEVA ORGANIZACIÓN FISCAL

Toda reforma del proceso penal tae consigo cambios sustanciales
en el sistema de organización judicial y también en la estuctura orgáni-
ca y funcional de los fiscales y jueces y los auxiliares de justicia, como
también en el desempeño profesional de la policía y los áefensores. En
todos los casos, se viene observando que el proceso de implementación
progresiva afronra obstáculos propios del cambio de mádelo básica-



Crpíruuo [: CoNcerros cENER¡LEs

mente inquisitivo a uno de corte acusatorio y dc la limitada capacita-
ción de alguno de sus actores principalmrnt., d" la policía.

En el caso de la Fiscalía, er cambio es importante en la medida
que deja de ser un partícipe más de las diligencias dirigidas por los jue-
ces y ¿lstrme un rol protagónico en la investigación del deliio; ademiis,
es el eje j'rídico de toda investigación preliminarpor delito público. se
potencian, se amplían y se reafirman su:¡ funciones que ya realizaba en
la prácüca actual, sobre Ia base de las normas de orclen constitucional y
de la legislación existente. Natural¡nente se reqüere de una nueva Ley
Orgiinica y Reglamentos.

con la aplicación del nuevo código procesal, el Ministerio publi-
co, se organiza sobre la base de un modelo corporativo, con caracterís-
ticas de unidad, de agilidad, de actuación inmidiata, con mecanismos
de selección de los casos que merecen una decisión tempran4 como
son los supuestos de flagrancia o principio de oporhrnidaá, con la de-
signación, por turno, de casos que han de ser de conocimiento del Fis-
cal desde el inicio de su intervención hasta el final del mismo con la
expedición de la sentenci4 si fuera el caso, lo que supone también su
intervención en el jücio oral.

En tal sentidb, la Fiscalía se organiza en cada sede judicial de la
siguiente manera:

a. Fiscalía superior coordinadora, a cargo de un Fiscal superior.
b. FiscalíaProvincialCoordinadora.

c. Fiscalías Provinciales de Investigación, y Fiscalías de decisión
temprana.

El Fiscal superior coordinador cumple funciones de dirección
y orientación de todo el sistema co¡porativo del nuevo código. En tal
sentido, tiene el control y coordina las actividades funcionales y ad-
ministrativas de los fiscales en este orden, absuelve las consultas que
hagan los fiscales y es el órgano de comunicación con la comisión de
Implementación delNuevo cPPy laFiscalía de laNación. También co-
munica de sus actividades y coordina en lo pertinente con el Decanato
Superior de cada sede.

3l
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El F'iscal Provincial coordinador es la autoridad resfronsable del
desarrollo de toda Ia actividad fi¡ncional de los ñscales áe investiga-
ción, establece la forma y fumo de actuación fiscal, conoce y distri-
buye las denuncias o casos que llegan a la Fiscalía entre los Fiscales
Provinciales y los Fiscales Adjuntos, mantiene una necesaria línea de
comunicación con el Fiscal superior coordinador y con el Decano. si
bien es cierto, su función comprende aspectos administrativos, también
lo es que actua como órgano de inestigación pues por su experiencia se
le faculta a que conozca de aquellos casos que son emblemáti"o, o que
requieren, por su gravedad, de una atención directa de su parte.

Es de destacar que las Fiscalías proünciales de investigacióncuen-
tan con Fiscales Adjuntos para las tareas propias de su función y en tal
sentido, conocen igualmente de denuncias, intervienen en las diligencias
de investigación y llevan su caso ltasta elfinal del proceso, de tal mane-
ra que su conocimiento cabal de los hechos, los elementos de prueba e
intervención en las audiencias judiciales, le permiten tener las mejores
posibilidades de decisión de acusación o archivo del proceso e incluso
intervenir directamente en el juicio oral. Lo mismo tenemos que decirde
las Fiscalías de deci.sión temprana, que son aquellas que intervienen en
los casos de flagrancia, de aplicación de principio de oportunidad o de
aquellos c¿lsos que requieran de decisión inmediata de la fiscalía.

En cuanto a los procesos penales con areglo a ras disposiciones
de la legislación procesal antigua, se debe de señalar que tales c¿lsos
siguen su curso regular a cargo de fiscalías comunes y especializadas,a
las que se ha venido a llamar Físcalías de líquidación,lasmismas que
una vez culminada su labor, pasarán a formar parte del modelo corpora-
tivo de investigación del delito conforme al código nuevo.

4. LA NUEVA ORCANIZACIÓN ruRISDICCIONAL

En el ¿imbito del Poder Judicial, específicamente de la función ju-
risdiccional penal, rigen los mismos principios constitucionales cle inde-
pendencia, imparcialidad y exclusir.idad -entre otros- que se cons¿lgran
en los artículos 158'y 159" de la carta fundamental, apreciándose que el
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nuevo texto procesal se adecua con mayor finnea a dichas nonnas, re-
saltándose la exclusividad delafunción jurisdiccional, pues la resolución
de conflictos intersubjetivos, la decisión sobre las medidas que afecten
derechos personales y el ius puniendi o derecho a castigar sólo pueden
ser ejercidos y decididos por losjueces y no por otras autoridades o po-
deres. En tal sentido, en el nuevo proceso penal el juez penal, alejrándose
del antiguo modelo inquisitivo -donde además realizaba funciones de
investigación- asume a plenitud la potestad de impartír justicía.

En tal sentido, uno de los grandes logros de la justicia penal de
los últimos años y que se refleja en los nuevos códigos procesales en
esta materia, radica en la separación de funciones de quien investiga y
quien juzga los delitos y sus autores. Las norrnas procesales regulan la
intervención y competencia de los jueces, lo que guarda armonía con la
Ley orgrinica del Poder Judicial y las disposiciones administrativas que
se han generado para su mejor aplicación. Igualmente se han producido
cambios en su organización acorde con las nuevas funciones.

La intervención del juez es de suma importancia en el ¿imbito de
contol de las garantías del proceso y los derechos que les asisten a las
partes como en la fase de control de la acusación o sobreseimiento y juz-
gamiento. Estos cambios se relacionan con los criterios de competencia
que asume el juez o los jueces, según sus niveles dento de la magistratu-
ra. En tal sentido, la potestad jurisdiccional en materia penal la ejercen:

a. La Sala Penal de la Corte Suprema.

, b. Las Salas Penales de las Cortes Superiores.

c. Los Juzgados Penales, que pueden ser unipersonales o colegiados.

d. Los Juzgados de la Investigación Preparatoria.

e. Los Juzgados de Paz.

La Sala Penal de la Corte Suprema conocerá de los casos que,
conforme a ley, lleguen en vía de casación. De heeho ya existe jurispru-
dencia al respecto, pues la sala Penal Suprema ha ernitido pronuncia-
miento en distintos casos de casación. La sala Penal Superior conocerá
de los juicios de apelación que se promuevan contra las sentencias dic-
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tadas por los juzgados penales y de los incidentes que portompetencia
lleguen a su conocimiento.

como se puede observar, aparecen tres juzgados con distinta de-
nominación y naturalmente con distinta competencia (unipersonales,
colegiados y de investigación preparatoria), que se encuentran en el
mismo nivel jerrirquico. Ello obedece a la necesidad de que exista una

' autoridad judicial que ejerza control sobre las garantías procesales de la
investigación preliminar y preparatoria, que se encargue de la admisión
de prueba al juicio (uez de la investigación preparatoria o de garantías)
y btra distinta que se encargue precisamente de dirigir el juicio oral, siÁ
haber intervenido en las fases anteriores. El oho criterió qu. se sigue
está vinculado con el tratamiento judicial de los delitos considerados
leves y de mediana criminalidad diferenciándolos con aquellos consi-
derados como graves, para lo cual se ha establecido órganos judiciales
distintos: unipersonal y colegiado, respectivamente. Hay que mencio-
nar que para los últimos casos el cambio sólo es en el poder Judicial.
pues es el misino Fiscal el que interviene tanto para la investigación,
acusación y juzgamiento de delitos graves como menos graves.

En ese sentido, se crea elJuzgado de ra Investígación preparato-
ría confinalidades de control de esa etapa investigatoria y además se le
encarga de la dirección de la fase intermedia del proceso; decide de la
adopción o variación de las medidas coercitivas que se clicten durante
las etapas de su intervención. Pareciera que, con relación con el códi-
go anterior, se redujera sus atribueiones y competencias, sin embargo,
su intervención y decisiones trascienden en la continuidad de todo el
proceso, dentro del rnarco de los principios de independencia, impar-
cialidad, inmediación y oralidad, principalmente. El art.2go del cóáigo
precisa su ¿imbito de competencia:

a. Decide la constitución de las partes procesales y conoce las cues-
tiones que se derivan de dicho apersonamiento procesar.

b. Impone, modifica o hace cesar las medidas limitativas de dere-
chos durante la fase de investigaóión.

c. Ejerce los actos de control de la investigación que prevé el código.
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d. ordena la inscripción de defunción en los R.egistros civiles, cuan_
do no se hubiera hecho.

e. Dirige la prueba anticipada.

f. Dirige la fase intermedia del proceso.

g. Dirige la fase de ejecución de la sentencia.

como se puede apreciar, las mayores fi¡nciones judiciales que
establece el nuevo código procesal se encuent¡an a cargo del Juzgado
de la Investigación Preparatoria y es obvio que el poder Judicial debe
poner el mayor esfuerzo en su implementación y capacitación. El eje
cenhal de la actuación del juez de garantías radica en el cambio de ac-
titud frente al nuevo modelo, es decir, dejar de lado la figura tradicional
del juez investigador o instructor pues su intervención es taxativa y
decisoria en el rímbito de su competencia; en otras palabras, no hace
labor investigatoria ni pide información al fiscal sobre el avance de las
investigaciones, menos se inmiscuye en la misma, pero, como se ha di-
cho, llegado el momento del control de Ia acusación o sobreseimiento,
decide sobre el fondo del caso investigado por el fiscal.

En el nuevo código también se estabrece que los Juzgados pena-
les colegiados se integran con tres jueces y que conocerán del juicio
oral, de aquellos delitos que en la ley penal prevean, en su extremo mí-
nimo, una pena privativa de la libertad superior a seis años, en tal senti-
do, conoceriin de los delitos considerados graves: homicidio caliñcado,
secuesho, violación de menores, robo agravado, abigeato agravado,
háfico ilícito de drogas, terrorismo, genocidio, desaparición forzada,
entre otros. Los Juzgados Penales unípersonales que, como su nombre
lo indica cada sede está a crirgo de un solo juez, que conocerá en juicio
de los demás delitos, es decir, de aquellos no comprendidos para los
órganos colegiados (art. 28).

Tanto los Juzgados Penales unipersonares como colegiados es-
tán conformados por jueces que no han conocido de la investigacién
preparatoria ni de las incidencias que se hubieren generado. En térmi-
nos genéricos pueden saber de que delito se trata, pero recién al inicio
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del juicio oral y ante la intervención del fiscal que presenta la acusación
es que \¡an a conocer de los detalles de los hechos y las pruebas que
sustentan la pretensión penal del fiscal. Los jueces tienen la siguiente
competencia para:

a. Dirigir la fase del juzgamiento, bajo las nonnas y con los poderes
que la ley les concede.

b. Resolver los incidentes que se promuevan durante el juicio orar.

c. Conocer de los demás casos que el código establece.

Se prescribe además, que los Juzgados Unipersonales conocerán
de los incidentes sobre beneficios penitenciarios; del recurso de apela-
ción interpuesto contra las sentencias dictadas por el Juez de PazLetra-
do, del recurso de queja y de la dirimencia de las cuestiones de compe-
tencia entre los juzgados de paz letrados (art. 28.5).

Esta nueva organización judicial penal pennite una mayor fluidez
de los c¿lsos penales y una especialidad de los jueces, quienes deber¡ín,
escuchando al fiscal y las partes, tomar decisiones importantes e inme-
diatas en las audiencias orales.

Finalmente, la nueva ley procesal tarnbién contempla a la Justicia
dePaz y establece que los jueces de paz letrados dirigirrin los procesos
por faltas.

II. IURISDICCIÓN Y COMPETENCIA

I, CONCEPTO

En el curso de la historia procesal se han dado muchas defini-
ciones sobre nuestra disciplina. cnnNelurn enseñaba que el derecho
procesal penal era un derecho instrumental pues no era fin en sí mismo
sino un medio para la realización del derecho penal:. Entre nosotros,

2 C¡nrslurn. F.,S'¡slenra de Derecho Procesal Ciril. ínnoducción v-futrción del pro-
ceso Civil. Buenos ¡\ires. .,\r:¿tnrin¿t. l:l.t-l. p. 81.
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GnncÍe R¡oe3 afirmaba que se trata de un mediolegal para ra aplicación
de la ley penal.

sin embargo, el concepto de derecho procesar penal no se reduce al
proceso como instrumento o medio, sino como una áisciplina jurídica de
zuma importancia en el quehacer jurisdiccional. pa¡a ¡ur_ro MArER..rama
del orden jurídico interno de un Estado, cuy¿rs normas insütuyen y orga_
nizan los órganos públicos que cumplen la función judicial penal del Es_
tado y disciplinan los actos que integran el procediáiento necesario para
imponer y actuar una sanción o medida de slguridad penar, r.gdunaá ari
el comportamiento de quienes intervienen en é1,'a. El Derecho procesal
Penal va más allá de la sola "rearización de la ley penal,'. ya ha señala_
do Br¡roen sque ello nos da una visión reducida dá su verdadera función,
en especial, respecto de la corifiguración de la política criminal, propo-
sición que "ha sido mal utilizada, permitiendo una visión superficial del
Derecho Procesal Penal, que destaca los aspectos procedimentalistas y
de]a {e lado el análisis de la influencia de lanorma procesal en la deter-
minación de la coerciónpenal". ciertamente, el Derecho procesal penal
no se agota con realizar la ley penal; mantener tal criterio significaría
negar todo el desarrollo jurídico susceptible de tratamiento científico
que ha adquirido esta disciplina, sobre todo en las últimas décadas. 6

El Derecho procesal penal es una disciplina jurídica de derecho
público que tiene autonomía científica, legislaiivay iambién académica,
que se sustenta en principios fundamentales del Derecho y de aquellos
que regulan los derechos humanos, con objetivos y funciones predeter-
minados, que estudia, no sólo los actos para acceder a la justicia penal

3 Gnncie R,r,oe, Domingo, Manua! de Derecho procesal penal, EDDlLl, Lima,
1976, p.9

4 M¡rn, 1., Derecho procesal penal Aryentino,Bs. As., l" Edición, 19g9, p.102. En
el mismo sentido, RoxN, craus, Derecho pena!, parte Generar, T.I Fundamentos.
La esrructura de la Teoría del delito; traducido por Diego Manuel Luzón peña y
otros, Editorial Civitas, 1997 , p. 45.

5 Bnorn, A., Introducción ar Derecho procesar penar, Ed. Ad-hoc, Buenos Aires,
1993, p. 37.

6 R¡rrros lvfexoez, F., El sistema procesar Español,José M" Bosch, editor, Barcelona,
1997 , p. 9.
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y'los que conforman el procedimiento para la comprobacióñ del ilícito
y la responsabilidad del autor limitando el poder punitivo del Estado en

la aplicació n del jus pttniendi. sino que también la organización judicial

penal y la forrna de intervención de los sujetos procesales.

CARACTERÍSTTCES

Es una disciplina autónoma, con terminología propia" que no se su-

bordina a otra disciplina que se relaciona con ellas (constitucional, pe-

nal, penitenciario, criminologí4 procesal civil, enüe obas) con indi-

vidualidad propia y se le puede identificar por su objeto y frnalidad.T

Es una disciplina científica, pues importa un conocimiento racional,

objetivo, metódico, explicativo - informativo, con terminología

propia, sistemático, verificable y que conduce a la tecnificación.E

Determina la función jurisdiccional penal, la forma de acceso por

el flscal y el particular, de acuerdo con la forma de ejercicio de la

acción penal y la organización judicial penal.

Determina los actos procedimentales para el cumplimiento de

sus objetivos, verificación del hecho punible y la búsqueda de

pruebas para la determinación del delito y sus posibles autores

y partícipes.

Determina el comportamiento de los sujetos procesales que inter-

vienen en el procedimiento: funciones, obligaciones, atribucio-

nes, derechos.

RELACIONES CON OTRAS DISCIPLINAS

Esta disciplina se relaciona con el derecho constitucional, los de-

rechos fundamentales previstos en el artículo 2o de la carta magna, los

previstos en el artículo 138 referidos a la función jurisdiccional; las dis-

lvlrx.iN lvlrss, F.. Der¿cho Procesal Penal,Ediciones Jurídicas, Trujillo, 1984, T. I

P.24.
IvlrxÁx lvf:.ss. F.. Derz:i¡o Procesal, citado, T. I p. l8-21.

b.

c.

d.

J.

7

8
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posiciones constihicionales sobre antejuicio; ras ffturtades de ra Fiscaría
de la Nación para formular cargos ante el Poder Judicial enlos casos de
enriquecimiento ilícito de funcionarios públicos; los tratados Interna-
cionales; en los casos de estado de emergencia; ladoctrinu lu. imprime
el rribunal constitucional a través de sus sentencias vincuiantes; y, en
sentido amplio, con er derecho administativo y legisrativo.

'su 
mayor relación es con el Derecho penar, de cuya mbxima nu_

Ilum crimen nulla poena síne lege tiene su conelato con er derecho
procesal que afirma no hay derito no hay pena sin previoTrfcfo. suprincipal relación es con el sistema de penas que prevé la ley penal, los
criterios de su determinación por los jueces, los casos de panicipación
delictiva, los medios de defensa como las excepcion"r, li, eximentes
de responsabilidad penal, la tentativ4 etc. En suma, entre ambas dis-
ciplinas se produce una relación de necesaríedad o de comunicación
recíproca en todas las etapas del proceso penal.

con el derecho civil y procesal civil en los temas vinculados a la fa_mili4 estadio civil, parentesco, patria potestad, bienes patrimoniales,las
persona-s jurídicas, los actos jurídicos, las cuestiones prejudiciales; Ia for_
malidad de los actos procesales, el actor y el tercero ,iui ,.rpoo.able, el
embargo de bienes y formas de sustitución, la reparación cJii, etc. nebe
recordarse que la primera disposición complementaria y final del cpc
establece que sus normas se aplican supletoriamente a los demas ordena-
mientos procesales, siempre que sean compatibles con su naturaleza.

Las relaciones con el derecho internacional público no sólo se
relaciona con los tratados intemacionales en materia de Derechos Hu_
manos sino también cuando nuestro Estado forma parte de un sistema
de cooperación judicial internacional, de allí la existencia de conven_
ciones y su ratificación por el Estado peruano, como sucede en los casos
de tráfico ilícito de drogas, trata de personas, contra la comrpción, etc.

4. LA ruRISDICCIÓN

Para DEws Ecuauoie, se entiende porjurisdicción..la función públi_
ca de adminisuar justicia, emanada de la soberanía del Estado y ejercida
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por un órgano especial't. Agrega el citado autor que la jurisdicción tiene
por fin larcalización o decla¡ación del derecho y la tutela de la libertad
individual y del orden jurídico, mediante la aplicación de la ley en los
c¿lsos concretos, para obtener la armonía y lapazsociales.

El Estado otorga esta potestad (txt. l38o const.) de Administrar
Justicia a un Juez o Tribunal. que es el órgano que cumple funciones
jurisdiccionales, que emite una declaración del derecho y de tutela de
los derechos fundamentales de la persona ¡* del orden jurídicor'. En-
tonces, se debe de afirmar que el Juez, sea personal o colegiado, es un
órgano consti tuc ional,

En tal sentido, y al igual que otras constiruciones europeas, la nues-
tra concibe a la jurisdicción en la ñmción exclusiva de los jueces, como
el tercer Poder del Estadorr e igualmente se consagra como principio la
unidad y exclusividad de Iafitnción jurisdiccional, así como la indepen-
dencia en su ejercicio, la obsen'ancia del debido proceso y la tutela juris-
diccional, entre los principales (art. 139o, incs. 1,2 y 3).

Pa¡a el Estado constituye una obligación actuar a tavés del órgano
jurisdiccional a fin de realizar la tutela del orden jurídico cuando el par-
ticular o una entidad lo solicita o cuando ocurre un ilícito penal. De esa
manera el Estado tiene el poder de someter a su jurisdicción a quienes
hayan incunido en la comisión de un delito. De ello se desprende su con-
sideración como un derecho público del Estado y una obligación para con
los ciudadanos; al que cualquier ciudadano ha de recurrir a lajurisdicción
mediante el ejercicio de la acciónr2.

ll
l1

Devrs EcseNc¡i.a,,Teoría General del Proceso, cit. p. 23 y ss.
Afirma Monexo cnrex.r, v., que la función genérica de ra jurisdicción estriba en la
resolución de los conflictos, intersubjetivos y sociales, mediante la aplicación del
Derecho objetivo, si bien dicha función, se concreta en la protección de los derechos
subjetivos, en el control de la legalidad y en la complementación del ordenamiento
(lntroducción al Derecho Procesal 2. edición, Colex, 1997, p. 44).
const. Italian4 art. 104.1; Ley Fundamental de Bonn, an.23.z;const. Española, art. l7).
En este sentido, afirma c.lnxElL:rrr que la jurisdicción es un concepto ópu"rto y .onr-
plementario a la acción: "[a acción es una actividad que se desariolla áe la periferia
al centro; la jurisdicción del centro a Ia periferia; la acción va de las partei o, más
ampliamente, de los ciudadanos hacia eljuez; la jurisdicción, del juez Íracia la parte
o, más ampliamenre. hrcia los ciudadanos. El juez ius diclt porque el ciudadano i¡¡s

9
l0



Cepirulo [: CoNceqros cE].¡ERALES

Esa'pretensión de alcanzar la justicia es trü derecho de la persona
y constituye una obligación ineludible del Estado a tavés de los ó.g*o,
jurisdiccionales. En el nuevo proceso penal, la función jurisdiccional se
aleja de la actividad in'estigadora para centrar su ejercicio al jugamiento
y al conhol de legalidad de la investigación fiscal, bajo los prirr.ipio, yu
aludidos, especialmente el referido a Ia exclusividad de zu ñrncion.

4.1. Características

La jurisdicción presenta las siguientes características: r3

Autónoma.- La jurisdicción es ejercida por cada Estado de acuer-
do con sus nonnas constitucionales y en ejercicio de su soberanía
nacional. En consecuericia, la función jurisdiccional, objeto de
estudio del Derecho Procesal Penal, se caracterizaporoo.n on-
trarse dirigida a la represión penal, que es propio dil derecho pe-
nal, sino que desarrolla las garantías que las regula con el carácter
de autónomas; dichas garantías son sustantivas por acomodarse a
la realidad constifucional de "aquí y ahora".r
Exclusiva.- La jurisdicción es exclusiva de los órganos a los cua-
les el Estado otorga tal potestad: jueces de todas las instancias.
En este sentido, expresa Paces B¡nen que "la exclusividad o el
monopolio de la jurisdicción al Juez -se ha dicho- es la últirna
'last put non least- de las condiciones señaladas para una efi-
caz protección de los derechos fundamentales. Ello excluye la
atribución de competencias judiciales al poder Ejecutivo o a las
comisiones parlamentarias, así como cualquier injerencia en
el régimen normal de jurisdicciones especiales que suponen un
retroceso en las condiciones para una eficaz protección de las

poscit; éste pregunt4 aquél responde. Et cual rcsponder es naturalmente un dicerc ius
y así una iuris dictio" (Lecciones sobe el proccso penal, T. II, colección ciencia del

4t

b.

l3
l4

Proceso, traducción de Santiago Sentís M., Bs. As., 1950, p. 145.
MoneNo c.rreNe, y otÍos, lntroducción al Derecho procesal, citado, p. 43-44.
Lonc¡ N¡r:rnnerc., EI proceso penal y la Ley de enjuiciamiento críiinal,Dykinson,
1997, p.28; Cr"."rnl..r, Or-irreoo, Derecho procesal penal,T. I, EDIAR, Ss. ei., tSgO,
p.291.
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libertades públicas y una intervención'del Poder ejeóutivo y le-
gislativo en el judicial"rs.

Entonces, los particulares ni otros funcionarios públicos pueden
ejercer la jurisdicción, (art. 139.i Const.) lo que lleva a Mo¡nsno
Anoce a plantear que "todos los seudo-tribunales no jurisdiccio-
nales que han proliferado en los últimos tiempos (tribunales de
honor, sindicales de amparo, de prensa, de defensa de la compe-
tencia, de contrabando y un lar_euísimo etcétera), sobre cuya na-
turaleza administrativa, generalmente caben pocas dudas, cons-
tituyen otros tantos ataques a la exclusividad de la jurisdicción,
ataques que reflejan la desconfianza que el Ejecutivo siente frente
a los órganos jurisdiccionales ordinarios como garantizadores de
los derechos de los ciudadanos"r6i Entonces, los órganos admi-
nistrativos, como la policía, los prefectos o alcaldes no es que
actúan dentro del "¿imbito de su jurisdicción", pues no la ejercen,
sino que ejercen sus funciones dentro del ámbito de su competen-
cia. La jurisdicción es exclusiva de los jueces.

Independiente.-Lafunción jurisdiccional se caracteriza por la in-
dependencia con la que actúan los magistrados; independencia
que debe manifestarse frente a la sociedad, frente a los otros po-
deres del Estado, frente a sus superiores jerárquicos y frente a las
partesrT. La esencia del Juez es su independencia y en ese sentido,
sólo está sujeto a la Constitución y a las leyesrt.

Úníca.- Sólo existe una jurisdicción delegada por el Estado con-
forme al concepto inicialre. Leo¡rE señala que dentro de la unidad,
lajurisdicción reivindica su autonomía y la consiguiente infungi-

Peces Bente, Derechos Fundamentales, 3" edición, Madrid, 19E0, p. 188. También
Glr"r¡l¡o Srxone, Y., Fundamenfos, citado, p. 85.
Mo¡rreno Anoc e, J., Introducción, cilado, p.37 .
Movreno Anoc * J., Introducción, citado, p, .39-43
En este sentido, ha de distinguirse al nuestro maestro sanmarquino Do¡"rrxco Gnnci¡
R.e,oe (Memorias de un Juez, Editorial Andina, Lima, 1978, p. l7l y ss.
ctueNo SeNon.r comprende a la unidad como expresión del principio constitucional
de exclusividad,en Fundatnenlos, citado, pp. 8,i-i07.

c.

l5

l6
t7
l8

l9



Cepirwo [: CoNcep{os cENEMLES 43

20
2l

bilidadz'. La jurisdicción no se divide, por ello no se puede afir-
mar la existencia de una jurisdicción preventiva, cuando el juez
ejerce determinadas funciones en la investigación preliminar,
pues realmente el juez actua en virtud de la potestad de la que
estií investido, dentro o antes del proceso, si la ley así lo permi-
tg. En cambio, se puede afirma¡ que la jurisdicción puedi tener
distintas manifestaciones2r, a fin de indicar la forma.orno la ley
distribuye su ejercicio entre los diversos órganos y funcionarios
especializados, para cumplir mejor con sus fines.

La función jurisdiccional genera la anibución de determinados po-
deres a fin de que los órganos jurisdiccionales puedan cumplir con
su ejercicio. Sin embargo, como se ha expresado al analizarel con-
cepto de jurisdicción, debemos cikr lo que enseña FnRsN GurLuuN,
quien entiende que lajurisdicción mas que un poder es una potestad
que desarrolla una función. "Ese Poder Judicial se desanolla como
wra potestad ca¡acterizada por la autoridad, superioridad de jueces
y magistrados -imperiurz¡ derivado de la soberaní a-i esapotestad es
la fuerza que actuando, desarrolla una función..."32

En atención a los poderes que emanan de la jurisdicción son los
siguientes: a) Poder de decisión del órgano jurisdiccional que tie-
ne fuerza obligatoria sobre la controversia; es el poder esencial
que emana de la jurisdicción. La manifestación de este poder es
variada du¡ante el proceso; se puede afirmar que el proceso penal
se construye sobre la base de las decisiones provisionales y defi-
nitivas del juez. En tal sentido, la resolución definitiva der juez
unipersonal o colegiado (consentida o ejecutoriada), constituye
cosajuzgada. La LOPJ establece que toda persona y autoridad está

Leoxe, Trotado, citado, p. 27 6.
De allí que es preferible hablar de tribunales especiates u ordinarios, o tribunales
civiles, penales, etc., más no de jurisdicciones, pues ésta es única (prieto castro y
otros, Tribunales espafioles, organización y funcionamiento, \fadrid, 197'1,p. 150.
F¡rntr cu¡r.¡-eN,Y., La porestadjurisdiccioaal en Rev. De Derecho Judicial, España,
1972, p.8 I y ss. Agrega el maestro español en otra de sus tantas obras, que identificar
a la jurisdicción sólo con la función sería, además de incompleta, propi" de regíme-
nes totalitarios; en Doctrina General del Derecho procesal. racia una teoría y ley
procesal generales, Librería Bosch, Barcelona, 1990, p. l0l
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obligada a acalar y dar cumplimiento a las decisiones]udiciales o
de índole administrativ4 emanadas de autoridad judicial compe_
tente, en sr¡s propios términos, sin poder calificar su contenido o
sus fundamentos, restringir sus efectos o interpretar sus alcances,
bajo responsabilidad civil, penal o administrativa (art. 4\; b) poder
de coerción, pues se re faculta hacer uso de medidas coercitivas
para la realización de sus funciones, que pueden estar dirigidas a
los procesados, testigos, peritos; a la realización de determinadas
diligencias mediante el empleo de la fuerza pública; a la imposi-. ción de sanciones a quienes incumplan su mándato, Ltc.; er nuevo
código procesal penal lo establece en el numeral l)6. c) poder de
ejecución, que se manifiesta cuando el órgano jurisdicctnal im_
pone el cumplimiento de un mandato claroy .*pr.ro. El Juez tie_
ne como función fundamental juzdur, pero también debe ejecutar
lo juzgado; d) poder disciprinano, que es la facultad que tiene el
juez, como direc¡or del proceso, de poner orden durante la realiza,_
ción de las diligenciasjudiciares. La LopJ estabrece rafacultad del
juez para sancionar toda contravención a los deberes procesales,
así como la mala fe y temeridad procesal (arts. 9 y l0).

4.2. Jurisdicción ordinaria y jurisdicción militar

La doctrina clasifica a la jurisdicción en ordinaria y especial, de
acuerdo a las distintas ramas de la organizaciónjudicial de cada país.
Lajurisdicción ordina¡ia o común comprende a las ramas civil, laboral,
constitucional y penal, y es ejercida por los juzgados unipersonales y
colegiados y también por las salas penales oidinarias. Lalurisdicción
especial comprende las ramas militar y arbitral, y es ejercida por jueces
distintos al ordinario.

_Dento de la jurisdicción penar ordina¡ia se investigan y jt¡zgan todas
las infracciones que lesionan o ponen en peligro bienes j-uríácos tutelados
por la ley penal, sin atender a distinciónalguna de sus-autores, salvo las
prenogativas que establece la ley procesal a determinadas autoridacies.

La jurisdicción penal militar merece singular atención en nuesrro
sistema debido a la poca claridad del ordenamiento y a que también sus
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disposiciones, es decir, sus leyes b¿isicas resultf,n obsoletas y no se ade-
cuan a la constitución. Esta jurisdicción comprende el juzgamiento de
infracciones de las personas que integran la organiza.ián irilitu., p.ro
limitada a los delitos directamente vinculados ón las funciones milira-
res o policiales, en cuanto afecten bienesjurídicos castrenses.

De esta manera se resalta el carácter inminentemente restrictivo de
la jurisdicción penal militar, pues sólo será competente cuando se resiona
bienes jurídicos de canácter militar. consecuentemente, siendo la juris-
dicción penal militar de carácter especial, ..normalm.ntl 

huy que presu-
mir la competencia de la j,risdicción ordinaria" observando igualmente
la vigencia del principio del Juez legal o predeterminado por la leyr. Ello
permite establecer una clara delimitación de la jurisdicción penal ordina-
ria de la militar, restringiéndose ésta alo exclusivamente castrense. De
ello se desprende que si un miembro de las fuevas militares o policiales
comete un delito que no afecte bienes jurídicos castrenses, la investiga-
ción y juzgamiento corresponderá a la justicia penal ordinaria2a.

Es indudable la posición doctrinaria respecto de la jwisdieción
militar, sin embargo, en nuestro ordenamientolos problemas de deter_
minación de la jurisdicción común o militar se evidencian a través de
las cuestiones de competencia que han sido resueltos sin seguir una lí-
nea interpretativa homogénea. Entonces, dos aspectos hay qie destaca¡
sobre este tema: Primero, constituye regla dominante en la doctrina y
derecho comparado que la jurisdicción penal militar se determina aten-
diendo a presupuestos imprescindibles: a) cuando el agente es militar o
policial; b) el bien jwídico que lesiona o pone en peligro es de natura-

Sentencia del rribunal constitucional español N" 75lE2. En esa sentenci4 se plan-
teaba al cuestión de dilucidar la competencia de la jurisdicción ordinaria penal o la
jurisdicción penal militar en una causa seguida contra miembros de la cua¡dia civil,
por delito de tortura, por hechos cometidos, al menos en parte, en un cuartel de dicha
fuerza. El rribunal constitucionar consideró que se haüía v'iolado et frincipio deljuez legal, decidió otorgar el amparo y dispuso que la autoridad judicial castrense
devuelva Ia causa a lajurisdicción ordinaria.
Devrs EcHlNoi¡, Teoría General, cit. p. 97. considera que es inconstitucional que se
atribuya a la justicia militar el conocimiento de delitos comunes: ..Los jueces mili¡a_
res no tienen esa función, ni capacidad para desempeñarla bien; es un atlentado conrra
la seguridad de los particurares y un criterio conuptor de lajusticia".
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leza castrense; y c) la conducta incurrida está prevista en el Código de

Justicia Militar como hecho puniblezs.

En segundo lugar, y no por ello menos importante, lo constituye la

debida determinación de la jurisdicción militar. Es necesario y urgente

unareformatotal tanto de la LOJM como del CJM dejando de lados pro-

yectos legislativos que solo buscar mantener el sistema tradicional de la
justicia militar. Por qué no pensar en cambiar a un sistema de administra-

ción de justicia para los delitos cometidos en el ámbito castrense?26 En

tal sentido, coincidimos cou HuRr.qoo Pozo cuzurdo sostiene en la pre-

sentación del Anuario de Derecho Penal que el "establecimiento de un

mínimo Estado de Derecho requieren la reforma substancial del desnatu-

ralizado sistema de derecho penal militar, vigente en nuestro país."2?

5. LA COMPETENCIA

La competencia constituye la facultad que tienen los jueces para

el ejercicio de la jurisdicción en determinados casos. Se trata de un

presupuesto procesal\s relativo al órgano jurisdiccional pues exige de

éste la competencia para conocer de un caso y dictar sentencia. Gnnci¡
ft,4eozr aflrmaba que "es el ámbito dentro del cual el Juez tiene y puede

ejercer válidamente la jurisdicción".

En unajurisprudencia se establece que el delito de TID se encuentra prevista en el CP

y no en el CJM, por lo tanto, corresponde el conocimiento de los hechos incurridos

por efectivos militares a la justicia ordinaria (Ej. Suprema de 5 de mayo de 1998,

S.P. TIE-E, Competencia No 8774'97, Lim4 en Jurisprudencia Procesal Penal, Rojas

Vargas, citado, p. 185).

Véase la Resolución Defensorial N" 32-DP-2000, especialmente los considerandos

cuarto, quinto, sexto y sétimo, sobre la administración de justicia y la conpetencia

de los fueros civil y militar; el delito de tortura y delito de función y las cuestiones

de competencia. Publicado en el diario oficial El Peruano, 7 de junio del 2000, p.

187699-187702.
Hunr¡po Pozo. J., Anuario de Derecho Penal 2001-2002, Fondo Editorial de la PUCP

2002, Lima, 2002,p,17. Véanse además los interesantes trabajos sobre la materia en

dicho anuario.
Movreno Anoc.r, J. Derecho Jurisdiccional T. lll citado, P. 't l' GtrtExo Sexou, V',

Derecho Procesal Penal, con otros autorcs, 2o edición, Colex. 1997, p. I I l.
G¡nci.r R.ro.r, D., .\lunual cle Derecho Procesal Penai. citado. p.-13.

25

26

27

28
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Pa¡a c.cRNELLrm la competencia no es unloder, sino un límite der
poder; es más, ha precisado que es el único límiie de ía jurisdicción3'. El
Juez tiene el poder no sólo en cuanto es juez, sino adem¿ís en cuanto la
materia del juicio enta en su competencia. De esta manera jurisdicción
y competencia se relacionan, y por ello se afirma que la jurisáicción es el
género y la competencia es la especie3r; es decir, todosios jueces tienen
jurisdicción, pero no la misma competencia, pues esta se ericuentra deli_
mitada a determinados asuntos previstos en la ley de la materia. De üal ma_
nera que losjueces que intervienen en unos asuntos, no pueden hacerlo en
otros por ser incompetentes. como afirma MrxÁN MÁss,la competencia es
el ámbito de la jurisdicción der juez y comprende el conjunto di procesos
en que puede ejercer su jurisdicción consciente e inequívocamenter2.

Es igualmente necesario señalar que la competencia no sóro de,
limita el ámbito del órgano jurisdiccional, sino también determina er
¿lmbito de actuación del Fiscal, pues los criterios establecidos por la ley
para la deli¡nitación de competencia comprenden a ambos operadores.

5.1. Criterios de determinación

La competencia es útil para distribución de los casos penales enüe
los distintos jueces de- investigación preparatori4 jueces oe ¡uicio y ae_
mris salas especializadas. Se tata en esenci4 de un instrumento técnico
para repartir el trabajo entre los juecesi3. De tal manera que cada órgano
jurisdiccional conoce cual es su ámbito de ejercicio y las partes saben el
camino procedimental que va a tener su causa. por iuo, á legislador ha
señalado que por la competencia se precisa e identifica a los érganos ju-
risdiccionales que deben de conocer r¡n proceso (art. lg.2)y asimismo, ha

30 CrnNeLtrrn, F. Derecho procesal Civil y penal,citado,p.7l,nola29.
3l' G¡ncia R-roe, D., Manuar, citado, p. 33; Devis Ecn¡xue, Teoría Generar, eitado,

p.135.

32 Mrx¡N MÁss, F, Derecho procesar pena!,T.I, citado, p.305, señara que ra determinación
de la competencia permite al juez penal actuar ,.consciente 

e inequívoca¡nente,, en el
ámbito y el nivel que le son conferidos para el desempeño de su función jurisdiccional.33 R.r;vros lvlÉNorz,F.. Er proceso penar.Tercera Lectura constitucionar,"Áosch, Barce-
lona, 1993, p.88.
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elaborado determinados criterios para arcanzar una debida ústribución
de la competencia penal, teniendo en cuenta sobre todo, presupuestos tan
importantes como la especialidad y la proporcionalidad.

El nuevo código procesal penal establece que la competencia es
objetiva, funcional, tenitorial y por conexión (art. l9.l). En tal sentido,
todas las infracciones establecidas en el código penal - delitos y fal-
tas- así como en las leyes especiales, deben de ser investigadas por la
Fiscalía y resueltas por el Juez penal común u ordinario.

' La ley procesal penal establece los criterios a seguir para la deter-
minación de la competencia, a los que deben de sujetarse ios Juzgados
y salas judiciales penales y que igualmente determina la competencia
de las Fiscalías.

5.2. Competencia objetiva y funcional

La competencia objetiva expresa la distribución que establece la
ley entre los distintos órganos jurisdiccionales para la investigación y
juzgamiento de las infracciones penales. para tal efecto, se ha de con-
siderar la clase de infracción, la gravedad de las penas previstas para
determinados delitos y la condición especial de la persona imputada.
El criterio expuesto complementa la competencia funcional, ya que
basada ésta en la división del proceso en dos instancias, con órganos
jurisdiccionales distintos, establece los mecanismos formales para que
cada uno de ellos pueda cumplir con sus funciones, poniendo de relie-
ve la llamada competencia de grado, que posibilita al órgano jurisdic-
cional superior el conocimiento del proceso o de sus incidencias en vía
de impugnación o consulta.

Nuestra ley procesal ha distribuido la competencia objetiva y
funcional de los órganos jurisdiccionares en lo penal, atendiendo bá-
sicamente a la gravedad de la infracción, a su nivel jenírquico y pre-
cisando, taxativamente, los casos sujetos u ,u .ono.imiento. En tal
sentido, los distintos estamentos jurisdiccionales tienen competencia pre-
establecida:
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sala Penal de la corte suprema.- constituye la instancia m¿ixima
en materia penal y su ámbito competencial esüi claramente regu-
lado. En tal sentido, le corresponde (art. 26):

L conocer del recurso de casación conta las sentencias y autos
expedidos en segunda instancia por las Salas penales supe-
riores, en los casos previstos por ley.

2- conocer del recurso de queja por denegatoria del recurso de
apelación.

3. conocer de la transferencia de competencia, conforme a ley.

4. Conocer de la acción de revisión.

5. Resolver las cuestiones de competencia que prevé la ley y las
que se produzcan entre la jurisdicción ordinaria y la militar.

6. Solicitar al Poder Ejecutivo la extadición activa; emitir opinión
consultiva sobre procedencia o no de la extradición pasiva.

7. Resolver la recusación planteada contra los magistrados.

8. Juzgar los casos de delitos de fi¡nción que prevé ra constitución.

9- conocer de los demás crisos que el código y la ley establecen.

sala Penal de la corte superior.- La ley procesal establece que
corresponde a las Salas Penales Superiores (art. 27):

l. conocer de la apelación contra las sentencias y autos en los
casos que prevé la ley, dictados por los jueces de investiga-
ción preparatoria y de juzgamiento.

2. Dirimir las cuestiones de competencia entre los jueces de in-
vestigación preparatoria y entre los jueces de juzgamiento,
del mismo o distinto distito judicial, correspondiendo resol-
ver en el último caso, a la Sala penal del Distrito judicial al
que pertenezca eljuez que previno.

3. Resolver los incidentes que se promuevan en su instancia.

3. Dictar, a pedido del Fiscal Superior, las medidas rimitativas
de derechos a que hubiera lugar.

4. Conocer del recurso de queja que prevé la ley.
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5. Designar al vocal menos antiguo de la Sala para que actúe

como juez de investigación preparatoria en los casos previs-

tos por ley y realizar el juzgamiento en los mismos casos.

6. Resolver los casos de recusación promovidos contra sus ma-

gistrados.

7. Conocer de los demás casos que prevé el código y las leyes.

Juzgado Penal Unipersonal o Colegiado (art. 28).- Les cones-

ponde:

1. Conocer de los delitos según la pena conminada para el delito.

2. A ambos les compete dirigir el juicio oral, resolver las inci-
dencias que se presenten en el juicio y los demás casos que la

ley prevé. I

3. El juzgado penal colegiado conocerá de las solicitudes de re-

fundición o acumulación de Penas.

4. Eljuzgado penal unipersonal conocerá:

a. De los incidentes sobre beneficios penitenciarios.

b. De la apelación interpuesta contra la sentencia dictada por

el Juez de Paz Letrado. También del recurso de queja que

prevé la ley.

c. Dirime las cuestiones de competencia entre los juzgados

de paz letrados.

Juzgado de Investigación Preparatoria, conforme al art. 29 le
corresponde:

l. Conocen de las cuestiones derivadas de la constitución de las

partes en la investigación preparatoria.

2. Imponer, modificar o hacer cesar las medidas limitativas de

derechos durante la investigación preparatoria.

3. Dirigir la diligencia de prueba anticipada.

4. Dirigir la etapa intermedia y la ejecución de la sentencia.
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5. Ejercer los actos de conhol de la eta@ preparatoria.

6. ordena¡ la inscripción -si no se hubiera hecho- del occiso en el
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC).

7. Conocer de los demás cascis que el código y la ley establecen.

e. El Juzgado de Paz Letrado, conoce del proceso por faltas (art.
30). Excepcionalmente y cuando no exista juez letado, conoce-
rán los Jueces de Paz (art.482).

5.3. Competencia tenitorial

Se ha considerado como preferente y exclusiva la competencia
por razón del tenitorio, significando con ello la realización del juicio lo
más cerca posible al lugar donde se cometió el delito. De ésta maner4 la
autoridad judicial ejercerá mejor sus funciones, sea para las diligencias
de investigación en el lugar de los hechos, para la actividad probatoria;
también para la adopción de medidas coercitivas y de ejecución de la
sentencia, así como para el mejor ejercicio de la defensa.

La competencia territorial presenta supuestos para su determina-
ción siguiendo un orden de prelación excluyente. En tal sentido, se atien-
den a las siguientes pautas previstas en el art. 2l de la ley procesal.

l. Por el lugar donde se cometió el hecho delictuoso o se realizó el
último acto en caso de tentativa, o cesó la continuidad o laperma-
nencia del delito.

2. Por el lugar donde se produjeron los efectos del delito.

3. Por el lugar donde se descubrieron las pruebas materiales del delito.

4. Por el lugar donde fue detenido el imputado.

5. Por el lugar donde domicilia el imputado.

No habrá mayor duda cuando la acción y el resultado ilícito acon-
tecen en un solo lug*, o se trata de un delito flagrante, pues la deter-
minación competencial está dada. Sin embargo, puede suceder que el

5l
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locus delicti commissi no aparezca con claridad en la investi$ación de

los hechos, y en tal sentido, la detenninación competencial inicial debe

de tomarse con carácter provisionaPa en tanto y en cuanto no se cues-

tione la competencia por rczíndel lugar de la comisión del delito.

En materia penal la doctrina ha elaborado tres teorías para dar

solución a esta cuestión: la teoría de la acción, la del resultado y la
de la ubicuidad. La primera, considera como lugar de comisión aquel

donde se exterioriza la voluntad delictiva del agente, donde el delito se

ha ejecutado, la segunda sostiene que debe considerarse el lugar donde

se consuma el resultado; y la tercera, entiende que el delito se comete

tanto en el lugar donde realizan los actos de ejecución como en el lugar

donde se produce el resultado35. Hunrnoo Pozo3ó resalta la aplicación

de la teoría de la ubicuidad con criterio restringido observando la dis-

tinción que hace el legislador entre producir "efectos" (art. 5o C.P.) y
producir el resultado (art. 9o C.P.).

a. Competencia par delito cometido en un medio de transpor¡e.- El

legislador trata de dar solución a los problemas que puedan pre-

sentarse cuando un delito se comete en un medio de transporte y

existe duda para determinar con precisión la competencia terri-

torial. El art. 22 de la nueva ley procesal establece los siguientes

presupuestos:

l. Que el delito se cometa en un medio de transporte. No se es-

tablece expresamente a qué tipo de transporte se hace referen-

cia, comprendiéndose a toda forma utilizada por las personas

para trasladarse de un lugar a oto, de una ciudad a otra (trans-

porte aéreo, marítimo o terrestre u otro medio análogo).

2. Que no sea posible determinar con precisión la competencia

territorial; la que se presenta cuando el delito se comete en un

medio de transporte que se encuentra en los límites territoria-
les de la demarcación judicial.

Monexo C¡reN.r, !i y otros, Derecho Procesal Penal,citado,p-126.

Hurr¡oo Pozo, J., .\lanual de Derecho Penal.T Edición, Lima, 1987' p. 2l{ y ss.

Hurr.roo Pozo,J,llotual de Derecho Penal,citada. p' ?15-217'

34
35

36
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b.

La solución legislativa consiste en atribt¡ir la competencia del
hecho punible al Juez del lugar de llegada mrás próximo. En tal
caso, el conductor del medio de transporte pondrá el hecho en co-
nocimiento de la autoridad policial del lugar indicado y éste a su
vez informará de inmediato al Fiscal provincial p*u qu" proceda
conforme a sus atribuciones.

competencia por delito cometido en er extranjero.- Er código
Penal establece los casos en que se aprica la léy penal peruana
por hechos punibles cometidos en er extranjero: l) cuando el
agente es funcionario o servidor público en desempeño de su
cargo; 2) Atenta contra Ia seguridad o la tranquilidad pública,
siempre que produzca sus efectos en el territorio de la iepúbli-
ca; 3) Agravia al Estado y a la defensa nacional; a los poderes
del Estado y el orden constitucional o el orden monetario;4) Es
perpetrado contra peruano o por peruano y el delito esté previsto
como susceptible de extradición según la Ley peruana, ,i"*pr.
que sea punible también en el estado en que se cometió y el
agente ingresa de cualquier manera al territorio de la república;
y 5) El Peru está obligado a reprimir conforme a los iratados
internacionales (art. 2 C.P.).

competencia por delitos graves y de trascendencia nacionat.-El
legislador ha considera de importancia regular la competencia
judicial tratándose de delitos muy graves dejando al órgano de
Gobierno del Poder Judicial la elaboración de un sistemá de or-
ganización territorial y funcional de la competencia. En efecto, el
ert.24 señala que los delitos especialmente graveso aquellos que
produzcan repercusión nacíonal cuyos efectos superen el iímbito
de un Distrito Judicial o cuando se trate de organizaciones delic-
tivas, serán de conocimiento de la autoridad jurisdiccional que
haya sido prevista por el ór-qano de gobiemo der poder Judicial,
precisando que en los casos de TID, lavado de activos, secuestro
y extorsión que afecten a los funcionarios der Estado, podrían ser
de conocimiento de los jueces de la capitar. con independencia
del lugar donde se hayan sido perpetrados.
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En cualquiera de los cÍrsos, la idea central de la misma"radica en la
complejidad de detenninados delitos, en las dificultades logísticas
de taslado a la sede judicial, de espacio, de posibilidades de fuga
que puedanpresentarse en la sede originaria, así como la seguridad
para las personas investigadas, testigos, peritos y magistrados.

5.4. Competencia por conexión

Para Mon¡xo c¡rpNe37 la conexión entre distintos procesos tie-
ne lugar "cuando existen elementos comunes, bien en relación con los
imputados (conexidad subjetiva), bien en relación con los hechos de-
lictivos (conexidad objetiva)". De esta manera respetándose los prin-
cipios procesales se evitan sentencias contradictorias sobre cuestiones
idénticas o análogas. Para Menr¡NEz Reús," la conexidad procesal se
produce cuando: a) hay unidad de acción y pluralidad de infracciones;
b) pluralidad de acciones y pluralidad de infracciones: y c) pluralidad
de acciones y unidad de infracción.

Cabe señalar entonces que la posibilidad de existencia de una plu-
ralidad de hechos punibles justifica la previsión del legislador sobre
los casos de conexión en el proceso penal, reuniéndolos en uno sólo
(acumulación)3e a fin de evitar sentencias contradictorias y dilaciones
indebidas. La doctrina agrupa los casos de conexidad en subjetiva, ob-
jetiva y mixta.

Conexídad subjetíva

Se presenta cuando la conexión entre los distintos procesos obe-
dece a la existencia de una relación entre imputadosao y se pue-
den distinguir dos casos: l) cuando varios individuos aparecen
imputados del mismo hecho punible como autores y participes; y
2) cuando varios imputados han incurrido en distintos delitos en
tiempo y lugares distintos, existiendo vinculación entre ellos.

Mone¡¡o CereNe, Derecho Pracesol Penal, cltado, p. 149.
M¡nrtxzz R.xve, Procedimienlo Penal colombiano,Temis, Bogotá, 1994,p. 172.
LeoNe, G., Tratado,citado, p. 396.
lv{oneso C¡rex.l. Derecho Procesal Penal, citado, p. 149.

37
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Conexidad objetiva r

Exige la conexión por existencia de varios hechos delictivos rela-
cionados entre sí. se considera de ésta manera los delitos cometi-
dos para procurarse los medios para cometer otros, o para facilitar
o consumar su ejecución o para risegurar la impunidad.{¡

Conexidad mixta

Es aquella que resulta de la fusión de la conexidad subjetiva y co-
nexidad objetiva, y por la cual se consideran conexos los diversos
delitos que se imputan a una misma persona al incoarse contra
ella causa por cualquiera de ellos, si hubiera analogía o relación
entre sí y no hubieran sido sentenciados.

Los artículos 3l y 32 del cPp establecen los supuestos de co-
nexión y la solución legislativa al respecto. Así existe conexión:

l. cuando se imputa a una persona la comisión de varios delitos.
En tal supuesto, será competente el juez que conoce del delito
con pena m as grave; y si el delito tiene igual penalidad, el
juez que primero recibió la comunicación fiscal de formaliza-
ción de la investigación preparatoria.

2. cuando varias personas aparezcan como autores o partícipes
del mismo hecho punible. El legislador ha considerado que
este supuesto se resuelve subsidiariamente por la fecha de co-
misión del delito; por el turno al momento de la formalización
de la investigación preparatoria del fiscal; o por quien tuviera
el proceso mas avanzado. Si los procesos se encuentra en dis-
tintos distritos judiciales, se resuelve mediante ras normas de
competencia territorial.

3. cuando varias personas vinculadas por una misma voluntad
criminal hayan cometido diversos hechos punibles en tiempo
y lugar diferentes: En este caso corresponde conocer al juez

55
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que conoce del delito con pena mas g¡ave, y si fuerarlde igual

gravcdad, al que primero recibió la comunicación de formali-

zaciónde la investigación preparatoria por el fiscal.

4. Cuando el hecho delictuoso ha sido cometido parafacilitar otro

delito o para asegur¿tr la impunidad. El caso corresponderá al

juez que conoce del delito sancionado con pena mas grave.

5. Cuando se trate de imputaciones recíprocas. Igualmente, co-

rresponderá al juezque conoce del delito con pena mas grave

. y si hubiera igualdad, al que recibió primero la comunicación

fi scal de investigación preparatoria.

Al lado de las citadas conexiones y criterios de competencia se

regula el concurso procesal de delitqs, de tal manera que existien-

do casos de delitos sujetos a trámite distintos, el procedimiento a

seguir es el que corresponde al delito más grave y tratándose de

delitos que requieren del ejercicio privado de la acción penal, se

siguen los mismos criterios, pero solo podrán acumularse entre

ellas (art. 33); lo que equivale a decir que no cabe acumular un

proceso de querella y uno ordinario.

5.5. Cuestiones de comPetencia

Son aquellas incidencias que se presentan durante el proceso y que

buscan reconducir el conocimiento de una causa por la autoridad judicial

competente; o buscan dar solución a los cuestionamientos que se presen-

tan para su real determinación. Las cuestiones que se presentan pueden ser

variadas y nuestro ordenamiento procesal penal reconoce: la declinato¡ia

de competencia, la tansferencia de competencia y la contienda de compe-

tencia. También se comprende denüo de este rubro a la acumulación.

como se podrá observar de sus características comunes se espera

que tales planteamientos se resuelvan lo más pronto posible, de allí sus tér-

minos perentorios, sin perjuicio que mientas estuviere pendiente la deci-

sión judicial sobre la cuestión de competencia, se le permite al juez resol-

ver la libertad o la detención del imputado o realizar diligencias urgentes,

inealizables ulteriormente o que no admitan ninguna pronoga (art. 52).



CnpÍrwo I: Co¡lcspros cENERALES

Declinatoria de competencia.- procedd cuando el imputado,
el actor civil o el tercero civil responsable, solicitan individual
o colectivamente, al Juez de la Investigación preparatoria que
decline competencia a favor de otro Juez por no ser el compe-
tente por razón de la materia, de jerarquía o de territorio y se
interpondrá dentro de los días de formalizada la investigación
preparatoria (arts. 34, 35). El Juez citará a audiencia para escu-
char a las partes y resolverá inmediatamente dentro del plazo de
2 días.

si se declara consentida la resolución que declara fundado se re-
mitirá lo actuado al juez que corresponda, con conocimiento de
las partes (art. 36). En todo caso, contra la resolución que dicte el
Juez procede recurso deapelación ante la Sala superior, la misma
que resuelve en última instancia (art. 37). En estos casos la au-
toridadjudicial deja de conocer del proceso porque no le corres-
ponde y remite lo actuado a quien se considera competente, sin
embargo, mantienen su eficacia los actos procesales válidamente
realizados antes de la declinatoria (art. 38).

Transferencia de competencia.- La transferencia de competen-
cia a una autoridad jurisdiccional distinta, importa el traslado
del conocimiento del caso por razones fundamentalmente de se-
guridad en la investigación y juzgamiento. En doctrina y legis-
lación comparada se admiten distintos supuestos, y nuesüo nue-
vo código procesal establece que procede únicamente cuando
"circunstancias insalvables impidan o perturben gravemente el
normal desarrollo de Ia investigación o del juzgamiento o cuan-
do sea real o inminente el peligro incontrolable la seguridad del
imputado o su salud, o cuando sea gravemente afectado el orden
público (art. 39). En estos casos, planteada la transferencia por
el fiscal, el imputado o alguna de las partes procesales, el juez
formará el incidente, pondrá en conocimiento de las otras partes
y lo remitirá a la Sala Superior para que resuelva en el plazo de
tres días. Tratándose dejueces de distinto Distrito Judicial o de
Salas Superiores, la transferencia será resuelta por la sara penal
de la Corte Suprema (art. 41).

57
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c. contienda de competencía.- consiste en la facurtad fue dene unJue.zparapedir la competencia a otro Juez cuando ésté conoce dela investigación de un delito que no re conerpo;d.rr Er códigoreconoce la contienda de competencia a¡ por reconocimiento;"y
b) por inhibición.

Señala la ley que se produce ra contienda de compe tenciapor reco_nocimiento "cuando er Juez toma conocimiento que otro de igualjerarquía también conoce der mismo caso sin qu. t" corresponda,
de oficio o a petición de las partes, solicitará la remision del pro_' ceso", acompañando la copia de ra resolución y los eiunentos deprueba pertinentes. si acepta remitirá lo actuado; .n .u.o contrario,
lo decla¡ará improcedente (contienda positiva) y erevará er cuader_
no que forme a la Sala superior a fin-de que resuelva Io pertinente
en última instancia (art. 42). La contiendu d. .o,'p. t n"iu po, rn_hibíción se produce cuando el juez considera qu. no ., .o*p"r"n,.
para conocer der caso y se inhibe, de oficio o a pedido de ras partes,
remitiendo lo actuado a otro juez o remitiéndole ras copias perti-
nentes si hubiere imputado detenido. si er segunoo juá también
se inhibe (contienda negativa), erevará ras copás o .t pJncipal a ra
Sala Superior a fin de que resuelva lo pertinent" (un. +¡).
Además, el legislador ha considerado necesario incluir ras [ama_
da consurta competencíal que se produce cuando unjuez toma
conocimiento que su superior jeráiquico conoce er mismo hechopunible u otro conexo, consultarámediante oficio si debe remitir
lo actuado; y cuando se trate de una situación inversa, 

"s 
¿e"ir, etjuez superior conoce que el inferior conoce del mismo derito u otro

conexo, pedirá lo actuado de oficio o a petición de ras partes (art.
44). como se podrá apreciar, se pone el acento en la necesidad deunifi car procesos que se encuentran ante órganos jurisdiccionales
de distinta instancia bajo er principio de Ia unidad en ra investi-gación y juzgamiento (an. 44.t v i). como consecuencia de estasdisposiciones competenciales no úabr¿ dupricidal i.-p.o."ror,

42 s¡eveoR¡ Ro¡¡s, E., Constitución, Derechos Humcrncts !* proceso penar, editoriar,Custavo lbañez, Boeotá, 1995, p. l9l.
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se reducirá el esfuerzo judicial y se evitará la posibilidad de tener
sentencias contradictorias.

En el mismo sentido, tat¿lndose de procesos especiales que se
siguen contra las altas autoridades que establece el art. 99 de la
constitución del Estado ante los magistrados de la corte suprema
de la República, en la que también se encuentan involucradós per_
sonas que no tiene tal prerrogativa, seriin juzgados conjuntamente
con aquellos; igualmente si se Fata de casos especialis seguidos
ante los magistrados de la Sala penal Superior (art.4l.3 y 4).

5.6. Acumulación y desacumulación de casos

Los casos de conexión'determinan la acumulación de procesos
en uno solo, la misma que se sustenta en la necesidad de sujetarse al
principio de unidad en la investigación y juzgamiento, resultando ab_
surda la tramitación de procesos conexos en sedes judiciales distintas
cuaído es aconsejable su acumulacióna3. Además, elio permitirá un tra-
tamiento unitario del caso y un conocimiento integral y coherente de
cada conducta perpetrada y de la personaridad de los imputados como
condiciones indispensables para adecuar la pena y de esa manera se
evite el riesgo de incurrir en resoluciones contradictorias si se juzgara
por separadoaa.

El art. 46 del cPP establece que cuando en ros casos de conexién
hubiera procesos independientes, la acumulación tendrá lugar obser-
vando las reglas de la competencia. Pero ademiis habría que señalar sus
características mas resaltantes:

a. La acumulación es obligatoriacuando varias personas aparezcan
como autores o partícipes del mismo hecho punible (art. 47.1 'l
31.2).

véase Gencir Reol, D., Manual, citado, p. 59; MonENo crreua, Derecho procesal
Penal, citado, p. I 5 l.
Ej. Suprema de 20 de octubre de 1997, s.p. R.N. N" 2939-97, Ancash, en Jurispru-
dencia Penal, Ro.r¡s V¡nc¡s, p. I 8l .
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La acumulación será facultativa en los demiis casos siernpre que lod
procesos se encuentren en el mismo estado e instanci4 y no ocasio-
nen grave retardo en la administración de justicia (art.47.2).

La acumulación puede ser resuelta de oficio o a pedido de parte o
como consecuencia de una contienda de competencia (art. 4g.l).
contra la resolución que resuelve la acumulación en la investiga-
ción preparatoria procede apelación ante la sala superior, la que
decide en cinco días hábiles (art. 4S.2).

La acumulac'ión en la fase de juzgamiento puede ser resuelta de
oficio o a petición de pane; procede la apelación y la sala superior
decidirá en cinco días hábiles (a*. 49).

No procede la acumulación tratándpse de procesos de tr¡ímite or-
dinario y otro de querella; o cuando uno de ellos corresponde a la
jurisdicción ordinaria y la otra militar (art. 50).

La desacumulación es posible en casos excepcionales para..sim-
plificar el procedimiento y decidir con prontitud, siempre que
existan elementos suficientes para conocer con independencia',
formándose cuadernos por separado (art. 51). Esta desacumula-
ción se hace necesaria si se verifica la complejidad de los casos o
existe demora en la realización de las diligencias o por el número
de procesados de una causa acumulada con relación a la otra.

LA INHIBICIÓN Y LA RECUSACIÓN

La regularidad del proceso penal y su éxito se sustenta principal-
mente en la actuación proba de la autoridad judicial, el respeto a las
nonnas de procedimiento, su independencia y la imparcialidad en sus
decisiones. una de las mayores ambiciones en materia penal radica en
que los jueces "gocen de completa independencia y además, actuen con
absoluta imparcialidad eliminando toda causa que pueda inclinar, aun
inconscientemente, su decisión", a lo que se viene a llamar la capaci-
dad subjetiva del juez.r5

b.

c.

d.

oD'

6.

45 M¡nrr¡-Ez R.ct'e. Proczdinient,:, ?¿na! colonbiano. citado. p. lg5.
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De allí que si desde el inicio o en el curso & un proceso penal sur-
giera alguna circunstancia prevista en la ley procesal, que hiciera dudar
de la imparcialidad del Juez que conoce del caso, debe éste apartrarse
del mismo inhibiéndose, o en su defecto, las partes tendrán el derecho
de pedir su separación mediante la recusación. Tales criterios de im-
parcialidad también son exigibles de los Fiscales, por lo tanto, en los
mismos supuestos, aquellos deben apartarse de conocer de sus investi_
gaciones o de intervenir en los procesos judiciales, (art. 61.4), sin que
ellos signifique la afectación al principio de legalidad constitucional-
mente reconocido.

El legislador ha reunido estos dos institutos procesales de suma
importancia para el proceso penal que tienden a proteger la imparcia-
lidad del juicio: la inhibición;y la recusación. En ese orden, se espera
primero que el Juez o Fiscal se inhiba al conocer, por sí o por comu-
nicación o pedido de alguna parte, de la existencia de .uurál legal; o,
tratándose del Juez se le recuse. Tanto la inhibición como la recusación
generan efectos inmediatos en el curso del proceso, pues se afectan las
reglas de la competencia. Si la autoridad judicial se inhibe o se le recu-
sa, debe de seguir conociendo otro Juez, según el caso y siguiendo las
nonnas que establecen las reglas contenidas en la ley procesal y en las
leyes orgiínicas.

Las causas que dan lugar a la inhibición o recusación pueden re-
sumirse en: a) la relación existente entre la autoridad judicial y el hecho
delictivo (si ha sido agraviado o afectado por el delito o ha sido testigo
del mismo); b) la relación de parentesco existente entre la autoridad ju-
dicial y las partes procesales o implicadas en el proceso; y c) la relación
funcional que hubiera tenido la autoridad judicial con anterioridad al
hecho que conoce (haber sido juez de instrucción, o fiscal, o intervenido
como perito, testigo o defensor del imputado o agraviado).

6.1. La inhibición

La inhibición es el apartamiento de la autoridad judicial delcono-
cimiento de la causa cuando medie circunstancia específica que motive
la posibilidad de ser recusado. De tal manera que el órgano jurisdiccio-
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nal consciente de que está impedido por causas ético-legriles, deja de
conocer un proceso penal, ya sea por autodeterminación o a instancia
de partea6.

El art. 53 del cpp es claro al señalar que los jueces se inhibirán en
los casos que la misma ley establece. Las causares son las siguientes.

a. causales cerradas.- La rey procesar establece las causas para ra
inhibición cie manera taxativa.

L cuando el juez tuviese directa e indirectamente interés en' el proceso o ro tuviere su cónyuge, sus parientes dentro del
cuarto grado de consanguinidad o s.g*do de afinidad, o sns
parientes por adopción o relación de ionvivencia con alguno
de los demas sujetos procesaleg; aún cuando tares víncuros se
hayan anulado, disuerto o hayan cesado los efectos civiles del
matrimonio (art. 53.1.a). Es el caso de que el juez fuera agra_
viado por er rrecho punible; o lo fuera su pa.i.nte en ros niveles
de parentesco señalados o que sean las personas imputadas,
resulta lógico pues que er juez no puede la autoridad-que co-
nozca del mismo. Tampoco debe admitirse que conozca de un
caso cuando arguno de sus parientes tenga inierés en er mismo.
No cabe duda que se afecta el principio de imparciaridad.

2. cuando el juez tenga amistad notoria, enemistad manifiesta
o un vínculo de compadrazgo con el imputado, la víctima o
contra sus representantes (art. 53.1.b).

3. cuando el juez fuera acreedor o deudor del imputado, víctima
o tercero civil (art. 53.1.c).

4. cu¿ndo el juez hubiere intervenido anteriormente como juez
o fiscal en el proceso, o como perito, testigo o abogado de
alguna de las partes o de ra víctima (art. sI.l.d). Eaprimer
caso obedece a que la autoridad judicial ya ha conocidode los
hechos e intervenido judicialmente sea como juez inferior o
fiscal, por lo tanto, no debe de intervenir en la etapa del juicio
o como vocal. El segundo caso prevé el supuesio en que er

46 MrxÁN MÁss, F.. Derccho procesal penal,T.lll, cirado, p.236.
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Juez haya intervenido anteriormente?n er mísmo proceso en
calidad de testigo, perito o abogado de alguna a. iu, purt*r.

cabe anotar que ra regisración procesar civil también regula la
recusación y se puede acudir a eila de manera supletoria p*u ut-cu*af una interpretación coherente ante los.*o, que se sLciten
en la vía penal. se establece en que casos er juei se encuentra
impedido (art. 305") y las causales de recusación (art. 307),guar_
dando similares consideraciones legisrativas. También se 

"rtuut"_ce la posibilidad der rechazo riminar de la recusaciór, .u*¿o
en el escrito no se específica ra causal invocada, 

",i-uiüru ",manifiestamente improcedente; o si no se ofrecenlo, *.áio, pro-
batorios para su acreditación (art. 314).
De acuerdo con la misma normatividad civil, cuando un pedido
de recusación se desestima, el Juez puede condenar al recuiante a
pagar una multa no menor de tres ni mayor de diez unidades de
Referencia Procesal (art. 316").

cau-cal abierta.- Además de éstos casos, el legislador ha previs-
to la causal abierta 

-de 
inhibición (o recusación) por temtor de

imparcialídad como lo expresa RoxiNo? cuando exisia .,cualquier
otra causa, fundada en motivos graves, que afecte su imparciari-
dad" (art. 53.1.e).

si bien se exige el motivo grave de la recusación abierta, cierto
es también que cualquier motivo puede ser utilizado para eilo,
incluso aquellos de naturaleza subjétiva (amistad o.n.,nirtud uo-
terior o con ocasión de otro procesojudiciat; el haber presentado
una queja o denuncia por conducta funcional en el mismo u otro
proceso; el argumentar trato desigual en el proceso; haber sido
compañero de estudios de con algunas de laspartes o sus aboga-
dos, etc.). Esta causal debe ser rósuelta en aténción a cada caso
concreto y teniendo a la vista la fundamentación correspondiente
que' entendemos, debe ser de tal naturaleza que posibiliie el cues-
tionamiento sobre la imparcialidad del juzgador.

47 RoxrN, Ciaus. D¿recho procesal penal,citado.p.43.
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Trámite de la inhibíción.- El juez de la investigaciórtpreparato-
ria y el juez penal se inhibirán por escrito, indicando la causal
invocada, ante la Sala Superior, con conocimiento de las partes y
elevando copia certificada de lo actuado. La Sala resolveri inme-
díatamente previo traslado a las partes en un plazo común de tres
días (art. 53.2).

6.2. La recusación

. La recusación es el instituto procesal en virtud del cual la parte
procesal busca el apartamiento del juez respecto de una causa concret4
cuando dude de su imparcialidad y que debe venir sustentada por cau-
sa cierta. Desde esta perspectiva, se trata de un derecho que tienen las

partes de pedirle a la autoridadjurisdiccidnal deje conocer del proceso a

fin de que el mismo siga su curso sin cuestionamiento sobre la conducta
del juez. La recusación está íntimamente vinculada al principio deljuez
legal, pues exige del Juez no sólo la predeterminación de su jurisdicción
y competencia con anterioridad al hecho que conoce, sino también la
ecuanimidad, rectitud e imparcialidad en su acn¡ación funcional, es decir,
idoneidad en el cargo. En caso contrario, el imputado o la parte civil, que

tienen duda fundada sobre tales cualidades, tienen expedito el derecho de

oponerse a aquel que conozca del proceso instaurado mediante el plan-
teamiento de la recusación. Entonces, si eljuez no se inhibe puede ser

recusado por las partes. Se deben tener en cuenta las siguientes reglas:

1. La recusación se formula por escrito, bajo sanción de inadmisibili-
dad y siempre que se sustente en alguna de las causales del art. 53

y adjuntando los elementos de convicción (prueba) pertinentes.

2. Si la recusación se interpone fuera del plazo legal será declarada
inadmisible y se rechazará de plano.

3. La recusación se interpone dentro de los tres días de conocida la
causal que se invoque. En ningún caso procederá luego del ter-
cer día hábil anterior al fijado para la audiencia. Sin embargo, si

después de iniciada la audiencia, el juez advierte -por sí o por las

panes- de la existencia de una causal de inhibición, deberá decla-
rarse de oficio (a*.54.2).
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En el óaso de procedimiento la recusacióriserá interpuesta dentro
del tercer día hábil del ingreso de la causa a esa instancia (art.
54.3).

Todas las causales de recusación deben de ser alegadas al mismo
tiempo (art. 54.4) lo que impide que se formulá recusaciones
seguidas por causales distintas.

La consecuencia inmediata de la inhibición o recusación es el
reemplazo del magistrado por otro, de acuerdo a ley, con conoci-
mienio de las partes.

si alguna de las partes no está de acuerdo con la inhibición o
la aceptación de la recusación podrá apelar tal decisión ante [a
instancia superior para que resuelva dentro del tercer día. contra
esta decisión no procede ningún recurso.

Si el juez rcchaza de plano la recusación o no está de acuerdo
con ella, formará un incidente y lo erevará a la sala superior en
el plazo de un día a fin de que resuerva en el plazo de tres días.
Contra esta decisión tampoco procede recurso alguno.

La ley establece que larecusación contra los miembros del órgano
jurisdiccional colegiado se sigue er mismo tr¿ímite y conesponde-
rá decidir al mismo colegiado integriindose con oho magistrado.
Se entiende que en tal decisión no interviene el juez qur r" inhibe
o es recusado. contra esta decisión no hay impugnación aiguna.

Si la recusación fuera contra todos los jueces que integran el cole-
giado, conocerá de la misma el órgano jurisdiccional llamado por
ley. conforme a la sistemática del código, será otro colegiado del
mismo nivel.

Trat¿indose de secretarios y de quienes son auxiliares judiciales
también procede la inhibición o recusación, la misma que será
resuelta por el. juez donde ejercen funciones, quien decidirá in-
mediatamente reemplazándolo durante ese triímite por el llamado
por ley (art. 58).

se es¡ablece que mientras este pendiente de resolver la inhibición
o la recusación se podrá: decidir sobre la libertad o privación de

8.

9.

10.

11.

t2.
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la libertad del imputado; actuar diligencias que searlurgentes e
inealizables posteriormente o que no permitan ninguna prórroga
(art. 59).

como se ha afirmado, la inhibición y la recusación est¿in estrecha-
mente ligadas a la fu¡rción jurisdiccional; si existiere algún impedimen-
to, eljuez debe inhibirse; o se recusa aljuez que conoce un caso o que
jrnga el mismo bajo las causales señaladas. sin embargo, en atención
a las funciones que ejerce el Ministerio Público en el ámbito penal -di-
rección en la investigación preliminar y preparatoria- también cabe la
inhibición o las partes pueden pedir su inhibitoria" pues así lo establece
el art. 61.4 de la nueva ley procesal: "el fiscal estrá obligado a apartarse
del conocimiento de una investigación o proceso cuando esté incurso en
las causales de inhibición establecidas en el artículo 53." Debe tenerse
en cuenta que en sentido amplio les afectan las mismas incompatibili-
dades que ha losjueces.

III. SUJETOS PROCESALES

I. INTRODUCCIÓN

Tradicionalmente a las personas que intervienen en el proceso pe-
nal se les llama partes, comprendiendo principalmente a aquellas que se
enfrentan en el proceso, aludiéndose a los adversarios o contendientes,
sin embargo, esta denominación no es suficiente p¿tra considerar a otras
personas que participan en el proceso e incluso no comprendería al juez
que, por su estatus de imparcialidad, está por encima de las partesaE.
De allí que la doctrina y el derecho comparado opta por denominar a
todas aquellas personas que interviene bajo la denominación de suje-
tos procesales, quienes pueden ser principales Quez,fiscal e imputado)
y secundarios (actor civil, tercero civil responsable y defensor), ex-

48 véase SÁNcrez vrlanoe, Pablo, lvlanual de Derecho procesal penal, Editorial
IDElvfSA, Lima. 200.t, p. 199 y ss.
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cluyéndose alos tercerosJe, es decir, a los testi$os, peritos, interpretes,
policía judicial y auxiliares de justicia a quienes cun¡Á or.ueoo llama
"colaboradores del proceso"to.

El nuevo régimen procesal penar, bajo una óptica acertada, defi-
ne claramente el rol que cumple cada uno de los sujetos procesales, en
tal sentido, dedica la sección IV "El Ministerio público y iemrás sujetos
procesales " del libro primero "Disposiciones Generales" a desarrollar
zu participación. Previamente, en la sección III ,.La Jurisdicción y com-
petencia" del mismo titulo primero, está desanollado lo que concierne a
la actividad jurisdiccional.

si bien es cierto se incorpora el rol de la policía Nacional en el
título I, denominado "El Ministerio público y Ia policía Nacional,'no
debemos entender glre el código pretenda darle la condición de sujeto
procesal, sino que ello obedece a un criterio sistemático del legislaáor,
en orden a la dependencia funcional de Ia policía al Fiscal. En eipresen_
te trabajo, el rol que cumple la policía será tatado cuando abordemos
la etapa de investigación preliminar, ya que, por excelenci4 es en esa
etapa de proceso, que su función, como colaborador del proceso, cobra
especial relevancia.

2. ELTUEZ PENAL

67

En el nuevo proceso penal, la figura der juez penal adquiere es-
pecial preeminencia pues, a diferencia del sistema inquisitivo, g¿üan-
üzala regularidad del procedimiento investigatorio y ioma decisiones
tascendentes en orden a la protección o limitación de los derechos
fundamentales de la persona. c¿n¡m¡.rrrn refiriéndose al juez afirma-
ba que "no existe un oficio mas alto que el suyo ni una dignidad más
imponente. Está colocado, en el aula, sobre la cátedra; y merece esta
superioridad".5t

S.ixcHez VeLenoe, Pablo, citado anteriormente , p. lZ2.
cl¡,n¡¡ ourreoo, Derecho Procesal penal, T. I, EDIAR, editores, córdova" B6a,p. az6.
c.rnNeLurr¡. Francisco, Las.miserias der proceso penal,Temis, Bogotii¡ Colombia,
1989, p.27.

49

50

5l
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2.1. La intervención del juez en er proceso penar ordinarié

En er nuevo proceso penal apar:ce como sujeto procesar princi-pal bajo las denominaciones de juez de Ia investffiín"pr.pu.u,oriu,
juez del juicio y juezde aperacién. Er juez aaquieie áiriiir,o, rores enel proceso, pero, principalmente se areja definiiivam.;;" la funciónde instruir (investigar) que tenía .onio.,n. al cóffi-irirrio. preci_
sándose y ampriándose las posibilidades de intervrniión ¿" ras partes.En tal sentido, sn* MenriN cesrno señala que el ¡u", no interviene
en la investigación preparatoria ni define er ofueto i.t p.or*ro, siendolas partes las que ra derimitan e inrrodu..n l"o, il;il;; asumen racarga de la prueba.s2 Er Juez pasa a ser, excrusivamente, un órganojurisdiccional que garantizaros derechos fundame"rui., y procesares
de las persowis invorucradas en ra investigacion pr.p*ioria, ruegodecide el paso ar juicio oral a través del iontrol^jurisaiccionar querealiza en ra etapa intermedia y finarmente, otro juez, dirige la etapa
de juzgamiento..

. Durante ra primera-fase de investigación preriminar, el Juez inter-viene decidiendo los pedidos del Fiscai r..p."to ¿, ru, ."¿idas coer_citivas o cauterares que fueran necesarias; y en ra fase de Investigación
Preparatoria es el mismo Juez de control de dicha r*rtigu.ión quecontrola la misma y que en esencia constituye un juez de- garantías enel proceso penal.

Ello significa entonces, que ra fase compreta de investigación
estií a cargo de la Fiscalía; sin embargo, los momentos decisivos delproceso penal est¿ín destinados al control jurisdiccional del juez. Ental sentido, el Juez penar cumple con funciones decisorias tradicio_nales pero también con otras nuevas y exclusivas de decisión ante elrequerimiento fiscal o.ros pedidos que hacen ras partes, ñi;" todas rasaudiencias en fase de investigación preparatoria, dicta las resorucionesque correspondan durante toda la investigación y además dirige el jui_cio y dicta sentencia. Es decir, en el proceso penal ordinario, intervie_

52 S¡N M¡nrix c'rsmo, Cesar, Acerca dc ra función del juez en Ia investigación prepa-raroria, en Revista Actuaridad Jurídica No l-t6. Lir".'.""r" idil:';:;)r.
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nen: un juez de la investigación preparatoria qüe adopta las decisiones
correspondientes durante dicha fase y también en la etapa intermedia;
el juez (órgano jurisdiccional unipersonal) o tres jueces (órgano juris_
diccional colegiado) quienes se encargan de dirigir el Juicio orál; en
caso de apelación interviene un tribunal superior; y por último en los
c¿rsos de casación a cargo de la Sala Suprema penai. 

-

2.2. Etapas del proceso penai y las funciones del Juez penal

El Juez de la Inu,estigación preparatoria tiene funciones especí-
ficas5, señaladas en la ley y se rige por los principios de su ley orgrinica
y de aquellos que inspiran en nuevo proceso penal (art.323),entre ellos
el principio de independencia, imparcialidad, contradicción, acusatorio.
Se pueden señalar los siguientes aspectos resaltantes:

a. Dicta las medidas cautelares o coercitivas solicitadas por el Fiscal
y las partes. También las medidas limitativas de deiechos y las
medicias de protección.

b. Realiza las diligencias solicitadas por el Fiscal y las partes, de
acuerdo a la ley procesal (pedidos de variación de medidas de coer-
ción, control del plazo de la investigación preparatoriq por ej.).

c. Autoriza la constitución de las partes procesales.

d. Resuelve las excepciones, cuestiones previas y prejudiciales.

e. Dirige las diligencias sobre prueba anticipada, conforme a la for-
ma prevista por la ley.

f. controla el cumplimiento de los plazos procesales a pedido de las
partes.

Además, en Ia etapa íntermedia del proceso el Juez de la Investi-
gación Preparatoria asume importantes funciones:

53 s.r¡,r M¡nrir clsrno, césar, señala como funciones: de coerción; de garantía; de ins-
trumentación o de documentación, radicada en la instrumentación de- la prueba anti-
cipada; ordenatoria; ejecutoriedad; y de decisión. En Acerca de la ñ¡nciqn del juez en
la investigación preparatoria, citado p. 2g3.
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a. Dirige la audiencia preliminar cuando el fiscar emite süacusación
y esta es objeto de observación o cuestionamiento por las partes.
se trata de la audiencia de control de la acusacion. En la misma
diligencia se pueden deducir medios de defensa técnicos contra Ia
acción penal (art. 351, 352) e incluso esta última disposición fa-
culta al Juez, de oficio, a decidir el sobreseimiento dá proceso.

b. Resuelve el pedido de sobreseimiento total o parcial del proceso
a pedido del Fiscal y previa audiencia con intervención de las
partes (art.344-346).

c. Dirige la diligencia de prueba anticipada, con intervención de las
partes acreditadas.

d. Dicta elAuto de Enjuiciamiento, cuyo contenido radica en lacita-
ción a juicio, la fecha (que no será la'mas próxima no menor a r0
días) y hora del mismo, la sede judicial, iu, p"rronus que deben
concurrir y los apercibimientos que correspondan.

- En la etapa del juzgamiento,sea er Juez unipersonal o colegiado
Ie corresponde:

a. La dirección del juzgamiento, cuidando el respeto al debido pro-
ceso y demris principios constitucionales.

b. La dirección y control deljuicio y de la actividad probatoria.
c. El uso de medios disciplinarios si fuere el caso.

d. La resolución de las incidencias que se presenten en el juicio.
e. La deliberación y resolución final o sentencia.

f. La concesión de los medios impugnatorios, cuando conesponda.
' 

Nafuralmente, en el nuevo proceso penal las funciones que asume
el Juez Penal en sus distintos niveles de acn¡ación no son nuevas, pero
sí muy importantes pues como se ha dicho, controla la investigación
preparatoria, dicta las medidas cautelares y realiza audiencias con tal
propósito, dispone el apersonarniento al proceso, dirige la etapa inter-
media del proceso, puede decidir er archivo der proce-so, dirigi el juz-
gamiento y dicta sentencia. Además conocer en instancia de apelacién
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de las incidencias que se promuevan durante el¡proceso e interviene en
los procedimientos especiales.

como se puede apreciar, no es que ras funciones del órgano juris-
diccional se reducen, creemos que, al contrario, se amplíar-para asumir
el control de las tres etapas centrales del nuevopror.* p.n"r.

3. EL MINISTEruO PÚSUCO

3.1. Diseño constitucional

El Ministerio público o Fiscalía de la Nación es un organismo
autónomo constitucional que, principarmente, defiende la legáidad y
los intereses tutelados por el derecho.

La Fiscalía nace como ente autónomo y separado der poder Judi-
cial con la constitución de 1979 y se mantien" 

"n 
ru, contornos norma_

tivos e institucionales con ra carta constitucionar de r9tt. D" acuerdo
con dicha constitución política ejerce el monopol¡o del ejercicio pú-
blico de Ia acción penal: promueve de oficio, o a petición de parte, la
acción penal (art. 139.1,5); conduce o dirige la investigación del delito
(art. 139.4).

Esta titularidad es exclusiva del Ministerio público, de tal manera
que la acción penal, - entendida como el derecho público subjetivo de
acudir ante la autoridad jurisdiccional requiriendo su intervención- en
su ejercicio público está a cargo del Fiscal y ninguna ota autoridad o
persona puede ejercerla. En el nuevo proceso pená¡ no sólo conduce la
investigación del delito y comunica aljuez del inicio de Ia investigación
preparatoria, sino que además asume el ejercicio público de la icción,
la cual manifiesta a plenitud cuando el fiical formula el requerimiento
de la acusación escrita.

Hay que señalar que el ejercicio privado de la acción está reserva-
do a la parte agraviada que es la única autorizada a recurrir directamen-
te ante el Juez Penal bajo la denominación de querellante particular,
siguiendo las reglas del art. 459" y siguientes deinuevo código. En este
procedimiento especial no interviene el Ministerio público.
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3.2. Principios que orientan su actividad i

Los principios que rigen Ia actuación del Ministerio público son
los siguientes:

d- Príncipio de Legalidad.- Nuestro sistema jurídico procesal penal
se rige bajo el principio de legalidad u obligatoriedad. confor-
me a este principio, toda conducta delictiva debe ser objeto de
investigación, persecución penal y sanción. En tal sentido, des-
de una perspectiva procesal, todo hecho con ca¡acterísticas de
delito debe ser investigado y sancionado. Esta persecución estil
a cargo de la. autoridad oficial que es el Ministeiio público, bajo
el principio de investigación oficial, pues el Estado a partir deia
Constitución le ha delegado dicha tarea.

Este principio rige durante todas las etapas del proceso penal y se
puede afirmar que se mantiene en tanto el repreientante del fufinis_
terio Público dirige la investigación del defitó hasta que propone el
sobreseimiento del proceso o se decide por la instancia 

"upério..ncaso de consulta; o cuando se dicta sentencia condenatoriuy 
"*pr.*su conformidad con la misma (salvo impugnación donde poritititu

la intervención del fiscal superior); o existiendo sentencia ábsoluto-
ria, no impugna, o, como veremos mas adelante, aplica criterios de
simplificación en el proceso penal tendientes al sobieseimiento.

Este principio encuentra un freno procesal al instituirse desde una
perspectiva de política criminal otra institución que permite la no
continuación de tal persecución, conocida bajo efnombre de prín_
cipio de oportunidad. ciertamente, el Estado y su organización
judicial no puede hacer frente a todos los casos de criminalidad
que se presentan en la sociedad y haciendo una clasificación de
las conductas delictivas, selecciona aquellas que no generan una
alarma social o interés público sobre su punición; {ue amplían
la carga procesal y Que, por lo tanto merecen un trato y sorución
distintos por los interesados, pero con intervención del Fiscal.

b. Principio de objetividad.- Este principio resulta fundamental en
la actuación del Ministerio público. El art. IV aparrado 2 estable_
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ce que el Fiscal "está obligado a actuar cotr objetividad, indagan-
do los hechos constitutivos de delito, los que determinen y acre-
diten la responsabilidad o inocencia del imputado. Mas adilante,
se reafirma este principio cuando establece la ley que el Fiscal
"adecua sus actos a un criterio objetivo" (art. 6l").
La objetividad de su función plasmada en muchos casos en sus
propias decisiones debe ser principio rector para decidir el inicio
de una investigación preliminar o preparatoria, o decidir las dili-
gencias necesarias o recopilación de elementos probatorios para
alcanzar los fines del proceso ¡ principalmente, para formular el
requerimiento acusatorio.

En el ámbito de la persecución penal ubicada en la investigación
preliminar, debe de actuarse bajo dato objetivo, cierto o verificable
a partir de los cuales se pueden elaborar hipótesis de trabajo, de
tal manera que las diligencias o actuaciones fiscales inmediatas se
encuentren orientadas a alcaruar ese mínimo probatorio necesa-
rio para iniciar formalmente una investigación preparatoria. Debe
existir dato cierto, aunque sea mínimo, para investigar una denun-
cia de estafa, robo, falsificación, sexual o triífico de influencias,
por ejemplo. No se trata de lo que diga el texto de la denuncia de
pÍrte, sino de lo que se evidencia de su contenido o de lo que apa-
rezca de las primeras diligencias de investigación. No se descarta
de plano el elemento o carga subjetiva en la función de investigar,
pues está implícita en la elaboración de las hipótesis de kabajo.

Pero también es cierto que ya dentro de un proceso penal, sea
la fase preparatoria o intermedia, la decisión fiscal, sobre todo
aquella que significa la acusación escrita o la opinión de archivo
del proceso, debe de sustentarse en la existencia de medios pro-
batorios o en la carencia de los mismos. Es claro que si no existen
elementos de prueba para sustentar una acusación es mejor optar
por la opinión de archivo del proceso, o en su caso, la ampriación
de la investigación preparatoria, señalando las diligencias que de-
ben de producirse. si se ha desvirtuado la incriminación inicial, la
opción de culminar con la acción penal es la adecuada.

73
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c Príncípío de independencia e ímparcíalidad.- El texto p?ocesul se_
ñala que el Fiscal "actúa en el proceso penal con independencia de
criterio (.,.) rigiéndose únicamente por la constitu.i'on y la Ley;
sin perjuicio de las directivas o instrucciones de carácter general
que emita Ia Fiscalía de la Nación" (art.6l.l). conforme al princi_
pio de independencia,raautoridad Fiscal, ar igual que el juez, se
rige por la constitución y la le¡ m¿ixime si uno de ios principios
rectores del Ministerio público es la defensa de la legalidad. Este
apego a la ley rige durante toda su actuación en el pri.".o penal:' inicio de la investigación preliminar, preparatoria y óuando formu_
la acusación o decide por el sobreseimiento. comprende no solo
los principios rectores que nacen de ra constitucün, sobre todo
aquellos referidos a los derechos fi.rndamentales de lapersona y a
la función judicial (arts. 2" y 139') que sean pertinentes, sino tam_
bié' a los convenios o pactos Internacionul"r, las decisiones de
la corte Interamericana de Derechos Humanos y la doctrina que
imprime el Tribunal Constitucional peruano.

El principio de ímparciaridad exige que el Fiscar en tanto órgano
judicial que dirige la investigación preriminar y preparatoria ac-
tue como órgano neutral, asegurando a las partei su tiur" acceso a
la causa, posibilitando en ellos la misma oportunidad de recursos
y ofrecimiento de pruebas, las notificaciones así como su inter_
vención en las diligencias que le son propias.

La imparcialidad exige que el Fiscal no se incline a favor de al-
guna de las partes, de lo contrario, cabe que se le pida o que se
inhiba o se excuse de seguir conociendo del caso. conforme a
la nueva ley procesal, sóro losjueces pueden ser recusados (art.
53o), sin embargo-, el Fiscal Superior, previa indagación, puede
disponer el reemplazo der Fiscal cuando incurra ericausal de re_
cusación establecida para losjueces (art. 62".1).

De oto lado, se debe señalar que cuando el Fiscal formula acusa_
ción su posición cambia, pues asum e ya ra función de parte que
sustenta un pedido de pena y reparación civil contra el acusado, lo
que permite establecer dos posiciones _seneralmente encontradas.
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pues existe la posibilidad de que éste últinro se allane a la acusa-
ción. Nos encontamos aquí ante un típico antagonismo procesal de
naturaleza acusatoria en eljuicio oral donde er Fiscal ya es parte.

Principio de unidad.- conforme a este principio, se pretende la
uniformidad en la forma de actuación fiscar, incruso en los cri-
terios que debe asumir, aunque respetando su independencia. El
Ministerio Público actúa como un todo ante a ra sociedad y ante
la judicatura5a. En su rol de director de la investigación y su in-
tervención en el juzgamiento, los representantes del Ministerio
Público pueden intervenir (respetando sus jerarquías y competen-
cias) en las diligencias de investigación y las judiciales e incluso
delegar funciones o ser reemplazados, sin que ello afecte al pro-
ceso penal.

De allí que se posibilite la participación de los Fiscales Adjuntos
en las distintas actuaciones que le conesponde desarrollar. Inclu-
so, en casos de urgencia. ante la comisión de un hecho delictivo de
gran envergadura o suceso fatídico que requiera de la intervención
de un número mayor de Fiscales, puede disponerse la intervención
de distintos representantes de la Piscalía, a fin de cumplir con sus
funciones. En el nuevo proceso penal, este principio adquiere sin-
gular importancia debido a la forma corporativa de la actuación
fiscal en la investigación y juzgamiento de los delitos.

Principio de Jerarquía.- Este principio no se encuentra relaciona-
do necesariamente a los niveles jerárquicos existentes en el Mi-
nisterio Público, sino con las distintas formas de instrucciones y
de control que existen entre ellos en atención al ejercicio funcio-
nal, de tal manera que los fiscales superiores y supremos -que son
competentes por conocimiento del caso en grado- están en una
posición funcional de impartición de instrucciones al fiscal infe-
rior a fin de que se cumplan debidamente sus funciones, y todos
lo están respecto del Fiscal de la Nación.s5

BrxoEr, Alberto, Introducción al Derecho Procesal penal, Editorial Ad-hoc, Buenos
Aires, 1993, p. 304.
Sobre este principio y el de autonomÍa, véase la Sentencia del Tribunal constitu-
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Concepto

cional, Exp. N'6204-2006-pHc/TC, Loreto, caso cháyez Sibina, a. e o" ug;o d.
2006.

Esta relación jerárquica conlleva dos situaciones espdcíficas: a)
la posibilidad de que el superior controle Ia actuación del fiscal
de cargo inferior; y b) el deber de obediencia de los subordinados
respecto de aqué15ó. Este control jerárquico se manifiesta cuando
el superior conoce del caso en común y en la forma prevista pro-
cesalmente, de manera tal que pueda orientar o instruir al inme_
diato inferior; o, cuando la máxima autoridad imparta las instruc_
ciones generales o específicas que considere necesarias para ra
debida marcha instirucionar y procedimental, sin que ello af-ecte

. su independencia de criterio.

4. EL TMPUTADO Y SU DEFENSA

El imputado es la persona sobre la cual recae la incriminación de
un hecho punible y la investigación. También se É puede llamar proce-
sado y acusado durante la etapa del juzgamiento.

sobre este sujeto procesal gira la relaciónjurídica aunque su pre-
sencia no es indispensable para el inicio y continuación del procesort.
Debe ser debidamente identificado desde el primer momento de la in_
vestigación preliminar. También se deben conocer sus datos personales,
señas particulares, sus impresiones digitales (cuando sea necesario); en
caso de negarse a proporcionar dicha información o lo hace falsamente,
se faculta el empleo de testigos u otros medios útiles para conocer de su
identidad (art.72). sobre todo, en la primera fase de investigación de_
ben de agotarse los esfuerzos a fin de conocer debidamente la identidad
del imputado; las razones son obvias: el proceso penal debe seguirse
contra persona verdadera y con cargos de imputación, verificuJo.; y
evitar confusiones o inexactitudes que puedan dar origen a que, por

56 l¡-lxuo, El Ministerio Público en América Latina desde la perspectiva del derecho
procesal penal moderno, San José Costa Ric4 1991, p. Eg.57 véase SÁxcsu vrL.rnoe. pzbro. Manuar cre De¡echo procesar penar.citado, p. r40 y ss.
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ejemplo, se inicie proceso contra persona distinta e incluso se ordenealguna medida coercitiva, trat"indoie de evitar lo, 
"r..io, 

dañinos quetae la homonimia.

4.2. Derecho de defensa. Manifestaciones

Er derecho a defenderse esta con el imputado desde que es some-tido a investigación y hasta la culminaciónier pro;r;;;iues ar iguarque la legislación vigente, con el nuevo texto, ejerce el derecho a laúltima palabra (arr. 391.1).

cabe reiterar que er derecho a ra defensa tiene base constitucionaly supranacional, pues al detenido no se re puede privar dei ¿erecho dedefensa en ningún estado del proceso y se le tiene que informar..inme-
diatamente y por escrito de ra causa ó ,uron", de su detención. Tienederecho a comunicarse personarmente con un detensor de su ereccióny a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier
autoridad" (art' 139.r4 const.), además, el debido pro..ri qu. ,. .on-
sagra en la constitución (Art. 139.3) otorga a este derecho una cober_
tura muy amplia y hasta ha merecido jurisprudencia reiterada no sólo
del Tribunal Constitucional, sino también de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos.

Este Derecho se encuentra regurado además, en er rituro prerimi_
nar del código Procesar, en cuyo art. IX estabrece qu" *ioou persona
tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informen de sus dere-
chos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente Ia imputa-
ción formulada en su contra, y a ser asistida por un Abogalo Defensor
de zu elección o, en su caso, por un abogado de oficio]desde que escitada o detenida por la autoridad." Ha de resar,*r. urpl.as específi-
cos que comprende el derecho de defensa y que el nuevó código ir.og,
de manera especial: derecho a un tiempo razonable para que prepare sudefensa; a ejercer su autodefensa maüal; u int.*Jnir.ir-pt"nu iguar-dad en la fase probatoria; a ütilizar ros medios de defensa que Ia reyestablece e intervenir en cualquier momento del procedimiento incluso
en las impugnaciones, conforme a la ley.
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Se introduce el derecho a no declararse culpable, tañpoco a
admitir la culpabilidad de su cónyuge o parientes cercanos (hasta el
cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad). Tiene derecho
además, a que se le informe del proceso, a conocer de ra acusación
fiscal, a la defensa técnica y su remoción, a impugnar ra senten;ia,
entre las principales.

como se puede apreciar, el imputado tiene derecho a defenderse
desde que nace la imputación, sobre todo, cuando se ha instaurad¡ el
proceso y la ley procesal prevé expresamente la tbrma en que debe de
hacerlo. Pero además de lo dicho, el imputado puede hacer uso de la de-
fensa técnic4 es decir, de su defensor particular o defensor público i'de
oficio); en tal sentido, el letrado puede intervenir en las iniciales :ili-
gencias de investigación, informarse de los cargos de imputación, p:-i-
cipar de las mismas, presentar pedidos, ofrecer la actuación de prue:as.
y durante el proceso penal, todas las posibilidacies que la ley le per=ir-e
en igualdad de condiciones con la otra parte.

Es necesario señalar que el nuevo código obliga a los jueces. fis-
cales y a la policía que deben de hacer conocer al imputado, de ma:era
inmediata y comprensible sus derechos. En consecuencia. habrá que
dejar de lado los tecnicismos para hacer que el imputado compr:::da
-utilizando los términos mas sencillos, de ser el caso- no sólo de los
cargos en su contray la investigación o proceso penal que se le s:3ue.
sino también y sobre todo los derechos que la ley le reconoce. En ¡on-
secuencia tiene:

a. Derecho a conocer los cargos formulados en su contra; de ra ;au-
sa o motivos de su detención. entregiindole la orden de deter-ción
en su contra cuando corresponda.

b. Derecho a designar a la persona o insdrución a la que deb.e ce
comunicarse inmediatamente su detención.

c. Derecho a ser asistido por un Defenso: desde ra investie:::ó:
inicial.

d. Derecho a no declarar o pedir la prese::ia de su defensor :a::
hacerlo.
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4.3.

Derecho a que no se emplee en su contra?nedios coactivos, inti-
midatorios o contrarios a su dignidad, ni ser sujeto a métodos que
sometan su voluntad.

Derecho a ser examinado por un médico legista o profesional de
la salud, cuando su estado de salud a sí lo requiera.

Abogado defensor. Derechos

De otro lado, el Abogado defensor del imputado, por su función
misma, tiene derecho:

a. A intenogar directamente a su defendido, así como a los testigos
y peritos.

b. A ser asistido por un perito particular en las diligencias en las que
sea necesario y pertinente.

c. A panicipar en todas las diligencias, excepto en la declaración
prestada durante la etapa de investigación por el imputado que no
defienda.

d' Aportar medios de investigación y de prueba pertinentes.
e. A presentar escritos o peticiones orales en temas de mero tiimite.
f. A tener acceso al expediente fiscal y judicial para informarse del

proceso, con las limitaciones previstas en al le¡ así como obtener
copia simple de las actuaciones en cualquier estado o grado del
procedimiento.

g. A ingresar a los establecimientos penales o dependencias policia-
les para entrevistarse con su paüocinado

h. A expresarse con libertad, sea por escrito u oralmente, sin ofender
el honor de las personas.

i. A inte¡poner las excepciones o rec'rsos que permite la ley.

como se podrá apreciar se establecen amplios derechos que asis-
ten a los defensores para hacer mejor su patrocinio a favor del imputa-
do, de esa manera se da estricto cumprimiento lo dispuesto por la carta
constitucional.
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5. LAS PERSONAS ruRIDICAS

El Código procesal introduce la figura de la personajurídica como
sujeto procesal, con la finalidad de posibilitar la aplicación de lo dis-
puesto por los artículos 104 y 105 del Código Penal, relativo al comiso
de beneficios a las personasjurídicas y las consecuencias accesorias que
regula la ley penal. Conforme al texto punitivo y la reciente doctrina pe-
nal que se ha elaborado, la persona jurídica puede ser pasible de sanción
económica debido a que se faculta al juez a decretar la privación de los
beneficios obtenidos cuando fueran consecuencia de hecho punible co-
metido en el ejercicio de su actividad por funcionarios o dependientes,
en cuanto fuere necesario para cubrir la responsabilidad pecuniaria de
naturaleza civil de aquellos, si sus bienes fueran insuficientes (art. 104).
También se establecen determinadas mediáas a ser impuestas por el
Juez cuando el hecho punible fue cometido en ejercicio de la actividad
de cualquier empresa jurídica o utilizando su organización para favore-
cerlo o encubrirlo (art. 105). Estas medidas son las siguientes:

a. Clausura de sus locales sea temporal o definitivo.

b. La clausura temporal no puede exceder de cinco años.

c. Disolución de la sociedad, asociación, fundación, cooperativa o
comité.

d. Suspensión de sus actividades por un tiempo no mayor de dos
años.

e. Prohibición de tales instituciones de realizar en el futuro activi-
dades de la clase de aquellas en cuyo ejercicio se haya cometido,
favorecido o encubierto el delito. La prohibición será temporal o
definitiva, la primera no será mayor a cinco años.

f. En estos casos, el Juez ordenará a la autoridad competente que
disponga la intervención de la persona jurídica para salvaguardar
los derechos de los trabajadores.

La ley procesal establece la forma en que dichas personas jurídi-
cas deben ser emplazadas y comprendidas en el proceso a requerirniento
del Fiscal una vez iniciada la investigación preparatoria. Dicha petición
la hace al Juez y hasta antes de concluir dicha erapa procesal, debiendo
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proporcionar los datos de la persona jurídica, lb relación existente con
los hechos que investigay lafundamentación legal pertinente. El Juez
hará conocer de tal pedido a la personajurídica, convocará la realiza-
ción de una audiencia, escuchará a las partes intervinientes y emitirá la
resolución que corresponda (art. 90, 9l).

si la resolución judicial comprende a la persona jurídica, se le
pedirá que designe un apoderado judicial a fin de que iniervenga en el
proceso, prohibiéndose asumir tal función a la persona naturaf que se
encuentre procesada por los mismos hechos. Si habiéndose hecho el
requerimiento, no se hace la designación, el juez nombra apoderado
judicial (art.92).

Por último, debe señalarse que la persona jurídica goza de todos
los derechos y garantías que lá ley procesal concede al imlutado; en tal
sentido, puede interponer los recursos y hacer las peticiones u ofreci_
miento de pruebas que la ley reconoce. Su situación jurídica se define
con la sentencia.

6. LAVÍCTIMA. ELAGRAVIADOYELACTORCIVIL

La víctima es aquella persona, grupo, entidad o comunidad afec-
tada por la comisión del delito, aunque no sea específicamente la tenida
en cuenta por el sujeto activo del delitoss. comúnmente es la perso-
na que sufre la acción delictiva y aparece en el proceso penal corno
agraviado; en el caso de robo o agresión sexual, interviene el afectado
directamente, es decir, la víctima del delito; en el caso de homicidio,
intervienen el familiar miís cercano de la víctima, debidamente acredi-
tado; en el caso de una empresa, su representante.

El código define al agraviado y dice que es todo aquel que resulte
directamente ofendido pbr el delito o perjudicado por las consecuencias
del mismo. Tratándose de incapaces, de personas jurídicas o del Estado,
su representación corresponde a quienes la ley designe. También son

5E lvf.rnrrNez - Aanrera, Andres, La víctima en el proceso penal, en Revista .{ctualidad
Penal No -1, semana 22-28, enero, España, 1990, p. 44.
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considerados agraviados ros accionistas, socios, asociados o ñriembros,respecto de ros deritos que afectan a una persona jurídica cometidos porquienes las dirigen, administran o controran (art. 94). i" ro*pr.nden alas asociaciones de derechos humanos o de protec.ián urni¡.ntar u otrasque defienden intereses corectivos o difusos, ,i"*pr" q"i 
"r 

objeto so_cial que se vincure directamente con los interese, á. rJuirt¡ma u ofen-dido y haya sido reconocida o inscrita con anterioridad a la comisióndel delito objeto del procedimiento.

El Titulo preriminar der código también esrabrece que se garan_tiza el ejercicio de ros derechos .te iirtormación y a. fu.tilipución pro_cesal de la persona agraviada o perjudicaau por'.ia;rü; obriga a raautoridad pública a velar por su pioteccio" y i uri"¿"rr. in ,*ro acordecon su condición (art. IX.3).

Entre ros derechos del agraviado debin señararse los siguientes:
a. A ser informado de los resurtados del procedimiento aún cuandono haya intervenido en él pero que lo solicite.
b' A ser escuchado antes de cada decisión judiciar que imprique raextinción o suspensión de ra acció'penal, siemprr'q* ro soricite.c' A recibir un rrato debido y respetuoso, conforme a la dignidad quetiene una persona; a ra protección de su ü;ü;tdJ; ri ¿e su amiIia' se preservará su identidad en los casos de agresión sexuar.d. A impugnar el sobreseimiento y la sentencia absolutoria.
e' Debe ser informado de sus derechos cuando inte¡ponga una de_nuncia.

f. Debe ser informado de su derecho a decrarar ante la autoridadjudicial.

g' Tratándose de menores o incapaces, tiene derecho a s€r acompa_ñado de persona de su confiarza.

Ar rado de los derechos que tiene. er agraviado, re conespondedeclarar como testigo en el procero p.not, cuando sea citado.
Er actor civ, es ra persona legitimada para intervenir en er pro-ceso penal y reclamar ra reparación civil. gr ro¿o irg;;; , persona



que deduce en un proceso penal una "pretensñn patrimonial" ante la
comisión de un delito imputado al autor.se El agraviado, sus parientes
cercanos o las organizaciones afectadas en los intereses coléctivos o
difusos solicitan al Juez de la Investigación preparatoria su constitución
como actor civil, quien dicta a resolución que corresponda.

El actor civil tiene los mismos derechos que se reconocen al agra_
viado; está facultado para pedir la nulidad de lo actuado, ofrecer medios
de investigación y de prueba, participa en las diligencias judiciales de la
investigación y del juicio oral, interpone.."*ror, pide riparación civil.

Por último, se establece taxativamente que la constitución de ac-
tor civil le impide acudir alavía extra-penal para presentar demanda
indemnizatoria; en tal sentido, no puede utilizar las dos vías judiciales
para una misma finalidad. siir embargo, se le permite ir a la vía civil si
antes de la acusación fiscal se desiste de continuar su pretensión en el
proceso penal.

CnpfruLo f: C¡NcEpros cENERALEs

7. EL QUERELLANTE PARTICULAR

Este sujeto procesal es propio de ros procedimientos privados o
por ejercicio privado de Ia acción penal en donde su ejercicio esta re-
servado exclusivamente al agraviado u ofendido por el delito. El art.
107 establece expresamente que "el directamente ofendido por el delito
podrá instar ante el órgano jurisdiccional, siempre conjuntamente, la
sanción penal y pago de la reparación civil contra quien considere res-
ponsable del delito en su ag¡avio." En estos casos el Ministerio púbtico
no interviene.

Doctrinariamente se denomina a dicho sujeto procesal el quere-
llante particular, al procedimiento especial, querell ay alapersona de-
nunciada querellada. EI procedimiento es muy senci[o y rápido. Ade-
más de ser un requisito que el querellante sea el titular de la acción, la
ley exige como contenido de la querella:

59 lVlonexo C¡rr-*e Y., Derecho Procesal Penal, con crrrexo Seson-r. colex, 1997, p. l7g.
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ELTERCERO CIVIL

El tercero civil esaquer sujeto procesar que interviene en el pro-
ceso por tener alguna relación o vinculación con el imputado del delitoy que por dicha consideración coadyuva con el pagoie la reparacióncivil. Es la persona natural o jurídiia que sin haber participado en lacomisión del derito.interviene- en er proceso para responder económi_camente a favor der agraviado, a tituro de garante. bo*o ,rnara Gr_¡r¿eNo SE¡¡oRA' es la parte pasiva de la pretensión civil acumulada alproceso penal con capacidad para defenderse de ra pretenr¡on de re_sarcimiento.60

84

a. La identificación acreditada del querellante o su repñsentante,
con indicación del domicilio real y procesal.

b. El relato de los hechos, Ias razones fácticas y jurídicas que justi_
fican su pretensión, así como Ia identidad ¿"íé"...rL¿".

d. La pena y reparación civil que pretende.
e. El ofrecirniento de la prueba que sustente su querella.

sobre ra figura der queretante particurar gira toda ra pretensiónpena!. Tiene facurtad para participu, .n las diliglnci", ¡rii.i.les, ofre_cer la prueba, interponer recursos y medios i*;ug;u;;ir"r. r" ley pro_cesal le concede laposibilidad de intervenir en l i.".r" a't au¿s de unapoderado designado especialmente para tal efecto (art. 109.2).
cabe resaltar que siendo el querellante el único sujeto procesarque puede iniciar el procedimiento, por el carácter áispo-J',iuo del mis-mo, también puede deciciir dar por concluida ru pr;;;;rión penar. Eneste sentido, el nuevo código contempra establece e r desistimiento quese puede presentar bajo dos formas: uj .*pr..*ente, en cualquier esta_do del procedimiento, p€ro sin perjuióio d" pug* h.;;;rocesares;y b) tácitamente, cuando deja á. 

"on.rrrrir-a 
ias aitigencias sin haberjustificado su inasistencia o cuando no presente sus conclusiones al fi_nal de la audiencia.

60 cr¡ureNo Sexon¡, vicen¡e. Der¿cho procesar penad core.x. rVradrid. 2004, p. rJ9.
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Su incorporación al proceso penal obedecé entonces a garantizar
el pago de la reparación civil y cuando lo pida el Fiscal o el actor civil.
De allí que la ley señale que "las personas que conjuntamente con el
imputado tengan responsabilidad civil por las consecuencias del delito,
podrrín ser incorporadas como parte en el proceso penal, a solicitud
del Ministerio Público o del actor civil" 1utt. t 1l). Naturalm"nte se re_
quiere que el tercero sea debidamente identificado y se establezca su
relación con el imputado.

El Juez penal deberá evaluar la necesidad de comprenderro y dic_
tarála resolución correspondiente. conforme a ley sóü es apelable la
resolución que deniega la constitución del tercero .iuil ,.rponsable.

Este sujeto procesal también tiene ros mismos derechos y posi-
bilidades de actuación que el proceso penal concede al imputado. El
hecho de que no se apersone al proceso o haga caso omiso a ros reque-
rimientos de la autoridad judicial, no lo libeian de su responsabilidad
civil al momento de dictarse la sentencia, pues como lo seRala la ley
"queda obligado a los efectos indemnizatorios que le señale la senten_
cia" (art. 113.2). Se introduce en el texto proceial la figura del asegt_
rador, el mismo que podrá ser ilamado como teÍcero civil responsaile,
si éste ha sido contratado para responder expresamente por el imputado
(art. I13.3).





:

Cepíruro II
LA INVESTIGACTÓTV PRELIMINAR

Y PREPARATORTA





I. INVESTIGACIÓN PRELIMINAR

I. CUESTIONES PRELIMINARES

La investigación preriminar constituye una de las fases de mayor
importancia en elproceso penal, pues muchas veces decide la sentencia
penal. Esta compuesta de los pasos iniciales de toda investigación penal
y comprende las primeras declaraciones, actuaciones investigutoii* y
aseguramiento de los primeros elementos de prueba; los miimos que
van a ser sustanciales para la decisión fiscal posterior de acusación o
sobreseimiento de la causa.

se trata de una investigación inicial a consecuencia de la denun-
cia que se presenta ante la autoridad Fiscal o policial, o cuando tales
autoridades proceden de oficio, es decir, .u"oáo por iniciativa propia
deciden dar inicio a los primeros actos de investigáción.-Esta etapa está
a cargo del Ministerio Público, representada por el Fiscal, quien la diri-
ge y cuenta con el apoyo de la policía Nacional, con la que coordina su
actuación conjunta, por eso cuando la policía interviene de oficio, tiene
el deber de dar cuenta al director de la misma.

La importancia de esta etapa radica en la necesidad estatal de per-
seguir la conducta delictuosa; de conocer de toda denuncia con caracte-
rísticas de delito, con la finalidad de verificar su contenido y verosimi-
litud; de conocer de las priméras declaraciones; de recoger lás primeros
elementos probatorios; de asegurar los mismos; de adop-tar las primeras
medidas coercitivas o cauterares; y de decidir seguidarnente si existen
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elementos probatorios suficientes para continuar con la invgstigación
del delito y sus autores.

Por ello resulta realmente importante que todas las diligencias
se realicen con las garantías propias del debido proceso y respeto a los
derechos fundamentales de la persona. En ese sentido, la intervención
de la defensa constituye unas de las garantías miís importantes para las
partes involucradas.

En esta etapa de actos iniciales de investigación se posibilita la
intervención del Juez Penal (de la Investigación Preparatoria) en el ám-
bito de las decisiones sobre medidas de coerción penal o cautelar, pues
es la autoridad jurisdiccional la única que posee facultades de coerción
dentro del proceso penal. 

:

7. NÉCNúEN DE LA DENUNCIA

La denuncia, en materia penal, posee connotación procesal, da
origen a una actividad específica de los órganos púbticos encargados de
la investigación penal. El profesor español Mo¡rrEno ARoceór la deno-
mina denuncia procesal penal y la considera como aquella declaración
de conocimiento acerca de la noticia de hechos que podrían ser consti-
tutivos de delito o falta que se hace ante el órgano jurisdiccional, órgano
del Ministerio Público o ante la autoridad policial. En nuestro sistema
el destinatario de la denuncia por delito de naturaleza pública es el Mi-
nisterio Público y la Policía.

La acción de denunciar un hecho que reviste las características del
delito, es decir, de transmisión de ese conocimiento puede ser toma-
do como una facultad o como una obligación. Como/acultad cualquier
persona puede denunciar hechos delictuosos ante autoridad respectiva,
sólo cuando se trata de delitos cuyo ejercicio de la acción penal sea de
carácter público. como obligación la ley procesal enuncia quiénes se
encuentran obligados a denunciar: a) los obligados por expreso mandato

6l Movreno Anoc,r,, L, Derecho Jurisdiccional. proceso penal., Tomo IIl, Edit. Bosch,
Barcelona, 1994, p. l.l8
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de la ley, en especial los profesionales de la sahd y los educadores por
los delitos que conozcan en el desempeño de su respectiva activi¿a¿ju)
los funcionarios en ejercicio de sus atibucioner, o pá, rczónde su cargo,
tomen conocimiento de la perpetación de un hecho delictivo (aft.3tq.

sin embargo, en atención al sujeto, hay quienes se no se encuen-
tan obligados a denunciar. Ningún sujeto esta obligado a formular de-
nuncia contra su cónyuge y parientes comprendidos dentro del cuatro
grado de consanguinidad o segundo de afinidad, asimismo, no están
obligados a denunciar los profesionales que conozcan de hechos delic_
tivos amparados por el secreto profesional.

En cuanto al contenido y forma de la denuncia, es de precisar lo
siguiente (art. 328): 

;

a. El denunciante debe ser plenamente identificado, puede ser una
persona natural o jurídica.

b. La denuncia debe contener una narración detallad ay verazde los' 
hechos, y, en caso de ser posible, la individualizacián del presun-
to responsable

c. La denuncia puede ser formulada por cualquier medio. En caso
que sea escríta el denunciante deberá firmar y colocar su huella
digital, por otro lado, si es verbal se registrará en el acta respec-
tiva. La ley establece que si el denunciante no puede firmar, co-
locará su impresión digital, dejando constancia del motivo del
impedimento.

La falta estos requisitos, sólo afecta la denuncia en cuanto acto
imputativo; sin embargo si el proceso ya se hubiera iniciado, la inegu-
laridad de la denunci4 no puede afectar lo actuado con posteridad.2.L
individualizacióninicial del sujeto activo del delito -"nlu denuncia- no
es exigible, pues uno de los objetivos de la investigación preliminar es
indivualizarlo, de ahí que el código mencione lo siguienté:..[...] y -de
ser posible- la individualización del presunto responsable".

62 S¡x M¡nriN cesrno, c., Derecho procesar penal. volumen I., segunda edición, cri-
jley, Lima, 2003, p.466.
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3. ROL DEL MINISTERIO PÚBLICO Y LA POLICÍA

3.1. Rol del Ministerio Público

Como ya se ha dicho, el Ministerio público, de acuerdo con la
constitución Política, ejerce el monopolio der ejercicio público de la
acción penal: promueve de oficio, o a petición de parte, ra acción penal
(art. 139.1,5); conduce o dirige la investigación der derito (art. 139.4).
Esta titularidad es exclusiva del lvlinisterio público que actua conforrne
a las funciones constitucionalmente reconocidas, su ley orgánica y la
ley procesal6s.

En la etapa de investigación preliminar, el Ministerio público se
rige bajo sus principios. de los cuales resaltan los de legalidad, indepen-
dencia, imparcialidad y objetividad.

La intervención del Ministerio Público duranre la investigación
preliminar se encuentra regulada en los artículos 329 a 333 principal-
mentee. Sus principales características son:

a. La investigación está bajo la dirección o conducción del fiscal
y cuenta con el apoyo de la lrolicía Nacional. En el caso que la
Policía, directamente, tome conocimiento del acaecimiento de un
hecho delictivo tiene la obligación de dar cuenta de inmediato
al Fiscal, "sin perjuicio de realizar las diligencias de urgencia e
imprescindibles para impedir sus consecuencias, individualizar
a sus autores y partícipes, reunir y asegurar los elementos de
prueba que puedan servir para la aplicación de la ley penal." (art.
67.1). Aquello significa que, ante la denuncia de un hecho delic-

véase la Sentencia del rribunal constitucional Exp. No 6167 - 2005 - pHcyrc,
caso cantuarias salaverry, de 28 de febrero de 2006. se afirma que para valorar la
actuación fiscal "se requiere de su conformidad con los mandatos constitucionales
de respeto a los derechos fundamentales y al ordenamiento jurídico constitucional."
En la misma línea de la doctrina constitucional se afirrna que el grado de discrecio-
nalidad atribuido al Fiscal para que realice la investigación se eniuentra sometida a
principios constitucionales que prohíben la arbitrariedad.
véase Axcur-o An,rN¡. Pedro. la investigación del delito en el .ytrcvo cótligo proce-
sal Penal, Gaceta Jurídica. l-inra. 2006.
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tivo o cuando la policía toma conocimientddel mismo, se deben

de realizar las diligencias inmediatas necesarias,ó5 poniendo en

conocimiento de los mismos al fiscal, quien podrá intervenir en

las diligencias o esperar la remisión del Informe policial.

El frscal puede iniciar la investigación a instancia de la parte de-

nunciante o de oficio. Sobre esta última posibilidad ha de resal-

tarse que las informaciones periodísticas que se hacen públicas a

través de los medios de comunicación social escrito o televisivo,

constiruyen denuncias que deben ser evaluadas por el Ministerio
Público para iniciar una investigación.

Esta etapa requiere de diligencias preliminares, las mismas que

bajo la dirección del Fiscal, las asume directamente, o las delega

a la policía, con las instri¡cciones específicas necesarias.

La finalidad de estas investigaciones es la de practicar los ac-

tos urgentes o inaplazables destinados a determinar si han tenido

lugar los hechos objeto de conocimiento y su delictuosidad, así

como asegurar los elementos materiales de su comisión, indivi-
dualizar a las personas involucradas en su comisión, incluyendo

a los agraviados, y, dentro de los límites de la Ley, asegurarlas

debidamente (art. 330.2).

La dirección y responsabilidad de la investigación preliminar fa-

culta al Fiscal a constituirse inmediatamente al lugar de los he-

chos, con el personal y medios necesarios para iniciar su indaga-

ción, asegurado los elementos probatorios; puede ir acomparlados

de los peritos especializados para los exámenes correspondientes

y, en la medida de lo posibte, impedir que el delito produzca con-

secuencias ulteriores.

65 En realidad, ante una denuncia o actuación de oficio, sobre todo en los casos graves,

la policía debe de proceder a investigar, es decir, adelanta la investigación en tanto

se comunica al Fiscal. En la r¡i'isma línea de pensamicnto, el Fiscal podrá rechazar

aquellas denuncias de parte por hechos que, de plano, no tienen las características

de delito. De otro lado, sería inconecto que la policía derive todas las denuncias que

lleguen a su sede a la fiscalía p¡¡ra su calificación previa.

d.
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66 En la actualidad, en los Disritos Judiciales donde no se aplica el modelo del NCpp 300.1.

f. conforme a lo dicho, el Fiscal puede recibir declaraciones, pedir
informes a instituciones públicas y también privadas, disfoner
la práctica de pericias, realizar reconocimientos en los lugares
donde se cometió el delito, asegurar las pruebas, organizar ope-
rativos con la policía, pedir ar juez penal la adopción de medidas
coercitivas preliminares, entre otras.

como se podrá apreciar, las funciones encomendadas al Fiscal en
esta etapa en particular, ya son asumidas por el Ministerio públicotr.
Lo que hace el legislador es resaltar tales activida,Jes bajo su control y
responsabilidad.

Es importante señalar que en la práctica, presentada una denuncia
a la Fiscalía, el fiscal puede -sobre la base de los recaudos presenta-
dos- abrir investigación penal o denegarla de plano. Excepcionalmente,
puede dictar una Drsposición de Reserva provisional (art. 334.4) a fin
de que se satisfaga un requisito de procedibilidad (como es el caso de la
debida notificacíón al obligado, en la denuncia de omisión de asistencia
familiar).

También puede denegar la denuncia archivándola de plano cuan-
do no se satisfacen los presupuestos del tipo penal. En tal sentido si el
bien patrimonial afectado no alcanza al mínimo remunerativo exigido
por la ley, las lesiones no requieren de atención facultativa ni descanso
médico, los hechos tienen contenido civil, etc., es decir, si el caso de-
nunciado carece de los presupuestos mínimos del tipo penal o su conte-
nido es de naturaleza distinta, se puede rechazar di plano, pero, igual-
mente, se deberá comunicar tal decisión al denunciante a efecto de que
tenga la posibilidad de impugnación.

3.2. Rol de lapolicía

En el texto del nuevo código se pone de relieve la actuación de
la policía en sufuncíón investigadora parc diferenciarla de las demiás
funciones que desarrolla. Durante la etapa de investigación preliminar
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y preparatoria la Policía Nacional tiene un rol $umamente importante
pues coadyuva a lalabor de investigación fiscal y en la prácti carcaliza.
directarnente aquellas dispuestas por el Ministerio priütico así corno
las que inicia o adelanta antes de la intervención Fiscal. En efecto, la
policía por iniciativa propia puede intervenir en un hecho que considera
delito, adelantar la investigación y dar cuenta inmediata iFiscal. Esta_
blece la ley procesal la obligación de apoyar al Ministerio público para
llevar acabo la investigación preparatoria (art. 67.2)

La ley nueva procesal le faculta arcarizar las diligencias que son
urgentes e imprescindibles para impedir sus consecu.n.iu, y asegur¿ü
los elementos de prueba que puedan servir para la aplicación de Ia Ley
penal (art. 67.1).

Las atribuciones de Ja policía se encuentran reguladas principal-
mente en el artículo 68 del nuevo código procesal. Entre ellas:

a. Recibe las denuncias escritas y verbales. En este último c¿rso se
dejará constancia en acta. También las declaraciones a los denr¡n_
ciantes. En estos c¿rsos, la policía tiene distintas posibilidades de
actuación: rechazala denuncia por carecer de verisimilitud; admi_
te Ia denuncia e inicia las primeras indagaciones, con comunica_
ción al Fiscal. En los casos de gravedad la comunicación al Fiscal
debe ser inmediata a fin de recibir las primeras instrucciones o
para coordinar las intervenciones a que hubiera lugar. En todos los
casos debe de guardarse registo de las dentrncias y actuaciones.

b. custodia y vigila la escena del crimen, a fin de que evitar que
sean borrados las huellas o vestigios del delito. sé trata de una
actuación propia de la policía y una de las m¿ás valiosas en una
investigación, pues no solo se debe de perennizar la escena del
delito a través de la fotografia o video, sino también debe de vigi_
larse la misma a fin de posibilitar posteriores registos, inspecci-o-
nes o recojo de muestras para la investigación. La custodia debe
de ser inmediata y por el tiempo que la autoridad investigadora
considere necesaria.

c. Practica el registro de personas y presta auxilio a las víctimas del
delito. El registro de personas relacionadas con el delito tiene una
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d.

formalidad que ra misma rey e.tabrece. En efecto, sdprocederá adicha diligencia cuando existan fundadas .-on.. fulru conside-
rar que *na persona ocurta en su cuerpo o en su ámbito personar
bienes relacionados con el dereito 1ai. zto.l) levantríndose acracorrespondiente. La ley también establece qu" lu poti"iu á"u" a"preocuparse por dar auxilio a la víctima, trasradániola a un lugar
seguro o a un centro médico para su atención.
Recoge y conserva los objetos vinculados con er derito. La razón esevidente: constituyen erementos de prueba qu. u*u r..d" ur¡riaua
para la investigación y determinación de responsabilidades, por Iomismo, se practica g'ardando ras formalidad-es der "^"",,lo.Practica las diligencias encaminadas a la identificación fisica delos autores y partícipes del delito.'En todos to, .*or lu poricía
verificará sus datos de identidad y posibles anteceden,", u"fin d.evitar errores' acompañiíndose ros registros fotografi;o, 

"u*¿oel imputado se encuentra detenido.

Recibe la decraracign de los testigos del delito a fin de tener rna-yor información sobre los hechos y naturalmente ampliar ra in_vestigación o confirmar lo ya invesiigado. La declara.iOn á.1 t.s-tigo no requiere de ra intervención de-su abogado; sin embargo, siel fiscal Io autoriza podrá estar presente en la diligencia.
Levanta los planos, toma fotografias, rearizagrabaciones en vi-
Írg y dem¡is operaciones técnicas o científicas, vinculadas conla investigación der derito. Estas acciones de comprobación serelacionan principalmente con la primera intervenciái pJi"iur ,nel lugar de los hechos a efecto de ierenniz u er rocus irttri¡-"n"r-
pecial cuando se levantanpranos o se toman fotos del rugar Jonde
se perpetró el crimen o de ra forma como se encontró a la víctima
de homicidio, incluyendo su grabación en video.
captura a los autores y partícipes der delito, en ros casos de fla-grancia, a quienes les informaní de sus derechos. ro, i-p"*tinoconstitucional una persona puede'ser detenida policiarmente encaso de flagrancia o-por ordán judicial. Nos encontramos ante elprimer supuesro en donde la poiicía en caso de flagrancia procede

('
6.

h.
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a detener a una persona, debiéndole infortrrar inmediatamente de
sus derechos, sea de manera oral o escrita, pues éste también es
imperativo constitucional.

Asegura los documentos privados útiles para la investigación, los
que pondrá a disposición del Fiscal cuando existan razones de
cantidad. Se establece que en estos casos, se remitiriín a su vez
al juez de la investigación preparatoria püa su examen, quien de
estimar legítima la inmovilización dispondrá su conversi-ón a in-
cautación. De la misma manera se procederá tratándose de libros,
comprobantes y documentos contables administrativos.

Allanar locales de uso público o abierto al público. El allana-
miento se sustenta en la captura del imputado y en la incautación
de cosas o bienes relacionados con er delito. La disposición en
comentario no establece bajo que presupuestos se debe de produ-
cir el allana-'niento, debiéndose entender que será en los cisos de
flagrancia de delito o por mandato judicial.

Realizar los secuestros de documentos e incautaciones en los ca-
sos de delito fragrantes o de peligro inminente de su perpetración,
dejando constancia escrita y detallada de ellos. La fidelidad en
las actas de los documentos y objetos incautados es de importan-
cia para la prosecución de la investigación y aseguramiento de la
prueba.

Recibir las declaraciones de las personas denunciadas (presuntos
autores y partícipes) con la presencia obligatoria de su abogado
defensor. si no estuviera presente, no podrá realizarse la diligen-
cia, limitándose la policía a constatar la identidad de aquellos.
Esta disposición garantiza el derecho de defensa der imputado.

Reunir toda la información necesaria que permita la criminalísü-
ca para ponerla a disposición del Fiscal, lo que significa asegurar
la escena del crimen e incautar todos aquellos objetos y/o sustan-
cias que tengan relevancia para la investigación.

cualquier otra investigación o información permitidas para lo-
grar un debido esclarecimiento de los hechos denunciados.

m.
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De todo lo expuesto, conociendo de la importancia'de la inves-tigacién policial y atendiendo a ra necesidad de que ra poricía puedaadelantar la misma..l..lo de urgencia, se debe ¿" ,"iula, algunosaspectos centrales de dicha investigación:

a' como ya se ha mencionado, cuando ra policía toma conocimien-to de la comisión de un delito, se ro haiá ,uu., ui rircar, ,.por Iavía más ráni!1 y también por escrito" indicando lo, .rem"ntosesenciales del hecho así como sus acciones inmediatas, sin per-juicio de dar cuenta de la documentación existente. se pretendeque desde que la policía conoce de un derito o de un hecho concaracterísticas delictuosas, se lo comunique ar Ministerio púbri-
co, a fin de que,dicha autoridad pueda disponer ftrrrcionarmente
lo convenie"t:,.1o. ql. no irnpide qU. pueaa, dado que también esfunción policial, de inicio a las investigaciones o u.tuu.iones po-liciales inmediatas. con er corrocimienro por er Fir;;ñ" Ia inves_tigación en curso' la policía proseguirá *n ,u rabor con anegroa las funciones señaradas anteriormente y ras que disponga segúnlas necesidades de la investigación.

b' como se podrá apreciar, Ias funciones de ra policía son muv am-plias y no difieren de las que actualm.nt. ,eulizu, po.;;;il;;_
rio, se precisan debidamente como deben ¿. pro-."i* ¡ además,la forma de comunicación inmediata con er Fiscar a cargo de lainvestigación preliminar. por elro es que toda la actividad investi_gadora debe de constar en acta o encontrarse debidamente docu_
mentada, la misma que entregará ar Fiscar. para estos efectos, lapolicía seguirá y respetará las formaridades que ,.-pr"u"* pu.u
las investigaciones, sean aquelras impartidu, jo, el Éiscar a cargode la investigación, de ra Fiscaría di ra Nación ,o*o de aque-llas propias desu.comando (art. 6g.2). En efecto, 

""" r" rnismafinalidad de trabajo funcionai subordinado, la Fiscalía de ra Na_ción podrá impartir instrucciones 
.generares a ra policía y quesean relativos a los requisitos regales y las formalidades de rasactuaciones de investigación así Jomo a ros criterios o mecanis_mos de coordinación que deben rearizar lo. fi."ui"s para er de-bido desanolro de las funciones reguradas por er n,r.lo código,
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lo que resulta correcto y necesario, si se tiene en cuenta que le
corresponde ladirección y responsabilidadde la investigación del
delito. De allí que se resalte el hecho que este tipo de directiva lo
es únicamente en el rámbito de las investigaciones, pues desde el
punto de vista administrativo, la policía sigue dependiendo de sus
instancias superiores administrativas.

De otro lado, es necesario señalar la necesidad de respetar el prin-
cipio de inocencia respecto a la presentación pública de las perso-
nas detenidas policialmente y expuestas como si fueran culpables
del delito que recién se investiga. La nueva ley procesal establece
específicamente que la policía puede informar a los medios de
comunicación social acerca de la identídad de las personas im-
putadas, en el contexto de la investigación o para la búsqueda
de información necesaria, sin embargo, deberá evitar cualquier
calificación expresa o t,ácita de culpabilidad. Asimismo, art. 70
establece que se encuentra prohibido de realizar ese tipo de infor-
mación pública cuando las víctimas, testigos u otras personas se
encuentren o pudieren resultar vinculadas a la investigación de un
delito sin la previa autorización del Fiscal. En realidad, debe de
procederse con mucho cuidado con la información que se vierta
a la opinión pública, pues si bien es cierto existen casos que ge-
neran alarma social y en los que la sociedad debe ser informada,
también lo es que, por un lado, existe el derecho a la presunción
de inocencia de la persona imputada y que se mantiene hasta el
final del proceso; y por otro, la seguridad y el éxito de las investi-
gaciones preliminares. En consecuencia, consideramos que afec-
ta la presunción de inocencia presentar fisicamente a la persona
detenida o investigada como autor o cómplice de un delito que
precisamente está en etapa de investigación; no se afecta si se
reproduce la identidad del imputado con fines de lograr informa-
ción de su ubicación o captura o con fines de prevención.

3.3. Coordinación Ministerio Público y policía

Para todos los efectos de la investigación policial y su relación
de dependencia funcional con el Ministerio Público, queda regulada la
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existencia de un órgano coordinador de las funciones de la policía con
el Ministerio Público con la frnalidad de establecer los mecanismos de
comunicación interinstitucional. Tres son los objetivos fundamentales:
a) establecer líneas de comunicación con los órganos de gobiemo de
la Fiscalía; b) coordinar las acciones relativas a las funciones de in-
vestigación; y c) centralizar la información relativa a la criminalidad
violent¿ y organizada. sobre este ütimo punto, aportará su experiencia
y conocimiento para efecto de los programas y acciones sobre la ade-
cuada persecución del delito y desanollar los programas de protección
y seguridad que sean necesarios.

Consecuentemente, el trabajo coordinado entre la Fiscalía y la
Policía permitirá elaborar estrategias, tanto a nivel nacional como re-
gional, en la lucha contra el crimen común y organizado. Ello también
permitirá elaborar políticas conjuntas entre ambas instituciones contra
las distintas formas de criminalidad.

4. DILIGENCIAS PROPIAS DE LA INVESTIGACIÓN PRELTMINAR

como en toda investigación preliminar, ésta se realiza bajo distin-
tos supuestos: a) por la policía bajo la dirección del Fiscal; y b) direc-
tamente por el Fiscal, cuando éste lo estime conveniente. si embargo
-como ya lo habíamos anotado-, la policía podrá adelantar la investi-
gación cuando las circunstancias del caso lo requieran comunicando al
Fiscal para su intervención.

Las diligencias preliminares tienen por finalidad inmediata reari-
zar los actos urgentes e inaplazables para determinar: a) si los hechos
denunciados han tenido lugar y si tienen ca¡ácter delictuoso; b) asegu-
rar los elementos materiales de su comisión; c) individualizar a las per-
sonas involucradas en su comisión -incluyendo a los agraviados-. Cabe
resaltar que todos estos pasos, están dirigidos a determinar si el Fiscal
debe formalizar o no la investigación preparatoria.

En la generalidad de casos, el representante del Ministerio pú-
blico, encomienda las funciones de investigación preliminar a la poli-
cía por diversos factores (logísticos, de especialidad, etc.), de ahí que
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estas diligencias tengan un carácter preponderántemente policial. Las
diligencias de la investigación pueden agruparse en las siguientes: a)
declaraciones policiales; b) pericias; y c) actas policiales. veamos bre-
vemente las características principales.

4.1. Declaraciones policiales

Las declaraciones del imputado y las demás personas involucra-
das que se realizan en_la investigación policial resultan de suma impor-
tancia para la realización de las primeras investigaciones, pues otorgan
las bases facticas de la imputación inicial, también posibiliian el asegu-
ramiento de las pruebas encontradas y la búsqueda de otros elementos
de prueba necesarios para continuar con la persecución del delito y sus-
tentar la acusación fiscal o el archivo.

Dos elementos son trascendentes en la investigación policial: a)
la inmediatez en la recepción de la declaración y d) la verificación o
comprobación de lo declarado por el imputado, agraviado o testigo. Se
trata de declaraciones formales, puntuales y con suscripción del acta
por los participantes. Las declaraciones policiales presentan las siguien-
tes características:

a. La declaración del imputado reviste singular importancia pues se
trata de su primera respuesta ante la incriminación del delito. se
le hace conocer sus derechos, debe intervenir obligatoriamente su
defensor y no se encuentra obligado a decrarar. por ello es que en
las actas se consigna declaración voluntarla del imputado.

b. La declaración del imputado (libre o detenido), del agraviado y
del testigo deben recibirse utilizando técnicas de interrogatorio y
transcribir con la mayor fidelidad con la que aquellos exponen.

c. De la declaración del agraviado deben de procurarse el mayor
aporte de la información sobre el derito denunciado: día, hora
aproximada, circunstancias propias del delito, como aquellas an-
teriores y posteriores ál mismo, posibles testigos, documentos re-
lacionados con el imputado, objetos utilizados, descripción de las
características del imputado, posibles sospechosos.
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d. Tratándose del caso de decraración de menores, se debJde tans-
cribir su dicho con la mayor fidelidad posible, es decir, lo que
ellos dicen exactamente.

e. La declaración del testigo -al igual que del agraviado_ deben de
significar una contribución al esclarecimienó de los hechos y
además de verificarse sus dichos, deben de asegurarse y compro-
barse sus datos de identidad y ubicación a finle citarlos port._
riormente para la repetición de sus declaraciones o diligencias de
careo posibles.

f, De otro lado, debe de considerarse la posibilidad de proceder al
programa de protección de víctimas y testigos que el mismo có-
digo prevé (art.247 y ss.). 

!

4.2. Pericias

una de las tareas más importantes en la investigación del delito
es el relativo a la realización de diligencias pericial"Jqu. son propias
de los científicos o especiaristas de ra policíaNacional y del Ministerio
Público. se hará uso de la actividad pericial dependiendo de delitos o
hechos que se investiguen: homicidio, lesiones, agresión sexual, robo
agravado, tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, falsificación de
documentos, peculado, colusión, etc. veamos argunas de las pericias
más comunes.

a. Pericia médico legal, que se práctica a fin de determinar el grado
de lesión que ha sufrido la víctima (también del imputado cuando
afirma haber sido lesionado), el mismo que permitiiá establecer el. tipo de lesión causada, los días de asistencia facultativa y los días
de incapacidad; también para determinar la existencia de agresión
sexual vaginal o contra natura; para establecer la edad probable
de la víctima y también del imputado.

b. Pericia de arcohoremía o dosaje etírico, que se practica a ñn de
determinar el porcentaje de alcohol que lxiste en la sangre de
una persona. lvf edianre la ley 277 53 (art. 4) se establece una tabla
de alcoholemia de suma importancia para definir ra situación de
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d.

imputabilidad del investi'gado (también püede ser de la víctima)
y calificación jurídica del delito. comprende distintos periodos:
subclínico (o.1 a 0.5 g/l); ebriedad (0.5 a r.5 g/l); eu¡-e¿a¿ au-
soluta (1.5 a 2.5 ú); grave alteración de la conciencia (2.5 a 3.5
dD;y coma (niveles superiores a 3.5). se dispone de esia pericia
no sólo en la investigación de deritos de circulación o cul-posos,
sino también en otros delitos: homicidio, lesiones, robo, táfico
ilícito de drogas, etc. dependiendo de su necesidad, de oficio o a
pedido del defensor del imputado.

Pericia toxicológica, que permite detectar la presencia de veneno
o sustancias tóxicas en el organismo de las personas o en los ca-
dáveres mediante la aplicación de conocimientos químicos ana-
líticos y principios toxicológicos, con la finalidad de establecer
las causas de la intoxicación y/o muerte por la ingesta de medica-
mentos o drogas u otras sustancias.6? Se dispone para establecer,
por ejemplo, si el imputado ha consumido droga o ha actuado
bajo la influencia de la misma o de otra sustancia, como puede ser
en las investigaciones por delito de tráfico ilícito de drogas, robo
u otro delito. Puede ser, incluso, favorable para la personá investi-
gada. También se puede practicar en ar víctima de agresión sexual
o robo agravado si existiera evidencia de haberla encontrado en
estado de inconciencia o no recuerda lo que ha sucedido.

Pericía de absorción atómica, conocida antiguamente como la
prueba de la parafina, y que permite establecer en la persona im-
putada la existencia de rastros de disparo por anna de fuego, es
decir, la existencia de sustancias químicas lamadas cationis me-
tálieos: plomo, antimonio y bario. Es de utilidad para las investi-
gaciones por delito de homicidio, robo, trrifico ilícito de drogas,
terrorismo, principalmente.

Pericia forense o Jísíca, del arma utilizada en la comisión del
delito, a fin de establecer minuciosamente sus características y su
relación con el hecho delictivo.

e.

67 Véase ivlanual de Criminalística, OpCIóN, Lima, 1996, p. 56.
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f Pericía grafotécníc4 que es de suma utilidad para lá investiga-
ción y juzgamiento de delitos contra el patrimtnio, con la fina-
lidad de determinar la autenticidad o falsedad ¿e ui documento,
título o ñrma.

4.3. Actas policiales

El acta debe registrar de forma objetiva ra diligencia que contiene,
no se deben incorporar elementos subjetivos. p,r", .I u"ta debe reprodu-
cir fielmente lo que acontece ciurante el desanolto de la diiigencia.

a. Acta de íncautación: se trata de una diligencia de naturaleza
estrictamente policial y se practica cuando es necesario recabar
objetos, instrumentos o efectos rerdcionados con el derito y que
se encuentren en posesión de la persona interv,enida o bajo su
dominio. Puede tratarse del arma utilizada, el dinero producto del
robo o del acto comrpto, documentos reracionados cón el crimen,
la droga, el vehículo utilizado, etc. Er acta se levanta en er lugar
donde se procede a Ia intervención de ra persona, es decir, in situ.
Es necesario que el acta detalle las características der objeto o
cosas que se incautan.

b' Acta de hallazgo: Esta acta se levanta cuando durante una in-
vestigación se encuenfra objetos vincurados con el delito y se
desconoce a quien pertenece. se revanta in situy se detallan sus
características.

c. Acta de regístro domiciliarío. cuando con ocasión de la investi-
gación de un delito y por mandato judicial o la persecución de
autor de un delito (flagrancia) se procede ar ingreso de un inmue-
ble o local efecto de proceder a ia detención áe la misma o a Ia
incautación de los objetos relacionados con el delito. También es
posible dicha diligencia cuando el tenedor del inmueble o Ia casa
permite voluntariamente el ingreso de la policía para proceder
a la busqueda del imputado o de los bienes a incautar. como en
todas las actas, debe de detallarse er desarroilo de la dirigencia y
con la firma de las personas intervinientes.
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Acta de constatación.' Es aquella que revanta la policía cuando
es necesario acreditar con documento lo que la policía observa o
constata directamente, como por ejemplo en los casos de usurpa-
ción o perturbación de la posesión.

EL INFORME POLICIAL

El llamado Atestado policial cambia de denominación en el nue-
vo texto a Informe Polícial, que es el documento técnico ad"ministrativo
que se debe elaborar en todos los casos en que interviene la policía y
que remitirá al Fiscal. Dicho documento contendrá los antecedentes qul
motivaron su actuación,la relación de las diligencias realizadas, el aná-
lisis de los hechos investigados y cualesquiera otra circunstancia que
resultare importante considerar, como copia de documentos, escriüos,
constancias, comunicaciones fiscales, etc. Sin embargo, y a diferencia
de la legislación anterior, se establece expresamente que la policía, en
dicho informe, se abstendrá de realizar Ia calificación jurídica y de im-
putar responsabilidades (art. 332.2).Larazónes una y muy clara, la ca-
lificacíón jurídica de los hechos conesponde a la autoridad encargada
de la persecución oficial del delito y titular de la acción penal púbiica,
que es el Fiscal. En esencia lo que se suprime del llamado atestado es
la parte final de su informe, aquella referida alas conclusíones,mante-
niéndose todo su contenido ya expresado bajo una forma mucho miás
clara y específica de datos de la personas que intervienen.

De otro lado, de esta norma se desprende que ninguna investi-
gación iniciada y desanollada por la policía deja de ser comunicada al
Fiscal. cualquier intervención de la policía en acto de investigación de
hecho con características de delito debe ser de conocimiento del repre-
sentante del Ministerio público y si se culmina la investigación debe
de elaborarse el informe antes indicado. De esa manera desaparece el
llamado parte policial, que muchas veces eran archivados sin conoci-
miento delfiscal.

El Informe policial mantiene la misma estructura formal, varian-
do en alguna de sus formas, principalmente porque se es mas riguroso
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en los datos de las persónas intervinientes, en la consignaclón de los
derechos que asisten al imputado, en la intervención dJl defensor del
mismo, etc. debiéndose tener en cuenta lo dispuesto por el art.332 de la
nueva ley procesal. Nos interesa destacar sus partes más irnponantes y
que estián relacionados con:

a. El motivo y forma de intervención, es decir, si la investigación
se inició de oficio, o por denuncia de parte o por disposi.ión d.
la Fiscalía. cabe señalar que iniciada de oficio la invÉstigación o

. por denuncia de parte, la comunicación al fiscal debe ser inme-
diata. Es más en el documento que se forme debe de constar las
disposiciones y mandatos emanados de la autoridad fiscal.

b. Las diligencias que se practiquen y que se relacionan con las
manifestaciones de las personas iníolucradas; las pericias que
se practican (médico legal, química, toxicológica, alcoholemia,
absorción atómica, balística, grafológica, etc.); Ias actas que se
levantan (registro de personas, hallazgo, allanamiento, constata-
ción etc.).

c. El análisis de los hechos que reariza la policía y que serán de
utilidad para que el Fiscal pueda realizar la calif,cación jurídica
respectiva.

d. La documentación sustentatoria del Informe policial que com-
prende los documentos pertinentes, los elementos objitivos de
prueba, los instrumentos utilizados o el lugar donde aquellos se
encuentran.

INTERVENCIÓN ruDICIAL Y MEDIDAS COERCITIVAS PERSO.
NALES

Durante esta etapa, el Fiical podrá considerar necesario asegurar
la presencia de las personas imputadas a su investigación y la invesliga-
ción.preparatoria, por lo que la ley le faculta a re{uerir Iá adopción de
medidas coercitivas o caurelares o de aseguramiento p*u tales objeti_
vos. Asirnismo, durante esta etapa la actuación del órgano jurisdiccional
parece reducida pero no es así, su rol es muy impo.tante, pues si bien
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el Fiscal es el dueño y responsable de la indagaüón, cualquier medida
cautelar o coercitiva que requiera el aseguramiento de su investigación
pasa por el control y decisión judicial.

En este sentido, el fiscal solicitará al Juez ras medidas que con-
sidere necesarias, cuando conesponda hacerlo (art. 61.2), pedido que
debe ser debidamente motivado, como fundamentada debe ier la deci-
sión jurisdiccional.

De acuerdo con la ley -y que no resulta nuevo con la normatividad
anterior- el fiscal le solicitará al Juez de Ia investigación preparatoria
ordene las medidas coercitivas que correspondan, especialmente las si-
guientes:

Impedimento de salida del país al imputado.

La comparecencia del imputado con detención domiciliaria.

La comparecencia del imputado con otras restricciones.

El allanamiento.

La inmovilizaciónde algún bien.

Detención preventiva del irnputado.

INTERVENCTÓN DE LA DEFENSA

La facultad de ejercer efectivamente el derecho de defensa nace
con la imputación. Por lo tanto, la intervención de la persona imputada
y su defensa es amplia en la investigación preliminar. Ademas de Io
señalado anteriormente, el abogado defensor tiene derecho a:

a. Apersonarse en la investigación preliminar y conocer de los car-
gos que se incriminan contra su defendido.

b. Intervenir en las diligencias de intenogatorio de su patrocinado.

c. Conocer de las diligencias que se realicen.

d. Tener copia de la documentación relativa a las diligencias preli-
minares, entendiéndose que no de manera inmediata de aquellas
que al'ecten la continuidad de la misma.

a.

b.

c.

d.

e.

f.

7.
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e. Pedir la realización de diligencias que favorezcan a sü defendido
y ofrecer los elementos probatorios de descargo.

En realidad, la actuación del defensor del imputado se ve rodeada
de las garantias necesarias y conducentes a su objetivo. De igual forma,
se debe de afimlar que el defensor de la persona natural o jurídica agra-
viada, tiene los derechos en igualdad de condiciones durante esta etapa
inicial de investigación.

8. ELPLAZO DE LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR

Dentro de la perspectiva dinámica del nuevo código, se establece
un plazo de veinte (20) días para la realización de la investigación pre-
liminar. Se pretende con ello que ante la'denuncia o investigación de
delito de oficio se proceda de inmediato alarecepción de declaraciones,
practica de pericias, pesquisas policiales y demás diligencias comple-
mentarias en dicho plazo. Se computa el plazo desde el momento que
el Fiscal dispone el inicio de la investigación preliminar y entendemos
que puede disponerse un plazo adicional que no supere el señalado, a
cuyo término deberá dictar la disposición que corresponda.

Pero el legisladortambiénha advertido de laexistenciade aquellos
c¿lsos considerados complejos y que naturalmente pueden."qué.i, un
plazo mayor al común. En tal sentido, cuando se trate de investigacio-
nes seguidas contra un número significativo de personas o agraviados o
cuando se trate de concurrencia de delitos o se aprecia que la obtención
de elementos probatorios o las actuaciones periciales demandarán ma-
yor tiempo, el Fiscal deberá determinar un plazo razonable de duración
de la investigación preliminar (art.334.2). Tal decisión requerirá de la
motivación necesaria expuesta en la disposición que dicte.

El plazo previsto de la investigación preliminar es distinto al pla-
zo que se prevé para la investigación preparatoria y si bien es cierto,
en esencia, ambas investigaciones en el contexto de continuidad pue-
den constituir una sola, los plazos difieren en atención a sus objetivos
inmediatos, por lo que no es posible incruir el plazo del primero en el
segundo. Así lo ha resuelto en casación la Sala suprema cuando esta-



blece como doctrina jurisprudencial "que los plafos para las diligencias
preliminares, de veinte días naturales y el que se concede al Fiscal para
fijar uno distinto según las características complejidad y circunstancias
de los hechos objeto de investigación son diferentes y no se hayan com-
prendidos en los ciento veinte días naturales m¿ís la prórroga a la que
alude la norma pertinente, que corresponden a la investigacién prepara-
toria propiamente dicha".6t

Al respecto también se señala en el artículo citado, que cuando
el interesado o afectado, por la excesiva duración de la investigación
preliminar, solicite al Fiscal le dé termino y si éste no la acepta o fija
un plazo irrazonable, el interesado "podrá acudir al Juez de la Investi-
gación Preparatoria" en el plazo de cinco días instando su pronuncia-
miento, lo que significará que dicha autoridad resolverá, previa audien-
cia con el Fiscal y el interesado. consideramos que la idea central del
dispositivo es que se realicen las diligencias de investigación aprove-
chando el tiempo que se dispone y es natural que el inteiesado.ipr"r"
su desacuerdo cuando se fija un plazo excesivo, pero no estamos de
acuerdo que el control de dicho plazo se encuentre a cargo del Juez"
pues para ello bien se ha podido delegar al Fiscal Superior competente,
como sucede cuando se impugna el archivo de la denuncia; ademiás,
no sólo se afecta la autonomía de la investigación en esta fase sino que
también se involucra al juez en una tarea que por su nafuraleza aún no
le corresponde. Por ello resulta obvio que dicho apartado se modifique
en el sentido de que el control del plazo corresponde a la instancia su-
perior del Ministerio Público que, por cierto tiene facultades de control
y además disciplinario.

Tratándose del caso de una persona detenida, el plazo señalado y
que hemos comentado no se considera, sino la autoridad fiscal debeÉ
tener en cuenta el plazo común de 24 horas para poner al investigado
con el informe policial y su pronunciamiento, si fuera el caso, ante la
autoridad jurisdiccional, conforme lo ordena la constitución.
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68 casación N'02-2008, La Libertad, de 3 dejunio del 200g. caso de hurro asravado.
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9. LAS POSIBTLTDADES DE DECISIÓN OEI- FISCAL N\N/ESTICA.
DOR

Al final de la investigación preliminar, conesponde al fiscal la
calificación jurídico penal de los hechos investigados y dependiendo
de las circunstancias propias del caso y de los elementos probatorios
obtenidos podrá:

a. Formalizar la In,'estigación Preparatoria mediante una Disposi-
ción, si aparecen indicios que re.relen la existencia del delito, se
ha individualizado al imputado, la acción no ha prescrito y se han
satisfecho los requisitos de procedibilidad.

b. si no existen elementos de juicio sobre la existencia del delito, o
ha prescrito la acción penal o no tá ha individualizado al impu-
tado, dispondrá el Archivo de la investigación o denuncia. como
se ha dicho, la investigación preliminar puede culminar con el
archivo de la misma porque no existen elernentos de juicio -en-
tiéndase elementos probatorios- sobre la realización del delito o
sobre la persona denunciada, por lo que no cabe continuar con la
investigación preparatoria. La nueva ley procesar establece que
la decisión de archivo procede cuando: a) el hecho denunciado
no constituye delito; b) o no es justiciable penalmente; c) o se
presentan casos de extinción de la acción (art. 334.1). El archivo
puede ser definitivo o provisional, según el hecho no constituya
delito o siéndolo no se ha identiñcado al imputado, respectiva-
mente. En tales casos si el Fiscal considera que no procede la for-
malización de la investigación preparatoria y ordenará el archivo
de lo actuado. De acuerdo con la nueva le¡ la Disposieión de
Archivo se notifica al interesado o denunciante y si no estuviere
de acuerdo con la decisión fiscal de archivo o reserya provisional
de la investigación, impugnará tal decisión (reEterirádice la ley)
para que en el plazo de cinco (5) días eleve lo actuado al Fiscal
Superior. Laley procesal no establece plazo para la impugnación
contra la disposicíón de archivo, pero tratándose de un caso de
apelación se aplica el señalado por el artículo 414.c), es decir, tres
(3) días de notificado. claro está que corresponderá a la LoMp
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o a las directivas que imparta la Fiscalía"de la Nación cualquier
precisión sobre la determinación del plazo.

Admitida la impugnación, denho del plazo correspondiente, se
elevará lo actuado al Fiscal Superior competente a fin de que re-
suelva dentro del quinto día. Puede Disponer a) el archivó defi-
nitivo de lo actuado; b) la formalización de la investigación, es
decir, se pase a la fase preparatoria; y c) "se proceda según corres-
ponda", lo que nos permite señalar que el Superior puede dictar
disposición ordenando la ampliación de las investigaciones preli-
minares o quizas la nulidad de la disposición por algún vicio pro-
cesal. Es del caso señalar que tratandose de un Ministerio púbtico
jerarquicamente organizado, pueden impartirse instrucciones ge-
nerales a los fiscales provinciales para los casos de decisiones de
archivo, de tal manera que exista uniformidad en la actuación del
fiscal investigador. Dentro de la amplitud del derecho de defensa,
el recurrente puede hacer uso de la palabra ante el frscal superior
o presentar escrito complementario, antes que aquel decida.

Se destaca de esta manera el plazo al fiscal superior para que
resuelva, pues no existía. Asimismo, teniendo en cuenta que la
disposición de archivo también se notifica al denunciado, éste
también puede impugnarla cuando se trate de un archivo provi-
sional y considere que su situación de investigado no puede ser
indefinida.

Si el hecho fuere delictuoso y la acción no hubiere prescrito, pero
se desconoce al imputado, se dispondrá que la policía intervenga
para lograr la identificación del imputado; lo que en esencia sig-
nifica un archivo provisional de lo actuado.

Si en la denuncia se ha omitido una condición de procedibilidad
que depende del denunciante, también se dispondra delareserva
provisional de la investigación, debiéndose notificar al denun-
ciante a fin de que subsane la omisión. En otros casos donde se
requiera de presupuestos de procedibilidad, la subsanación de los
mismos estará a cargo del mismo Fiscal.

Antes de proceder conforme al apartado a) se puede aplicar el
principio de oportunidad o el acuerdo reparatorio (sobre éste
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punto volveremos en adelante), si el supuesto de heiho así lo
amerita (art.2" cPP). También se podrá pasar directamente al
proceso inmediato a pedido del Fiscal.

IO. PROHIBICIÓN DE NUEVA DENI^JNCIA

se introduce una norrna de suma importancia para el debido con-
trol de las denuncias que se formulan ante el Ministerio público, pues
se prohíbe formular nuevas denuncias sobre los mismos hechos que
ya han merecido una disposición de archivo por el Fiscal provincial
e incluso por el Superior. De tal manera que dicha norrna impide que
otro Fiscal pueda dar amparo a denuncias bajo tales supuestos que ya
han merecido decisión de archivo, lo que a su vez obliga a no admitir
las denuncias que sobre los mismos hechos puedan preséntarse en otras
Fiscalías (art. 335: I ).

Debe señalarse que en el Ministerio púbrico no rige a manera de
titularidad el principio de cosa juzgada, la cual está reservada al órgano
jurisdiccional, pero sí la llamada cosa decídida,lo que permite qu"-*u
decisión de archivo no sea inmutableóe. En efecto, li disposiCión en
comentario también establece que si luego de la decisión de archivo
de la investigación se aportara o se conocieran nuevos elementos pro-
batorios o de "convicción" se podrá reexaminar lo actuado por el Fis-
cal que previno. Ciertamente, si los nuevos elementos probatorios eran
desconocidos por el fiscal y resultan relevantes para la continuidad de
la investigación deberán ser analizados, lo que genera una reapertura de
la investigación por el mismo fiscal o de una nueva investigaóión, si se
tiene en cuenta el tiempo transcurrido. En tal sentido, se podrá proceder
de oficio o a pedido de la parte interesada.

Finalmente, el art. 335.2 señala que si la denuncia anterior no fue
debidamente investigada, el Superior que previno podrá designar a otro

69 véase la Sentencia del rribunal constitucional,,Fxp. Na 2725-200g-pTCffc de 22
de setiembre de 2008, caso chaucaTemoche, Fundamentos jurídicos l5-19. Estable-
ce el TC que si el motivo del archivamiento fiscal es por déficit o falta de elementos
de prueba, posteriormente se podrá reabrir la investigación preliminar; no lo podrá
hacer si el motivo se refiere a..que el hecho no constiiuye ¿eiito,,.
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Fiscal Provincial, lo que resülta debido en la lógica procesal y hasta
merecedora de una medida disciplinaria si la investigación originaria
adolece de inegularidades. Tales decisiones deberián ser necesariamen_
te fundamentadas.

I I. EL PRINCIPIO DE OPORTIJNIDAD

El principio de oportunidad aparece con el código procesal pe-
nal del año 91 y se ha mantenido en nuestra legislación en aplicación
progresiv4 pero también con algunas modificaciones interesádas que
la han desnaturalizado. Se le ha considerado como una excepción al
principio de legalidad, debido a la imposibilidad material del Estado
de perseguir y castigar todas Ias infracciones que se cometen. También
se le considera como una respuesta político criminal del Estado ante
el agotamiento de posibilidades del sistema de justicia penalzo; en este

f$idq, se procede a la selección de determinados delitos de meñor
intensidad con la finalidad de buscar una solución consensuada al caso
posibilitando el archivo del mismo, y de esa manera hacer que los fis-
cales y jueces dediquen su mayor esfuerzo al conocimiento y solución
de los casos mas graves.

El principio de oportunidad encuentra su fundamento en a) la es-
casa relevancia de la infracción penal; b) la ausencia de un interés pú-
blico en la persecución del delito; c) se trata de una manifestación de
prevención especial pues se le da al infractor la oportunidad de reparar
el daño ocasionado; d) existe una razón político criminal del Estado
para posibilitar el archivo de los llamados delitos de bagatela; y e) per-
mite al imputado archivar la investigación iniciada en su contra; y al
agraviado el logro del pago de la reparación civil con prontitud.

El nuevo código procesal penal sigue ra regulación de su texto
original, con algunas precisiones que ya la doctrina se encargó de ob-
servar en su momento y que se espera permitan mejorar su interpreta-
ción y aplicación unifonne. .

70 Bacigalupo, Enrique, Descriminalización y prevención, en Rev. poder Judicial, N. II,
Madrid, 1987, p. 13 y ss.
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' El principio de oportunidad constituye un mecanismo de simplifi-
cación del proceso penal, considerado -como se ha dicho- como una ex-
cepción al principio de legalidad que exige la persecución de los delitos
y la sanción a las personas que lo han cometido, pero este principio no
es absoluto sino regulado por la propia le¡ de allí que se haLle del prin_
cipio de oportunidadreglado.Tr Es decir, Ia ley establece en que casos es
posible su aplicación, los delitos de mínima y mediana criminalidad, y
a que personas está dirigido (excepturíndose a los funcionarios públicos
que cometan el delito en ejercicio de su cargo).

se pretende que para determinados delitos se posibilite la realiza-
ción de un acuerdo o consenso enfe las pafes en conflicto penal expues-
to ante la autoridad fiscal a fin de que se archive la inveitigación o el
proceso, dependiendo del caso ¡ de oho l4do, se repare el daño causado
a Ia víctima del hecho punible respetrindose la indemnización acordada.

Este principio responde a distintos fundamentos, pero principal-
mente: a) la escasa relevancia de la infracción o mínimo daño social
(ausencia de interés público); b) la manifestación de la prevención es-
pecial a favor del infractor, de quien se espera que no voiverá a incurrir
en delito; c) razones político criminales para que la justicia se encargue
principalmente de los delitos más graves; d) reducir la carga procesal en
las sedes judiciales y población penitenciaria; y e) alcaniar'una pronta
reparación de la víctima del delito.

La aplicación de este principio obedece primero, a una actua-
ción de oficio por el Fiscal; segundo, a la petición que pueda hacer la
persona imputada de un delito. Establece el código en su artículo 2o
los supuestos de aplicación, que por su trascendencia nos permitimos
transcribir y comentar:

a- La Abstención del Fiscal. Funcíón facultativa: El principio de
oportunidad puede ser aplicado de oficio por el Fiscal o a pedido
de laparte imputada, incluso a instancia dál agraviado. El artículo
2o ab initio establece lo siguiente:"1. El Ministerio público, de
oficio o a pedido del imputado y ion su consentimiento, podró

7l Véase mi Manual de Derecho procesal penal, citado, p.366 y ss.
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abstenerse de ejercitar la acción penal en cualquiera de los si-

guientes casos:" La abstención del fiscal al ejercicio público de la

acción penal hace que no continúe con la persecución del delito a

la persona imputada y el efecto inmediato es que se archiva la in-

vestigación iniciada. El Fiscal deja su tarea de perseguir el delito

en atención al acuerdo a que lleguen las partes.

Asimismo, en los tes supuestos que prevé la ley procesal no es de

naturaleza obligatoria para el Fiscal, sino facultativa. Ello significa

que el frscal debe de decidir en que casos toma la iniciativa de via-

bilizar su aplicación citando a las partes a una diligencia de acuer-

do, salvo que el mismo imputado se lo pida, en cuyo caso debená

proceder a la citación colrespondiente. Es necesario señalar que

también laparte agraviadS puede propiciar laaplicación del prinei-

pio de oportunidad. En los tres casos le corresponde al Ministerio

irtiUli.o io** la decisión, para lo cual ha de considerar siempre los

fundamentos jwídicos y pragmáticos de su aplicación.

b. Los supttestos de oPortunídad:

b.l.Agente afectado por el delito: Es el caso de la falta de re-

levancia de la pena o falta de necesidad de la pena' El tex-

to procesal establece 1o siguiente: a) Cuando el agente haya

sido afectado gravemente por las consecuencias de su deli-

to, culposo o doloso, siempre que este último sea reprimido

con pena privativa de libertad no mayor de cuatro años, y la

pena resulte innecesaria. se aplica este supuestos de oportu-

nidad cuando el agente sufre las consecuencias de su propia

conducta delictuosa de manera grave, sea en su integridad o

salud. A diferencia de la legislación anterior, procede sea se

trate de delito culposo o doloso, pero cuya pena sea no mayor

a cuatro años; en este sentido se precisa igualmente el ámbito

de su aplicación y queda claro que comprende a los delitos de

mínima criminalidad. En cualquier caso, se exige que la gra-

vedad de la afectación (personal o de persona cercana) haga

que la posible pena a imponer resulte innecesaria. En reali-

dad, este es el fundamento de este criterio de opornrnidad:

la pena que debería ser impuesta al imputado sería siempre
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menor o irrelevante al daño que efectivamente ya hrsufrido
el autor del delito; de tal manera que la pena no cumpliría sus
fines previéndose a través de este supuesto, una alternativa
propia de la prevención especial a favor del autor-víctima.

b.2.La míníma lesividad de Ia infracción: Se trata del segundo
supuesto que establece la ley referida a la escasa relevancia
de la infracción penal o infracción de bagatela. El texto pro-
cesal establece lo siguiente: "b) Cuando se trate de delitos
que no afecten gravemente el interés público, salvo cuando' el extrenw ¡nínimo de la pena sea superior a los dos años de
pena privativa de la libertad, o hubieren sido cometidos por
unfuncíonario público en ejercicio de su cargo". Se trata de
infracciones que no afectan gravemente el interés público, es
decir, comprende aquellos delitos que no generan alarma so-
cial y por lo tanto la solución del mismo se deja al acuerdo
a que las partes puedan llegar. Es el presupuesto esencial en
los casos de oportunidad delitos considerados de bagatela y
en donde se destacan dos requisitos básicos: a) falta de interés
público en la persecución penal (subjetivo), debiéndose defi-
nir si el hecho genera alarma o preocupación en la sociedad y
b) el extremo mínimo de la pena a imponer (objetivo), es me-
nor a dos años. Si se revisa el Código Penal, se verá que mu-
chos de los delitos establecen penas en su extremo mínimo de
dos o menor de dos años y en los que, naturalmente, se puede
aplicar la oportunidad: hurto simple, lesiones, usurpación, es-
tafa, apropiación ilícita, conducción en estado de ebriedad,
infanticidio, aborto, delitos contra el estado civil, etc. Debe
afirmarse que pese a que el delito se conmine con pena no su-
perior a dos años, si la infracción ha generado interés público
o alarma social, se debe proseguir con el ejercicio de la acción
penal. Por último, no procede este supuesto de oportunidad eri,
caso de que el agente fuere funcionario público y cometa el ,

delito en ejercicio de su cargo. j

b.3. Mínima culpabilidad del autor o partícipe.. Se trata de uno
de los supuesros de oportunidad donde se analiza el grado de
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culpabilidad del agente del delito. El tódo procesal dice lo si-
guiente: " c) cuando conforme a las circunstancias del hecho
y a las condiciones personales del denunciado, el Fiscal puede
apreciar que concurren los supuestos atenuantes de los ártícu-
los 14, 15, 16, 21, 22 y 25 del Código penal, y se advíerta que
no exista ningún interés públíco gravemente comprometidi en
su persecución. No será posíble cuando se trati de un delito
conminado con una,sanción superior a cuatro años de pena
privativa de libertad o cometido por unfuncionarto público en
el ejercicio de su cargo. - Como se puede apreciar,.oo"rpoo-
derá ahora al Fiscal analizu el grado de culpabilidad del áutor
o partícipe, tarea que ordinariamente corresponde al Juez, en
atención a los supuesios jurídicos penales que señala la ley: el
error de tipo y enorrde prohibición, el enór de comprensión
culturalmente condicionado, la tentativa, ra responsabilidad
restringida y la complicidad secundaria previstoi en los arts.
14, 15, 16.21,22y 25 del Código penal. En estos casos, el Fis-
cal deberá determinar la situaciónjurídica del imputado con los
elementos de prueba existentes en su contra y sobre todo bajo
cuairo situaciones específicas: a) las circunstancias del hecño
que se califica como delito; b) las condiciones personales del
agente; c) ausencia de interés público gravemente comprome_
tido en la persecución penal; y d) el delito debe ser conminado
con pena no mayor a cuatro arios. Como se podrá apreciar, el
legislador ha facultado al Fiscal a abstenerse de la persecución
penal en aquellos casos donde la ley faculta la disminución de
la pena. Siendo esta la esencia de la aplicación de este supues-
to de oportunidad debería de aplicarse también en otros c¿rsos,
como puede ser los estados de flagrancia y confesión sincera.
Por último, se prohibe su aplicación cuando se trate de funcio-
nario público que incurra en delito en el ejercicio del cargo.

La ley procesal también establece que en los supuestos previs-
tos en los dos últimos casos, será necesario que el agente hubie-
re reparado los daños y perjuicios ocasionados o exista acuerdo
con el asraviado en ese sentido, lo que obliga al imputado a
pagar la reparación civil o a comprometerse a apagarlo.
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73

Procedímiento a seguir.' La nueva ley regula la fonña en que se
procede a la aplicación delprincipio de oportunidad, sea de oficio
por el fiscal o a pedido de alguna de las partes. Es der caso recor-
dar que con el nuevo proceso penal el Ministerio público se ha or-
gantz-ado corporativamente ¡ por lo tanto, cuenta con un equipo
de fiscales que actuan de manera inmediata, que son los fiscales
de decisión temprana, encargados de resolver los casos de prin-
cipio de oportunidad y de terminación anticipadaT2. Entonces en
las sedes principales de la Fiscalía el Fiscal coordinador remite el
caso a esta fiscalía de decisión temprana a fin de que viabilice el
supuesto de oportunidad. De allí que la misma ley establezca que
el Fiscal citará al ímputado y al agraviado con erfin de realizar
la díligencía de acuerdo, dejándqse constancía en acta. En este
punto es necesario señalar las siguientes posibilidades prácticas
de actuación:

i. Se notifica a las partes con la finalidad de que conozcan el mo-
tivo de la diligenci\ para la aplicación del principío de opor_
tunidad, prevista en el artículo 2o del nuevo código procesal
penal, incluso con una breve explicación de su contenido.T3

ii. si las partes asisten, el Fiscal les explicará la finaridad de esta
institución, la necesidad del acuerdo, los efectos del mismo
(archivo y paga de reparación civil), así como la posibilidad
de continuar con Ia investigación si no hay acuerdo. En estos
casos el fiscal debe asumir una actitud neutral, incluso, des_
pejando dudas sobre la diligencia misma, las obligaciones y
compromisos asumidos, dejando que las partes lleguen a un
entendimiento y se lo hagan saber, lo que implica que dicho

Es. necesario precisar que en las Fiscalías provinciales alejadas de la sede central
del Distrito Judicial, los fiscales provinciares, debido a la ieducida carga procesal,
ejercen funciones tanto de decisión temprana como también de investiglcián de los
delitos que se denuncian.
La claridad en toda notificación es importante para evitar ciertos temores aún exis-
tentes sobré las citacionesjudiciales sin contenido o con datos estr¡ctcmente técnicos
que la parte no logra entender sino en la sede fiscal ojudicial. por el contrario, se le
debe de hacer conocer de que diligencia se trata y pueda asistir a la misma con una
posición clara o con propuestas a definir con la otra parre.
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acuerdo debe ser aceptado por dicha aütoridad. Resulta claro,
entonces, que no se trata de una diligencia de conciliación.

iii. si las partes no asisten, se les vorverá a notificar en los mis-
mos términos, bajo el apercibimiento de que si no asiste el
imputado, se levantará acta de la inasistencia e inmediatamen-
te se continuará con el proceso, consecuentemente, el Fiscal
dictará la Disposición de Formarízación de la Investigación
Preparatoria.

iv. En relación al punto anterior, la ley establece que si no asiste
el agraviado, pero si el imputado se podrá viatilizar el prin-
cipio de oportunidad con el Fiscal quienpodrá determinar el
monto de la reparación civil que corresponda. y si no se lle-
gara a un acuerdo sobre el plazn para el pago de la reparación
civil, el Fiscal lo fiiará sin que éste exceda de nueie meses.
claro que debe de procurarse que el pago se haga de inmedia-
to o en todo caso en un plazo mínimo.

EI Acuerdo Reparatorio; El nuevo proceso penal también reite-
ra otro criterio de oportunidad previsto en la legislación anterior
llamado acuerdo reparatorio, en virtud del cual determinados
delitos, por su escasa lesividad, son susceptibles de la aplicar la
fórmula de acuerdo. A diferencia de los tres casos previsios en el
numeral I del art. 2o, en donde la aplicación de la oportunidad es
facultativa por el Fiscal, en el presente supuesto, el representante
de la Fiscalía está en la obligación de viabilizar el acuerdo aun-
que este no llegue a concretarse, por lo tanto, si bien no existe una
contraposición con los otros supuestos de oportunidad, nuestro
legislador introduce una alternativa pragmática de solución de
conflicto con intervención directa del Fiscal, alejrindose relati-
vamente del modelo procesal asumido en el derecho comparado
moderno. La idea central radica en de que en tales delitos necesa-
riamente se cite a las partes para que el acuerdo se concrete con
intervención del Fiscal.7l

74 En realidad, el legislador pudo optar por una obligatoriedad al fiscal para la viabili-
zación de rodos los supuestos de oponunidad, lo que se puede suplir cón la actuación
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Los delitos que contempla la ley son ros siguientes: lesiones
(art. 122), hurto simple (art. 185), hurto de uso (art. lg7), hurto
de ganado (art. 189 A, primer pánafo), apropiación ilíclta (art.
190), hurto de bien propio (art. l9l), modalidad.es de apropiación
irregular (art- 192), apropiación de prenda (art. 193), irturu lurt.
196), otros supuestos de estafa (art. 197), administración fraudu-
lenta (art. 198), daños (art. 215), libramiento indebido (art. 215) y
ademrás se comprende a todos los delitos culposos. sin embargo,
el legislador ha previsto determinados casos donde no es posible
el llamado acuerdo reparatorio: a) cuando exista pluralid-ad im-
portante de víctimas, lo que entendemos dependerá también del
ilícito penal, por ejemplo, estafa, apropiación ilícita, libramiento
indebido, homicidio culposo. Así, no es lo mismo que el impu-
tado estafe a una o dos personur cdn sumas reducidás de dinero,
que a treinta o más personas con la venta ficticia de vehículos. En
cualquier caso dependerá del criterio que maneje el fiscal al mo-
mento de resolver el pedido; o b) cuando exista concurso con otro
delito, salvo que sea de menor mayor gravedad o afecte bienes
jurídicos disponibles

En este mismo supuesto, la ley señala que el Fiscal, de oficio o a
pedido del imputado o de la víctimapropondrá un acuerdo repa-
ratorio,y si ambos convienen en el mismo, er fiscal se abstendrá
de ejercitar la acción penal mediante una Disposición, lo que con-
firma la intervención directa del fiscal en esta formula de consen-
so' pues a diferencia de los tres casos analizados en el. apartado I )
del artículo 2o del código procesal penal, en donde debe de espe-
rar que las partes lleguen a acuerdo, bajo esta formula reparatoria,
el mismo fiscal quien propone la reparación der daño, incluso en
ausencia de la víctima, quien habiendo sido citado no concurre.
caso distinto es aquel cuando no concurre el imputado a la segun-
da citación o se ignora su paradero, debiéndose proseguir con el
ejercicio de la acción penal.

de los fiscales de decisión temprana a quienes, precísamente, se les ha dado facultad
para ello.
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Aplicación en la Investigación Preparatoria.' Los casos anariza-
dos anteriormente estiin bajo la dirección y control del Fiscal, sin
embargo, una vez iniciada la investigación preparatoria también
es posible su aplicación, bajo las características siguientes:l) a
petición del Fiscal, en donde es posible alguna comunicación con
el imputado y/o agraviado; 2) larealización de una audienciadiri-
gida por el juez, con intervención del fiscal e imputado y citación
al agraviado; 3) la resolución de sobreseimiento por el juez; 4) se
debe de realizar hasta antes de la acusación fiscal escrita; 5) dicha
resolución es inimpugnable, salvo el monto de la reparacióncivil,
si es fijada por el juez ante la falta de acuerdo entre el imputado y
agraviado o sobre las reglas de conducta que impone considera-
das desproporcionadas o afectan inazonablemente al imputado.

EI llamado Acuerdo Notaríal: El nuevo Código Procesal también
mantiene la figura del acuerdo notarial (no existente en el tex-
to original) que -entendemos- desnaturaliza la institución de la
oporlunidad en tanto ya no es necesario llegar a una formula de
consenso en presencia de la autoridad Fiscal, sino que las mismas
partes en conflicto son quienes mediante un instrumento público
o documento privado legalizado notarialmente llegan a un.'acuer-
do reparatorio". Esta posibilidad notarial podrá aplicarse en los
dos últimos casos del apartado 1) (mínima lesividad de la infrac-
ción y mínima culpabilidad del autor o partícipe) y en los delitos
contemplados en el apartado 6) (acuerdo reparatorio). En efecto,
el legislador expresa que no será necesaria la referida díligencía
si el imputado y la víctíma llegan a un acuerdo y éste caru;ta en
un instrumento público o documento privado legalizado notaríal-
mente (art.2. ap. 3) y tratándose de los supuestos del numeral 6),
basta la presentación del acuerdo reparatorio en un ínstrumento
público o documento privado legalizado notarialmente, para que
el Juez dicte auto de sobreseimiento. (art.2".7 último pánafo).

De presentarse estos casos, deberá el imputado acreditar ante el
Fiscal o Juez -dependiendo del momento procesal- para que se
proceda al archivo o sobreseimiento de la investigación. lo que
creemos, no impide la citación a las partes ante la autoridad judi-

tzl

e.

f.
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cial a fin de que se ratifiquen en su contenido. En realidad, existe
una apÍfente contradicción, por un lado se precisan los delitos
en los cuales cabe la formula de acuerdo con intervención del
Fiscal, pero se desnaturaliza el principio de oportunidad cuando
se facilita el acuerdo entre las partes sin contar con la presencia
de la autoridad fiscal o judicial, que es ra que imprime el acento
de control e inmediación ¡ además, sin su presencia se reduce el
compromiso tácito del imputado a no volver a delinquir. Natural-
mente las directivas que se dicten en el Ministerio público y en
el Poder Judicial sobre la aplicación de este importante principio
podrán complementar la forma de inten'ención de los operadores
judiciales para la verificación del documento notarial.

II. LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA

I. IDEAS PRELIMINARES

En el modelo de código de procedimientos penales está claro que
el inicio formal del proceso penal se determina con la emisión del auto de
apertura de instrucción. Ahora bien, en la práctic4 la investigación prepa-
ratoria reemplaza a la etapa de instrucción del proceso penal antiguo. Se
encuentra a cargo del Fiscal y constituye la fase siguiente de Ia investiga_
ción preliminar, de tal manera que cuando ésta culmina, el Fiscal -dado el
cumplimiento de los presupuestos que exige la ley- emite una disposición
deformalización y continuación de la investigación preparatoria

En modelo antiguo se encuentran claramente diferenciadas dos
etapas: la instrucción y el juzgamiento, ambas a cargo del órgano ju-
risdiccional. sin embargo el nuevo modelo r..ono"..laramente cinco
etapas: investigación preliminar, investigac ión preparatoria. interme-
dia, de juzgamiento y de ejecución; las dos primeras fases están bajo
el mando y la dirección del representante del Ministerio público v
las tres últimas están dirigidas por el órgano jurisdiccional. La con-
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dición de etapa formal del proceso penal, en el nuevo código, no esta
determinada por la intervención del órgano jurisdiccional, ni por el
reconocimiento legal que tienen, sino, por la función qu".urnpi.n 

"nel marco de un proceso penal. La función primordial de la investiga-
ción (tanto preliminar como preparatoria), es la recolección de niedios
de prueba -de cargo y de descargo- que permitan tomar una decisión
fundada en torno al acaecimiento y responsabilidad del hecho puni-
ble, decisión que se concretara en la acusación fiscal o en el pedido
de sobreseimiento. Por tanto el proceso penal se inicia con la eupa de
investigación preliminar.

2. EL MINISTERIO PÚBLICO CONTINÚA CON LA I}.T\GSTIGA.
CIÓN

El Fiscal que dirige la investigación preparatoria, es el misn:o que
asumió la dirección de la investigación preliminar, de tal manen que
su actuación en estas dos etapas debe estar informada por los principios
que le son inherentes. una vez iniciada la investigación prepar.rtoria,
todo lo actuado en la fase preliminar pasa a formar parte de aquella, de
tal manera que se convierte en un todo, en una unidod.

El Fiscal de la investigación preliminar adquiere las funciones
que actualmente tiene el Juez Penal, pero desde la óptica del sisterna
acusatorio, haciendo de esta etapa de investigación menos burocrática,
desprovista de formalidades innecesarias, lo cual en ningún modo sig-
nifica la vulneración de derechos al investigado; por el contrario. signi-
fica continuar con una estrategia de investigación -ya delineada desde
la investigación preliminar- respetuosa de sus derechos.

Para el efectivo ejercicio de su labor de investigación, el fiscal,
puede requerir la colaboración de autoridades y funcionarios públicos,
los cuales se deber¿u- cumplir con los requerimientos o pedidos que se
les realicen, bajo responsabilidad.

cabe señalar que si bien esta investigación es dirigida por er Fis-
cal Provincial, s¡ control en cuanto a su regularidad, plazo, apr'rsona-
mientos, así como decisiones que afecten derechos fundamenr:rles, en
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virnrd al principio de jurisdiccionalidad, está a cargo del fuez de la
Investigación Preparatoria, como órgano jurisdiccional de garantías del
procedimiento y de las partes.

La ley procesal regula todas las diligencias formales que deben
de realiza¡se durante esta etapa, la actuación de los sujetos procesales
y las medidas necesarias para alcarlzar sus objetivos. Ciertamente, la
investigación preparatoria evidencia una investigación más amplia y a
lavez complementaria de la anterior con la finalidad de reunir pruebas
ya sea de oficio y a pedido de las partes sobre el delito y su autor, sean
éstas pruebas de imputación como de exculpación. La acumulación de
elementos probatorios también permitirá la adopción de medidas de
coerción que deberá dictar el Juez de la Investigación Preparatoria así
como las distintas resoluciones que imparta.

LÍNEAS REcToRAS DE LA INVESTIGACIÓN PREPARAToRIA

Como líneas rectoras de esta etapa se pueden señalar las siguientes:

La unidad de la investigación fiscal, debido a que es el mismo
representante del Ministerio Público que dirigió la investigación
preliminar quien continúa a cargo de esta etapa preparatoria, ade-
más, como se ha dicho, también interviene en la etapa intermedia
y en el juicio oral, si fuera el caso. Esta intervención directa del
Fiscal en todas las fases del nuevo proceso permite una actuación
fiscal con mayor conocimiento y concentración del caso y con
posibilidades de cumplir debidamente con sus funciones.

El Fiscal dispone de todas las diligencias que sean necesaüas
para el cumplimiento de sus fines sobre la base de la estrategia
de investigación que debe de elaborar a su inicio (declaraciones,
pericias, inspecciones, informes, confrontaciones. etc.). La inter-
vención de las partes y sus propuestas probatorias deberiín ser
consideradas en su plan de investigación.

Dispone que la policía realice las iñvestigaciones complementa-
rias o las que sean necesarias. Si las diligencias preliminares han
sido suficientes. complementará las que falten directarnente o con

3.

a.

b.
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d.

el auxilio de la policía; si faltasen algunasi ser¿ln derivadas a la
policía para su realización precisándose las diligencias e incluso
el plazo de la investigación.

Se dispone las medidas razonables y necesarias a fin de proteger
los elementos probatorios, máxime si todos los erementos proba-
torios están bajo su control y pueden ser de suma utilidad para su
decisión final.

Se dispone la reserva de la investigación, así como se garantiza
la imparcialidad de la misma. La reserva significa la ausencia de
publicidad de los actos de investigación en ra forma que prevé la
le¡ lo que no impide a las partes acreditadas el conocimiento de lo
que acontece. La imparcialidad es un principio rector para todo ór-
gano director de investigación e importa una actuación fiscal recta
y exenta de favoriüsmo o inclinación a alguna de las partes.

De manera excepcional, el Fiscal puede ordenar que alguna actua-
ción o documento se mantenga en secreto, por ü plazo no mayor
a 20 días (pronogables por el Juez de la Investigacón preparatoria
por igual término), sólo cuando su conocimiento pueda dificultar el
éxito de la investigación. El secreto supone que el imputado y su
defensa no tomará conocimiento de la actuación o documento.

Las actuaciones de la investigación, dada su finalidad preparatoria
para el Juicio oral, sólo sirven para emitir resoluciones propias de
la investigación y de la etapa intermedia. Las pruebas anticipadas
(de conformidad con el artículo 2a\ y las actuaciones objetivas e
ineproducibles, conocidas como pruebas preconstituidas, tienen
carácter prueba a efectos de la sentencia penal.

Se garantiza el derecho de defensa para cada una de las partes in-
tervinientes, pudiendo incluso, cualquiera de ellas, solicitar copia
simple o certificada de lo actuado, pero guardando la reserva. En
esencia, conforme a la lógica garantista del nuevo modelo pro-
cesal esta característica no es sino la continuidad del derecho de
defensa desde la investigación preliminar.

De todo lo actuado se deja constancia en acta, cuidando de las
formas conespondientes y evitándose la formación de gruesos
documentos conocidos antiguamente como'.expedientes".

g
b.

h.

l.
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Todas las medidas cautelares son dictadas y modificadas por el
Juez de la Investigación Preparatoria, a pedido del Fiscal o del
imputado o su defensor en audiencia oral y con intervención de
las partes.

El Fiscal Provincial y Superior coordinadores también realizan
una labor de control de la investigación, impartiendo las insüuc-
ciones generales para la debida marcha de la función investiga-
dora o de decisión temprana del Fiscal (principio de oportunidad,
terminación anticipada).

FINALIDAD, CARACTERÍSTICAS Y EFECTOS DE LA T].TVESTI-

GACIÓN PREPARATORIA

4.1. Finalidad

La etapa preparatoria pretende contar con los elementos probato-
rios que posibiliten ir a juicio, es la fase de preparación para el juicio,
naturalmente, si hay pruebas de sustento. Por ello, se establece como
finalidad determinar "si la conducta incriminada es delictuosa, las cir-
cunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o par-

tícipe y de la víctima, así como la existencia del daño causado". Claro
está, si no se evidencias tales presupuestos, el proceso deberá merecer
el sobreseimiento.

El art. 321" del Código Procesal Penal establece que la finalidad
de esta investigación preparatoria radica enla busqueda y reunión de

los elementos de convícción, de cargo y de descargo, que pennitan al

Fiscal decidir si formula acusación; también persigue que el imputado
y su abogado puedan "preparar" su defensa.

4.2. Características

Se inicia luego de culminada la investigación preliminar median-
te una disposición emanada del despacho fiscal. No es necesario

J.

k.

4.
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b.

d.

que se agote el prazo de la investigación prériminar, es más, puede
darse inicio a ésta y si existen las pruebas suficientes pur* r"*-
damente a la siguiente investiga.ión prrp*utoria. Las actuadas

{urante la investigación preliminu, no .. ,"piten, Io que permite
dar celeridad al proceso penal.

se dispone la concurrencia de ras personas imputadas, agraviadas
y testigos que no hubieren declarado en ra investigación"prelimi-
nar o habiéndolo hecho se requiera o soriciten su impliacion.
se solicitan las informaciones comprementarias a las entidades
públicas o privadas.

Las partes pueden solicitar al Fiscal la actuación de diligencias
que sean conducentes. 

:

El plazo de la investigación es de ciento veinte (r20) días natura-
les, se podrá ampliarpor sesenta (60) días más; en casos compre-
jos se podrá ampliar hasta ocho (g) meses.

culminada la investigación preparatoria, el Fiscal se decide por
el sobreseimiento o la acusación, fundamentando su decisión en
cualquiera de tales extremos.

4.3. Efectos

La formalización de la investigación preparatoria, de conformi-
dad con el artículo 339, trae consigo ros siguientes efectás:

a- suspenderá elcurso de la prescripción de Ia acción penal. Es de-
cir sólo se podrá hacer valer la excepción de prescripción, hasta
antes que el Fiscal disponga la formalizacióny coniinuación de
la investigación preparatoria, pues r¡na vez iniciada esta etapa el
plazo de prescripción se suspende.

b. Iniciada esta investigación sólo podrá ser archivada por decisión
judicial, por el Juezde la investigación preparatoria, a pedido del
Fiscal o del imputado en fase intermedia. Ello muestra 

"t 
control

judicial en esta etapa procesal.
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s. FORMALIZACIÓN Y CoNTINUACTÓN DE LA INVESTIGAcIÓN

Se deja de lado el llamado "auto de apertufa de instrucción", que

era emitidopor el órgano jurisdiccional, para dar paso ala Disposición

emanada del Fiscal por la cual se Abre la Investigación Preparatoria'

5.1. Presupuestos

Para ello, la ley exige e[ cumplimiento de ciertos presupuestos

que son necesarios y de los que no se pueden prescindir, además de ser

ya conocidos dentro de nuestro sistema procesal. El art. 336'l establece

los siguientes requisitos:

a. La existencia de indicíos que revelán la existencia del delito: La

formalización de la investigación preparatoria requiere de ele-

mentos probatorios objetivos que pongan en evidencia la comi-

sión del delito, y que se vinculen con la persona imputada.

Rige el principio de objetividad en la actuación Fiscal. Si hay ele-

*átor ptobatorios sobre el delito y sobre el imputado vinculado

al mismo y que merecen ser investigados con mayor profundidad,

se dispone la investigación preparatoria que, como se ha dicho,

viene u r". 
"o*plementaria 

y que permite la intervención del ór-

gano jurisdiccional para las resoluciones que colrespondan.

Entonces, formalizará investigación por homicidio si existe el

cuerpo del delito, por ejemplo, o elementos probatorios que esta-

blezcade manera indubitable la preexistencia de la persona; por

lesiones personales si existe elemento probatorio objetivo de la

misma; tó mismo podemos decir del delito de usurpación, falsifi-

cación de documentos, estafa, apropiación ilícita, etc'

De allí que cuando el legislador hace mención alos indícios reve-

ladores de la existencia de un delito, debemos entender elementos

objetivos de prueba, los mismos que así como permiten el inicio

formal del proceso también posibilita su cuestionamiento por las

partes ante el órgano jurisdiccional.
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Que se hrya índivídualizado al imputado3Es importante señalar
que el proceso penal se debe de seguir contra persona cierta y
debidamente identificada. El art. 336.r dice que se haya indivi-
dualizado al imputado aún cuando mas apropiado hubiera sido
el termino identificado por ser de mayor connotación, pero no
habría impedimento alguno para interpretarse de dicha manera
pues lo que se busca es conocer debidamente a la persona sujeta
a una investigación preparatoria y con posibilidad de aplicársele
medida coercitiva. un proceso serio exige saber no solo que el
imputado existe sino determinar quien es, lo que exige .ono.",
sus nombres y apellidos, verificados con el Registro Nacional
de Identificación y Estado civil (RENIEC), su domicilio o da-
tos fisicos personales. claro está, que tar información ha debido
de verificarse en la inveltigación prelimina¡ a fin de continuar la
persecución penal contra persona cierta. En tal sentido, no cabe
una investigación contra personas desconocidas o contra los que
re s ulte n re sp ons ables.

Que la acción penal no haya prescrito: También se exige la veri-
ficación de parte del Fiscal que el hecho denunciado o investigado
de oficio no haya prescrito, es decir, que deje de ser perseguible
por efecto del tanscurso del tiempo. Ello significa realizar el cóm-
puto del tiempo desde Ia fecha de la comisión del delito siguien-
do las reglas que establece el artículo 80 y siguientes del cp que
se ocupan tanto de la prescripción ordinaria, extaordinaria y de
aquellos casos donde el delito afecte el patrimonio del Estado.

De haber hanscurrido el tiempo previsto en la ley p¿ua que opere
laprescripción, el Fiscal no dará inicio formal a la etapa de inves-
tigación preparatoria. Es obvio que este ex¿rmen del tiempo Eans-
currido también puede hacerlo el Fiscal al momento de recibir la
denuncia o iniciada la investigación preliminar evitando de esa
manera esfu erzos innecesarios.

Que se hayan satisfecho los requisitos de procedibitidqd, sifuere
el caso: Este requisito se encuentra supeditado a la exigencia de
algún presupuesto de procedibilidad para el inicio de ra in'estiga-
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ción preparatoria y que se encuentre previsto en Ia ley, sea penar o
procesal. No se trata de lo que la autoridad fiscal o judicial estime
como requisito de procedibilidad sino de lo que la tey establece.
Tal es el caso del delito de omisión de prestáción de alimentos,
de quiebra fraudulenta, o cuando se trata de delito financiero.
De esta manera se busca cumplir con la normatividad existente y
evitar la inte¡posición posterior de una cuestión previa.

5.2. Contenido de la disposición Fiscal

De tal manera que el Ministerio público continúa con !a investi_
gación exigiéndose que la disposición emanada del Fiscal y que cons-
tituye la formalízación de la investigaqión contenga los siguientes
requisitos:

a. El nombre del imputado, en este sentido. hay que recorclar que el
proceso se sigue contra persona cierta, debidamente identificada.

b. Los fundamentos de hecho, que motivan la calificación penal que
se hará seguidamente. son los hechos que motivan la interván_
ción fiscal y que se conocen hasta culminar la investigación pre-
liminar.

c. Los fundamentos de derecho o tipificación (calificación) específi-
ca del delito. Que no es sino el tipo penal que el Fiscal considera
aplicable al caso concreto. Es más, la ley establece que es posible
consignar una tipificación altemativa, cuando las circunstancias
aún no resulten claras hasta ese momento procesal, la misma que
debe motivar debidamente el Fiscal.

d. El nombre del agraviado, cuando fuere posible su debida identifi-
cación.

e. Las diligencias que deben actuarse, conforme al delito que inves-
tiga y que complementarán las ya realizadas.

una vez dictada la disposición que da por iniciada la investiga-
ción. el Fiscal debe proceder a comunicar taf decisión y por escrito al
Juez de la Investigación preoaratoria (an. 3i. pero lo qie resulta cL-
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suma importancia es que si el Fiscal considera dre ya existen los ele-
mentos probatorios suficientes reunidos durante la etapa anterior (pre-
liminar) que determina la realidad del delito y la responsabilidad del
imputado, puede considerar culminada dicha fase de investigación y
proceder a la formulación de la acusación fiscal. Nos encontramos ante
un supuesto de procedimiento especial llamado inmediato (art. 446)
procedente cuando: a) el imputado ha sido detenido en flagrante delito;
b) el imputado ha confesado el delito; c) hay suficiencia probatoria de
la comisión del delito y exista previo interrogatorio del imputado que
demuestren su evidencia.

6. LA FUNCIÓN DEL JUEZ DE LA I}N/ESTIGACIÓN PREPARATO-
RIA.

Como se podrá observár la dirección de la investigación prepara-
toria se encuentra a cargo del Fiscal, sin embargo la nueva legislación
procesal crea la figura del Juez para dicha investigación que, en esencia,
cumple funciones de garantía para efecto de las decisiones más impor-
tantes que se dictan durante dicha etapa, enfie las principales:

a. Decide el apersonamiento de las partes en el proceso, por ejem-
plo, del actor civil o tercero civil responsable.

b. Dicta las medidas cautelares o coercitivas, a pedido del fiscal o
las partes, sea imponiéndolas o vari¿indolas, como ya se ha di-
cho.

c. Se pronuncia sobre la actuación de determinadas diligencias de

investigación cuando sean rechazadas por el Fiscal.

d. Dirige la audiencia en donde decide los pedidos formulados por
las partes con intervención de las mismas.

e. Decide la actuación de la prueba anticipada tanto en fase prepara-
toria o intermedia.

f. Dicta la resolución de sobreseimiento del proceso.

g. Dirige la etapa intermedia del proceso.
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Entonces, la actividad judicial no resulta pasiva ni ajenabl proce-
dimiento, la intervención judicial se hace necesaria conforme a nuestro
ordenamiento const{tucional, incluso, puede afirmarse que puede ser
muy continua Ia intervención del Juez en esta etapa si se tiene en cuenta
que dirige las audiencias para resolver pedidos de variación de medi-
das, excepciones y otras peticiones, lo que visto desde la perspectiva
del proceso rápido, puede generar dilación no quericla por el legislador.
En estos c¿rsos, no cabe duda que la introducción de mecanismos garan-
tistas en los procesos modernos siempre importa posibilidades como la
planteada.

7. LAS PRTNCTPALES DILIGENCIAS

Durante esta etapa el Fiscal realizari las diligencias que son com-
plementarias de la preliminar y en todo caso ampliaiorias a fin de lograr
sus objetivos. seguidamente señalaremos las principales diligencias y
sus características más resaltantes.

7.1. La declaración del imputado

La declaración del imputado en esta etapa preparatoria resulta ge-
neralmente adicional o complementaria, debido a que debe haber pres-
tado declaración en la etapa preliminar. si no hubiera declarado antes
constituiría el primer acercamiento formal que hace Ia persona investi-
gada a fin de declarar sobre los hechos que motivan la investigación.

su objetivo radica en conocer, a través del intenogatorio, su
versión sobre los cargos que se le hacen, su participación, la de otras
personas, las circunstancias propias del hecho y demás datos que sean
importantes para alcanzu los fines del proceso. permite también cono-
cer directamente a la persona investigada. su condición cultural y sus
cualidades personales, fami liares y sociales.

A diferencia de la legislación anteriór, se cambia la denominada
declaración ínstructiva, que obedecía al hecho de recibirse tal ,Jeclara-
ción en la etapa de la instrucción. por la declctrctción clel imputatlo. En
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el proceso penal presenta las mismas caracter{sticas aún cuando sean
distintos los momentos procesales donde se reciba su dicho. Si el im-
puqdo presta su declaración en la etapa de la investigación preliminar
conforme a las reglas que éste código establece, su declaración pos_
terior (investigación preparatoria) seria complementaria, aún cuando
cabe Ia posibilidad de que modifique ro dechrádo o pro."áu a retactar-
se. En cualquier caso, la decraración del imputado se hace ante el Fis-
cal cuando éste lo disponga, con intervención de su defensor, así como
también debe señalarse el derecho que tiene el imputado de ampliar su
declaración debiendo accederse a dicho pedido. S-ólo podrá rechaearse
el pedido si se apreciare intención dilatoria o maliciosa (art. g6.l).

Esta diligencia tiene naturareza formal, se levantar it actasuscrita
por todas las personas intervinientes. El nuevo código establece deter-
minadas reglas para esta diligencia:

a. El F'iscal le hace conocer ar imputado de los cargos formulados' en su contra y las pruebas existentes en su contra; asimismo, las
disposiciones penales que se consideren de aplicación. Si hubiese
ampliación de la denuncia, se procederá de Iá misma forma.

b. se le hará conocer del derecho que tiene a abstenerse de d.eclarar
y que su silencio no podrá ser utilizado en su contra.

c. se le hará conocer que tiene derecho a lapresencia de su defensor
y que si no puede nombrarlo se le design*¿ * abogado de oficio.

d. se le informará que puede soricitar la actuación de medios de in-
vestigación o de prueba (si la decraracién se produce en el juicio
oral).

e. se informará al imputado que puede dictar su declaración a efec-
to de que se transcriba lo que esta deponiendo. Naturalmente, po-
drá revisar su propia declaración al final de la diligencia e incluso
durante el curso de la misma.

f. Se le exhortará para que responda con claridad y precisión a las
preguntas que se forntulan.

g. Ya sea el Fiscal o el Juez, dependiendo de la etapa procesal, po-
drán hacer de conocimiento del imputado de loi beneficios que



134 Eu xuevo PRocEso PENAL

prbvé la ley si coopera con el esclarecimiento de los héchos. Esta
referencia está especialmente dirigida a la aplicación posible de la
confesión r!¡rcera u otros mecanismos de derecho penal premial.

)

De otro lado y atendiendo al contenido en sí de la declaración del
imputado, se mantienen los presupuestos conocidos con las siguientes
precisiones:

a. Las llamadas generales de ley del imputado que comprende su
nombre (o alias), lugar y fecha de nacimiento, edad, estado civil,
profesión u ocupación, domicilio real y procesal, lugares de re-
sidencia anterior, nombre de los padres, cónyuge e hijos y de las
personas con las que vive.

b. El imputado prestará declaración con liberüad, sin el uso de espo-
sas u otra forma de seguridad y sólo con la presencia de personas
autorizadas.

c. También se le preguntará si ha sido procesado anteriormente por
el mismo hecho o por otros, proporcionando la información ne-
cesaria sobre el proceso. La finalidad es obvia, evitar una doble
persecución o decisión sobre los mismos hechos.

d. Se le intenogará sobre los bienes que tiene y los títulos que lo
sustente e incluso si están libres de gravamen.

e. También se le interrogará sobre su relación con los demás impu-
tados y agraviados.

f. Sobre el tema de fondo, se le invitará a que declare sobre la im-
putación existente en su contra, pudiendo pedir a la autoridad ju-
dicial la actuación de actos de investigación o de prueba que le
pueda favorecer.

g. El Fiscal y el defensor lo interrogarán directamente. En el juz-
gamiento se procederá al intenogatorio por todas las partes, de
la misma forma pero bajo la dirección del juez, resultando casi
excepcional su intervención pues formulará preguntas para cubrir
algún vacío o para esclarecer los hechos.

h. Las preguntas serán claras y precisas; se prohiben aquellas que
fueran capciosas. ambiguas o sugestivas. El imputado no puede
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ser coaccionado, inducido o determinadó a declarar en contra
de su voluntad ni sometido a promesas tendientes a obtener su
confesión.

i. cor-Dcasión del interrogatorio, podrá procederse al reconoci_
miento de documentos, personas o cosas, cumpliéndose con las
formalidades que se exigen para dichas diligenóias.

j. si el imputado mostrare cansancio o falta de serenidad, se sus_
penderá la diligencia hasta superar tales circunstancias.

k. Si el imputado se niega a declarar se dejará constancia en el acta.
Si se niega a firmar, se dejará constancia del motivo.

7.2. La declaración de los testigos

La declaración testimonial en er proceso penal constituye un me_
dio probatorio de suma importancia para efectó del esclarecimiento de
los hechos. El testigo, como órgano de prueba aparece como la primera
fuente de intbrmación que tiene la autoridad ¡uaiciat para conocer lo
que sucedió en relación a los hechos considerados deliciuosos así como
las personas involucradas. por elro, el legislador precisa que a) el tes_
tigo debe declarar sobre lo percibido en relación con los hechos objeto
de prueba; b) en los casos de testigo indirecto o de referencia, se obiiga
a su verificación pues éste es fuente de prueba, caso contrario, no seiá
utilizado; y c) el testigo no puede emitir conceptos u opiniones perso-
nales sobre hechos ni responsabilidades personales.

En tal sentido, el testigo tiene el deber de colaborar con la justicia
y la obligación de concurrir a las citaciones que haga la Fiscalía en el
ámbito de las investigaciones así como a la sede ¡uaiciat para efbctos
del juicio oral y responder con la verdad a las preguntu, q.r. se le hagan
(art. 163). En caso de inasistencia a la primera ciiación slrá conducido
compulsivamente por medio de Ia fuerza pública (art. 164.3).

7.3. El examen del testigo

La declaración de los testigos se desarrolla bajo disposiciones ya
conocidas pero con mayores precisiones: a) debe ser instruijo de sus obli_
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gaciones y responsabilidades; b) debe ser advertido que no está obligado
a responder a preguntas de las cuales puede surgir zu responsabilidad
penal; y c) debe prestar juramento o promesa de honor antes de declarar,
excepto en los casos de vinculo familiar o se trate de menores de edad o
de quienes presenten @omalía síquica o alteración en la percepción.

El testigo será preguntado por sus datos de identidad, estado ci-
vil, profesión, domicilio, su relación con el imputado, agraviado o con
alguna otra persona interesada en el proceso. También se incluye la
reserva de la información sobre su domicilio si el testigo expresara la
existencia de temor sobre su integridad, incluso se posibilita la reserva
de toda información sobre la identidad del testigo (art. 170.4).

Como se ha dicho, al testigo se le interrogará sobre los hechos
que ha conocido, las circunstancias del niismo así como las personas
que han intervenido o se encuentren involucrados. Las preguntas que
se le formulen deben ser claras y objetivas; se hariín las re-preguntas
necesarias y las observaciones que sean pertinentes cuando se advirtie-
ra de ello y redundara en el esclarecimiento de los hechos. No se debe
aceptar las preguntas capciosas o sugestivas o aquellas que no resulten
pertinentes a los hechos que se investigan ojuzgan; el fiscal ojuez pue-
den rechazarlas aún de oficio.

7.3.l.Abstencíones al rendir Ia declaracíón testimanial

Al lado del deber de testimoniar también existen excepciones o
supuestos en los cuales los testigos no están obligados a prestar decla-
ración. En tal sentido, el legislador trata de las abstenciane.r pÍ¡ra rendir
testimonio.

a. Por razones de vínculo familiar: El cónyuge, o conviviente del
imputado, aún cuando haya cesado el vínculo, los parientes hasta
el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad y se ex-
tiende a los parientes por adopción. Se trata de un derecho que les
asiste a las referidas personas, las mismas que pueden declarar,
negarse, en todo o en parte, pero siempre serán advertidos por la
autoridad judicial al inicio de la diligencia.
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b. Por razones de secreto profesional o de"Estado: La razón de la
abstención a declara de determinados testigos radica en los fi¡n_
damentos propios de ra profesión o culto ,.ligioro, el secreto o el
deber de reserva de lo que se conoce en el ejercicio de la profe-
sión o culto religioso.

El legislador del nuevo código ha realizado precisiones a esta ex_
cepción comprendiendo como abstención no sólo a los testigos
vinculados con el secreto profesional sino también aquellos casos
donde el secreto de Estado aparece como una responsabilidad de
funcionarios públicos.

7.3.2.Testimonio de altas autoridades y casos especiales

El nuevo código procesal penal también regula la declaración de
los altos dignatarios del Estado, de los miembros del cuerpo diplomá-
tico, del testimonio de las personas residentes en lugares áistintos a la
sede judicial y de determinados casos especiales.

Para el caso de los altos dignatarios del Estado comprende una
relación amplia y específica de autoridades: presidente de la'República,
Presidente del consejo de Ministros, congresistas, Ministros de Estado,
Magistrados del rribunal constitucional, Fiscal de laNación, vocales y
Fiscales Supremos, Miembros del consejo Nacional de la Magistratur4
Jurado Nacional de Elecciones, consejo supremo de Justicia Militar,
comandantes Generales de los Instifutos Armados, Director General
de la Policía Nacional, Presidente del Banco central de Reserva, su-
perintendencia de Banca y seguros, contralor General de la República,
Presidente de las Regiones, cardenales, Arzobispos, obispos, o autori-
dades superiores de otros cultos religiosos, y demris p"tron* que la ley
señale. Tratándose de las personas citadas se establéce que dáclarar¿ín
en su domicilio o en sus despachos.

Se entiende que el Fiscal realiza esta diligencia en la etapa de
investigación, sin embargo, se prevé que el juez puede autorizar qu. ,.
reciba su testimonio por escrito, cursando el pliégo interrogatorio ela_
borado a instancia de las partes (art. 167.1). También ,. ,"ndu que el
examen se procede de manera regular, salvo en el caso de los presiden-
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tes de los Poderes del Estado y el Presidente del consejo de Ministros,
cuando el juez considere indispensable su presencia para la realización
de un reconocimiento, careo u oka diligencia que estime necesaria (art.
167.2).

En el caso de funcionarios del cuerpo diplomático o consular
acreditados en el Perú, aún cuando hayan culminado sus misiones y se
encuenüen en el extranjero, se les recibirá su declaración testimonial a
través del Ministerio de Relaciones Exteriores. sqlgr remitirá el pliego
interrogatorio en que absolverá bajo juramento o promesa de clecir la
verdad (art. 168).

También se establece la declaración testimonial por la vía tradi-
cional del exhorto, cuando se tratare de.testigos que residen fuera d.e

la localidad de la sede judicial o en el exiranjero. Prevé la nueva ley la
posibilidad de utilizar medios tecnológicos más modernos y apropiados
como la tele conferencia o videoconferencia. o la filmación de la decla-
ración, con la participación del fiscal y los defensores, y en su caso, con
el cónsul o funcionario habilitado.

El nuevo Código establece ordenadamente la declaración de tes-
tigos denominados especiales, según circunstancias limitativas de sus
sentidos, estado de salud fisica o emocional, u otras circunstancias pun-
tuales. Es el caso de los sordos, mudos y sordomudos o de personas que
no hablan castellano, pudiéndose requerir interprete; o cuando el testigo
se encuentra enfermo, pudiendo utilizarse las reglas de la prueba antici-
pada; o cuando se trate de decla¡ación de menores o víctimas con afecta-
ción sicológica, las que podrá decla¡aren privado (art. IZl.1, 2y3\.

7.3.3. Reconocimiento efectuado por testigo

La declaración del testigo resulta de suma importancia en el pro-
ceso penal pues muchas veces permite conocer más allá de los que apa-
rece brevemente en los hechos que se investigan o juzgan, también,
posibilita la recreación de los hechos y su contrastación con la versión
ofrecida por el imputado, agraviado y la de otros testigos. Pero también
es importante el reconocimiento qve el testigo presencial puede hacer
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sobre la persona o cosa que conoce con motivo ile la realización de un
delito, para ello, la ley procesal que comentamos exige que describa
previamente a la persona o cosa, para luego pasar a relatar las circuns-
tancias especiales de su conocimiento (art. 17I.4). Para el caso espe-
cífico del reconocimiento de personas se procederá de acuerdo con lo
señalado en al artículos 189 a 191 del misdo código.

7.4. La declaración del agraviado

El agraviado es la víctima del delito y como tal su declaración en
el proceso penal resulta de suma importancia pues permitirá conocer de
manera directa como se produjeron los hechos, la conducta realizada
por el agente, los medios empleados, el modo de la ejecución y las cir-
cunstancias propias que rodeáron al hecho. Constituye el eje central de
la denuncia y el origen de los cargos incriminatorios de delito.

Al agraviado se le interrogará sobre los hechos donde ha resul-
tado víctima del delito, sobre las circunstancias de su perpetración, de
las personas que han intervenido, sobre los posibles testigos y cualquier
otra circunstancia que conducente al esclarecimiento de los hechos que
se investigan. Previamenie a su declaración, se le hará conocer de sus

derechos y si se tratare de menor de edad o incapaz deberá estar acom-
pañado de alguna persona de su confiarza(art.95.3).

El agraviado será examinado siguiendo la formalidad que a los
testigos, pero se dispone expresamente que aún habiéndose constituido
en actor civil, debe declarar como testigo en el proceso penal.

El Código al igual que la legislación que se dej4 no tiene un ca-
pítulo especial para tratar de la declaración del agraviado y salvo las di-
ferencias existentes sobre las formas de intervención y apersonamiento,
se señala expresamente que prestará declaración bajo las mismas reglas
que se sigue para los testigos.

7.5. La pericia

La pericia constituye uno de los medios científicos o técnicos más

importantes que tiene la autoridad fiscal y judicial para el análisis de
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los elementos probatorios y contribuir al esclarecimiento de los.hechos.
Por ello constituye, en esencia, un acto de investigación de suma utili-
dad para ilustar a la autoridad fiscal y judicial en asuntos que requieren
conocimientos especiales.

De acuerdo con el art. L72.1del nuevo código, procede la pericia
"siempre que, pa.ra la explicación y mejor comprensión de algún he-
cho, se requiera conocimiento especializado de naturaleza científica,
técnica, artístiea o de experiencia calificada". El Fiscal o el juzgador
dispondrá de esta diligencia, de oficio o a pedido de las partes, en los
c¿rsos que sea neeesario y cuyo resultado permita esclarecer o compro-
bar determinados hechos, sean de cargo o de descargo.

7.5.1. El períto

El perito es aquella persona que posee conocimientos científicos,
técnicos o artísticos que emiten juicio de valor respecto tle un hecho u
objeto relacionado con la investigación. El informe pericial es el resul-
tado de la labor realizada por el perito y que comprende el objeto de
estudio o de pericia determinado por la autoridad judicial, el método
que se sigue y las conclusiones a las que llega el perito, es el llamado
dictamen pericial.

7. 5. 2. Característícas de la pericía

a. La pericia se ordena por el Fiscal en la etapa preparatoria o por el
juez de la investigación preparatoria en casos de prueba anticipa-
da o por el juez del juicio.

b. Se nombrará a un perito ente los especialistas y enhe éstos a los
que sirven al Estado; en su defecto, entre los designados o inscri-
tos, según la LOPJ. En casos complejos se podriin designar a dos
o más peritos.

c. Se establece que la labor pericial se encargará, sin necesidad de
designación expresa. al Laboratorio de Criminalística de la PNP,
al Instituto de r\le,Jicina Legal del MP y al Sistema nacional de
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conEol, y cualquier organismo del Estado con labor científica o
técnica, prestando auxilio gratuitamente (art. r73.2).Las univer_
sidades, institutos de investigación o personas jurídícas especiali_
zadas podrrin asumir también labor pericial.

d. El perito prestará juramento o promesa de honor de desempeñar
el cargo con verdad y diligencia.

e. El objeto de la pericia será determinada por la autoridad fiscal o
judicial, según el estadio procesal. TambGn fijará el plazo para la
entrega del informe pericial.

f. se podrá disponer la ampriación de la pericia por el mismo perito
o designar otro perito.

g. se señala que no podrán ser nombrados peritos quienes se en-
cuentren dentro de las mismas causares que los testigos, o haya
intervenido como parte en el mismo proceso u otro conexo; o se
encuentre inhabilitado o suspendido, o haya sido testigo del mis_
mo hecho. En los mismos casos se excusarán.

h. se prevé la tacha de peritos en los casos señalados anteriormente.
Procede la subrogación del perito. También se señala que la tacha
no impide la presentación de la pericia.

i. El perito también será subrogado si, habiendo sido apercibido,
demuestra negligencia en el ejercicio de sus funciones.

j. La labor pericial es gratuita y en los casos que no lo fueran, los
honorarios se fijarán conforme a la tabla qué ." apruebe para tal
efecto.

k. El perito tiene acceso al expediente y demás evidencias, está obli-
gado a Ia reserva, bajo responsabilidad.

7.5.3. Los peritos oficiales y los de parte

La nueva ley procesal separa iguarmente a los peritos oficiales
de los peritos de parte. Los primeros presentan las particularidades ya
señaladas líneas arriba, como designación oficial, grátuidad de su labór,
juramentación, presentación del informe. .*ur.n; los segundos, los pe-
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ritos de parte, son aquellos presentados por la parte interesada a fin de

que expongan sus opiniones científicas, técnicas o artísticas.

El perito de parte es propuesto cuando el fiscal o juez designe

perito oficial y dentro del quinto día de notificadas las partes; está facul-
tado para presenciar las operaciones periciales del perito oficial, hacer

las observaciones y dejar constancia de su saber y ionocimiento. Se

establece que las operaciones periciales deben esperar la designación
del perito de parte, salvo casos de urgencia o casos muy simples (art.

t77).El perito de parte también puede presentar su pericia particular e

',,incluso 
procederse al debate pericial eneljuicio oral (art. 181.3).

. 7.5.4.Contenida del informe pericial oficial 
,

El informe pericial oficial debe contener los datos de identidad y
registro de colegiatura del perito; la descripción de los hechos o cosa

objeto de la pericia; la relación detallada de Io que se ha comprobado; la

fundamentación del examen técnico; la indicación de la técnica emplea-

da; las conclusiones, fecha, sello y firma. Como toda pericia, se estable-

ce que la misma no debe contener calificación jurídica o como dice la
norrna'Juicios respecto a la responsabilidad o no responsabilidad penal

del imputado" (art. 178).

7.5.5. El examen o explicación pericial

Además del informe pericial documentado, la ley establece el
ex¿rmen o intenogatorio directo del perito con la finalidad de que pueda

explicar el contenido del mismo, objeto, método seguido y conclusio-
nes. De esta manera el perito hará las precisiones del caso, explicará
del significado de los términos técnicos ernpleados y responderá a las

preguntas que las partes y autoridades judiciales le formulen. Se trata
de la llamada ratificación de la pericia del sistema procesal que se deja.

La nota característica se centra en que esta diligencia se producirá en

el juzgamiento, ante la autoridad jurisdiccional, incluso, se señala que

en el caso de existir informes discrepantes entre los peritos oficiales, se

procederá al debate entre ellos en el curso deljuicio oral (art. l8l).

t42
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El careo

constituye una de las diligencias de suma importancia en el pro_
ceso penal cuando de las declaraciones de los acusados, víctimas o1.r-
tigos se desprenden contradicciones sobre determinados puntos o temas
y resulta necesario que su esclarecimiento, poniendo á l* purt., ,o
oposición fisica a fin de que expliquen lo dicho,lo aclaren o lo manten-
ga; diligencia que se produce a pedido de las partes o de oficio por el
Fiscal o por el juzgador, según el estadio procesal que se formule.

La nueva ley procesal establece reglas para esta diligencia y de
las mismas se deduce que su práctica sólo se realinráen elluicio óral.
En efecto, la ley procesal establece que "el juez hará referencia a las
declaraciones de los sometidos a careo, les preguntará si las confirman
o las modifican, invitándoles, si fuera necesario, a referirse recípro-
camente a sus versiones", seguidamente, ,.el Ministerio público y los
demás sujetos procesales podran interrogar..." (art. 1g3.2). Al parecer
ello fermitiría evitar la duplicidad de la diligencia, en fase inveitigato_
ria como en el juicio oral, dejríndose sólo para la última de las ináica-
das. Sin embargo, el¿¡tículo 242.2. b) permite la realización del careo ,

en fase de investigación preparatoria en el caso de prueba anticipada. i
La ley establece que no procede entre el imputado y la víctima

menor de catorce años, salvo que su defensa o representante lo solicite
de manera expresa (art. 182).

Esta diligencia presenta las siguientes características: a) la de-
terminación de discrepancias advertidas en las decla¡aciones de los ci-
tados órganos de prueba; b) la verificación por parte de la autoridad
judicial de la existencia de tales contradicciones; c) la realización de la
diligencia colocando frente a frente a los protagonistas; d) la amplia-
ción o aclaración o rectificación de los puntos controvertidos; e) la po-
sibilidad de forrnulación de preguntas por las partes. cabe señal* iu,
el legislador ha considerado levantar la prohibición que existía p*" tu
realización del careo entre testigos. Esta decisión es fertinente y nece-
saria pues no existía razlnvaledera para negarla y la jurisprudencia nos
enseña, que en no pocos casos, los testigos pueden declarar de manera
distinta y hasta contrapuesta, lo que exige su esclarecimiento.
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Es igualmente necesario indicar que esta diligencia se sujeta a los

principios de contradicción e inmediación, ¡rincipalmente, de manera

que la autoridad judicial podrá valorar el contenido de dichos elementos

probatorios. En algunos casos es posible advertir la admisión de cargos

y confesión de parte del imPutado.

7.7. Los documentos

La incorporación de documentos aparece como un medio pro-

batorio de singular irnportancia en el proceso penal, puede corroborar

otros elementos de prueba, o constituir una fuente de prueba o ser de-

tenninante en la responsabilidad o inocencia del imputado.El documen-

to constituye un hecho que representa otro,hecho. También se le con-

ceptúa como el medio de prueba que contiene de manera permanente

una representación actual, del pensamiento o conocimiento o de una

aptitud artística o de un acto o estado de la naturaleza, de la sociedad,

etc. cuya identificación es identificable y entendible. Comprende todas

las manifestaciones de hechos como manuscritos, impresos, fotocopias,

películas, grabaciones magnetofónica, vídeo, disquetes, slides, fotogra-

fias, caricafuras, planos, pinturas, pentagramas, cartas, fa,r, códigos de

comunicación, fórmulas, etc.

El nuevo Código procesal penal establece que todo documento que

pueda servir como medio de prueba se podrá incorporar al proceso, obli-

gando a quien lo tenga a que lo presente, exhibirlo o permitir su cono-

cimiento, salvo que se requiera orden judicial. Durante la investigación

preparatoria el Fiscal solicitará la presentación del documento y en caso

de negaüva, solicitará al juez ordene la incautación del mismo (art. 184).

Precisa la norma procesal que declaraciones anónimas contenidas en do-

cumentos no se podrán ser utilizados en el proceso, menos incorporarlas,

salvo que constituya cuerpo del delito o que provengan del imputado.

7.7. l. Reconocimiento de documento

El Código señala la diligencia de reconocimiento de docurnento

cuando sea necesario, sea por su autor. o quien resulte identificado por
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su voz, imagen, huella u oto medio, también pbr la persona que efectuó
el registro. Los testigos también podrán ser llamado, u r..ono.er un do-
cumento o con ocasión de prestar declaración ante la autoridad judicial.
se establece asimismo que puede hacerse uso de la prueba pericial a fin
de verificar la autenticidad de algún documento (art-. lg6). 

-

7.7. 2. Wsualización de documento

La necesidad de aseguar el contenido del documento y que per-
mita su mejor análisis y contrastacién, se establecen disposiciones rela-
tivas a su traducción, transcripción y visualización.

7.8. El reconocimiento de pbrsonas

También se le conoce con reconocimiento en rueda o de perso-
nas- Este reconocimiento constiruye una de las diligencias judiciales
(y policiales) de relevante impacto dentro de los actos de investigación
pues importa sindicación o imputación directa de la víctima o testigo
del hecho que se investiga sobre la persona imputada del mismo. De allí
que se regule de manera específica en el nuevo código procesal en los
artículos 189 a 191.

Tres son básicamente las exigencias legales: a) descripción previa
de la persona a reconocer; b) el examen visual de la persona descrita en-
te otras que presenten similares características; y c) el reconocimiento
de la persona imputada. Por ello el art. lg9.l establece que ,.euien lo
realiza, previamente describirá a la persona aludida. Acto seguido, se le
pondrá a la vista junto con otras de aspecto exterior semejantes. En pre-
sencia de todas ellas, y/o desde un punto de donde no pueda ser visto,
se le preguntará si se encuent¡a entre las personas que observa aquella
a quien se hubiere referido en sus declaraciones y, en caso afirmativo,
cuál de ellas es."

El presupuesto previo es que la persona que va a reconocer a otra
no la conozca, de allí el término reconocimiento, de tal manera que si la
víctima o testigo sabe de quien se trata (por ser vecino, pariente o perso-
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na conocida), pero no sabe o'recuerda su nombre, no se debetátealizat
la diligencia, sino ubicar e identifica¡ a la persona indicada.

Establece el legislador que se requerirá de la presencia del defen-

sor del imputado a reconocer, sin embargo, si no estuviera presente, el

Juez de la Investigación Preparatoria podrá presenciar la diligencia, la

misma que será considerada como prueba anticipada. Resulta obvio que

se ha querido, con la presencia del juez, dotar a dicha diligencia de las

garantías necesarias: tampoco habría inconveniente procesal para que,

haciéndose presente el abogado en la diligencia, ésta continuara con la

intervención de ambos sujetos procesales.

Se regula el reconocimiento realizado por varias personas y de

varias p€rsonas respecto de una. Incluso, el legislador ha considerado

importante incluir el reconocimiento de pdrsonas distintas a la del im-
putado, es decir, a terceros, que bien pueden ser testigos o nuevos invo-

lucrados, para ello se seguirán los criterios ya expuestos.

Hay que agregar que, tratándose de personas se habilita el reco-

nocimiento del imputado a través de la fotografia u otros regístros, ob-

servando las mismas reglas. Ello permite el empleo también de videos

u otras formas de registrar a personas.

Finalmente, se establece el reconocimiento de voces, sonido y

cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, para lo cual se podrá

utilizar los medios técnicos necesarios. Igualmente se procederá con el

reconocimiento de cosas, las que deberán ser descritas previamente y

exhibidas en !a forma señalada para los documentos (arts. 190 y 191).

En todos los casos se deberá levantar acta de lo actuado.

7.9. La inspección judicial y la reconstrucción

Tanto la inspección judicial como la reconstrucción constituyen

actos de comprobación del delito que realiza la autoridad judicial y que

posibiiitan un acercamiento con la esce_na. del crimen y/o el conoci-

miento de las circunstancias que rodearon al mismo sobre la base de

las declaraciones vertidas durante la investigación. De allí que normal-
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mente ser realicen durante la fase de investigucfun prepuratoria por el
Ministerio Público.

La norma procesal también faculta al juez ordenar dichas dirigen-
cias, lo que podría comprender tanto al juez de la investigación prepa-
ratoria como al juez del juicio (art. 192.1).

La inspección o reconocimiento judicial, conocida como ra ins-
pección ocular, es aquella actividad investigatoria dirigida por el Fiscal
para examinar directamente la escena del crimen con la finalidad de
lograr una mejor apreciación de los hechos y circunstancias así como
recoger los elementos probatorios que aún se encuentren. La disposi-
ción procesal establece que el objeto de dicha diligencia es "comprobar
las huellas y otros efectos materiales que el delito haya dejado en los
lugares y cosas o en las personas" (art. 192.1). En esencia, se trata de
tales vestigios, huellas u otros efectos encontrados y relacionados con la
comisión de un delito que pernitan su conocimiento o la participación
de determinadas personas. Es un rnedio de comprobación directo de
parte de la auroridad fiscal, se dispone cuando sea necesario. de oficio,
o a pedido de parte y siempre dependiendo del hecho que se investiga
pues no todo delito requiere de dicha diligencia. Además, se realiza de
manera minuciosa, "comprendiendo la escena de los hechos y todo lo
que pueda constituir prueba material del delito." (art. 193).

La reconstrucción es una diligencia de naturaleza dinámica que
tiene por finalidad reconstruir de manera artificial el delito o parte del
mismo, a través de las versiones que han aportado los imputados, agra-
viados y testigos, incluyendo también cualquier otra prueba relacionada
con el hecho a verificar, en virtud de lo cual la autoridad judicial tendrá
mejores elementos de juicio para conocer mejor lo ocurrido. Ello exige
que, preferentemente, las declaraciones sean coincidentes en lo sustan-
cial, pues si el imputado niega el delito o la forma en que participó o un
testigo declara algo distinto al resto, no se le podrá obligar a la practica
de la diligencia en comento.

De acuerdo con la norma procesal, esta diligencia tiene por fina-
lidad "verificar si el delito se efectuó, o pudo acontecer, de acuerdo con
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las declaraciones y demás pruebas actuadas", pero además, setstablece
que no se obligará al imputado a intervenir en el acto (art. 192.3) lo que
resulta coherente con el derecho de defensa que le asiste. Se establece,
además, que esta diligencia de reconstrucción se deberá realizar con la
mayor reserya posible.

El Código establece disposiciones comunes: a) deben realizarse
en lo posible con la participación de testigos y peritos; b) pueden le-
vantarse planos, croquis, tomar fotografias, hacer grabaciones; en caso
de delitos contra la libertad sexual, no se exigirá la concurrencia de los
agraviados menores de edad o de victimas que puedan ser afectadas
psicológicamente (art. 1949).

7.10. Las diligencias especiales i

El nuevo código procesal regula las llamadas diligencias especia-
les en atención a la naturaieza del delito que se investiga estableciendo
pautas específicas en su actuación o en el valor que de ellas se despren-
de. Están reguladas en los artículos 195 a 201 que pasamos a comentar
brevemente.

7.10.1. El levantamiento de cadáver

Esta diligencia se practica cuando existe muerte sospechosa de
delito, por disposición del Fiscal y con la participación, de ser posible,
de personal especializado en criminalística, del médico legista, levan-
tandose acta. En caso de existir razones de índole geográfico no se exi-
girá de policía especializada. Se establece también que el Fiscal podrá
delegar la diligencia en el fiscal adjunto, en la policía o en el Juez de
Paz (art. 195).

Esta diligencia tiene un presupuesto: caso de muerte sospechosa
de delito, y principalmente dos finalidades: la identificación del cadáver
(a través de documentación o huellas) y la realización del examen peri-
cial llamado necropsia. De allí que presentado el caso, el Fiscal debe de

constituirse lo mas pronto posible v disponer lo pertinente.
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7.10.2. La necropsia i¡

La necropsia permite establecer la causa de la muerte mediante
un examen minucioso realizado por el médico legista. Esta pericia es
obligatoria, excepto e¡ el caso de que la muerte ir. ", p.o¿ucida por
accidente en un medio de transporte (no .o,'pr*d. Jconductor) o
como resultado de un desastre natural, sin perjuicio de la iáentiñcación
del cadáver para ser entregado a sus familiares. ramuién se puede prac-
ticar a pedido de parte.

El Fiscal o su adjunto deberá estar presente en Ia diligencia, tam-
bién pueden participar los defensor.r, q,.ri.n.s podr:ín uori¡,u. peritos
de parte (art. 196). 

.!

7.10.3. El embalsamamiento de cadáver

- se trata de una situación especiar por ra cual el Fiscal estima ne-
cesario que el cadáver se someta a un tratamiento de embalsamamiento
a fin de que se pueda conservar [o mejor posible, atendiendo a que en
el curso de la investigación pueda realizarse una nueva pericia. solo se
ordena en los casos de-muerte sospechosa de delito y prwio informe
médico. Laley procesar dispone que tal procedimienío 

"rt" 
a cargo de

un profesional competente (art. 197).

Bajo la misma consideración y a diferencia de la legislación vi_
gente, se establece que no se podni autorizar laincineracr¿i aetcadáver
durante la investigación, sino hasta que la sentencia quede firme y por
la autoridad jurisdiccional.

7.10.4. El examen de vísceras y materias sospechosas

Esta diligencia se practica cuando existe sospecha de envena-
miento y exige que el perito examine las vísceras y lL materias sospe-
chosas que se encuentran en el cadáver o en otra parte; tales muestras
se colocarán en envases aparentes, cerrados y raciados y se remitirán
al laboratorio especializado (art. l9g). euedá claro que si en el lugar
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donde se realiza esta pericia también se encuentra el laboratorio para la

práctica del examen, no habrá necesidad de remisión alguna'

Se realiza esta diligencia especial en caso de homicidio y se esta-

blece que las materias objeto de la pericia se conservará, si fuera posi-

ble, para ser presentada en el juicio oral (art. 198.2).

7.10.5. El examen por lesiones y agresíón sexual

Para el caso de las iesiones corporales es necesario conter con la

pericia que sustente la calificación jurídico-penal. En tal sentido, la peri-

tiu.o*pt"ndeníprincipaknente dos puntos: a) la determinación del anna

o instrumento que haya ocasionado la lesión; y b) si la lesión dejó defor-

maciones o señales permanentes en el rostro, o sé puso en peligro la vida,

causó enfermedad incurable o la pérdida de un miembro u órgano.

De ailí que la pericia conrenga una afirmación o no del daño o

lesión en relación con las exigencias del tipo penal que prevé el Codigo

Penal.

En el caso de agresión sexual, se dispone expresamente que la pe-

ricia sea rcalizadapor el médico encargado del servicio y con la asisten-

cia, si fuere necesario, de un profesional auxiliar (art. 200). Debemos

entender que se trata de un médico perito o un medico legista, en los

lugares donde cumplan con dicha función, en todo caso, podrán interve-

nii otros médicos, cuidando la designación por la especialidad.

7.10.6. El examen en caso de aborto. Preexístencia de embarazo

Esta pericia se practica para determinar la preexístencía del em'

barazo en los casos de aborto o incluso en las investigaciones por delito

de homicidio califrcado. Se pretende encontrar signos demostrativos de

la intemrpción del embarazo, las causas, la gravedad del hecho y sus

circunstancias, lo que permitirá a su vez determinar a sus autores y

partícipes.
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7.i0.7. La preexistencia del bien patrimonial {

Al igual que en la legislación vigente, en los delitos contra el
patrimonio se debe de acreditar la preexistencia de la cosa materia del
delito, y si bien la norma no lo dice expresamente, ello corresponde
principalmente a la víctima.

Pero también se establece en la nueva ley procesal que para ra va-
lorización de cosas, bienes o para la determinación del importe o dario
sufridos, se procederá mediante una perici4 salvo que exista otro medio
idóneo o sea posible una estimación judicial por su simplicidad o eviden-
cia. Es decir, en los casos evidentes o de simple verificación judicial no
será necesaria la designación de perito para proceder a la valorizaciln.

,i

8. ACTOS ESPECIALES DE TNVESTICACIÓN

' La nueva regulación procesal incorpora dos actos especiales de
investigación: la circulación y entrega vigilada de bienes delictivos (art.
3a$ y el agente encubierto (art. 341). Ambos están destinados a la ob-
tención de fuente de prueba, formando parte de la estategia fiscal en al
persecución del delito, de ahí que su adopción sea de competencia ex-
clusiva del titular de la acción penal. Dichos actos de investigación no
son de aplicación en todos los delitos, sino est¿in vinculados al ámbito
de la criminalidad organizada

8.1. Circulación y entrega vigilada de bienes delictivos

El código, en su artículo 340, define esta diligencia como ..(...)

la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o sospechosas de
bienes delictivos circulen por territorio nacional o salgan q entren en él
sin interferencia de la autoridad o sus agentes y bajo su vigilancia, con
el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en Ia comi-
sión de algún delito, así como también prestar auxilio a autoridades ex-
tranjeras en esos mismos fines. El recurso a la entrega vigilada se hará
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caso por caso y, en el plano intemacional, se adecuará a lo"rdispuesto
en los Tratados Internacionales". Aunado a ello, en el mismo artículo
determina, de forma taxativa, qué bienes pueden ser materia de este tipo
de acto de investigación.

8.2. El agente encubierto

Existen dos presupuestos para adoptar este acto de investigaci,l:
a) cuando se trate de diligencias preliminares que afecten actividacles
propias de la delincuencia organizada; y b) cuando exisran indicios de
la comisión del delito. cuando ello ocurra, el Fiscal puede autorizar a
miembros especializados de la Policía Nacional a actuar bajo una iden-
tidad distinta (que será otorgada por Dirección General de la policía
Nacional), con el fin de conocer datos relevantes en torno a esa organi-
z-ación clelictiva que permitan alcanzar los fines de la inr.estigación.

Los sujetos, que tengan la calidad de agentes encubiertos, esrán
legítimamente habilitados para actuar en todo lo relacionado con la in-
vestigación concreta y a participar en el tráfico social y jurídico con la
identidad encubierta.

En el caso que, los agentes encubiertos, cometan algún delito, en
virtud de su condición, su conductapodrá ser típica, pero es no antijurí-
dica (ya que el ordenamiento jurídico la considera como legítima), por
lo cual se encuentran exentos de responsabilidad penal.

9 PLAZO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA

como se podrá apreciar, esta fase de investigación culmina cuan-
do se han alcanzado los objetivos propuestos o con el vencimiento de
los plazos señalados, no se contemplan plazos excepcionales. De tal
manera que se tendrá que decidir por parte del Fiscal el paso o no a la
fase intermedia del proceso.

conforme al nuevo proceso penal, el plazo de ra investigación
preparatoria es de ciento veinte (120) días naturales y existiendo causa
justificada se puede ampliar por el Fiscal por única vez hasra un má::i-
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mo de seSenta (ó0) días naturales. En este caso s€ requiere disposición

motivada y se debe de señalar las diligencias que van a realizarse. El
plazo no difiere mucho con respecto al código anterior, lo que no sig-

nifica que necesariamente tenga que agotarse el término p¿ua dar por

culminada esta fase preparatoria.

También se contempla la posibilidad de extender el plazo hasta

por ocho meses más cuando se trata de casos compleios. El caso es

complejo en atención a la cantidad significativa (e actos de investi-
gación, por el número de delitos, el número irnpottante de imputados

o agraviados, si se investiga a organizaciones delictivas, si se trata de

pericias complejas (pericias de nutrida documentación o complicados

análisis técnicos), si comprende diligencias en el extranjero, o la inves-

tigación de personas jurídicas o entidades estatales (art. 342.3). Co¡res-

ponde al juez de la investigación preparatoria conceder esta ampliación

del plazo a solicitud del Fiscal.

Cabe señalar que no se contemplan plazos excepcionales adiciona-

les,lo que exige cumplir con el cometido de la investigación preparatoria.

Una vez vencido el plazo máximo de investigación el Fiscal debe

dar por concluida la misma. Ello produc e la caducidad de lo que se pudo

y debió hacer (art. 144.1), consecuentemente, no se podrá actuar dili-
gencias de investigación, salvo que se produzca lareposicíón del plazo

por fuerza mayor, caso fortuito, defecto de notificación (art- 145).

Si el Fiscal no diera por concluida la investigación, las partes pue-

den recurrir al Juez de la Investigación Preparatoria a fin de solicitar la

realización de una audiencia de control de plazo para que resuelva la

culminación de la investigación.

Para esta diligencia el Juez citará al Fiscal y las partes para ana-

lizar la documentación existente en la carpeta fiscal y escuchar a las

partes. Los efectos procesales inmediatos son los siguientes:

a. Si eljuez considera que no se han vencido el plazo, dispondrá la

continuación de la investi gac ión preparatoria.

b. Si el juez considera que ya se ha vencido el plazo ordenará la con-

clusión de la investigación. concediendo al fiscal un plazo de l0
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días para que emita pronunciamiento sobre le fondo der cáso, es de-
cir, formulando el requerimiento de sobreseimiento o de acusación.

En este último caso, la ley prevé la posibilidad de sanción disci-
plinaria si el fiscal no cumple lo dispuesto por el Juez, la misma
que se canalizará por las normas internas del Ministerio público
(an. 343.3).

c.



Cepíruro III
LA ETAPA INTERMEDIA

Y EL JUZGAMIENTO



I. LA ETAPA INTERMEDIA
DEL PROCESO PENAL

L NATURALEZA ruRÍDrCA

La fase intermedia constituye una fase ya reconocida por nuestradoctrina?5 y el derecho comparado: que aparece expresamente en el nue_vo proceso penal y que.constituye el espacio procesal uJ".uu¿o dirigidopor el órgano jurisdiccionar -juez de tainvesiigaci¿;;;"ütoria- parapreparar el paso a la siguientg fase de juzgamiento o tomar ra decisiónde archi'¡ar er proceso o también p*u pt*t.u, utgunu, i.r.iirn.rur, qu.es el caso de las excepcioner -rino hubieran ,ü" ¡;;;ilu, *,"r- orcalizar algunas diligencias como puede ser la prueb" *i.ip"a".
Para Manuel onrE¡-r-s Reuos, aún cuando considera que ra faseintermedia carece de contenido determinado, señara que es el conjunto

de actos que tienen por función revisar si la instrucrioi pr.ri" está com-pleta y resolver sobre la procedencia de Ia aperturadfficio orar.r, Esla etapa que deñne el paso a la siguiente fase dd p;;;:;p"".1.
. como se podrá apreciar de la simpre lech'a de los artícuros 344oy siguientes se trata de una- etapa de apreciación y analisis de ra ac-tividad investigatoria para deciáir la acusación, prantear mecanismosde defensa contra la acción penar y nmbién, p*; ;;; lrraric.n tos

75 Véase mi .llanru! cle Derecho procesal pena!,citado,p. 
539 y ss.76 oRrells R*los, rvfanuer.f/Troceso penar abreviado(nuevo estudio) Ediroriar Co_mares, Cranada, 1997, p. Tl0.
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elementos probatorios que sustentan las pretensiones de las partes. En

este sentido, toda la actividad probatoria actuada debe ser sometida a

los filtros necesarios de legalidad y pertinencia, principalmente, para su

admisión ajuicio.

Esta etapa intermedia comprende desde el momento que se dis-
pone la conclusión de la investigación preparatoria (art. 343) hasta que

se dicta el auto de enjuiciamiento (art. 353) o cuando el juez resuelve

el sobreseimiento del proceso (art.347).?7 Los puntos a analizar son los

siguientes:

a. La acusación fiscal escrita o requerimiento acusatorio.

b. La audiencia de control de la acusación.

c. El sobreseimiento. Audiencia de control.

d. Interposición de nuevos medios de defensa.

e. Controlde pruebas.

f. Auto de enjuiciamiento.

2. LAACUSACION FiSCAL

La acusación frscal o requerimiento acusatorio constituye uno de

los actos procesales propios del Ministerio Público, en donde ejerce a

plenitud su función acusadora formulando ante el órgano jurisdiccio-

nal los cargos de incriminación contra persona determinada, propone la

pena y la reparación civil, convirtiéndose en parte en sentido estricto.

Por ello es que es a partir de ese momento que el juez va a saber exacta-

mente que opina la parte acusadora sobre los hechos punibles que se han

cometido, en qué extensión, con qué consecuencias jurídicas penales y
civiles; asimismo, el acusado tiene perfectamente definidos los límites
de la imputación en base a los cuales va a tener que mover su defensa.T8

Véase Peñ,r C¡sneR¡ Fnevru, Alonso, La Etapa lnternedia en el Código Procesal
Penal de 2004, en Rev. Actualidad Jurídica, N" 157, p. 133-140. Del mismo autor.

Exégesis del nuevo Código Procesal Penal, Lima. 2ó06.

Cortez Colo¡vren, Juan-Luis, con otros autores, Dcr¿cho Jurisdiccional, Proceso P¿-

nal.Tiran lo Blanch. \'aie'ncia, 1997, p. 240.

77

78
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Dado el nuevo esquema del procesó penalidonde el Fiscal decide
el inicio de las investigaciones y no exisie autorización del juez para
las mismas, la acusación fiscar escrita aparece como la primera petición
fiscal para pasar a la fase de juzgamiento y desde luego, en la forrna
procesal de acudir ante el órgano jurisdiccional a fin de que imparta¡us-
ticia, es decir, con tal decisión fiscal se pone de manifiesto el ejercicio
público de la acción penal.

La acusación fiscar presenta ca¡acterísticas ya conocidas pero se
agregan otras de singular importancia y con arreglo al nuevo esquema
del proceso penal (arts. 349o, 350").

2.1. Contenido de la acusación Fiscal

a) Los datos de identidad del acusado.

Ccnstituyen toda la inforrnación necesaria para conocer a la
persona acusada, su nombre completo, lugar de nacimiento,
edad, estado civil, trabajo, etc. sin embargo, lo que trasciende
en este rubro y se ha convertido en uno de los problemas cen-
trales en los procesos penales es la verificación de los datos
de identidad del imputado que debe de habsrse realizado en la
fase de investigación, a fin de evitar el procesamiento de una
persona con dos o más nombres.

b) La relación clara de los hechos, detall¿indose las circuns-
tancias precedentes, concomitantes y posteriores, que luego
sirvan para su calificación; debiéndose separar los hechos si
fueran varios o las personas acusadas.

Es de exigirse que en el escrito de acusación la exposición de
los hechos sea narrada con ra mayor claridad posible, indican-
do lo sucedido en forma cronológica, el lugar, las circunstan-
cias propias de la comisién del delito, la intervención de las
personas involuc¡adas, de la víctima, de los testigos, las armas
u objetos utilizados. También, si fuere el caso, los hechos an-
teriores a la comisión der derito o los actos de preparación así
como la conducta asumida con pcsterioridad al miimo.
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Ha de tenerse en cuenta que si se trata de varios heehos, cada
uno de ellos debe ser objeto de exposición y análisis siguién-
dose las mismas pautas, lo que sucede en los casos complejos
por concurso real de delitos o el número de personas acusa-
das. En estos casos habría que tener mucho cuidado pues la
acusación escrita va a delimitar los puntos de análisis en la
audiencia de control y consecuentemente en ei juicio oral.

Los elementos de convicción (probatorios) que sustente la
acusación. No sólo su relación, sino su análisis razonado, l'a-
lorativo y concordante.

El legislador ha considerado que para la sustentación del
requerimiento de la acusación fiscal, se debe de contar con
elementos de convicción, es debir, que la existencia de tales
elementos generen la convicción necesaria en el fiscal para
solicitar el paso a la fase de juzgamiento, casc contrario, de-
bería optar por el sobreseimiento.

Ello importa un razonamiento coherente y lógico sobre la
prueba, la intervención de las personas acusadas, las cir-
cunstancias que puedan modificar la situación jurídica de las
mismas, etc. La mera relación de las pruebas y la ausencia
del contenido importante de las mismas puede generar que la
acusación escrita no pase el control judicial o haciéndolo no
logre una sentencia de condena.

El grado de participación de los acusados.

Como ya se ha dicho, la acusación debe de precisar si el acu-
sado lo es en calidad de autor, coautor o cómplice, o si guarda
alguna de las características de la autoría mediata o instiga-
ción, debiéndose realizar el análisis correspondiente, confor-
me a lo dispuesto en los artículos 23 a27 del Código Penal.
Si son varias las personas ácusadas deberá indicarse que cate-
goría de participación tienen cada una de ellas.

La relación de circunstancias modificatorias de la responsabi-
lidad penal. si las hubiera.

c)

d)

e)



CnpÍrwo III: L¡ erepe ¡¡mnvson y EL JUzcAMTENTo t6t

s)

se trata de las circunstancias que prevé la ley penal referidas
a la existencia de caus¿rs que atenúan la responsabilidad de los
artículos 2r y 20 del código penal, o la responsabilidad res-
tringida a que se refiere el artículo 22 del 

"-odigo 
sustantivo,

o en los supuestos de tentativa, o en los casos de confesión
sincera de los artículos 160 y 16l der código procesal penal.
La ley penal aplicable al hecho y su análisis jurídico penar.

Los hechos que el fiscal considera que estián probados son los
que dan lugar a la calificación jurídica" Ello significa que se de-
bení precisar el delito incurrido por el autor o partícipe analizan-

{o sus presupuestos típicos. Esta calificación penal'es la que el
fiscal ha de mantener durante la audiencia de control y el juicio
oral, salvo en este último caso, donde se presentan poribilidud",
de variación. Así, en el caso de delito deiobo agravado se debe-
ráanalizar los presupuestos del tipo previsto en el artículo lgg y
189 del C.P. así como las circunstancias de agravación.

La propuesta de pena y el monto de la reparación civil, de-
biendo comprender además, los bienes embargados o incauta-
dos al acusado, tercero civil y la persona que deba recibirla.
El nuevo código exige al fiscal la propuesta de pena que debe
ser impuesta al acusado, en tal sentido, se debe de iadelan,
tar" a la pena a imponer por el juez en la sentencia- Esta
proposición de sanción se hará sobre la base de los criterios
que establecen los artículos 45,46 y 46 Adel Código penal,
es decir, se tomará en cuenta la naturaleza de la u..ión, los
medios empleados en la comisión del delito, la importancia
de los deberes infringidos, el daño causado o la ixtensión
del mismo o el peligro causado, la circunstancia de tiempo,
lugar, modo y ocasión, los móviles, la unidad o pluralidad de
los agentes, su edad, educación, situación ..on-ó*i.u y ¡ne_
dio social, la reparación espontiínea que hubiera hecho.t irn-
putado, la confesión sincera antes de haber sido descubierto.
Además. se deberá considerar el nivel cultural, costumbres y
carencia sociales del imputado, los intereses de la víctima o
sus familiares.
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De la misma manera deberá proponerse el monto d0 la repa_
ración civil a ser pagada por el procesado y tercero civil, si
hubier4 y a quien corresponde recibirla.

En ambos c¿lsos, -como se ha dicho- el fiscal en su propuesta
de pena y reparación civil deberá adelantarse a la sanción que
el juez impondrá.

También exige la ley que se señale la relación de bienes em-
bargados e incautados que se encuentran en la fase de investi-
gación bajo control del fiscal.

h) Los medios de prueba que ofrece para que se actúen en el
juicio oral. si ofrece testigos y peritos deberá indicar su nom-
bre y domicilio así como los puntos sobre los cuales deberá
recaer su declaración. j

Ademas de señalar las pruebas que sustentan la acusación fis-
cal, este deberá indicar cuales de ellas deberán actuarse en
el juicio oral, es decir, cuales son las pruebas que la Fiscalía
propone para que se debatan en el juicio, pudiendo ser testi_
moniales, periciales, documentales, etc. En este caso, el fiscal
cuidará que las pruebas que propone sean tan sólidas para al-
canz:¡r una sentencia de condena.

2.2. Características complementarias

a. La acusación debe de sustentarse sobre la base de los hechos y las
personas contenidos en la Disposición que da inicio a la Investi-
gación Preparatoria, pero puede realizarse una calificación jurí-
dica distinta. Si fueren varios los acusados se deberá señalar por
cada uno los hechos que le corresponden. La calificación jurídica
del delito se mantiene durante la fase investigatoria, sin embargo,
ésta podrá ser modificada y reconducida en la acusación escrita.
Es deci¡ lo que empezó como robo simple puede modificarse a
robo agravado, sin que ello signifique afectación alguna ar dere-
cho de defensa pues precisamente existe la posibilidad del control
de la acusación en la audiencia especial de la fase intermedia.



Cnpirulo III: L¿ E-rA.p¡ TNIERMEDTA y EL JuzcAMrENro 163

b. El fiscal podrá formular su acusación cdn una califica ción alter-
nativa o substdiana, atendiendo a los hechos ocurridos y que
puedan merecer una debida precisiónjurídica en el juicio oral. En
tal sentido, podrá por ejemplo, acusar por tentativa de violación
sexual y alternativamente por actos contrarios al pudor. Estaposi-
bilidad debe ser excepcional pues se entiende que el fiscal, luego
de la investigación estará en condiciones de foder realizar una
calificación certera de los hechos. Es decir, .n io, casos donde las
posibilidades de calificación afecten a dos o más figuras delicti_
vas y no sea del caso precisar cual de ellas es la debida, se aeudirá
a la calificación altemativa o a la subsidiaria.

c. En la acusación se deberá indicar las medidas de coerción impues_
tas durante la investigación. También podrá pedir su variación o
que se impongan nuevas. Si bien el juez de la investigación pre-
paratoria decide las medidas de coerción, el fiscal también tiene
el conocimiento de las mismas y ejerce el control, de tal manera
que deberá indicar las medidas coercitivas impuestas y la situación
actual del imputado. En la misma rínea de actuación perseguidora
del delito, en el mismo de acusación, el fiscal podrá roii.it* ul.¡u",
la variación de la medida sustentando debidamente su pedido.

2.3. Esquema formal de la acusación escrita o requerimiento de acusa-
ción

En el nuevo modelo de proceso penal, ra acusación escrita podrá
tener los siguientes criterios de estructura:

a. Requerimiento acusatorio dirigido al Juez de la Investigación pre-
paratoria. Los datos del Fiscal que ro formula, domicilio legal así
como el amparo legal que permite el artículo 349 y siguientes del
cPP para sustentar la acusación por el delito que corresponda.

b. Nombre y demás datos de identidad de la persona acusada.

c. La descripción de los hechos que dieron lugar a la investiga-
ción. las circunstancias precedentes, concomitantes y posterio-
res al hecho.
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d. Los elementos de convicción que sustentan el requerimiento acu-
satorio.

e. El grado de participación delictiva.

f. La acusación, calificación jurídica de los hechos. La pena y repa-
ración civil que se propone.

g. La relación de los medios de prueba que se propone para el juicio
oral: testimoniales, periciales, documentales.

h. La medida de coerción impuesta al procesado. En el mismo escri-
'to puede hacer propuesta de nueva medida coercitiva.

i. Fecha.

2.4. Trámite del requerimiento acusatorio'

La acusación fiscal o requerímíento acusatorío se remitirá al Juez

de la Investigación Preparatoria quien pondrá en conocimiento de las

partes del contenido de la acusación. Las partes a su vez tendrán un
plazo común de diez (10) días para:

a. Observar la acusación por defectos formales, que puede consistir
en la precisión de un dato sobre los hechos o pruebas, o sobre el

nombre o domicilio del imputado o agraviado. La idea central es

que dicha observación se levante haciendo el fiscal las modifica-
ciones o precisiones respectivas, las mismas que se pueden hacer
por escrito o en la audiencia de control de la acusación.

b. Deducir excepciones y otros medios de defensa, siempre que no

se hayan planteado antes. En estos casos, el defensor del acusado

tendrá la posibilidad de argumentar algún medio técnico de de-

fensa (excepciones, cuestiones previas u otros) que no se hubiere
interpuesto antes. Dado el estado del proceso sólo podrían dedu-
cirse cuestiones técnicas para resolverse sin mayor diligencia en

la audiencia de control.

c. Solicitar la imposición o revocación de una medida de coerción.
Esta posibilidad siempre está presente. sea desde el punto de vista
del imputado o su defensor, como de la parte civil y también del



Cepirulo III: La erep¡ nmnrrcol¡ y EL JUzcAMrENro 165

d.

fiscal, lo que viene aprovechada por ra ráización de la audiencia
preliminar ante el Juez de la Investigación preparatoria. En todos
los casos se debe de. sustenta¡ el peáido y serlom"tido a la opi-
nión de las partes asistentes a la audiencia.

solicitar la actuación de prueba anticipada. como sabemos, Ia
prueba anticipada es aquella que se realiza,antes del jücio oral al
existir circunstancias que impiden que el órgano de inreba (testi-
go o perito) pueda concurri¡ a la sede judicial p*u i" deposición
de sus conocimientos en el juicio o.ul, d"biéndor" ,.uriá 

"onintervención de los sujetos procesales y con todas las garantías de
ley. La prueba anticipada la solicita el fiscar o cualqiiera áe hs
partes que tenga interés y justifique su realización.
solicitar el sobreseimiento. Se trata de un planteamiento que hace
la pane procesada directamente al Juez, antes de la audiencia de
control de la acusación y que ademiís la sustenta du¡ante la mis-
ma- El defensor también puede plantearla durante la audiencia
de control de la acusación El pedido debe ser expreso y funda-
mentado incidiendo sobre los cargos de incriminu"ion y iu, pru.-
bas existentes valoradas por el fiscal. Tal planteamienL exige el
pronunciamiento -en la audiencia- del Juéz de la Investigación
preparatoria a cargo de la fase intermedia.

solicita¡ la aplicación-de 
"n- criterio de oportunidad. La norma pro-

cesal expresa "instar la aplicación, si ñrere el caso, de un criterio
de oportunidad" (art. 350.10.e). La apricación de criterios de opor-
funidad se encuentra presente, en distintas formas y momentos, en
todo el proceso penal ordinario y en algunos procesos especiales.
La alusión a un criterio de oportunidad puede llevamos a concluir
que se refiere necesariamente a los supuestos preüstos en el nume-
ral2o del código procesal penal; sin embargo, et apartado 7 del art.
2o señala expresamente que se aplicará er principió de oportunidad
hasta antes de formularse Ia acusación,ro que ciena ei paso a la
posibilidad de acuerdos de las partes ante el Fiscal, dejando sólo el
caso de acuerdo notarial para determinados delitos, u qu. ,. refiere
el último pánafo del referido artícuro.7e Ello signifi.u qu. el Juez

79 La parte imputada podrá presentar un acuerdo notarial suscrito con el aoraviado a
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podrá sobreseer el proceso pese a la existencia de la aclsación fis-
cal cuando se presente un acuerdo nota¡ial. Tratiindose de pedido
de terminación anticipada entendido como criterio de oportunidad,
el tema resultaría dificil de aceptar por su naturaleza jurídica, pues
se üata de un proceso especial con beneficios premiales de reduc-
ción de pena para evitar el avance del procedimiento y la necesidad
de entablar mecanismos propios de negociación enhe las panes
para alcanzar una formula de acuerdo. E0

Ofrecer pruebas para el juicio oral. Tratándose de peritos y testi-
gos, deberá indicar sus datos de identidad y domicilio, así como
los hechos sobre los cuales deba declarar. Es del caso destacar
que cada una de las partes ofrecerá sus órganos de prueba, sea de
cargo como de descargo, en virtud de lo cual, se deberá indicar
el punto central de su declaración para establecer su utilidad y
pertinencia. En otras palabras, rige el principio de comunidad de
la prueba. Pero además, se exige a cada una de las partes preocu-
parse por'la concurrencia de sus testigos o peritos a la sede de juz-
gamiento, es más, se posibilita la entrevista previa con aquellos,
sin que ello implique la posibilidad de influir de alguna manera en
el contenido de su declaración.

Objetar la reparación civil o pedir su incremento, ofreciendo
medios de prueba. El imputado puede cuestionar el monto de la
reparación civil solicitada por el fiscal o el actor civil, fundamen-

fin de que el juez pueda, aplicando el principio de oportunidad, sobreseer et proceso,
pero sólo para los casos de los delitos sujetos a acuerdo reparatorio del art.2o.6, según
lo dispuesto por el numeral 7 último párrafo del citado art. 20.

80 La terminación anticipada del proceso se encuentra regulada en el artículo 468 y
ss. del código, Es necesario tener en cuenta que nos encontramos ante un proceso
especial de abreviación del procedimiento con efecto premial, que se materializa en
cuaderno aparte, en donde se debe proceder a conversaciones preliminares sobre la
aceptación de cargos, la pena (incluyendo la reducción de la misma por acogimiento
al proceso y por confesión sincera) y la reparación civil -lo que importa toda una
fórmula de "negociación" entre las partes y el fiscal-. Se pretende que su petición se

haga en el curso de la investigación preparatoria a efecto de evitar el trámite inne-
cesario del proceso, por ello la misma norma precisa que procederá hasta antes de

formularse acusaciónfscal. Existiendo la acusación escrita, se haría muy dificultosa
la negociación.

oé'

h.



tando su pedido en cuestiones de ordentconómico (insolvencia,
reducida remuneración, cargas familiares) o de daño causado (re-
ducido o extensión del dario, delito de peligro abstracto, repara-
ción parcial del daño).

i. Plantear cualquier otra cuestión para el juicio oral. Lo que posi_
bilita a la parte introducir a ra audiencia de control cualquiei ona
cuestión no prevista expresamente en la ley para ser discutida o
resuelta en juicio (filiación, alimentos, bienés, por ejempro), Ia
misma que deberá ser admitida o no por el juez.

j. La parte acusada o la parte civil podrrín proponer al juez de la
investigación que dirige ra audiencia, los hechos en los cuales
no hay discusión, es decir, en los hechos que aceptan. De ser ello
así, el juez valorará dicho pedido y podná autorizar tal acuerdo
lo que permitirá obviar su actuación probatoria en el juicio, lo
que entendemos nosotros que es relativo, debido a que durante el
contradictorio y con el análisis de la prueba actuaáa los hechos
puedan ser mejor esclarecidos, de tal manera que el juez del jui_
cio pueda construir su sentencia sobre la base ¿i trechos probados
en el juzgamiento.

El código establece el plazo de 10 días para que la acusación sea
notificada a los demás sujetos procesales.

Entendemos que dicho plazo de diez días para hacer las propues-
tas es perentorio, por lo tanto, vencido el mismo, cualquier piaiao ,"-
sultará extemporáneo, debiendo proseguir con el p.o.rdirni"nto según
su estado. Naturalmente, si se admite alguno de los planteamientos lue
hemos analizado, es para que se realice durante Ia audiencia de control
disponiendo el juez del tiempo realmente necesario para la actuación de
las diligencias pertinentes. Entonces, el plazo u qu, 

"lud. 
la ley es solo

para el pedido que haga la parte.
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3. LA AUDIENCIA DE CONTROL DE LA ACUSACTÓN

se trata de una institución procesal nueva en nuestro medio, pues
no existe antecedente alguno. Es la audiencia judicial por la cual se
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realtzael control jurídico del requerimiento acusatorio fiscal efectuada

por la defensa de la parte acusada -con la intervención de las partes si

fuere el caso- en una diligencia dirigida por el juez de la investigación

preparatoria, cuya decisión resulta de singular importancia pues, preci-

samente, y como lo hemos hecho notar anteriormente, determinará el

paso a la fase siguiente del proceso que es el juzgamiento.

La comisión redactora del nuevo código consideró que se debía

de dejar de lado el esquema anterior por el cual formulada la acusación

escrita necesa¡iamente se pasaba a la fase de juzgamiento, para generar

un eSpacio de analisis y de debate sobre el contenido de la acusación

por el fondo y por la forma. Se tata en esencia de la posibilidad que

tiene la defensa de cuestionar los términos de la acusación, antes de ir a
juicio, pudiendo, incluso, evitarlo solicitan{o el sobreseimiento del pro-

ceso; caso contrario, deberá elabora¡ su estrategia para el juicio oral.

Esta audiencia de control presenta las siguientes características:

a. Se trata de una audiencia din¡imica, con intervención oral de las

partes asistentes y bajo la dirección del juez de la investigación

preparatoria.

b. El fiscal da inicio a la diligencia exponiendo oralmente la acusa-

ción, los hechos incriminados, así como los elementos probato-

rios que lo sustenten, las pruebas que ofrece se actuen en el juicio

oral,la pena y reparación civil. No se trata de la lectura de la

acusación escrita sino de la exposición oral de los aspectos más

importantes de la misma.

c. Seguidamente el juez dará el uso de la palabra al defensor del

acusado a fin de que exprese lo que convenga a su defensa. Es de

esperfirse que el defensor refute los argumentos del fiscal y de ser

el caso, solicite el sobreseimiento del proceso, fundamentandolo;

en caso de que ello no fuere posible, presentará sus argumentos

para disminuir la fuerza probatoria del fiscal ofreciendo la actua-

ción de pruebas para el juicio que le favorezcan o disminuyan la

responsabilidad de su patrocinado-

d. Como se trata de una audiencia contradictoria, luego de oír al

defensor, el juez puede conceder nuevamente la palabra al fiscal
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a fin de que expoúga lo conveniente e igublmente proceder con el
defensor. Incluso, puede oír al imputado. El tiempo y la necesidad
de exposición del fiscal y las partes son controlados por el juez.

e. Terminado el debate, el juez dictará resolución. Si hubiere peti-
ción de.sobreseimiento se prontrnciará primero sobre ello.

f. Todo lo actuado quedará grabado en video y audio o sólo audio.

Naturalmente, la presencia del Fiscal es obligatoria así como la
del defensor del acusado; se podrá actuar prueba anticipada y presentar
documentos, pero no diligencias de investigación ni se admitirán escri-
tos durante la audiencia. Eljuez escuchaná al fiscal, a la defensa, al actor
civil, al tercero civil, si hubieran, quienes debatiran sobre la proceden-
cia o admisibilidad de las cuestiones planteadas; se posibilita también
que el Fiscal modifique, aclaie o integre su acusación.

El Juez resuelve los planteamientos así como los medios de defen-
sa que se hubieren interpuesto, incluso podrá dictarse el sobreseimiento
del proceso si se establece sus causales, sea de oficio o a pedido de las
partes contrarias a la acusación (art. 352). puede ser objeto de cuestio-
namiento que el juez, de oficio, observe los términos de la acusación
pues se superpondria ala posición del defensor del acusado, ademris,
habiendo intervenido en la investigación preparatoria, de alguna mane-
ra habría conocido del caso y, por lo tanto, impedido de pronunciarse
sobre el fondo, pues por ello se ha creado un juez distinto para el juicio;
sin embargo, debe de entenderse que la postura judicial en esta fase es
la de control de la acusación y ciertamente, si el juez observa que la ac-
ción se ha extinguido por prescripción, cosajuzgada u otra causal, o que
existe causa de justificación o inculpabilidad o no punibilidad, o que el
hecho es cla¡amente atípico, enhe otros, resolverá el sobreseimiento
pero siempre que resulten evidentes y no exista razonablemente la posí,
bilidad de incorporaren el juicio oral nuevos elementos de prueba (xt.
352.4). En consecuencia, esta posibilidad de sobreseimiento de oficio
es excepcional y sujeta a reglas bajo el principio de control judicial.

Se puede sostener entonces que es posible cuestionar la acusación
por la forma y por el fondo en esta fase intermedia y lograr incluso el
sobreseimiento del proceso, mecanismos procesal garantista que con-
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forme a la legislación anterior no se podía realizar. En esencie, el can-
trol de Ia acusación a cargo del Juez aparece como un mecanismo de
filtro para larcalización del juicio oral.

4. EL SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO. LAAUDIENCI.A DE CON-
TROL

La nueva ley procesal establece distintas formas de lograr la cul-
minación del proceso sin llegar a la conclusión natural del mismo que
es la sentencia. A esta instifución se le conoce como el sobreseimiento
y su efecto inmediato es el archivo del proceso penal.

Gopcz Cor"or',cn señala que el proce.so penal puede terminar sin
necesidad de celebrar el juicio; agrega el irrofesor valenciano, que "el
sobreseimiento es la resolución judicial que pone fin al proceso, una vez
concluido el procedimiento preliminar, y antes de abrirse el juicio oral,
con efectos de cosajuzgada, por no ser posible una acusación fundada,
bien por inexistencia del hecho, bien por no ser el hecho punible, bien,
finalmente, por no ser responsable criminalmente quien hasta ese mo-
mento aparecía como presunto autor, en cualquiera de sus grados."sl

El art. 344 de la nueva ley procesal establece que el Fiscal podrá
requerir el sobreseimiento ante el Juez de la Investigación Preparato-
ria, denfto de los quince (15) días de culminada la fase anterior. Dicho
sobreseimiento procede cuando: a) el hecho denunciado no se realizó
o no se le puede atribuir al imputado; b) el hecho no es típico; c) existe
una causa de justificación, de inculpabilidad o de no punibilidad; d) la
acción se ha extinguido; y e) cuando no existan elementos probatorios
que sustenten la acusación.

El requerimiento de sobreseimiento que hace el Fiscal al Juez de
la Investigación Preparatoria será acompañado del expediente principal
y la autoridad judicial conerá traslado a las partes acreditadas por el

8l Go¡uez CoLoven, Juan-Luis, El Proceso Penal español, Tirant lo Blanch, 2.
edición,ValenciU 1997 , p. 249. R.+ros llfÉroez, F., El proceso penal. Sexta lectura
constitucional, Bosch, Barcelona. año 2000, p. I64.
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plazo de diez (10) días, con la finalidad de queluedan formur ar oposi_
cíón findamentada bajo sanción de inadmisiultiia¿ y con la posibilidad
de pedir la realización de actos de investigación adicionales, señalando
el objeto y de que diligencias se trara (art.34S".Z).

La nueva ley procesal establece unaAudiencia de control del so-
breseimiento, en tal sentido, vencido el plazo común de traslado de diez
días, el juez dictará resorución dentro ¿i tos tres días ,igui"nt., para ci-
tar a las partes, a quienes escuchará y se procederá al dibate, si hubiere
(art. 345".3), y el caso quedará expedito para resolver, dentro del plazo
de los quince días. Naturalmente, será la parte agravía¿a ta que puede
oponerse al requerimiento de sobreseimiento y t"ndr¿ la posibilidad de
discutir la posición del fiscal en la audiencia judicial, si pese a la cita-
ción no asistiere, igual se pro.duce al audienciá.

si el Juez luego de haber escuchado a las partes en la audiencia
de control, está de acuerdo con el requerimiento fi'scal dictará el auto de
sobreseimiento; si no estuviera de acuerdo, el juez, dentro de ámbito de
control de legalidad y de garantías de la esta etapa procesal, dictará auto
expresando su desacuerdo, elevando lo actuado afFiscal superior a fin
de que ratifique o rectifique la solicitud del Fiscal provincial. En ese
sentido, se mantiene la discrepancia y elevación en consultaa la autori_
dad fiscal superior a fin de que emita pronunciamiento definitivo sobre
Ia continuación o no de la persecución penal; dicha resolución judicial
-auto dice la ley- debe ser motivada, es decir, el.iuez deberá analizar lo
acfuado y exponer las razones por las cuales no esta de acuerdo con el
pedido de sobreseimiento que hace el Fiscal provincial.sz

El Fiscal Superior emitirá pronunciamiento dentro de diez (10)
días, dando por terminado el procedimiento. si ratifica el pedido de so-
breseimiento el Juez de la Investigación preparatoria iÁediat;.;;,
'? sin t¿ámite alguno" dictaní auto de sobreseimiento. si el superior no
est¡í de acuerdo con el requerimiento fiscal, ordenará a otro Fiscal que
formule acusación (art. 346). Esta decisión der legislador es sarudabre

82 A diferencia de la legislación anterior, en la consulra por discrepancia el juez debe de
exponer los fundamentos fácticos y jurídicos n...r-¡o, afin de que sean estudiados
por el Fiscal Superior, debido a que no sería el juez del juicio.
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pues ordenar al fiscal, -que proceso el sobreseimiento- que fo¡mule la
acusación afecta su posición jurídica en el juicio y lo debilita en el de-
bate contadictorio.

Cabe señalar, asimismo, que el pánafo 5 del a¡t. 346 establece
que si el juez considera admisible la oposición de la parte agraviada en
la necesidad de actos adicionales de investigación, eljuez, sin expresar
desacuerdo con la solicitud de sobreseimiento, puede disponer la am-
pliación de la investigación "indicando el plazo y las diligencias que el
Fiscal debe realizar".

El auto de sobreseimiento constituve entonces la resolución que
da por culminado el proceso penal de manera definitiva, cuyo efecto
inmediato es el archivo del proceso y la cesación de las medidas de

coerción impuestas por la autoridad jurisdiccional. Dicha resolución es

dictada por el Juez de la Investigación Preparatoria y contiene una serie
de requisitos: datos del imputado, exposición del hecho objeto de la in-
vestigación; fundamentos de hecho y de derecho; la indicación expresa
de los efectos de la resolución.

Como se ha dicho, el sobreseimiento importa el archivo defini-
tivo del proceso respecto del imputado y adquiere la calidad de cosa
juzgada. Esta resolución puede ser objeto de impugnación, pero ello no
impide la inmediata libertad del imputado si se encontrara en c¿árcel.

De otro lado, el nuevo proceso distingue dos clases de sobresei-
miento: total o parcial, el primero cuando comprende a todos los de-
litos materia del proceso y a todos los imputados; el segundo, cuando
sólo comprende a un delito o algún imputado, en el caso de ser varios;
en este supuesto continuará el proceso contra los restantes imputados
o los otros delitos. El legislador también ha previsto la situación de

requerimiento fiscal acusatorio y no acusatorio, debiéndose éste último
resolver en primer orden (art. 348.3).

5. LA INTERPOSICIÓN DE NUEVOS MEDIOS DE DEFENSA

Durante la etapa intermedia del proceso. el imputado puede inter-
poner nu€vos medios de defensa técnicos con¡ra la acción penal, exi-
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giéndose los requisitos qye ra misma ley procelar ya establece, siempre
que no se hayan planteado y resueltas con anterioridad.

Es posible interponer excepción de naturaleza de acción, cosajuzgada, prescripción, entre otras. Dicho planteamiená fro.ra" io-
cluso habiéndose formulado acusación ...iitu y obliga u rlu d.bur, ,o
la misma audiencia de control o antes, a fin de iu" "ilu., resuelva lopertinente.

6. EL CONTROL DE LAS PRUEBAS PARA EL ruICIO ORAL

En la etapa intermedia se discute sobre las pruebas que sustentan
Ias posiciones encontadas de, ras partes e incluso se p.*ir. u"uerdos o
consensos sobre la prueba a fin de evitar su actuacién en el juicio oral
toda vez que son aceptadas.

sobre el tema probatorio habría que señalar además, que ra soli-
citud para su actuación en juicio exige que sea útil, conducente y per-
tinente. se establece que la solicitud p:ua una declaración testimonial
o la práctica de una pericia tendrá que especificar el punto a decrarar o
el objeto del examen.-La ley señala qu. iu resorución qu, o.t. el juez
no puede ser objeto de. impugnación (art. 352.5.b). En el caso de que
se admita la prueba anticipada ésta se realizarásiguiendo las regras del
art.245 del código.

7. ELAUTO DE ENruICIAMIENTO

El auto de enjuiciamiento supooe el paso de la etapa intermedia a
la fase de juzgamiento o juicio oral. Se trata de la resolución que dicüa

:l 
ju:l de la investigación preliminar y por la cual se da por culminadas

las diligencias de dicha fase ¡ ciertamente, paso el conror corespon-
diente con la aprobación de las pruebas que deben de actuarse en eljuicio oral.

El auto de enjuiciamiento debe de contener, dice ra rey, bajo san-
ción de nulidad:
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Nombre del acusado y agraüado. ¡

Delito materia de la acusación fiscal con indicación expresa del
artículo correspondiente, e incluso tratándose de tipificación al-
temativa o subsidiaria.

Los medios de prueba admitidos o el consenso que existan al res-
pecto-

d. La indicación de las partes constituidas en el proceso.

e. La orden de remisión al juez encargado del juicio oral.

Además, el Juez puede pronunciarse sobre las medidas coerciti-
vas existentes o las que se promuevan pudiendo modificarlas e incluso
ordenar la libertad del acusado. En estos casos tomará la decisión a
pedido de las partes o de oficio. Finalmente, este auto de enjuiciamien-
to, deberá ser notificado al Fiscal y a los otros sujetos procesales; y,
dentro de las 48 horas siguientes se hará llegar al Juez Penal deljuicio
la resolución, lo actuado, la documentación pertinente y los objetos in-
cautados. También se pondrá a su disposición a las personas detenidas
preventivamente.

DURACIÓN DE LA ETAPA INTERMEDiA

Salvo los plazos perentorios para las observaciones del requeri-
miento acusatorio y de la oposición del pedido de sobreseimiento ya
analizados, la nueva ley no señala un plazo para la realización de toda
la etapa intermedia, ello dependerá de las diligencias que se puedan
acfuar, a las audiencias de control de acusación o sobreseimiento, a la
complejidad del caso, a los planteamientos que se puedan hacer sobre
medios de defensa, a la prueba anticipada, si fuera el caso. por lo tan-
to, el plazo será el necesario y dependerá de la direcciónjudicial con
intervención de las partes, con observancia al principio de celeridad
procesal.

a.

b.



II. LA FASE DE NZGAMIENTO

fase de juzgamiento esta constituida por los actos preparato-
rios, la realización del juicio oral y culmina con la expedición de la
sentencia sobre el proceso penal. La parte central es eljuicio oral, espa-
cio procesal donde las partes habiendo asumido posiciones contrarias
debaten sobre Ia prueba en busca de convencer al juzgador sobre la
inocencia o culpabilidad del acusado.

El juicio oral es la actividad procesal dirigida por el órgano juris-
diccional juzgador de naturaleza dinámica, preordenada poria ley, con
intervención de todos los sujetos procesales y que tieni por objetivo
específico el análisis de la prueba actuada y debatida en ia audiencia
bajo los principios de oralidab, publicidad, inmediación, concenfación
y contradicción principalmente, y que culmina con la expedición de la
sentencia o resolución definitiva correspondiente.s3 como señala R¡-
t ros MÉrqoez, en esta fase públicamente y con contradicción se juzgan
las conductas presuntamente delictivas y se decide sobre la absolución
o Ia condena de las personas sometidas a juicio.ta

conforme al código procesal penal, esta fase se inicia conel auto
de cítación a juicio (art. 355) que es la resolución judicial que contiene
el lugar donde se realizará el juicio oral, cuya fecha será la miás próxima
posible con un intervalo no menor a diez (10) días. El juez aet ¡uicio
llamado Juez Penal sea unipersonal o colegiado en el proceso ordinario
(o Sala Penal Superior en el proceso especial) estará a cargo de su di-
rección y responsabilidad. se encargará de notificar a todas las personas
que deben de concurrir al juicio (sin perjuicio que las partes coadyuven
en la concurrencia de sus testigos o peritos), la designación del abogado
defensor del acusado y cuidaní de disponer lo necesario para la realiza-
ción del juicio.
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Véase mi Manual de Dereeho Procesal penal citado, p. 566 y ss.
R¡'vos NÍÉNoEz,F., El Proceso Penal. Sexta lectura constitucional, J.M. Bosch, Bar-
celona, 2000,p.24.

83

84
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Además, los testigos y peritos ser¿in citados para la feclü de inicio
del juicio; sin embargo, cuando el juez estime que la audiencia se pro-
longará, por cuestiones de complejidad del caso, sea por el número de
acusados o agraviados, los citará para la fecha en que deban declarar.
De esa manera se evitará la concurrencia innecesa¡ia de dichos órganos
de prueba a una audiencia en la que no van a declarar. se agrega en la
norma procesal que la citación al acusado se realizará bajo el aperci-
bimiento de ser declarado reo contumaz en caso de que no concurra
injustificadamente a la audiencia.

I. PRINCIPIOS RECTORES DEL ruICIO ORAL

El juicio oral constituye el momento procesal más importante y
central del juzgamiento, por la actividad probatoria que se desarrolla,
su debate y valoración por el juzgador. De allí que sea imprescindible
que este acto procesal se realice con observancia estricta a los princi-
pios que lo regulan y que vienen previstos en los Pactos Intemacionales
relativo a Derechos Fundamentales de la persona así como los previstos
por nuestra consütución y que además, son los principios clásicos de
esta etapa acusatoria, como son la oralidad, publicidad, inmediación y
contradicción: a los que el legislador ha querido agregil los principios
de continuidad del juzgamiento, concentración de los actos del juicio,
identidad fisica del juzgador y presencia obligatoria del acusado y su
defensor (art. 3552).

a. Principio de oralídad.-una de las características más sobresa-
lientes del nuevo proceso penal es el predominio de ra oraridad
de sus diligencias. sobre todo del juicio. La oralidad significa
que eljuez o tribunal que dicte la sentencia en el proceso penal,
tiene que condenar o absolver tomando como base los hechos y
pruebas que se ha;-an practicada ante él en forma oral. De dicho
principio se derivan los principios de inmediación, concentra-
ción, elasticidad y publicidad E5

85 Cortez Colorln. 1.. El p"6;¿so penal español, citado, p.80.
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b.

Este principio exige una relación procesal?nucho más directa y de
respuesta inmediata" no sólo ente las partes, sino también de la
decisión judicial. Y ello se aprecia fundamentalmente en el juicio
oral, pues se establece que la audiencia se realizará oralmentg pero
todo lo dicho y actuado se documentani en act4 que contendrá un
resumen o síntesis de lo actuado (art. 361). El acta será firmada
sólo por el Juez y el secretario, y las partes podran hacer las obser-
vaciones que estimen pertinentes, p€ro no registrariin su firma.
También se establece que todo pedido o cuestión que se formule
en audiencia se hará oralmente, prohibiéndose la lectura de escri-
tos que se presenten con dicho fin (361.3). por último se admite
la posibilidad del registro técnico de lo actuado en la audiencid
(video - audio). 

.:

Principio de Publicidad.- Este principio se sustenta en razones
filosóficas, sociales y jurídicas que se afirman en la necesidad de
que la ciudadanía conozca como los jueces imparten la justici4 lo
que se logra al permitir su libre acceso a las sedes judiciales, es-
pecialmente en la fase del juzgamiento. Este principio tiene mar-
co constitucionaly reconocimiento en las normas internacionales
relativos a las garantías judiciales. El juicio oral es público, sin
embargo, se admite que la audiencia se realice totar o parcialmen-
te en privado: cuando se afecte el pudor, vida privada o integridad
fisica del partícipe en el juicio; cuando se afecte gravemáte el
orden público o la seguridad nacional, los intereses de la justicia;
o exista peligro de secreto particular, comercial o industrial; o
cuando la manifestación pública afecte el desanollo normal del
juicio; y cuando la ley lo disponga (arr. 357.1).

El Juicio reservado puede ser total o parcial, en este último caso,
superado el motivo, se permitirá el reingreso del público (art.
357.3). Se establece que la sentencia siempre será pública, con
excepción de aquella en la que por interés de menores de edad se
disponga lo contrario.

cabe señalar que la publicidad puede ser directa, cuando hay
concurrencia del público a la sede judicial, e indirecta cuando la
ciudadanía conoce del mismo a través de las distintas formas de
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d.

comunicación; sin embargo, se establece que podrán sor restringi-
das las ci{rnaras fotográficas o filmadoras u otros medios técnicos,

cuando ello pueda afectar los intereses de la justicia y el derecho

de las partes (art.357.2.c).

Por último, es de precisar que tatandose de acusado funcionario
público, la audiencia siempre será pública.

Princípío de contradicción. Es manifestación del derecho de de-

fensa, que se sustenta en la posibilidad de que las partes puedan

sustentar en juicio sus posiciones respecto de los cargos de im-
putación y de la prueba. Las pruebas se actúan y se debate en el
juicio oral -salvo los casos de conformidad o allanamiento de la

acusación fiscal- lo que hace que el juicio sea contradictorio, con
posiciones opuestas. El elemento céntral radica en el debate oral

sobre la prueba y las argumentaciones parciales y finales sobre

las mismas a efecto de generar convicción en el juzgador para su

decisión en la sentencia.

Príncipio de inmediacíón.- Este principio exige un acercamiento

entre el Juezy los órganos de prueba, sea el acusado, agraviado

o testigo, y a través de los interrogatorios en la audiencia oral, le
permiten conocer no sólo de la personalidad del examinado, sino

también la forma de reacción frente a otras pruebas, de tal mane-

ra que la autoridad judicial conoce de algo más de lo que se ha

dicho en el juicio. La inmediación también se manifiesta cuando

el juzgador aprecia directamente las pruebas materiales o instru-

mentales (objetos. armas, instrumentos, etc.). El juez del juicio
debe ser el mismo que conoce de la prueba de manera directa.

Principío de continuidad.- Que se evidencia en la posibilidad de

que la audiencia oral se inicie y se siga en sesiones continuas e

ininterrumpidas hasta su conclusión. La misma ley establece que

si no fuera posible realizn el debate en un solo dia, éste conti-
nuará durante los días consecutivos que fueran necesarios hasta

su conclusión (an. 360.1). Se pretende que un caso se inicie y
termine antes de iniciar otro, a fin de evitar dilaciones y pérdida

de concentración. De allí que se señale que entre las sesiones o
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dentro del plazo de suspensión no podrán tealizarse otros juicios
(art. 360.5). Se atiende también al principio de concentracíón que
debe merecer un caso que se debate en el juicio oral, ya que el
juez debe estar en condiciones de recordar lo que se ha debatido
en el juicio.

CARACTERÍSTTCAS PRINCIPALES

El juicio oral esta bajo la dirección del Juez Penal o Presidente
del Juzgado Colegiado (o de alguno de sus integrantes), a quien
le corresponde toda la organización y responsabilidad del caso;
asimismo, debe de garantizar el ejercicio pleno de la acusación
y de la defensa. La direbción del juicio incluso posibilita la labor
docente deljuez a las partes y al acusado respecto a los derechos
y garantías existentes así como a las diligencias que son propias
de dicha etapa.

En esta fase se manifiesta a plenitud el principio acusatorio que
exige atribuir la acusación de una parte frente a otras. De ahí el
binomio partes acusadoras y partes acusadas, que polariza la en-
carnación del principio contradictorio y en donde el acusado asu-
me el protagonismo casi absoluto.$

El Juez controla la intervención de las partes, incluso puede li-
mitar el uso de la palabra fijando limites igualitarios en casos

complejos o intemrmpir su ejercicio si hace "uso manifiestamen-
te abusivo de su facultad" (art. 363).

El juicio oral será continuo, se suspenderá en los casos que pre-
vé la ley y no se podrá iniciar oto juicio mientas no se culmine
con el primero (art. 360.5). Se pretende con ello que iniciada una
audiencia continúe ésta hasta su culminación, de esa manera el
juzgador se deberá avocar sólo a un caso penal de manera concen-
trada y resolverá el mismo en el tiempo estrictamente necesario.

b.

c.

d.

86 R¡,r.ros \fÉx"oez,F., El Proceso Penal. Sexta Lectura Constitucional, citado, p. 63.
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Complementando lo señálado anteriorrnente, se regula la suspen-
sión y la intemrpción de la audiencia (art. 360). Esta sólo podrá
suspenderse por enfermedad del juez, fiscal, imputado o defensor;
por razones de fuerza mayor o caso fortuito; y en los casos que
ley lo señale (para constituirse fuera de la sede a recibir una testi-
monial, por ejemplo). Esta suspensión no puede exceder de 8 días
hábiles. Si fuese mayor a dicho plazo, se producirála intemupción
del debate y se dejará sin efecto todo lo actuado durante el juicio.

Las incidencias que se promuevan durante la audiencia se realizaran
en un sólo acto y resueltos por el juez inmediatamente escuchando
a las partes (art.362). Como se ha señalado antes, la oralidad prima
en el juicio, por lo tanto, las alegaciones como las decisiones juris-
diccionales seriín igualmente orales, dpjrindose constancia en acta.

Cabe resaltar que se amplían las facultades del juzgador en cuan-
to asupoder disciplinario en la audiencia. En efecto, el juez debe
de mantener el orden en la sala de audiencias; puede disponer la
expulsión de la persona, incluso, de algún sujeto procesal, que
perturbe su desarrollo; podrá ordenar, además, la detención hasta
por 24 horas a quien amenace o agreda al juez o alguna de las
partes o sus abogados o, de alguna manera impida la continuación
del juzgamiento, sin perjuicio de las acciones legales correspon-
dientes (art. 364.1).

Mediante el poder discrecional, el juez puede resolver cuestiones
no regladas ni previstas en la ley procesal y que surjan en eljui-
cio, debiendo dictar resolución motivada. Ello permitiráal jlga-
dor resolver incidencias o cuestiones (autorización para atención
médica, justificar inasistencias de testigos o procesados, diligen-
cia judicial, recepción de documento, por ejemplo) presentados
en audiencia, lo que permitirá su mejor desarrollo (art. 364.5).

ACTOS PREVIOS E INICIALES DEL ruICIO ORAL

Para efecto de la realización deljuicio oral es necesario preparar
las condiciones propias para el debate (a*. 367-370). En tal sentido,
debe tenerse en cuenta lo siguiente:

('
b.

h.

3.
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a. Es necesario la presencia del acusado; la ñudiencia rio podrá rea-
lizarse sin la presencia del acusado; si no ha justificado su inasis-
tenci4 será declarado reo confumaz, ordeniindose su captura;

b. La ley procesal establece que existiendo otros procesadospresen-
tes se continua¡á con la audiencia;

c. El acusado va libre a juicio; en el caso de acusado detenido será
acompañado por Ia policía por la posibilidad de fuga o ejercicio
de la violencia;

d. El lugar natural de la audiencia es la sede judicial, pero puede
realizarse en todo o en parte, en el lugar donde se encuenüe el
procesado enfermo o en la sede judicial ubicada adyacente o den-
tro de los establecimientos penales; y e) la audiencia sólo podrá
instalarse con la presertcia deljuez, el fiscal, el acusado y su de-
fensor, principalmente, pues también pueden concurrir los demás
sujetos procesales si se hubieran apersonado.

se debe señalar que el juez tiene a su frente al lado izquierdo al
acusado, quien se ubicajunto con su defensor; y al frente, a la derecha,
al fiscal y la parte ciüI.

En la fecha señalada para la audiencia, con ra presencia del jue4
acusado y las partes se da¡á inicio al juicio para lo cual, siguiendo yá una
costumbre judicial, el Juez enuncia¡á el número del proceso, la finalidad
del juicio, el nombre del acusado, su situaciónjurídica, el delito y el nom-
bre del agraviado. Naturalmente, la presencia de las partes así como los
demas datos que se exigen, seriin verificados por los auxiliares judiciales
antes del inicio de la audiencia, pero será necesario que se acrediten ante
el juez indicando su nombre y su condición dé parte (fiscal, defensores,
acusado). También puede observarse que desaparece aquella parte inicial
llamada generales de ley siendo reemplazada por la verificación de los
datos ya indicados por parte del Juez. cualquier información adicional
puede ser objeto de las preguntas que formule el fiscar o el defensór.

seguidamente, se le concederá la palabra al fiscal a fin de que
oralice su acusación escrita, es decir, deterá exponer brevemente los
términos de la acusación: hechos, calificación jurídica y las pruebas
que ha ofrecido y fueron admitidas; el actor civil y el tercero civil hariln
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lo propio; el abogado del acusado será el último en exponer $rs argu-
mentos de defensa y pruebas admitidas. Esta fase es importante pues
permite la presentación del caso a cargo de las partes, lo que delimita
los argumentos iniciales sobre los hechos y sobre el derecho que las
partes llevan al juicio y exponen ante el juzgador. Es la teoría del caso
que plantean el Fiscal y el Defensor.

Además, el nuevo código establece la obligación del juez a infor-
mar al acusado de sus derechos en el juicio y de su libertad para "mani-
festarse sobre la acusación" o de no declarar sobre los hechos. Resulta
claro'que la mención es a los derechos de defensa y la presunción de
inocencia, de allí que el acusado pueda decidir por guardar silencio du-
rante el juicio; sin embargo, también se prevé -y si este fuere el caso se
lo ha¡á saber eljuez- que el procesado puede pedir aljuzgador ser oído
en cualquier momento de la audiencia.

Lo que si resulta novedoso e importante dada la forma procesal
vigente es la referida al derecho del acusado en juicio para "comuni-
carse con su defensor, sin que por ello se paralice la audiencia", lo que
amplia el derecho del acusado y lo ubica en el ámbito de una defensa
comunicativa ínmediata son su abogado que le asiste. Pero ello también
va a generar al menos dos medidas inmediatas a cargo del juzgador, pri-
mero, ordenar la forma en que está comunicación deba llevarse a cabo,
dada la distribución y ubicación de los sujetos de la relación procesal en
juicio, facilitando la comunicación cuando sea necesaria y sin perturbar
el desarrollo de la audiencia, pero respetando su ubicación procesal;
y segundo, en virtud del principio de igualdad procesal, conceder el
mismo derecho a la parte agraviada constituida como actor civil en el
juicio. Es necesario señala¡ que este nuevo juicio no es igual al que se
realiza,en sistemas jurídicos como el nortearnericano, pero permite que
el defensor se ubique al lado de su defendido.

Finalmente, sobre este tema, se establece que el derecho a la co-
municación con el defénsor concedido al acusado no se producirá cuan-
do éste preste su declaración o antes de responder a las preguntas que
se le formulen, lo que resulta coherente si se tiene en cuenta que el acu-
sado debe de contestar de manera libre y espontánea, aún cuando haya
concertado previamente con su defensor.
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rrr. DESARROLLO DELJUTCIO ORAL

1. LA CONCLUSIÓN ANTICIPADA DEL ruICIO ORAL

Se hata de uno de los mecanismos de abreviación o simplifica-
ción del proceso que prevé la nueva legislación procesal por la cual se
puede darpor culminado el juicio oral -y el proceso penal- si el acusado
admite ser el responsable del delito y asume la pena y la reparación ci_
vil formulada en la acusación fiscal. El efecto inmediato ., qu. no hay
debate contradictorio y se dicta la sentencia conformada dentro de las
cuarenta y ocho horas siguientes.tT

sin embargo, a la luz de lo dispuesto en el 
',t.372del 

nuevo
código procesal, esta simplificación del juicio presenta determinadas
características que pasamos a señalar:

a. corresponde al juez formular la pregunta de conformidad al acusa-
do, en el sentido de si esta de acuerdo con los términos de la acu-
sación, delito imputado, pedido de pena y de reparación civil que
formula el Fiscal. No habría impedimento para que el acusado o su
defenso¡ hicieran el pedido por escrito o de manera verbal al juez.

b. Ante la pregunta del juez, el acusado, previa consulta con su de-
fensor, podrá contestar afirmativamente, en cuyo caso, el juez de-
clarará la conclusión anticipada del juicio, no hay mas diligencias
y se dictará la sentencia dentro de las 4g horas siguientes, bajo
sanción de nulidad del juicio.

c. La ley posibilita que el acusado pueda conferencia¡ previamente
con el fiscal a fin de llegar a un acuerdo sobre lapena, suspendién-
dose la audienciapor breve término. con ello se busca lograr deter-
minada indulgencia en la pretensión punitiva del fiscal haciéndose
conocer si fuera el caso, en la continuación de la audiencia.

87 véase, en lo perrinente, el Acuerdo plenario N" 5-200g/cJ- I 16, sobre nuevos alcan_
ces de la conclusión anticipada, de I 8 de julio de ?00E.
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El procesado puede aceptar los hechos expuestos en la acusación,
pero puede expresar su disconformidad con la pena y/o con la
reparación civil, en cuyo caso, eljuez escuchará a las partes y si
se mantiene la contradicción, delimitará el debate a uno o ambos
extremos cuestionados, determinando la actuación probatoria.

Si fueren varios los acusados y sólo uno de ellos acepta esta con-
clusión anticipada, podrá resolverse en dicho extremo y conti-
nuarse con el juicio respecto de los demiis.

Como regla general, se acepta la conformidad en los términos del
acuerdo; sin embargo, existe el control de legalidad que el juzga-
dor debe hacer sobre el mismo. En tal sentido, si pese a la acepta-
ción de cargos, eljuez considera que el hecho no constituye delito o
existe caus¿r de eximente o atenuación de la responsabilidad penal,
dicta¡á la sentencia como corresponda. Resulta obvio qu" 

"i ¡.,",tiene una vínculacíón relativa con el acuerdo a que lleguen las par-
tes. El juez tampoco se encuentra vinculado de manera absoluta
con el extremo del acuerdo sobre lareparación civil (art. 372.4).La
vinculación absoluta, en el tema de conformidad, sólo esta referida
a los hechos, al sustrato fáctico de la acusación fiscal.

Debe señalarse que se trata de otro de los criterios de oportuni-
dad que regula el nuevo código bajo el ámbito del derecho pe-
nal premial precisamente, para evitar el juicio oral; de allí que
se establezca la llamada sentencia de conformidad al inicio de
la audiencia haciendo inviable su planteamiento en las sesiones
siguientes del juicio.

LAADMISIÓN NE NUEVA PRUEBA EN EL ruTCIO ORAL

Como regla general, se actuarán en el juicio oral las pruebas que
han sido admitidas por el juez en la etapa intermedia; se garantiza de
esa manera la vigencia de los principios de comunidad de la prueba y la
igualdad procesal, principalmente. Sin embargo, se prevé que las partes
podrán reiterar el ofrecimiento de pruebas que no fueron admitidos,
pero se requerirá de especial argumentación. es decir, el solicitante ten-

d.

e.

ob.

2.
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drálaposibilidad de replantea¡ su¡¡ fiurdamentos p¿ua que acepten sus
nedios probatorios anteriormente negados (art. 373.2).

El legislador ha querido ser muy amplio en el tema probatorio
dejando al juez del juicio la posibilidad de evaluar la admisión de las
pruebas que se actuarán ante él; sin embargo, este hecho, ar¡n cuando su
decisión sea inapelable, puede generar un nuevo debate snte las partes ,

y posibilitar la dilación del juicio, sobre todo en casos connplejos ó aoo-
de no han sido admitidos rur número.signifrcativo de medios probato-
rios. En todo caso, corresponderá al Juez-teniendo en cuenta lo resuelto
pr el juadela investiggción preparatoria sobre ege puoto- iii"iu" r",
terminos del debate y adrnitir solo las que ó<insidere pértinentes.

3, POSIBILIDAD DE AMPLIACIÓN OE CARGOS DE LA INCRTMI.
NACIÓN

El nuevo código procesal establece ra posibilidad de que el Fiscal
formule una acusación complernentaria durante el juicio oral. En primer
luga¡, se exige que incluya vn hecho mtevo o de una nuwa cira¿nstan-
cíano mencionada en su oportunidad lo que hace modifica¡ la califica-
ción jurídica. Si los hechos o la circunstancias nuevas apareseü corno
consecuencia de los debates orales en el juicio, no habría inconveniente
procesal alguno pues, precisamente, es el momenüo en qt¡e se conocen
las pruebas, se analizar¡ se relacionan con o[as, bajo los principios de

- contadicción e iünediación (art. 37 4.2).

El mismo artículo 374 tacrbién establece que si e[ juez áurante
la acüüdad prolatoria o al final de la misnia, observa la posibilidad de
una calificcción jnrídica que no ha sido considerada po; el Ministerio
Público, deberá advertir al Fiscal y al imputado, quienes se pronuncia-

fn e incluso podrrin ofrecer pruebas. Adiferencia de la legislación an-
ügua (vigentc en algunas sedesjudiciates) en donde eljuzlador puede
apartarse de los ténninos de la acusación y posibilitar la ampliación
del contadictorio ar¡r de oücio, en el nuevo codigo, si el Fiscal acoge
la observación hecha por el juez, podrá fomrular i¡ acr¡sación compli-
mentariq caso contra¡io, eljuicio seguirá su curso regular.
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4. EL ORDEN ENELEXAMEN DELAPRUEBA

El.legislador ha previsto un orden en el examen de la prueba en
juicio bajo ladirección del Juez; sin embargo, ras partes pueden interve-

l" rl tal decisión que, finalmente, corresponderá ar Juez. En efecto, el
juez "escuchando a las partes, decidiÉ el orden en que deben actuarsc
las declaraciones de los imputados, si fueran varios, y de los medios de
prueba admitidos" (aft 37 5.2).

El ¿rt.:3?5 también establece que el debate probatorio se iniciani
con a) el exameu del acr¡sado; b) ta actuación de los medios de prueba
admitidos; y c) la oralización dC los medios probatorios.

Ademiís, se establecen detenninadas reglas genéricas o modali-
dad en tales exiimenes. Así pues debemos señala¡ las siguientes:

a. El juez decide el orden en que deben de decrarar los acusados,
pero previamegte debe de escucha¡ la posición de las partes; lo
mismo ha¡áconlos otros medios de prueba que fueron admitidos.
Lo que significa que en esta fase inicial del juicio ras partes ya co-
nocen la secuencia de la actuación de la prueba y podran reforzar
su estrategia de intervención segrur su teoría del caso.

b. se innoduce el interrogatorio directo. En efecto, durante el juicio,
tanto el Fiscal como los defensores puede interrogar di¡ecta¡nente' a los órganos de prueba: acusados, testigos y peritos. Al juzgador
le correspondef el control de las preguntas (que sean pertinentes,

: ' .no capcios{ } sUeeridas) tal como lo establece el Código. .

c. El juzgador puede intervenir de oficio cuando ro considere nece-
sario a fin de que el Fiscal o los abogados de las partes hagan los
esclarecimientos que se les requiera. La ley procesal establece que
excepcionalmente podrá intervenirpara interrogar a los órganos
de prueba sólo cuando hubiera quedado alg'útr vacío (arr lll.q.
La interveución del juzgador es muy importante en sistema¡¡ pro-
cesales como el nuesto; nuesta justicia exige no sólo un debate
ente las partes en el juicio sino además, el debido esclarecimien-
to de 1o sucedido a fin de que se decida la inocencia o culpabi-
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lidad del acusado. En tal sentido, estimarlue el juez va a dejar
librado el esclarecimiento de los hechos imputados a lo que las

' partes discutan en el juicio, sin mayor intervención, -quiás ex-
cepcionalmente-, no se encontraría acorde con nuestra realidad,
ni el mismo sistema que se está implementando, ni con otras dis-
posiciones del mismo código, en donde la intervención del juez
es de oficio e incluso puede sobreseer el proceso; además, porque
no nos encontramos ante un jurado, sino ante un Juez que necesi-
ta adquirir la convicción necesaria para dictar sentencia.

5. EL EXAMEN DEL ACUSADO

Como se ha dicho, el acusado será la primera persona a interro-

Bar, si se rehusa a hablar el juez le hará saber que igualmente el juicio
continuará y se procederá a dar lectura a sus declaraciones anteriores.
El objeto del intenogatorio se centra en el conocimiento de las circuns-
tancias del caso, su contrastación con los otros elementos probatorios
que permitan al juzgador la formación de la convicción necesaria para
su decisión final; en el caso de sentencia condenatoria, será útil para la
determinación de la pena y la reparación civil.

El acusado responderá a las preguntas libremente, relatará los he-
chos, hará las aclaraciones y explic.aciones sobre su caso. La ley esta-
blece que las preguntas deben ser directas, claras, pertinentes y útiles;
no se admiten preguntas repetidas sobre aquello que el acusado yaha
declarado, salvo que se trate de una aclaración necesaria. Estrin prohibi-
das las preguntas capciosas, impertinentes y las de respuesta sugerida.

En este intenogatorio, como en los realizados a los otros órganos
de prueba la intervención judicial es importante a fin de controlar la
pertinencia, claridad y utilidad de las preguntas; en caso las observe,
deberá la parte procesal reformular la pregunta. En este último caso, no
resulta aconsejable que eljuez reconduzca o aclare la pregunta, pues se

entiende que la parte conoce el caso y está en mejor posición de for-
mular la pregunta. El juez también puede declarar inadmisible aquellas
preguntas prohibidas (art. 376.3).

187
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' se establece en el mismo art.376que el defensor der aü¡sado seráel último en proceder al interrogatorio dll acusado

Por último, tratándose de varios acusados serán examinados enel orden preestabrecido, incluso, como sucede en Ia legislación vigen_te, en forma separada, sea de oficio o a solicitud;. ü; ües, preci_siindose que en el caso de interrogatorio por separado, el juez deberáal final del mismo y en presenciá de todos, hacer una síntesis oral(pero que puede constar-pLr escrito) de los p.ii", ,¿" imlortantes delo dicho por cada uno dó elros, quíenes podrán (o sus afogaoos¡ ha_cer las aclaraciones o rectificaciones haciéndose'constaren acta (art.377)' Los aspectos mris importantes deben estar reiacionJáo, .on lo,hechos que se juzgan,sin que elro signiñqu. i",roou";;ü"nu cargasubjetiva en su determinación.

6. EL EXAMEN DE TESTIGOS Y PERITOS

El examen de ros testigos y de ros peritos presenta características quesobresalen a las que acfualmente .ono..*or; algunas de ellas son comunesy otas -como debes ser- también distintas. En cuanto a las características
comunes y previa verificación de los datos de identidad ¿e los menciona-
dos órganos de prueba, debemos señalar f* ,ig"irnt., f* ilrl,
a' Los,testigos y peritos prestan juramento o promesa de decir Iaveroao.

b' Los testigos y peritos son examinados en primer rugar por Ia parteque los ofreció y luego por las otras partes lcontraJxáen;.c. El testigo o perito expresará ra razónde sus informaciones y erorigen de su conocimiento.

d' si alguno de eilos ya no se acuerda de un hecho, se re puede leerparte de su interrogatorio anterior; iguarmente ,L p*.a.rá si sehace notar ra contradicción con su anterior declaración.
e' Las declaraciones o afirmaciones de los testigos o peritos pueden' ser confrontadas con otras decraraciones r,".ñur poi *iio, *ir.no.u otras personas.
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f. Los testigos y peritos pueden ser sometidosh un nuevo interroga-
torio en la audiencia, si la parte lo pide y lo autoriza el juez.

g. Si el testigo o perito no concurre a la audiencia, pese a ser debida-
mente citado, será conducido compulsivamente por la autoridad
policial por disposición del juez. Si no es localizado, el juicio
seguirá su curso prescindiéndose de dicha prueba (art. 379).

h. El juez puede disponer que determinado acusado no se encuentre
presente en la audiencia si existen elementos de juicio para temer
que el testigo o perito e incluso, otro acusado, no dirá la verdad
en su presencia. Culminada la declaración el acusado deberá co-
nocer lo que dijo el testigo o perito (art. 380).

i. Si el testigo o perito no puede concurrir a la sede judicial por
existir impedimento justificado, serán examinados donde se en-
cuentren, e incluso pueden utilizarse medios técnicos como la
video conferencia; ademas de posibilitarse la delegación de la di-
ligencia a otro juez, pero con intervención de las partes, pudiendo
utilizarse el video, la filmación o el audio.

j. El juez ejercerá la labor de control del intenogatorio y contrainte-
nogatorio a fin de evitar las preguntas capciosas o impertinentes.
Ademas, se establece que el juez cuidará que el interrogatorio
se realice sin presiones y sin ofender la dignidad de las personzrs

(art. 378.4).

En el caso específico de los testigos se deben de señalar las si-
guientes notas características :

a. Se examina al testigo bajo las mismas reglas del interrogatorio
del acusado.

b. Antes de declarar los testigos no podrán comunicarse entre sí;
tampoco deberiin ver, oír o ser informados de lo que ocurre en la
sala de audiencia.

c. Se prohíbe dar lectura de la declaración testimonial anierior si el
mismo testigo niega su testimonio en el juicio oral.

t89



190 E¡. lruEvo pRocEso pENAL

d. Trat¿lndose de testigo menor de 16 años, el interrogatorio estará
a cargo del juez, en base a las preguntas que formuren las par-
tes, aunque podrá ser interrogado por las partes si con ello no se
afecta su serenidad. También se autoriza la concurrencia de un
familiar o y/o de un psicólogo (art. 37g.3).

En el caso del examen de ros peritos habría que señalar que, iguar-
mente, la diligencia es dirigida poq el Juez:

a. se inicia el interrogatorio con la lectura resumida del contenido y, las conclusiones del dictamen pericial (realizada por el p"rronul
auxiliarjurisdiccional) pudiendo leerse, incluso, todo et dictamen
pericial;

b. se procederá al reconocimiento del dictamen por lo peritos;
c. se les pedirá que expliquen el procedimiento que han seguido;
d. Luego serán intenogados por las partes, conforme al orden esta_

blecido por el juez;

e. se prevé que los peritos puedan consultar documentos, notas y
publicaciones durante el desarrollo del examen; y

f. se establece también el debate pericial, cuando hubieren opinio-
nes discrepantes.

7. EL EXAMEN DE LA PRUEBA MATERIAL

La llamada prueba material es aquella que directa o indirectamen_
te se encuentra vinculada al hecho delictivo y que con fines de escla_
recimiento y comprensión sobre ro ocurrido deüe ser expuesta ante el
juzgador y analizadapor las partes.

_ El art. 382 (modificado) establece que son aquellos instrumentos
o efectos del delito, o los objetos o vestigios incauüdos o recogidos en
la escena del crimen o durante la investigación o incorporados con an-
terioridad al juicio oral, y siempre qre sea materiarmente posibte, serán
"exhibidos en el debate y podrán ser examinados por las iartes.,, En tal
sentido, dicho material probatorio (arma blanca, ,euolu"i carta, dinero.
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vestimenta, u otro instrumento u objeto) podrá*ser presentado tanto al
acusado, testigo como perito, con ocasión de su declaración o examen,
para que procedan a su reconocimiento y expliquen sobre ello.

LA ORALIZACIÓN DE LA PRUEBA DOCUMENTAL

La oralización de la prueba documental tiene por finalidad co-
nocer del contenido de determinados documentos con la finalidad de
análisis y debate por las partes y, naturarmente, para que el.juzgador
vaya formando convicción sobre el mismo. No se tr-ata de una simple
"lectura de piezas".

No toda la documentación existente en el expediente será objeto
de lectura y debate, pues sólo se han de examinaraquellas que hayan
sido admitidas en la fase intermedia.

El nuevo código procesal en el artículo 3g3.2, prohrbe oraliza¡ los
documentos o actas que se refieren a la prueba actuada en el juicio oral;
incluso, se establece que aquellos documentos o actas que pretendan ser
innoducidos a la audiencia mediante su lech¡ra no tendr¡án valor, lo que
resulta coherente con la admisión previa de las pruebas. En cambio, tarati-
varnente se establece (art. 383.1) que se podrrin incorporar para su lectura;

a. Las actas que contienen la prueba anticipada.

b. La denuncia, la prueba documental o de informes, las certifica-
ciones o constataciones.

c. Los informes o dictámenes periciales; las actas de debate pericial,
con intervención de las partes o con su debido emplazamiento, y
cuando el perito no haya concurrido al juicio oral.

d. Los dict¿ímenes producidos por comisión, exhorto o informe.

e. Las declaraciones testimoniales actuadas por exhorto.

f. Las declaraciones prestadas ante el fiscal, con la concurrencia
o emplazamiento debido de las partes, cuando er declarante no
pueda concurrir a juicio por fallecimiento, enfermedad, ausencia
del lugar de residencia, desconocimiento de su paradero. o causa
independiente a la voluntad de las panes.



t92 El Nuevo pRocEso pENAL

g. Las actas levantadas por la policía o por el Juez de ra"Investiga-
ción Preparatoria que contienen diligencias objetivas e irreprodu-
cibles (actas de detención, reconocimiento, registro, inspección,
revisión, pesaje, hallazgo, incautación, allanamiento y otras).

cada una de las partes pedirá al juzgador que disponga la lectura
del documento escrito o visual para proceder a su análisis, luego de lo
cual podrá hacer lo propio la parte contraria. Por ello es que el legis-
lador ha señalado que la oralización incluye "además del pedido de
lectura, el de que se escuche o vea la parte pertinente del documento o
acta." (art. 383.3) Las normas de procedimiento se pueden resumir en
las siguientes:

a. Laoralización se realizaúcuando indistintamente lapida el fiscal
y el defensor, pero se sigue en orden y bajo la dirección deljuzga-
dor. La inicia el fiscal, sigue el defensor del actor civil, del tercero
civil responsable y al final, el defensor del acusado.

b. La parte que pide la oralización debe de indicar el documento y
expresará oralmente lo que considere útil o importante para su
pretensión o como dice la ley se "destacará el significado proba-
torio que considere útil". si el documento (informe o grabación)
es muy amplio se podrá disponer de su lectura o conocimiento
parcial.

c. También se establece que los videos, sonidos o soporte informá-
tico podriin ser reproducidos según su forma habitual.

d. unavezconcluida la oralización, el juez concederá la palabra a las
partes a fin de que se pronuncien sobre su contenido, lo que, en el
fondo constituye el análisis que hace sobre la prueba actuada.

e. se prohíbe la oralización de los documentos o actas que se refie-
ran a la prueba actuada enjuicio ni a la actuación de ésta. También
se establece que todo documento o acta que pretenda introducirse
al juicio mediante su lectura carece de valor (art. 3g3.2).

culminados los pedidos de oralización del fiscar, se procederá
igualmente con los que ofrezca cada uno de los defensores, a cuyo tér-
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mino de exposición seguirá la del fiscal y las otfas partes. En el mismo
contexto, si el fiscal no pide la oralización de prueba no significa que
no pueda comentar o analizar lo que se oralice a pedido del defensor
del acusado.

La oralización de la prueba documental para casos complejos
puede torna¡se muy extensa pero igualmente constifuye garantía propia
del debate y necesaria para formar en el juez la convicción necesaria
para su decisión final.

9. LA PRUEBA DE OFICIO

El nuevo código también considera que puede ser importante para
conocer debidamente los hechos en el juicio oral la actuación de prue-
bas de oficio. Estas posibilidades de decisión propia del juez del juicio,
si bien se aleja del sistema propiamente acusatorio (consecuentemente
constituye un rezago del sistema anterior) permite al juzgador, excep-
cionalmente, decidir la realización de pruebas no pedidas por las partes.
En tal sentido, se prevé que de oficio o a pedido de parte, eljuzgador
puede ordenar la realización de una inspección (técnico judicial) o una
reconstrucción, cuando no se halla realizado en la etapa de investiga-
ción preparatoria o cuando esta resultara manifiestamente insuficiente;
para ello se requiere el previo debate de las partes.

De otro lado, una vez culminada la actuación de la prueba y de
manera excepcional, el juez podrá, de oficio o a pedido de las partes,
la actuación de nuevos medios probatorios si "en el curso del debate
resultasen indispensables o manifiestamente útiles para esclarecer la
verdad". Lo que nos p¿uece de suma importancia si se tiene en cuenta
que el nuevo proceso no es uno de partes sino bajo la dirección e inter-
vención del juzgador, quien en este extremo cuidará de no reemplazar
la actuación de las partes (art. 385.2). Es necesario señalar que en este
último caso la ley no exige del juez que previamente escuche a las
partes, pudiendo pedir su opinión o tomar tal decisión sin ella. La ley
agrega que Ia resolución que emita en ambos casos no es impugnable
(art.385.3)
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IO. LOSALEGATOSFINALES

El análisis sobre los hechos materia de la acusación y sobre los as-
pectos probatorios y jurídicos de todo lo actuado en la audiencia cones-
ponde a las partes y se le conoce tadicionalmente como los alegatos

finales o dentro de las técnicas de intervención oral sería el alegato de
claustra. Se trata del momento culminante del contradictorio donde el

'fiscal, el actor civil, el tercero civil responsable y el defensor del acusa-
do van a sustentar sus pretensiones acusatorias y absolutorias buscando
generar en el juzgador la convicción necesaria para su decisión final.

El alegato debe de inspirarse en los principios de libertad, justicia
e igualdad, pero además, debe ser ordenado (exordio, argumentación y
epílogo), sencillo, expresado con claridad, breve, lógico, práctico, ético
y hasta ingenioso.Es

Adiferencia de la legislación antigua, el nuevo Código (art. 386 -
391) hace algunas precisiones y nuevas facultades a las partes así como
aljuzgador.

a. El orden a seguir en los alegatos es como se ha señalado: primero
el fiscal, luego el actor civil, el tercero civil, el defensor del acusado

y se agrega la autodefensa del propio acusado, si considera necesa-

rio. Si está presente el agraviado, podrá tener el mismo derecho de

alegación, pero el acusado siempre será el último en declarar.

b. Las partes no podrán leer escritos, pero si podrrin utilizar apuntes,

notas, incluso emplear gráficos o ayudas audiovisuales para una

mejor ilustración al Juez.

c. El juzgador fijará el tiempo prudencial a las partes para la expo-
sición de los alegatos, atendiendo a la naturaleza y complejidad
del caso (número de delitos de acusados o agraviados), pudiendo
llamarles la atención cuando se trate de manifiesto abuso de la
palabra e incluso, podrá fijar un tiempo límite.

d. Constituye regla que al finalizar el alegato, el orador debe de ex-
presar sus conclusiones de modo concreto, es decir, si se pide la

88 Véase mi .Vlanual de Derecho Procesal Penal,cítado, p. 601.
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condena, la pena y reparación civil, o laabsolución o reducción
de la pena pedida por el acusador, o la determinación del monto
de la reparación civil, por ejemplo.

No se exige que las conclusiones de las partes se presenten por esoito.

El Fiscal en su alegato mantendrá su acusación escrita si los car-
gos de imputación se han corroborado; pedirá la adecuación de
la pena, si han surgido nuevos elementos de juicio que permitan
aumentar o disminuir la pena y reparación civil; podrá pedir la
imposición de una medida de seguridad.

El Fiscal también podrá retírar la acusació,n en caso de que los
cargos formulados contra el acusado se hayan desvirtuado en el
jücio (art. 387.4). El jqez puede expresar su acuerdo o disconfor-
midad, elev:indose la ionsulta, en este caso, al superior inmedia-
to. La decisión de éste vincula al fiscal inferior y al juez.

El alegato del actor civil centrará su alegato en la cuantía de la
indemnización, pidiendo la restitución del bien o su valor. Puede
analizar y esclarecer las circunstancias del hecho delictivo para
sustentar su pretensión civil, pero se le prohíbe expresamente
calificar el delito (art. 388). La ley posibilita que el agraviado
pueda hacer uso de la palabra, si está presente en la audiencia
(art. 386.3).

El alegato del defensor tercero civil responsable podrá analizar
el hecho delictivo, cuestionar el daño o su magnitud, o negar la
responsabilidad civil solidaria o el monto de la reparación civil
peticionada (art. 389).

El alegato del defensor del acusado deberá centrase en el aná-
lisis de los argumentos de imputación, de las pruebas actuadas,
Ia responsabilidad penal, grado de participación atribuida a su
patrocinado, la pena y la reparación civil. Concluirá pidiendo la
absolución del acusado, la atenuación de la pena u otro pedido
que pueda favorecer a su patrocinado (art. 390).

En cuanto a la autodefe¡rsa del acusado, se establece que se le
concederá la palabra al finalizar el alegato de su defensor a fin

oD'

h.

j.

k.



El ¡¡uevo PRocEso PENAL

de que exponga lo que estime conveniente a su defeisa; es el

derecho alaúltima palabra del acusado antes de conocerse la

sentencia. De ser el caso, se le limitará el tiempo de exposición
(art. 391).

IV. TÉCNICAS DE INTERVENCIÓN ORAL

1. INTRODUCCIÓN

El juicio oral es la fase más importante del proceso penal y don-

de las partes acreditadas. Fiscal y defensores van a tatar de lograr la
convicción deljuzgador, para que decida sobre sus pretensiones sancio-

natorias o exculpatorias, a través de la exposición de los hechos, el ofre-
cimiento de pruebas y el análisis jurídico que hagan sobre las mismas,

resaltándose su poder de intervención oral y convencimiento.

El proceso penal penrano -sobre todo el nuevo proceso- exige

desde la postura del Fiscal y del defensor, la elaboración del caso, de su

caso, a fin de alcatuar el éxito en su infenrención procesal haciendo uso

de conocimiento, destrezas y habilidades para convencer al juzgador

sobre la responsabilidad o inocencia del acusado.

Como se puede apreciar, el caso penal relaciona determinados

elementos básicos en todo proceso: los hechos y las pruebas, a los que

se añaden los aspectos jurídicos y determinadas técnicas de interven-
ción oral. Se trata entonces de una actividad propia de las partes en

el proceso penal que se manifiesta a plenitud en el juicio oral, pero

que aparece con menos intensidad desde la investigación y audien-

cias preliminares. El elemento fáctico permite conocer e identificar
los hechos y sus aspectos más relevantes de tal manera que sustente

el planteamiento jurídico; comprende las circunstancias propias del

caso, la participación de las personas, el lugar- el tiempo, los me-

tiios utilizados, los efectos de la acción, las condiciones personales

del acusado o de los testigos, principalmente. El elemento jurídico

no es sino la adecuación técnica jurídica de los hechos en las le1'.es

196
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penales y procesales; y el elemento probatoriJ que permite al fiscal
o la parte sustentar los elementos flícticos y los eiementos jurídicos a
fin de lograr su objetivo centrar en el juicio: probar la culjabilidad o
inocencia del acusado.

2. TEORÍA DEL CASO. CONCEPTO

El centro de la teoría del caso son los hechos y la actividad pro-
batoria, y comprende además su planeamiento, ,u.luboru"ión, ra in-
tervención oral, el interrogatorio y el contrainterrogatorio, así como
los alegatos de apertura y clausura para Decesrno GóNzÁr_ez, la teoría
del caso es una construcción teórica de tres niyeles (urídico, f,ictico y
probatorio), que le permiten al litigante organizar lólicamente los ele-
mentos con que presentará su caso al juzgador. ..Se trata de un conjunto
de hechos (teoría fáctica) que se reconstruyen a través de la prueba
(teoria probatoria) y se subsumen dentro de las normas jurídicas que se
consideran aplicables al caso (teoría jurídica), de modo que los hechos
puedan ser probados en juicio.,'te

son las partes las que presentan su teoría del caso al juez a fin
de que éste adopte alguna de ellas. como bien lo señala Berrerueu y
Duce la teoría del caso "es un ángulo desde el cual es posible ver toda
la prueba" y en donde se destaca precisamente el profesionalismo del
litigante para ofrecer a los jueces la mejor teoría del caso posible dada
la prueba disponible.eo

La teoría del caso aparece entonces como una estrategia o diseño
necesario que hace el Fiscal o el defensor sobre los hechos que van a
presentar y probar durante el juicio oral de manera clara, conducente
y con fundamentación jurídica. De allí la necesidad de que las partes
aludidas antes de ir a juicio oral hagan de su caso toda una estategia

fegrsrlo coNzÁr-ee, Alejandro, Er contrainterrogatorio,comribros y cfa. Limita-
da, lvledellín, Colombia, año 2005, p.2.
B.rrr.L.'rex, Andrés y Duce, rvfauricio, Lirigación oral juicio orar y prueba,Editoriar
Alternativas, Lima 2005, p. 102.
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de intervención, !a misma que ha de ir perfeccionándose o adecrÉndose

durante el transcurso dei juicio oral, En caso contrario, las posibilidades

de éxito se alejarán.er

También se ha definido como el plan o visión que tiene cada parte

sobre los hechos que van a probar; es la historia que el abogado quiere que

acepte eljuzgadoi sobre los hechos ocurridos.e Se puede decir entonces

qu, tu teo¡a ¿el caso'oes el planteamiento que la acusación o la defensa

úace sobre los hechos penalmente relevantes, las pruebas que lo susten-

tan y los fundamentos juridicos que lo apoyan. Se presenta en el alegato

iniciat como una historia que reconstruye los hechos con propósitos per-

suasivos hacia el juzgador. Esta historia persuasiva contiene escenarios,

personajes y sentimie-ntos que acompañan toda conducta humana''r3

3. IMPORTANCIAY UTILIDAD

La teoría del caso es de suma importancia para el fiscal como

para el defensor, pues para el primero significará poder explicar los he-

.ho, y fundamentar jurídicamente su pretensión punitiva por el delito

inconido; para el clefensor, su explicación y fundamentación jurídica

se centraríen lograr a favor de su patrocinado la absolución o en la dis-

minución de su responsabilidad penal. Conforrne a la sustentación que

hagan las partes, 
"f¡u", 

adoptará una de las posiciones a fin de dictar

la sentencia.

Como lo señala Buurlco SuÁnsz, el juicio oral es el escenario don-

de compiten relatos alternativos que intentan explicar, fundamentar y

sostenei una determinada pretensión de culpabilidad o inocencia' "Esta

competencia de relatos discune sobre el eje de la inmediación, esto es,

9l D*d" una postura de la defensa véase Meurr, Thomas, F.studios de Técnicas de Liti-

gación,Táucción de Karen venrura saavedr4 supervisado por Luis Reyna Alfaro,

Jurista Editores, Lima 2007' p. l9 y ss'

Véase Peñ¡ Goxz,rues, Oscar, Técnicas de Litigación oral' APECC' Lima 200E' p'

144 y ss.

Véase necesariamente Técnicas cel Juicio oral en el Sistema Penal de Nuevo León'

Programa de Divulgación. \',onterrey, 2C0a' p' 6E'

o?
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los relatos son realizados directamente ante qui"en tiene la atribución y

función de dirimir el conflicto en$e partes, o dicho de otra forma, el

conflicto de relatos entre partes'"ea

Además de ello, la teoría del caso es úti1e5 para las partes pues

pennite a) planificar y organizar el alegato de apertura; b) organizar

ia prueba que sustente su posición en el juicio, en cuanto al orden de

su presentación, su importancia e impacto; c) conocer y elaborar es-

tategias respecto de los órganos de prueba presentados por la parte

conJuria, atendiendo a sus fortalezasy debilidades; d) preparar el con-

tainterrogatorio; e) analizar la estrategia de la parte contraria; formular

objeciones durante eljuicio; y f) preparar el alegato de clausura.

Cnpirwolll:Lnst@ 199

4. CARACTERÍSTICAS

Además de las notas distintivas señaladas, la teoría del caso pre-

senta determinadas características destacadas por la doctrina:eó e7

b.

Debe ser única y creíble, es decir, debe plantearse una sola ver-

sión sobre el caso. Cambiar la estrategia sobre los hechos debilita

ia posición de la parte, pues la teoría del caso exige coherencia en

la explicación de los hechos que se presenta. Además, la versión

q.r" ,. plantea debe ser creíble por sí misma; la verosimilitud es

importante en la búsqueda de convencimiento del juzgador'

Debe ser lógica, sencilla y flexible, es decir, se exige coherencia

lógica de los hechos que se afirman con los aspectos jurídicos;

exlp¡caaa con la *uyot claridad o sencillez, evitando el uso de

t4 B*_* s*-*, Rafael y otros, Litigación Estatégica en el nuevo proceso penal,

Lexis Nexis, l' edición, Santiago de Chile, 2005'p' 17 '
95
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Peñr Goxz.rles,. O., citado, P. 148.

Nevn .r Fron¡s , José, Mamtai de iu:gamiento, prueba y litigación oral en e,l nuevo me
-drio 

prorrrot prnoi, Código pircelal penal. Manuales Operativos, publicación de la

Acaáemia de ia \lagistratir4 Lim4 2OA7 , p'40' PEÑA CoNze'rrs' O'' citado' p' 148'

Véase también Br-¡xco SuÁaez, R., Litigaitón eslratégica en el nuevo praces-a penal,

.iiuJo, p. lg y ss. El citado autor se señala como características: a) única; b) autosu'

ficienre: c) verosÍmil; y d) asociada a un valor y/o bien juridicamente relevante'
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los tecnicismos legales; y, además, el caso debe planteawe posi-

bilitando su adecuación conforme al desarrollo del juicio sin que

ello signifique un cambio total que afecte la credibilidad de lo
expuesto.

Debe esta¡ sustentada jurídicamente, tanto desde la perspectiva

del fiscal como del defensor, adecuando los hechos a la norrnati-
vidad penal y procesal vigente.

CONSTRUCCIÓN DE LA TEORÍA DEL C¡\SO

La teoría del caso debe ser elaborada de manera tal que permita
alcat:a:ar los objetivos trazados por el fiscal o el defensor. En tal sentido,

ha que tener en cuenta los siguientes aspectos:

a. La elaboración de l¿-s proposiciones fácticas. Para BeRcueN, en

el juicio oral se puede probar o refutar ciertas teorías jurídicas y
éstas son abstracciones que estan distanciadas "un par de pasos"

de la evidencia. El autor identifica la teoría jurídica con los ele-

mentos del tipo penal, que no son proposiciones demostrables,

por ejemplo, los elementos del delito de robo o fraude; los hechr¡s

que se afirman o exponen deben de adecuarse a cada elemen-

to. De allí que para el profesor BencvnN la proposición factica
"es una afirmación de hecho que satisface un elemento legal'88 y
pueden existir varias proposiciones fácticas respecto de un solo

elemento legal; que, como dice BavrelMeNe si el juez las cree,

tiende a satisfacer un elemento de la teoría jurídica.

b. . Agrega B¡vreluex que "es un elemento legal reformulado en

un lenguaje corriente, que se remite a experiencias concretas del

caso, sobre las que un testigo sí puede declarar. Por consiguiente
el relato de nuestros testigos determinan finalmente el contenido
de las proposiciones iácticas, alavezque las proposiciones fácti-
cas deben estar contenidas en el relato de los testigos." Cada una

Benor"rrN, Paul, La De¡ensa en juicio, La defensa penul y la oralidad,2'edición,
Editorial .A,beledo-Perrot, publicado en cspañol. Argentin4 1989, p. 23.

B.ry-rruveN, A., c¡tado, sigr.¡is.¿a a Br.ncsrrs, p. 97.

9E
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c.

6.

de las partes elabora sus proposiciones fádticas o hechos relevan-

tes y es sobre estas proposiciones que recae la prueba.

La determinación de los medios de prueba mas idóneos para de-

mostrar la adecuación de los hechos a las disposiciones penales o

procesales (testimoniales, periciales, documentales, etc.) se debe

áe anticipar a los cuestionamientos que pudiera hacer la parte

contraria sobre la prueba que se ofrece; también se deberá tener

en cuenta las pruebas ofrecidas por la contraparte a fin de fijar su

estrategia de interrogatorio o contraintenogatorio. La ida central

es pro6ar los hechos o proposiciones f;icticas mediante medios

mas idóneos que p€rmitan formar convicción en el juzgador'

La construcción del relato se hace sobre la base de las proposi-

ciones fácticas sustentadas con los medios de prueba, de manera

lógica, clara, creíble, fersuasiva, con seguridad y convicción de

quien expone.

ESTRATEGIAS PARA LA COMLINICACIÓ}.I. LAS TÉCNICAS DE

INTERVENCIÓN ORAL

La parte más importante en la teoría del caso se manifiesta en las

intervenciones orales que hace el fiscal y el defensor durante el inicio,

á"surrotto y culminación del juicio oral. Constituyen elementos claves

en el éxito áe la intervención el conocimiento del caso a sustentar, el con-

vencimiento total de Io que se va a sostener y la segUridad manifestada

en cada una de las diligencias probatorias que se desarrollan en eljuicio

oial, 1a preparación 6trutégi"u para cada examen de testigos y peritos

y tambi3n iara el conkaexamen, la exposición clara, técnica, jurídica y

conuin."ni. que se hace ante el órganojurisdiccional sentenciador'

7. ELALEGATO DEAPERTURA

El alegato de apertura constituye la primera intervención oral que

conesponde al fiscal y los defensores sobre la teoría del caso que pre-

sentan ante el órgano jurisdiccional con la finalidad de hacer conocer

sus posiciones y pretensiones. Este alegato comprende la exposición

F
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resumida de los hechos, las pruebas que lo sustentan y lo qudse espera
al final del juicio.

El a¡t. 371o.2 del nuevo código procesar penalestablece el alegato
o intervención de apertura del juicio oral. señala que una vez instalada
la audiencia, "el Fiscal expondrá resumidamente los hechos objeto de
la acusación, la calificación jurídica y las pruebas que ofreció y fueron
admitidas. Posteriormente, en su orden, los abogados del actor civil y
del tercero civil expondrán concisamente sus pretensiones y las pruebas
ofrecidas y admitidas. Finalmente, el defensor d.el acusado expondrá
brevemente sus argumentos de defensa y las pruebas de descargo ofre-
cidas y admitidas."

Ha de tenerse en cuenta que el juez del juicio recién va a escu-
char a las partes acerca del caso y se requiere que las partes logren su
máxima atención. El Fiscal y los defensores, cada uno en su momento
harán una breve introducción del caso, para presentar el hecho, el delito
y la persona imputada, de manera genérica; luego, se debe hacer una
exposición de hechos de manera clara, creíble y coherente, precisando
las pruebas y los fundamentos jurídicos, cuidando de no expresar opi-
niones o valoraciones técnicas, menos definiciones finales, que deben
presentarse en el alegato de clausura. El alegato de apertura culminará
con la pretensión acusatoria del fiscal, consistente en la responsabilidad
del acusado y las propuestas de penay reparación civil y las que presen-
ten los defensores según su posición.100

EL EXAMEN O INTERROGATORIO DIRECTO

El examen o interrogatorio directo es la revisión en el juicio oral
de los testigos que la propia parte presenta (sea acusado, víctima o tes-
tigo) a fin de desanollar el relato que permita comprobar las proposi-
ciones fácticas y el éxito de Ia teoría del caso. se busca extraer de las
declaraciones la información necesaria para const¡uir la historia o parte

100 La estructura del alegato de apertura puede ser: a) introducción: b) presentación de
hechos e identificación de las personas; c) argumentación jurídica; v á) co¡clusiones.
Véase Peñ¡ Gosz¡¡_Es. O.. citado, p. 167 y ss.
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de la mismar'r o como señala BeRcueN es la püncipal oportunidad que
uno tiene paÍa n¿urar su historia.to2

Para Fovre¡rer, el interrogatorio directo es aquel que efectua el
abogado que presentaal testigo, con elpropósito de establecero aportar
prueba sobre alguna de sus alegacionesr'3. Naturalmente ello requiere
la preparación previa para el examen del testigo, resultando de utilidad
escuchar de ellos todo cuanto tienen que decir sobre el caso y ademiás
explicarles la importancia de su testimonio.roa

Asimismo, el mismo Julio Fo¡rnNsr ha identificado diez reglas o
mandamientos para tener en cuenta en los casos de intenogatorio directo:

l. Acreditación del testigo, a fin de que el juez conozca quien es el
testigo, formulando preguntas a fin de saber su nombre, profesión
u oficio, estado civil, familia, religión, principalmente.

2. Sencillez en la formulación de las preguntas como en las respues-
. tas del testigo. En tal sentido, las preguntas y respuestas deben ser

concretas, puntuales, claras y de fácil comprensión, tratando de
simplificar el testimonio pericial y evitando preguntas extensas o
compuestas así como el empleo de las conjunciones (.!"..o,,)

3. utilizar preguntas de transición y orientación, que ayudan al testi-
go a recordar y reconstruir su testimonio, así como ayuda al juez en
el proceso mental de recordar y entender el interrogatorio directo.

4. Descripción de los lugares donde han acontecido los hechos que
puede ser desconocido para el juzgador, permitiéndole una mejor
ubicación del lugar donde ocurrieron los hechos que dan lugar al

l0l
t02
t03

104

BerrELrrrN, A., Litigación Peaal citado, p. I10.
BEncv¡x, P. La defensa enjuicio,citado, p. 57.
véase también Áxau¡.o An¡,N1, Pedro. El'interrogatorio de testigos en el nuevo pro-
ceso penal,2'Edición, Gaceta Jurídica, Lim4 200g.
Fo¡rmxsr M.rLooreoo, lulio, principios y Técnicas de Ia práctica Forense,Jurídica
Editores, Segunda edición, Puerto Rico, año 2000, p. 2. Agrega el autor que con
relación a sus particularidades como testigos, es important. cono.., su vocabula-
rio, su trasfondo y prestar especial atención a su apariencia (...) Es muy ¡mportante
practicar con el testigo cuales van a ser las preguntas que se le van a haccr, 

"rí "o*oaquéllas que con toda probabilidad re hará el abogado de ra parte contraria; p. i.
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juicio. La descripción puede comprender: iluminacióri personas,

sonidos, distancias, tiempo, conocimiento previo, pudiéndose uti-
lizar fotografias, mapas e incluso el testigo mismo puede ilustrar
mejor su dicho con dibujos u oto medio útil.

Controla¡ el ritno del examen directo, porque el testimonio del

declarante debe ser escuchado con detenimiento por el juez; si es

ameno e interesante seguro que será atendida por el juez. Es obli-
gación del defensor lograr el ritmo adecuado del examen abar-

, cando los aspectos del testimonio que le son útiles. sin apres'.ra-

mientos; salvo que lo que diga el testigo pueda ser perjudicia!, en

cuyo c¿rso podrá agiliz-ar el ritmo del examen directo.

No hacer preguntas sugestivas, que,es aquella que hace una ase-

veración en la cual el testigo acepta o rechaza la misma. Estas

preguntas revelan t¡na mala preparación del caso.

¿Anunciar debilidades? El autor se pregunta si se deberá presen-

tar la evidencia adversa de un testigo durante el interrogatorio
directo? Y sostiene que se deberá hacer si se sabe que la par-

te contraria lo presentará durante su containterrogatorio o en

su turno de prueba. Pero además, la respuesta dependerá de dos

elementos importantes: la naturaleza del dato o informacién que

pueda conocer la parte contraria; y conocer al abogado de la otra

parte, pues resulta importante y útil conocer al adversario, su ca-

pacidad, habilidad, su reputación de diligente o riguroso, lo que

nos permitirá pensar que con mucha probabilidad conoce o ha

tenido acceso al hecho adverso. Si la respuesta es afirmativa de

alguna de las intenogantes entonces debe presentarse la prueba.

Escuchar la respuesta del testigo prestiindole la atención del caso,

incluso invitandolo a que suba el tono de su voz si responde con

voz muy baja. También el abogado le puede solicitar al testigo
que hable más pausadamente y que trate de hablar con claridad.

La atención a las respuestas del lestigo es importante también
para sustentar posición respecto de las objeciones o la reformula-
ción de su pregunta.

5.

6.

7.

8.
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La posición del abogado es parecida a ldde un "director" en el
examen directo pero sin quitarle atención al testigo. El abogado
debe tener un formulario, bosquejo o esquema de lo que va a pre-
guntar, no siendo aconsejable tener escritas todas las preguntas
que se hanín a un testigo. De esta manera el defensor tendrá m¡is
posibilidades de atender directamente al testigo y evitará que se
incurra en error al leer las preguntas.

El interrogatorio debe ser organizado, debe seguir un orden crono-
lógico, desde el inicio de los hechos a fin de destacar los aspectos
medulares del testimonio incluyéndose al final el reconocimiento
o no de la persona acusada (final climático).

El mismo autor, sugierg seguir el siguiente formato en el interro-
gatorio directo:ros

a. Preguntas de acreditación.

b. Preguntas introductorias.

c. Narración principal.

d. Preguntas desuiptivas.

e. Presentación de evidencias.

f. Corroboración.

g. Final climático.

EL CONTRAEXAMEN O CONTRAINTERR.OGATORIO

El contraexamen es el interrogatorio que se hace al testigo ofre-
cido por la parte contraria y que exige al litigante tener un contol del
testigo porque necesita superponer su propia teoría del caso a ese testi-
monio, una versión a la que el testigo es naturalmente reticente.loó

ForrnNrr, 1., Principios y técnicas de la prácticaforense, citado, p. 27 y ss.
BryrELrr.r,x, A., Litigación Penal, citado, p. 152.

10.

9.
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Drc¡srnodistingueelcontraintenogatorioformalye]rmaterial,
el primero cuando se intenoga a un testigo Por una parte que no es la

que hizo el intenogatorio directo; y en sentido material, es una facetla de

Ia práctica a. tu p*eia testimonial en la cual la parte o sujeto procesal

afectadoconeltestimoniotienelaoportunidaddeconüovertirlodirec-
tamente examinándoioL.ar et punio de vista de sus intereses.rol

Debeseñalarsequeelcontraexamenestálimitadoaaquellasáreas
establecidas en el intJttágutorio directo y todas aquellas relacionadas

con la creclibilidad i.iá".i*unte. Para Fo¡ir-'r¡¡sr el conlraexamen tiene

lossiguientesobjetivos'rosu¡aportarelementospositivosalcaso;b)
destaca¡ aspectos n"guriuot ¿et óaso de la parte contraria; y c) impugnar

la credibiliáad del testigo de la parte contrana'

Para BnYrelv.lN hay

contraexamen:loe

cinco objetivos Posibles Para el

a.Desacreditaraltestigo,cuestionandosucredibilidadpersonal'su
valor como fu;;t; L información. Puede centrarse en el interés

del testigo Y su conducta Previa'

b. Desacreditar el testimonio' es decir' no se ataca a la persona en sí'

sino a su ¿i"to,-!.;;.; árc.* la credibilidad del testimonio, de

la afirmació";r;;. ;".e que puede estar viciada por determinadas

característic"J p.r*"¡es o circunstancias extemas, por ej emplo'

por la miopia, ü-'o'¿ttu' la oscuridad' la distancia' el ruido'

c.Acreditarnuestraspropiasproposicionesfácticas,lograndodel
testigo ¿. r" 

"ir" 
purt. q.r"-r. á¡r*"n nuestras proposiciones o

,orróbor. los hechos que se sostienen'

d.Acreditarpruebamaterialpropia,esdecir,fortalecernuestraprue.
ba ofrecida meJiunte la dáchración der testigo de ra contraparte.

e. Obtener inconsistencias con otras pruebut g1la. contraparte' es

decir, ,i ., fo^g* o;1;;.t inconsistJncias o debilidades del testi

moniosedañaalapartecontrarra,sefavorecenuestraposición.

|o7Dec¡srRoGolzÁuez,A.,Elcontrainler.rogatorio,citado,p'1.
108 FoNtrNm, l, f ,n'í)iot y técnicas de ta prá.cticaforense' citado' p' ll8 y ss'

ióS Bet'rerll.lN, A.,Litigación Pencrl' citado' p'159'
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Naturalmente el éxito del contraintenogatorio dependerá de mu-
chos factores pero, principalmente, del conocimiento áe los hechos y
de las habilidades para intervenir oralmente. Las preguntas sugestivas
(aquellas que contienen la respuesta,.donde el sujeto sólo puedeiespon-
der sí o no) son el arma principal que tiene el contraintenogado para
cumplir los fines de esta intervención, pues permite que éste controle
las respuestas del conFainterrogado. se requiere.onot* exactamente
los puntos débiles del testigo y su testimonio, saber como confrontarlos,
que tipo de preguntas formular -las sugestivas-, tener dominio sobre el
testigo y saber cuando y como terminar el contraexamen.no

IO. LAS OB.IECIONES

Las objeciones son los cuestionamientos que las partes hacen du-
rante el desanollo deljuicio por alguna intervención, ei tipo de pregun-
tas o la actividad de la contraparte que afecta su posición ó el desanollo
del juicio oral. También se afirma que son aquellos problemas o cues-
tiones que se pueden llamar incidentes; entonces, las objeciones ..son

incidentes que al presentarse en el contexto de unjuicio óral tienen un
formato mucho más desformalizado, pues están regidos simplemente
por la lógica del debate."rrr

Las objeciones se manifiestan, principalmente, en el rámbito de la
formulación de las preguntas que afectan a la contraparte. por ello, se
debe de plantear adecuadamente teniendo en cuenta determinadas re-
glas: a) debe actuarse nápidamente, en el momento que surge la mácula
de la inadmisibilidad, antes de que eltestigo responda; b) débe actuarse
con profesionalidad, poniéndose de pie para plante ar su objeción y ex,
pcner sus fundamentos; c) se debe conocer al juez o tribunal en cuanto
a estos temas y de sus exigencias para estar en condiciones de formular

ll0 Técnicas del Juicio oral en el Sistema penal de Nuevo León, citado, p. 156. También
se señalan cinco objetivos: a) atacar la credibilidad personal del testigo; 2) atacar la
credibilidad del testimonio; 3) obtener que el testimonio apoye, aún parciálmente la
teoria del caso del contrainterrogador; d) sacar a relucir lo que el testigo no dijo; y e)
hacer puntos para el alegato de conclusión.
BewEur"r.rs. A., Litigación Penal, cítado. p. lB5.lil
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lad objeciones; d) objetar cuando sea necesario y no en todoslos casos;
e) conocer el derecho de la prueba, pues no es necesario identificar la
objeción, sino explicar el fundamento que la hace inadmisible; f) prever
los incidentes objetables, lo que exige conoce cabalmente nuestro caso
y de la parte contraria; entre otras.rl2

B¡rrel¡,r¡¡¡ enseña que tipo de preguntas pueden ser objetables:

a. Las preguntas sugestivas, que son aquellas que sugiere o fuerza el
contenido de la respuesta.

b. . Las preguntas capciosas o engañosas, que son aquellas que en su
elaboración inducen a error al que la responde.

c. Las preguntas destinadas a coaccionar ilegítimamente al testigo,
perito o acusado.

d. Las preguntas confusas, ambiguas o poco claras.

e. Las preguntas impertinentes o irrelevantes.

f. Las preguntas repetitivas.

g. Las preguntas compuestas, que son aquellas que incorporan en
su contenido varias afirmaciones y que debe ser objeto de una
pregunta independiente.

Además de lo expuesto, existen otros casos donde se pueden for-
mular objeciones, por ejemplo cuando el testigo expresa concepto, opi-
nión o suposición o hace comentarios sobre los hechos.

1I. ELALEGATO DE CLAUSURA

Constituye la intervención final que hace el Fiscal y el defensor
en el juicio oral con la finalidad de exponer sus fundamentos fácticos
y jurídicos ante el órgano jurisdiccional a fin de formarle convicción
sobre la pretensión planteada en su teoría del caso.

Debe de tene¡se en cuenta que el principal objetivo del alegato fi-
nal es convencer al juzgador de que nuestras proposiciones fácticas son

ll2 Fo¡rr¡Nsr,l., Principios y Técnicas, citado, especialmente el acipite de los manda-
mientos de las objeciones., p. 70 ."- ss.
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exactas; ademas formular las razones en el sentido de que la exactiR¡d

de nuestras proposiciones flícticas concuerda con las consideraciones

de lajusticia.rr3

Se trata de la exposición argumentativa final que se hace en el jui-
cio y que debe de resumir fundada y convincentemente sus apreciacio-

nes sobre los hechos y pruebas analizadas sosteniendo sus conclusiones

punitivas o absolutorias. Estos aspectos lo diferencian del alegato de

entrada. Bn'rrelu¿N y Duce nos ilustran estas afirmaciones de la si-
guiente manera: "Es recién aquí donde ensamblaremos todas las piezas

del rompecabezas que hemos venido armando a través cie la presen-

tación de la prueba. Allí mostraremos al tribunal de qué manera cada

pedazo de prueba y cada trozo de información se conjuga para probar

nuestras proposiciones f,ícticas y hacer creíble nuesta teoría del caso.

Es en el alegato final que los abogados le dariin unidad y coherencia

al relato que han venido construyendo y daran su lectura íntegra y de

corrido por primera y única vs2."lrd

En el proceso penal se regula esta intervención bajo la denomi-

nación de los alegatos ñnales y se estructura el orden y desanollo de la

intervención del fiscal y de los defensores en los artículos 386o - 390'
incluyéndose la intervención del mismo acusado como mecanismo de

autodefensa (art. 391"). El alegato de clausura debe ser claro, coherente,

lógico, directo, fundamentado y expuesto de manera tal que genere no

sólo la atención del juzgador sino también su convencimiento.

Se puede decir que la estructura del alegato de clausu¡a debe tener

los siguientes elementos:ll5

a. Seguir el orden cronológico de los hechos.

b. Tener en cuenta el orden de los cargos de la acusación y/o defensa.

ll3 Benc¡"rrx,P., La Defensa en juicio, citado, p. 186. Para ForrnNer, se trata del proce-

dimiento utilizado para oponerse a la presentación de evidencia inadmisible, como

también para objetar un comportam iento indebido durante el juicio, Principios y Tec-

nicas, citado, p. 69.

I 14 B.rrrelrt.rx y Duce, Litigación Penal, citado, p. 3l l.
ll5 Técnicas del Juicio Oral en el Siste¡"na Penal de Nuevo León, citado. p. 201.
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c. Analizarlos supuestos jurídicos sustanciales o procesales. Se par-
te de la premisa jurídica, de allí el discurso sobre los hechós y
sobre la prueba.

Asimismo, se deben de destacar las siguientes técnicas o reco_
mendaciones del alegato de clausura:r16

a. El primer momento. La exposición final debe ser concisa y com_
pleta, es decir que comprenda sobre los hechos, ras pmebas y los
fundamentos j urídicos.

b. ' se debe de dosificar el tiempo ,Je manera eficiente para tratar los
temas señalados anteriorme'te, con un lenguaje sencillo y claro.

c. se debe de utilizar temas y calificativos sobre los aspectos mas
resaltantes del debate, de las circunstancias y de las pÉrsonas que
han intervenido.

d' se pueden usar preguntar retóricas durante el discursot para pre-
cisar la controversia, para retar a la otra parte a argumentar y para
gan¿u punto a su favor.

e. Argumentar con la experiencia y el sentido común. La explica-
ción de los hechos y de las conductas pueden fundarse en el co-
nocimiento cotidiano ciudadano y en la experiencia diaria.

f. Se debe de confrontar los puntos problemáticos, buscando Ia ex-
plicación razonable a ser valorada por el juzgador.

g. utilizar los hechos no controvertidos, pues constituye un buen
respaldo para interpretarlo a favor. Es lo que el fiscal ó h d.f"nru
no discute.

h. Realizar concesiones convenientes a la parte contraria que no
afecten su teoría del caso; debe practicárse excepcionalmente
para evitar que se convierta en un argumento en contra.

i. Se debe de concluir con fuerza. Es decir, en el momento que se ha
logrado la atención del juzgador sobre el resumen del alegato, el fis-
cal o el defensor debe de expresar con firmeza su conclusión final.

ll6 Técnicas del Juicio orar en er Sisrecra penar de Nuevo León, cita.lo. p. 203.
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V. LA SENTENCIA PENAL

La sentencia es [a forma ordinaria por la que el órgano jurisdiccio-
nal da por terminado el juicio resolviendo definitivamente la pretensión
punitivay poniendo fin al proceso. Para Gn"cNo SsNDRA se entiende por
sentencia penal la resolución judicial definitiva, por la que se pone fin al
proceso, tras su tamitación ordinaria y cada una de sus instancias y en

la que condena o absuelve al acusado con todos los efectos materiales
de la cosa juzgada.¡r7

I. CARACTERÍSTICNS PRINCIPALES DE LA SENTENCIA

La sentencia penal .onriituy. la forma típica de conclusión juris-
diccional del proceso penal. Es la verdadera encarnación del juicio de

legaliclad penal. I I 8 Presenta las siguientes características.

a. -Con 
la exposición de los alegatos de clausura se cierra el debate

y el órgano jurisdiccional pasará de inmediato a deliberar. Esta
deliberación será secreta, en un plazo de dos días (en casos com-
plejos cuatro días) para producir el fallo, caso contrario, deberá

repetirse el juicio en otro juzgado, sin perjuicio de las sanciones

disciplinarias que corresponda. Se establece que la sentencia se

decide por unanimidad o por mayoría; si no hay acuerdo sobre la
pena o la reparación civil, se aplicará el término medio. Se prevé
que prira el caso de la aplicación de cadena perpetua, se requerirá

decisión unánime.

b. En el rimbito de la prueba, se señala que para efecto de la delibe-
ración sólo podnin utilizarse aquellas pruebas legítimamente in-
corporadas al juicio; también se instruye al juez p¿¡.ra que examine
la prueba de manera individual y luego en conjunto con las demás

I l7 Glr'rer.¡o SeNou, Y., Derecho Procesal Penal citado, p. 671.

ll8 R¡uos MÉNoez, F., El Proceso Pe¿al. Sexta Lectura Constitucional, citado, p.269.
Agrega el citado autor español que la "única fonna de intelección última de este viejo
principio es la vía procesal: Nullum crimen. nulla poena sine indicio."

2lt
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pruebas y se precisa que la valoración de la prueba respetará las

reglas de la sana uitica, con especial énfasis a los principios de

la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos cien-
tíficos (art.393.2).

La delíberación y votación estarán referidas a las cuestiones inci-
dentales diferidas; a Ia existencia del hecho y sus circunstancias;
a la responsabilidad del acusado, las circunstancias modificato-
rias y participación delictiva; a la calificación legal del delito; a la
individualización de la pena aplicable y/o medida de seguridaci: a

la reparación civil y las consecuencias accesorias; y a las costas.
si corresponde.

Al margen de lo que establece la LOPJ, el nuevo código prevé
los siguientes requisitos de la sentencia penal: a) juzgado, lugar
y fecha, nombre del juez y las partes y los datos personales del
acusado; b) los hechos y circunstancias objeto de la acusación; c)
las pretensiones penales y civiles introducidas en el juicio y la po-
sición de la defensa del acusado; d) la motivación clara, lógica y
completa de los hechos probados o no y la valoración de la prue-
ba que la sustenta; e) los fundamentos de derecho, precisando las

razones legales, jurisprudenciales o doctrinales; calificar los he-
chos y fundar el fallo; f) la parte resolutiva con mención expresa
de la absolución o condena del acusado por cada delito imputado;
g) deberá comprender, según el caso, las costas, el destino de las

piezas de convicción, instrumentos o efectos del delito; y h) final-
mente, la frrma del juez.

La sentencia será redactada por el juez o director del debate (en

caso de órgano colegiado), en párrafos en orden numérico, se po-
dr¡án hacer anotaciones en números sobre las normas legales y
jurisprudencia; también notas al pie de página para cita de doc-
trina, jurisprudencia, etc., lo que nos parece positivo si se tiene
en cuenta que se trata precisamente de la decisión final del juez
sustentada en la.le1', la doctrina y jurisprudencia nacional y ex-
tranjera. Habría que decir que esta disposición ya se viene apli-
cando en la práctica actual, dejándose de lado inclusive el modelo

c.

d.
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sabana de la sentencia tradicional. Se debdagregar la necesidad

de que la sentencia debe construirse con claridad a fin de que sea

entendible para el justiciable.

La lectura de la sentencia se produce, habiéndose convocado a

las partes, después de la deliberación en la sala de audiencias- La

ley señala una convocatoria verbal,lo que permite suponer que

dicha convocatoria o notificación verbal se hará al finalizar los

alegatos. En caso de suspensión de la deliberación por enferrne-

dad del juez o uno de ellos, si fuere colegiado, también podría

hacerse uso de la notificación escrita de manera paralela. El legis-

lador señala expresamente que la sentencia será leída "ante quie-

nes comparezcarl" lo que permite continuar y culminar el juicio

aún sin la presencia de'algún sujeto procesal, sin embargo, debe

tenerse en cuenta que, por mandato constitucional (art. 139.12),

no se puede condenar al acusado en ausencia' Sin embargo, el art.

391.2 establece la posibilidad de desalojo del acusado de la Sala

de audiencia cuando incumple las órdenes del juez, permitiendo

en este supuesto, la lectura de la sentencia no estando presente el

acusado (en ausencia), pero estando su abogado particular o de

oficio. La sentencia se notifrca con la lectura integral de la s¡isma

en audiencia pública, debiendo entegarse a las partes copia de la

misma de manera inmediata.

Por último, se establece que en casos complejos o teniendo en

cuenta lo avanzado de la hora, se dará lectura ala parte disposi-

tiva de la sentencia y se podrá diferir la redacción (lectura) de la

sentencia parahacerlo de maneraintegral en nueva fecha, pero no

mayor de ocho días. Dice la norma procesal "cuando por la com-

plejidad del asunto o lo avanzado de la hora sea necesario diferir

ia redacción de la sentencia, en esa oportunidad se leerá tan sólo

su parte dispositiva y uno de los jueces relatará sintéticamente al

público los fundamentos que motivaron su decisión, anunciará el

día y la hora para su lectura integral, la que se llevará a cabo en el

plazomáximo de los ocho días posteriores al pronunciarniento de

la parte dispositiva ante quienes comparezcan" (art. 396.2). Claro

2t3
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está que este supuesto debe evitarse o aplicarse en tasos muy
excepcionales.

El contenido de la sentencia no puede exceder los términos de la
acusación, de esa manera se regula el principío de la correlación
ente la acusación y sentencia: 1) no podrá acreditar hechos o cir-
cunstancias distintas a la acusación escrita o complementaria; 2)
tampoco podrá modificar la calificación jurídica de la acusación,
salvo el juez observe una calificación distinta en la audiencia y
se lo haga saber al fiscal e imputado (art. 374.1); y 3) eljuez no
podrá aplicar pena mas grave que la pedida por el fiscal, salvo,
como dice la le¡ cuanclo se solicite una pena por debajo del mí-
nimo legal sin que exista causa de atenuación (art. 398.3). Lo
que exige -como se ha dicho- un estudio detenido del Fiscal para
efecto de la propuesta de pena y reparación civil, y que aclemas
pasa por el control de la acusación en la fase inrermedia.

LA SENTENCIA ABSOLUTORIA

La sentencia absolutoria que prevé el art. 398 de la ley procesal.
presenta las mismas características que ya se conocen pero, en
cuestiones de fondo, podemos señalar que: 1) destacará la exis-
tencia o no del hecho imputado; 2) las razones para concluir que
el hecho no constituye delito; 3) la posición negativa del acusa-
do durante el proceso; 4) la ausencia o insuficiencia de medios
probatorios sobre su culpabilidad; 5) la existencia de wta duda
razonable sobre su culpabilidad; o la causa que lo exime o atenúa
su responsabilidad.

La sentencia absolutoria trae como consecuencia determinados
efectos procesales y que deben declararse: la libertad del acusado
(si estuviera en cárcel), la cesación de cualquier otra medida de
coerción, las que se ejecutan aún no quede firme la sentencia (art.
398.3); también la restitución de objetos que fueran afectados,las
inscripciones y anulación de antecedentes judiciales y policialesl
se fijará las costas.

h.

2.

b.
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3. LA SENTENCIA CONDENATORI,A

La sentencia condenatoria, además de los requisitos formales, de-
berá destacar, especialmente, la existencia der delito y la respon-
sabilidad del acusado; la pena efectiva o suspendida o medida de
seguridad que se imponga, o las penas altemativas y las reglas de
conducta correspondientes. En el caso de ras penas o medidas de
seguridad se fijará provisionalmente la fecha en que la condena
finaliza, haciéndose el descuento de la detención o prisión pre-
ventiva que haya cumplido el condenado. También debe señalar-
se el plazo para el pago de la multa (art. 399).

Lo que si es del caso comentar -y que es novedoso en la nueva
ley- es el hecho que pára los efectos del cómputo de pena efec-
tiva, se descontará el tiempo de detención, prisión preventiva y
de detención domícíliarfa que hubiese cumplido el acusado antes
de la condena, incluso, se introduce el tiempo de carcelería que
hubiere sufrido en el extranjero como consecuencia del procedi-
miento de extradición. El legislador ha puesto el acento en todo el
tiempo de privación de la libertad que ha sufrido er imputado para
efecto del cómputo final de la pena en donde son ejes centrales y
únicos la detención policial o judicial y la detención domiciliaria.
si el imputado se encuentra en tr¿imite de extradición y no está
privado de su libertad, no procede su cómputo.

También es del caso anotar que esta disposición, en lo relativo al
cómputo de la detención domiciliaria como pena efectiv4 a di-
ferencia de lo que opinan ciertos interesados en el tema, esta dis-
posición debe de esperar su real puesta en vigencia en cada sede
judicial, pues resultaría cuestionable su aplicación inmediata en
aquellos lugares donde no se aplica el nuevo código, por ausencia
de base normativa e incompatibilidad con la legislación vigente.

Estamos convencidos que la protección de este derecho a la liber-
tad es importante. perb también lo hubiera sido para amparar ohos
derechos, como el de la víctima, poniéndose el mismo énfasis

d.
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fijando wr plazo o criterios pérentorios determinados para hacer

efectivo el pago de la reparación civil a favor del agraviado.

En la misma sentencia se podrrin unificar las condenas o penas'

según corresponda, o se podrá revocar el beneficio penitenciario.

En cuanto a la reparación civil, se ordenará -cuando proceda- la

restitución del bien o su valor y la indemnización, las consecuen-

cias accesorias del delito. También se debe disponer la devolu-

ción de los objetos secuestrados, cuando proced4 y las costas.

' 
Se establece la posibilidad de una detención preventiva del con-

denado, si el juezestima razonadamente que aquel no se someterá

a ejecución de la pena una vez que se encuentre firme. Lo que en

la práctica podría ser de reducida aplicación, pues siempre cabe

la posibilidad de que la sentencia no sea conñrmada y carecería

de objeto haber tenido en prisión al condenado.

Si en la sentencia se establece responsabilidad de un testigo o de

otra persona no comprendida en el proceso o se descubre otro

hecho delictivo perseguible por ejercicio público de la acción, se

dispondrá la expedición de copias certificadas de lo actuado y stl

remisión a la Fiscalía Provincial competente.

LA IMPUGNACIÓN

Como toda resolución, la sentencia puede ser objeto de impugna-

ción. En tal sentido, el juzgador preguntará al fiscal y los defensores'

según corresponda, si interponen recurso de apelación. La parte que se

siente afectada por la resolución podrá impugnarla" no siendo necesario

que lo fundamente en dicho acto; también podrá reservarse el derecho

a hacerlo. El plazo para impugnar la sentencia es de cinco días a partir

de la notifrcación de la resolución (art. al$;y si se ha interpuesto oral-

mente en la sentencia, se deberá formalizar por escrito en el plazo de

cinco días (art. 405.2:). El juicio de apelación será materia de estudio en

el capítulo sobre medios impugnatorios.

('
6.

h.
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VI. LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA

I. ÓnceNOS ENCARGADOS DE LA EJECUCIÓN DE LAS SEN-

TENCIAS

Las sentencias dictadas por los jueces tienen que cumplirse y el

nuevo código procesal establece norrnas relativas a la ejecución de la

sentencia dictada por el juez unipersonal o colegiado. En este sentido,

el órgano jurisdiecional no sólo juzga sino que también hace ejecutar lo

j4zgado y encÍuga a otros jueces la ejecución de la sentencia condena-

toria cuando ésta ha quedado firme.

[,a ejecución de las seqtencias condenatorias compete al Juez de

la Investigación Preparatoria, salvo los casos de beneficios penitencia-

rios que pievé el código de Ejecución Penal (art. 489). En tal sentido,

resolverá las incidencias que formulen las partes durante la ejecución

de las sanciones relativas a requerimientos u observaciones sobre la

pena, reparación civil y las consecuencias accesorias.

También se otorga facultad de control al Ministerio Público sobre

la ejecución de las penas cuando el nuevo código establece que al Fiscal

le conesponde "el control de las sanciones penales en general, instando

las medidas de supervisión y confrol que correspondan" formulando al

Juez los requerimientos necesarios para la correcta aplicación de la ley

(art. 488.3).

2. CARACTERÍSTICAS IMPORTANTES DELAEJECUCION PENAL

Además de lo señalado líneas arriba, la ejecución de las penÍls

presenta diferentes situaciones de orden procedimental que p¿Namos a

señalar brevemente:

a. Si el condenado se encuentra en libertad y la pena es privativa

de ella, se dispondrá por el juez la respectiva orden de captura.

217
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b.

Producida la detención el Juez de la investigación preparatoria
realizaú el cómputo respectivo siguiendo las reglas establecidas
para el efecto.

El cómputo de la pena es reformabre, aún de oficio, si se com-
prueba un error o se conoce de alguna circunstancia especial.

El cómputo de la pena se pondrá en conocimiento del juez penal
que impuso la condena y del Instituto Nacional penitenciario.

Todos los incidentes que se formulen sobre la modificación de Ia
pena (conversión, revocación de la conversión cle penas, revoca-
ción de la condena condicional, y de la reserv.a del fallo condenato-
rio, y Ia extinción o vencimiento de la pena) serán resueltas por el
Juez previa audiencia de las partes y en el término de cinco Jias.
Los incidentes que se derivan de la ejecución de la pena previstas
por el código de Ejecución Penal, son de conocimiento del Juez
Unipersonal.

Los casos de refundición o acumulación de penas son de conoci-
miento del Juzgado Penal Colegiado.

En todos los casos de apelación, los incidentes serán de conoci-
miento de la Sala Penal Superior (art. 491).

También se regula la ejecución de las medidas de seguridad pri-
vativa de la libertad, disponiéndose que periódicamente se proce-
da al examen médico de la persona sujeta a dicha medida, para
mantener, sustituir o cancelar la intemación. Dicha facultad se
concede al Juez Penal (art.492).

LA EJECUCIÓN CIVIL

El nuevo proceso penal no sólo contempla la forma de ejecución
de la pena y sus distintas manifestaciones, sino que también ha sido
preocupación del legislador regular la forma de materializar las sancio-
nes económicas que se derivan de la sentencia. La ejecución de la re-
paración civil se dirige por el Juez de la Investieación preparatoria y se
rige por las normas de la legislación procesal civil. con intervencién del

c.

d.

oE'

h.

3.
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Fiscal y del actor civil,lo que resulta natural si seconsidera que ambos

tienen pretensiones civiles que expone, el primero en su acusación y el

segundo durante su alegación e intervención procesal (art. 493).

Los bienes sujetos a comiso serán dispuestos por el nnismo Juez

(aft. 494.1); los bienes incautados no sometidos a corniso serán devuel-

ior u quir".s se les incautaron, y aquellos que colrespondan al condena-

ao poaran ser embargados para el pago de las costas procesales y para

",*'i'laresponsabilidadpecuniariaycivil(afl.494,2.3).



Cepíruro IV
LAPRUEBA



I. ASPECTOS GENERALES

La prueba es una de las instituciones más trascendentes y de mayor

apasionamiento en el proceso judicial, ya que, a través de ella, se busca

demostrar la verdad y naturaknente constituye wt requisito fundamen-

tal para la decisión final del juzgador' Siguiendo a C¡rreRern Non'es

pod"rnos afirmar: "son las pruebas, no las iueces, los que condenan"rre,

ie ahí que |a prueba se constituya en una garantía fundamental ante la

posible arbitrariedad de las decisiones judiciales'

Pa¡a lvfrrenvrusn en toda sentencia hay una parte esencial que de-

cide si se ha cometido el delito, si lo ha sido por el acusado, y que circuns-

tancias de hecho vienen a determina¡ la penalidad, y si ello se resr¡elve

afirmativamente, la segunda parte de la sentencia vi€ne a ser corolario

inmediato de la primera; el Juez ya no tiene que hacer sino aplicar la san-

cion p"rrul al hecho averiguado. "La sentencia que ha de versar sobre la

o"rdid dr los hechos de lá acusacíón,tíenepor base laprueba.tzo

Laverdad en el proceso penal requiere ser probada, 1o que significa

que el hecho delictivo cometido debe enconta¡se acreditado con pnreba

en el proceso y corresponderse con la descripción del tipo penal.

i6 c**_* nes, lb prueba en el proceso penal, 4" edición actualizada y amplia-

da, ediciones de Depilma, Buenos Aires, lgg6, p. 6. Asimismo ese autor afirma *la

prueba como todo l; que pueda servir para,el descubrimiento de la verdad accrca de

ios hechos que en aquel son investigados [refiriéndose al proceso penal] y rcspecto

de los cuales se pretende actuar la ley sustantiva'" En: op' cit' p' 3

120 Mrrrenr¡¡¡en, Karl, Tratado de Ia prueba en materia criminal,traducción al castellano

de González de Alba Editorial Hammurabi, Buenos Aires, 1979,p.4.
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En materia penal, la doctrina separa las dos fases más importantes

del proceso penal (investigación y juicio oral) 1o que permite a su vez'

distinguir ro lor actos propios de la investigación y los que correspon-

den ai¡uicio. Y sobre ellos se resaltan, en términos de Ar¡'acRo NosErE

dos mácanismos jurídicos para asegurar tal separación: a) el juicio de

acusación, que se reserva a los jueces y permite el juicio oral; y b) el

derecho a lá presunción de inocencia, que reclama del juez su pleno

convencimi"rrto d. culpabilidad a tavés de la prueba para ser destruida'

Estos dos conceptos -explica el maestro español- se mueven en planos

antitéticos "pues mientras en juicio de acusación pondera la seriedad

y, por lo tanio, el ñrndamento, lo que hace mas formal las sospechas o

io, irrdi.io, que recaen sobre la conducta del acusado, la presunción de

inocencia obiiga a considerarlo no culpable, en tanto, por medio de las

pruebas practiiadas en el juicio oral no se liegue a forjar una convicción

de culpabilidad."r2r

I. CONCEPTO DE PRUEBA

La verdad se alcanza con la prueba. Esta es entonces la demostra-

ción de una afrrmación o de la existencia de un hecho o de una cosa' La

prueba es una actividad de sentido lógico y de uso común y general; es

ia forma natural de demostración de la verdad de una afirmación.

Para el rnaestro pen¡ano MrxÁN MÁssr22 la prueba debe ser con-

cepfuada integralmente, es decir, como una actividad finalista' con re-

,ultudo y consecuencia jurídicas, que le son inherentes; y que proce-

salmente, "la prueba consiste en una actividad cognoscitiva metódica,

selectiva, juríáicamente regulada, legítima y conducida por el funciona-

rio con pótestad para descubrir la verdad concreta sobre la imputación

o, .r, ,r, .*o, descubrir la falsedad o el error al respecto, que permita un

ejercicio correcto y legítimo de la potestad jurisdiccional penal".

lil Ar"^"-" N*rre, José, Teoría General de la prueba en el proceso penal, en La

Prueba en cl proceso penal, AAVV'. Consejo general cel poder Judicial. cuademos de

Derecho Judicial, Madrid, 1992, p' l9 y ss'

122 M¡xÁN MÁss, F. Categorías y acti'vidai probatoria en el procedimienn penal' Edicio-

nes BLG, Trujillo, 1996' P. 303'



La prueba en materia judicial constituye rina actividad preorde-
nada por la ley, que se encuenta sometida al criterio de la autoridad
judicial y mediante la cual se espera descubrir u obtener la verdad de un
hecho controvertido. En tal sentido, prira yewz Men¡coxoe la prueba
es "todo elemento (o dato objetivo) que se introduzca legalmente en el
proceso y sea susceptible de producir en el ánimo de los sujetos proce_
sales un conocimiento cierto o probable acerca de los extremos f,icticos
de la imputación delicliy¿,r23.

Así mismo la actividad probatoria compete a los sujetos procesales.
En consecuencia, como enseña onreu-s Rruuos, la prueba es una acti-
vidad procesal de las partes, dirigida por el Juzgador con fin de la for-
mación de su convicción psicológica sobre los datos (fundamentales) de
hecho probados, la misma quedebe esta¡ sometida a una ordenación,iue
supone establecer lirnitaciones y condicionamientos, y también ta posi-
bilidad de valoraciones positivas o negativas sobre la eficacia furídica de
la actividad realizada, sin que irnporten solamente unos efectós de mero
hecho de haber contribuido a la formación de la convicciónr2{.
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2, MARCO CONSTITUCIONAL

La actividad probatoria se encuentra regulada por la constitución
Política del Estado y también por las leyes intemacionales que garan-
tizan los derechos fundamentales de la persona. conforme u iu pi.r*-
ción de inocencia, se debe respetar la consideración de no autor o no
partícipe de un delito mientras no se halla declarado judicialmente su
responsabilidad (Art. 2o inc. 24, ap. e). También se prohíbe la violencia
moral o de tratos inhumanos o humillantes; y Ia afirmación de la caren-
cia de valor de las declaraciones obtenidas por la violencia. El Art. 2"
inc.24 ap.h) de nuestro texto constitucional es muy claro:

"Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o fisi_
ca, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillan_

Vetez lvf.irrcoxoe, A. Derecho Procesa! Penal,T.I, cit. p. 341.
orreus Rrrros. \4., Derecho Jurisdiccianal,T. IIl. con vro¡rreno Anoc.l, cit. p. 322.

123
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tes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen tuédi-
co de la persona agraviada o de aquélla imposibilitada de
recurir por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las
declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la emplea
incurre en responsabilidad".

En los Pactos y Convenios Internacionales existe mención expre-
sa a los derechos fundamentales y la actividad probatoria:

. "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabili-
dad conforme a ley" (Art.l4.2 Pacto de Nueva York; 8.2
Pacto de San José). "Derecho a no ser obligado a declarar
contra sí mismo ni a confesarse culpable (Art. 14.3 g Pacto
de Nueva York; 8.2 g Pactp de San José). "La confesión
es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza"
(Art. 8.3 Pacto de San José).

El Código Procesal Penal, a diferencia de la regulación anterior,
consagra en su titulo preliminar que "carecen de efecto legal las pruebas
obtenidas, directa o indirectamente, con violación al contenido esencial
de los derechos fundamentales de la persona" (Art. VIII. 2), lo que per-
mite contar con una amplia protección de los derechos fundamentales
en materia probatoria.

3. PRINCIPIOS QUE RIGEN LAACTryIDAD PROBATORIA

Los Principios Fundamentales sobre la prueba son del más alto
rango constitucional pues tienen sustento en la Constitución y los
Tratados Internacionales y se reproducen en las leyes ordinarias. Las
nornas constitucionales en materia probatoria se interpretan en rela-
ción directa a las normas internacionales que tienen plena vigencia en
nuestro sistema jurídico. Por ello pueden ser alegadas y aplicadas en
los procesos penales.
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La actividad probatoria en el proceso penaLse rige por determi-'

nados principios, basados en la legalidad de la prueba, que la ordenan

y deciáen ,u forrn", limitaciones que condicionan su obtención, incor-

poración y valoración en el proceso penal. Dentro de los principios más

importantes en materia de prueba podemos citar los siguientes:

a. Legitimidad de la prueba.- Se refiere a que la obtención, recep-

ció.-n, valoración de la prueba debe realizarse de conformidad con

lo establecido por nuestro ordenamiento jurídico. El Art. VIII del

Titulo Preliminar del CPP 2004 acoge este principio al prescribir

que todo medio de prueba será valorado solo si ha sido obtenido

e incorporado al proceso por un procedirniento constitucional-

mente legitimo, careciendo de efecto legal las pruebas obtenidas

directa o indit""tutnente con violación al contenido esencial de

los derechos fundamentales de la persona; asimismo, establece

que la inobservancia de cualquier regla de garantía constitucio-

nal establecida a favor del procesado no podrá hacerse valer en

su Perjuicio.

b. La libertad de laprueba.- Es uno de los principios mas invocados

en materia probátoria. La libertad de la prueba se sustenta en la

regla de qtJe tada se puede probar y por cualquier mediot25, salvo

lal prohiüiciones y limitaciones que nacen de la Constitución y

el respeto a los derechos de la persona que se consaglan. En tal

sentidio, el fiscal y los defensores están en las condiciones de pe-

dir u ofrecer la actuaciones de pruebas que favorezcan sus preten-

siones; por ejemplo, para establecer la conducta que se atribuye

ilícita o p.u a.r.artarla; para establecer el grado de responsabi-

lidad del imputado, o de su eximente; de las circunstancias que

agravan o aienúan su conducta; o la naturaleza del perjuicio o

daños causado; para desvirtuar las pruebas ofrecidas por la parte

contraria, etc. El código procesal penal establece que "las pruebas

se admiten a solicitud del Ministerio Público o de los demas suje-

lr5 \r*t^\L*""Noe, A. Derecho Procesal Penal'T' Il' cit' p' 198'

277
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tos procesales" (Art. 155.2), asimismo establece que "Lbs hechos

de prueba pueden ser acreditados por cualquier medio de prueba

permitido por ley. Excepcionalmente, pueden utilizarse, siempre
que no vulneren derechos y garantías".

También se posibilita la limitación de la prueba por el Juez cuan-

do aquella resulte manifiestamente excesiva. Así pues, el juez sólo

podrá excluir las pruebas que "no sean pertinentes y prohibidas
por la Ley. Asimismo, podrá limitar los medios de prueba cuando

resulten manifiestamente sobreabundantes o de imposible conse-

cución" (Art. 155.2).

La ínmediación.- Este principio significa el conocimiento inme-
diato, directo y simultrineo de la prueba por el juez con inter-

vención de los zujetos procesales. El conocimiento directo de la
prueba (objeto u órgano) es fundamental en el proceso penal y en

tal sentido la oralídadjuega un rol también importante, así como

la concentración lo que se evidencia en el examen del imputado,
del testigo, de la víctima así como de los objetos materiales del

delito. La inmediación, la oralidad y concentración de la activi-
dad probatoria dinamizan el nuevo proceso penal, lo hacen mas

ágil y permiten mayor seguridad al juzgador.

La publicidad del debate.- La publicidad como principio rige el
juicio oral y en tal sentido, comprende la actuación de la prueba

con la posibilidad de que la colectividad pueda conocer de su

actuación y debate así como la forma en que es valorada en la

sentencia por los magistrados. La prueba se analiza y se discute

en el juicio de manera pública, salvo los casos exceptuados por

la propia ley empero, siempre será pública cuando se trate del
juzgamiento de un funcionario público.

La pertinencia de la prueba.- Las pruebas que se soliciten o se

ofrezcan o se actúen en el proceso penal deben guardar pertinen-

cia con los fines del proceso y en especial, con lo que es objeto

de prueba. En tal sentido, el juez no admitirá las pruebas que sean

impertinentes o como establece la ley "podrá excluir las que no

sean pertinentes". Las pnrebas deben de conducir a establecer la

verdad sobre los hechos investigados.

e.
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La comunidad de la prueba.-El esclarecimltnto de |a verdad en

el proceso penal exige que todos los elementos de prueba existen-

tes en la causa penal, sin atender a que sujeto procesal los propuso

u ofreció, debe ser de conocimiento común de todos los sujetos

procesalesr26. Ello signifrca que las pruebas ofrecidas por la de-

i.oru del procesado o del Fiscal, no son de conocimiento exclusi-

vo de la autoridad jurisdiccional, sino que también de aquella que

no los ha ofrecido.

De esta manera se busca el equilibrio o igualdad que debe existir

en el proceso penal: las partes deben tener las mismas posibilida-

des de ataque y defensa, sobre todo, tratandose de las pruebas que

se incorporan al proceso; de tal manera que una parte carece de

facultad para evitar que.,la contraria o distinta a ella la conozca y

la valore en el proceso pues, precisamente, en ello radica la im-

portancia de la prueba.'De este principio se deriva el de la untdad
'de 

Ia prueba, pues la actividad probatoria constituye un todo den-

tro del proceso, aún cuando se obtenga en distintos momentos.

La relación jurídico-procesal es una sola y cualquier actividad

postulatoria sobre prueba repercute en la otra parte'

g. Actuación de prueba de oficio como caso excepcional.' En rigor

la actividad probatoria la realizan el frscal y las partes intervinien-

tes en el proceso. El juez analizalas pruebas para tomar decisio-

nes y se ud*it", por excepción, pruebas de oficio, es decir, dis-

pu.rtu, por la aut;ridadjuzgadora. ElArt. 155.3 establece que "la

i.y.rtubl.rerá, por excepción, los casos en los cuales se admitan

pru.bus de ofició". Ciertamente, en un modelo procesal penal de

corte acusatorio no es de admitirse una actuación jurisdiccional

de oficio, pues, se deja a las partes, la intervención, ofrecimiento

y debate sobre la prueb4 sin embargo, nuestro legislador ha con-

siderado que en determinados casos -debe ser muy excepcional-

con fines de esclarecimiento debido, podrá actuarlas. Esta facul-

tad puede ser considerada como un rezago del sistema anterior-

126 Devrs EcH.rNoie, Hemando, Teoría General de

lvfedellín. Colombia, 1993, P. I l8'
la Pnteba Judicial, T. [, 4¡ edición,
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4. CONCEPTOS PREVIOS: MEDIO, F{.]ENTE Y ÓNCENO DE PRUEBA

En doctrina, no existe un criterio uniforme al momento de definir

los conceptos biásicos en materia probatoria y, a pesar que el Nuevo Có-

digo Procesal Penal importa una mejora sustancial en cuanto a la teoría

de la prueba penal, no define que debemos entender por fuente, medio y

órgano de prueba. Comúnmente estos tres términos suelen confundirse

y utilizarse como sinónimos.

Se¡¡rlS Ms¡-e¡roO citando al maestro italiano C.tp"relLrrTl afirma

que:,'lafuente de prueba es el hecho del cual se sirve el juez para de-

ducir la propia verdad, el medio de prueba lo constituye la actividad del

Juez desarrollada en el procesot27." Medio probatorio es el instrumento

o mecanismo a tavés del cual la fuente de conocimiento se incorpora

al proceso; por otro lado, las fuentes son elementos que existen en la

realidad, independientemente de la existencia del proceso.

Los mediós de prueb4 son aquellas actividades judiciales com-

plejas de las cuales se vale la autoridad judicial para conocer de la

realidad de los hechos que investiga, la existencia de los medios pro-

batorios se encuentran condicionadas a la del proceso. Por su lado, las

fuentes de prueba están fuera del proceso, son extraprocesales. Por

ejemplo tenemos como medios de prueba: la declaración de parte, la

declaración de testigos, las inspecciones judiciales; como fuentes de

prueba, esta el testimonio en sí mismo, el documento (audio, video,

fotografía, etc.).

Órgano de prueba es la persona a través de la cual se adquiere en

el proceso el objeto de prueba; es la persona que expresa ante el Juez el

conocimiento que tiene sobre un hecho que se investig4 que aporta un

elemento de prueba. Puede decirse que el órgano de prueba actúa como

intermediario entre la prueba y el Juez. El imputado, el agraviado, el

testigo son órganos de Prueba.

127 Crn¡elurn, citado por Sesns lvleleNoo, Santiago. La pnteba. Los grandes temas del

derecho probatorio. Ediciones jurídicas Europa - America, Buenos Aires, 1979, p. 147'
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5. OBJETO DE PRUEBA

La noción del objeto de prueba responde a las siguientes preguntas

¿Qué puede probarse en el proceso penal? ¿Cuál es la materia sobre la

que puede actuar la prueba?r2t, en tal sentido, el objeto de prueba es todo

aquello que debe ser investigado, analizado y debatido en el proceso.

En el proceso penal el legislador ha definido lo que es objeto de

prueba en los siguientes ténninos: "Son objeto de prueba los hechos

que se refieran a la imputación, la punibilidad y la determinación de la

pena o medida de seguridad, así como los referidos a la responsabilidad

civil derivada del delito." (Art. 156.1) De esta manera amplia lo que es

objeto de prueba a ámbitos necesarios en el proceso penal e incluso a

aquellas reglas referidas a la résponsabitidad civil.

Sin embargo,la ley -siguiendo a la doctrina- establece excepcio-

nes a lo que eS objeto de prueba, es decir, que no resultan necesa¡ia su

probánza. Estos son las llamadas máximas de la experiencia, las leyes

naturales, la norma jurídica vigente, la cosa juzgada, lo imposible y los

hechos notorios. Veamos brevemente cada una de ellas:

a. Las máximas de Ia experiencia.- son aquellos casos que se origi-

nan de la observación repetida de casos particulares y que gene-

ran una apreciación constante y'aceptada para casos posteriores.

Es la experiencia que se acumula en atención al conocimiento de

determinados hechos constantes y aceptados por la colectividad.

Por ejemplo, nadie puede esta¡ al mismo tiempo en dos lugares

distintos; existen determinadas enfermedades que por su natura-

leza son contagiosas.

b. Las leyes naturales.- Son aquellas leyes que por la rigurosidad de

su método, se encuentran debidamente acreditadas por la ciencia:

la ley de la gravedad; la ley de la velocidad de la luz, etc.

128 F¡-onr¡.y, Eugenio. De la pruebas penales. Tomo I, traducción de Jorge Guerrero,

Editorial Temis, Bogotá, 2002, P. 95.
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La norma jurídica interna vigente.- Son aquellas qug deben ser
conocidas por las autoridadesjudiciales en razón del ejercicio de

sus funciones y, por lo tanto, no deben ser objeto de prueba. Ello
no impide que la defensa, a efecto de presentar mejor sus pre-
tensiones o posiciones jurídicas, haga conocer de la creación o
modificación de las leyes a las autoridades judiciales, pero sin la
calidad de medio probatorio.

La cosa juzgada.- Un hecho que ha sido judicialmente resuel-
to y que se encuentra en estado de cosa juzgada no amerita ser
probado, lo que no obsta para que sea invocada ante la autoridad
judicial o se señale el lugar donde dicho proceso ya se encuentra
archivado.

Lo impasible.-Lo imposible es aciuello que no sepuede probar
por su inexistencia, por contravenir alguna regla de la experiencia
o por que existe alguna prohibición legal. Ej. Pretender probar Ia
muerte de una persona que no se encuentra registrada como viva;
citar como testigo a una persona que ya ha fallecido; u ofrecer
como testigo al Juez que conoce de la misma causal2e.

Lo notorio.- Los hechos notorios son aquellos que por su saber

colectivo, directo e indirecto, no merecen cuestionamiento sobre
su veracidad. No todos los hechos son notorios sino aquellos que

originan un conocimiento general y permanente y dotados de

cierto interés también general (un siniestro, un terremoto, huelga
de grandes proporciones, duelo judicial, un personaje importante
en la vida jurídica o política o artística, etc.). La notoriedad apun-
taba SrerN es la peculiaridad de un hechor3o.

MrxÁN MÁss, señala otros ejemplos: pretender demostrar que el imputado ha come-
tido delito por instigación del "diablo"; tratar de probar que el delincuente empleó
su poder mental para sacar momentáneamente el río Amazonas y pasar a la otra
ribera; perpetrar el delito y luego retornar al punto de partida o que el agraviado sin
auxilio de ningún medio técnico percibió desde una distancia de -l kilómetros la con-
versación del imputado cuando éste preparaba la comisión del delito; en Categorías
y actividad probatoria en el procedimiento penal, cit. p. 362-363.
Sretx, F. El conocimiento privado del Jue=, cit. p, 170

c-

d.

f

1?9
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Con respecto al objeto de prueba, el Nuévo Código procesal

Penal incorpora la institución de las convenciones probatorias
(Art.156.3) en virtud de la cual, las partes podnin determinar que
circunstancia no necesita ser probada, en cuyo caso se valorará
como un hecho notorio.

6. EXCEPCIONES A LA PRÁCTICA DE PRUEBA EN ruICIO ORAL

La regla general de que la prueba en el proceso penal, sólo es la
practicada en el Juicio Oral, no importa que haya que negar eficacia
probatoria a las diligencias que se realizan en las etapas previas, dili-
gencias que por su naturaleza son de imposible o dificil reproducción
en el estado correspondiente del Juicio Oral.

La doctrina reconoce dos excepciones, la prueba anticipada y la
prueba preconstituida.

6.1. La prueba anticipada

Concepto.- Consiste en la actuación de laprueba con anterioridad
al juicio oral por la imposibilidad justificada de su realización en
dicho estadio procedimental, con la finalidad de asegurar su valo-
ración con las demiás pruebas.

Para Onrells Revosr3r que se trata de "la practica de un medio
de prueba en un momento anterior al que le corresponde según el
orden del procedimiento (un cierto momento en la vista del juicio
oral), que se acuerda porque es razonablemente previsible la im-
posibilidad de tal practica en el momento ordinario o la necesidad
de suspender el juicio oral para proceder a la misma".

Los presupuestos de la prueba anticipada lo constituyen la inepe-
tibilidad y la previsibilidad del medio probatorio. El primero es
mas importante y comprende los actos que por su naturaleza son

l3l onrerrs R.rivros, lvlanue[, con ltvloxreRo Anoc.r, Derecho Jurisdiccional,T. l[, proce-
so Penal, cit. p.273.
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reproducibles en el juicio pero no repetibles por la existencia de

determinadas circunstancias de riesgo, es la irrepetibilidad mate-

rial (posibilidad de muerte o incapacidad fisica o intelectual del

testigo)r32. El nuevo código procesal penal regula su trámite en los

artículos 242 a246.

Características

La imposibilidad o dificultad de actuación de la prueba en el

juicio oral. Lo que decide la práctica de la prueba anticipada es,

precisamente, la imposibilidad o los riesgos que existen pala

que la prueba se realice en el juicio. Por consiguiente, la nece-

sidad de anticipar la prueba debe ser plenamente justificada.

La decisión jurisdiccional sobre la actuación anticipada. La

práctica anticipada de la prueba ha de ser decidida por el Juez

de la Investigación Preparatoria a pedido de las partes, lo que

significa la exposición de los fundamentos que la sustentan.

La realízación de la prueba ante el órgano jurisdiccional'

La prueba anticipada se realiza, de acuerdo a lo dispuesto

por la ley, pero bajo la dirección del órgano jurisdiccional y

con observancia a las garantías procesales. Se puede reali-

zar eÍLla investigación preparatoria o en la etapa intermedia

(art.242.2).

La formalidad procedimental. En la realización de la prueba

anticipada se deben de observar las normas regulares de pro-

cedimiento sobre la prueba actuada en el juicio oral, así como

las específicas que se prevean para esta diligencia.

5. La intervención de las partes. Los demás sujetos procesales

deben ser notificados por el órgano jurisdiccional para inter-

venir en la diligencia y ejercer los derechos que establece la

ley procesal.

b.

1.

2.

J.

4.

132 Asexcro Mell¡oo, !osé, Prueba prohibida y prueba preconstituida, cit. p. l7?.
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Supuestos de prueba anticípada.- El art. 24Q..1 del código procesal
penal establece los casos de la pnictica de la prueba anticipada.

1. En el caso de testigos y peritos, cuando requieran ser exami-
nados con urgencia ante la existencia de r¡n motivo fundado
en enfermedad u otro grave impedimento; o por haber sido
expuestos a la violencia, amenaza, ofertas o promesa de dine-
ro u otra utilidad para que no declaren o lo hagan falsamente.
Se considera además la posibilidad del debate pericial.

2. El careo bajo los mimos supuestos señalados anteriormente.

3. Los reconocimientos, inspecciones o reconstrucciones, que
por su naturaleza y características deben ser considerados ac-
tos definitivos e irreproducibles, y no sea posible postergar su
realización hasta etjuicio oral.

Requisitos y trámite de la prueba anticipada (arts. 213 -245)

l. Se solicita al juez de la investigación preparatoria hasta antes
de remitir la causa al juzgado penal, siempre que exista el
tiempo suficiente para realizar la diligencia.

2. Se deberá precisar la prueba a actuar, los hechos que son su
objeto y las razones de su importancia para la decisión judicial,
es decir, la trascendencia para la sentencia- Se debe de indica¡
el nombre de las personas a intervenir en la diligencia.

3. Se deberá señalar los sujetos procesales constituidos y su do-
micilio procesal.

4. El fiscal asiste obligatoriamente a la audiencia y debe de ex-
hibir la carpeta fiscal para su exÍrmen inmediato por el juez en

ese acto.

5. Eljuez corre traslado por 2 días a las partes para que presen-
ten sus consideraciones.

6. El fiscal puede pedir el aplazamiento de la diligencia cuando
pueda perjudicar la realización de otras diligencias de la in-
vestigación preparatoria. Fundamentará e indicará el término
del aplazamiento.
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7. En ambos casos, el juez resolverá en 2 días. En casos urgen-

tes, el plazo podrá abrevia¡se, incluso, a pedido del fiscal po-

drá actuarse la diligencia de inmediato, sin traslado alguno.

8. La resolución que disponga la prueba anticipada indicará el ob-
jeto de prueb4 las personas interesadas, la fecha de la audiencia

-salvo los casos de urgencia- la que no podrá ser antes del déci-

mo día de la citación. Se cita a todos los sujetos procesales.

9. Si se trata de la actuación de varias pruebas se realizarán en una

. sola audiencia, salvo que sea manifiestamente imposible.

10. La audiencia se realiza en acto público, con presencia obliga-

toria del fiscal y del defensor del imputado. Si este no concu-

Ire, se designará defensor de oficio, empero se podrá aplazat

la audiencia dentro del quinto día siguiente.

11. Las pruebas se practican con las formalidades del juicio oral.

12. Se realizala prueba en la misma audiencia, pero puede conti-

nuar al día siguiente hábil.

13. El aeta, los objetos y documentos agregados serán remitidos

al fiscal para su evaluación y empleo. Las partes pueden co-

nocer del mismo Y obtener coPia.

14. Las resoluciones judiciales que ordena la prueba anticipada,

- que la deniega, que dispone su aplazamiento o su realización
'-' ' "." - de urgencia, pueden ser impugnadas (art.246).

j ':.

6.2. La prueba preconstituida

La llamada prueba preconstituidar33 aparece -al igual que la prue-

ba anticipada- como otra institución procesal por la cual se exceptúa

la práctica de la prueba en el juicio oral porque ésta es irreproducible,

dada la existencia de circunstancias especiales de su obtención y aten-

diendo a la necesidad propia de la investigación preliminar, pero con

observancia a los principios de innrediación y contradicción.

133 AseNcro ñleu,¡oo, !. Prueba prohibiday prueba preconstituida, citado, véase p' 160

y ss.
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La prueba preconstituida es aquella que sé obtienen como conse-
cuencia de los actos investigatorios, sobre todo de las investigaciones
iniciales, y sólo podran convertirse en actos de prueba si se reproducen
en el juicio oral y se someten al contadictoriot3a.

Pueden considera¡se prueba preconstituida las diligencias propias
de la investigación policial: las actas de incautación, de hallazgoi las
pericias oficiales practicadas con el carácter de inicial, se incluye por
ejemplo, la pericia médico legal, la necropsia, el levantamiento del ca-
dáver, el reconocimiento personal directo o fotográfico, Ia prueba de
alcoholemia, el llamado dosaje etílico, el recojo de armas, objetos o
examen de huellas o muestras de sangre o sustancias encontradas en la
escena del delito, inspección policial, el registro domiciliario, etc.

La prueba preconstituicia -al igual que la prueba anticipada- in-
gresa al juicio a través de la oralización de la prueba documental para
efecto de posibilitar su ex¿rmen con todas las garantías.

7. LAPRUEBAPROHIBIDA

La prueba para que sea válidamente incorporada y valorada en el
proceso penal debe ser lícita, obtenida de acuerdo con la constitución
y las leyes y merecedora del valor que la autoridad jurisdiccional le
asigne y de allí que bajo el marco del rigor constitucional, se repute de
válida en cualquier ordenamiento jurídico, ya que partimos de la idea
basica que la finalidad del proceso penal, conformada por búsqueda de
la verdad, no es un fin absoluto, sino que posee un limite: el respeto de
los derechos fundamentales de la persona.

En la doctrina no es uniforme la definición de prueba prohibida. Se
suelen plantear diferencias ente prueba prohibida, prueba ilícita pnreba

134 HenNexoez Gl,, Francisco. La prueba preconstítuida, en La prueba en el proceso
penal, AAVV. Centro de Estudios Judiciales, No 12, Madrid, 1993, p.79. Señala et
autor que "entendida la prueba preconstituida como el medio o fuente de prueba
preexistente al proceso, o como la prueba que se prepara con anterioridad y fuera det
proceso, el concepto no es de fácil aplicación al proceso penal, en el que no rigcn los
mismos principios que en el proceso civil."

237
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ir"gol*, dependiendo del tipo de derecho afectado y el grado de vulnera-

ción al derecho, entre otros criterios. Sin embargo la idea central de la de-

finición de la prueba prohibida, de conformidad con el Artículo VIII del

Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal, es aquella que se ob-

tiene con violación al contenido esencial de los derechos fundamentales,

ya sea directa o indirectamente y la sanción que establece el mismo có-

digo es su ineficacia, es decir, carecen de efecto legal. Además el artículo

157 establece que "no pueden ser utilizados, aún con el consentimiento

del interesado, métodos o técnicas idóneas para influir sobre su libertarJ

de autodeterminación o para alterar la capaeidad de recordar o valorar

los hechos". Están prohibidos entonces los maltratos, el narcoan¿ilisis o

suero de la verdad, la hipnosis, el detector de mentiras. En el mismo sen-

tido, se prescribe que el juez "no podrá utilizar, directa o indirectamente,

las fuentes o medios de prueba obtenidos con vulneración del contenido

esencial de los derechos fundamentales de la persona" (Art. i 59).

Sin embargo, tal como se encuentra redactado el NCPR nos crea

dos grandes interrogantes ¿Cuándo estamos frente a la yulneración del

contenido esencial de los derechos fundamentales?, y ¿Existe alguna

excepción a la valoración de la prueba ilícitamente obtenida?

En cuanto a la primera interrogante, el término, contenido esen-

cial de los derechos fundamentales es un concepto impreciso, que no

puede establecerse de modo general, de manera tal que debe ser deter-

minado en relación a cada derecho fundamentall3s

Con referencia al segundo punto, en principio debemos distinguir
entre obtención e incorporación de la prueba, vinculiindolo con las di-
ferencias que existen entre fuente y medio de prueba. La obtención de

fuentes de pmeba se asocia con la labor investigadora, fiscal o policial,
previa e independiente al inicio del proceso, mientras que la incorpora-
ción del medio de prueba se encuentra relacionada con el proceso penal

en sí mismo. Cuando existe alguna vulneración a una nolma de carácter

constitucional, en la obtención de la fuente de prueba, tiene como efec-

135 Aa¡o Yur.rxeul, Samuel. Linites respecto al contenido esencial de íos dercchos fun'
damentales. Themis, Tomo ll, Lima, 1992. p. 10.
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to general, Ia prohibición de su valoración, mieniras que bn el segundo
caso, cuando se produce una violación a una norma de carácter f.*r-sal en la incorporación de determinado medio probatorio, esta prueba
puede ser valorad4 siempre y cuando el defecü sea subsanado, de ro
contrario, tendrá elmismo efecto que en el primer caso; estamos ante el
supuesto de la prueba inegular o defecfuosa.

La regla generar en rnateria de prueba prohibida es su excrusión
tanto de la prueba directa (ej. cuando unu.onf.rión se obtiene mediante
torturas) como de Ia prueba derivada (ej. cuando producto de una inter_
vención telefónica se logra incautar droga), la primera a trav¿s de la re-
glas de exclusión y en el segundo caso, por medio de Ia teoría del fruto
del ¿lrbol envenenado- El.fundamento para la prohibición áe ra prueba
derivada es que, siendo el procedimiento inicial vioratorio de garantías
constitucionales, tal ilegalidad se proyecta a todos aquellos actos que
son su consecuencia y que se ven así alcanzados o teñiáos por la misma
ilegalidad. "De tal maner4 no sólo resultan inadmisibles en conta de
los titulares de aquellas garantías las pruebas directamente obtenidas
del procedimiento inicial, sino además todas aquellas otras evidencias
que son "fn-lto" de la ilegalidad origina¡.ia',.136

La doctrina jurisprudenciar estadounidense en el caso weerrs vs.us, en 1914 introdujo contundentemente la denomin ada exclusionary
rule o reglas de exclusión, según la cual la evidencia obtenida, en vio-
lación a la constitución política de los Estados unidos, es inadmisible
ante el rribunal en un proceso criminal. Dicha regla se configwé con el
fin de desincentivar la obtención prueba en contravención con ra cuarta
y quinta enmienda dela Bill of Rights (protección en relación a las pes-
quisas y aprehensiones poco razonables y el derecho de la no autoincri-
minación).Ademiis, una prueba obtenida ilegalmente y utilizada dentro
de un proceso judicial para sustentar una sentencia de culpabilidad, re-
sulta lesivo al principio del debido proceso.

Sin embargo esta regra, de carácter absoruto en un inicio, fue per-
diendo fuerza y fue objeto de fuertes cuestionamientos en torno al favo-

136 c¡nnro, A.. Garantías constitucionares en er proceso penar,citado, p. r63-r64.
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recimiento de la impunidad de los delitos, al considerarse que€ntorpece

la acción de la justicia cuando se declara inadmisible algunas pruebas
que son determinantes en la responsabilidad de los agentes y la mis-
ma jurisprudencia norteamericana se encargó de instaurar las llamadas
excepciones a las reglas de exclusión. A continuación nos referiremos
brevemente a las más importantes.

Pa¡a el caso de la prueba directa:

a) La doctrina de la ponderación de intereses. Desarrollada fuerte-
mente por el derecho europeo continental; sostiene que la aplica-
ción de la exclusión de la prueba prohibida esta supeditada a la
relación de importancia o gravedad que tengan el acto ilegal (vio-
lación constitucional); las consecuencias negativas de su eventual
ineficacia (exclusión). El balancing test es la adaptación esta-

dounidense de la tal excepción. Esta doctrina consiste en "hacer
valer una prueba ilicita en base a criterios de proporcionalidad".

Esta excepcíón a Ia regla de exclusíón aparece como una de las

miás aceptadas en la jurisprudencia extranjera y nacional pues se

ubica en una posición intermedia que propugna resolver la pro-
blemática de la prueba ponderando los intereses en conflicto. Así
pues, conforme a esta teoría existe un interés público en descubrir
la verdad de los hechos que se investigan bajo el principio de la
tutela judicial, y en la que se reconoce el derecho de las partes a la
prueba. Entonces, las fuentes de prueba obtenidas con violación de

bienes jurídicos de menor jerarquía deben ser admitidas en el pro-
ceso, pero sin peduicio de la investigación y sanción civil o penal
que pudieran corresponder. En este sentido, la coacción o amenaza

empleada contra una persona investigada por delito de secuestro,

resulta de inferior valor respecto a la vida del secuesüado que se

logró salvar por confesión de aquél; o la intervención telefonica sin
mandato judicial, pero que permite ubicar a unos niños rehenes; lo
que hace sopesar el bien jurídico "intimidad" de uno de los perso-
najes en la comunicación, con el bien "vida" que se logra salvar,
determinandose una posición favorable para el segundo caso.

Sin embargo se ha criticado a esta posición porque parte del error
de considerar la existencia de un relativo derecho a la prueba des-
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de la Constitución, cuando ésta consagra la prueba legal, lícita en

obtención y practica; además, cuesta mucho aceptar una ponde-

ración de intereses luego de realizada la conducta ilícita.

La Doctrina de Ia buenaf.- Admite la posibilidad de valorar

prueba ilícitamente obtenida, siempre que dicha violación se haya'

realizado sin intención, sea por eror o ignorancia. (Caso León vs.

U.S 1984, ) ejemplo, cuando la policía escucha gritos de dolor al

interior de un domicilio y al ingresar, pensando salvar a una per-

sona, encuentra a unos sujetos consumiendo drogas con menores

de edad.

Efecto de la prueba ilícita para terceros.- Las pruebas obtenidas

directamente mediante violación de derechos constitucionales,

pueden ser admitidas y declaradas útiles para condenar a imputa-

dos no afectados por la violación del derecho fundamental, pues

ello implica la desconexión entre la violación del derecho consti-

tucional y la condena.

Doctrína sobre la infraccíón constitucional beneficíosa para el
imputado. Admite la posibilidad de valorar prueba ilícita que

pueda ser utilizada a favor del imputado. Esta es la única excep-

ción expresa a las reglas de exclusión que se encuentra regulada

en el NCPP, en el artículo VIII.3. "La inobservancia de cualquier

regla de garantía constitucional establecida a favor del procesado

no podrá hacerse valer en su perjuicio"

Doctrina de Ia destrucción de la mentira del imputado. Admite

la validez de la prueba solo para descalificar la declaración del

imputado (a fin de confrontarlo) atacando su credibilidad, pero

nunca para acreditar su culpabilidad, por eso no seria propiamen-

te una excepción a las reglas de exclusión (Caso Walder vs. US
de 1954)

En el caso de la prueba derivada:

Teoría de la fuente inidependiente: Se puede valorar la prueba

derivada de una directa obtenida con violación a derechos cons-

titucionales, siempre que se pueda llegar a la fuente de prueba

24t

b)

c)

d)
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por medios probatorios legales, por ejemplo, el imputdo con-

fiesa, bajo torfuras, el lugar donde se encuentra el secuestrado,

sin embargo podríamos haber dado con el paradero de la victima
mediante la declaración de un testigo.

Teoría del hallazgo inevitable. Esta teoría se desprende de la pri-
mera, -teoría de la fuente independiente-, y se aplica cuando las

consecuencias del acto ilícito (confesión, bajo torturas al imputa-
do, del lugar donde se guardaba la droga), se hubieran obtenido in-
defectiblemente (existía una exhaustiva investigación en curso).

Teoría del nexo causal atenuado. Las acciones posteriores a Ia
prueba ilícit4 van perdiendo relación con aquella, la proyección
del vicio inicial se va atenuando, hasta que se llega a diluir por
completo.

Estas excepcíones a Ia reglas de exclusión a las cuales hemos

hecho referencia, constituyen una opción política por parte de los
Tribunales de Justicia - cuyo fundamento es la eficiencia del sis-

tema penal, evitar la impunidad - las cuales se van adecuando
y desarrollando conforrne va evolucionado los criterios sociales.

Siempre deben ser tomadas como excepciones, sin olvid¿r que en

la noción de prueba, se encuentra íntimamente relacionado con el
derecho fundamental del presunción de inocencia.

LOS ACTOS DE IN\IESTIGACIÓN Y LOS ACTOS DE PRUEBA.

DIFERENCIAS

La doctinapermite la distinción entre actos de investigación y actos

de prueba" pam separar las etapas y a las autoridades judiciales relaciona-

das con la actiüdad probatoria en el proceso penal. Su natr¡ralez4 fines y
alcances son distintos; al Fiscal le compete asumir los actos de investiga-

ción en la fase preliminar y preparatoria; al juez los actos de prueba en el

juicio oral.

Siguiendo a Onrells R¡¡,tos para tatar de las diferencias entre ac-

tos de investigación y actos de pruebari7, podemos afirma¡ lo siguiente:

8.

137 Orr¡r-r-s R¡"rros, lvtanuel. con ñ{ovreno A *ocl, Derecho Jurisdiccional. T. III, cit. p. I 5 I
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a. El acto de investigación forma parte de la investigación judicial y
sirve a sus funciones, mientras el acto de prueba se integra en el
juicio oral y sirve al fin de éste.

b. La eficacia de los actos de investigación permiten proveer el
fundamento necesario prira que el juez dicte resoluciones sobre
medidas cautelares, peticiones, incidentes, archivo o apertura del
juicio oral. La eficacia de los actos de prueba es la de servir de
fundamento a la sentencia.

c. Otra diferencia se centra en la calidad de las resoluciones judicia-
les que se fundan en los actos de investigación y en los actos de
prueba. Las proferidas respecto a las medidas cautelares o la de

apertura del juicio oral (auto de enjuiciamiento) no precisan que

la situación definitiva del procesado, sino es suficiente trn juicio
de mera probabilidad al respecto. Los actos de prueba determinan
la sentencia; y sólo la plena convicción sobre la responsabilidad
penal permite una resolución condenatoria, mientras que un jui-
cio de mera probabilidad debe conducir a una absolución.

d. En los actos de prueba deben respetarse escrupulosamente los
principios de inmediación y contradicción, los cuales adquieren
mayor intensidad. En los actos de investigación, la intensidad de

estos principios disminuye.

En definitiva, se trata pues de dos clases de actos de natural.eza

fiscal y judicial paru alcaruar el debido esclarecimiento de los hechos;

ambos realizados en dos momentos distintos, cuyo grado de convicción
son separados. Esto significa que, por regla general, los actos de inves-
tigación no puedan tener eficacia jurídica de actos de prueba salvo que

aquellas no puedan ser reproducidas en el juicio oral. La prueba enton-
ces ha de practicarse en el juicio oral bajo los principios de oralidad,
inmediación, contradicción e igualdad, principabnente.

Entonces, conforme a la nueva legislación vigente, los actos de

investigación preliminar son aquellos practicados por la Fiscalía o por la
Policía o ésta por orden de aquellas, Qu€ tienen por finalidad investigar
la existencia de elementos fácticos sobre un hecho denunciado como
delito y de la persona denunciada o imputada del mismo, donde si bien
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puede resultar que dicha investigación es satisfactoria y hastll suficien-
te en sus objetivos para aquellos, sólo van a posibilitar continuar con
la investigación preparatoria por el mismo fiscal. Tanto la preliminar
como la preparatoria son investigaciones con características propias: son
formales, útiles para la toma de decisiones sobre medidas cautelares,
ampliación por otros delitos u a otras personas, para que las partes tomen
conocimiento de lo que sucede en la investigación, las diligencias son
taxativas, pues solo se practican las que se encuentran reguladas en la
ley, son de naturaleza reservada, lo que exige de los sujetos procesales a
guardar Ia reserva cie lo que acontece en la diligencia, etc.

En cambio , los actos de prueba se materializan en el juicio oral,
en la que los argumentos de imputación que significa la acusación fiscal
van a ser sometidos a la contra-argumentación de la defensa, pero ade-
más, todos los elementos de prueba se van a actuar para Ia respectiva
valoración por el órgano jurisdiccional y la expedición de la sentencia.

II. MEDIOS DE PRUEBA EN PARTICULAR

I, LA CONFESIÓN ruDICIAL

Una de las instituciones que mayor relevancia en el proceso pe-
nal en los últimos años lo constituye la Confesión. Esta se produce
durante la fase de investigación (preliminar o preparatoria) y de juz-
gamiento, incluso en los mecanismos de culminación anticipada del
proceso (terminación anticipada y conformidad). La confesién en el
proceso penal es el acto procesal por el cual el imputado presta una
declaración personal, ante la autoridad judicial, sea en la investiga-
ción o en el juzgamiento, de manera libre, consciente, espontánea y
verosímil sobre su participación como autor o cómplice, en el hecho
delictivo que se investiga.

Como quiera que se trata de una manifestación voluntaria del im-
putado de dar a conocer al Juez que cometió un delito sin que se exija
mayor rigurosidad es necesaria su posterior verificación con otros me-
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dios de prueba. Sin embargo, se acepta tarnbién:la retractación de la

confesión, es decir, volver a decla¡ar para negar lo confesado anterior-

mente, ello hace que no se estime como medio de prueba.

El nuevo código procesal penal lo regula expres¿rmente en los ar-

tículos 160 y 161 resaltándose la presencia de dos formas de confesión:

1) la confesión en el sentido de aceptación de cargos, es decir, consiste

"en la admisión de los cargos o imputación formulada en su contra''

(art. 160); y2)laconfesión sincera, cuando "adicionalmente, es sincera

y espontánea, salvo los supuestos de flagrancia y de irrelevancia de Ia

admisión de cargos en atención a los elementos probatorios incorpora-

dos en el proceso ..." (art. 161).

La confesión exige determinados presupuestosr3s a fin de ser con-

siderados en la valoración de lá prueba referidos al sujeto, objeto o con-

tenido y a la forma. En tal sentido, el art. 160 establece que la confesión

sólo tendrá valor probatorio cuando:

a. Esté debidamente corroborada por otro u otros elementos de con-

vicción.

b. Sea prestada libremente y en estado normal de las facultades psí-

quicas.

c. Sea prestada ante el Juez o el Fiscal en presencia de su abogado.

Conforme a lo dispuesto en el art. 161 de la ley procesal, el le-

gislador ha querido privilegiar a la confesión sincera, es decir, aquella

que se practica de manera voluntaria, ante la autoridad fiscal o judicial,

con muestra de arrepentimiento y con la posibitidad de alcanzar una in-

dulgencia del juzgador permitiendo la disminución de la sanción penal,

pues en estos casos, o'el Juez, especifrcando los motivos que la hacen

necesaria, podrá disminuir prudencialmente la pena hasta en una tercera

parte por debajo del mínimo legal."

138 ya lvlrrrenrr,uEn señalaba otros presupuestos como: la verosimilitud; credibilidad;

precisión; persistencia y uniformidad; Tratado de la prueba en materia criminal, cita-

do, P. 271 y.. ss.
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l.l. Ca¡acterísticas i

De lo expuesto en la ley y de los alcances que da la doctrina po-

demos señalar las siguientes características :

a. Se trata de un acto procesal personal e intransferible. La confe-

sión la hace el imputado y no a través su defensor o tercera p€rso-

na. Tampoco tiene validez un documénto notarial ni carta, audio

o video in donde se exprese la declaración clel delito.

b. Se presta ante la auioridad judicial cornpetente. es decir, ante el

Juei en la etapa del juzgamiento o a¡tte el frscal en fase de investi-

gación, en presencia de su abogado defensor. La decla¡ación sobre

ia realización de un delito ante la autoridad policial, sin contar con

la presencia del fiscal y del defensor del imputado, no constituye,

en sentido estrictamente jurídico procesal, una confesión.

c. La confesión puede prestarse en cualquier momento del proce-

so penal, incluso hasta antes de leerse la sentenci4 pero debe

anotarse, que la prontizud y espontaneidad de la confesión puede

significar iu poriUiUaud de reducción de la sanción penal por el

juágador. También es posible la confesión del delito con ocasión

de aceptarse la conclusión anticipada del proceso, €n cuyo cÍ¡so'

el acusado p6drá confesar ante el órgano jurisdiccional la comi-

sión del delito y aceptar los términos de la acusación fiscal.

d. La confesión debe ser declarada por el imputado de manera libre,

es decir, por decisión personal exclusiva, sin ninguna forma de

coacción o promesa. La declaración recibida bajo algún tipo de

amenaza,presión tortura o promesa no constituye confesión ni

puede ser considerada como medio probatorio (art. 2" inc. 24, h)

de la Constitución).

e. Debe ser consciente, que va ligada a la libertad de declaración'

Ello significa que el imputado debe darse cuenta del reconoci-

miento de su autoría o participación en el delito; debe tener la

capacidad de reflexión sobre su actuar, sobre los móviles y con-

secuencias. De allí que se exija que se preste "en estado normal

de las facultaies psíquicas" (art' 160'2'c¡
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1.

La confesión debe ser espontánea, es decir,"expresada con natu-

ralidad, con iniciativa propia del imputado; en la forma común

de expresarse y sin mediar alguna forma de motivación, salvo

la de declarar el delito incurrido de manera personal. La espon-

taneidad debe presidir la declaración; debe permitirse al proce-

sado manifestar cuanto tenga por conveniente para explicar los

hechos incriminadosr 3e.

Ademiís, debe exigirse no sólo que se admita su autoría o parti-

cipación, sino también proporcionar la motivación, los detalles

del mismo, o la forma en que se realizó el delito, antes, durante y

después de su perpetración.

La confesión debe ser cierta, verosímil, es decir, susceptible de

credibilidad, de consideración racional. La declaración debe pre-

sentar las características de ser posible con arreglo a la experien-

cia o a las condiciones del imputado o las circunstancias de los

hechos o al desarrollo lógico de las cosas.

La confesión debe ser corroborada con otos medios probatorios.

En este sentido, la sola autoinculpación sin existir prueba que lo

reafirme, resulta insuficiente para sustentarruut sentencia condena-

torialao.

1.2. Confesión sincera y espontanea

La doctrina y la legislación comparada reconoce en la confesión

como una institución procesal que permite premiar al imputado por con-

fesa¡ su delito, no sólo porque reconduce y centra la investigación en la

verificación de los datos que proporciona, sino porque además, signifi-

ca una actitud de arrepentimiento del imputado por el delito cometido,

que debe ser apreciado por el juzgador. A diferencia de la legislación

procesal anterior que posibilitaba la reducc'ión a límites ínferiores al

mínimo conminado en la ley penal, el nuevo código pone un limite a

la reducción de la pena por confesión sincera, la misma que puede ser

Rtvros MÉxoez,F., El Proceso Penal, citado,p.2O3.

Ej. Suprema de I I de abril de 1988' II S.P. Exp. N'840-87, Lima'
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"hasta en una iercera parte por debajo del mínimo legal" (ar{. 16l). En

tal sentido, si el extremo mínimo de la pena para el delito es de seis años

y se produjera la confesión sincera, eljuez podrá reducir la sanción has-

ta dos años de dicha pena quedando en cuatro.

Sin embargo, hay que precisar que la reducción de pena por con-
fesión no se debe producir si el imputado fue intervenido en flagrante
delito o existe suficiencia probatoria, pues tales circunstancias hacen

irrelevante la confesión.

1.3. La retractación de la conl-esión

El imputado puede confesar ser autor o partícipe de un delito,
siguiendo todas las formalidades de la le¡ pero también puede, poste-

riormente, retractarse de su dicho y expresar en su posterior declaración
que es inocente o que tuvo distinta participación en el hecho punible.

Corresponderá al Juez valorar el sentido de tales declaraciones a

la luz de las pruebas existentes en el proceso penal, aunque desde ya es

demostrativo de un elemento propio de la personalidad del imputado.

Confesión o no, su declaración debe ser objeto de comprobación en el
proceso, principalmente en la fase de actuación de pruebas, es decir, en

el juicio oral.

2. PRUEBATESTIIvIONIAL

La prueba testimonial constituye uno de los medios probatorios

de suma importancia y de mayor empleo en el proceso penal. La na-

turaleza del delito o las circunstancias en que ocurrió, muchas veces

no permiten encontrar suficientes elementos probatorios, por lo que se

acude generalmente a la búsqueda de elementos indiciarios aportados
por el procesado, si se encuentra presente en el proceso, empero, si no

fuera así, la declaración de las personas que presenciaron los hechos o

de las víctimas del delito, resultan de trascendental importancia, pues

de su contenido, igualmente. se podran obtener los elementos de prueba

que se requieren en el proceso para alcanzar sus objetivos.
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En la actualidad, la prueba testimonial constihrye una de las prue-

bas de mayor recurrencia en el proceso y, por cierto, la base probato-

ria que puede decidir un caso penal. Para R.cMos MÉNoszr{r uno de los

elementos típicos de la investigación en el proceso penal es recurrir a

las declaraciones de las personas que en una u otra forma puedan tener

conocimiento de los hechos o puedan aportar datos de utilidad para la

instrucción de la causa

La prueba testimonial significa la puesta en conocimiento ante la

autoridad fiscal o jurisdiccional de los hechos o circunstancias relacio-

nadas con el delito, o la información que guarde relación con el presun-

to autor, o con los medios utilizados o los efectos del delito.

La declaración del testigo debe recibirse con cautela y bajo cri-

terios relativos al objeto de piueba y de quien lo propone; debe ser

verificada y analizada; se exige que sea frdedigna, con coherencia,

objetiva y corl ausencia de subjetividad. Debe recibirse lo más pronto

posible a fin de evitar el olvido de los detalles o circunstancias del

delito por parte del testigo.

2.1. El testimonio

El testimonio, en sentido amplio, aparece como una manifesta-

ción humana de un conocimiento pretérito y el término se emplea para

dar razón de un hecho percibido a través de los sentidos. Puede ser

histórico, político, científico, religioso, social o judicialra2. Este último

es el que nos interesa por cuanto es aquel que se presta ante un órgano

judicial con fines Probatorios.

El testimonio judicial es la declaración que una persona llamada

testigo hace ante la autoridad judicial respecto de un hecho que ha teni-

do cónocimiento. El testimonio permite informar al Juez sobre determi-

nados hechos que desconoce.

l4l R^r* ME-* 2,F., El Proceso Penal. Lectuta Constitucional, Barcelona" 1993, cit'

P'204'
142 h.opnicuez , O., El testimonio y sus problemas. Temis, Bogotrí5 19E5, p. 3.
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El testigo es la persona fisica que se encuentra presentt al momen-
to de la comisión del delito y que es llamada al proceso penal para que
declare sobre lo que conoce de los hechos que se investigan. como lo
afirma cenNsllrrn los testigos se encuentran en el ambie¡tte clel clelito y
el juez, por el contrario, en el ambiente del juic¡b¡a3. Es la persona lla-
mada a "referir su declaración sobre todo lo que ha visto, oíd-o o palpado
o, en fin, de todo aquello que ha llegado a ér por medio de los séntidos,
de un hecho pasado presumible punible y objeto de averiguación"r44.

El testigo es pues la persona que se encuentra presente al mo-
mento del delito, que puede conocer de otros elementos de prueba o
ser fuente de prueba, pero que adquiere singular importanciá cuando
ante la autoridad judicial expresa lo que ha visto, oído o percibido
del mismo. Por ello su declaración debe ser objetiva y concreta, no
admitiéndose que exprese opiniones o conceptor qu. á" manera per-
sonal tenga respecto de los hechos que relata, salvo que se trate de un
testigo técnico (art. 166.3).

En cuanto a la valoración del testimonio, la misma ley procesal
establece la posibilidad de verificar la idoneidad fisica o psíquica del
testigo, en cuyo caso se realizarán las indagaciones necesariase inclu-
so, la realización de las pericias que correspondan, facultándose al juez
a decidirla de oficio (arr. 162.2).

2.2. Características del testimonio

Es una declaración de conocimiento realizado por persona fisica,
con capacidad legal.

constituye una declaración verbal prestada ante el fiscal o juez
competente sobre lo que conoce de la comisión del delito o de
las circunstancias que rodean al mismo La ley señala que tal
declaración "versa sobre lo percibido en relación con los hechos
objeto de prueba" (art. 166.1). La oralidad es la regla en el pro-
cedimiento penal.

CeRxeLerm, F., Lecciones... cit., p. 15.
RoonÍcuez O., Cit. p. 4.

b.

t43
t44
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No debe mediar forma alguna de coacción e*r la declaración tes-

timonial. El testimonio debe ser libre de promesas o amenfizaf¡.

El testigo no puede ser obligado a declarar sobre hechos sobre

los cuales podría surgir su responsabilidad penal, alcanzando tal

derecho cuando su declaración pueda incriminar a su cónyuge o

parientes cefcanos (art. 163.2). Se trata de un derecho del testigo

en virtud del cual se puede abstener de declarar.

La declaración testimonial debe producirse con las formalidades

que exige la ley procesal.

Puede ser ofrecida por las partes o actuarse de oficio, confor-

me al avance de la investigación judicial y lo dispuesto por la

ley procesal. 
!

El testimonio puede ser espontáneo o provocado. Es espontáneo

cuando se presta ante la autoridad sin previo pliego de preguntas

y en donde el testigo expresa en sus propios términos -y de la ma-

nera que es más cómoda- su conocimiento sobre los hechos. Co-

rresponderá a la autoridad judicial la formulación de las preguntas

pertinentes una vez terminada la exposición del testigo, katando

de resaltar los aspectos que por el nerviosismo o la brevedad de

la declaración no dijo o no precisó el deponente. Será el. testimo'

nio provocado, sílaautoridad judicial inicia el examen del testigo

conforme a un interrogatorio que previamente ha elaborado.

El testimonio puede ser de cargo o de descargo, según sean ofre-

cidos por las partes dentro del proceso penal.

El testigo colabora con la justicia, es un tercero dentro de un

proceso, no puede presentar recursos ni participar en el proceso

activamente. No existe prohibición expresa de la ley respecto a

que pueda ser acompañado por su abogado (sólo presencial), si

temiera ser involucrado en la causa penal.

El testimonio del sordo, mudo y sordomudo se realizará formu-

lando las preguntas por escrito; si saben escribir, contestarán de

la misma forma, salvo que el sordo pueda contestar oralmente.

En todo caso, el Juez puede disponer la presencia de intérprete o
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de persona hábil en el entendimiento con los testigoslue tengan
tales lirnitaciones.

k. El testimonio debe recibirse por separado; Ia autoridad judicial
debe procurar que no exista comunicación entre los testigos (art.
170.3).

l. El testigo puede ser interrogado por los abogados que intervienen
en la diligencia.

m. La nueva ley procesal, a diferencia del código antiguo, permite el
, careo entre testigos (art. 182.2"), lo que es, en aigunos casos, ne-

cesario, pues existe la posibilidad de que los testigos de un mismo
hecho declaren de manera contradictoria o diferente.

Es del caso señalar que el fiscal o eljuzgador para efecto de reci-
bir la declaración testifical debe de examinar con especial atención las
características de la persona que declara y las circunstancias que concu-
rrieron en e[ hecho a fin de fijar su credibilidad y valorar en su momento
el contenido de-sus testimonio.

2.3. Clases de testigos

En doctrina se admite la siguiente clasificación de testigos:

Testigos directos o presenciales.- Son aquellos que tienen una
percepción directa sobre el delito y que se manifiesta a través de
la vista principalmente, o de los demás sentidos; así por ejemplo,
el testigo que escuchó el diálogo entre el imputado y la víctima,
o los gritos de dolor del agraviado o el ruido de los instrumentos
empleados en el delito o percibió un olor a quemado en lugar
próxímo a la escena del crimen, etc.

Testigos índirectos o de referencia, también se les llama testigos
de oídas, que son aquellos que expresan conocimiento del he-
cho por datos suministrados por otras personas o informaciones
captadas de lnedios de comunicación social, de los comentarios
de la gente, de la películas, etc. Es el llamado testigo referencia!
que se encuentra regulado exDresaments por la ley. En efecto. el
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art. 166.2 establece que en estos casos, el tertigo ..debe señalar el
momento, hg*, las personas y medios por los cuales lo obtuvo",
incluso se podrá actuar de oficio en el caso de las personas indi-
cadas por el testigo de referencia como fuente de conocimiento;
si ello no se produce, no podrá utilizarse dicho testimonio.

c. Testigos de conducta, que son aquellos que acuden ante la autori-
dad judicial, generalmente a pedido del imputado, a fin de aportar
elementos de juicio sobre la honorabilidad o buena conducta del
imputado.

d. Testígos ínstrumentales, que son aquellos que acuden al despacho
judicial para dar fe de algún documento o del contenido del mis-
mo o de la firma que allí aparece.

2.4. Obligación de testimoniar

En principio, todas las personas nacionales o extranjeras, citadas
por la autoridad judicial como testigos, tienen la obligación de concurrir
a la sedejudicial, salvo excepciones legales, a prestar su declaración y
responder con verdad a las preguntas que se le hagan (art. I 63. I ).

La nueva ley establece que tratiíndose de testigo policía, militar o
miembro de los sistemas de inteligencia del Estado, no pueden ser obli-
gados a revelar el nombre de su informante. Lo que parece lógico en la
línea del Eabajo que realizan en sus investigaciones, empero, la prohibi-
ción no es absoluta, pues pueden mencionar sus nombres y ser llamados

a decla¡ar. De allí que en el pránafo siguiente del art. 163.3 se precisa que

si los informantes no son interrogados como testigos, las informaciones
dadas por ellos no podrán ser recibidas ni utilizadas. Ello confirma la ne-

cesidad de respetar el principio de legalidad de la prueba y además, exige
la verificación del testimonio indirecto. En consecuencia, las partes, pero
principalmente el fiscal, deben de cuidar bien de ofrecer tales pruebas si
antes no han confirmado la declaración de tales personas informantes.

Conforme al ordenamiento procesal, la autoridad fiscal o jurisdic-
cional debe citar como testigos:
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a. A las personas ofrecidas por las partes o las que conside¡e el Fis-

cal durante la fase de investigación, y por eljuez penal en fase de

juicio oral, aceptadas en fase intermedia.

b. A las personÍ¡s que el imputado considere necesarias para su de-

fensa o las que especialmente ofrezca para demostra¡ su probidad

y buena conducta.

El número de testigos podrá ser limitado por el Juez según su cri-

terio (art. 155.2). En tal sentido, por ejemplo, deberá consitierar la reite-

ración del testimonio formulado por otros testigos o la coincidenc'ia de

lo ya expuesto por otros respecto de un mismo hecho; o los testimonios

de vecinos o compañeros de trabajo, que tiene por objeto poner de re-

lieve su buena conducta.

El testigo deberá ser citado por la autoridad fiscal o jurisdic-

cional, fijándose día y hora para la declaración; si no se presenta,

se le hará comparece r compulsivamente por la fuerza pública (art.

164.3). Si bien lá ley no lo dice expresamente, tratándose de una sola

citación, ésta debe hacer mención al apercibimiento de conducción

de grado o fuerza. También es posible que el testigo se presente es-

pontáneamente (art. 164.2),lo que significará que se levante el acta

correspondiente, decidiendo la autoridad fiscal o judicial la recepción

de su declaración.

Puede afirmarse que el testigo tiene las siguientes obligaciones en

el proceso penal:

a. Obligación de comparecer, cada vez que sea citada por la autori-

dad judicial.

b. Obligación de identificarse con el documento de identidad res-

pectivo.

c. Obligación de prestar juramento o promesa de honor.

d. Obligación de decir la verdad, caso contrario incurrirá en delito

sancionado por la ley penal (art. 409" C.P.).
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2.5. No obligatoriedad del testimonio i

La nueva ley también establece que personas que no están obli-

gadas a prestar declaración testimonial por razones de parentesco y se-

óreto profesional o de Estado. Se trata de la declaración testimonial fa-

cultativa, donde por condiciones personales o circunstancias especiales,

el testigo se puede abstener de prestar testimonio. Podemos señalar los

siguientes suPuestos: (art' 165).

a. Por razón de parentesco.- Se sustenta en la existencia de relacio-

nes y vínculos familiares, de armonía y concordia en el hogar que

exige no obligar a los parientes del inculpado a declarar como

testigos. La ley establece que podran abstenerse a rendir testimo-

nio: el cónyuge del imputado, los parientes dentro del cuarto gra-

do de consanguinidad o segundo de afinidad y aquel que tuviera

relación de convivencia con é1. Tal abstención se extiende a los

parientes por adopción y respecto de los cónyuges y convivientes

áún cuando haya cesado el vínculo conyugal o convivencial (art.

165.1). La misma nofrna señala que las personas mencionadas

serán advertidos, antes de la diligencia, del derecho que les asiste

para rehusar a prestar testimonio, en todo o en parte'

En estos casos, primero debe establecerse el grado de parentesco

entre el testigo y el inculpado con la documentación respectiva; y

luego la autoridad judicial le debe de advertir que no está obliga-

da a prestar testimonio, que pueden rehusar a declarar, en todo o

.n pá... El testigo decidirá si se somete al examen o presta testi-

.onio sólo respecto de algunos aspectos o contesta algunas de las

preguntas que le formulen.

b. Por razón de secreto profesional o de Estado.- Lanz6n radica

en uno de los fundamentos de la profesión o culto religioso, el

secreto de lo que conoce en el ejercicio de sus funciones; el de-

ber de reserva que ha obsen'ar lespecto de lo que se le confiere a

una persona dentro del ámbito de su función profesional o culto

religioso.
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En tal sentido, no esta¡á obligado el abogado del imputádo respec-

to a los hechos que le hubieren sido confiados por aquel en cali-

dad de defensor; el médico respecto de lo que le hubiera confiado

su paciente quien a su vez es imputado de un delito; el sacerdote

sobre 1o que le hubiere escuchado en confesión del imputado.

Debe recordarse que la Constitución de 1993 establece como de-

recho fundamental, la resewa sobre las convicciones políticas, fi-
losóficas, religiosas o de cualquiera otra índole, así como a guar-

dar el secreto profesional (arl.2o inc. 18) e inclusive el Código
' Penal prevé sanción privativa de la libertad y multa a quien reve-

la¡e información sujeta a secreto profesional (art. i65).

Conforme a la nueva ley procesal (art. 165'2), deberán abstenerse

de declarar, con las precisiones legales pertinentes: los vinculados

por el secreto profesional: los abogados, ministros de culto reli-
gioso, notarios, médicos y personal sanitario, periodistas y otros

profesionales dispensados por ley expresa; sin ernbargo, con ex-

cepción de los sacerdotes, los profesionales podriin declarar cuan-

do sean liberadas por el interesado de guardar secreto.

La ley también comprende a los funcionarios y servidores públi-

cos que conocen de un secreto de Estado, es decir, de una informa-

ción considerada como secreta o reservada. En estos casos debeÉn

hacer conocer de ello a la autoridad judicial que los cite, en tales

casos, el fiscal o juez deberá pedir información al Ministro del

sector a fin de verificar si la información requerida se encuentra

de los alcances de la reserva de esta ley; si no lo estuüera conti-

nuará la diligencia; cÍrso contrario, deberá abstenerse de declarar.

Para este último caso, la ley establece que si el juez lo considera

imprescindible, a pedido de las partes o de oficio, podÉ citar a

decla¡ar a los funcionarios públicos que colrespondan e incluso al

que inicialmente fue citado, a fin de que responda a las interrogan-

tes judiciales (art. 165.3). La razón de esta excepción es bastante

obvia, se busca proteger al Estado mismo a través de cualquier

información clasificada como reservada o secreta y que compete

de manera exclusiva a los funcionarios del mas alto nivel.

En todos los casos, estas personas serán advertidas del derecho

que les asiste para rehusar la declaración. sea en todo o en pane.
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3. EL CAREO t

El careo se hace necesario cuando en el proceso penal dos o más

p.rro*r, sean imputados o testigos' deponen sobre hechos que son ma-

i.¡u¿. investigación judicial y sr¡rgen.conüadicciones sobre su conte-

nido, origin*¿o ¿i,"ltátt"ia o 
"onnttión' 

ya que se desconoce a quien

corresponde el dicho ,oür. ru verdad. conforme a 1o dispuesto por la

ü'ñ;;J penal, se realizará el careo cuando entre lo declarado por

.írrirp""¿o v ro dicho por otro imputado, testigo o agraviado, surian

contiadícciones importantes (art' 1 82' l)'

Elcareoconsisteentoncesenponerfrenteafrentealossujetos
que intervienen en .i pro."ro-penal para poder esclarecer, mediante el

debate, las controv;*'il qut hun surgido de sus ptoptl*tlaraciones

expresadas *r. ru uuiorid'ad judicial. se busca reconstruir los hechos

que constituyen el objeto dellrocesoo de una parte de é1 a partir de las

propias air.r.p*.iu'J qu. 
"*irr"n 

en las declaraciones judicialesr{5'

Lalegislaciónanteriorposibilitabaunaconfusiónentelostérminos
ca¡eo y.onfrontu.i;;, il.*b*go, elNuevo código establece determi-

nadasdistinciones.Elpresupuestonecesarioparaelcareo.esqueexistan
contradiccion* irp"o'ri*iJ.io" z sujetos (énre imputados, imputado i

*riig",l*pr"¿o/ agraviado, entrl agraviados, entre testigos), tal como

rezaelartículo r szl-; embargo el piesupuesto exigible para la confron-

tación es que, exirian declaraciones conúadictorias de un mismo zujeto

en etapas ¿istintas ¿eif*r"ro (artículo 378.8: "Durante el conüainterro-

gatorio, las partes po¿t¿tt t-oqo"P al perito o testigg::n sus propios

dichos u otas u.rrioi.. de los hechos presentadas en el juicio")

3.1. Naturaleza Jurídica

Ladoctrinanohasidouniformerespectoalanafuralezajurídi.
ca del careo. s. p".¿" apreciar una tendencia orientada a considerarla

como un medio subsidiario o complementario de prueba, y también,

l45Der-V.lr.u:RrNoicg'L',Losmediosdepruebaene!Jarcchoprocesalpenal,cit.p'123.
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l45Der-V¡ruaR.rNoicrr.L',Losmediosdepntebaenellcrcchoprocesalpenal,cit.p'123'



258 El ¡¡uevo pRocEso pENAL

como un medio de prueba. se sostiene que no se trata dé un medio
de prueba, sino de un expediente para la valoración de una pruebara';
que es un "medio complementario y negativo de comprobación al que
se recurre para despejar una situación de incertidumbre provocada por
manifestaciones discordes'l a7.

También se afirma que el careo constituye una diligencia judicial
esencialmente subsidiariatat que se realiza cuando se constatan contra-
dicciones, divergencias o desacuerdos en las declaraciones judiciales
prestadas por los inculpados o entre ellos y los testigos, y resulta nece-
saria para el debido esclarecimiento de tales declaraciones. En tal sen-
tido, no se le considera como un medio de prueba, sino un instrumento
para constatar declaraciones vertidas en el proceso o factor valorativo
de la declaración testimonial.

De otro lado. se ha sostenido que se trata de un rnedio de prueba,
ya que a través de dicha diligencia, el Juez puede llegar a obtener la
verdad de los hechos, pues no se frata de una simple declaración ratifr-
catoria de discrepancias sino de la oportunidad en manos del Juez para
"exigir que den razínde sus afirmaciones, y luego establecer, dento de
su función eminentemente prudente y sicológica, quién es la persona
que encÍua con mayor precisión, dando detalles, precisando conceptos,
aclarando ideas y probando sus afirmaciones, y sobre todo empleando
un tono convincente o dubitativo frente a su confrontado',rae.

3.2. Características del careo

El objeto principal del careo es poder despejar la incertidumbre
creada ante las declaraciones vertidas por los imputados y testi-

146 MexzrNr, Y,,Tratada de Derecho Procesal penal,T. 4, Traducción de Santiago Sentís
M. Y M. Ayerra, EJEA, Bs. As. 1953, p. 214

147 véase orrrEee, EnciclopediaJurídica,T. xx, Editorial BibliográficaArgentin4 Bs.
As., 1961, p.699.

148 Mo¡rróx RlooNoo, A., Praceso Penal, obracolectiv4 con Montero A., cit., p. lg0,2g.
149 DEr- v¡¡.rs R¡Norc.¡.,L., Los medios de pnteba en el derecho procesal penal, cit. p.

124.
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gos en el proceso penal. En tal sentido, la iliscrepancia y el escla-

recimiento constituyen el objeto principal de la confrontaciónrso.

Se posibilita el careo ente testigos, a diferencia de la ley anterior

No procede el careo entre el imputado y la víctima menor de ca-

torce años de edad, salvo que quien lo represente o su abogado

defensor lo solicite expresamente (art. 182.3). t5¡

En la diligencia el juez les preguntará a las partes si confirman o

modifican su declaración anterior y las inütará, si fuera necesario, a

referirse recíprocamente a sus versiones (art. 183.1). Es decir, a que

se expresen directamente, ente sí, sobre lo que ellos sostienen.

Seguidamente las partes intenogaran a las personas sometidas a

careo sobre los puntos materia de contradicción y que determi-

naron la procedencia de la diligencia. En tal sentido, fijados los

puntos controvertidos, sólo se formulariin preguntas que guarden

relación con lo dicho, salvo que del mismo careo surja la necesi-

dad de repreguntas sobre temas conexos.

La autoridad judicial valorará el careo conjuntamente con ias

demás pruebas actuadas, en especial, con las referidas anterior-

mente por ellos. De tal manera que si se acredita la falsedad del

testimonio, éste carecerá de valor probatorio.

Debe afrrmarse la importancia de los principios de inmediación y

contradicción expuestos en la diligencia de careo.

LA PRUEBA PERICIAL

4.1. Concepto

La especialización y el adelanto del conocimiento científico, hace

vital este medio probatorio en la dinrimica del proceso penal. FtozuÁNrs2

Ds- Velre R.rxucH, L., Los medios & pntebaen el derecho procesal penal,cit., p. 125.

Que ya había sido dispuesto por la ley 27055 modificando el código procesal antiguo.

FronrÁN, Eugenio. De la pruebas penales. Tomo II, traducción de Jorge Guerrero,

Editorial Temis, Bogotá, 2002, P. 351
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la define como "el medio de prueba que se emplea para trafismitir y

aportar al proceso nociones técnicas y objetos de prueba, para cuya

determinación y adquisición se requieren conocimientos especiales y

capacidad técnica. En tal sentido, la procedencia de la prueba pericial

se encuentra regulada en el artícula 172 del Código: "La pericia pro-

cederá siempre que, para la explicación y mejor comprensión de algún

hecho, se requiera conocimiento especializado de naturaleza científica,

técnica. artística o de experiencia calificada". Asimismo el Código es-

iablece la posibilidad de ordenar una o'pericia cultural" en el supuesto

del artículo 15 dei Código Penal -error de cornprensión culturalmente

condicionado- la cual tendrá como objeto las pautas culturales del im-

putado. (Art.172.2)

Las reglas que se establecen para la prueba pericial y la prueba

testimonial son distintas, el legislador se pone en el supuesto de la per-

sona que declare sobre hechos o circunstancias que conoció espontá-

neameile aunque utilice para informar aptitudes especiales, elconocido

como "testigo técnico" -ejemplo un policía, experto en balística, que

fue testigo presencial de un asalto a mano amrada- y establece que regi-

rán las reglas de la prueba testimonial.

4.2. El perito

El perito, a diferencia del testigo, no es llamado a declarar sobre

hechos que conoce por su propia experiencia, sino que es llamado por el

conocimiento específico que posee; prevalece fundamentalmente el ele-

mento técnico. El perito es un órgano de prueba que nace desde el proce-

so penal mismo, mientras que el testigo existe con independencia de el.

El artículo 173.1, dispone que el nombramiento del perito será

realizado durante la etapa de investigación Preparatoria, por el Juez

competente y en los casos de prueba anticipada los peritos pueden ser

nombrados por el Juez o el Fiscal; asimismo, establece el siguiente or-

den de prelación: se escogerá a los especialistas donde los hubiere y

entre estos, a quienes se hallen sirviendo al Estado, los que colaborarán

con el sistema de justicia penal gratuitamente. 1'' de no existir este tipo
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de profesionales, se tomara en cuenta a los designados o inscritos, se-

gun las nonnas de la Ley Orgrtnica del Poder Judicial.

La norma procesal -a diferencia de la legislación anterior- esta-

blece que solo se nombrara a un perito, sin embargo, se podrá elegir

dos o mas peritos cuando resulten imprescindibles por la considerable

cornplejidad del asunto o cuando se requiera el concurso de distintos

conocimientos en diferentes disciplinas y para ello se tendrá en con-

sideración la propuesta o sugerencia de las partes (fut. 173.1). En el

mismo textors3 se establece que la labor pericial se encomenda¡á; sin

necesidad de designación expresa, al Laboratorio de Criminalística de

la Policía Nacional del Peru, a la Dirección de Policía Contra la Co-

mrpción y al Instituto de Medicina Legal, así como a los organismos

del Estado que desarrollan labor científica o técnica, los que prestaran

su auxilio gratuitamente.

El perito designado tiene la obligación de ejercer el cargo, sal-

vo que este incurso en alguna causal de impedimento -incisos 1) y 2)

del artículo 165, que regula las causales de abstención de declarar por

parte de los testigos-, debiendo ejercer sus funciones con objetividad

e independencia, para lo cual prestara juramento, siendo esa la opor-

tunidad para mencionar si le asiste algún impedimento. El perito, en

virtt¡d de la función que le toca desempeñar, tiene acceso al expediente

-técnicamente hablando a la carpeta fiscal- y a las demás evidencias a

fin del logro de su cometido, debiendo guardar reserva, bajo responsa-

bilidad (Art. 176).

Según el artículo 174, la disposición (frscal) o resolución (udicial)

de nombramiento del perito, precisará: a) el punto o problema sobre el

que incidirá la pericia, b) El plazo para la entega del informe pericial,

para lo cual se escuchara a los peritos y las partes.

lJnavezproducido el nombramiento de los peritos oficiales, los

zujetos procesales pueden nombrar, por Su cuenta, los peritos que esti-
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153 El artículo 173.2 fue modificádo por el artículo único de laley 28697, publicada

el 22.03-2006. También se establece que "podrá encomendarse la labor pericial a

universidades, institutos de investigación o firmas jurídicas en general, siempre que

reúnan las cualidades necesarias para tal fin, con conocimiento de las partes."
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men necesanos, en ese caso estaremos ante los llamadosperítus de par-
re quienes se encuenftan facultados a presenciar las operaciones peri-
ciales del perito oficial, hacer las observaciones y dejar las constancias
que su técnica les aconseje.

4.3. El informe pericial

El informe pericial es el resultado del trabajo realizado por el pe-
rito, que contiene, la opinión del perito, la explicación detallada delas
opéraciones técnicas realizadas y de los principios científicos o técnicos
en que se basa. En nuesira nueva legislación la presentación del informe
pericial reviste un carácter formal.

El artículo 178, prescribe, el contenido del informe pericial en los
siguientes términos: a) El nombre, apellido, domicilio y Documento
Nacional de Identidad del perito, así como el número de su registro
profesional en caso de colegiación obligatoria; b) La descripción de la
situaeión o estado de hechos, sea persona o cosa, sobre los que se hizo
el peritaje; c) La exposición detallada de lo que se ha comprobado en
relación al encargo; d) La motivación o fundamentación del examen
técnico; e) La indicación de los criterios científicos o técnicos, médicos
y reglas de los que se sirvieron para hacer el examen; f) Las conclu-
siones. g) La fecha, sello y firma. Asimismo, menciona que er informe
pericial no puede contener juicios respecto a la responsabilidad o no
responsabilidad penal del imputado en relación con el hecho delictuoso
materia del proceso ya que no es función del perito dicha determinación
sino ilustar al juzgador respecto de un tema en particular, por el cual
ha sido nombrado.

¿Qué sucede en el caso de discrepancia entre peritos? En el caso
que existan varios peritos oficiales y estos discrepan, cada uno presen-
tará su respectivo informe pericial, y en el supuesto que el perito de
parte discrepe con las conclusiones del informe pericial oficial, puede
presentar su propio informe, que se ajustará a las prescripciones del ar-
tículo 178, en este caso se debe poner en conocimiento del perito oficial
a efectos que se pronuncie.
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4.4. Examen perici'al

La prueba pericial debe ser incorporada al proceso penal mediante la
decla¡ación de los peritos en Juicio oral; el examen a los peritos debe estar
orientado a la explicación de las conclusiones a las cuales se han anibado.

Segun el artículo 378.5 el examen del perito se iniciani con la ex-
posición breve del contenido y conclusiones del informe pericial, de ser
necesario el Juez, ordenara su lectur4 seguidamente se le exhibirá el in-
forme y se le consulta¡á si conesponde al que ha emitido, si ha sufrido
alguna alteración y si es su frrma la que aparece al final del dictamen. A
continuación, se le pedirá explique las operaciones periciales que han
realizado, y será interrogado por las partes en el orden que establezcael
juez, comenzando por quien prppuso la prueba y luego los restantes.

De existir informes periciales oñciales discrepantes se promove-
rá, inclusive de oficio, en el curso del acto del juicio oral un debate
pericial, y de existir discrepancia entre un informe pericial oficial y uno
de parte, el debate pericial es obligatorio.

5. LA PRUEBA DOCUMENTAL

5.1. Concepto

Para Cnn¡¡elurn el documento constituye una prueba históric4
esto es, un hecho representativo de otro hecho.Agrega, "si el testigo es

una persona, que n¿ura una experiencia, el documento puede ser defi-
nido como una cosa, por la cual una experiencia es representada; aquí
el objeto de investigación debe ser ladiferencia ente larepresentación
personal y la representación real't54.

El documento es toda aquel medio que contiene con el canicter de
permanente una representación actual, pasada o futura" del pensamiento o
conocimiento o de una aptitud artística o de un acto o de un estado afecti-
vo o de un suceso o estado de la natural eza, de la sociedad o de los valores
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154 C.rnNeru'rrr, F. Lecciones, T. I cit.. p.302,3ll.
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económicos, financieros, etc., cuya significación es identificabñ, entendi-
ble de inmediato y de manera inequívoca por el sujeto cognoscente.

El documento no sólo se identifica con algún acto cscrito, sino
comprende a todas aquellas manifestaciones de hechos, como las lla-
madas instrumentales, (cinta magnetofonica, vídeo, disquetes, slides,
las fotografías, caricaturas, planos, representaciones pictóricas, pen-
tagramas, estampillas, cartas, fax, telegrama, códigos de comunicación,
fórmulas, etc.). En materia civil se establece que documento es todo
escrito u objeto que sirve para acreditar un hecho (art. 233").

5.2. El documento como objeto y medio de prueba

El documento puede ser considerado como objeto de prueba pues
para su incorporación al proceso y valoración posterior requieren de
previa observación, iCentificación y análisis. Debe de existir una re-
lación directa o indirecta entre en hecho que se investiga con el docu-
mento que se pretende considerar dentro del proceso. Por ejemplo, la
carta extorsionadora, el dibujo de la escena de crimen, en el delito de
secuestro o robo; la carta del imputado o del testigo, etc. De tal manera
que, el documento como objeto de prueba nos permite identificar los
hechos que se relacionan con la imputación misma y que es el centro de
la investigación,

El documento como medio de prueba aparece cuando su conteni-
do se apoya en declaraciones o en informes de personas dentro del pro-
ceso judicial; son aquellos documentos que forman parte del proceso y
que por sí mismos merecen valor en tanto se relacionen con el hecho
sujeto a investigación: declaración del imputado, testimonial, pericia,
etc. En tal sentido, el documento como medio de prueba se relaciona
necesariamente con el órgano de prueba. El artículo 184 de la nueva ley
procesal establece que "se podrá incorporar al proceso todo documento
que pueda servir como medio de prueba. Quien lo tenga en su poder
está obligado a presentarlo, exhibirlo o permitir su conocimiento, ...".

Como se puede apreciar, el documento tiene naturaleza repre-
sentativa, pero además. tiene la singularidad de ser un medio de co-
municación pues la relación entre el sujeto cognoscente y la fi.rente de
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prueba se manifiesta a tavés del contenido det documento; también
tiene naturaleza permanente pues su existencia es por tiempo indeter-
minado, en tanto el documento no sufra algun deterioro, adulteración
o desaparezca. También tiene carácter objetivo dado que existe real e
independientemente de la persona de su autor.

De lo que se afirm4 también podemos sostener que el documento

tiene la finalidad de preservar de la forma fidedigna y fiel aquello que

representa. Y dentro de dicha frnalidad genérica, se establecen dos fina-
lidades específlcas: la frnalidad ad probatíonem, cuando el documento

es hecho con la finalidad de demostrar posteriormente la autenticidad

de lo representado. La finalidad ad substanciam, cuando por mandato

legal, la documentación escrita del acto jurídico es indispensable para

la existencia de éste; de tal manera que el'documento es considerado

elemento constitutivo del acto jurídico y también el medio que sirve
para probarlor55.

5.3. Clases de documentos

El artículo 185 del Código Procesal Penal establece que son docu-

mentos los manuscritos, impresos, fotocopias, fax, disquetes, películas,

fotografi as, radiografi as, representaciones gráfi cas, dibuj os, grabacio-

nes magnetofonicas y medios que contienen registro de sucesos, imá-
genes, voces; y otros similares." Pero además habrá que comprender el

concepto de documentos de la legislación civil como la existente sobre

documentos públicos y privados.

a. Documento Público. Es aquel que es redactado u otorgado si-
guiendo la formalidad legal por la autoridad pública competente
que da fe pública. Los documentos privados que son expuestos

ante notario sólo para autenticar como suya la firma merecerán

fe de lo que ha sido legalizado ante el Notario, es decir, sólo de

la firma y no del contenido.

De acuerdo a ley (art. 235" delCPC) es documento público:

I SS ft arl.225" del C.C. establece que "no debe confundirse el acto con el documento que

sine para probarlo. Puede subsistir el acto aunque e! documento se dectare nulo".
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l. El otorgado por funcionario público en ejerciciolde sus atri-
buciones; y

2. La escritura pública y dernás documentos otorgados ante o
por notario público, según la ley de la materia.

En tal sentido, constituyen documentos públicos los expedidos
por los funcionarios públicos de los distintos Ministerios o Ins_
tituciones del Estado; los expedidos por los Notarios; los docu_
mentos que se encuentran en los archivos públicos; los documen_
tos relativos al estado civil de las persona*s; los documentos que
expidan las autoridades judiciales.

b. Documento Privado. Es aquel que es redactado por las personas
interesadas, sea con testigos o sin ellos, pero sin-intervención de
notario o funcionario público. El cpc (a*.236\ los define a con_
trario sensu de los documentos púbricos, cuando estable que ,.es

el que no tiene las características del documento público" y agre-
ga que "la legalización o certificación de un documento privado
no lo convierte en público".

En materia penal los documentos privados pueden manifestarse
en manuscritos, impresos, documentos escritos a máquina, gra-
baciones, filmaciones, planos, cuadros, dibujos, etc. Éero habrá
de verificarse su relación con el hecho que se investiga o con
la persona imputada; algunas veces recogido de la escena del
crimen por el Fiscal o la policía, otras veces aportados por las
partes al proceso, pero siempre susceptibles de valoración por el
órgano jurisdiccional.

Los documentos privados carecen de valor por sí sólo hasta que
se pruebe su autenticidad y su relación con el hecho que se inves-
tiga o con la persona imputada del delito.

Habría que agregar que ros documentos que tengan declaracio-
nes anónimas no podrán ser utilizados en el proceso, salvo que
constituyan el cuerpo del delito o provengan del imputado (art.
184.3).
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5.4. Obligatoriedad de presentar, exhibir o pdrmitir el conocimiento
de documentos. Orden de incautación

Laley procesal penal establece la obligatoriedad de las personas

naturales o jurídicas, de instituciones públicas o privadas, de presentar,

exhibir o permitir el conocimiento de los documentos que se requiere
para la investigación del delito, salvo dispensa, prohibición legal nece-

sidad de previa orden judicial (art. 184.1). No se trata entonces de un
deber, sino de una obligación que las personas deben de cumplir, de

allí que durante la investigación fiscal, dicha autoridad podrá solicitar
al tenedor del documento la presentación o exhibición voluntaria del
documento, caso contrario, deberá solicitar la autorización al Juez para
proceder a su incautación (art. 184.2).

5.5. Reconocimiento de documentos

Conforme se ya se ha realizaba en la práctica, la nueva ley estal

blece el reconocimiento del documento por su autor o por quien resulte

identificado segírn su voz, imagen, huella, señal u otro medio así como

por aquel quien efectuó el registro, incluso, podran ser llamados en ca-

lidad de testigos (art. 186.1). En el mismo sentido, se podrá recunir a

la prueba pericial cuando corresponda verificar la autenticidad de un
documento (art. 186.2). Para efecto del reconocimiento debe de existir
una relación directa o indirecta entre la persona y el documento a re-

conocer, como cuando deba reconocer documentos presentados dentro

del proceso por algunas de las partes, como aquellos realizados en la
investigación policial (acta de incautación).

5.6. Otras características

a. Los documentos en idioma distinto al español ser¿ín traducidos
oficialmente.

b. Si se trata de un documento en cinta magnetofónica, la autoridad
judicial (fiscal o juez) dispondrá su trascripción.

c. La autoridad judicial podrá requerir informes que consten en re-
. gistros oñciales o privados. Su incumplimiento, retardo, falsedad o
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ocultamiento de datos, seriín sancionados con mult4 iin perjuicio
de la acción penal que corresponda y de la diligencia de inspeóciór,"
revisión o incautación del documento, si fuera el caso 1art. tss¡.

M. LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA

coNcEPTO nÁSrCO

La actividad probatoria encuentra su momento culminante cuan-
do se procede judicialmenters6 a la valoración de la pruebariT. se espera
alcatl¿ar la verdad sobre los hechos mediante la prueba y ésta tiene
como función específica darle el incentivo vigoroso de la verdad dado
que, la sentencia que es el fin característico del proceso se hace realidad
cuando las pruebas se dirigen a asegurar la verdadris.

En tal sentido, todo el procedimiento probatorio debe obedecer a
criterios judiciales fundarnentales de legitimidad, orden procedimen-
tal, pertinencia y contradicción. El objeto del proceso debe quedar ple-
namente satisfecho para que se cumpla la excelsa función jurisdiccio-
nal: juzgar.

La valoración de la prueba es definida como la operación inte-
lectual -que realiza el juez de juzgamiento- destinada a establecer la
eficacia corwíccional de los medios de prueba recibidos en el decurso
del debaterse.Lavaloración de la prueba determina el grado de conoci-
miento que posee el Juzgador.

268 Et- ¡¡¡Evo pRocEso pENAL

I 56 La exclusividad de la valoración de la prueba to es para que el Juez dicte sentencia y
obviamente, es distinta a la que corresponde al Fiscal y a las partes, a fin de sustentar
sus posiciones.

157 Véase Crnrnno W¡lren. Libre apreciación de la prueba.lnvestigación acerca del
significado, las condiciones y límites del libre convencimiento judlcial, versión cas-
tellana de Tomris Banzha{, Editorial Temis, Bogotá, 19g5.

I 5 8 AuNco Escoarn, Iulio, valoración de Ia pruebá en el proceso pernl,en AAVV, serie
Justicia y Derechos Humanol2, Cuatemala, t 9le , p. t t t.

159 c¡rrennu Nones. La prueba en er proceso penár,4o edición actuarizada y am-
pliada, ediciones d,e Depalna, Buenos .\ires. I9g6. p. {_;
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La prueba aportada en el debate conhadictório, tendrá como nor-
te, a efectos de destruir válidamente la presunción de inocencia, lograr
la plena convicción del juzgador sobre la culpabilidad del imputádo
ya que solo la certera, en torno a la imputación es presupuesto básico
para emitir una sentencia condenatoria. Cuando la percepción de haber
alcattzado la verdad es firme, se dice que hay certez:., que podría ser
definida como lafirme conviccíón de estar en posesión de Ia verdad.

como es sabido la prueba, no sólo puede generar certezaen tor-
no a la tesis acusatoria, también existen otros grados de conocimiento,
como la duda -que se aprecia como un equilibrio u oscilación porque el
intelecto es llevado hacía el sí y luego hacía el no, sin poder qu.durr.
en ninguno de los dos extremos- y la probabilidad -se produce cuando
coexisten elementos positivo y negativos, con el detalle que los positi-
vos son superiores-.

SISTEMAS DE VALORACIÓN DE LA PRUEBA

La historia y el derecho comparado reconocen hasta tres sistemas
de valoración de la prueba: a) sistema de la prueba legar o tasada; b)
sistema de la íntima convicción; y c) sistema de la sana critica racional
o libre convicción. Nuestro legislador ha introducido este último siste-
ma pues expresamente señala que "en la valoración de la prueba el Juez
deberá observar las reglas de la lógica, la ciencia y las má.ximas de la
experiencia, y expondrá los resultados obtenidos y los criterios adopta-
dos" (art. 158.1). En consecuencia, como enseña Yetpz Menlco¡oe se
deja al juzgador en libertad para admitir toda prueba que estime útit at
esclarecimiento de la verdad, y para aprecíarla conforme a las reglas
de la lógica, de la psicología y de Ia experiencía común. Agrega el
maestro argentino que "éstas reglas de la sana crítica racional, del "co-
rrecto entendimiento humano" -contingentes y variables con relación a
la experiencia del tiempo y del lugar, pero estables y permanentes en
cuanto a los principios lógicos en que debe apoyarse la sentencia- son
las únicas que gobiernan el juicio del magistrado"rm.

160 Verez llrnrco¡loe. A., Derecho Procesal Penal, cit.p.363.



270 Eu Nuevo PRocEso PENAL

De allí que se afirme que la libre valoración de la pruetih supone

que los distintos elementos de prueba pueden ser libremente pondera-

dos por el tribunal de instancia, a quien corresponde, en consecuencia,

valorar su significado y trascendencia en orden a la fundamentación del
fallo contenido en la sentencia. Pero para que dicha ponderación pueda

llevar a desvirtuar la presunción de inocencia, es precisa una mínima
actividad probatoria producida con las garantías procesales que de al-
guna forma pueda entenderse de cargo I'de la que se pueda deducir. por
tanto, la culpabilidad del procesadorór.

Hay entonces dos aspectos importantes que hacen de este sistema

de valoración de la prueba la de mayor aceptación en sistemas como el
nuestro: a) la libertad de convencimiento judicial sobre la prueba, en

atención al razonamiento lógico; y b) la exigencia de expresar cuáles

son tales razones judiciales en la motivación de la resolución.

Carrerurrr¡ Nonss enseña que la autoridad judicial llegará a con-
clusiones sobre la prueba en plena libertad de apreciación pero obser-

vando nonnas de la lógica, de la psicología y de la experiencia, con
obligación de expresar las razones de tal convencimiento y los elemen-
tos de prueba en que lo sustenta, exigiéndose dos aspectos importantes:

la descripción del elemento probatorio y su valoración crítica, a fin de

fundar la conclusión que en él se apoyar62.

3. LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA Y EL IN DUBIO PRO REO

El sistema de la libre convicción o sana critica racional, al igual
que el de íntima convicción (criterio de conciencia), establece la más
plena libertad de convencimiento de los jueces; sin embargo, en el
primero se exige que las conclusiones a que se lleguen sean el pro-
ducto lógico y racional de las pruebas en las que se las apoye. En este

l6l Sentencia del Tribunal Constitucional español N" 3 I de 1981, de 28 dejulio, cit. por

Rrnos lvlÉNoez,F. El Proceso Penal.Lectura Constítucional, Bosch editor, Barcelo-
na 1997, p. 357.
C¡rnen¡r¡ Nones, J. La pruebu en el proceso penal, cit. p. 42 y -13.162



Cnpirulo IV: Ln pRUEBA

sistema de valoración de la prueba existe un &ber de motivación de
las resoluciones judiciales

Lacertezaa que ha de llegar el juzgador sobre la prueba actuada va a
determinar que la sentencia sea absolutoria o condenatoria. Sin embaqgo, es

posible dicho convencimiento judicial no llegue a concretarse por la presen-

ciade determinadas dudas en el juicio valorativo del Juez. En estos casos, el
órgano jurisdiccional juzgador debe inclinarse a favor del procesado.

El principio in dubio pro reo tiene toda una doctrina que lo sus-
tenta y que es imperativo para los jueces por mandato constitucional,
pues ha de aplicarse la ley m¿is favorable al procesado en caso de duda
o de conflicto entre leyes penales (art. 139o inc. 11 Const.). Ademiis, el
nuevo código procesal es expr.eso al señalar cuando en su titulo prelimi-
nar tata del principio de inoiencia, que "en caso de duda sobre la res-
ponsabilidad penal debe resolverse a favor del imputado." (art. II. l).

Este principio guarda estrecha relación con la presunción de ino-
cencia. En efecto, ninguna persona puede ser considerada como culpable
hasta que se pruebe el hecho materia de imputación y el juzgador lo ex-
prese en una sentencia condenatoria y motivada. Es más, se ha afirmado
que el in dubio pro reo constituye un corolario del principio constitucio-
nal de inocencia, como lo señala LeNcen y que en su aspecto negativo
"prohíbe al tribunal condenar al acusado si no obtiene certeza sobre la
verdad de la imputación" y en su aspecto positivo, "obliga al tribunal no
sólo a no condenar sino a absolver al acusado al no obtener certezl'.

Se enseña en la jurisprudencia esparlola que arnbas son manifesta-
ciones de un genénco favor rei, pero que existe una diferencia sustancial
pues el derecho a la presunción de inocencia, desenwelve su eficacia cuan-
do existe una falta absoluta de pruebas o cuando las practicadas no reúnen
las garantías procesales; y el principio jurisprudencial indubio proreo que
pertenece al momento de la valoración o apreciación probatoria" y que ha
dejuzgar cuando exista una duda racional sobre la real concurrencia de los
elementos objetivos y subjetivos que integran el tipo penal'tt.

163 Véase Sentencia del Tribunal Constitucional español N" 14011985, de 2l dc octubre,
cit. por R.*ros \texoez,F. EI Proceso Penal.Lectura Constitucional, cit. p. 360.
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De otro lado, el in dubio pro reo encuentra su ubicación*natural en

el ámbito de la valoración de la prueba y no en otro momento procesal,

-por que es el Tribunal de inmediación- y si el órgano juzgador no ésta
convencido por el resultado de lapruebapor tener una duda razonables,
aplicará eL in dubio pro reor6a. A contrario sensu, no aplicará tal prin-
cipio, si al momento de dictar sentencia el juzgador considera que no
hay pruebas para la conden4 o aquellas son insuficientes, por lo tanto
deberá absolver al imputado bajo tales criterios (falta de pruebas o in-
suficiencia probatoria).

4. REGLASAOBSERVAREN LAVALORACION DE LAPRUEBA

La aplicación de las reglas de la lógica, la ciencia y las máximas
de la experieneia en la valoración de la prueba -a las que hace referencia
el artículo 158 del Código, en concordancia con el artículo 393-, depen-
derá del caso concreto que se aborde.

Como ya lo hemos anotado precedentemente las máximas de la
experiencia se originan de la observación repetida de casos particulares
y que generan una apreciación constante y aceptada para casos poste-

riores, por su parte las reglas de la lógica, conformada por principios
tales como "principio de no contradicción" y el "principio de la razón
suficiente" y la ciencia -en tanto sean pertinentes- deberán ser tomadas
en cuenta por el juzgador, para formar su convicción.

5. CRITERIOS PARTICULARES DE VALORACION

La regla básica en cuanto a la valoración de la prueb4 es la sana

crítica racional (art. 393), ahora bien el Código, recogiendo lajurispru-
dencia, ha establecido reglas valorativas que en cierta medida se hacen
necesarias. Cabe anotar que estos criterios reglados deben ser la excep-
ción a efectos de no llegar al sistema tasado de valoración.

164 R¡r'tos MÉ:rorz, F., E! Prac¿.sr¡ Pe¡lcl. Lecura Constirucional, 3o edición, cit. p. 3-19.
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5.1. Valoración de la declaración de testigos de¡referencia, de arrepen-

tidos o colaboradores

Los testigos de referencia son aquellos que conocen del hecho

delictivo de manera indirecta, los arrepentidos o colaboradores, técni-

camente son coimputados que optan por desvincularse de una asocia-

ción delictiva y colaborando con la administración de justicia delatan a

sus coimputados. En esos supuestos la noüna establece que existe una

necesidad de conoboración de las declaraciones referenciales, y de los

colaboradores o arrepentidos (art. 158.2)

5.2. Valoración de la prueba indiciaria

',

Mención especial, meréce el tema de la controvertida "prueba in-

diciaria", la cual no es un medio de prueba, sino un tipo de prueba, tan

igual como la prueba directa y que tiene virtualidad para fundamentar

válidamente una sentencia condenatoria.

5.2.1. Concepto de prueba indicíaria

En términos de MrxÁN Mess la prueba indicia¡ia es aquella acti-

vidad probatoria de naturaleza neeesaria discursiva e indirecta,

cuya fuente es un dato comprobado, y se concreta en la obtención

del argtrmento probatorio mediante una inferencia correctar6s'

La prueba indiciaria relaciona los conceptos de hecho indicia,

como dato real, cierto, objetivo y el hecho consecuenclc, es decir,

lo que permite descubrir o comprobar. Existe pues' como lo ex-

presa MenrNsz ARRter¡r6ó '(ull hecho indicio acreditado por prue-

ba directa, al que se asocia una regla de la ciencia' o una máxima

de la experiencia o, incluso, una regla de sentido común. Esa aso-

MrxÁx itliss. F. Prueba indiciaria, Ediciones BLG, Trujillo' 1992, p' 18.

Mnmwez Annrgre, Andrés, La pnteba indiciaria, la praeba en el proceso penal,

AAVV. Centro de Estudios Judiciales, Ministerio de Justicia, de España, Madrid,

1993, p. 53.
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ciación va a permitir la acreditación de un segundo hecho, conse-
cuencia a través de un engarce que debe ser rácionar y lóiico,'.
Pe¡o resulta necesario distinguir entre prueba indiciaria e in-
dicio. I.a primera es toda una institución jurídi.o froÁur a.
naturaleza compleja y que comprende toáa aquelü u"i¡ui¿u¿
cognoscitiva y que incluye ent¡e sus componentes ar índício, y
éste e-s un concepto resfingido de ra pruába indiciaria, que se
manifiesta a través de un dato cierto, real, conocido de tarácter
objetivo y gue, como se ha dicho, forma parte del todo que, pre_
cisamente, es la prueba indiciaria. Entonces, no se pueden iden-
tificar y menos supe{ponerse er indicio a la pruebaindiciaria.
F,.l índiciot'T que proviene de ravoz indicíum,es aquel dato real,
cierto, concreto, indubitabremente probado, inequívoco e in¿iui-
sible y con aptitud significativu pu.u conducir hacia otro dato aún
por descubrir y vinculado con eI thema probandrm.L6s El mismo
MrxÁN MÁssróe agrega que el indicio ..es un Dato rear e indubita_
ble que contienen una fuenre cognitiva primera y r..unai'"uyo
significado tiene la aptitud para conducir al descuurimi.iiá, *"_
tódico y discursi'o der "otro dato" que es, o un .t.rn.nio o *u
circunstancia de aquello que es objeto del procedi*i"nto; ¿"r"u-
brimiento que ocurre sea en la Etapa de Invlstigación o durante Ia
actividad probatoria del Juzgamiento".

se parte de la existencia de un hecho o fuente de prueba y la rela-
ción lógica entre ese hecho y el que se quiere demostra¡. Se trata

167 Respecto a este erem-ento ra corte suprema de Justicia de ra Repúbrica, en er Recurso
de Nulidad r9r2 -2oos/piura - precedente vincurante, en razón ut n"u"roo prenario
I - 2006lEsv -22, de fecha r3 de ocrubre de 2006-, ha senuado | "-"rq ésE _he-
cho bxe' ha de estar.prenamente probado -por ros diversos nedi'os de prueba queautori:a Ia ley- pues de ro conrrario seríq una mera sospecha sin sttsrento arguno, (b)deben ser plurares [...], (c) también concomitanres ar hecho qu, ,, iroro de probar-los indicios deben s.er periféricos respecto ar dato o protirí. .frq', deben estarrelacionados, cuando sea.n t'ario.r, r{e-modo qu, ,, ,"¡,urr* inrí, iíy'quc no excru-yan el hecho consecuencia [...J,, 

- -" -"" > r' , t

168 Mr.tiN MÁss, F., pruebct ¡ná¡ciar¡a,cit. p. 21.
169 Mr-xÁ:v MÁss, F., "rncricia. er¿mentos d) convicción de carácter indiciario. pneba

indiciaria". Ediciones BCL. Trujillo. 2003. p. 30 y ss.
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pues de todo rastro, vestigio, huella o circunstancia y en general

iodo hecho conocido, o mejor dicho, debidamente comprobado,

susceptible de llevarnos por vía de inferencias, al conocimiento

de los otros hechos desconocidost?0. El elemento fundamental en

la prueba indiciaria es el razonamiento lógico que consiste en de-

duci, o inferir de un hecho probado otro que no lo estár?r'

5.2.2. Clasificación de los Indicios

La doctrina reconoce determinadas clases de indicios,los mismos

que se pueden clasifica¡ en atención a ciertos elementos comunes-

Ási tenemo s: indicios generalesy particulares, dependiendo si se

refiere a todo delito o afguno en particular; manifiesto, próximo y

remoto,si el indicio se encuentra en la escena del crimen, o ex-

presa una relación no necesaria con el hecho indicado o cuando

.*pr.ru alguna relación concomitante con el hecho o la perso-

nu ¿.i imputado o agraviado: antecedentes, informes anteriores,

etc.; indici:io ,onroorltunte, subsiguiente y antecedente' cuando se

u.o*punu un dato cierto, real al delito mismo, o cuando se mani-

fresta en la realización de un hecho posterior de un delito (planes

J" ntgu, desaparición de huellas) o cuando los hechos evidencias

hechJs anterióres al delito (amenazas, adquisición de arrnas, etc.);

in¿i.io por móvíl,pot capacidad, por predisposíción'por la opor-

tunrdai para delinquir, por t t capacidad intelectual en los llama-

dos deliios informáticoi; o pot lácircunstancia propia de soledad

entre el agresor sexual y la víctima. Por las huellas materiales u

áUj.ri""r"que deja el agánte del delito, o "tarjeta de presentación"

dei autor, también los indicios por las mandestaciones anteriores

y posteriiares al delito,referidas a la conducta del agente antes y

dáspués del delito; indicio de lugar;

El contraindicio que no es sino el hecho también indicador que

atacan a los indiciós y genera el cuestionamiento de los datos exis-

1r0 Ñttr."J, . Tearía General de la Prttebo' p' 96' cit' por Del V¡tle R¡¡rotür' M¿-

dios de pnteba en el proceso penal'p' 178' 
.

l7l ivl¡nrrsl R*'e. C. Procedimiento Penal Colanbiana' cit' p' 54'
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tentes. En este sentido, se busca anular ai indicio inicial y puede
ser ocasional o también preparado o llamada eoartada. Pueden
existir dos datos indiciarios que se contraponen, por ejemplo, res-
pecto del lugar o tiempo del delito y su relación con el imputado;
o pueden dejarse ciertos objetos o acondicionarse la escena del
crimen o prestar declaraciones anteriores o hacer uso de técnicas
modernas precisamente para evitar cualquier sospecha sobre la
autoría del delito o hacer que éstas se orienten hacia otras per-
sonas. etc. De esta manera, se posibilita el entorpecimiento en
la labor judicial, por lo que la labor del Juez adquiere singular
importancia en la contrastación de éstos indicios con los demás
eiementos de prueba.

El indício perfecto, no es sino aquél que permite cumplir la verifi-
cación de hecho indicado mediante el razonamiento debido.

5.2.3. ElemenÍos de la pnteba indiciaria

El nuevo CPP introduce la prueba indiciaria dentro de las dispo-
siciones relativas a la valoración de la prueba, específicamente en
el anículo i 58.3 precisando los presupuestos de la prueba por in-
dicios, que ya nuestra doctrina se ha encargada de desanollar, es-

pecialmente a partir de los trabajos del profesor Florencio MrxÁN
MÁss. Conforme a la referida disposición:

"Art. I58. Valoración:

3. La prueba por indicios requiere:

a. Que el indicio esté probado.

b. Que la inferencia este basada en las reglas de la lógica, la
ciencia o la experiencia.

c. Que cuando se trate de indicios contingentes, éstos sean plu-
rales, concordantes y convergentes, así como que no se pre-
senten contraindicios consistentes."
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l. Unhecho indicador *

Es aquel hecho o circunstancia que nos "indica" y que se convierte

el elemento predominante de la actividad probatoria, es la fuente

de prueba. Es el indicio, que debe ser auténtico y debidamente

probado. Puede ser un fenómeno, una acción, wta omisión, el lu-
gar, el tiempo, la cualidad, etc. Debe ser un dato cierto inequívoco

e indivisible, contrario sensu, si el dato es de carácter dubitativo,

incierto o el medio probatorio es incompleto o disminuido, no se

le podrá considerar como dato indiciario y por lo tanto, la inferen-

cia que se haga de la misma desnaturalizala prueba indiciaria.rz

2. La relación o ínferencía lógíca.

Constituye el razonamiento que se hace sobre el hecho indicador

siguiendo las reglas de la lógica. Se analizan, se interpretan los

indicios a et'ecto de llegar a conclusiones basadas en las reglas de

la ciencia y de la exPeriencia'

La inferencia que se realiza debe apoyarse en una ley general y

constante, y permite, según la lógica de su razonamiento, pasar

desde le estado de ignorancia, sobre la existencia de un hecho,

hasta la certeza, superando los intermedios de duda y probabi-

lidadtTr. Enseña MlxÁ¡ MÁss las reglas del silogismo categóri-

co y también las reglas de la inferencia condicional, pero asi-

misrno, que resulta ineludible e impostergable la necesidad de

la lógica para obtener correctamente el "argumento probatorio"

que se refleja en las conclusiones de las inferencias realizadas

válidamente; de lo contrario, "se incurrirá en falacias o paralogis-

mos que inemediablemente son casos típicos de razonamientos

incorregtos"lT{.

MrxÁN M¡ss, F., Prueba indiciaria, cil. p' 2l'22.
lvl.rnrrxez R¡ve, G. Procedimiento Penal Colombiano, cit' p- 59.

tvl¡xÁ¡¡ lvfiss, F., Prueba indiciaria, cit. p. 38-41.
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3. El hecho índicado.

Se trata del otro hecho, es decir, aquel hecho que se pretende
probar, que se quiere descubrir y al que se llega mediante el em-
pleo de la inferencia. Es el dato que quiere en la investigación
judicial y sobre todo al momento de la valoración de la prueba
en conjunto.

Siguiendo a MtxÁx lvfÁss se trata de indicios contingenter cuan-
do para su eficacia son exigibles los requisitos de pluralidad,
concordancia y convergencia; es decir, plurales cuando existen
dos o más indicios; concordantes, que exige que los indicios
sean compatibles entre sí, es decir, que no tengan significados
divergentes, sino que constituyan en un todo coincidente; y con-
vergentes en el sentido de que las fuentes indiciarias obtenidas
de "Indicios Contingentes" "incidan sobre el mismo "dato indi-
ciario " que se trata de descubrir (por ejemplo, al mismo lugar,
tiempo, aspecto, fenómeno, propósito, hábito, estilo de vida,
personalidad, dimensión, acción, omisión, oportunidad, etc.,
que es materia de indagación o prueba)" tzs.

La ausencia de indicios negativos o contraindicios "consistentes"
es de exigencia por el legislador. Se trata de indicios que se opo-
nen a los datos indiciarios, debilitandolos o eliminándolos; de allí
que sea necesaria su debida identificación y análisis; puede ser

auténtico, casual o falsificado. 176

5. 2.4. Otras características.

a. La acreditación del indicio a üavés de prueba directa. El
indicio debe ser probado; se excluyen las presunciones o

meras sospechas¡77 o las apariencias o impresiones resul-

MtxÁx MÁss, F., "lndicio, elemenlos de co¡wicción de caráctü indiciario. Pnteba
indiciaría", citada, p. 122y ss.

lvfrxiN MÁss, F., "lndicio, elementos de convicción de carácter indiciario. Pnteba
indiciaria", citada, p. 123. Véanse los casos gue presenta el procesalita peruano so-

bre los supuestos de contraindicio.
Ej. Suprema de 2 de abril de 197, S.P. "C" Cons. No 4?96-95; en Ro¡.rs VARc.\s, cit. p. 288.

175

t76

t77
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tantes de sindicacionesrTs que no hañ sido constatadas en el
proceso penal.

b. Los indicios deben ser sometidos a constante verificación
para su acreditación y su capacidad deductiva; se busca evi-
tar, en lo posible, la incidencia del azar y la posibilidad de
su falsificación.

c. Los indicios deben ser independientes, a fin de evitar la uti-
lización que de un único indicio, que acreditado por distin-
tas fuentes, se presentan como plurales en la acreditación del
hecho-consecuencia.

d. La pluralidad de indicios es importante para afirmar laeerteza
y evitar error en la apreciación de la prueba. En este sentido,
nuestra jurisprudencia ha considerado determinados criterios
relacionados con las circunstancias propias del delito, la ac-
titud de los imputados y de sus propias declaraciones, como:
el móvil, la participación comisiva, de actitud sospechosa, de
mala justificación, de capacidad comisiva; o de indicio de ac-
titud oportuna.

e. Los indicios deben ser concordantes entre sí de manera tal
que permitan aleanzar una conclusión; si uno de ellos fuera
distinto o divergente, la prueba indiciaria perderá su efieacia
y posibilita la duda razonable.

La conclusión ha de ser inmediata, sin que sea admisible que al
hecho consecuencia puede llegarse a través de varias deducciones
o cadena de silogismos.

178 Ej. Suprema de l9 de Noviembre de 1998, Exp. N.407j-9g, Lambaveque; en Ror¡s
V¡nc¡s. cit. p. 290.
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I. ASPECTOS GENERALES

I. INTRODUCCIÓN

El nuevo modelo pro..iul penal estruchua la actividad probatoria
de manera amplia con bases constitucionales y supranacionales bastan-
te claras, resaltando sus principios; sus características; la forma de la
obtención, incorporación y valoración de la prueba.

La estrategia de investigación, diseñada por el representante del
Ministerio Público, por excelencia, debe estar orientada a la busqueda
de fuentes de prueba, las cuales servirán para adoptar medidas propias
de las etapas de investigación e intermedia (adopción de medidris cau-
telares, acusar, etc.).

Por su parte, la actividad probatoria, también comprende aque-
llas diligencias de investigación que suponen la búsqueda de fuentes
de prueba que, potencialmente, implican la afectación de derechos fun-
damentales de Ia persona. SnN M¡nriN cesrno señala que existen dili-
gencias de averiguación directas, que no afectan derechos fundamen-
tales relativos; y "otras que comportan limitaciones de esos derechos
fundamentales relativos, de suerte que sus requisitos -por tratarse de
actos constitucionales garantizados- están definidos directamente por la
Constitución y sometidos a determinados principios."l?e

I 79 Ss }l¡nrix cesrno, césar, Búsqueda de pruebas y resticción de derechos, en Rev.
Actualidad Jurídic4 N' 1"14, Lim4 p. 251.
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Por ello es importante destacar dos presupuestos necesarios: pri-
mero, que las medidas restrictivas resulten indispensables para los fines
de investigación y conforme a ley; segurdo, que la medida debe ejecu-
tarse con las garantías debidas para la persona afectada.

2. CONCEPTO

En el texto del código procesal penal, se han distinguido diversas
clases de actuaciones que implican la restricción de derechos funcia-
mentales. Este capítulo comprende aquellas diligencias de investiga-
ción que son útiles para la prevención y/o comprobación del delito,
evitar la fuga o el ocultamiento de bienes relacionados con el delito,
que permitan tener un mejor conocimiento de los hechos acontecidos,
pero que afectan o restringen los derechos fundamentales de la perso-
na. {Jnas serán medidas instrumentales restrictivas de derechos y otras
medidas provisionales con función cautelar, aseguradora de la prueba o
fuitiva-coercitiva. I 80

3. PRINCIPIOS

A decir del profesor argentino BrhrDERtsr, los principios y garantías
buscan evitar el efecto de un desborde del poder punitivo dei Estado, y
ademiás impiden utilizar técnicas de averiguación de la verdad prohibidas,
por contravenir el procedimiento constitucionalmente legítimo, ya sea
porque üola.n el contenido esencial de los derechos fundamentales de las
personas o porque se haya establecido con la inobservancia de cualquier
regla de garantía constitucional, establecida a favor del procesado.

La restricción de derechos fundamentales del sujeto en la büs-
queda y obtención de fuentes de prueba en el contexto de un proceso

s¡¡¡ M¡míN cesrno, c., BtIsEteda de pntebas y restricción de derechos,citado, p.251.
BrNoen, Alberto M. - PÉrez cnuruarr,r, Alfrédo - MrxÁ¡¡ MÁss, Florencio - Buncos
Manrños, víctor - centro de Estudios para la Reforma de la Justicia, Dernocracia y
Libertad CERJUDEL, "Reforma del proceso penar en el perú", BLG Ediciones,
Trujillo-Peru, 2C05. pp.{9.

180

l8l
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penal, debe esta¡ informada de los siguientes prirrcipios: legalidad, su-

ficiencia indiciaria, jurisdiccionalidad, motivación y proporcionalidad.

El cumplimiento cabal de esos principios legitima la intervención de los

órganos estatales durante la investigación; lo contrario -cuando estos no

r. huyan cumplido- signifrca una intromisión abusiva que determina la

inutilidad de dichos actos de investigación, y que, además, da lugar a

las sanciones previstas Por leY-

3.1. Principio de legalidad

Toda intromisión a los derechos fundamentales de la persona

debe estar previamente diseñada en las leyes conespondientes. La pre-

visión legal de la limitación de,un derecho fundamental constituye una

garantía á fuuot del afectado; $in embargo, no sólo debe estar prescrita

ia posibilidad de su adopción sino los presupuestos de su aplicación, su

contenido y sus limitaciones. La ley debe estar en condiciones de res-

ponder a las siguientes interrogantes: cuándo, cómo, cuiinto, se limita

un derecho fundamental. El Código Procesal fecoge este principio en

los siguientes términos: "Cuando resulte indispensable restringir un de-

recho fundamental para lograr los fines de esclarecimiento del proceso,

debe procederse confonne a lo dispuesto por la Ley y ejecutarse con las

debidas garantías para el afectado." (art.202).

3.2. Principio de suficiencia indiciaria

Para tomar la decisión de lirnitar un derecho fundamental, en el

mafco de un penal se exige que existan elementos, datos concretos de

que el delitoLfectivamente fue cometido. Esta exigencia implica que

se debe contar con un mínimo de sustrato indicia¡io, es decir datos

objetivos, plausibles, no meras sospechas infundadas de la comisión

del delito.

3.3. Principio dejurisdiccionalidad

En principio, sólo los órganos jurisdiccionales están facultados

para restringir derechos fundamentales; sin embargo, es necesario pre-
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cisar que existen determinados actos que pueden ser dispuestüs por par-
te del Fiscal o la Policía, cuando este de por medio el éxito de los resul-
tados de la investigación u otros intereses (Ej. El allanarniento policial
en caso de flagrancia).

3.4. Principio de motivación

El deber de motivación de las resoluciones judiciales es tna exi-
gencia constitucional. En ese sentido el código procesal penal, en su

artículo 203 resalta como un presupuesto necesa¡io que: "La resolución
que dicte el Juez de la Investigación Preparatoria debe ser motivada".
Sin embargo, tal exigencia no sólo es predicable para las resoluciones
judiciales, también lo es para los requerimientos fiscales.

3.5. Principio de proporcionalidad

SnN MnnrÍN CAsrRoltz, incorpora los principios precitados, como
sub-principios del principio de proporcionalidad. Aunado a ellos, el
mismo autor, menciona otra categoría de sub-principios tales como:
idoneidad, necesidad y proporcionalidad estricta, los mismos que son
intrínsecos a la medida limitativa de derechos. Este último grupo de
sub-principios mencionados, a nuesho entender, son los que dotan de

contenido esencial al principio de proporcionalidad.

El sub-principio de idoneidad exige que la medida a adoptar deba
ser cualitativamente apta para alcarnar los fines previstos. Por su parte
el sub-principio de necesidad implica que, en el caso concreto, no se

hubiera podido elegir otra medida menos gravosa, que tengan la mis-
ma efectividad. Por último el sub-principio de proporcionalidad estricta
importa que la intensidad de la lesión sea proporcional a la gravedad de

la infracción cometida.

182 S¡x MerriN C.tsrao, C., Búsqueda de pntebas y rcstricción de derechos, citedc,
p.251.
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II. BÚSQUEDA DE PRUEBAS Y RESTRICCION
DE DERECHOS EN PARTICULAR

Algunas de las medidas son nuevas y quiás por ello resulten de

dificil aceptación, por la restricción de derechos que implica, sin em-

bargo, se confia en la comprensión ciudadana en atención a los fines

que se persiguen.

El código reconoce medidas que no requieren autorizaciónjudicial,
tales como: el control de identidad policial, videovigilancia y las pesqui-

sas; y aquellas que sí necesitan autorización judicial, entre las cuales

están: la intervención corporal (que también puede ser dispuesta por el

Fiscal, cuando medie urgenciay peligro en la demora), el allanamiento

(fuera de los casos de flagraniia), la exhibición forzosa, la incautación,

el conkol de comunicaciones y documentos privados, la intervención

de comunicaciones y telecomunicaciones, aseguramiento e incautación

de documentos privados, el levantamiento del secreto bancario y de la

reserva tributaria, la clausura o vigilancia de locales e inmovilización.

I. CONTROL DE IDENTIDAD POLICIAL

La libertad de la persona constituye un derecho fundamental

consagrado constitucionalmente. La libertad ambulatoria, por su Porte,
como parte integrante del contenido del derecho a la libertad, se en-

cuentra reconocida en el artículo2.24 de la Constitución cuando se pre-

vé que nadie será detenido sino por mandato judicial motivado o por la
policía en caso de flagrante delito. Resaltando este derecho se establece

que no se permite/orma alguna de restricción de la libertad personal,

salvo en los casos previstos por la ley (art. 2o.24 Canstitución), lo que

signiflca que la misma ley constitucional posibilita la restricción de la

libertad atendiendo a los supuestos que el legislador considera necesa-

rios para determinados casos, cautelando asimismo, los derechos que la

misma constitución regula a favor de las personas.

La naturaleza propia del proceso penal. sobre todo, en fase de in-

vestigación. exige. a menudo, establecer diversas formas de restricción
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de la libertad de las personas. Tal es el caso del conhol de identidad po-
licial, que, conforme a su regulación, constituye una diligencia estric-
tamente de naturaleza policial que tiene por finalidad identificar debi-
damente a una persona que conoce, o que ha participado de los hechos,
materia de investigación penal, con fines de esclarecimiento e incluso
de acciones preventivas de delito. Entonces, la decisión para esta forma
de control de la identidad debe de sustentarse en razones de urgenci4
utilidad y necesidad para la investigación y prevención del delitort3.

l.l. Concepto

Se tata de una forma de restringir un derecho fundamental para
permitir una investigación mas inmediata y acorde con las necesidades
del caso. Como su nombre lo indica, se busca conocer la identidad de

las personas que se encuentran en relación mediata e inmediata con los
hechos que son sometidos a investigados inicial, sean dichas personas
potenciales testigos y, por que no, quizas también involucrados direc-
ta o indirectamente en el hecho. De tal suerte que, bajo determinadas
reglas de contol de identidad previstas en los artículos 205 y 206 del
código procesal penal, se proceda a la verificación correspondiente.

En tal sentido, el artículo 205 del nuevo código establece que la
policía "en el marco de sus funciones de investigación, y sin necesi-
dad de orden del Fiscal o del Juez, podrá requerir la identificación de
cualquier persona y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía
pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, cuando
considere que resulta necesario para prevenir un delito u obtener infor-
mación útil para la averiguación de un hecho punible."

El primer presupuesto que ha de tenerse en cuenta en esta nueya
forma de procedimiento preliminar, es que, para dicho control, lapolicía
debe de actuar en el ámbito de sus/rnciones de investigación, es decir,
tratándose de algún hecho delictuoso que ha ocurrido, una denuncia u

183 Véase la Directiva para el desempeño funcional de los Fiscales en la aplicación de

los artículos 205 al 210 del Código Procesal Penal, aprobada por Resolución de la
Fiscalía de la Nación No 039-200-{-fvlP-FN, de fecha 6 de enero de 2005.
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operdtivo policial, sea o no dispuesta por la autorftlad fiscal, es decir, las
mismas circunstancias de la investigación son las que permiten tomar
la decisión. En consecuencia, no se hata de que a cualquier efectivo se
le ocurra intervenir a una persona y solicitarle sus documentos porque
sospecha de un delito o que ha intervenido en cualquier delito, sino qué
tienen que existir datos objetivos prua presumir aquello.

si bien es cierto quizas la norma no sea muy clara -la corrección
siempre es posible- la finalidad ha sido de aseguramiento de la iden-
tidad de personas o de elementos vinculados con un delito dentro del
marco de una investigación. como ya se ha dejado establecido, las limi-
taciones de derechos obedecen al principio de suficiencia indiciaria en
el marco de la investigación penal. No habría argumentos sólidos para
pensa¡ en un eventual abuso dp autoridad.

El segundo presupuesto radica enlanecesidad de ra intervencién,
sea para averiguar un delito o prevenirlo, lo que hace de tal diligencia
una medida indispensable para sus objetivos. En tal sentido, se practi-
cará cuando sea necesario recabar información útil e importante para
la investigación del delito, contrario sensu, si la policía cuenta con los
elementos probatorios del caso, la adopción del control de identidad
deviene en innecesaria. Pero también es del caso hacer uso de la misma
medida para acciones de prevención del delito, entendiéndose como tal
aquellas acciones dirigidas a controlar e impedir la delincuencia en sus
diversas modalidades, así como evitar la probable comisión de hechos
delictivos si no se actua con la debida oportunidad y diligencia.rsa

1.2. Reglas en el desarrollo de esta medida

Esta nueva institución tiene a su vez otras reglas y las podemos
resumir en las siguientes:

a. El pedido de identificación de la persona se reali za in situ, es
decir, en el lugar de la intervención policial. se le pedirá sus do-

184 Directiva para el desempeño funcíonal de los Fiscales en la aplicación de los artículos
205 al2l0 del Código Procesal Penal. citado anteriormente.
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cumentos de identidad e incluso se le dará las facilida&s para que

las pueda encontrar y exhibir, y una vez constatada la identidad,

es decir, que su documentación esta en orden, se le devolverá el

documento y se autorizará su alejarniento del lugar. La dispo-

sición no exige levantamiento de acta, pero puede tomarse sus

datos de identidad, sin necesidad de levantar acta.

De otro lado y en cualquierade los casos que prevé la le¡ debe te-

nerse en cuenta la posibilidad de que la policía al momento de la
intervención cuente con los instrumentos informáticos necesarios

para proceder a la identificación de las personas y de esa manera

reducir sustancialmente el tiempo.

La persona intervenida tiene derecho a conocer de la identidad
del policía que le requiere de sus documentos así como la de-

pendencia en la que ejerce funciones. Lo que resulta natural e

incluso necesario en atención a los derechos que le asisten a
cualquier persona.

De existir motivo fundado de que la persona intervenida resulte

vinculada con el delito que se investiga, se procederá a su registro

personal, equipaje o vehículo, levantiindose acta en caso de que el

resultado sea positivo detallando los objetos encontrados relacio-

nados a la investigación así como la identidad de las personas par-

ticipantes. Los elementos de juicio o indicios deben ser muy im-
portantes para proceder de esta manera. Aún en el caso de resultar

negativa la intervención puede dejarse constancia de lo ocurrido.

Dependiendo de la gravedad del hecho que se investiga y cuando

el intervenido no pueda exhibir su documento de identificación,
será conducido a la dependencia policial m¡is cercana con fines
exclusivos de identificación: toma de huellas digitales y verifica-
ción de requisitoria

La persona conducida a la dependencia policial referida en el

caso anterior tendrá derecho a comunicarse con un familiar u otra
persona. No puede ser ingresado a calabozo ni celda, tampoco
en contacto con personas detenidas. La persona conducida no es

imputada y por lo tanto no puede ser tratada como tal, ello inclu-ve

b.

d.

e.
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h.

la prohibición del uso de esposas para su conducción. Tampoco
puede ser considerada corno detenida aún cuando en la prácüca
se restringe su libertad, como se ha dicho, denüo del marco legal
y solo con fines de identificación.

Este procedimiento de conducción a la dependencia policial debe
de dura¡ sólo por un máximo de cuato horas, a cuyo término
de la diligencia de identificación, la persona debe de retirarse de
la dependencia. Una decisión policial distinta puede generar la
interposición de una acción de garantía. Por lo mismo, la norma
procesal establece que el traslado de la persona debe ser a la de-
pendencia policial más cercana.

La Policía debe de llevar un Libro Registro de Identificación Po-
licial, donde conste el rpotivo, las diligencias y la duración del
procedimiento. Ello permitirá tener un control de las diligencias
policiales de esta naturaleza en cada dependencia policial.

Para fines de identificación o cuando sea necesario para las fi-
nalidades del juicio oral, se podrá tomar fotografias de la per-
sona imputada, para lo cual se requiere de su consentimiento y
en caso de negativa se deberá obtener expresa orden del Fiscal,
levantándose acta. Esta disposición prevista en el apartado 5

del artículo 205 no resulta clara pues debemos entender que la
mención a imputado resulta como consecuencia de la misrna
diligencia de intervención de persona vinculada con el delito
pero de la que se desconoce su identidad, y de aquella persona
que intervenida con fines de identificación se encuentren ele-
mentos de jücio que posibiliten su relación con los hechos que
se investigan.

1.3. Intervención fiscal

En los casos que la diligencia policial se realizare con la inter-
vención del Fiscal, dicha autoridad podrá cuidar de la legalidad y re-
gularidad del procedimiento. En tal sentido, la Directiva emitida por
la Fiscalía de la Nación establece que el fiscal tomará conocimiento de

los controles de identidad policial de oficio, por noticia de la autoridad
policial o por queja de cualquier ciudadano que considere vulnerados
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sus derechos y deberá cuidar que se hayan realizado con c$terios de

razonabilidad, proporcionalidad y respeto de la dignidad de la persona.

Pero además, para estos casos y para el registro de personas ex-

presamente éstablece que el fiscal verificará:

a. La debida identificación del efectivo policial que interviene, su

dependenciapolicial e incluso, de ser el caso, la placa del vehícu-

lo utilizado en la diligencia de intervención.

b. El documento de identidad presentado por la pelsona inte¡veni'
' da, sea DNI o carné de extranjería o pasaporte, si fuera extran-

jero, licencia de conducir, libreta militar, partida de nacimiento

o cualquier otro documento que permita su identificación en el

momento. Ello amptia el marco de documentos que puedan ser

útiles para la identificación inmediata de la persona intervenida.

c. Las facilidades que la policía brindó al inten'enido para la ubica-

ción y exhibición de los documentos de identidad.

d. La devolución de documentos a las personas debidamente identi-

ficadas y su autorización para el retiro del lugar.

e. Si la intervención fuere arbitraria dispondrá la devolución de los

documentos y el cese de la restricción de la libertad del inter-

venido, además, procederá conforme a ley respecto del efectivo

policial que intervino.

f. En las dependencias policiales verificará el registro de la persona

intervenida en el Libro - Registro, las razones de su intervención
y taslado; el tiempo de permanencia; si fue informado de su de-

recho de comunicación con un familiar u otra persona; que no

haya ingresado a una celda o calabozo; si el intervenido accedió

voluntariamente a la toma de impresiones digitales con fines de

identificación; si el intervenido es un requisitoriado que sea pues-

to a disposición de la autoridad requirente.

g. En el caso de registro personal, yestimenta, equipaje, bultos o
vehículos, ante la sospecha fundada de hecho punible (art. 205'3)'
verificará el levantamiento del acta y la comunicación al Fiscal;
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si se trata de registro de la vestimenta de lá persona, verificará el
cumplimiento de las formalidades del art.zr0 de la ley procesal;
verificar la existencia de objetos o especies relacionados con deli-
to y el aseguramiento de los mismos con indicación de la persona
responsable; verificar que el intervenido haya autorizado la toma
de fotografias o mediciones.

1.4. Contoles policiales públicos en delitos graves

Además de lo dispuesto en la norma que se comenta, también se
ha previsto los controles policiales públicos (art. 206), es decir aquellas
diligencias de persecuciónpenal que tienen dos objetivos: a) se realiza¡r
para descubrir y ubicar a los partícipes en un delito causante de grorc
alarma social y b) para incautar de elementos probatorios (instrumen-
tos, efectos o pruebas) útiles para la investigación del delito.

. Esta forma de control comprende los lugares, vías o estableci¡nien-
tos públicos; se permite el control de identificación de las personas que
transiten o se encuentren enellos así como al regisfio vehicular. También
se permite el control superficial de los efectos personales con la finalidad
de que no porten sustancias o instrumentos peligrosos o prohibidos. La
disposición señala que se debe da¡ cuenta al Ministerio público.

En realidad, los controles policiales para casos como los seña-
lados no deben ser objeto de mayores cuestionamientos si se entiende
la necesidad de la actuación e investigación policial inmediata, en los
c¿lsos donde se debe proceder y toma¡ decisiones con fines exclusiva-
mente investigatorios.

consideramos que éste caso, así como en el de control personal,
la policía debe de proceder con sumo cuidado y con conocimiento del
flscal, sobre todo en los casos de controles públicos. pero ademiás la
misma ley establece que el resultado de las diligencias, incluyendo las
actas, se pondrá de inmediato en conocimiento del Ministerio público

@ft.2a6'.2) a fin de disponef las medidas o acciones correspondientes.
En el mismo sentido, el Fiscal deberá verificar la existencia de los ins-
trumentos o et-ectos relacionados con la comisión del delito o de las sus-
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tancias prohibidas o peligrosas, en caso de incautación, lasmedidas de

aseguramiento con indicación de la persona responsable; también debe

verificar la regularidad y formalidad del Libro de Registro de Controles

Policiales Públicos.

Cualquier exceso en la actuación policial debe ser corregido o

sometido a las acciones colrespondientes.

2. LAVIDEO VIGILANCIA

2.1. Concepto

La videovigilancia constituye otra forma especial de investiga-

ción policial para los casos de crímenes violentos, graves o de organi-

zaciones delictivas, en donde el Fiscal autoriza a que la policía pueda:

a) realizar tomas fotográticas o registrar imágenes; y b) utilizar otros

medios técnicos determinados para la investigación u observación del

lugar de residencia de la persona investigada. (art. 207.1). Por el em-

pleo técnico de este acto de investigación policial, su inmediatez, nece-

sidad e inepetibilidad, el contenido de las cintas o soportes magnéticos

o fotografías o sonidos grabados en diligencia de videovigilancia tiene

naturaleza de prueba preconst ituida.

Como no puede ser de otra forma, la utilización de tales sistemas

de reproducción mec¿inica de imagen y sonido ha de ser respetuosa con

el principio de proporcionalidad, con el derecho al honor y la intimi-
dad.rss Debe de recordarse que nuestra Constitución consagra el dere-

cho al honor y alabuena reputación, a la intimidad personal y familiar,
así como alavozy ala imagen propias (art.2'.7).

El legislador permite distinguir dos clases video vigilancia: l) las

que se realizan en lugares públicos, que son decididas por el Fiscal; y

2) las que se realizan en el interior de inmuebles o lugares cerrados, que

son autorizados por el juez (art. 207.3).

185 G¡veNo SeNon¡, Y., Derecho Procesal Penal, l'Edición, colex, lvladrid,2004,
p.361.
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2.2. ÁmUito de aplicación

El principal presupuesto para el empleo de la videovigilancia en

sus distintas formas radica enla gravedad de los hechos sujetos a inves-
tigación, como lo constituye el delito de secuestro, extorsión, homicidio
califrcado, tráfico ilícito de drogas, lavado de activos, comrpción de

funcionarios, terrorismo, trata de personas, entre otros.

También comprende organizaciones dedicadas a determinados
delitos como los ya indicados u otros, como por ejemplo, aquellos de-
dicaclos al robo de vehículos o de pasajeros de transporte público. o

tr¡ífico internacional de drogas, etc.

Como se podrá apreciar, se posibilita a la autoridad policial de los
medios técnicos necesarios para la lucha contra la delincuencia grave
y especialmente contra el crimen organizado, pero bajo control fiscal
y judicial y en observancia a principios tan importantes como la razr.-
nabilidad, proporcionalidad y respeto a los derechos fundamentales de

la persona, especialmente el derecho a la dignidad e intimidad de las

personas. Por ello es que las autoridades judiciales deben de decidir
su ejecución con mucha cautela, eliminando aquellas fotografías, imá-
genes o audios que no correspondan a los fines de la investigación o

afecten a terceros.

2.3. Ejecución

Cuando concuffa ese presupuesto, la autoridad policial podrá
hacer uso de cámaras fotográficas o de filmaciones con fines inves-
tigatorios y realizados por el personal especializado, incluyéndose
dentro de este apartado los controles de vídeo que la policía tiene ubi-
cados en lugares públicos, que, desde luego, tienen contenido y valor
probatorio. Sobre este último aspecto, resulta ilustrativo lo resuelto
por la jurisprudencia española, pues el Tribunal Supremo ha estimado
legítima y no vulneradora de derechos fundamentales la actividad de
filmación de escenas presuntamente delictivas, que sucedían en vías r.r

espacios públicos, y ha considerado que se necesita autorización judi-
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cial para la captación clandestina de imágenes y sonidos endomicilios
o lugares privados.rsó

Los medios, del apartado b) del artículo 207.1, son muy especí-
ficos y alavez especiales, pues van a exigir el empleo, quiziis, de los
mismos mecanismos técnicos o sofisticados que los usados para captar
imágenes de video, fotos o voces, pero dentro del inmueble donde se

encuentra la persona investigada; de allí la exigencia de autorización
judicial. Estos casos deben ser reservados a delitos muy graves.

2.4. Intervención Fiscal

Estas medidas se disponen por el fiscal, de oficio, o a pedido de la
policía o autorizadas por eljuez y se realizarán sobre la persona inves-
tigada y también sobre otras personas, si éstas estuvieran relacionadas
con los imputados o sean necesarias para cumplir con la finalidad de ia
investigación. Se precisa que tales diligencias especiales se realizan sin
conocimiento del afectado.

En el caso de que la decisión conesponda la Ministerio Público, el
Fiscal deberá emitir una Disposición de procedencia o improcedencia.
la que debe ser motivada y bajo los principios de razonabilidad, oportu-
nidad, proporcionalidad y necesidad de la investigación; en cuanto a los
límites de su utilización, la ley establece que se siga el procedimiento
previsto por el artículo 230 referido a la intervención telefónica.

De acuerdo con la misma Directiva del Ministerio Público, el Fis-
cal designará al personal a cargo del procedimiento de videovigilancia
y al responsable de su registro y custodia, con la obligación de mantener
la confidencialidad e integridad de las tomas o registros de las imágenes
o sonidos. En la práctic4 en cumplimiento de lo dispuesto por la ley
procesal, la policía levanta¡á un acta de registro de imágenes de video,
precisando los presupuestos de su ejecución (delitos violentos, graves
u organizaciones delictivas), el lugar donde se realiza la diligencia, el
lugar donde se realizó la grabación, la autorización, la transcripción de

los hechos registrados en la grabación en video, precisando los días,

186 Véase la cita en Cnrexo SsNoR.r. Y., Derecho Procesal Penal, citado, p. 361.
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horas y detalles de que se observa y la identificaeión y ñrma de los po-.
licías que han intervenido en la diligencia.

Recibida la toma o registro original por el Fiscal, cuidará de su
conservación, disponiendo las medidas de seguridad, adem:ís, dispon-
drá la trascripción escrita de los registros de imágenes. También se esta-

blece que ejecutada la videovigilancia y culminadas las investigaciones
se podrá poner lo actuado en conocimiento del vigilado siempre que el
objeto de la investigación lo permita y no se ponga en peligro la vida
o integridad física de terceros. Es posible mantener esta diligencia en

secreto, señalando el plazo de reserva y con la confirmación de la auto-
ridad judicial; también lo está la expedición de copias.

LAS PESQUISAS, LA REiENCIÓN Y EL REGISTRO DE PERSONAS

3.1. Las pcsquisas

3. l.l. Concepto ,' naturaleza

Las pesquisas son actividades estrictamente de naturaleza policial
que consiste en la búsqueda de objetos, elementos de prueba o
de personas vinculadas con un hecho delictivo que se investiga.
En tal sentido, la policía en su función investigadora busca in-
formación, datos, huellas, recopila objetos o efectos materiales,
gráficos, fotografias, etc. para el esclarecimiento del delito o para

conocer el paradero del imputado o partícipes.

El código procesal penal, en su artículo 208'. 2 señala que la pes-

quisa tiene por objeto "comprobar el estado de las personas, lu-
gares, cosas, rastros y otros efectos materiales que hubiere, con
utilidad para la investigación".

No consideramos que las pesquisas tengan el carácter de diligen-
cias mínimas y necesarias para evitar la "desaparición" de prue-

bas, indicios y vestigios como lo sostiene la Directiva del Minis-
terio Público para éstos casos (art.3), pues la nota distintiva radica
enla búsquecla de elenientos de prueba o información útiles, etc.,
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o la comprobación de las personas, lugares, los rastros y efectos
materiales para la investigación del delito, como lo señala la ley;
pero sí coincidirnos, cuando precisa que cuando se compruebe el
estado de las personas, lugares, cosas, rastros y efectos materiales
de utilidad para la investigación dispuesta por el fiscal, se levan-
tará acta.

3.1.2. Desarcollo de la medida

La ley procesal en el artículo 208".1 establece que la policía, Ce

oficio, o dando cuenta al frscal, o por su orden, "podrá inspeccio-
nar o disponer pesquisas en lugares abiertos, cosas o personas,
cuando existan motivos plausibles para considerar que se encon-
tra¡an rastros del delito, o considere que en un determinado lugar
se oculta el ineputado o alguna persona prófuga".

La policía puede actuar de oficio, pero dando cuenta al Fiscal o
por orden de éste y en los casos donde la naturalezade los hechos
lo requiera. En tal sentido, busca rastros de delito, de la persona
perseguida, de las pruebas, etc. Esta diligencia se complementa
con la elaboración de planos, descripciones, fotografias o filma-
ciones que sean necesarias.

El acta deberá contener: la descripción exacta del lugar donde se

realiza la pesquisa, el motivo y forma en que se llevó a cabo, el
nombre de los policías y funcionarios judiciales que intervinieron;
el nombre, características y estado de las personas, sosas, rastros
o efectos encontrados; el levantamiento de planos de señales, des-
criptivos, fotográficos, y toda operación técnica e inventario que
sean necesarios.

En el caso que se encontrare menores de edad se comunicará
inmediatamente a la Fiscalía de Familia o Mixta a fin de que
proceda conforme a sus atribuciones; y en los casos, donde la
policía proceda por razones de urgencia sin disposición fiscal,
verificará que el acta levantada contenga la información antes
mencionada.
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3.2. Retención

3.2.1. Concepto

Con fines eshictos de investigación policial, también se puede

ordenar la retención de una persona "cuando resulte necesario
que se practique una pesquisa", en tal sentido, dispondrá, dando

cuenta al fiscal o por su orden, que las personas que se encuentran

en la diligencia permanezcan en el lugar o que también pueda

comparecer otras, lo que evidencia la retención de una persona

por un tiempo estrictamente establecido de cuatro horas y para

tales fines. Si se considera necesario prolongar dicho tiempo, se

requerirá mandato judicial.

La persona sufre entoirces una limitación o interrupció¡¿ de su

libertad ambulatoria por breve término a título de retención y es

obvio que la autoridad policial y fiscal debe de tener fundados

motivos para tal decisión. Natt¡ralmente tales hechos deben ser

registrados en el libro correspondiente.

3.2.2. Retencíón confines de pesquisa

Cuando se produce la retención con fines de pesquisa el fiscal
deberá verificar que la actuación policial cumpla con las siguien-

tes formalidades: que haya informado a la persona el motivo de

la retención así como los derechos que le asisten; que se haya

identificado a la autoridad que dispuso la retención; que se haya

identificado a las personas que comparecieron al lugar de la dili-
gencia de pesquisa; que se hayan precisado las diligencias efec-

tuadas con las personas detenidas; que la retención, por ningún
motivo supere las cuatro horas y si hubieren indicios suficientes

de que el retenido está vinculado está vinculado a la comisión de

un delito, el fiscal deberá requerir de inmediato la orden judicial

para extender el plazo de retención.tt7

187 Véase Directiva del Ministerio Público para el desempeño funcional de los Fiscales,

citado, ap.3.3.
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Como se puede apreciar, se otorga a la policía determinadas fa-
cultades -siempre dando cuenta al Fiscal o actuando por su orden-
con la finalidad de asegurar una averiguación debida y pronta del
delito, teniendo en cuenta las distintas formas de criminalidad y la
evolución que se aprecia de ésta en los últimos años, que impide,
muchas veces, conocer del hecho en flagrancia delictiva.

Bajo esta misma circunstancia, si existen fundadas razones para
considerar que una persona oculta en su cuerpo o ámbito perso-
nal bienes relacionados con el delito, la policía, conforme con
la legislación procesal (art. 210") procederá a registrarla. Natu-
ralmente, previa a esta decisión, la policía invitará al interveni-
do a que las exhiba, en caso de negativa, procederá al regístro
personal,la misma que se realizará respetando la dignidad y
pudor de la persona, incluso por efectivo del mismo sexo, salvo
-como dice la le1'- que ello importe demora en perjuicio de la
investigación.

Esta diligencia se practica dependiendo de la naturaleza del hecho
que se investig4 y cuando existany'ln dadas razones para presumir
que la persona oculta en su cuerpo o ¿imbito bienes relacionados
con un delito, lo que significa que se requiere de datos objetivos
que justifiquen la afectación de la libertad y el pudor de la perso-
n4 en aras al descubrimiento de la verdad.rsE por ejemplo, en los
delitos de tráfico ilícito de drogas, principalmente en la figura de
los llamados "burriers", diligencia que se rcalizaen los aeropuer-
tos o en vehículos de transporte público interprovinciar, en donde
-a veces- se debe de realizar el registro en las partes íntimas del
cuerpo para comprobar el delito y la autoría; también los casos de
contrabando, robo, secuesto, ente otros, y en los que sea necesa-
rio proceder al registro de la persona imputada o sospechosa con la
finalidad de encontrar bienes u objetos relacionados con el delito.

l8E c¡rrencrA, Nonrs, !osé, La pruebo en el proceso penal, Lexis Nexos, Sexta edición,
Buenos Aires, 2008, p. 2-i-t.
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En el caso de que se trate de distintas persoias, se deberá proceder
al registro por separado.

como lo señala Gn¡eNo seuone, se trata de actos aseguratorios
de la prueba que recae sobre el cuerpo humano, pudiendo enten-
derse como inspección corporal cualquier género de reconoci-
miento del cuerpo humano.rEe Por ello la exigencia de proceder
respetando los derechos que le asisten a Ia persona intervenida_

conforme a nuestro ordenamiento, el registro comprende no
sólo el cuerpo y la vestimenta de la persona, que incluye los
maletines, portafolios, equipos informáticos personales o lo que
lleva entre sus manos, sino también su equipaje, bultos o el ve-
hículo que utilizare como medio de transporte que, entendemos,
debe poseer dominio. En cualquier caso, la poliCía actuará dando
cuenta al Fiscal o por su orden y respetando el derecho que tiene
el inten'enido a que en dicha diligencia participe una persona de
su confianza, siempre que se la pueda ubicar "rápidamente y sea
mayor de edad". Este último presupuesto puede resultar dificil
de satisfacer, según las circunstancias del hecho o la manera
de ubicar a la persona elegida. ciertamente, sólo se establece
se "le indicará el derecho" que tiene, pero no se afirma que sea
obligatoria la presencia del testigo en la diligencia. Entendemos
que atendiendo a la afectación al derecho constitucional de Ia
intimidad, se debe de cautelar esta diligencia, siguiendo ros pa-
sos que la misma ley señala: invitación a la persona intervenida
a que entregue el bien u objeto buscado; hacer conocer al inter-
venido las razones de la ejecución der registro; hacerle conocer
de su derecho a ser asistido por una persona de su confianza; la
diligencia se realice por persona calificado. También considera-
mos que dada la naturaleza de esta diligencia, debe procurarse
la intervención fiscal o de un testigo, pues la excepción se puede
convertir en regla.

lE9 Gn¿e¡.{o SeNonn, Y., Derecho Procesal Penal,citado,p.37B.
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4. LA INTERVENCION CORPORAL

4.1. Concepto

Esta diligencia puede entenderse como todo acto de coerción so-
bre el cuerpo del imputado por el que se le extrae determinados ele-
mentos para realizar sobre los mismos análisis periciales tendientes a
averiguar el delito o la participación del imputado.rs El mismo GwreNo
sevone, siguiendo la doctrina alemana y atendiendo al grado de sacri-
ficio del derecho a la integridad fisica considera que las intervenciones
corporales se clasifican en a) leves o banales, aquellas que comprende
la extracción de elementos externos del cuerpo humano: pelos, uñas, así
como algunos internos, como la extracción de sangre (siempre que no
genere peligro); y b) graves, que son aquellas intervenciones que pue-
den poner en peligro la salud u ocasionar sufrimientos a la persona.ro,

4.2. Clases de iirtervenciones

Nuestra legislación procesal regula la intervención corporal en
los artículos 211" a2l3o para tres casos: del imputado; de otras perso-
nas; y para la prueba de alcoholemia, y en todos ellos estableces reglas
de procedirniento.

Tratandose de la intervención corporar del imputado serequie-
ren determinados presupuestos: a) el examen debe ser útil para estable-
cer hechos significativos de la investigación;re b) se requiere pedido
del Fiscal y autorización del juez de ra investigación preparatoria: y
c) el delito debe estar sancionado con pena mayor a cuatro años. La
autorización judicial comprende los análisis sanguíneos, las pruebas

190 GhreNo Sexone, Y., Derecho Procesal penal,citado, p. 379.
l9l Idem, p.380.
192 El Tribunal constitucional español ha establecido que Ia finalidad que se persigue

con la intervención corporal debe ser la de acreditar hechos constitu;ivos de infrac-
ción penal y no únicamente un hecho indiciario; "un acto instructorio gue limite un
derecho fundamental no puede estar dirigido exclusivamente a obtener meros indi-
cios o sospechas de criminalidad, sino a preconstituir la prueba de los hechos que
integran el objero del proceso penal.,'STC 20711996, de 2i de enero.
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genético-moleculares u otras intervénciones; también exploraciones ra-
diológicas. Es necesario señalar que la decisión judiciaf respecto de la
intervención corporal debe sujetarse escrupulosamente al piincipio de
proporcionalidad.te3 La ley posibilita el examen aún sin cónt¿r con el
consentimiento del imputado (art. 2l l'.1).

Pero además, la ley procesal establece una serie de características
de esta diligencia que pasamos a mencionar:

a. El examen debe ser realizado por un médico o profesional espe-
cializado. En el rímbito de la investigación fiscal se deberá contar
con los peritos médico-legales, caso contrario, se deberá acudir a
especialistas en la materia.

b. No se practicará el exampn si impola un daño grave para la salud
del imputado, lo que debe de estar debidamente sustentado por
los especialistas.

c. En el caso de intervención corporal de una mujer, esta podrá estar
acompañada de otra mujer o un familiar.

d. En caso de urgencia o peligro por ra demora, el Fiscal podrá or-
denar el examen con cargo a que se recabe inmediatamente la
confirmación judicial. se entiende de casos donde no exista la
posibilidad de generar alguna situación de riesgo en la salud del
imputado.

e. se notificará al abogado del imputado pero en su ausencia se po-
drá realizar la diligencia con la presencia de ota persona de con-
fia.'a del imputado, siempre que pueda ser ubicada en ese acto.

f. se establece que el fiscal o la policía con conocimiento de aquel,
sin orden judicial, podran disponer mínimas intervencion", p*"
observación' como pequeñas extracciones de sangre, piel o cabe-
llos que no provoquen ningún perjuicio para su iar"á y siempre
que el experto no la considere riesgosa. En caso contrario se so-

193 laws¡¡'s C.rxLe, Ines. La nueva regulación de las medidas de intervención corporal en
el art. 363.? Lecrim: La quiebra del principio de legalidad, en Investigación y prueba
en el proceso penal, obra colectiva, Coordinador Nicolas Gonález-Cuellar, bolex,
Madrid, 7A06, p. 177.
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licitará orden deljuez, para lo cual se deberá contar cqn un dicta-
men pericial que determine la ausencia de peligro.

g. Se levantará acta de la diligencia con la suscripción de las perso-
nas participantes.

h. La misma ley establece que tratiindose de mínimas intervenciones
para observación, como pequeñas extracciones de sangre, piel,
cabello que no provoquen perjuicio para la salud, er fiscar o la
policía con su conocimiento, podrán autorizarlas, pero si hubiere

. riesgo se requerirá de orden judicial.

un segundo grupo que puede verse afectado por las intervencio-
nes corporales lo conforman otras personas que no son imputadas pero
pueden ser examinadas, incluso sin su consentimiento, y en considera-
ción de testigos (art.2lz'.1).

La misma ley establece que siempre que deba ser constatado, para
el esclarecimiento de los hechos y se encontrare en su cuerpo determi-
nada huella o sécuela del delito. con la misma finalidad de averigua-
ción de la verdad'y que no se afecte la salud, se posibilita la realización
de exámenes de personas no imputadas, para establecer la descendencia
así como la extracción de sangre, aún sin el consentimiento de la per-
sona. Se establece también que los exámenes y la extracción de análi-
sis sanguíneos sólo pueden ser realizados por un médico (art.212'.2).
cabe rehusar estos exámenes y extracciones de análisis de sangre por
los mismos motivos que existen para los tesügos. por último, si se ta-
tare de menores de edad o de incapaces, ra decisión conesponde a su
representante legal y si se encuentra inhabilitado por ser imputado en el
delito, la decisión corresponderá al Juez.

El tercer grupo de casos para la intervención corporal regulada por
la ley comprende el examen corporal para la prueba dé alcohoiemia (art.
213). La disposición procesal faculta a la policia para casos de preven-
ción del delito o en intervenciones de control de conducción vehicular, a
realizar comprobaciones de tasas de alcoholemi a en aire aspirado. Si el
resultado del examen es positivo o la persona presenta signos evidentes
de haber consumido aicohol u otra sustancia prohibida, se procederá a
la retención y conducción a un centro de control sanitario para realizar
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la prueba sanguínea u otras, segrln la prescripción¡nédica. Para la actua-

cidn policial en acciones de prevencióny de contol en conducción vehi-

cular, se llevará un libro - registro donde constarán los datos pertinentes

y se comonicará al Fiscal con un informe razonado de la intervención'

Como se podrá apreciar, la intervención policial viene justificada

por los casos ya señalados para 1o cual se deben de tomar los cuidados

necesarios a efecto de infringir lesión a los derechos que le asisten a la

persona y que no son objeto de limitación impuesta por la ley. Pero si se

tata de una investigación regular de hecho con características de delito,

la policía deberá pioceder a la realización de dicha diligencia, hacien-

do conocer al imputado que tiene derecho a contar con la presencia de

una persona de su confianza" siempre que la ubique rápidamente y sea

*"t"r de edad. Dentro de eSa comprensión, bien puede tratarse de su

abogado defensor.

Es necesario señalar que esta forma de intervención corporal para

la prueba de alcoholemia, por su inmediatez, no requiere autorizacién

¡uál"iut, y también se puedé proceder de la misma forma cuando lapoli-

.iu in .*.nga en la investigación de un delito, en cuyo caso, para efecto

á. tu Oitig.nLiu, dtbt procurarse la presencia del defensor del imputado

o de unalersona de su confianza, pudiendo prescindirse de los mismos

por inconcurrencia o fundado peligro que la prueba se perjudique si no

se realiza inmediatamente (art. 213".4)'

5. ELALLANAMIENTO

5.1. La inviolabilidad de domicilio como derecho fundamental.

Lo primero que hay que sostener en el caso de esta diligencia

policial .r lu nututáleza constitucional del derecho a la inviolabilidad

ie domicilio. En efecto, se establece que nadie podrá ingresar en el

domicilio "ni efectuar investigaciones o registros sin autorización de

la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o

muy grave peligro de su perpetración." sin embargo, la misma noffna

coÁtit r.ional señala las excepciones por motivos de sanidad o de grave

riesgo reguladas por la ley. (art' 2''9)'
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En consecuencia, el derecho a la inviolabilidad de domipilio pue-
de ser restringido en los casos de delito flagrante, orden judicial f po,
disposición de la ley. lnteresa destacar en este apartado eiallanamiento
por mandato judicial y específicamente a solicitud del Fiscal.

5.2. Concepto

El allanamiento es una diligencia de naturaleza policial que tiene
por finalidad el ingreso de la policía a un domicilio o inmueble con la fi_
nalidad de capturar a la persona investigada o evadida, también para in_
cautar bienes u objetos relacionados con el delito. para ceeezuoo Belo,
la restricción del derecho a la inviolabilidad del domicilio ha de limi-
tarse en numerosas ocasiones, en virtud de una entada y registro, con

3t {n a.e practicar la detención del imputado, así como de preconstituir
la prueba. sigue: "Ambos objetivos y, especialmente. la piena eficacia
de las pruebas obtenidas durante el registro, se alcanzaren, en la medida
en que, junto con la observancia de los requisitos procesales (...) tales
diligencias se realicen de conformidacl con las exiiencias derivadas de
su consideración como restricción de derechos fundamentales ¡ en es_
pecial, del principio de proporcionalidad."re4

En términos de cerreeere Non¡s, es el ingreso a una morada o
local cerrado con er fin de practicar un registro -fara encontrar cosas o
personas vinculadas al delito- u otra actiüdad prócesal.*s

5.3. Presupuestos

De acuerdo con la ley procesar el ailanamiento procede fuera de
casos de flagrancia o de peligro inminente de su perpeiración; requiere
autorización judicial a pedido del fiscal y debe de^satisfacerse deter-
minados requisitos. se exige que existan motivos razonables de que el
imputado o la persona evadida se encuentran ocultos, o que se encuen-

194 C.reezuDo Br¡o, Maria-José, /,6 enrada y registro domicilíario en el proceso penal,
en lnvestigación y prueba en el proceso penal, bajo la dirección ¿e Nicil¿s González-

- Cuéllar Senano, Editorial Colex, lladrid, 2006, p. I17.
195 C¡rren¡re Nones, J, La prueba en el proceso pinal. citado, p.233.
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tran bienes o cosas relevantes para la investigación. El allanamiento

comprende el registro de la casa habitación, casa de negocio, recinto

habiLdo temporalmente u otro lugar cerrado y procederá cuando sea

prrniriUf" que el acceso al lugar por parte de la autoridad le será negado

.n * acto'formal de función (art. 214".1). Se afirma en doctrina que

esta diligencia se rige bajo el principio de justificación teleológica que

,o*pr.rid" dos actós procesales diferentes: 1) la entrada: la detención

á.ir'orp"rttoso y/o registro; y 2)el registro y laprueba preconstituida'rec

De encontrarse-la periona buscada se procederá a su detención, si hu-

biere ord"njudiciai paraello; si se encontrare bienes u objetos relacio-

nados con el delito, se procederá a la incautación'

La solicitud fiscal debe ser clara y precisa, indicará el lugar o lu-

gares exactos del allanamiento su la finalidad; las medidas de coerción

iu"rort.rpondan, por ejemplb, detención de la persona investigada; la

incautación de bienes uobjetos y el tiempo aproximado de la diligen-

cia. Los misrnos datos deben de aparecer en la resolución judicial, ade-

mas del nombre del fiscal autorizado; dicha orden tendrá una duración

máxima de dos semanas, salvo que se haya expedido para un tiempo

determinado. Es necesario precisar que la resolución judicial debe de

sujetarse a una especial exigencia constitucional de motivación radica-

áu .n el juicio de ponderación que justifique la limitación del derecho

fundamental afectado, ademiís de observar los principios de proporcio-

nalidad (relacionada con la gravedad del detito), idoneidad (útil para

alcanzar |a finalidad perseguida) y necesidad (si resulta la menos grave

entre otras medidas).re?

5.4. Desarrollo de la medida

En la diligencia" el frscal podrá decidir el registro de las personas

que estiin presentes o las que lleguen durante la diligenci4 pero solo

ffi;lo,María,Laentradayregistrodomiciliarioenelprocesopenal,ci-
tado, p. lZZ. Agregalá autora qu. 

"l 
,igirtro constituye un acto de investigación

indirecto, en la meiida en que permite la pnlctica de otros actos de investigación (re'

conocimientos periciates, dlclaraciones di testigos), pero su principal función reside

en la recogida y aseguramiento de las fuentes de prueba'

197 ldem, P. 129.
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cuando considere que las mismas puedan ocultar bienes delictivos; por
lo mismo, también puede ordenar la retenciór¿ fundamentando dicha
medida (at. 217'.2). Lo más importante en la solicihrd y decisión ju-
dicial es la verificación de los datos indicadores de la presencia del
investigado o la existencia de elementos relacionados con el delito en el
lugar donde se practicará la diligencia. Se debe de entegar copia de la
autorización al imputado siempre que estuviere presente; si no están, a
sus familiares; si no hubiera nadie, se dejará la copia a un vecino. A es-
tas alturas, está claro que la diligencia se practica aún cuando el imputa-
do o sus familiares u otras personas no estuvieren presentes en el lugar.
Debe de agregarse que de lo actuado en la diligencia de allanamiento se
dejará constancia en acta.tes

6. LA EXHIBICIÓN FOMOSA E INCAUTACIÓN DE BIENES

6.1. Concepto

La exhibición forzada de bienes y su posible incautación consti-
tuyen también actos propios de investigación policial con fines de bús-
queda de elementos probatorios, de averiguación del delito y determi-
nación de sus autores y partícipes. Esta diligencia de investigación se
decide cuando la persona se negare a exhibir o entregar el cuerpo del
delito o los bienes relacionados con el mismo.

6.2. Presupuestos

La nueva ley procesal regula esta diligencia en los artículos 2l g al

?23 v establece que se requiere de autorización judicial, previa petición
fiscal fundamentada, para que se obligue a una persona, sea propi"turio,
poseedor, administrador, tenedor u otro, a exhibir o entregarbiónes que
constituyan cuerpo del delito o de cosas relacionadas .on ¿l o que sean
necesarios para el esclarecimiento de un delito. Sin embargo, tratiindose
de delito flagrante o de peligro inminente de su perpetración, la policía

198 Cabe señalar que el allanamiento también se puede realizar sin mandato judicial cuan-
do se trate de flagrante delito, debiéndose dejar constanc¡a de todo lo ac¡uado en acta.
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no requerirá ni solicitud fiscal ni ordenjudicial, pero dbberá dar cuenta
de la ejecución al Fiscal. La ley establece que cuando exista peligro por
la demora, la exhibición o la incautación deberá disponerla ei r¡scat; en
todos los casos, el Fiscal deberá requerir del juez la resolución confir-
matori4 lo que resulta lógico si conforme al nuevo sistema procesal, el
juez de la investigación preparatoria actua como juez de garantías.

La autorizaciónjudicial deberá contener todos los datos necesa-
rios así como el nombre del fiscal, la designación del bien a exhibir o
incautar; de ser necesario, también se puede autorizar para que se tomen
fotografias, se obtengan copias o se filme o grabe la diligencia de exhi-
bición o incautación de bienes relacionados con el delito (art. 219".1).

6.3. Desarrollo de la medida,

La diligencia se llevará acabo inmediatamente por el Fiscal con
el apoyo policial, pudiéndose citar a las partes. Los bienes objeto de
incautación deben ser registrados con exactitud; en los casos de exhibi-
ción se cuidará de describir detenidamente el bien u objeto o documen-
to. conesponde al Ministerio Público identificar al funcionario o per-
sona que asume la responsabilidad o custodia del material incautado;
asimismo,le corresponde determinar las condiciones y las personas que
intervienen en la recolección, envío, manejo, análisis y 

"orrr"*u.ión 
de

lo incautado (art. 22A'.2).

Al igual de las diligencias anteriores, se debe de cuidar y respe-
tarlos derechos que le asisten al imputada o persona a quien se le hacen
las exigencias de exhibición o incautación.

6.4. Exhibición e incautación de documentos no privados

La norma procesal también se ocupa de la exhibición e incauta-
ción de documentos no privados (art. 224), en tal sentido, cuando una
persona tenga en su poder actos y documentos requeridos se encuentra
en la obligación de exhibirlos o entregarlos al Fiscal, así como todo ob-
jeto que detenten por razones de oficio, encargo, ministerio o profesión.
En algunos casos puede tratarse de documentos públicos o de naturale-
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za pública que se encuentran en poder de particulares o de funcionarios
públicos, que son de interés para la investigación fiscal. 

i

La ley procesal exceptua los supuestos de secreto profesional o
de Estado; en el primer caso, el Fiscal podrá hacer las indagaciones y si
considera infr¡ndada la oposición para la exhibición o incautación hará
su requerimiento a la autoridad judicial; en el segundo caso, el Fiscal
deberá dirigirse al Presidente del consejo de lvlinistros solicitando que
confirme el carácter secreto de la información o documentación; si la
respuesta es positiva y la prueba es esencial para la definición del caso,
solicitará al Juez de la Investigación Preparatoria uru audiencia" con
intervención de las partes, a fin de que decida la clausura de la investi-
gación por la existencia de secreto de Estado, lo que resulta lógico si se
tiene en cuenta la naturaleza de dicha información estatal y lo innecesa-
rio que resulta continuar con el proceso (art.224'.3).

7. EL CONTROL DE LAS COMUNICACIONES. INTERCEPTACIÓN
E INCAUTACIÓN POSTAL

7.1. La inviolabilidad de las comunicaciones y documentos privados
como derecho fundamental

La constitución Política consagra como derecho fundamental de la
persona al secreto y la inviolabilidad de las comunicaciones y documen-
tos privados. El rribunal constitucional ha establecido que el concepto
de "secreto" e "inviolabilidad" de las comunicaciones y documentos iri-
vados, desde esa perspecüva, comprende a la comunicación mismu, ."u
cual fuere su contenido y pertenezca o no el objeto de la comunicación
al ámbito de lo personal, lo íntimo y lo reservado. De manera que se
conculca el derecho tanto cuando se produce una interceptación áe hs
comtrnicaciones, es decir, cuando se aprehende la comunicación dirigida
a terceros, como cuando se accede al conocimiento de lo comunicado,
sin enconüarse autorizado para ello.tF Textualmente establece la norma

199 src, Exp. No 2863-2001-AAirc-LlivfA, en la constitución de 1993 a rravés de las
sentencias del rribunal constitucional. de Ben.rrucrz T.rer,r, lV[., Ediciones Legales,
Lima,2'edición, 2008. p. 25.
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constitucional que "las comunicaciones, télecomanicaciones o sus instn-
mentos sólo puedenser abiertos, incautados, interceptados o intervenidos
por mandamiento motivado del juez, con las garantías preüstas en la ley.
se guarda secreto de los asuntos ajenos al hecho que motiva su examen"
(art. 2".10).Agrega lanorma constitucional, que los documentos privados
obtenidos con violación de este precepto no tienen efecto legal. La rese¡-
va constitucional permite la afectación de este derecho en los casos que
la ley lo establece y previa decisión judicial.

7.2. Concepto

En efecto, la nueva ley procesal establece la posibilidad de que
se pueda interceptar, incauta4 y abrir documentación pública o priváda
que se dirija al imputado de manera directa o indirecta, siempre que
sea indispensable para el debido esclarecimiento de los hechos que se
investigan. comprende las cartas, pliegos, valores, telegramas e incluso
correos electrónicos, dirigidos al imputado o remitidos por é1, aún cuan-
do se encuentre con nombre supuesto, o de aquellos que se presumieran
emanan de él o resulte ser el destinatario (a*.226).

7.3. Requerimiento fiscal y resolución judicial

Para tal efecto, se requiere de pedido formal y sustentado del Fis-
cal al Juez de la Investigación Preparatoria para la interceptación, in-
cautación y apertura. se trata de una diligencia esüictamente reservad4
con fines propios de la investigación, suficientemente motivada y por el
tiempo necesario que no podrá ser mayor al periodo de la investigación.
Ante el pedido formulado, el juez resolverá reservada e inmediatamen-
te, pudiendo irnpugnar el fiscal si su pedido es rechazado.

7.4. Ejecución de la medida

Si eljuez acepta el pedido, se ordenará su ejecución por el Fiscal
o éste podrá delegarla en un efectivo policial; se exige el examen del
documento reteniendo aquellos que estuvieren relacionados con la in-
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vestigación y serán solo abiertos por el Fiscal incaut¿í^ndose {e ser necs-
sario, caso contrario, los documentos serán devueltos a su déstinatario.
De todo lo actuado se levantaráacta.

Es necesario señalar que una vez cumprida ra diligencia y las in-
vestigaciones del caso, se hará conocer al imputado, qui.n podni soli-
citar a la autoridad judicial, dentro de los tres días de notificad o, el re-
examen del caso. En este supuesto se procederá alarcalización de una
audiencia para efectuar el control judicial de la diligencia de intercepta-
ción e incautación de documentos, en otras parabás, eljuez verificará
si la diligencia ordenada se realizó correctamente y si la interceptación
e incautación han comprendido comunicaciones relacionadas con la in-
vesti gación (art. 225').

7.5. Requerimiento a tercera persona

También se ha considerado al tercero que tiene en su poder tales
documentos, debiendo ser requerido para que las entregue, bajo aperci-
bimiento de ser sometido a investigación preliminar, salvo en los casos
de estimarse secreto de Estado o se alegare inmunidad diplomática, en
los. cuales se procederá de manera preestablecida en la le¡ es decir,
solicitando información a la presidencia del consejo de üinistros e
informe al Ministerio de relaciones exteriores (art. Zil"¡.

8. LA TNTERVENCIÓN DE LAS COMUNICACIONES Y TELECO-
ML'NICACIONES

8.1. Derechos fundamentales e intervención

No cabe duda que el desarrollo de la ciencia y la técnica en mate-
ria de comunicación que comprende la telefonía fija y celular, el inter-
net y otras formas de comunicación digital, han posibilitado la evolu-
ción de la sociedad en distintos ámbitos, sobre todt el empresarial, pero
también ha permitido que la delincuencia, en especial l'a organizada,
camine a pasos agigantados frente a las formas traiicionales de investi-
gación criminal. En ese contexto, los Estados también han reaccionado
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y se autoriza a través de las norrnas de desa¡rollo constitucional el uso
de instrumentos que permitan la intervención de las comunicaciones en
sus distintas manifestaciones, con la finalidad de búsqueda de fuentes
de prueba que coadyuven a la investigación del delito aún cuando se
afecten derechos de las personas, pero a lavezcuidando que tal afecta-
ción no sea desproporcionada.

El mismo artículo 2".10 de la constitución protege este derecho
a las comunicaciones y telecomunicaciones que, conjuntamente con
el derecho a la intimidad personal y familiar (inciso 7) constituyen el
grueso de derechos que tienen las personas en el rubro de la comunica-
ción y telecomunicación privada.

En materia procesal se regula la intervención de las comunicacio-
nes y telecomunicaciones corr la finalidad específica de investigación.
MuÑoz De Moneres Ro¡*,reno la configura como "una intromisión de
los órganos de persecución penal del Estado en el libre ejercicio del
derecho fundamental al secreto de las comunicaciones privadas del im-
putado o de las personas de las que éste se sirva para comunicarse (...)
cuya finalidad consiste en la investigación y esclarecimiento de hechos
delictivos, la identificación del delincuente, y eo su caso en la posibili-
dad de utilizar las informaciones recopiladas como medios de prueba en
el acto deljuicio oral."2m

8.2. Concepto

Se trata de una de las diligencias de investigación que requiere
de un seguimiento puntual de los operadores para su debida aplicación,
siguiendo las formas establecidas por la ley. cerrEnera Non¡s señala
que esta medida consiste en interferir las llamadas telefonicas efectua-
das por el imputado o dirigidas a é1, con la finalidad de enterarse de
lo conversado (que podrá tener importancia probatoria) o impedir una
conversación que podría obstaculizar la investigación.2or Efectivamen-

Muñoz DE ñfon¡les, Marta, La intemenciónjudicial de las comunicaciones telefini-
cas y electrónicas, en Intestigación y pnreba en el proceso penal, citado, p. 139.
C¡rreR¡r.r Nones, J., La prueba en el proceso penal, citado, p. 262. Además precisa

200

201
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te, esta medida restrictiva de derecho fundamental debe ser excepcional
y cuidadosa de no afectar el derecho a la intimidad de las personas en
los aspectos no sometidos a investigación. Asimismo, el Tribunal cons-
titucional sostiene que este derecho no sólo comprende la acción comu-
nicativa que se pueda realizar mediante medios de comunicación, ..sino

también la comunicación interpersonal. Ésta está representada por las
comunicaciones entre personas que se encuentran fisicamente presen-
tes en un lugar determinado."2'2 sobre este punto, Mu¡roz De Moner-¡s
considera que Io que se protege no es el simple hecho de conversar, sino
el derecho al secreto de las comunicaciones a dí,stancia o telecomuni-
caciones, pues "lo que realmente ampara el derecho al secreto no son
las conversaciones realizadas de persona a persona, sino aquellas otras
realizadas a distancia porque sólo en estos casos el secreto está objeti-
vamente garantizado desde un punto de vista técnico."zo3

8.3. Procedimiento

La nueva ley procesal establece un procedimiento especial para
intervenir las comunicaciones y las telecomunicaciones que se resurnen
en los siguientes rispectos (art. 230):

a. Sólo es posible su aplicación para casos de mediana y gran crimi-
nalidad, en este sentido, se exigen principalmente dos requisitos:
l) que el delito que se investiga tenga una pena mínima de cuatro
años; y 2) que la intervención sea absolutame¡ere necesaria para
la investigación.

b. El pedido, debidamente motivado, lo hace el Fiscal al Juez de la
Investigación Preparatoria y estará centrado en la intervención y
grabación de comunicaciones telefónicas, radiales u otras formas
de comunicación.

202

que dado que la intervención representa una invasión de la intimidad del ciudadano
de modo sigiloso, la medida requiere de una apricación cautelosa y restrictiva.
sentencia del Pleno Jurisificcional del tiibunal Constitucionat, x" ó¡-zoos-pllrc, de
9 de agosto de 2006.
Muñoz De Monnles, Marta, citada. p. l-ll.203
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d.

El Juez resolverá de manera reservada e inrnediatamente. Si fue-

ra denegado el pedido, cabe la apelación, la que será resueb por

la Sala sin trámite alguno.

La diligencia se practica sobre el imputado y también se:uede

dirigir a otras personas que reciben o tramitan comuniceiones

por aquel.

La solicitud frscal y resolución judicial deben contener los datos

de identidad de la persona afectada, el número de teléfonc o co-

municación o telecomunicación ainterveniry grabar a rei'.strari

la forma de intervención, su alcance, el tiempo que debe de jurar,

la autoridad fiscal o policial encargado'

Se establece que las empresas de comunicaciones y de tele:omu-

nicaciones deüen de dar a las autoridades investigadoras l- faci-

lidades para realizar la diligencia, incluso, bajo el apercibi::iento

de ser áenunciados por delito de desobediencia a la aul--ridad.

Las personas encargadas de realizar la diligencia y tamb:en los

servidores de las empres¿rs están obligadas a guardar la res.:va de

la diligencia, salvo que se les cite como testigos (art. 230'+).

ASEGURAMIENTO E INCAUTACIÓN DE DOCUMENTCS PRI-

VADOS

Se pretende con la disposición contenida en los artículos232 a

234 que áurante las diligencias de registro personal o del lugar o con

ocasión de la investigación misma, asegurar e incautar los documentos

privados, incluyendo documentos contables y administrativos. Ello fa-

vorecerá la investigación y cuidará la reserva de la información conte-

nida en los documentos.

El principal presupuesto es la existencia de una invesdgación

por hecho punibl.,-d. tal manera que sea la policía o el fiscal que con

lcasión de un registro personal o en una diligencia de allanamiento,

encuentra en podir del intérvenido o en el lugar de la intervención o

allanamiento, algún documento privado y no ha recabado preyiamente

oi¿*n judicial de incautación, deberá asegurar dicho documento sin

9.
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examinar su contenido y además deberá el Fiscar ponerlo atisposición
del Juez dentro de las veinticuatro horas, acompañando infbrme y so_licitando ordene su incautación, previo examen del documento. La reyprocesal obliga al juez a resolver dicho pedido en el término de un día(art. 230). Er mismo procedimiento.se sigue tratiindose de documen-
tos o comprobantes contabres y administruii.,oo, a" *u p"rrona naturar
o jwídica.

También se estabrece que si el fiscar toma conocimiento que unapersona tiene documentos que son útiles para la investigación. solicitará
al Juez de la Investigación preparatoria, ordene la incauüción de.los mis_
mos. En este caso, el juez resolverá inmediatamente, sin t ,imit" alguno,
debiendo señalar el nombre del fiscal, también de la persona a intervenir
y, de ser posible, el tipo de documento materia de incautación.

IO. EL LEVANTAIVIIENTO DEL SECRETO BA¡{CARIO Y DE LA RE-
SERVA TzuBUTARIA

10.1. Protección constitucional del secreto bancario y de la reserva tri_
DUtaNA

EI derecho ar secreto bancario y a Ia reserva tributaria tiene marcoconstitucional. En Ia carta Magna se consagra er derecho de la perso-na "a solicitar sin expresión de causa Ia iiformact¿"-;;" requiera ya recibir de cuarquie¡ entidad púbrica, en el prazo regai 
"on 

er costoque suponga el pedido. Se exceptúan las informacionl, iu. afectan laintimidad personal y las que expresamente se excluyan por rey o porrazones de seguridad nacional." (art. 5).

Ental sentido, el derecho de acceso a la informaciónpública es unimperativo constitucional, pero sin afectar otros derechos fundamenta-
les, como el derecho al secieto e inviolabilidad de las comunicaciones
y documentos privados, y el derecho a Ia intimidad. De esta manera seprotege divulgar lo íntimo de Ia persona referido a informaciones estric-
tamente personales incluyendo ra económica o financiera y se impide
el acceso de cualquier persona ar conocimiento de ¿o.u*.ntos o infbr_
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mación privados si no se cuenta con la autorización del titular de dicho
derecho o cuando exista orden judicial.

ciertamente, dentro de dicho marco constitucional, toda persona
tiene derecho al secreto bancario y la reserva tributaria, sin embargo,
la naturaleza relativa de este derecho permite que tal secreto o reser-
va pueda ser levantada mediante autorización judicial si se satisface la
exigencia legal. En efecto, el artículo 2o ap.5 segundo pánafozs de la
constitución establece que el secreto bancario y la reserva tributaria
"pueden levantarse a pedido del juez, del Fiscal de la Nación, o de una
comisión investigadora del congreso con arreglo a ley y siempre que se
refieran al caso investigado."

Por secreto bancario se puede entender aquella información eco-
nómica o financiera que, de miurera reservada u oculta, tienen los ban-
cos respecto de sus clientes. Desde esta perspectiva, los bancos deben
de cuidar que tal información no sea de conocimiento de terceros.2's El
Tribunai Constitucional ha sostenido que la protección constitucional
que se dispensa "con el secreto bancario busca asegurar la reserva o con-
fidencialidad -términos ambos que aquí se utilizan como sinónimos- de
ura esfera de la vida privada de los individuos o de las personas jurídicas
de derecho privado (...) En tal sentido, el secreto bancario forma parte
del contenido constitucionalmente protegido del derecho a la intimidad,
y su titular es siempre el individuo o la persona jurídica de derecho pri-
vado que realizatales operaciones bancarias o financieras.2ffi Este secre-
to bancario se sustenta principalmente en el derecho a la intimidad.

El nuevo código procesal regula esta limitación al derecho cons-
titucional al facultar al Juez de la Investigación preparatoria ordenar,

Esta misma norma constitucional señala en su primera parte que toda persona tiene
derecho a solicitar sin expresión de causa la información quc requieray a recibirla
de cualquier entidad pública, sin embargo, se exceptúan aque[as informaciones que
afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razo-
nes de seguridad nacional.
véase la Ley ceneral del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y orgánica de
la Superintendencia de Banca y Seguros, N" 26703.
Véase STC N' l2l9-2003-HD, caso Nuevo lvfundo Holding S.A., de fecha 2l de
enero de 2004. Fundamento 5.

205

206
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reservadamente y sin trámíte alguno, el levantamiento del secreto
bancarío, siempre que sea indispensable para la investigación. como
sabemos, el secreto bancario es aquella obligación qu, iirn"n las en-
tidades bancarias, en las personas de sus directores o funcionarios, de
no suministrar información de las operaciones financieras o cuentas de
sus clientes, tal como lo señala la ley 26702 (art. 140) Ley General del
Sistema Financiero y del Sistema de Seguros.

10.2. Procedimiento en materia de levantamiento del secreto bancario

conforme a la ley procesal, el'pedido fundamentado lo hace el
Fiscal arJuezde la Investigación preparatoria, quien lo ordena y recibi-
do el informe que emitan las instituciones bancarias, se podrá áirpon.,
la incautación de documentos, tífulos valores, sumas de dinero u otro
bien o el bloqueo o inmovilización de cuentas, siendo el presupues-
to indispensable la existencia de una relación del bien con los hichos
delictivos que se investigan. El mandato judicial puede recaer en los
bienes del imputado o en aquellos bienes que se encuentren registrados
a nombre de otras personas (art.235".2).

También se podra ordenar, a pedido der fiscar, las pesquisas o
registro de una entidad del sistema bancario o financiero. por-ru pur-
te las entidades o empresas requeridas judicialmente est¿in obligadas a
proporcionar la información requerida, incluso las actas y documentos
originales, si fuera el caso.

La ley procesal también faculta al Fiscal a requerir directamen-
te la información sobre operaciones que no se encuentre comprendida
como secreto bancario, cuando sea necesario para su investigu.ion.

10.3' Aplicación análoga en el caso de levantamiento de reserva tribu-
taria

Igual procedimiento se sigue en los casos de levantamiento de la
reserva tributariazlT, mediante el cual se podrá requerir a la administra_

207 Conforme al artÍculo 85" del Código Tríbutario "Tendrá carácter de información reser-
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ción tibutaria para que exhiba o remita la infoneación, documentos o

declaraciones tributarias, siempre que sean necesarios para el esclareci-

miento de los hechos que se investigan (art. 236").

Tanto en el caso de levantamiento del secreto banca¡io como de [a

reserya tributaria, las autoridades frscales y judiciales deberán proceder

con suma cautela y siempre que exista motivo fundado para recabar

dicha información, precisamente por lo sensible que resulta a los dere-

chos que la misma Constitución reconoce a las personas.

I I. CLAUSURA O VIGILANCIA DE LOCALES E INMOVILIZACIÓN

I 1.1. Concepto

Se trata de una diligencia de naturaleza policial con una finalidad
probatoria, pues como lo señala Cmpen¡te Nonts, la clausura busca

impedir que sean alterados las huellas o rastros que el delito hubiere

dejado en el lugar, o evitar la destrucción o adulteración de las pruebas

de su comisión alli existentes.z0s La misma finalidad tiene la vigilancia
de los locales. La inmovilización de las cosas muebles busca asegurar

su custodia y ser útiles como medio probatorio.

Todas estas medidas restrictivas de derechos de propiedad y pose-

sión requieren necesariamente orden Judicial (afr.237" -241").

11.2. Características

Esta diligencia tiene características particulares:

Motivación - Se exige el pedido fundamentado del fiscal donde ex-
prese la necesidad de la medida y lo que se espera lograr con ello;

vad4 y únicamente podrá ser utilizada por la Administración Tributaria, para sus fines

propios, la cuantía y la fuente de las rentas, los gastos, la base imponible o, cualesquiera

ohos datos relativos a ellos, cuando estén contenidos en las declaraciones e infiormacio-

nes que obtengan por cualquier medio de los contribuyentes, responsables o terceros".

208 C¡rren¡tr Nones, J., La pnteba en el proceso penal, ci¡ado, p. 259.
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b. Excepcíonaridad-- La medida debe ser excepcionar, aplicable
para la investigación del delito;

c. Gravedad de ra infracción.- El derito debe ser sancionado conpena superior a cuatro años, priorizándose la medida para casosgraves' excruyendo su adopción en los casos de bagatera; y
d' Tbmporarídad.- La medida no debe durar miís de quince días, pro-

rrogables por un tiempo igual.

I1.3, Procedimiento

conforme al procedimiento a seguir, formulada la soricitud, erjuez puede negar el pedido o resolver autorizando la medida e indi_cando el nombre del Fiscar que debe de realizar la diligencia; debe deseñalar expresamente er rocal o bien mueble; er tiempJ J, auru.ion ylos apercibimientos para el caso de resistencia al manáato (art. ?.39).
También sé estabrece que en casos de urgencia o de perigro porla demora, el Fiscar.podrá ordenar y ejecutu, i-u .ruurura o vigilancia

del local o la inmovilización de bienes muebles, cuando sea indispen-
sable para dar inicio o continuar la investigación, pero i.¡.r¿ solicita¡al juez la resolución confirmatoria dentro de un día de realizada lamedida (art. Z4t).

En realidad, el Fiscal debería de tener mucho cuidado con ra eje-cución de las medidas limitativas de derecho q". dirp;g; por cues_t]o1e¡ de urgencia, entendemos que debe de .ontur.on to", elementos
de juicio suficientes para adoptar esa medida y no exista ota forma dealcaruar el mismo objetivo o formuranao et peaiao a ra uuroriauo ¡uai-cial con la mayor r4pidez.
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I. ASPECTOS GENERALES

El nuevo código procesal penal es de corte garantista y -como se
ha dicho- se ubica dentro del marco de la constitución ¡ ciertamente,
respetuoso de los derechos funflamentales de la persona.

Estos derechos son aquellos inherentes a la persona por el sólo
hecho de su existencia y que se encuentran reconocidos por los Estados
sin distingo alguno, tal como aparece en nuestra constitución cuando
consagra que la defensa de la persona humana y el respeto de su digni-
dad, como fin supremo de la sociedad y el Estado. De allí que el artículo
2o establece los derechos fundamentales de la personas, los mismos que
se encuentran regulados, con la reserva de ley, en el sentido de que pue-
den ser objeto de restricción por el juez, conforme a la ley. También se
consideran aquellos derechos no enumerados previstos en el artículo 3o
de la misma Constitución.2@

El marco jurídico de protección de los Derechos Fundamentales,
a nivel supranacional, es extenso. Así tenemos, la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos de 1948 (arts. I y 2), el pacto Internacional
de Derechos civiles y Políticos (arts. 6 y 9)y la convenciónAmericana
sobre Derechos Humanos, de San José de Costa Rica (arts. 4 y 7). por
tanto, la limitación de alguno de ellos, se debe encontrar estictamente

209 Dicho norma constitucional establece lo siguiente: "La enumeración de los derechos
establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza,
ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombrc, o en los
principios de soberanía del pueblo, del Estado democrática de derecho y de la forma
republ icana de gobierno".
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regulada en nuestra legislación ordinaria y
conesponde a los órganos jurisdiccionales.

su adecuada aplicación, le

t. CONCEPTO

Las medidas de cautela¡es o de coerción procesar, como las lramael nuevo código procesal, .oo uqu.ilus medidas ju¿i.ái", que tiene porfinalidad asegurar lapresencia aei unry1oo a ra sede judiciar y ra efec_tividad de la sentencia,''o tanto en ei-rimuito punitiuo il; resarcitorio.Las medidas cauterares o .o"..itiu*iu.pt.n función a" L"gu.*i"n-to de los objetivos del proceso p"nul, qu. ," aplica para casos taxativa-mente revistos en ra rey y bajo áeterminad": p'rr".ii*l jrin.ipalm.nt"
los de necesidad, prouirionuli¿"¿ y pr"porcionalidad.

A este conjunto de medidas seN MenrÍN c¡srno2r ras denominamedidas provisionare,s, y ras define .*, .,ros 
actos procesares de.coer-ción directa que, recayendo sobre los derechos de relevancia constitu-cional, de carácter personar o patrimonial, de ras personas, se ordenana fin de evitar determinadu. uriuu.iones prejudiciales que er imputadopodrá rearizar durante el transcurro á.t iro..ro ¿. J.lu*ión.,,; asi-mismo, les otorga funciones .uut"t*.r, aseguratorias de Ia prueba ytuitivas - coercitivas. En efecto, Ias medidas de coerción, tar y comohan sido diseñadas en er código'pro."rur penar trrq'."*;ren las fun_ciones mencionadas, pues buican: a¡ aseguru, la eventuar, sentenciacondenatoria; b) impedir actuaci ones'obsti.¡ccúri; ;;iirnputuao 

"n
relación a la actividad probatoriu; .i*¡tur que el imputado incurra enhechos punibles similares.

La característica fundamental de este tipo de medidas es su ins-tumentalidad, porque no tiene una finalida¿ 
"n 

ri.ir;;:;;" que estavinculada, a ra causa principal. Er cofunto de medidas de coerciónexisten en función al pioceso p"nul. 
---'

210 Cr¡,revo SeNon¡, V.. Dyeclo procesal penal, Colex,lVfadrid, 2004, p. 4g Lttt 
i:iof-ti¡¡ 

c¡srno, C., Derecho rrorrroi'irrnl. votumen II. crijiey, Lima, ?00j,
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2. LOS PRINCIPIOS RECTORES

Las medidas coercitivÍls se rigen por determinados principios que
nacen de la Constitución y los Convenios o Pactos Internacionales rela-
cionados con los Derechos Fundamentales de la persona.2lz por nuestra
parte señalamos los siguientes principios:

a. Respeto a los derechos fundamentales.- Es el ma¡co rector de las
medidas de coerción previstas por la ley procesal. Constituye lo
que primero ha considerado el legislador al regular los principios
en la determinación de las medidas coercitivas cuando establece
que los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución
y los Tratados relativos.a Derechos Humanos ratificados por el
Perú, "sólo podran ser réstringidos, en el marco del proceso pe-
nal, si la Ley lo permite y con las garantías previstas en ella."
(art. 253.1). No cabe una medida coercitiva o cautelar fuera del
ámbito del respeto a los derechos humanos.

b. Principio de excepcionalidad.- Las medidas coercitivas se apli-
can excepcionalmente, es decir, cuando fuera absolutamente in-
dispensable para los fines del proceso penal, de tal manera que
la autoridad jurisdiccional debe de considerar en primer orden la
citación simple y sólo adoptar aquellas otras de mayor intensidad
cuando fuere estrictamente necesario.

c. Principio de Proporcionalidad.- La medida de coerción que se

impone debe guardar proporcionalidad con el peligro procesal
existente y que a su vez se relaciona con delito doloso o culposo
y la gravedad o no de la lesión o puesta en peligro del bien jurí-
dico, ente otros factores propios de la conducta penal y procesal.

La comisión de un delito de poca intensidad o considerado leve

212 Erica - Irene, A. Dles, Naciones Unidas, N.Y., 1990, p. 148 y ss. En este estudio
se seflalan los siguientes: principio de legalidad; principio del imperio del derecho;
principio de respeto a la dignidad del individuo; principio de que los derechos y liber-
tades son absolutos y de que las limitaciones o restricciones constituyen excepciones;
principio de igualdad y no discriminación; principio de ser oído públicamenre y con
las debidas garantías; y principio de publicidad.
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puede merecer una medida de coerción de su mismalntensidad o
proporcionalidad.

Principío de Provisionalídad.- Las medidas de coerción sólo se
sujetan a la regla rebus sic stantibus. se aplican por el tiempo es-
trictamente necesario paraalcatuar sus fines y en todo."ro, hur-
taalcanzar los fines del proceso; no son medidas definitivas sino
provisionales, lo que significa que en cualquier fase procesal o
una vez concluido el mismo cesa o se convierten en deñnitivas
mediante otras formas procesales. Al mismo tiempo, las medidas
soñ temporales por cuanto la ley establece los plazos máximos
de duración.

Principio de Taxatividad.- Sólo se pueden apricar las medidas
coerciüvas que se encuentran reguladas en la ley procesal, de allí
que se haga mención expresa a que la restricción de derechos
fundamentales requiere de expresa autorización legal (art.253.2).
En tal sentido, el Fiscal no podrá solicitar ni er juez imponer una
medida de coerción que no se encuentre regulada en la ley de
manera expresa.

Princípio de suficiencia probatoría.-Laadopción de las medidas
coercitivas se decide con sustentación de elementos probatorios
vinculadas principalmente al peligro de fuga o de entorpecimien-
to u obstaculización de la actividad probatoria. El legislador uti-
lizala frase de suficientes elementos de convicción parareferirse
al cúmulo de pruebas que debe basar el mandato ¡uaiciat.
Principio de motivación de la resolución.- La motivación de las
resoluciones j udiciales es una exigencia constitucional.2 r i Tratán-
dose de decisiones judiciales que importan restricción de dere-
chos de las personas, las mismas deben ser suficientemente moti-
vadas. En consecuencia, la resolución judicial (auto) que ordena
la medida de coerción exige ser fundamentada acorde con la nor-
ma constitucional y los requisitos que la ley establece. por ello

213 El art. 139.5 de la Constitución consagra "La motivación de las resoluciones judicia-
les en todas las instancias. excepto tos decretos de mero trámite, con menciónixpresa
de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan.,'

f

oó'
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se exige, bajo sanción de nulidad, que conteilga exposición breve
de los hechos, cita de nornas Eansgredidas, la finalidad que se

persigue,los elementos de convicción que sustentan la medida, el
tiempo de duración y los controles de ejecución (art. 254).

Principio de judícíalidad.- Las medidas de coerción sólo son
dictadas por el órgano jurisdiccional.,2ra a pedido del Fiscal o las
partes, antes del proceso y durante el mismo. Al Ministerio Pú-
blico se le reconoce alguna medida de coerción como es la orden
c onduc ctó n c ompul s iv a.

Principio de reformabilidad o varíabilidad.- La medida de coer-
ción puede ser objeto de modificación por la autoridad jurisdic-
cional sea a pedido del fiscal o las partes o de oficio por el mismo
juez, cuando a) varíen lol supuestos que motivaron su irnposición;
y b) por desobediencia a los mandatos judiciales, es decir, cuando
se incumplen de las reglas de conducta emanadas del juez. La va-
riabilidad de las medidas pueden ser de mayor a menor intensidad
y viceversa.

PRESTIPIjESTOS

Existen dos presupuestos que la doctrina reconoce y que son de
suma utilidad para marcar los lineamientos básicos en la adopción de
las medidas coercitivas o cautelares.El perículum in mora o peligro en
la demora, y que radica en el peligro procesal: fuga del procesado, ocul-
tación personal, entorpecimiento de la prueba, ocultamiento de sus bie-
nes, etc. El fumus bonís iarls, que es la razonada atribución del hecho
punible a una persona y que, al igual que el primer supuesto, se debe de
sustentar en suficientes elementos de convicción.

Asimismo, podemos sintetizar las características formales de to-
das las medidas de coerción: resolución judicial mediante auto motiva-
do, la descripción breve de los hechos, la finalidad específica de la me-

214 Grr¡eNo Sexone, V., lo denomina principio de jurisdiccionalidad, Derecho procesal
penal, citado, p. 482.
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dida, los elenientos de convicción (prueba) que lo sustent¡ y el tiempo
de dr¡ración de la medida.

4. CLASIFICACIÓN

Las medidas de coerción procesal pueden incidir sobre derechos
personales o derechos de canicter patrimonial o real del imputado, de
ahí la clasificación que se sigue.

. Las medidas de coerción personales estipuladas en la regulación
del nuevo código son:

a. La detención

b. La prisión preventiva

c. La comparecencia

d. La internación preventiva

e. El impedimento de salida

f. La suspensión preventiva de derechos.

Mientras que las medidas de coerción reales, son:

a. El embargo

b. La orden de inhibición

c. El desalojo preventivo

d. Medidas anticipadas

e. Medidas preventivas contra personas jurídicas

f. Pensión anticipada de alimentos

g. La incautación

II. MEDIDAS DE COERCIÓN PERSONAL

La libertad personal se erige como uno de los derechos funda-
mentales de mayor valor, la cual se consagrada en el artículo 2.24 de
la constitución Política del Estado y en aras de garantizar la eficaz
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protección de la libertad personal, coincidimos oon el Tribunal consti-
tucional, cuando manifiesta: "La libertad personal no sólo tiene una di-
mensión subjetiva, que garantiza la prohibición de injerencias arbitra-
rias en r¡n ámbito de libertad corporal y locomotora de todo procesado,
sino también una dimensión objetiv4 que comporta diversos deberes
a cargo del Estado, entre los cuales se encuenta el de prever un orden
normativo dirigido a hacer posible que la dimensión subjetiva de la
libertad personal no sea perturbada en su disfrute y ejercicio"2rt

Para R¡vos MÉvpez lo único que autoriza la medida cautelar de
tipo personal es la "necesidad de garantizar la sujeción de una persona
al proceso penal", agrega que "En la medida en que esa disponibilidad
sea obvia, la medida cautelar carece de razón de ser, ya que toda medi-
da cautelar anticipa en cierta medida los efectos de la ejecución y hay
que proceder con suma cautela en su aplicación. Si además se tiene en
cuenta que la pena principal en el proceso penal es la privación de la
libertad, cualquier fórmula anticipatoria corre el riesgo de convertir-
se asimismo en pena anticipada. El riesgo lo asume necesariamente el
sistema de medidas cautelares en el proceso penal, pero estableciendo
requisitos que hay que respetar escrupulosams¡1s.rt2ló.

Le conesponde a la autoridad j'risdiccional decidir sobre la situa-
ción jurídica del imputado, asegurar su presencia y evitar el peligro de
ocultamiento de la justicia o de la pertubación de la actividad probatori4
y también para asegurrir el cumplimiento de la sentencia. La misma rey es-
tablece que la restricción de derechos fi¡ndamentales requiere de expresa
autarización legal y se impondrá con respeto al principio de proporcio.
nalidad y siempre que existan elementos de convicción; "por el tiempo
estrictamente necesario, para prevenir los riesgos de fug4 de ocultamiento
de bienes o de insolvencia sobrevenid4 así como para impedir la obstacu-
lización de la averiguación de la verdad y eütar el peligro de reiteración
delictiva-" (at. 253.3). Es de señalar que el legislador inftoduce un nuevo

2 I 5 STC, Exp. No 620 I -2007 -PHC/TC - Lima" de fecha l0 de marzo de 200 8 (Caso Moi-
sés Wolfenson Woloch, fundamento l0 de voto singular del Magistrado Eto Cruz).

216 Rruos lvfexoez, F.,El Proceso Penal.Sextalecturaconstitucional, JM Bosch, Barce-
lon4 2000. p. 173.
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objetivo de naturarezapreventiva que radica en la adopciónde ras medidascoercitivas cuando considera ra necesidad evitar.l odü; e reíteracíóndelictiva,lo que exige ra evaruación judicial p*u.o,io".iá ra posibilidad
de la comisión de un nuevo derito que invorucre ur i*putuÁ.

r. LA DETENcTóN

Este tipo de privación de libertad.amturatoria, posee las siguien_tes características: a) es de corta duración; b) ."" fi;;;;investigaciónpréliminar; no esta dirigida a garantizar la futura.:".*io" de ra pena,por lo que puede catalogarse .á*o una medida;;:;;;;i;
código establece los siguientes tipos de detención: detenciónpolicial, a¡resto ciudadano, detenlión preriminar j"dili"i. 

-

l.l. La detención policial

Para efecto del presente texto incruimos a la detención poricial den-ho de las medidas coercitivas por ra sistemática d.r códig;iir-o y por_que, además, en algunos casos, hay intervención de la auioridad judicial.
La constitución política del peru, en su artículo 2.24.f)reguraeste tipo de detención policial, condicionándola a la existencia de fla-grancia delictiva. El delito flagrante es aquel donde 

"r 
ug.nt" es descu-bierto en er momento en qu. .o*.t. er d'elito. r" náLriüa der deritoy la detención de ra persona tienen sustento constitucional cuando en elart. 2 se estabrece que nadie puede ser detenid" ,ir";;;*damiento

escrito y morivado der juez ; po; i;;rtoridades poriciares en caso deflagrante delito (inc. 2a.f¡.

La doctrina y ra legislación anterior han reconocido los criteriospara considerar la detención poriciar de una p.r.onu, r"Jri ie mandatojudicial, pero en derito flagrante: los estados ¿. nue*.;,*"jnugrur,"iu
propia; b) cuasi flagrancia; y c) presunción legai a" nugrun.ia.zrT EI

217 Yéase también como antecedenre la Ley 27934,rey que regura ra intervención dela Policíay er Ministerio púbrico.n t" ino.rug.ción preriminar der derito, de r2 defebrero del 2003.
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nuevo código procesal penal también los recogig sin embargo, su texto
fue modificado por el Decreto Legislativo 983, art. 3o, del 22 de julio
de12007. En consecuenciq los criterios legales que deben de observar-
se para su aplicación son:

a. Existe flagrancia cuando el sujeto agente es descubierto en la rea-
lización del hecho punible (flagrancia propiamente dicha).

b. Cuando el agente acaba de cometerlo, es decir, es capturado inme-
diatamente de haber realizado el hecho punible (cuasi flagrancia).

c. cuando el agente bahuido y ha sído identificado ínmediatamente
después de la perpetración del hecho punible, sea por el agra-
viado, o por otra persona que haya presenciado el hecho, o por
medio audiovisual o análogo que haya registrado imágenes de
éste y, es encontrado dentro de las 24 horas de producido el he-
cho pttnible. Esta formula constituye en si unapresunción legal
de fagrancia en atención a la identificación del agente,lo que
hace viable la detención de la una persona, no en el momento de
que comete el delito, sino luego de haber sido identificado por los
medios ya indicados y siempre que la captura se realice dentro de
las 24 horas siguientes. Este supuesto exige de la policía una ac-
tuación investigatoria rapida y de resultado. Es de estimarse que
el mayor inconveniente se presentará cuando se hate de la iden-
tificación personal que haga el agraviado o el testigo respecto del
agente infractor debido a la fragilidad de la memoria, el estado de
tensión o nerviosismo o conñ¡sión que pueda tener en tales cir-
cunstancias. Por lo mismo, habrá de actua¡se con mucho cuidado
y profesionalismo por parte de la policía y del fiscal si estuviera
en la dirección de la investigación.

d. Cuando el agente es encontrado dentro de las 24 horas, después
de la perpetración del delito con efectos o instrumentos proce-
dentes de aquel que hubieren sido empleados para cometerlo o
con señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su proba-
ble autoría o participación en el hecho delictuoso. Este supues-
to constituye la presunción legal de fagrancia en atención a los

331
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efectos o ínstrumentos encontrados en su poder relacionados con
el delito, que es el supuesto ya conocido y que tienetomo límite
el término de24 horas desde el momento de su perpetración.

En este mismo dispositivo se establece también que hatandose de
delito o fblta sancionados con pena no mayor de dos años de priva-
tiva de la libertad, luego del interrogatorio e identificación, podrá
ordenarse la libertad o una medida menos restrictiv4 lo que signifi-
ca que tratándose de delitos de menor intensidad no cabe privación
de la libertad de mayor duración que la que sea necesaria para reci-

' bir su declaración. La referencia a la detención por falta -aún cuan-
do sea para recibir declaraciones- puede obedecer a la necesidad
de deslindar competencias en sede policial, sobre todo en aquellos
casos en donde los hechos que se investigan ameritan definir la na-
tu¡aleza delictiva o contravencional de la infracción.

1.2. El arresto ciudadano

El arresto ciudadano o detención por particulares constituye una
facultad que asiste a todo ciudadano a privar de la libertad deambulato-
ria a otro, en los casos de delito flagrante2rs con la obligación de poner
al detenido a disposición de la autoridad policial. El arresto ciudadano
se caracteriza: a) por tratarse de una privación de Ia libertad practicada
por un ciudadano; b) por constituir una facultad, es decir, el ciudadano
no está obligado arcalizar tal arresto; y c) porque procede solo en cas'o
de delito flagrante.

En realidad, esta aprehensión ya era práctica conocida, como co-
nocidos eran también los excesos en que se podía incurrir por los ciu-
dadanos, sean víctimas o testigos. Lo que hace el legislador es regular
mejor esta forma de intervención y detención previsto en el art. 260
baj o determinadas reglas.

De acuerdo con la ley procesal hay que satisfacer los siguientes
requisitos:

218 Gruexo SexoRe, Y., Derecho Procesal Penal, citado, p. 4S9.
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l. Que el arresto se produzca por un (os) éiudadanols). La ley no
exige que se trate de la víctima o testigo del delito flagrante, por
lo tanto puede ser cualquier persona que avisada de la comis-ión
de un delito flagrante pueda intervenir inmediatamente.

2. Esta forma de detención es facultativa, a diferencia de la poli_
cía que en estos casos (flagrancia) resulta ser obligatoria. Lo que
significa que si el ciudadano no interviene en las-circunstancias
descritas, tal omisión no es materia de reproche penal alguno.

3. Debe tratarse de un caso de flagrante delito, en la forma que el
artículo 259 prevé. Dada ra forma descrita en dicha disposición
procesal, se comprende todos los supuestos señalados. La prácti-
ca exigirá la adopción de rnedidas necesarias a fin de dar cumpli-
miento estricto a la ley.i

4. La persona arrestada debe ser entregada inmediatamente, junto
con los objetos vinculados con el delito, a la autoridad poiicial
más cercana.

5. La policía debe elaborar un acta donde conste la entrega y las
circunstancias de la intervención.

Esta facultad concedida al ciudadano no autoriza a mantener a
la persona arrestada privada de su libertad, pues podría incurrir en la
comisión de delito.

1.3. Detención preliminar por mandato judicial

Fuera de los casos de flagrancia, la constitución autoriza ladeten-
ción de r¡na persona por mandato motivado del Juez, sea en fase de in-
vestigación preliminar o preparatoria. La detención preliminar judicial
es aquella que se produce durante dicha fase procesul 

"n 
r*o, especia-

les, pero por mandato judicial y a sólo solicitud del Fiscar.

De acuerdo con el art.26l del código procesal el Juez de la In-
vestigación Preparatoria dicta¡á auto motivado cuando: l) fuera de caso
de flagrancia, se trate de delito que es sancionado con pena privativa
superior a cuatro años y pueda existir posibilidad de fugq 2) ei imputa-
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do es sorprendido en flagrante delito pero logra evitar la {etención; y 3)
cuando el detenido se fugara de un cento de detención preliminar iart.
261). La orden debe contener los datos mrís import*t., d, la persona:
nombre y apellidos, edad, sexo, lugar y fecha de nacimiento; dicha re-
quisitoria caduca automáticamente a los seis meses, salvo renovación; la
ley establece que no caduca para los delitos de terrorismo, táfico ilícito
de drogas y espionaje, en los cuales ra requisitoria rs permanente.

Producida la detención, ra policía hará saber al detenido del mo_
tivo de la privación de la libertad, comunicará al Ministerio público 

1,pondrá al detenido a disposición del Juez que ordenó la medida. El plazo
de la detención preliminar (al igual que la detención policial de ohcio)
será de veinticuatro horas, que es un plazo común; váncido el término
el Fiscal decidirá si dispone la libertad del imputado o si solicita aljuez
que dicte la prisión preventiva u otra medida. Se trata de una medida
excepcional y corta, mediante la cual el Fiscal con el apoyo de Ia policía
agotarián los medios necesarios la búsqueda de los elementos de prueba
que necesitan y continuar con la investigación y decidir si solicitan del
juez la ampliación de la medida de coerción u otra similar.

1.3.I . Convalídación de Ia detencíón prelimínar

El código establece la posibilidad de que cumplida la detención
de veinticuatro horas, se pueda ampliar la misma por siete días
naturales más. En tal sentido, si el Fiscal consideraiue subsisten
las razones que determinaron la detención, solicitanr, motivada-
mente, al Juez de la Investigación preparatoria que dicte auto de
convalídación de ra detenciól¡ por el término adicional.

El Juez, previa audiencia con el fiscal, el imputado y su defen-
sor, resolverá en tal sentido u ordenará la libertad dei imputado.
vencido el plazo señalado, el imputado será puesto a disposición
del juez a fin de que dicte prisión preventiva o comparecencia
(art.266.4). Queda claro que esta convalidación no se produce
tratándose de delitos especiares como terrorismo, espünaje y
tráfico ilícito de drogas.
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1.3.2. La detención preliminar incomunicads

El código también regula la incomunicacíón de la persona deteni-
da preliminarmente, pero se requiere para ello del cumplimiento
de ciertos requisitos que se relacionan con la naturaleza del delito,
lajurisdiccionalidad y necesidad de la medida, y el plazo de dura-
ción. Estos requisitos son los siguientes:

a) Sólo procede para los casos de delitos de terrorismo, espio-
naje o tráfico ilícito de drogas o delito sancionado con pena
mayor a seis años, es decir, la incomunicación se solicitará
y aplicará en los delitos considerados expresamente y aque-
llos graves.

b) El pedido de incorúunicación lo formula el Fiscal al Juez de
la Investigación Preparatoria, se exige motivación tanto en el
pedido como en la decisión o rechazo por parte del juez.

c) La medida debe ser indispensable parael esclarecimiento de
los hechos, lo que forma parte de la motivación de pedido y
decisión; y

d) La medida de incomunicación tiene plazo y es no mayor a
diez días. Es de señalarse que la incomunicación no impide
que el detenido pueda entrevistarse con su defensor; para ello,
-establece la ley- no se requiere autorización previa ni pueden
ser prohibidas (art. 265).

Es necesario señalar que todas las medidas que dicta el Juez de la
Investigación Preparatoria sobre la detención preliminar, la inco-
municación y la convalidación de la detención son susceptibres
de impugnación en el término de un día elevándose lo actuado
inmediatamente a la Sala de Apelaciones a fin de que emita la
resolución que coresponda en el término de dos días.

2. PRISIÓN PREVENTIVA

El nuevo código denomina prisión pr?ve:iriva a la llamada deten-
ción judicial de la legislación anterior. Se trara ,ie la medida coercitiva
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o cautelar de mayor gravedad en el proceso penal pues importa la pri-
vación de la liberta del imputado mienfras dure el proceso o hasta que
se varíe por otra medida o cese dicha privación.

como se ha dicho, la libertad constituye uno de los derechos mas
preciados por la persona o como lo señalado por Buncoa es la condi-
ción indispensable para que el individuo desanolle su personalidad.2re
Por ello es que la misma constitución establece el derecho de la persona
no sólo a elegir el lugar de residencia, sino .,a transitar por el territorio
nacional y a salir de él y entrar en é1, salvo limitaciones por razones de
sanidad o por mandato judicial" (art. 2.ll).

Trat¿lndose de la libertad como derecho fundamental su restric-
ción no podía ser concedida a otra autoridad que la jurisdiccional y
en los casos y bajo los requisitos previsto, poi la lei. De allí qu. ,.
adopta excepcionalmente y su finalidad es asegurar la presencia fisica
del imputado a las diligencias judiciales que la autoridad investigado_
ra o juzgadora determine, así como asegurar la ejecución de la !.nu.se trata de una medida excepcional y de la qué se debe hacer uso
luego de haber examinado la posibilidad de imponer una medida de
coerción menos gravosa.

2.I. Presupuestos

conforme a la regulación procesal, corresponde al Ministerio pú_
blico pedir al Juez la prisión preventiva der imputado, pu* ro cual de-
berá acompañar los elementos de prueba necesarios. De allí que er juez
"atendiendo a los primeros recaudos" apreciará la concurrencia de los
presupuestos que establece la ley. consecuentemente, el pedido de pri_
sión preventiva no procede de oficio ni a petición d" purt., ,olo a pedido
del Fiscal, Io que no se conkapone .on lu facultad ¿.r ¡u", " 

variar ra
medida "aún de oficio" (art.255.2).

La nueva ley procesar en su *..26g.l establece ros presupuestos
para que el juez decida la prisión preventiva:

219 Buncoe, 1., Las Garantías Individuale.s, l9o edición, Vféxico. ¡!g_;, p. 19.
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Que exísten fundados y graves elementas'de convícción para
estímar razonablemente la comísíón de un delito que vincule al
imputado como autor o partícipe del mismo. La ley exige la ne-
cesidad que tiene el juez de evaluar los elementos de convicción
(prueba) que acompaña el Fiscal en su pedido, de tal manera que

sirvan para sustentar la imposición de la medida, es decir, la labor
investigadora preliminar debe relacionar al imputado con la co-
misión del delito. En caso de existir suficiencia probatoria sobre
el delito pero sin vinculación con el imputado no satisface este
presupuesto. La disposición procesal no hace distingo de parti-
cipación delictiva (autor, cómplice primario, secundario, instiga-
dor). Es elfumus boni iuris de la prisión preventiva. También es

del caso señalar que esta medida de coerción procede tanto por la
comisión de delito dolciso como culposo.

Que la sanción a imponerse sea superíor a cuatro años de pena
privativa de la libertad. Al igual que la legislación anterior, nos

encontramos con la probabilidad de pena a imponer mayor a cua-

to años que pueda merecer el imputado. Se tata de posibilidad
de pena en atención al delito que se imputa y de los elementos de

convicción (prueba) existentes. El analisis y razonamiento judicial
debe llevarlo a determinar, en vía de probabilidad y con las pruebas

que presenta el Fiscal, la pena que podría imponer al imputado. No
se hata de un prejuzgamiento, no sólo porque el juez que lo dicta
no será el juez del juicio, sino de una prognosis de pena de natu-
ralezatennporal, útil solo para decidir la prisión. En consecuencia,
no se trata de la pena conminada prevista en el código penal para
cada delito, sino de poner énfasis a la consideración deljuez sobre
la pena que podría aplicarse sobre la base de la prueba existente.

Que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circttns-
tancias del caso particular, permita colegir razonablemente qtte

trataró de eludír la acción de lajustícia (peligro defuga) u absta-
culizar Ia averiguación de la verdad (peligro de obstaculización).
Este apartado exige la verificación del peligro procesal que debe

de estar ausente para evitar la medida de coerción. El legislador
ha considerado importante establecer las dos manifestaciones del

b)

c)
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a)

peligro procesal y los criterios que deben de obseryarse en cada
caso: peligro de fuga y peligro de obstaculización.

2.l.I Criterios del peligro procesal por temor de fi6a

En este caso los criterios que ra ley establece para determinar el
peligro por temor de fuga del imputado son ros siguientes:

EI arraigo en el país del imputado, determinado por el clo-
micilío, resídencia habitual, asiento de Ia familiá y de sus
negocios o trabajo y las facilidades para abandonai definití-
vamente el país o permanecer oculto, Estos criterio, p"r-it*n
establecer si el imputado, en razón de su familia, sus propie-
dades, su domicilio, residencia habitual, su trabajo o-biües
está en las condiciones de fugar de la acción de la justicia.
Así por ejemplo, si el imputado comienza a vender rui bi.n.,
o sus familiares empiezana salir del país o se van de viaje,
se puede presumir que hay perigro de fuga. También r" .on-
sidera el hecho de que el imputado tenga las facilidades para
fugar u ocultarse, circunstancias que pueden relacionarse con
la naturalez-a de su trabajo, medios económicos, medios tle
transporte, etc., es el caso del imputado o sus familiares que
realizan tramites para la adquisición de pasaporte o pasajei.
La gravedad de Ia pena que se espera como resultado del
procedimiento, que constituye un elemento de mucha carga
subjetiva (y que se encuentra más en la esfera del imputadi)
dado que el delito que se le imputa prevé al imputado *" r*_
ción penal muy severa y ello puede generar que trate de erudir
la acción judicial, como sucede en los deliios de homicidio
calificado o agresión sexuar de menores, en donde la pena a
imponer resulta ser una razónde temor y de posibl" friu.
La imporrancía del daño resarcible y la actitud que el imputa-
do adopta, voluntariamente,frente a él.Esdel caso analüar la
gravedad del daño causado y la actirud del imputado frente a
ello, analizándose el bien jurídico afecrado, los efectos produ-
cidos, significándose el hecho de que haya huirJo de la escena

b)

4
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del delito abandonando a la víctima oquizás socorriéndola o
prestando au:rilio, etc.

d) El comportamíento procesal del imputado o en otro procedi-
miento anteriot en Ia medida que indique su voluntad de so-

meterse a la persecucíón penal. Constituye un criterio a con-

sidera¡ la conducta procesal positiva o negativa del imputado
ante la actividad judicial en las diligencias de cualquier fase del
proceso o en oüos procesos. Por ello resulta importante y hasta

estatégico para la defensa que el imputado se entregue en fase

de investigación preliminar o preparatoria ante la autoridad
policial o fiscal; o, caso contario, que el imputado manifieste

intento de fugaal momento de la intervenciónpolicial, incluso,
repeliendo la interv.ención de la fuerza pública.

2.1.2. Criterios del peligro procesal por temor de obstaculízación

Para determinar el peligro de obstaculización de la actividad pro-

batoria se debe de tener en cuenta "el riesgo razonable de que el
imputado":

a) D e struirá, mo difi c ar á, o cul tará, nprimír á o fals ifi c ar á eleme n-
tos de prueba. El peligro radica en el hecho de que el imputado
en libertad pueda incurrir en alguna de las acciones señaladas,

naturalmente, deben existir elementos materiales de juicio para

establecer que el imputado podrá alcanzar estos objetivos.

b) Infuird para que coimputados, testigos o peritos ínformen

falsamente o se comporten de msnera desleal o reticente.

Cabe analizar en este apartado la posibilidad de que el impu-
tado pueda influir en sus coprocesados, agraviados o testigos
para que depongan o informen indebidamente o no cumplan
con los mandatos judiciales.

c) Inducirá a otros a realizar tales comportamientos. El legisla-

dor ha previsto la posibilidad de que el imputado pueda utili-
zar a terceros a fin de que procedan a e.lercer influencias en las

personas indicadas en el apartado anterior.

339
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como se podrá observar, lospresupuesto.s prira el mándato de de-
tención judicial no han variado mucho, sin embargo, se incorpora
un supuesto más y que establece que para imponer la detención,
sin perjuicio de la conc'rrencia de los dos primeros requisitos,
deben existir "razonables elementos de convicción acerca de la
pertenencia del imputado a una organización delictiva o su rein-
tegración a la misma, y sea del caso advertir que podrá utilizar- los medios que ella le brinde para facilitar ru n gu o la de otros
imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad." (art.
268.2) Este supuesto no habrá de exigirse en casos comunes sino
en aquellos donde la investigación fiscal involucre al imputado
con una organización delictuosa y que esta le ayude a procurar su
fuga o perturbar la búsqueda de la verdad

2.2. Características

El pedido de prisión preventiva lo hace el Fiscal, no se inclu-
ye alaparte agraviada. Normalmente este requerimiento se hace
conjuntamente con la comunicación al Juez sobre el inicio de la
investigación preparatoria- No es necesario que el Fiscal haya so-
licitado antes la detención preliminar.

El Juez de la Investigación preparatoria cita a unaAudienciajudi-
cial dentro de las cuarentiocho horas de producido elrequeri*irn-
to Fiscal, bajo responsabilidad. Es obligatoria Ia concunencia del
representante del Ministerio público así como al imputado y su
defensor; si este no asiste "será reemprazado por el iefensor de
oficio" (art.271.1). En estos casos, el juez actua inmediatamente
y cita a las partes a la diligencia para escuchar sus posiciones.
La citación al imputado obedece a ra necesidad de ser escucha-
do antes de la decisión judicial, pero su presencia es relativa. La
corte suprema se ha pronunciado respecto a la prescindencia del
imputado a la audiencia judicial.220

220 En efecto, en la casación N'01-2007, Huaura, de fecha 26 de julio del 2007 esta-
blece lo siguienre: ")ío es pues, absoluta la necesidad O. pr.s.ncia Oel imputado

a)

b)
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De acuerdo a la ley procesal el Juez dictará resolución en la mis-
ma audienci4 sin necesidad de postergación alguna. Ello se jus-
tifica por [a naturaleza de la mediday laafectación de la libertad
personal del imputado, además de la inmediatez de la decisión.

se prevé la posibilidad de que se impongan medida disciplinaria
contra el fiscal y el defensor si por su causa se frustra la audiencia.
Asimismo, el juez incurre en responsabilidad funcional si no reali-
za la diligencia dentro del plazo establecido (art.27L2). También
se establece que si el imputado no asiste a la audiencia será repre-
sentado por su abogado defensor o el defensor de oficio.

El Juez si no considera fi,rndado el requerimiento de prisión pre-
ventiva, puede optar por imponer una medida de coerción menos
intensa, como es el caso de la comparecencia restictiva o simple.

La ley exige que la resolución que dicte el juez sobre la medida
de prisión preventiva debe ser especialmente motivada, ..con ex-
presión sucinta de la imputación, de los fundamentos de hecho
y de derecho que lo sustente, y la invocación de las citas legales
correspondientes." (ao,:t. 27 1 .3)

2.3. Duración

La prisión preventiva tiene sus límites temporales y se establece
que su plazo no excederá de nueve (9) meses y se considera que cuando
se trate de procesos complejos el plazo límite será de dieciocho meses
(art. 272). En este último supuesto ha de estimarse que el caso que se
investiga debe de haber sido declarado complejo, bajo los criterios de
número de imputados, agraviados, concurso de delitos, dificultades en
la realización de las pericias, principalmente.

en la audiencia de prisión preventiva; es sl, necesaria, su debida citacién en su
domicilio real o procesal -si lo hubiere señalado-, o su conducción al juzgado cuan-
do esté efectivamente detenido {...]. S¡ el imputado se niega a asistir, sea porque
huyó, porque no es habido (...) o porque sencillamente no quiere hacerlo (...), la
audiencia se lleva a cabo con la representación técnica del abogado defensor, de
confianza o de oficio."

341
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d)
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La consecuencia natural del vencimiento del plazo soñalado sin
haberse dictado sentencia de primer instancia es la inmediata líbertad
del ímputado, por mandato judicial, sea de oficio o a pedido de la parte,
sin perjuicio de que la autoridad judicial pueda dictar concurrentemente
las medidas necesarias para asegurar la presencia del imputado a la sede
judicial, que pueden ser el impedimento de salida del país, la detención
domiciliaria e incluso aquellas relativas a restricciones como: obliga-
ción de no ausentarse de la localidad, prohibición de comunicarse con
personas determinadas y pago de caución económica (au:t.273),

La ley también mantiene la institución de la prolongación de la
prisión preventiva sólo cuando concurran "circunstancias que impor-
ten una especial dificultad o prolongación de la investigación y que el
imputado pudiera sustraerse a la acción de la justicia" fijándose r¡na
prolongación no mayor a los 18 meses. Puede interpretarse que esta
proffoga puede ser adicional al supuesto de complejidad, lo que suma-
do al plazo máximo anterior daría un total de 36 meses.

Corresponde al Fiscal hacer el requerimiento de prolongación de
la prisión preventiva, debiendo el Juez de la Investigación preparatoria

citar a una audiencia dentro de los tres días siguientes con asistencia el
Fiscal, el imputado y su defensor, y luego de haber escuchado las partes
podrá dictar resolución en la misma audiencia o podrá hacerlo dentro de
las72 horas siguientes. Esta diligencia es de suma importancia porque
el juez conocerá de los fundamentos que tiene el Fiscal sobre la nece-
sidad de prolongar la prisión del imputado, con vista de la documenta-
ción sustentatoria; asimismo, tendrá en cuenta la posición del defensor
e incluso oír al imputado.

También se ha regulado el supuesto en que er imputado hubiera
sufrido condena, pero la sentencia se encuentra en apelación, estable-
ciéndose que en tal supuesto la prisión podrá prolongarse hasta la mitad
de la pena impuesta (art.274.4).

Es necesario señalar que para efecto de cómputo del plazo, no se
tendrá en cuenta el tiempo que el proceso sufriera dilaciones maliciosas
de parte del imputado o su defensa. En los casos donde se declare la
nulidad de lo actuado y se disponga nuevo auto de prisión preventiva,
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"no se considerará el tiempo transcurrido hasta.la fecha de la emisión
de dicha resolución", lo que puede ser cuestionable si se tiene en cuenta
la efectividad de la restricción de la libertad y el hecho que amerita la
nulidad no proviene del imputado o su defensor. El mismo criterio se
sigue tatandose de los casos que anulados en el fuero militar pasan a la
jurisdicción ordinaria, computándose el plazo "desde la fecha en que se
dicte el nuevo auto de prisión preventiva', (art.275.1 y 2).

2.4. Impugnación

El auto que resuelve la prisión preventiva puede ser impugnado
dentro del plazo de tres días de notificado, el Juez concederá la ape-
lación en un solo efecto; elevará lo actuado dentro de las veinticuatro
horas, bajo responsabilidad. s'e señala que la sala penal resolverá pre-
via vista de la causa con citación al Fiscal superior y al defensoid.t
imputado, dictando la resolución en la audiencia o dentro de las cuaren-
tiocho horas siguientes, bajo responsabilidad (art. 27 g), entendiéndose
la realización de una audiencia para escuchar la opinión del Fiscal y el
defensor del imputado. Si la Sala resuelve la nulidad de la resolución de
prisión preventiva, devolverá lo actuado al juzgado de origen o dispon-
drá que pase a otro juez para que emita nueva resolución.

En el caso de apelación de la resolución que decide el requeri-
miento de prolongación de la detención será vista por la sala Superior
dentro de las 72 horas siguientes de recibido el expediente, con citacion
del Fiscal superiory del defensor del imputado, y resuelta el mismo día
o dentro de las 48 horas siguientes, bajo responsabilidad (a*.27g.2).

2.5. La incomunicación

Para tratar el tema de la incomunicación hay que partir necesa-
riamente de la constitución y los derechos que asisten al imputado. La
carta fundamental dice "Nadie puede ser incomunicado sino en caso
indispensable para el esclarecimiento de un delito y en la forma y por
el tiempo previstos por la ley. La autoridad está obligada bajo respon-
sabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la
persona detenida" (a*. 2. 24.g).
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La incomunicación del imputado es una medida accesqria y acu-
mulativa a la medida coercitiva de detención y consecuentemente, corao
lo afirma s.qN Menrñ casrno, carente de finalidad cautelar pues su ra-
zón de ser es la detención.zzt Laincomunicación obedece a la necesidad
de evitar la perhrbación de la investigación preparatoria de un delito
grave. Esta medida se debe de adoptar en los casos absolutamente ne-
cesarios y en donde la entrevista o comunicación del detenido con otras
personas pueda afectar dicha investigación. onreu-s R¡¡vros afirma que
la incomunicación evita el peligro de alteración de las fuentes de prue-
ba, consistente en que el imputado indique a personas que se hallan en
libertad de que modo deben manipularse aquéllas para ajustarlas a Ia
versión de los hechos ofrecida en sus declaraciones.222

La incomunicación del imputado con prisión preventiva puede
ordenarse por mandato judicial siempre que sea indispensable para el
debido esclarecimiento de un delito grave (art. 280). El Juez dictará re-
solución motivada la que no podrá exceder de diez (10) días, no impide
la libre conferencia entre el defensor y el detenido preventivo; y será
puesta en conocimiento de la Sala Penal respectiva.

La incomunicación no es absoluta y se agrega en ra rey que bajo
esta condición, el detenido incomunicado tiene derecho a leer diarios,
revistas, y escuchar noticias de libre circulación y difusión; tampoco
tendrá obstáculos para recibir sus alimentos (art. 281).

2.6. La cesación o va¡iación de la prisión preventiva

También se establece el derecho que tiene el imputado de pedir
al juez la cesación de la prisión preventiva si estima que las causas
que motivaron la misma han desaparecido, o pedir la sustitución por
otra medida menos intensa que se prevé para la comp¿recencia, si los
presupuestos anteriores han disminuido (art. 283). para onre¡_m R¡nos
se trata de una modalidad de modificación y extinción de las medidas

S¡x M¡nrÍx Cesrno, C., Derccho Procesal penal, T. II, Crijley, Lima, 1999, p. g34.
Onrrrt.s RrMos, Nl., Derecho Jttrisdiccional. Proceso peral, cirado, p. 460.

221
222
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cautelares, pues la posterior modificación de los presupuestos permite
la de las medidas en ella fundadas.¿3

La autoridad judicial se pronunciará previa realización de una au-
diencia con la concurrencia del fiscal, el imputado y su defensor; para
resolver la cesación, tendrá en cuenta la existenci a de nuevos elementos
de corwicción (prueba) que demuestren que ya no concurren los moti-
vos que determinaron la imposición de la prisión y que hagan necesaria
una medida de comparecencia. En este sentido, podrá ser importante la
declaración de nuevos testigos, de coimputados, las pericias o nuevas
pruebas documentales que lo favorezcan, incluso, podrían considerarse
la confesión sincera y los casos de colaboración efrcaz. para decidir la
zustitución de la medida de prisión preventiva el Juez tendrá en cuenta,
además, las características per¡sonales del imputado, el tiempo de deten-
ción y el estado del proceso.

3. LA COMPARECENCIA

La comparecencia constituye una medida de coerción personal
de menor intensidad que la prisión preventiva y que normalmente se
aplica para casos en donde las necesidades de aseguramiento del impu-
tado no son tan rígidas o los delitos no son estimados graves o siendo
de gravedad, no se satisfacen los requisitos para imponer un mandato
de prisión preventiva.

Mediante esta medida cautelar personal, el imputado esta sujeto
al proceso penal, su libertad ambulatoria se encuenüa vinculada a la
decisión del órgano jurisdiccional (ej. cuando su presencia es impres-
cindible para la realización de determinado acto irocesal). Se hata de
una medida de asegwamiento de la presencia del imputado al proceso,
donde el imputado pennanece en libertad, pudiendo desplazarse libre-
mente, pero esta obligado a observar determinados mandatos judiciales
que condicionan su libertad.

223 onre¡-r-s Rerros, M' Derecho Jurisdiccianal. Proceso penal,T.III, citado, 444.
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La comparecencia, en sus distintas formas se ordenalor el Juez
de la Investigación Preparatoria. El Fiscal puede solicitar directamente
la medida de comparecencia que estime necesaria. La comparecencia
puede ser simple y con restricciones, la solicita el Fiscal generalmente
con la comunicación al juez sobre el inicio de la investigación prepara-
toria y en escrito de requerimiento aparte.

3.1. Comparecencia simple

' Es la medida de coerción de mínima intensitrad y que exige del
imputado - quien se encuentra en libertad, salvo mandato distinto en otro
proceso- sólo la obligación de presentarse a la sedejudicial cada vez que
sea citado; su incumplimiento sólo acarrea la conducción compulsiva.

señala el código que el juez dictará esta comparecencia simple si
el delito cienunciado se encuentre penado con sanción leve o los actos
de investigación no justifican una medida mas severa (art. 291).

El código establece una sanción a la inactividad del representante
del ministerio Público, en cuanto a la aplicación de esta medida, pues
se regula que el juez dictaÉ cornparecencia simple cuando el Fiscal no
ha efectuado el requerirniento de prisión preventiva en su oportunidad,
esto es: a) cuando ha vencido el plazo de la detención preliminar o; b)
cuando ha vencido el plazo de la detención convalidada (art. 266). por
otro lado, cuando habiéndolo hecho no concunan los requisitos que
prevé la ley (a*.286).

3.2. Comparecencia con restricciones

Esta medida de coerción personal es más severa que la anterior
e importa determinadas reglas u obligaciones que el imputado debe de
seguir, bajo apercibimiento de revocársele la medida por prisión pre-
ventiva (art. 288) previo requerimiento Fiscal.

;. De acuerdo con el legislador, se impondrán estas rest¡icciones
cuando el peligro de fuga o de obstaculización de la averiguación de
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la verdad pueda razonablemente evita¡se. Las rcstricciones que se es-

tablecen son las siguientes: 1) obligación de someterse al cuidado o
vigilancia de una institución o persona determinada, la que debe infor-
mar periódicamente; 2) obligación de no ausentarse de la localidad de

residenci4 de no concurrir a determinados lugares o de presentarse a la
autoridad en los días frjados; 3) prohibición de comunica¡se con perso-

nas determinadas; y 4) la prestación de una caución económica, si sus

posibilidades lo permiten, incluso podrá ser sustituida por una fianza
personal idónea y suficiente (art. 288).

Se regula de forma más riguros1 ala caución, la cual consistirá en:

"Una suma de dinero que se fijará en cantidad suficiente prira asegurar
que el imputado cumpla las obligaciones impuestas y las órdenes de la
autoridad", de este concepto,ipodemos notar que la caución sólo ase-

gura la presencia del imputado al proceso penal, más no estii vincula-
da a la pretensión civil. Asimismo, podemos mencionar las siguientes

características: a) la calidad y cantidad de la caución dependení de las

condiciones personales del imputado (económica, social, etc.); b) pue-

de ser real o personal, será personal cuando el imputado deposita en el

Banco de la Nación, la cantidad dispuesta en la resolución y será real
cuando el imputado constituya deposito de efecto público o valores co-
tizables u otorgue garantía real, por el monto fijado; c) si el imputado
es absuelto o sobreseído e inclusive siendo condenado no ha infringido
las reglas de conducta, se le devolverá la caución con los respectivos
intereses devengados.

La ley permite que se puede imponer una o varias restricciones al
imputado, dependiendo de las necesidades del caso y si aquellas fueran
incumplidas, previo requerimiento del Fiscal o por propia decisión del
Juez, se revocará la medida por la prisión preventiva. Es evidente que

la imposición de determinadas restricciones esta vinculado al principio
de proporcionalidad.

Se establece que para estas medidas restictivas se podrrin uülizñ,al-
temativamente, alguna técnica o sistema electónico o computarizado que

permita conüolar no se excedan las restricciones impuestas (art. 287.1).

347
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4. LA DETENCIÓN DOMICILIARIA

La detención domiciliaria constituye una limitación a la libertad
ambulatoria del imputado a determinado espacio fisico y que por man-
dato judicial debe de cumplirse en su domicilio -vale la redundancia- o
en oüo lugar, pero fuera de sede penal o penitenciaria. Es un estado
intermedio entre la privación de la libertad efectiva y la libertad propia-
mente dicha.22a

En la nueva legislación procesal, la detención domiciliaria ya no
aparece como una forma de restricción dentro de la comparecencia sino
como una institución autónoma. El art.29A establece que se impone
para evitar el peligro de fuga o de obstaculización de la prueba y que,

expres¿Lmente, procede cuando conespondiendo prisión preventiva, el
imputado: a) es mayor de 65 años; b) adolece de una enfermedad grave
o incurable; c) sufre cle incapacidad fisica permanente que afecta su

desplazamiento; y d) cuando se trata de una madre gestante.

La detención domiciliaria se cumple en el domicilio del impu-
tado o en otro lugar que el juez designe, bajo custodia policial o de

alguna institución o persona designada para el efecto. Se establece que
el control de la medida corresponde al Fiscal y a la policía, incluso se

podran imponer lírnites o prohibiciones a la facultad del imputado de
comunicarse con personas diversas de aquellas que hablan con él o que
lo asisten (art. 290.3).

En cuanto al plazo de la detención domiciliaria se siguen los cri-
terios para la prisión preventiva (art.290.4). Es importante destacar que
el tiempo de detención domiciliaria será materia de cómputo en el caso
de que se dictara sentencia condenatoria al imputado. El artículo 399
del código procesal penal establece que "si se impone pena privativa de

la libertad efectiva, para los efectos del cómputo se descontará, de ser
el caso, el tiempo de detención, de prisión preventiva y de detención
domiciliaria que hubiera cumplido". Este cómputo es opinable, pues no

es lo mismo permanecer privado de la libertad en un centro penal, con

224 Véase mi Manual de Derecho Procesal Penal, citado. p. 7-l-1.
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las limitaciones personales, familiares, alimentarias y de comunicación,
que en su domicilio u oto lugar o centro de reposo. Éubiera sido impor-
tante una ponderación en el tato compensatorio estableciendo un cun-
tum de días por cada uno de detención en domicilio. podría requerirse
de un ajuste normativo en este punto.

La detención domiciliaria se puede acumular con ra caución; el
tiempo de duración es er mismo que el de la prisión preventiva (9 y lg
meses) y rigen las reglas de la suspensión de la misma cuando vencido
el tiempo no se ha dictado sentencia de primer grado. cuando sea ne-
cesario se impondrá limites o prohibiciones a Ia facultad del procesado
de comunicarse con personas, distintas a aquellas que habitan con él o
que lo asistan.

Si desaparecen los pres'upuestos señalados en los apartado b) a
d) señalados (enfermedad grave, incapacidad permanente y gestación),
previo informe pericial, se dispondrá la inmediata prisión ¿eiimputa¿o,
io que hace de esta medida una de naturale za relitivay temporar, con
excepción al supuesto de la edad.

5. LA I}.¡TERNACIÓN PREVENTTVA

El internamiento preventivo, esta regurada de manera tar que po-
dríamos considerarla como una medida artemativa o sustitutiva de la
prisión preventiva aplicable a los imputados que padecen de enferme-
dades psiquiátricas.

En el artículo 293 del código procesal penal 2004 se establece
lo siguiente: " El Juez de la Investigación preparatoria podJordenar la
intemación preventiva del imputado en'n establecimiento psiquiátrico,
previa comprobación, por dictamen pericial, de que sufre una gra\¡e
alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peli-
groso para sí o para.terceros". para ello se deben.urr,pti, determinados
presupuestos: a) suficiencia probatoria en torno a que el imputado es
participe de un hecho punibley que será pasible de una medida de segu_
ridad; b) La existencia de una presunción suficiente de que el imputado
no se someterá al procedimiento u obstruirá un acto concreto de inves_
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tigación -el peligro procesal se rige por lo dispuesto en los artículos 269

y 210-.No será necesriria la concunencia del imputado si su estado de

salud no 1o permite, pero es obligatoria la presencia de su defensor. El
imputado podrá ser representado por un familiar.

6. EL MPEDIMENTO DE SALIDADEL PAÍS

La nueva regulación considera que esta medida es independiente.

Esta medida de coerción preponderantemente tiende a gararttizat la ver-

dadzzs,no es sólo una medida provisional con fines cautelares, la cual se

extiende a los testigos.

Esta medida de coerción procede contra el imputado también a

pedido del Fiscal, cuando se trate de delito con pena privativa mayor a

tres años y resulte necesario para la indagación de la verdad. Compren-

de el impedimento de salida del país, de la localidad donde domicilia,

o del lugar que se le fije; se debe establecer el tiempo de duración y la
motivación respectiva. El Juez citará a las partes a una audiencia, las

escucha¡á y resolverá el pedido.

El impedimento de salida del país, es una medida témporal, no

debe durar más de cuatro meses y su prolongación sólo procede por un

plazo igual. A diferencia de la legislación anterior, también procede el

impedimento de salida para los testigos que sean considerados impor-

tantes para el caso; sin embargo, la medida no podrá durar por más de

treinta días (art. 295,296).

7. LA SUSPENSIÓN PREVENTryA DE DERECHOS

Este tipo de medidas suponen una restricción provisional de algún

derecho individual del imputado, el mismo que sería limitado por una

pena de irüabilitación. Dos son las finalidades legítimas que este tipo

de medidaS-tienen: a) la prevención de la reiteración delictiva, la cual

225 S¡x MlnrÍN Cesrno, César, Derecho Procesal Penal.lL Volumen II, Grijley, segunda

edición, Lima, 2003, p. I I 66.



se vería facilitada si el imputado continuase desernpeñando determinado
función; b) elaseguramiento de prueba, ya que el imputado podría obsta-
culizar la actividad probatori4 valiéndose de est¿ actividad2ló.

La legislación procesal prevé que en los casos que el delito se
encuentre sancionado con pena de inhabilitación, sea como principal
o como accesoria o cuando fuera necesario para evitar la reiteración
delictiva. se requiere a) suficiencia probatoria; y b) peligro concreto de
que el imputado obstaculizará la averiguación de la verdad o cometerá
nuevamente el mismo delito (art.297).

La medida de suspensión de derechos comprende: l) suspensión
temporal del ejercicio de la patria potestad, tutela o curatela; 2) sus-
pensión temporal en el ejercicio de un cargo, empleo o comisión de
carácter público, excepto aquéllos originados por elección popular; 3)
prohibición temporal de actividad profesional, comercial ó empresa-
rial; 4) suspensión temporal para conducir vehículo o portar annas; y
5) prohibición de acercarse al ofendido o su familia, la obligación de
abandonar el hogar o la suspensión temporal de visitas.

El pedido está a cargo del Fiscal y previa audiencia dirigida por el
Juez con intervención de las partes, se dicta la medida de suspensión de
derechos que corresponda o se deniega. El tiempo de duración será la
mitad del plazo que prevé la ley penal para la inhabilitación.

III. MEDIDAS DE COERCiON REAL

La adopción de las medidas coercitivas o cautelares no sólo com-
prende las distintas formas de asegurar la presencia del imputado a la
causa penal. como enseña Reuos MÉvnez, el objeto civil del proceso
penal exige no desatender las necesidades de tutela que surjan en rela-
ción con el mismo,227 por ello es necesario el aseguramiento de la repa-
ración civil que pueda imponerse en la sentencia penal condenatoria.
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226 S¡r \'1.rr::s crs:Ro. césar. Derecho Procesal penal II. Volumen II, citado, p. ll74
227 Rrrros ).f :r¡:2. i. El prc;eso penal. Sexra Lectura constitucional, citado, p. 20:.
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Las medidas de coerción de carácter real son aquellas Que inciden
sobre el patrimonio del imputado con el objetivo de impedir -durante
el desanollo del proceso-, determinadas acciones que se estimen per-
judiciales en relación a la efectividad de las consecuencias jurídicas
- económicas del delito, de la sentencia (función cautelar), como a la
eficacia del proceso (función aseguratoria de la prueba y truitiva).22t De
lo afirmado, las medidas coercitivas reales pueden tener una naturaleza
meramente civil o penal dependiendo del objeto a que se hallen orien-
tadas: civil o penal.22e

I. EL EMBARGO

El embargo que es el derecho indemnizatorio del agraviado, que
se torna eventual, si se tiene en cuenta que se debe esperar al resultado
final del proceso. Se trata entonces de una medida cautelar de natura-
leza patrimonial en contra del imputado (y del tercero civil) a fin de
garantizar la efectividad de la indemnización de los da¡ios y perjuicios
que ocasiona la conducta delictiva. En consecuencia, cuando a través
del embargo se cautela la pretensión pecuniaria de la víctima desde el
inicio del proceso y en espera que se dicte una sentencia condenatoria
que establezca el monto de la reparación civil. Trat¿indose de una ins-
titución procesal fundamentalmente de orden civil, las disposiciones
penales deben concordarse necesariamente con aquellas.

El nuevo código establece que el embargo puede realizarse du-
rante la investigación preliminar o prepriratoria, sea de oficio por el
Fiscal o a pedido de la parte agraviada y comprende los bienes libres
o derechos embargables al imputado y tercero civil, "a fin de asegurar

228 S¡x M*rix Clsrno, César., Derecho procesal penal .l/. Volumen II, citado, p. 1177.
229 MonsNo Cerexn señala lo siguiente: "La existencia de las medidas cautelares

reales en el proceso penal sejustifica por la condena en costas, o porque el delito
sea de los que llevan aparejada la pena de multa, o, por ultimo, como consecuen-
cia de la acumulación de la pretensión civil restitutoria o indemnizatoria a la
pretensión punitiva denno de aquel..." En: MonrNo CereNr) y otros., EI proceso
penal, v.II, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pag. 1.778.
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la efectividad de las responsabilidades pecuniartas derivadas der derito
o el pago de las costas." (art. 302). En tal sentido, el Fiscal indagani
sobre los bienes susceptibres de embargo y hará el pedido forrnal al
Juez de la Investigación preparatoria, el que, atendienáo a la documen-
tación existente, emitirá pronunciamiento sobre la medida requerida u
ordenando la que sea más adecuada, incluso pudiendo resolver sobre la
contra cautela ofrecida.

se señala que cualquier pedido que pretenda impedir o <iilatar la
ejecución de la medida de embargo es inaámisible; ejecutada la media
se noüfica a las partes con el mandato de embargo; y ie puede aperar de
la resolución judicial denfro del tercer día de notincaaolart. 304).

cuando al término del proceso se haya dictado una sentencia ab-
solutoria, auto de sobreseimiento o alguna resolución equivalente, que
hayan adquirido la calidad de cosa juzgada, se levantará, de oficio o a
pedido del interesado, el embargo adoptado. por otro lado, cuando se
dicte una sentencia condenatoria, se requerirá de inmediato al afectado
(imputado o tercero civil) el cumplimiento de las responsabilidades co_
rrespondientes, bajo el apercibimiento de inicia¡ la ejecución forzosa
del bien afectado (arr. 306).

como se puede apreciar, a diferencia de la institución procesal
del embargo en la legislación anterior, con la nueva regulación procesal
penal, se busca generÍu una normatividad más efectiia, nípida y ase-
gurativa de los derechos indemnizatorios que se deben otoriar al actor
civil en el proceso, permitiéndose, incluso, la variación o aüamiento o
la sustitución de la medida bajo determinados presupuestos.

2. OTRAS MEDIDAS REALES

La regulación procesal en su artículo 315 señala que estas medi-
das, podrán variarse, sustituirse o cesa¡ cuando resulte indispensable,
por supuesto, atendiendo a las circunstancias concretas del caso y al
principio de proporcionalidad.
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2.1. Orden de inhibición

En los c¿rsos en que tiene lugar el embargo, pero éste no se puede

hacer efectivo, porque no se conocen bienes del afectado o porque estos

no cubren el monto, se puede solicitar orden de inhibición.

Como todas las medidas de coerción real, las dicta el Juez a so-

licitud del Fiscal o del actor civil, a fin de disponer o gravrir los bienes

del imputado o del tercero civil. La mencionada orden se inscribirá en

Registros Públicos. Segun el artículo 310.2 rige las normas previstas

para el embargo.

2.2. El desalojo preventivo

El poseedor tiene la facultad de defender su posesión por medio

de la regulación vigente a través de los interdictos, las acciones poseso-

rias y de desalojo -todas ellas de carácter civil- y ahor4 en la presente

regulación, de ordenprocesal penal, se le da la oportunidad de proteger-

la a ftavés de una medida de coerción real regulada en el proceso penal,

esto es, el desalojo preventivo. Se trata de una medida real, inmediata y
con ñnes de aseguramiento del patrimonio afectado.

La ley procesal establece que, a solicitud del Fiscal o del agravia-

do -el poseedor-, en los delitos de usurpación, el Juez podrá ordena¡,

el desalojo preventivo del inmueble que se encuentre indebidamente

ocupado en el término de 24 horas, ministando provisionalmente lapo-
sesión al agraviado. Para ello se necesita que el derecho del agraviado

se encuentre acreditado de manera suficiente y que existan elementos

de juicio que permitan sustentar la comisión del delito (art. 31 I ).

La solicitud de desalojo y ministración provisional se puede pre-

sentar en cualquier estado de.la Investigación Preparatoria, y estará

acompañada de los documentos pertinentes que acrediten el derecho

del ofendido y la comisión del delito. Contra la resolución del juez cabe

recurso de apelación.
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2.3. Medidas anticipadas

Las medidas anticipadas surgen ante la necesidad de hacer que
la justicia sea más rápida, se deriva del principio de celeridad procesal.
Esta clase de medida se encuentra regulada en el código procesal Civil,
en su artículo 618, primer párrafo, del siguiente modo: .,Ademas de las 

'

medidas cautelares reguladas, el Juez puede adoptar medidas anticipa-
das destinadas a evitar un perjuicio irreparable o asegurar provisional-
mente la ejecución de la sentencia definitiva."

En el nuevo proceso penal, este tipo de medidas pueden ser solici-
tradas, de manera excepcional, por la parte legitimada (fiscal o actor civil),
al órgano jurisdiccional a fin de: a) evitar la permanencia del delito o la
prolongación de sus efectos lesivos; b) ejecutar, anticipada y provisional-
mente, las consecuencias pecuniarias del delito. (art. 3 l2). Laconcesión
de esta medida dependerá del caso específico, ello dependeÉ de la natu-
raleza, de los bienes jurídicos vulnerados con la comisión del deliro.

2.4. Medidas preventivas contra personas jurídicas

En materia penal, es frecuente los cuestionamientos sobre las con-
secuencias jurídicas imponer a las personas jurídicas, porque eslas no se
encuentran sujetas al principio de culpabilidad, como las personas fisi-
cas. sin embargo, en materia cautela¡ es diferente pues no se parte del
presupuesto que la persona jurídica sea imputable o no de la comisión
de determinado delito, sino que se atiende a los principios que rigen las
medidas de coerción.

El código prevé las siguientes medidas, de carácter preventivas
a imponer a las personas jurídicas, sólo a soricitud de las personas
legitimadas:

a. La clausura temporal, parcial o total, de sus locales o estableci-
mientos;

b. La suspensión tempoial de todas o alguna de sus actividades;
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c. El nombrarniento de un Administrador Judicial;
d. El sometimiento a vigilancia judicial;

e. Anotación o inscripción registral delprocesamiento penal.

Los presupuestos que deben concurrir para la imposición de estas
medidas de coerción son: a) suficiencia protatoria de la comisión del
delito y la vinculacio¡r !e la persona jurídica en las formas previstas en
el artículo 105 del código penal -cuando el hecho punible es cometiclo
en ejercicio de la actividad de la persona juridica o utilizando su orga_
nización-; b) necesidad de poner fin a la permanencia o prorongación
de los efectos lesivos del delito, se exige la existencia áe un peligro
concreto de que a través de la persona jurídica se obstaculice lá averi_
guación de la verdad o que se cometan delitos de la misma clase.

La du¡ación de este tipo de medidas, no podrá superar más de la
mitad del tiempo previsto para las medidas temporales esiablecidas en el
aftículo 105 del código penar (establece el limite temporal de las medi_
dasaplicables a las personas jurídicas como consecuencias accesorias, es
decir, cuando ya se determinó la "participación, dela persona jurídica.
por medio de la sentencia penal). El código prevé qu, ut tratarse de de_
litos ecológicos, la suspensión o clausura, dura¡á hasta que se subsanen
las afectaciones al ambiente, por las cuales se procedió judiciahnente.

2.5. Pensión anticipada de alimentos

Esta medida es una especialidad tradicional de las .,medidas 
an_

ticipadas", su objeto es anticipar lo que va ser materia de decisión en
la sentencia final, en cuanto a las consecuencias civiles del delito, su
naturaleza responde a la función cautelar.

El código prevé que en los delitos de homicidio, lesiones graves.
omisión de asistencia famiiiar, violación de la libertad sexual, o en de-
litos que se relacionan con la 

'iolencia 
familiar, el Juez, a solicitud de

la parte legitimada, impondrá una pensión de alimentos para los direc_
tamente ofendidos que a consecuencia dei hecho punibü cometido se
encuentran imposibilitados de obteiler el susiento para sus ¡recesidadr.,s.
El monto de la asignación q':e l:: i: p3rr: el imputedo o er tercero
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civil, seráfijado por el Juez y serán descontadñde las que se establezca
en la sentencia. Por ello es posible afirmar que esta pensión anticipada
de alimentos equivale a un adelanto del contenido di la sentencia.

3. LA TNCAUTACTóN (O SECUESTRO)

La incautación o secuestro consiste en la aprehensión de una
cosa, por orden judicial, con el objeto de asegurar il cumplimiento de
su función específica: la investigación de la virdad y la aciuación de la
ley penal230. Por lo tanto, la incautación posee doble naturaleza, puede
ser de orden instrumental o cauterar, según su finalidad.

La incautación o secueqtro, como medida cauterar de naturale-
zareal, constituye una limitaóión al derecho de posesión, que implica
la aprehensión y ocupación de las cosas que guardan relación con el
hecho delictivo y además tienen una función de conservación de las
mismas, para que puedan ser apreciadas por el juzgador, debiéndose
resaltar que esta medida recae sobre los efector 

" inrt*.entos del
delito y en tanto es dispuesta por er juez (iurisdiccionalidad), debe con-
sidera¡se como una medida cauterar, cuya naturaleza es áistinta a la
incautación o secuestro conservativo, que tiene una finalidad estricta_
mente probatoria. Por otro lado, la incautación o secuestro consemati_
vo, los bienes incautados, pueden estar en directa vigilancia y cuidado
del juzgado -custodia directa-, o también bajo la coiservación de otra
entidad cuando así lo haya dispuesto eljuez con la previsién de su dis_
ponibilidad -custodía indirecta-; deben estar a disposición del fiscal y
del órganojuzgador; y pueden ser tenidos hasta después derjuicio o el
archivo del proceso23r

En el presente acápite desarrollaremos esta institución desde el
punto de vista cautelar, tal y como esta definido en el código procesal
Penal 2A04.

230

23t

cerren¡r¡ Nones J., Medidas de coeTción en er praceso penar,Marcos Lerner - Edi-
tora Córdova, 1983, p. 125
Monsxo c.rrExr, Víctor y Valentín conrÉs Douixcuez., De¡echo procesal penar,
Tirant Lo Blanch. Valencia, 2003, p. 225.
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3.1. Objeto de incautación

Son objeto de incautación los efectos provenientes de la comisión

del delito o los instrumentos con los que se hubiere ejecutado, así como

los objetos del delito permitidos por ley. Estos bienes pueden ser incau-

tados durante la investigación preliminar y la investigación preparatori4
por la Policía o por el representante del Ministerio Público, siempre que

exista peligro en la demora. Luego de haber sido incautados estos obje-

tos, el Fiscal tiene la obligación de requerir al Juez de la Investigación

Preparatoria la expedición de una resolución confirmatoria (art. 316).

Para dictar esta medida, el Juez debe tener en cuenta las previsio-

nes y limitaciones consignadas en los artículós 102 y 103 del Código

Penal, estos es, las normas propias de la consecuencia accesoria del

decomiso. Es decir, que el Juez resolverá la incautación de los bienes

mencionados (bienes, dinero, ganancias o cualquier producto) a excep-

ción que exista.un proceso autónomo para ello (aa. 102), y cuando los

efectos o instrumentos no sean de ilícito comercio y no guarde relación

con el delito cometido, el Juez no decretará la incautación o puede de-

cretarlo parcialmente (art. 103).

Cuando no exista peligro en la demor4 las partes legitimadas,

deben solicitar al Juez la expedición de la medida de incautación. En

ambos casos (haya o no peligro en al demora) debe concurrir el peligro
de que la libre disponibilidad de los bienes relacionados con el delito
pueda agravar, prolongar las consecuencias del delito, o pueda facilitar
la comisión de otros delitos.

3.2. Bienes incautados

Los bienes incautados deben ser registrados rigurosamente (art.

318). Para los efectos de determinar el lugar de custodia y la reglas de

administración de los bienes incautados, el código prevé que la Fiscalía

de la Nación será la encargada de dictar las disposiciones reglamenta-

rias correspondientes, lo que no es más que la explicitación de una de

las funciones propias de la Fiscalía de la Nación.
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En el caso que no exista el peligro de los fines de aseguramiento
que motivaron la adopción de esta medida, el bien incautado, puede ser:
a) devuelto al afectado, a cambio del depósito inmediato de su valor; o
b) entregado provisionalmente al afectado, bajo la condición que pueda
ser revisado en cualquier momento hasta la conclusión del proceso. En
el primer caso, el importe que deposite el afectado ocupará el lugar del
bien y en el segundo se necesitará que el afectado piesente caución,
garantía real o determinadas condiciones.

En el caso que una persona -distinta al impurado- alegue dere-
cho de propiedad sobre el bien incautado o tenga sobre el bien algún
derecho -cuya extinción pueda ser ordenada en el caso de incautación
o decomiso- se autorizará su participación en el proceso. Las personas
que se consideren propietarios de los bienes incautados, que no hayan
intervenido en el delito investigado, pueden solicitar el reéxamen de la
medida dictada.

Terminado el proceso penal principal a favor de imputado (sen-
tencia absolutoria, auto de sobreseimiento o archivo de las actuaciones)
los bienes incautados seriin restituidos a quien tenga derecho, excepto
cuando se trate de bienes intrínsecamente delictivos. La restitución no
podrá ser ordenada, cuando se deben garantizar -a solicitud de las partes
legitimadas- el pago de las responsabilidades pecuniarias del delito y
las costas (art. 320).
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I. INTRODUCCIÓN

En doctrina, como en el derecho comparado se diferencia entre
procedimiento ordinario, procedimientos especiales y especialidades

procedimentales,232 distinguiéndose el primero por constituir el proceso

regular, base de todas las formas de procedimiento, el segundo, que

se destaca por contener entre sus disposiciones determinadas particu-
laridades del procedimiento ordinario, que se manifiestan en la forma
de inicio de la investigación preliminar, la adopción de las medidas

de coerción, entre otros, pero manteniendo la estn¡ctura del proceso

ordinario, cuyas normas de naturaleza supletoria; y el tercero que cons-

tituyen en sí procesos regulados denfro del mismo código o en leyes

especiales.233 Nuestro Código Procesal Penal al proceso penal ordinario
lo denomina "proceso común" (libro tercero).

El Código Procesal Penal 2004 introduce -como sucede con los
procesos penales modernos-, distintos procedimientos bajo la deno-

minación de procesos especiale.s con la finalidad de contar con es-

quemas alternativos al proceso ordinario y que además faciliten el
procesamiento de determinados casos en atención a: la flagrancia o

suficiencia probatoria, determinados mecanismos de simplificación,

Véase mi Manual de Derecho Procesal Penal,Editorial IDEMSA,2ü)5, p.901 y ss.

Mo¡nóN RrooNoo, A., Derecho Jurisdiccional, III, con Mor¡reno ARoce, Valencia,

1997,p.479.
Cfr. R¡r*ros MÉNoez, F., El Proceso Penal. Serta lectr¡ra Constitucional, J.M. Bosch,

Barcelona, 2000, p. 3 15. Sostiene el referido autor que el proceso penal debe scr úni-

co en todos los casos, sin perjuicio de que las particulares acotaciones que haya que

hacer en alguna de sus fases para cubrir supu€stos determinados.
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mecanismos del derecho penal premial, las personas inrrestigadas o
afectadas por el delito.

De esta manera se regula debidamente el procedimiento que se
debe seguir en atención a características muy particulares. La lógica
central de los procesos especiales radica en su alternatividad al pro-
ceso ordinario, con sus propias características, que precisamente lo
distinguen de aquel y que deben de ser utilizados para cumplir con
sus finalidades.

, Los procesos, llamados especiales, son los siguientes:

l. El proceso inmediato.

2. El proceso por razón de la función pública. Comprende:

a. Proceso por delitos de función atribuidos a altos funcionarios
públicos.

b. Proceso por delitos comunes ahibuidos a congresistas y otros
altos funciona¡ios.

3. El proceso de seguridad.

4. El proceso por delito de ejercicio privado de la acción penal.

5. El proceso de terminación anticipada.

6. El proceso por colaboración eficaz.

7. El proceso por faltas.

II. EL PROCESO INMEDIATO

Es un proceso especial que atiende al criterio de simprificación
procesal, pues busca abreviar al máximo el procedimiento. La ñnalidad
de este proceso especial es evitar que la etapa de la investigación pre-
paratoria sea una etapa ritualista e innecesaria, dandole la oportunidad
al representante del Ministerio Público de formular directamente acu-
sación y'qüe ésta sea aceptada sin la nécesidad de realizar la audiencia
preliminar de la etapa intermedia.
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Se trata del proceso con potencialidad paratonvertirse en uno de

los más comunes dadas las características singulares que tiene, lo cual

dependerá de realizar una eficiente investigación preliminar.

1. SUPUESTOS DE APLICACIÓN (ARTÍCIjLO 446)

Procede en los casos de flagrante delito, confesión del imputado y

sufrciencia probatoria acumulada en la investigación preliminar, en éste

último caso, previo interrogatorio del imputado.

a. Flagrancía delictiva.- La norma procesal sobre flagrancia ha

sido modificada por el Decreto Legislativo 983234. Conforme al

cambio normativo, el delito es fragrante cuando el agente "es

descubierto en la realización del hecho punible, o acaba de co-

meterlo", que es el supuesto de fagrancia y cuasí fagrancia,
respectivamente. También se agrega al texto original que hay

flagrancia cuando el agente "ha huido y ha sido identificado in-

mediatamente después de la perpetración del hecho punible, sea

por el agraviado, o por otra persona que haya presenciado el

hecho, o por medio audiovisual o análogo que haya registrado

imágenes de éste y, es encontrado dentro de las 24 horas de pro-

ducido el hecho punible", lo que amplia el conocido supuesto

de presunción legal deflagrancia pues exige que el agente huya

de la escena del delito, se le haya identificado -por testigos o vi-
deo- y se le detenga dentro de las 24 horas siguientes. También

se amplia el supuesto de presunción legal de flagranci¿, limi-
tándolo en el tiempo cuando el sujeto "es encontrado dentro de

las24 horas después de la perpetración del delito con efectos o

instrumentos procedentes de aquel que hubieren sido empleados

para cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que

indiquen su probable autoría o participación en el hecho delic-

tuoso" (art. 259.1).

234 Publicado en el diario oficial el 22 dejulio del 2007'
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Se trata del proceso con potencialidad parabonvertirse en uno de

los más comunes dadas las características singulares que tiene, lo cual

dependerá de realizar una eficiente investigación preliminar.

1. SUPUESTOS DEAPLICACIÓN (ARTÍCULO 446)

Procede en los casos de flagrante delito, confesión del imputado y

suficiencia probatoria acumulada en la investigación preliminar, en éste

último caso, previo intenogatorio del imputado.

a. Flagrancia delictiva.- La norma procesal sobre flagrancia ha

sido modificada por el Decreto Legislativo 983234. Conforme al

cambio normativo, el delito es fragrante cuando el agente "es

descubierto en la realización del hecho punible, o acaba de co-

meterlo", que es el supuesto de fagrancia y cuasi fagrancia,
respectivamente. También se agrega al texto original que hay

flagrancia cuando el agente "ha huido y ha sido identificado in-

mediatamente después de la perpetración del hecho punible, sea

por el agraviado, o por oüa persona que haya presenciado el

hecho, o por medio audiovisual o análogo que haya registrado

imágenes de éste y, es encontrado dentro de las 24 horas de pro-

ducido el hecho punible", lo que amplia el conocido supuesto

de presunción legal defiagrancia pues exige que el agente huya

de la escena del delito, se le hayaidentificado -pot testigos o vi-

deo- y se le detenga dentro de las 24 horas siguientes. También

se amplia el supuesto de presunción legal de fiagrancia, limi-
tándolo en el tiempo cuando el sujeto "es encontrado dentro de

las 24 horas después de la perpetración del delito con efectos o

instrumentos procedentes de aquel que hubieren sido empleados

para cometerlo o con señales en sí mismo o en su vestido que

indiquen su probable autoría o participación en el hecho delic-

tuoso" (art. 259.1)'

234 Publicado en el diario oficiat el 22 dejulio del 2007'
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Confesíón del ímputado.- La confesión es la decla¡ación judicial
voluntaria que hace el imputado sobre la realización del delito
incunido. El artículo 160 exige que para que haya confesión, el

imputado debe de admitir los cargos o imputación formulada en

su contra (confesión simple) o cuando, adicionalmente, es sincera

y espontánea, en cuyo supuesto podrá reducirse la pena en una

tercera parte por debajo del mínimo legal (confesión sincera, art.

161), no siendo de aplicación dicha reducción de pena si se trata

de un caso de flagrancia o exista suficiencia probatoria, por man-

dato expreso de la inciicada noüna procesal.

Suficiencia probatoria.- El proceso inmediato también se viabili-
za cuando existe suficiencia probatoria sobre la comisión del deli-
to, es decir, se cuenta con los elementos de prueba suficientes (ad-

misión de cargos del imputado, declaraciones testimoniales, actas

de incautación, reconocimiento que hace el agraviado, documen-

tos audiovisuales, etc.) para sustentar la acusación y la eventual

sentencia de condena. En estos casos, los elementos probatorios

de cargo son de tal magnitud que hacen innecesaria continuar la

investi gación preparatoria

En el supuesto que exista pluralidad, este proceso especial, será

viable, si todos se encuentran si todos ellos se encuentran en uno

de los supuestos de aplicación y estén implicados en el mismo

delito. En caso que exista delitos conexos, estos no se podrán acu-

mular, salvo que ello -la acumulación- resulte indispensable o que

la no acumulación perjudique la investigación.

TRÁMITE Y RESOLUCIÓN

Conesponde al Fiscal realizar la solicitud ante el Juez de la Inves-

ti gación Preparatoria formulan do r e que r im i e nt o de proceso inmedi ato,

el cual deberá ser presentado cuando se haya culminado la investiga-

ción preliminar o antes de los treinta días de forrnalizada la investiga-

ción preparatoria. Dicho requerimiento estará acompañado del expe-

diente fiscal formado en la investigación preliminar con los elementos

b.

c.

2.
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probatorios existentes. El Fiscal puede igualméhte requerir al Juez la
adopción de la medida de coerción que considere pertinente (art.447).

si el Juez declara procedente el proceso especial -la resolución
que emita es apelable con efecto devolutivo- notificará al Fiscal a fin
de que formule acusación, la misma que será remitida al Juez penal
para que dicte el auto de enjuiciamiento y de citación a juicio para la
realización del juzgamiento bajo las reglas comunes. como se puede
apreciar, la idea del proceso inmediato es pasar inmediatamente de la
investigación preliminar al juzgamiento, suprimiendo las etapas de in-
vestigación preparatoria e intermedia. En el caso que el pedido se de-
clare improcedente, se continuará con la investigación preparatoria a
cargo del Fiscal. Por otro lado, a solicitud del imputado, hasta antes
que el fiscal formule acusación, puede instarse el proceso especial de
terminación anticipada

3, PROCESO INMEDIATO Y ACUSACION DIRECTA: DIFEREN-
CIAS

El artículo 336.4, del nuevo código regula lo que algunos ope-
radores jurídicos han llamado "acusación directa", cuya redacción es
la siguiente: "El Fiscal, si considera que las diligencias actuadas pre-
liminarmente establecen suflcientemente la realidad del delito y la in-
tervención del imputado en su comisión, podrá formular directamente
acusación". Esta disposición ha sido considerada también como una
"acusación por salto" y además, muy parecida al proceso inmediato que
prevé el art. 446.1 c) que establece que el fiscal podrá solicitar dicho
proceso cuando "los elementos de convicción acumulados durante las
diligencias preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean evi-
dentes". Sin embargo, se deben hacer las siguientes precisiones.

Primero, el proceso inmediato, es un proceso especial, con nor-
matividad propia, y la acusación directa o por salto, se ubica como una
posibilidad que ha creado el legislador para abreviar el proceso dentro
del trámite ordinario. Segundo, el proceso inmediato suprime tanto la
investigación preparatoria, como la etapa iniermedia, siempre,v cuando

367
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medie la aprobación del Juez de la Investigación preparatoria, es decir,
se pasa directamente de la etapa de investigación preliminar, o en su
caso, de una etapa inicial de investigación preparatoria, a la fase de
juzgamiento, previo control judicial. En cambio, el triimite regulado
en el artículo 336.4 da la atribución al Fiscal de formular directamente
acusación, pero sin obviar trámites necesarios como lo es la audiencia
preliminar, es decir, no se suprime, en modo alguno, la etapa intermedia
donde el Juez de la Investigación Preparatoria, deberá ejercer el control
de acusación en Audiencia.

Dento del contexto en que se ubica la llamada acusación directa
(art. 366), relativo a la formalización y continuación de la investigación
preparatoria, los requisitos y contenido de la disposición, así como la co-
municación de dicha decisión al juez, y atendiendo a que el legislador no
ha considerado disposición complementaria al art. 366.4, puede enten-
derse que se trata de una posibilidad más del fiscal al. momento de dar
inicio a la investigación preparatori4 es decir, formula¡ directamente la
acusación pues lo actuado permite establecer "suficientemente la realidad
del delito y la intervención del imputado" y pasar a la fase intermedia del
proceso ordina¡io. En cualquier caso, le corresponderá al fiscal optar por
el pedido de un proceso inmediato o por la acusación directa, pudiendo
incluso, admiürse el pedido del imputado a la terminación anticipada. La
decisión dependerá del caso concreto, de las posibilidades de simplifi-
cación del proceso y atendiendo a la fuerzaconviccional que tengan los
medios de prueba recolectados durante la investigación preliminar.

III. EL PROCESO POR RAZON DE LA
FUNCIÓN PÚBLICA

La instauración de los procesos que pasaremos a examinar for-
ma parte de los procesos especiales en razón de la función pública que
ejercen los funcionarios o servidores públicos a quienes se les incrimina
comisión de hechos punibles.

Los casos conocidos en los últimos años y las dificultades de
naturaleza procedimental existentes han motivado en el leeislador la
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regUlación de estos procesos atendiendo a criterios jurídicos para dar

crinplimiento a una'investigación y posible juicio de determinadas au-

toridades públicas que tiene merecimiento especial o prerrogativa por

,u.on¿i.iOn y función estatal, bajo el marco del proceso debido.

I. PROCESO POR DELITO DE FUNCIÓN NTzugUIDOS A ALTOS

FT'NCIONARIOS PÚBLICOS

Elpresenteprocesoespecialserelacionadirectamenteconla
acusación constitucional prevista en el artículo 99o de nuestra carta

fui¿u*.n al. Dicha norrna establece lo siguiente: "Corresponde a la

comisión Permanente acusÍ[ ante el congreso: al Presidente de la Re-

pública; a los representantes 'del Congreso; a los Ministros de Estado; a

ios miembros del Tribunal Constitucional; a los miembros del Conse-

¡o-ñu.iorul de la Magistratura; a los vocales de Corte Suprema; a los

Fiscales Supremos; ufD.f"ntor del Pueblo y al Contralor General por

infracción áe la constitución y por todo delito que cometan en el ejer-

cicio ¿" sus funciones y hasta cinco años después de que hayan cesado

en éstas."

El Tribunal constitucional ha señalado que este privilegio del

antejuicio político, del que son beneficiarias las autoridades citadas,

permite que no ,"* p,o..,ados penalmente por la jurisdicción ordina.

i., ,l no han sido sometidos prwiamente a un procedimiento político

l*ifii..onal, debidamente regulado, ante el congreso de la Repúbli-

'.",-." el cual la Comisión Permanente del Congreso debe haber deter-

iinu¿o la verosimilitud de los hechos que son materia de acusación,

así como la subsunción en un(os) tipo(s) penal(es) de orden funcional,

pi.ui" e inequívocamente establecido(s) en la ley.235 En el mismo sen-

iido, señala ia sentencia del TC que una vez que el Parlamento ha so-

metido a investigación la denuncia "y ha determinado la existencia de

suficientes elementos de juicio que, desde su perspectiva, configuran

ñyrc, E-p. N" 0006-2003-AI/TC-Lima, citado por Ben¡r¡uoez Tnpr¡, lvfanuel., La

Constitución ¿.-iSS¡ a través de las Sentencias del Tribunal Constitucional' Edicio-

nes Legales, segunda edición' septiembre 2008' p' 443'
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la comisión de un delito en el ejercicio de las funciones, actua como

entidad acusadora, dejando sin efecto la prerrogativa funcional del dig-

natario, suspendiéndolo en el ejercicio de sus frrnciones, y poniéndolo

a disposición de la jurisdicción penal. De esta forma, en los casos de

antejuicio, las funciones del Congreso pueden ser, en cierta medida,

asimiladas a las del Ministerio Público (porque acusa), e incluso a las

del juez instructor (porque previamente investiga), pero nunca a las del

juez decidor (porque nunca sanciona). Y es que la facultad de aplicar'

sanciones Sobre la base de argumentos jurídico-penales, eS exclusiva

del Poder Judicial."2ró

Como se puede apreciar, un presupuesto de suma importancia lo

constituye la relación funcionario - hecho punible y cargo que ejerce,

es decir, que se trate de delitos que incurra la alta autoridad en eiercicio

de sus funciones. Sobre la base de las reglas previstas para el proceso

común, se observarán disposiciones especiales.

a. Altas autoridades que comprende.- Como se ha dicho, la especia-

lidad del proceso radica en la calidad de las máximas autoridades

de la República y la necesidad de que por sus investiduras y altí-

simas responsabilidades, Se encuentren sometidos a ciertos privi-
legios para efectos de la investigación y juzgamiento en caso de

imputación de delito. Naturalmente, este procedimiento hace que

tales autoridades sean investigadas por magistrados del máximo

nivel fiscal y juzgadas por el máximo orden jurisdiccional, bajo

formulas flexibles en la realización de las diligencias, pero con

los mismos objetivos de determinación del delito y de respon-

sabilidad penal de los imputados. La constitución no les otorga

mayores privilegios que los señalados en la ley procesal.

b. Normas especiales de procedimiento.- Este proceso especial se

regula en los artículos 449 - 45 I del nuevo código procesal penal.

Sus características principales son las siguientes:

b.l. Se requiere de previa denuncia constitucional, siguiendo

las normas del Reglamento del Congreso y la ley, por el

236 Idem, p. 4.13
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Fiscal de la Nación, el agraviado por el delito, o por los
Congresistas; y, en especial, como consecuencia del proce-
dimiento parlamentario, se requiere la resolución acusato-
ria de contenido penal aprobada por el Congreso, lo cual
exige la calificación jurídica de los hechos investigados.

b.2. Dicha resolución acusatoria debe ser remitida con sus re-
caudos al Ministerio Público, y en el plazo de cinco días

de recibida la misma, el Fiscal de la Nación deberá emitir
la Disposición, por medio de la cual, comunicará a la Sala

Penal de la Corte Suprema, el inicio de la investigación
preparatoria.

b.3. Recibida la denuncia, se designará al Vocal Supremo que

actuará como JueZ de Investigación Preparatoria y a los in-
tegrantes de la Sala Suprema Especial que actuará como
instancia de juicio y conocerá de las apelaciones. En el

mismo sentido, el Fiscal de la Nación designará a los Fis-
cales Supremos que deben de intervenir en cada fase de

este proceso especial. Al interior del Ministerio Público tal
designación puede quedar preestablecida por disposición
de la Fiscalía de la Nación.237

b.4. El Vocal Supremo de la Investigación Preparatoria en el

mismo plazo de cinco días, dictará auto aprobando la for-
malización de la Investigación Preparatoria, citando al

Fiscal Supremo y al imputado. La ley señala expresamen-

te que (art. 450.4). Ciertamente se trata de disposiciones
que no se condicen con los principios de independencia en

la función fiscal y jurisdiccional, sobre todo si se tiene en
cuenta que el Ministerio Público es el titular en el ejerci-
cio público de la acción penal y le corresponde, de manera
autónoma e independiente, la calificación jurídico penal y

237 El Fiscal Supremo en lo Contencioso Administrativo actua como Fiscal investigador;

el Fiscal de la Primera Fiscalía Suprema Penal, como Fiscal de segunda instancia; y
e[ Fiscal de la Segunda Fiscalía Suprema Penal como Fiscal de última instancia. Re-

solución de la Fiscalía de [aNación \" I I l6-2007-MPFN, de fecha 2l de septiembre

de 2007.
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por lo tanto no está obligado -tampoco el podet Judicial_ a
la tipificación que sobre los hechos haga el Congreso. Sin
embargo, debe de señalarse que en tanto no se modifique
la Constitución en los artículos correspondientes, no se
podrá legislar en forma distinta, lo que significará que las
nonnas imperativas que son materia de análisis, y que ya
hemos criticamos jurídica y académicamente, ser¿in cam_
biadas o adecuadas cuando se cambie el texto de la Cons-
titución.

b.5. Sin perjuicio de lo señalado en el apartado anterior, en el
numeral 6 se establece la posibilidad de que se enmiende
la tipificación efectuada por el Congreso en su resolución
acusatoria. En efecto, si de la investigación preparatoria el
Fiscal Supremo advierte que la calificación jurídica de los
hechos es distinta a la formulada en la acusación congresal,
emitirá una Disposición al respecto y requerirá al Vocal Su-
premo de la Investigación Preparatoria que emita la resolu-
ción aprobatoria correspondiente, previa audiencia con la
concurrencia de las partes. Se establece expres¿rmente que
para este caso no se requerirá la intervención del Congre_
so. Esta posibilidad de recalificación jurídico penal resulta
congruente con lo señalado líneas aniba miíxime, cuando
la calificación congresal sea claramente enónea. por otro
lado, cuando exista una necesidad de ampliar el objeto de
la investigación, el Fiscal Supremo comunicará de este he_
cho al Fiscal de laNación a fin de que formule la denuneia
constitucional al Congreso.

b.6. Dentro del rnismo proceso especial, uua yez notifrcado el
Fiscal Supremo competente, asumirá la dirección de la in-
vestigación bajo las mismas reglas del proceso común e
igualmente podrá solicitar al órgano jurisdiccional supre-
mo las medidas de coerción que considere necesarias o
cualquier otra medida que requiera de su intervención.

b.7 Se establece la posibilidad de interponer medios de de-
fensa técnicos (excenciones. cuestiones previas, prejudi-
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ciales, u otras) una vez iniciada lá Investigación prepa-
ratoria. Estas posibilidades procesales también pueden
eliminar Ia calificación jurídica efectuada que impone el
Congreso.

b.8 El juicio oral se realiza según las normas del proceso co-
mún por la sala suprema Especial y la sentencia que dicte
puede ser objeto de impugnación, la misma que será re-
suelta por otra sala suprema. contra lo resueito no cabe
impugnación.

b.9 La absolución, el sobreseimiento o el archivo que sigue a
algun medio de defensa técnico a favor del imputaJo. re
devuelve a éste sus derechos políticos de manera automáti-
ca, por lo que no se requerirá acuerdo del Congreso, lo que
resulta congruente con las facultades jurisdiccionales oue
tienen los jueces en este proceso especial, máxime si ta:n-
bién les corresponde en estos casos la tutela de los derechos
políticos de la persona.

b.10. se señala también de manera expresa que vencido los cin-
co años sin que se haya iniciado el proceso penal especial,
el ex funcionario público pierde su prerrogativa procesal y
será sometido al proceso penal común. Se deja para el de_
bate el caso del alto funcionario público que transcurridos
los cinco años, ocupa el mismo cargo u otro similar dentro
del contexto del artículo 99 de la constitución, pues no se
trataría de un "ex funcionario público". El delito debe ser
sancionado, sobre todo, debido a la condición de su autor
y la fi'rnción pública que ejerce, por lo que la prerrogativa
constitucional de orden procesal no debe generar supues-
tos de impunidad. Finalmente se establece que el plazo de
cinco años que señala la constitución en el artículo 99. no
intemmpe ni suspende la prescripción de la acción penal,
conforme al artículo 84 del Código penal.

como se podrá apreciar, no existe una Investigación preli-
minar. como lo prer'é el nuevo Código, por la naturalez3 ,Ce
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c.

la intervención congresal; de allí que se le haya regulado
como proceso especial, pero también resultaría poco apro_
piado atribuir a aquella la naturaleza de una investigación
preliminar pues es de orden política, imperativa y dirigida
por órganos distintos a los encargados de la persecución
penal común de los delitos. se puede abrir el debate sobre
este punto en una perspectiva de lege ferenda.

conversión del proceso comtin u ordinario.- La ley procesal
establece que si en el curso de un proceso común se determina
que un imputado se encuent¡a incurso en el artículo 99 de la
Constitución, el Juez, de oficio o a pedido de parte, previa au_
diencia, remitirá copia de lo actuado a la Fiscalía de la Nación
a fin de que proceda a la formulación de la denuncia constitu-
cional; si la máxima autoridad del Ministerio público recha-
za el pedido, solicitará la intervención de la Sala penal de la
corte suprema, la misma que emitirá resolución inimpugnable.
Esta disposición que aparece en el arr. 45 I .l del código, resulta
contrario al principio de titularidad en el ejercicio de la ac-
ción penal que tiene el Ministerio Público y que se consagra la
constitución (art. 159), pues el órgano jurisdiccional no puede
imponerle la formulación de la referida denuncia, salvo que se
interprete que la sala suprema pueda dirigirse directamente al
congreso formulando denuncia, lo que debería ser discutido
dentro del marco constitucional.

También se establece -y que merecerá debate al respecto por las
implicancias procesales y ausencia de jurisprudencia- la posibili-
dad de acumular las causas seguidas contra los altos funcionarios
que prevé este proceso especial y que haya merecido del congre-
so resolución acusatoria, con las personas que carecen de dicha
condición especial pero que han participado del mismo hecho de-
lictivo (art.451.2).
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EL PROCESO POR DELITO COMIrN ErfugUIDO A CONGRE.
SISTAS Y OTROS ALTOS FI.INCIONARIOS PÚBLICOS

El legislador ha regulado un proceso especial cuando se t¡ata de
la comisión de delitos comunes atribuidos a determinadas autoridades
públicas. El art. 452.1 comprende a los congresistas, al Defensor del
Pueblo y los miembros del rribunal constitucional. Esta prerrogativa
cubre desde que son elegidos hasta un mes después de haber cesado
en sus funciones. En tal sentido, durante dicho plazo no podrán ser so-
metidos a investigación preparatoria ni juzgamiento, sino hasta que el
congreso o el rribunal constitucional, según el caso y procedimiento,
emita una autorización expresa. Queda claro que no hay ningún impe-
dimento para realizar la invesligación preliminar que, precisamente, es

la que conllevaría al pedido de autorizaciones.

En caso de flagrante delito, el funcionario detenido será puesto a

disposición del congreso o del rribunal constitucional, denrro de las
veinticuatro horas, a fin de que se pronuncie sobre la autorización para
la detención y el juzgamiento, en tal sentido, se ab¡evia el procedimien-
to (art. 452.2).

Como se puede observar, el legislador hace la precisión de que se

trata de delitos de naturaleza común incurrido fuera del ejercicio de las
funciones que son propias de su autoridad. Es el caso del delito de usur-
pación, lesiones, homicidio, falsifi cación de documentos, encubrimiento
personal, etc. Dado el nivel del funcionario, se crea un espacio de control
y decisión sobre la investigación penal iniciada y su continuidad.

Esto último depende de la calificación política que se decida,
siendo posible que no exista autorización de la institución competente,
en cuyo caso, el proceso preliminar quedará en suspenso hasta que se
cumpla el plazo que señala la ley (desde que es elegido hasta un mes
después de haber cesado en sus funciones), debiéndose tener en cuenta
los términos prescriptorios para continuar o no la persecución penal

375
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común, aunque también puede resultar que el hecho no ile$ue a investi-
garse si la misma persona es reelegida como funcionario de alto nivel.

Este proceso establece las siguientes reglas a seguir:

a. La investigación preparatoria y el juzgamiento se rigen bajo las
norrnas del proceso común.

b. El juicio oral se realizará por un Juzgado Colegiado.

c. Procede el recurso de casación.

d. si en las investigaciones preliminares o en el curso del proceso
se advierte que el imputado está incurso en las prerrogativas se-
ñalada anteriormente, el Juez, sea de oficio o a petición de parte,
y previa audiencia, emitirá resolución, la que será inimpugnable,
elevará lo actuado respecto de aquel, al Presidente de la Corte
Superior para qrls a su vez lo remitan las actuaciones al Con-
greso o Tribunal Constitucional, para efecto de la expedición de
la autorización correspondiente; reservándose el proceso común
respecto de dicho funcionario hasta la decisión final por el órgano
competente; y si hubieran otras personas procesadas, continuará
la causa.

3. EL PROCESO POR DELITO DE FUNCIÓN ATRIBUIDO A
oTROS FUNCTONARTOS PÚBLICOS (MAGTSTRADOS y pRO-

CURADORES)

Este proceso especial se sigue contra magistrados de primera y
segunda instancia del Poder Judicial y del Ministerio público (Vocales
y Fiscales superiores, Fiscales Adjuntos Supremos, Jueces de primera
instancia y Fiscales Provinciales, Fiscales Adjuntos provinciales y Jue-
ces de Paz Letrados y otros funcionarios que señala la ley), procurado-
res Públicos y miembros del consejo supremo de Justicia Militar, por
delito incurrido en ejercicio de su función, En estos casos, corresponde-
rá al Fiscal de la Nación emitir una Disposición que decida el ejercicio
de la acción penal. ordenando al Fiscal comperente la realización de la
investigación preparatoria. Para tal efecto. deberá realizarsr- previam.-n-
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te una investigación preliminar por la Fiscalía delaNación o la Fiscalía
Suprema que administrativamente tenga tal función.

Tratiindose de flagrante delito, no se requerirá de la autorización
del Fiscal de la Nación, pues la persona intervenida sera puesta a dis-
posición del Fiscal Supremo o Superior correspondiente, segun el caso,
para efecto de que formalice la Investigación Preparatoria. Se sigue, en
esenciq lo previsto en la legislación anterior y en tal sentido, la autori-
dad Fiscal Supremo o Superior que interviene es la que se encuentra de
tumo, por lo tanto, con los elementos probatorios que tiene y la circuns-
tanciaflagrante del ilícito, seguirá conociendo del delito en fase prepara-
tori4 con conocimiento de la autoridadjudicial que lea competente. Esta
disposición procesal prevista en el art. 454.2 es muy importante porque
permite continuar con las investigaciones sin necesidad de esperar la
autorización señaladaen el apartado 1, sobre todo, si el hecho ocr¡rre en
lugares distantes a la sede central de la Fiscalía de la Nación.

Cuando el delito de función sea atibuido a los miembros del Con-
sejo Supremo de Justicia Militar, a Vocales y Fiscales Superiores y al Pro-
curador Público, y otos que señala la ley, la investigación preparatoria

comesponderá a un Fiscal Supremo; se designará a un vocal Supremo para
que actue como Juez de Investigación Preparatoria. Se establecerá una
Sala Especial integrada por vocales de la Corte Suprema pa¡a que actuen
como órgano colegiado del juzgamiento; igualmente se designará un Fis-
cal Supremo para dicha instancia. Si la sentencia fuera apelada conocerá
ota Sala Especial Suprema a fin de que conozca del caso y dicte sentencia
(inapelable), preüo dictamen del Fiscal Supremo que se designe.

Trat¿indose de magistrados del poder Judicial y del Ministerio pú-

blico de inferior jerarquía, se siguen reglas similares, siendo que corres-
ponderá a un Fiscal Superior la dirección de la investigación preparato-
ria, correspondiendo a la corte Superior la designación de los vocales
superiores que actuariin como juez de investigación preparatoria y sala
penal especial para el juzgamiento. se dispone que el Fiscal presidente

de la Junta de Fiscales hará lo propio con la designación de los Fiscales
a intervenir. En estos casos, la sentencia apelada sera de conocimiento
de la Sala Penal Suprema.
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ry. EL PROCESO DE SEGURIDAD *

Este proceso llamado de seguridad establece el procedimiento a
seguir contra personas inimputables. Es decir, aquellas que han reali_
zado wra acción, típi"1, antijurídica, pero no culpable -netno punible-,
es por ello que no se le puede imponer una pena sino una medida de
seguridad. La determinación de esta medida se debe realizar, de con-
formidad con lo que se concluya der informe pericial y el examen que
realice el Juez. Sin embargo, dependiendo de lo actuaáo en el prociso
puede reconvertirse este proceso especial en uno ordinario.

Tiene naturaleza preventiva, pues al imponerse una medida de se-
guridad, se busca que ejercer un control sobre el agente que cometió el
delito a fin que no vuelva a perpetrar nuevas infracciones. El presupues-
to para determinar la medida de seguridad no sería la culpabilidad del
agente, pues este es no tiene esa capacidad, sino seria su peligrosidad.

I. INSTAURACION DEL PROCESO

su regulación procesal se encuentra en los artículos 456 a 45g
del nuevo código. Debe verificarse los siguiente supuestos: a) luego
de haberse dictado la resolución prevista en el artículo 75 - según el
estado de la causa (etapa de investigación preparatoria, intermedia o
juicio oral), cuando existan razones fundadas para considerar el estado
de inimputabilidad del procesado, ar momento de los hechos, el órga-
no jurisdiccional dispondrá, de oficio o a pedido de parte, la practica
de un exÍrmen por un perito especializado. cuando sahaya recibido el
informe pericial, previa audiencia -con intervención de ías partes y el
perito-, si el Juez considera que existen indicios suficientes para esti-
mar acreditado el estado de inimputabilidad del procesado, se dictará
la resolucíón correspondiente instando la incoacián a.t fro."dimiento
de seguridad, b) cuando, culminada la fase preparatoria, él fiscal estima
que el imputado sólo merece la imposición de una medida de seguridad,
(disposiciones del título IV del libro I del código penal); según el esta_
do de la causa, el fiscal solicitará ra apertura de juicio á*r v formulará
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su requerimiento de imposición de la medida deseguridad que estable-

ce la ley penal. La decisión de aprobar o rechazar la iniciación proceso

de seguridad corresponde al órganojurisdiccional, en audiencia.

En el caso de pluralidad de imputados, se deberá desacumular

el extremo de los cargos que se le imputan, y seguir el trámite que se

establece. El proceso de seguridad no podrá acumularse con un pro-

ceso común.

Como se podrá observar, no se hata de una acusación fiscal pero

se seguiriin sus nonnas en lo pertinente, de tal manera que se rcalizxá
el juicio oral sólo para determinación la imposición de la medida de

seguridad pedida por el Fiscal; aunque también se prevé -como se ha

dicho- el regreso al proceso ordinario por no acreditarse el estado de

inimputabilidad. La solicitud para seguir este proceso corresponde al

Fiscal, aunque no habría impedimento para que el defensor del imputa-

do haga el pedido a dicha autoridad.

2. CARACTERISTICAS DEL PROCESO

En líneas generales se aplicaran las disposiciones del proceso pe-

nal común, sin perjuicio de las siguientes reglas:

l. Las facultades del imputado serán ejercidas por su curador o por
quien designe el Juez de la investigación preparatoriq con quien

se realizara todas las actuaciones menos las de carácter personal,

incluso, se prevé que el imputado no sea sometido a interrogato-

rio, cuando fuere imposible su cumplimiento.

2. El requerimiento ñscal es para la imposición de una medida de

seguridad. El Juez de la Investigación Preparatoria puede admi-
tirla y pasar a la fase del Juicio Oral. Puede también rechaza¡

dicho pedido, cuando considera que es de aplicación una pena,

contra dicha resolución procede recurso de apelación con efecto
suspensivo.

3. El juicio oral se realiza en privado; también es posible el juicio
sin la presencia def imputado por razones de salud, orden o segu-
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ridad. su curador lo representará. Nafuralmente eilo*no reempra-
za la presencia e intervención del defensor técnico.
sj et ]lnulado no puede concurrir al juicio, previamente a su ini-cio, debe de ser interrogado con la iotervenóion au p".ito y si racondición de aquel lo permite. En esenci4 se trata de una prueba
anticipad4 con la intervención de ros ¿..*' r"r;; ilJ.lrur.r,pero con ra anotación que se trata der imputado q.," r. .n.u.nr.uimposibilitado de concurrir arjuicio. gn ü¿o .*o, .n .r;ui.io ,.podran leer sus declaraciones anteriores.
El perito debe ser interrogado en el juicio sobre el estado de sa_lud del imputado u ordenar un 

"*u*ln ampliatorio por er mismou otro perito.

En audiencia las partes deberiin debatir sobre la apricación de lamedida de seguridad o sobre la absolución del t"Jpñ;,^po, totanto la sentencia penal, con sus característi.u, p.ápiur, áÁ. ¿.comprende los extremos señalados. La se-ntencia penal ., .ur".p-tible de impugnación por la parte disconforme.

3. REcoNVERsIóNALpRocESooRDrf¡ARIo

La nueva ley.procesal también prevé Ia posibilidad de que comoconsecuencia del debate oral no r.rult de ailicacion una medida dese.suridad y sea posible la aplicación de una pena. Con este convenci-miento, el Juez, de oficio o a pedido del Fiscar, ¿ictara'ia resoruciónde transformación o reconversión derproceso; deberá advertir al im_putado de la variación de siruación ¡uridica, Iá 
"i¿-r"rp"t¡ándose asísu derecho de defensa-, también a rai partes y suspenderá ra audiencia,reiniciándola antes de los ócho días (ár. Orr., y 360.3).

Esta decisión judicial supone que en el mismo juicio se varía erproceso de seguridad a un p.o."ro cámún. De allí d ,i;] Fiscal estáconvencido en la imposición de una pena, se le faculta formular acusa_ción ampliatoria. La posición fiscal áebe ser crara y ;o";i;;.nte, puesrecuérdese que es la autoridad que en principio ,ori.i,J'"i'pro..ro o.seguridad v sóro después der ,lebate .n.t¡ur"io 
";-il;; ü posibilidad

4.

5.'

6.
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de cambiar de posición. si considera que no e*iste merecimiento de
pen4 deberá expresarlo bajo la forma procesal que corresponda. No
debe olvidarse que es el titular del ejercicio público de la acción penal.

Finalmente, reconducido el juicio oral a uno de naturaleza común
rigen sus reglas hasta su culminación, debiéndose -como lo señala la
ley- repetir las diligencias en las que el imputado no se encontraba pre-
sente (art. 458.3).

v. EL PROCESO pOR DELTTO DE EIERCTCIO
PRIVADO DE LAACCIÓN PENAL

Este proceso especial se,concibe en atención al delito objeto de
procedimiento, en este caso: los delitos de ejercicio privado de la acción
o delitos privados. Lo que caracteriza a este tipo de delitos es que la
persecución le compete exclusivamente a la víctima, sólo a su petición
se puede iniciar este procedimiento. Así lo establece el artículo 1.2 del
código: "En los delitos de persecución privada corresponde ejercerla al
directamente ofendido por el delito ante el órgano jurisdiccional com-
petente. Se necesita la presentación de querella."

El agraviado, en los delitos privados, se erige como quereilante
particular, sujeto procesal reconocido en el capítulo III del título II de
la sección IV del código Procesal Penal. Es una parte necesaria que
posee tanto la pretensión penal como civil a través de la pretensión de
la querella.

Ello significa qug la persona agraüada o el ofendido ejercitará Ia
acción ante el Juez de manera directa y como querellante tendrá las mis-
mas facultades y obligaciones del Ministerio público, como si se tratase
de delitos de ejercicio público de la acción penal, sin perjuicio de ser
sometido a interrogatorio. La ley penal esÉablece que delitos tienen esta
forma privada de la acción penal, entre ellos tenemos: a) delitos de le-
siones culposas leves (art. 124, primerpánafo del cp); b) delitos contra
el honor (arts. 130 a 132 del cP); c) delitos de violación a la intimidad
(art. 158 del CP).
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rNÁUTTE DEL PROCESO: CONTROL DE ADMISIBIb,IDAD, IN.
VESTIGACTÓN pRELnfINA& AUTO DE CITACIÓN a ruICrO,
AUDIENCIA, S OB RESEIMIENTO Y MEDIDA S CAUTELARES

La persona directamente ofendida o su representante legal, nom-
brado segrur las facultades especiales del proceso civil, puede
presentar la querella ante el Juez Penal Unipersonal. Se constitu-
ye en querellante particular.

La formulación de la querella se rige por lo dispuesto en el artícu-
lo 108 del Código y se formula por escrito con contenido especí-
fico bajo sanción de inadmisibilidad (sus datos de identidad relato
de los hechos, las razonesjurídicas, datos del querellado, las pre-
tensiones penales y civiles, así como las pruebas que ofiece) y se

ejerce la titularidad con los derechos y facultades que prevén los
artículos 107 y 1fi9, respectivamente. El escrito va con copia para
el querellado.

El Juez podrá observar la querella cuando no sea clara o se en-
cuentre incompleta. Debe subsanarse la omisión o completarse
la misma dentro de tres días, caso contario, el Juez dará por no
presentada la querella y ordenará el archivo de la misma. Cierta-
mente se trata de una sanción procesal por incumplimiento a un
mandato judicial, a lo que debe agregarse que consentida o eje-
cutoriada que sea la resolución judicial, tendrá la calidad de cosa
juzgaday no podrá ejercitarse querella sobre el mismo delito.

También se establece el rechazo a la querella por el Juez, si re-
sulta evidente que el hecho no constituye delito, que la acción
ya ha prescrito o se trate de delito que merece ejercicio público
de la acción penal.

Si para efecto del proceso se requiere de una investigación preli-
mina¡ policial, referida a los datos de identidad del quereilado o
cuando se requiere precisar las circunstancias del delito, el quere-
llante lo solicitará al Juez, quien ordena¡á a la policía la investiga-
ción en los términos solicitados, fijando plazo. La poricía remitirá
un informe con el resultado de la investigación, la misma que será

l.

a.

b.

d.

e.
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remitida al querellante para que complete"la denuncia dentro del
quinto día, caso contrario, caducará su derecho (an. ailJ y Z)

Si la querella cr¡mp\e con los requisitos que exige la ley proeesal,
el Juez expedirá la resolución de admisión denominado auto ad-
mísorio de la instancia, conerá traslado al querellado por cinco
días para que conteste y ofrezca pruebas. Seguidamente, dictará
auto de citación a juicio que se rcalizaráen un plazo no menor de
diez ni mayor de üeinta días.

En la audiencia, el Juez posibilita¡á la conciliación en sesión pri-
vada, caso contrario, dejando constancia de ello, continuará eljui-
cio, en sesión públic4 con el análisis de las pruebas ofrecidas. En
realidad es opinable la realización de un juicio público tatándose
de casos que normalménte interesan a las partes en un conflicto
que nace de acción privada. Entendemos que el legislador ha dis-
tinguido el ejercicio o inicio de la acción con la naturaleza pública
del juicio oral a que se somete el querellante con este proceso.

Culminada la audiencia y siguiendo en las normas del proceso
común, el Juez dictará sentencia, en ella se resolver¿ln los medios
de defensa presentados por el querellado.

Tratándose de delitos contra el honor cometidos mediante la pa-
labra oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de comu-
nicación social, y a solicitud del querellante particular, se podrá
ordena¡ la publicación de la sentencia condenatoria frrme. Los
costos estarán a cargo del condenado.

El nuevo código regula el sobreseimiento del proceso si elquere-
llante, injustificadamente, no concwre a la audiencia o se ausenta
durante la misma.

En este proceso es posible la adopción de medidas de coerción
contra el querellado, pero sólo la de comparecencia con o sin
restricciones, según las necesidades de aseguramiento piocesal.
El fundamento específico se encuentra en el peligro procesal:
peligro de fuga o de entorpecimiento de la actividad probatoria.
También se contempla la declaración judicial de contumacia del
querellado que no concurre al juicio oral o se ausenta del mismo,

J.

k.
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pese a existir notificación debida, a quien se ordenará st conduc-
ción compulsiva por la autoridad policial.

ABANDONO, DESISTIMIENTO Y MUERTE O INCAPACIDAD
DEL QUERELLANTE

El Juez decrarará er abandono der proceso si hay inactividad pro_cesal durante tres meses seguidos, que puede ser decraraio ¿e oficio(o.a pedido de la parre interesada). ramui¿n 
"r 

poriui. .ilesistimientoo la transacción en cualquier esiado der proceso, y ,, .ráulece paraestos supuestos como sanción procesal que no podrán intentar nueva_mente la querella.

- . . !i el quereilante muere o queda incapacitado antes de concluirel juicio oral, cuarquiera de sus herederos, podrá asumir el carácter dequerellante particular, dentro de los treintá aiu, ,igui.n* ¿. dichosepisodios.

3. LA IMPUGNACiÓW

conforme a las regras de ra impugnación (admisión y trrimite), lasentencia- dictada por el Juez_penal pu.a" r", ü;;;l;ai"tucion, tusremitiéndose lo actuado a la sala superior para rá ¿..iriJl respectiva.Thmpoco interviene el Fiscal y .ootu lo resuerto p* i" i"r" superiorno cabe impugnación alguna.

VI. EL PROCESO DE TERMINACIÓN ANTICIPADA

se trata de un p:gcro especial que se ubica denho de los meca-nismos de simprificación der proceso qu. modernamente se introducenen los códigos procesares. suñnaridad': evita. ra continuación de la in-vestigación judicial y eljuzgamiento si de-por mediq ,;;;" acuerdoenrre er imputado y el Fisc.ar, aceptando i";;;;; i. 1'n0",*ión elprimero y obtenienclo por elo el beneficio de la reáuc.i¿oáJ la pena de
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una sexta parte. Se trata en esencia de una transacaión penal para evitar

un proceso innecesa¡io.

Este proceso especial no es nuevo en nuestro ordenamiento jurí-

dico. Ya .n tgg+ se introduce en nuestra legislación mediante la Ley

26320 solo para el delito de tráfico ilícito de drogas238, teniendo como

fuente direcia la legislación colombiana23e, que a su vez se inspiró en la

legislación italiana bajo la figura del patteggiamento reguladaen su ar-

Uc1¡lo 444240.81 legislador peruano mejora la antigua ley colombiana2lr

y mantiene su texto, incluso, 1o amplia para comprendel a todos ios

áe[tos. En conclusión, tal y como esta regulado en el Código Procesal

Penal 2004, este proceso especial, en esencia, se inspira en el patteg-

gíamento italiano.

Es una de las pocas instituciones del nuevo proceso penal que se

encuentra vigente en todo el País'

Debe destacarse que como consecuencia de la aplicación de este

nuevo proceso se redefinen las funciones propias de los fiscales y jue-

..r, p,r., si bien es cierto, el fiscal dirige !a investigación del delito y

.r, ,u ao*ento forrnula su requerimiento acusatorio, por este proc€so

adelanta su decisión acusatoria y a la vez debe de hacer uso de meca-

nismos propios de la transacción penal para llegar a un acuerdo de pena

y reparaciOn civil con el imputado y su defensor. Por su parte el Juez

ie la Inn.stigación preparatoria, analiza la propuesta que se encuentra

238 Véase Peñ¡ CrsneRA ,F(a'úl,Terminacién Anricipada del proceso y colaboración efi'

crr,, Grijley, 2. edición, Lima 1995. También de Alonso PeÑr C¡eRxRA FnevRE y

Manuel FRIs¡,Ncso AerRtcro,Terminación anticípada del proceso, príncipio de opor'

tunidad, colaboración eficaz y arrepentimiento, Jurista Editores, Lima 2003.

Véase mi Manual de Derecho Procesal Penal,citado,p'923'

S¡x MenriN Crsrno expresa "Este procedimiento, tiene su origen cn el'patteggia'

mento' italiano, introducido por la Ley N" 698, de 24 dc noviembre de l9El", Sex

M¡nriN crsrno, Detrecho Procesal Penol volumen II, segunda edición, Griiley'

Lima,2003, P. 1383.

Actualmente'en la nueva legislación colombiana (vigente desde el 2005 por ley 906)'

se regula los preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o el acusado,

en lo-s aniculos 348 y siguientes, llegando incluso a una rebaja hasta de la mitad de la

pena imponible.
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1. ELACUERDO O NEGOCIACIÓN ENTRE LAS PARTES

en el acuerdo para examinar su sustento, hacer control de la legalidad y
luego dictar sentencia dentro de las 4g horas siguientes sobre la base de
lo actuado y acordado por el fiscal y las partes.

Este proceso especial no constituye un incidente del proceso prin_
cipal p,ero va paralelo a éste, y debe de concluir antes -si es aproba_
do- influyendo en la continuación del proceso principal pues carece de
objeto su prosecución. si no fuere aprobado se archiüá io actuado y lo
expuesto en el mismo se considerará inexistente.

La característica esenciar de este proceso especial lo constituye el
acuerdo o la negociación entre el fiscal y la defensa, que forma parte de
la formula transaccional en materia penal, ya conocida en nuestro me_
dio a través de otras instituciones y que refleja la infiuencia del modelo
anglosajón en sistemas -como el nuestro- áonde rige el principio de
legalidad. El plea barg.aíning o la aplicación del llaáado irincipio de
oporfunidad -también los casos de colaboración eficaz- upur... como
una de las experiencias mas importantes en la formula de negociación
entre la parte encargada de la investigación oficial y la defensa. Dorc
DÍ¡z hace notar de esta influencia anglosajona en la construcción de los
nuevos modelos procesales, pero también alerta sobre los riesgos de
la generalización de un modero de justicia negocial en el contexto del
futuro de la justicia penal.2a2

según SeN Menrix, la idea de simprificación de este procedimien-
to parte en este modelo del principio de consenso2a3, lo .uil ,. encuen_
t¡a sustentado en la aceptación de cargos del imputado.

conforme a ra legisración ya vigente este es quizás uno de los as-pectos más dificiles de abordar en la práctica, es ¿ecir, llegar a un acuer_
do que satisfaga la pretensión del fiical y también la de la defensa del

242 Dorc Di¡2, yolanda, El proceso de terntinación anricipada en el código procesa!
Penal de 20A1, en Rev. Actualidad jurídica N" l2+. p. lb6.

243 S¡s M¡nriN c.rsrno Céstr. Derecio procesa! prrrr,/, uoru*en II, segunda edición,Grijley, Lima, 200j, p. llSl.
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imputado, o cuando menos que le convenga, desüe el punto de vista de
su estrategia defensiva. En el primer caso, la posición del Fiscal en su
pretensión punitiva debe de proyectarse en lo que sería la formulación
del requerimiento acusatorio, teniendo en cuenta la actividad probatoria
desarrollad4 los mrírgenes de penalidad existentes en la legislación pe-
nal y la pena que según su parecer, debe de imponerse al imputado. En
tal sentido, los principios y criterios para la sustentación de la acusación
escrita, sobre todo, el de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad,
son los que debe de inspirar la intervención fiscal. Asimismo, debe de
tener en cuenta las posibilidades de reducción de pena conforme a las
posibilidades que regula la ley procesal y su relación a la pena que efec-
tiva o condicionalmente se fijará en el acuerdo.

Cabe destacar que el hecho que el imputado acepte los cargos, en
este procedimiento especial, no significa que sea equivalente a una con-
fesión por su parte, sino que sólo debe ser tomado como una estategia
de parte de defensa -en sentido lato- a fin de obtener respuesta punitiva
menós intensa, que a su vez beneficia al sistema penal pues permite la
descongestión del mismo. No equivale a una confesión pues: a) Cuando el
imputado se acoge a este proceso, recibe un beneficio de reducción de la
pena de una sexta pde, el cual será adicional y se acumulará al que reciba
por confesión (art.47l). b) Cuando no se llegue a un acuerdo o éste no
sea aprobado, la declaración formulada por el imputado en este proceso se

tendrá como inexistente y no podrá ser utilizada en su conüa (art. 470).

2. OPORTUNIDAD DE SU APLICACIÓN Y SUJETOS PROCESALES
LEGITIMADOS

De la naturaleza jurídica de la institución y de la lectura normativa
de la nueva ley especial se desprende que la terminación anticipada del
proceso se aplica, una vez expedida la disposición fiscal de formalización
de la investigación preparatori4 y hasta antes de formularse Ia acusa-
ciónfiscal (art. 468.1). Es decir, para el inicio formal de este procedi-
miento especial se necesita cóntar con la disposición de formalización de
la investigación preparatoria, lo cual no impide que una vez iniciada la
investigación preliminar de cualquier caso (incluyendo los supuestos de
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flagranci4 contbsión o suficiencia probatoria) se puedan ir géstando las
conversaciones preüas enhe el imputado, su defensor y el Fiscal.

La oportunidad de la aplicación es de suma importancia para
efectos de la finalidad de dicho proceso especial, pues lo que se espe-
ra es que se evite r¡n proceso común innecesario, de allí el sentido de
premíar al solicitante con la reducción de la pena. Por la misma razón,
no tendría sentido su aplicación durante la fase intermedia del proceso,
además porque ya existe un requerimiento acusatorio, con exposición
de pruebas, propuesta de pena y reparación civil, lo que hace muy difí-
cil la postura fiscal para efectos de Ia negociaciór2 con la defensa, quien
además podría sentirse en mejores condiciones para lograr el acuerdo.

De otro lado, la nonnaprocesal es bastante clarapara entender que
solo se aplica antes de la acusación y el hecho que en el artículo 350.I
e) cuando trata de la notificación de la acusación, permite a las partes a
instar la aplicacíón, si fuere el caso, de un criterio de oportunidad, no
significa que se refiera a la terminación anticipada que regula el art. 468
y siguientes de la ley procesal, sino a la posibilidad de que el imputa-
do pueda plantear un supuesto de oportunidad previsto en el artículo 2
(último pánafo) de la misma ley procesal (acuerdo notarial). cuando la
corte suprema establece como doctrina legal que los "rasgos esenciales
comunes ente la terminación anticipada y la conformidad procesal de-
rivan del hecho de que están incardinadas en criterios de oportunidad y
de aceptación de cargos"244 está resaltando el origen común que tienen
estas instituciones dentro de los supuestos de opofunidad que la legis-
lación regula -como lo es también el principio de oportunidad del art. 2o
y el proceso de colaboración efrcaz- en las cuales se aplican fórmulas de
consenso; lo que también se menciona en la citada sentencia suprema
cuando expresa que "el principio de consenso comprende ambos insti-
tutos procesales aunque en diferente intensidad y perspectiva".

consideramos importante tener en cuenta que la terminación an-
ticipada del proceso constituye un proceso especial, con reglas pro-
pias que deben de cumplirse debiendo evitarse interpretaciones 

-que

244 Acuerdo Plenario N" 5-3008iCJ-116, Iv Pleno Jurisdiccional de las Salas penales
Permanente, Transitorias y Especial de la Corte Suprema de Jus¡icia de la República.
de fecha l8 dejulio de 1008, Fundamento 22.
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puedan afectar el texto claro del art. 468 del código y desnaturalizar

su procedimiento. En todo caso, el tema puede generar debate pero

deberá ser evaluado a la luz de hacer a la justicia penal más eficaz y

oportuna sin dejar de lado la naturaleza propia de las instituciones.

Por otro lado, según nuestra regulación, siguiendo al modelo ita-

liano, sólo pueden instar el inicio de este proceso especial: el imputado,

el representante del Ministerio Público, o conjuntamente los dos. En este

primer momento no interviene la parte civil, pues el Ministerio Público

es el titular de la acción penal. Asimismo, el acuerdo sobre la pena y la

reparación civil -pese que esta es la pretensión del actor ciül- se efectúa

só|o entre los dos sujetos procesales mencionados. Ello no significa que

la parte civil se encuentre relegada del trámite de este proceso penal,

porque, una vez notificada dél requerimiento inicial o la solicitud del

imputado, puede pronunciarse respecto a su procedencia y formular su

pretensión, también tiene derecho a apelar la decisión del juez de aprobar

el acuerdo, sólo en cuanto a su pretensión.

Esta decisión es exclusiva del imputado por las consecuencias

jurídicas que ello importa; el pedido puede ser verbal o escrito. Natu-

ialmente, ello dependerá de las posibilidades favorables que su defen-

sor considere lograr con el acuerdo, pues deberá proyectarse tanto en

la pena a sufrir por su patrocinado como por el pago de la reparación

civil que deberá sumir. También es necesario señalar que si bien es

cierto la iniciativa en su inicio corresponde al imputado o su defensor,

no habría impedimento pafa que el Fiscal hiciera conocer al defensor

de las bondades de este proceso especial, sin embargo, ello no debe de

significar que sea el frscal quien trate de imponer a la defensa su apli-

cación o que se convierta en una "promesa" a fin de lograr su acepta-

ción, pues ello desnaturaliza el sentido de esta institución.

3. ÁIWgTrO DE APLICACIÓN

Es importante destacar que, a diferencia ,ie la legislación anterior,

la terminación anticipada se aplica para todos ios delitos, sin distinción

alguna, es decir, procede tanto para deiitos leves como también para los
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de gravedad. Ello se encuadra dentro de una política crimtnal de abre-
viación del proceso y pretende además, lograr una reducción de la carga
procesal en lajusticia penal, que es la esencia de este proceso especial.

En tal sentido, tanto a Fiscales como a jueces -como se ha dicho
precedentemente- se les faculta a establecer acuerdos y aprobarlos o no,
respectivamente, en delitos de usurpación, estafa, hurto simple, agrava-
do, robo, robo agravado, homicidio, tráfico ilícito de drogas, etc.2as

4. NoRMAS DE PRoCEDIMIENTo

El a¡t. 468 de la nueva ley procesal establece las normas de pro-
cedimiento y las características principales :

a. Se inicia a pedido del Fiscal o del imputado ante er Juez de la
Investigación Preparatoria. Estas son los sujetos procesales regi-
timados para solicitarlo, lo que excluye a los otros sujetos de la
relación procesal. El pedido es paxa que se realice una Audiencia
de terminación anticipada, una vez emitida la Disposición Fiscal
y hasta antes de formularse acusación. sólo una vez puede reari-
zarse este proceso, de manera tal que denegado o desaprobado el
acuerdo, no es admisible un nuevo pedido.

b. Se tramita como proceso especial en cuaderno aparte y no inte-
numpe el proceso original.

c. La solicitud puede ser conjunta por el fiscal y el imputado, lo que
ya prevé la le¡ y posibilita la realización de un acuerdo provi-
sional anterior a la rcalización de la audiencia judicial, sobre la
pena y la reparación civil y las demas consecuencias accesorias.
Las primeras conversaciones pueden generrirse durante la inves-
tigación preliminar, permitiendo la abreviación del proceso desde
su inicio y que el Fiscal -en atención al acuerdo inicial- emita la

245 En aquellos lugares donde el nuevo código procesal aún no entrc en vigenciabn su
totalidad, se debe de seguir el mismo criterio, es decir, el Fiscal puede realizar nego-
ciaciones o acuerdos con el defensor der imputado y el juez penal aprobarlos o no,
sea que se trate de un delito sujeto a trámite sumario como ordinario.
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disposición de invesügación preparatoriay el ped.ido al juez para
la realización de la audiencia especial.26

El requerimiento fiscal o el pedido del imputado será puesto en
conocimiento de las partes, es decir, al actor civil y tercero civil
responsable, por el plazo de cinco días, a fin de se pronuncien
sobre su procedencia y, en su caso, hagan conocer cuales son sus
pretensiones (art. 368.3). La posición de estos sujetos procesa-
les pueden hacerse por escrito, pero igualmente, si se encuentran
acreditados, serán notificados de la realización de la audiencia
especial, la misma que realizará con la presencia obligatoria del
fiscal y del imputado y de su defensor. La concurrencia de los
demris sujetos procesales es facultativa.

El beneficio que recibe el imputado es la reducción de la pena en
una sexta parte, a la que puede acumularse la que merezca por
confesión sincera. Esta es la parte premial del proceso de termi-
nación anticipada que se rige por el beneficio que obtiene el imj
putado, la misma que se deduce de la pena probable que planteará
el fiscal. Por el solo hecho de acogerse a este proceso el imputado
ya merece una reducción de la pena en una sexta parte, sobre ésta
se reducirá aún más si es viable el supuesto de confesión sincera,
conforme a lo previsto en el numeral 16l de la ley procesal.

Si no se llega a un acuerdo o este no es aprobado por el Juez, se
tendrá por inexistente ro declarado por el imputado en este proce-
so y naturalmente no podrá ser utilizado en su contra (art. 420).
como quiera que el proceso se realiza y consta en forma de inci-
dente, de producirse el caso en comento, se archivará lo actuado.
Sin embargo, la continuación del proceso ordinario no se debe ver
afectada, primero, porque el fiscal continua¡á en su función inves-
tigadora y, en su caso, formulará acusación; y segundo, porque en
este último c¿rso -requerimiento acusatorio- quien dirigirá el juicio
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246 Mientras el fiscal y las partes no suscriban el acuerdo, el pedido no podrá formalizar-
se ante eljuez, lo que significa que el defensor del imputado o éste puede desistirse a
continuar con el inicio del tramite, en cuyo caso, se deberá seguir con la investigación
según su esndo.
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oral será un juez distinto al que conoció de la terminaCión antici-

pada. Esta prohibición de inexistencia no solo comprende al fiscal

sino que también a los otros sujetos procesales no podrrán utilizar

lo que aparece de dicho proceso de terminación anticipada'

5. AIJDIENCIA ESPECIALY PRTVADA

Conforme a la ley procesal el Juez citará al fiscal, imputado y

su defensor, para la realización de una audiencia especial y privada.

Con ellos ya se podrá instalar la audiencia' pues la concurrencia de las

demris personas es facultativa. El Fiscal debe de presentar los cargos

de incriminación que existen contra el imputado, quien podrá aceptar-

los en todo o en parte o podrá rechazarlos. El juez debe de explicarle

los alcances y consecuencias del acuerdo, e instando a las partes a que

lleguen a un acuerdo, 1o que no debe entenderse como una actividad

conciliadora del juez.

En la audiencia no hay actuación probatoria sino posibilidad de

acuerdo entre los actores principales. Comprende pena' efectiva o con-

dicional, reparación civil y consecuencias accesorias.

6, CONTROLY RESOLUCIÓN ruDICIAL

Eljuez realizael control de legalidad del acuerdo que le presenta

el Fiscal, verificará la razonabilidad, la existencia de los elementos de

prueba suficientes; si acepta los términos del acuerdo, dictará sentencia

anticipada dentro de las 48 horas, con las características y efectos pro-

pios; caso contrario, desaprobar¿i el acuerdo. Solo se presenta el acuer-

do ente las partes ante el Juez, si no produce se dará por culminado el

proceso emitiéndose la resolución respectiva.

Este acuerdo a que llegan las partes debe ser objeto de control

por eljuez pues obviamente, aún con acuerdo aceptando los cargos, si

a criterio del Juez el hecho no constituye delito o no existen pruebas de

la imputación, deberá dictar sentencia absolutoria. Por ello se establece

en el último párrafo del an. 468.6 que rige lo dispuesto en el artículo
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398 que se refiere precisamente al contenido y alsances de la sentencia

de absolución. Pero el conhol judicial es precisamente el control sobre

el acuerdo, es decir, si esta bien o mal; no comprende la determinación

de la pena y la reparación civil por el juez apartríndose del acuerdo entre

las partes. El apartado 6.6 del art. 468 establece que "si el Juez consi-

dera que la calificación jurídica del hecho punible y la pena a impona,

de conformidad con lo acordado, son razonables y obran elementos de

convicción suficientes, dispondrá en la sentencia la aplicación de Ia

pena indicada, la reparación civil y las consecuencias accesorias quc
-correspondan 

enunciando en Su parte resolutiva que ha habido acuer-

do.- El subrayado es nuestro y es precisamente para resaltar que aüte

el acuerdo entre el Fiscal y el defensor del imputado, la ley no faculta

al Juez a modificar el acuerdo, sólo a aprobar o desaproba¡ el acuerdo.

Es miís, se le faculta al Juez para que en la audiencia especial inste a

las partes "a que lleguen a un acuerdo" (apafado 4), pudiendo, incluso,

suspender la audiencia por breve término'

7. APELACION

La sentencia aprobatoria podrá ser apelada por los demás zujetos

procesales en cuanto a la legalidad del acuerdo y el monto de la repara-

ción civil. Conesponderá a la Sala Superior conocer del caso, podrá a

su vez aprobar o no el acuerdo, e incluso, podrá resolver el incremento

de la reparación civil dentro de lo que pretende la parte civil. La ley no

menciona la posibilidad de que el tribunal revisor pueda modificar el

extremo de la Pena.

Como puede entenderse, si no hay acuerdo o este no se produce'

no cabe imPugnación alguna

8. CASOS COMPLEJOS

La aplicación de la terminación anticipada no muesta mayo-

res inconvenientes cuando se trata de casos de naturaleza individual o

aquellos que pueden ser considerados sencillos, es decir, en donde se

393
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trata de un delito ylo de un solo imputado. El nuevo código en el art.
469 establece que cuando se trate de procesos complejos sea por la
pluralidad de imputados o de delitos, se requerirá el acuerdo de todos
aquellos y por todos los cargos que se incrimine a cada uno,lo que
significa aleanzar los objetivos de este proceso especial pues se podrá
abrevia¡ todo el proceso y dictar sentencia.

sin embargo, la misma ley también establece que se podrán rea-
lizar acuerdos parciales sólo cuando se trate de delitos conexos y en
relación con otros imputados, lo que significará que deberán sep¿uarse
hechos, calificaciones juridicas e imputados para posibilitar el acuerdo
con el fiscal. En la práctica ello será muy dificil culminar con éxito este
proceso especial, pues el acuerdo parcial podría perjudicar la investiga-
ción integral y conllevar la declaración de improcedencia del pedido o
también podría afectar la posibilidad de la acumulación.

VII. PROCESO POR COLABORACIÓN EFICAZ

El nuevo código mantiene el procedimiento de beneficios por
colaboración efrcaz que ya regula la Ley 27378 p¿ra casos de crimen
organizado y comrpción, creado en diciembre del año 2000, para los
casos vinculados a los sucesos ocr¡rridos en la década del 90.

El artículo 472 y siguientes del nuevo código establecen sus ob-
jetivos, ámbitos de aplicación, las diligencias propias de comprobación
de la información aportada, los benefrcios que se otorgan, el acuerdo, la
resolución judicial aprobando o no el acuerdo, así como las medidas de
protección al colaboración, agraüado, testigos y peritos que comprende.

De acuerdo con el artículo 474 del código la información que
proporciona el colabo¡ador debe permitir: evitar la continuidad, per-
manencia o consumación del delito; o impedir o neutralizar futuras ac-
ciones de organizaciones delictivas; o conocer de las circunstancias en
que se planificó y ejecutó el delito o las circunstancias en que se viene
ejecutando; o identificar a los autores y partícipes o los integrantes de la
organización o su funcionamiento, de modo que permita desarticularla;
o hacer entrega de instrumentos, efectos, ganancias y bienes delictivos
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relacionados con las actividades de la organizaeión delictiva o averi-
guar las fuentes de su financiamiento.

1. NATURALEZA ruRÍDICA

Se trata de un proceso especial distinto al proceso ordinario que

regula ia forma es que la persona imputada de un delito o que sufre

condena puede obtener determinados beneficios a cambio de que brinde
infornración oportuna y efr,cazpara conocer a la organización delictiva,

evitar los efectos de un delito, detener a los principales autores o cono-

cer a otras personas involucradas, recuperar el dinero mal habido, entre

los principales objetivos. 
,

Es un proceso con partibularidades propias de inicio, comproba-

ción de la información, acuerdo y conkol judicial. Responde a fines de

oportunidad;r búsqueda de elementos probatorios en el esclarecimiento

de delitos y autores contra el crimen organizado y bajo el marco de la
transacción penal. De tal manera que el colaborador proporciona infor-
mación o elementos probatorios, los mismos que son verificados por la
autoridad frscal con el apoyo de la policía; y si ello resulta oportuno y
efr,caz se firma un acuerdo de beneficios a su favor el mismo que debe

ser sometido a la aprobación del juez penal.

2. PRINCIPIOS QUE RIGEN ESTE PROCESO

Ente los principales principios de este proceso citamos el de efi-

cacía, de tal manera que la información proporcionada deben ser impor-
tantes e útiles para la investigación penal que se realiza, o permita evita¡
acciones futuras o conocer las circunstancias en que se planificó o eje-

cutó el delito o que permita conocer a sus autores o partícipes o conocer

los instrumentos o medios utilizados. Si la información no produce tales
efectos carece de eficacia. La oportunidad de la información también es

importante, pues si la misma se aporta tardíamente o ya se conoce fiavés
de otros medios de investigación, no produce beneficio alguno.
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Mediante el principio de proporcionalidad se relacidrra el bene-
ficio que se otorga con la información o pruebas que aporta el colabo-
rador; mediante el principio de comprobación, se quiere significai la
necesidad de que la información aportada se someta a acciones propias
de investigación y corroboración a cargo del fiscal y de la policía espe-
cializada. También rigen el principio deformalídad procesal, el control
judicial a fin de que Ia autoridad jurisdiccional verifique la legalidad del
acuerdo y el principio de revocabilidad en caso de incumplimiento de
las obligaciones que se imponen al colaborador que obtuvo beneficios.

3. CARACTENÍSUCNSPRINCIPALES

El proceso es dirigido por el Fiscal a pedido del soricitante a co-
laboración; también le corresponde los actos propios de comprobación
de la información o pruebas aportadas; la policía especializada apu.,1a
la investigación; el imputado, su defensor, la parte agraviada y el fiscal
firman un acuerdo de otorgamiento de beneficios por la colaboración,
admitiéndose acuerdos preliminares; la autoridad judicial aprueba el
acuerdo dictando sentencia o dicta auto desaprobando el mismo; cabe
la impugnación contra lo resuelto por el juez. Todo el procedimiento
es reservado.

El proceso de otorgamiento de beneficios por colaboración tam-
bién puede ser iniciado y dirigido por el Fiscal superior si el proceso
penal se encuentra en su despacho y en fase intermedia.

4, Á}reno DE APLICAcIÓN

El código establece en que delitos se aplica el proceso de bene-
ficios por colaboración eficaz: asociación ilícita, terrorismo, lavado de
activos y delitos contra la humanidad; secuestro, robo y abigeato agra-
vados, tráfico ilícito de drogas, delitos monetarios, cuando el agente ac-
tua como integrante de una organización delictiva; también concusión,
peculado, com:pción de funcionarios, delitos tributarios, aduaneros.
o delitos contra la fe pública v conrra el orden migratorio, cuando se
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cometa en concierto por una pluralidad de personas. se excluye a los
jefes, cabecillas o dirigentes principales de organizaciones delictivas;
y aquellos que hayan participado en delitos especialmente graves solo
podran acogerse a beneficios de disminución de pena (art. 474.5).

Como se puede apreciar, a diferencia de la ley 2737g, el nuevo
proceso comprende a todos los delitos que reúnan estos presupuestos y
establece mejores criterios para que la autoridad fiscal y judicial pueda
viabilizar este nuevo proceso.

5. BENEFICIOS QUE SE OTORGAN

Los beneficios que establece la ley son; l) exención de pena;2) la
disminución de la pena hasta un medio por debajo del mínimo legal; 3)
la suspensión de la ejecución de la pena; 4) la liberación condicional; o
5) la remisión de la pena que falta para el que viene cumpliendo conde-
na. Tanto en el caso de exención como de remisión de pena, se exige que
la colaboración permita evitar un delito de especial connotación y grave-
dad; identificar y propicia¡ la detención de los líderes de la organización
delictiva; descubrir aspectos sustantivos de las fuentes de financiamien-
to de la organización delictiva, de los efectos, instrumentos, ganancias
o bienes delictivos de notoria importancia. En los demás crisos se podrá
otorgar los otros beneficios de manera separada o conjunta.

Cabe señalar además que es posible -como en la legislación ante-
rior- que se otorguen beneficios de orden procesal, de manera tal que si
el imputado se encuentra con mandato de detención se podría modificar
por el de comparecencia (art. 474.3).

1.

NORMAS DE PROCEDIMIENTO

El colaborador -o su defensor- debe de presentar su solicitud es-
crita o verbal ante el Fiscal competente.

El Fiscal dará inicio al proceso y asignará la clave correspondien-
te al colaborador. También dispondrá las acciones de protección
al colaborador, si fuera ei caso; si el irnputado estuviere sujeto a
proceso penal, las medidas serán ,iict¿iias itor el juez.

6.

2.
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Seguidamente se procederá a la primera entrevista para conocer
de la información que proporciona el colaborador y proceder a la
fase de comprobación de lo dicho, contando con el apoyo de la
Policía Especializada.

El fiscal podrá solicitar a las autoridades judiciales y fiscales, bajo
reserya, copia certificada o informes sobre los procesos penales
que se siguen conha el colaborador.

El agraviado debe ser citado en la fase de verificación para cono-
cer de sus pretensiones y puede firmar el acuerdo de beneficios
y colaboración. Puede además proporcionar información y docu-
mentación pertinente.

Culminada la fase de comprobación, el fiscal si considera que
es procedente el otorgamiento de beneficios, elaborará el acta
de acuerdo, el mismo que debe de contener: 1) el beneficio
acordado; 2) los hechos a los cuales se refiere el beneficio y la
confesiói, si hubiere; y 3) las obligaciones a que se sujetan los
colaboradores. Ciertamente, comprende no sólo la información
proporcionada sino también la comprobación que ha realizado
el Fiscal y la valoración que hace sobre el misrno, resaltando la
oportunidad y su eficacia.

El acuerdo también comprende el pago de la reparación civil.

El acuerdo es firmado por el Fiscal, el colaborador, su defensor y
el agraviado.

Toda la documentación es remitida al Juez a efecto de que se
proceda con el control de la legalidad. El Juez debe de aprobar o
desaprobar el acuerdo. En el caso de aprobación, eljuez dictará
sentencia; la desaprobación requerirá de un auto.

Lo resuelto por el juzgado puede ser objeto de impugnación.

ACUERDOS

El código establece que pueden celebrarse acuerdos preliminares
Convenio Preparatorfo entre el colaborador y el Fiscal, se realiza

3.

4.

5.

6.

10.

7.

7.

8.

9.
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sobre la base de la calidad de la información ofrecida y la naturaleza

de los cargos de imputáción. No se trata de un acuerdo definitivo y está

sujeto a la fase de comProbación.

Cuando se llega a la culminación de los actos de comprobación

y el fiscal decide que es procedente el otorgamiento de beneficios, ce-

lebrará el acuerdo en diligencia formal y se levantará Acta de Acuerdo

con el contenido que establece la ley, la misma que será suscrita por las

personas intervinientes (art. 476).

8. CONTROL ruDICIAL DEL ACUERDO

Constituye el momento procesal por el cual el Juez conoce de los

términos del acuerdo realizado en sede Fiscal y cita a una Audiencia

privada especial con la participación de las partes que suscribieron el

acuerdo a fin de conocer directamente sus posiciones, pudiendo interro-

gar directamente al solicitante (art. 477-478). Este control es de suma

importancia pues el Juez debe de verificar no sólo la forma asumida en

el proceso de colaboración, sino también sobre el fondo del acuerdo, de

tal manera que analizará la importancia de la información aportada, su

utilidad para iniciar nuevas investigaciones o fortalecer las ya existen-

tes, y en suma, si se alcanzan los objetivos propuestos por la ley pro-

cesal. De allí que pueda rcchazar el acuerdo mediante una resolución

desaprobatoria.

De acuerdo con la noÍna procesal, recibida la documentación

cursada por el Fiscal, el Juez podrá formula¡ observaciones al conte-

nido del actay a la concesión de beneficios, devolviendo lo actuado al

Ministerio Público; sin observación o complementada que fuera el acta

de acuerdo, el juez citará a las partes dentro del décimo día para la rea-

lización de la audiencia, debiendo estar presentes el fiscal, el defensor,

el colaborador y el agraviado o procurador.

Si sobre el hecho materia de colaboración no hubiera investiga-

ción o ya exista proceso penal en fase de investigación, conesponderá

al Juez de la Investigación Preparatoria el control de legeiidad; si el

proceso se encontrara en la fase de juzgamiento, corresp(-)nderá la di-

399



400 EL uusvo pRocEso pENAL

rección de este proceso al Juez Penal. Ha de recordarse que el proceso
de beneficios por colaboración eficaz es distinto al proceso ordinario y
puede marchar en paralelo.

9. OBLIGACIONESDELBENEFICIADO

El nuevo Código establece de control a que se sujeta el colabo-
rador. Precisa cuales son las condiciones, obligaciones e incluso que el
control de los mismos se encuentra a cargo del Ministerio Pirblico y de
la Policía especializada.

En tal sentido, la concesión del beneficio se encuenta condicio-
nada a que el colaborador no cometa un nuevo delito doloso dentro de
los diez arlos de habérsele otorgado el beneficio. El legislador no hace
distingo, se trata de cualquier delito doloso, pero que se determine me-
diante sentencia ñrme, lo que exige del colaborador asumir una conduc-
ta absolutamenfe debida durante dicho periodo.

Se establece la obligación de concurrir a toda citación derivada de
los hechos materia de acuerdo de colaboración eficaz. Pero existen una
serie de obligaciones que se imponen de manera específica o conjunta.
Así 1) informar de su cambio de residencia;2) ejercerprofesión, oficio u
ocupación lícitos; 3) reparar los daños causados por el delito; 4) someter-
se a vigilancia por las autoridades; 5) observar buena conducta individual,
familiar y social; abstenerse de tomar bebidas alcohólicas 6) no salir del
país, sin autorización judicial; 7) cumplir con las obligaciones del código
de ejecución penal, si fuera el caso; 8) acreditar tabajo o estudios.

Naturalmente que tales obligaciones se impondrrin de acuerdo con
la naturaleza del o los delitos incurridos, la magnitud de la colaboración
y las condiciones personales del colaborador.

IO. REVOCATORIA DE LOS BENEFICIOS

El beneficio premial otorgado al colaborador puede ser revocado
si el beneficiado infringe la condición de comisión de nuevo delito in-
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tencional o incumple determinadas reglas impueptas por el legisladoc

Conforme a lo dispuesto por el Código, a pedido del Fiscal (y éste a

pedido del agraviado si fuere el caso) el Juez procederá a convocar a

i¡na audienciá de revocación con la presencia obligatoria del Fiscal y las

personas que suscribieron el acuerdo de colaboración y escuchando a

i* putt".,ll Juez resolverá si procede o no la revocatoria mediante auto

dento del plazo de tes días.

La ley establece distintas formas de proceder dependiendo del be-

neficio concedido. Si fuera un beneficio de exención de pena' el Fiscal

formulará acusaciór¡ el juez dictará auto de enjuiciamiento y fijará día

y hora para la celebración de r¡na audiencia pública afin d9 debatir las

pruebus ofrecidas dictando la sentencia que colresponda., Si la revocato-

,iu 
", 

por el beneficio de disminución de la pena, el fiscal debera formu-

lar la pretensión de condenayil grado de responsabilidad del imputado.

Podrí; interpretarse como la formulación de una acusación, y ello de-

penderá de la forma de interpretación que ha¡rín los operadores jurídicos.

en especial el Fiscal, cuando se produzca esta propuesta de revocatoria'

11. PROCESO PORFAUTAS

La nueva legislación procesal (att. 482-487) mantiene el proce-

dimiento por faitas para el conocimiento de las infracciones consi-

deradas léves o de menor intensidad. En este proceso no interviene

el Ministerio Público, por lo tanto toda la actividad procesal hasta

su culminación se encuentra bajo ta dirección y responsabilidad del

Juez. Este proceso especial tiene la característica de ser "sustancial-

mente acelirado y ton predominio de la concentración procesal"2{7

T2. NATURALEZA ruRÍDICA DE LAS FALTAS

Las faltas llamadas también contavenciones son aquellas conductas

que el legislador ha considerado como pasible de sanción penal de menor

Z+Z S^- frrf*"- Cesrno, César. Derecho Procesal Penal, volumen II, segunda edición,

GrijleY, Lima" 2003, P. 1263 -1383'
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intensidad y que no ameritan privación de la libertad, si se sbtisfacen losrequisitos que la misma ley establece. para ello rigen las característicaspropias de la parte general del código penal, p"roio'determinadas pe_culiaridades. se trata de un proceso para infraccion.. a.nor"r.
El codigo penar distingue ente fartas conta la persona (441443),conta el patimonio @4a4ag), conta las buenas .orto,oUr., (44g45A),conta la seguridad púbrica (a5l) y con*a ra tanquiliauJp,:uri.u (425).También ha estabrecido determinadas disposiciones .n r.h.ün a hs fartas:

l ' En las faltas no es punible la tentativa, salvo caso de lesión dolo-
sa, hurto simple y daño.

2. En las faltas sólo responde el autor.
3. Sólo se imponen penas restrictivas de derechos.
4. Los días multa será entre diezy ciento ochenta.
5. La acciónpenal y lapenaprescriben al año.

13. COMPETENCIA

El proceso por faltas corresponde a Ia Justicia de paz. La rey pro-cesal concede a ros Jueces de paz Letrados Ia dirección y decisién delos casos y sólo excepcionalmente, en los rugares donde no hayan sido
9::pry¿:r' conesponderá la responsabilidaá a los Jueces-de paz (arr.482). si de la indagación previa que pudiera realizarse lun. +s¡.zq ode lo actuado aparece que los hechos configuran derito perseguibre deoficio y no falta, se remitirá lo actuado ar Ministerio púbrico.

14. NORMAS DE PROCEDIMNENTO

l' El ofendido o quereilante presenta su denuncia ante ra policía odirectamente ante er Juez áe paz. En este .uro; Jj;z verificaráque el hecho constituye falta,"- no haya pr.r.rí,o lá acción penarpara remitir la denuncia a la policía. ,i.*pr. qu. ..ri-. necesaria
una indagación previa.
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Realizada la investigación policial y analizado lo actuado por el
Juez de Paz, dictará auto de citación a juicio si se satisfacen los
requisitos ya señalados además de la existencia de elementos ra-
zonables de su comisión y de la vinculación con la persona que-
rellada (art. 483.3).

Si no se satisfacen los requisitos indicados, eljuez dictará auto de
archivo de lo actuado.

El auto de citación a juicio puede contener la realización inme-
diata de la audiencia, si las partes en conflicto se encuentran pre-
sente así como los elementos probatorios, o cuando el imputado
reconoce haber cometido la falta. En caso contrario, se fijará día
y hora para la audiencia (art. a83.a y 5).

La audiencia se realiza¡á bajo la dirección del juez y con la par-
ticipación de las partes y sus abogados. Si el imputado carece de
defensor, será asesorado por un abogado de oficio, si hubiera. La
parte podrá aportar sus pruebas.

Planteado los hechos por el juez y encontrándose presente el
agraviado, dicho funcionario judicial promoverá una conciliación
y acuerdo de reparación, el mismo que si se produce, se homolo-
gar^y se dará por concluido el proceso

Si no se produce lo previsto en el apartado anterior, se continuará
el proceso y si el imputado acepta los cargos, se podrá dictar sen-
tencia, la misma que puede pronunciarse verbalmente y se forma-
lizarápor escrito en el plazo de dos días

Si no admite los cargos, se examinará al imputado y luego al
agraviado y a las pruebas ofrecidas, produciéndose el debate y
culminado se dictará sentencia inmediatamente.

La audiencia se realizará en una sola sesión, pero puede suspen-
derse por un plazo no mayor de tres días, de oficio o a pedido
de parte, cuando sea imprescindible la actuación de un medio
probatorio.

La sentencia se dictará después de los alegatos o dentro del tercer
día sin más dilación.
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I5. IMPUGNACIÓN

Se establece el recurso de apelación contra la sentencia dictada
por el juez dePaz,la misma que se interpondrá dentro de los cinco días
de notificada la resolución y lo actuado será elevada en el día al Juzga-
do Penal unipersonal (art. 486, 28.5 b).

El juez Penal resolverá en el plazo improrrogable de diez días te-
niendo en cuenta lo actuado, salvo que el rectirrente pida la realización
de actuación probatoria que sea uecesaria (art. 486.2). También se esta-
blece que los defensores deben de presentar sus alegatos por escrito, sin
perjuicio de poder informar oralmente ante el Juez.

Laley establece que contra esta decisión jurisdiccional no proce-
de recurso alguno.

Cabe señalar que en este proceso especial es posible llegar al de-
sistimiento o la transacción en cualquier estado de la causa, con el efec-
to inmediato de dar por fenecido el proceso (art. 487). También debe
precisarse que la medida de coerción a imponerse es la comparecencia
sin restricciones, sin embargo, es posible la conducción compulsiva por
la fuerza pública, cuando el imputado no se presenta voluntariamente a

la audiencia, incluso se prevé la prisión preventiva del imputado hasta
culminar la audiencia (art. 485).







I. ASPECTOS GENERALES

t. CONCEPTOS

El derecho a la impugnlión posee marco constitucional, pues se

sustenta en el principio de la tutela jurisdiccional (art. 139.3), principio
del debido proceso, especialmente, el principio de instancia plural (art.

139.6), por lo tanto la existencia del sistema de medios impugnación en la
legislación ordinaria, obedece a un imperativo de orden constitucional.

Además de las normas previstas en los Pactos Internacionales en

materia de derechos fundamentales como la Convención Americana de

Derechos Humanos o Pacto de San José que establece como garantía
judicial el derecho de "recu¡lir del fallo ante el juez o tribunal superior"
(art. 8.2.h) y el Pacto Internacional del Derechos Civiles y Políticos
(art. 14.5).

Los medios impugnatorios son los instrumentos legales puestos a
disposición de las partes y destinados a atacar una resoluciónjudicial
para provocar su reforma o anulación.2as También son definidos como el
conjunto de actos de postulación a través de los cuales la parte gravada
por la resolución definitiva puede obtener su revisión, ya sea por el mis-
mo órgano judicial que la dictó, ya sea por otro superior, con el objeto
de evitar enores judiciales y asegurar la aplicación co¡recta y uniforme

248 Onrrru Rrpros, Manuel, Derecho Jurisdiccional, Proceso Penal, T. III, con otros
autores, Boich, 1994, p.421.
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del Derecho.2le A tavés de la impugnación se introducentnecanismos
de revisión y de control de las resoluciones judiciales. 250

La existencia de los medios impugnatorios se fundamenta en la

falibílidad humana, que se puede materializar en errores o vicios y, a
decir del maestro italiano Cen¡¡elurnzst, "El ordenamiento del proceso
no puede pennanecer indiferente a ese peligro". En consecuencia, el
sistema nos brinda un correctivo necesario: los medios impugnatorios.

Bajo el titulo "La Impugnación", el nuevo proceso penal regula
los llamados recursos impugnatorios que son aquellos actos procésales
que pueden hacer uso las partes procesales cuando consideran que la
resolución judicial les causa agravio y esperan que se modifique, revo-
que o anule. El art. I. 4 del nuevo código procesal penal establece que
"las resoluciones son recurribles, en los casos y en el modo previsto por
laLey. Las sentencias o autos que ponen fin a la instancia son suscep-
übles de recurso de apelación." Consecuentemente, y a diferencia de la
legislaciórr anterior, se regula debidamente el derecho a laimpugnacíón
a través de los recursos que la misma ley prevé a partir del art. 404 del
código nuevo.

En nuestro medio es común identificar, medio irnpugnatorto. recur-
so, inclusive confundimos recursos con remedios, pese a ser distintos. A
pesar de las innumerables clasificaciones que se han propuesto, nos adhe-
rimos a la mas sencilla y fácil. En tal sentido, los medios impugnatorios
son el género que engloba tanto a los remedios y recursos. Siendo los
remedios una clase de medios impugnatorios que se dirigen a ataca¡ actos

procesales, no comprendidos en una resolución judicial; mientas que los
recursos penniten a la parte agraviada solicitar reüsión de una decisión
contenida en una resolución que aún no adquiere la calidad de firme.

El Código Procesal Penal 2004 en el libro referente a la impugna-
ción no distingue los tipos de medios impugnatorios, sino regula genéri-

GIrurENo SeNoRA, Vicen¡e, perecho Procesal Penal, Colex, Madrid,2004,p.703.
BINoen, Alberto, Introducción al derecho procesal penal, Ad Hoc, 2o edición, Buenos
Aires,2004, p.285.
CnnNeLUTn, Francesco. Derecho procesal civil y penal. Tomo I, traducción de Santiago
Sentis lvfelendo, Ediciones Jurídicas Europa-Amé¡-ica- Buenos.{ires, 1971, pág. ?60.

249
250

25t
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camente el tema de los recursos mencionando los.siguientes: reposición,
apelación, casación y queja (artículo 413). Denüo del libro de impug-
nación, en la sección VII, el código regula la acción de revisión que no
es en escrito r¡n medio impugnatorio, sino, una acción de impugnación,
que sirve para objetar sentencias firmes, que han adquirido la calidad de
cosa juzgad4 es decir, es el ejercicio de r¡na nueva acción que origina un
nuevo proceso, sólo en casos taxativamente enunciados por la ley.

PRINCIPIOS QUE ORIENTAN LOS RECURSOS

Principio de legalidad.- Los recursos deben estar predetermina-
dos por la ley. El código en su artículo 404.1, prescribe lo si-
guiente: "Las resolucioñes judiciales seriín impugnables sólo en
los medios y en los cr¡sos expresamente establecidos por la ler"'.
Cuando corresponde interponer un determinado recurso, generel-
mente no se admite otro (principio de singulariedad del recurso).

Princípio de trascendencia.- En virtud del cual, sólo se puede
interponer el recurso, cuando la parte se encuentre legitimad4
es decir, aquél que resulte agraviado con la resolución recurrida
El Código establece que para un recurso se requiere: "Que sea
presentado por quien resulte agraviado con la resolución, tenga
interés directo y se halle legalmente facultado para ello". Asimis-
mo, establece que el Ministerio Público puede recurrir, inclusive
a favor del imputado. (art. 405.1, apartado a), precepto que acen-
tua la función de defensor de la legalidad del representante del
Ministerio Público.

En cuanto al ámbito de los recursos y los legitimados para recu-
¡rir tenemos que tanto el imputado como el Ministerio Público
podran impugnar, indistintamente del objeto penal o civil de la
resolución, y el actor civil sólo podrá impugnar con respecto al
objeto civil de la resolución (art. 407).

Principio dispositivo.- Significa que los recursos sólo pueden for-
mulados por los sujetos procesales que se encuentren legitimados.
en tal sentido, la revisión de la resolución judicial tendrá como

b.
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límite la pretensión del recunente. El principio de coggruencia

recursal, constituye una derivación de este principio, en razón

del cual, el órgano superior sólo se puede pronunciar con respecto

a lo que .t ob¡.to o materia de impugnación. En ese sentido, el

CódiÁo establece que el Tribunal revisor tiene competencia para

resolver la materia impugnada. En ese punto el código concede,

al órgano revisor, la potestad de declarar lanulidad en el caso de

nulidádes (absolutas o sustanciales) que no hayan sido advertidas

por el impugnante (art. 409.1).

Vinculado al principio dispositivo, encontramos dos instituciones

que recoge efcódigo: la adhesión y el desistimiento2s2, regulados,

e¡r los artículos 404.4y 406 respectivamente. El primero implica

que los zujetos que tengan derecho a recurrir (y en su momento

no lo hicieion), podrán adherirse al recurso interpuesto (por cual-

quiera de los sujetos procesales), antes que el expediente se eleve

i Ju." que corresponda. Por su parte el segundo implica que los

que hayan interpuesto el recurso pueden desistirse antes de ex-

pedirse la resolución, debiendo expresar sus fundamentos. En el

,uro qu. el recurso haya sido interpuesto por el abogado defensor,

éste ná podrá desistirse sin mandato expreso de su patrocinado. El

desistimiento de uno de los recurrentes no afecta a los demás re-

cunentes o adherentes, pero aquél debe responder por las costas.

d. Prtncipío de prohibición de reforma en peon-.El principio de pro-

hibición de reforma en peor, se sustenta en razones de justicia

y equidad, a favor del imputado. se encuenba regulada expre-

samente en el código de la siguiente manera: "[...J La impug-

nación interpuesta exclusivamente por el imputado no pefmite

modifrcación en su perjuicio"( artículo 409.3)' De acuerdo con

este principio -prohibición de reformatio in peius'se prohíbe que

el órgano ievisor agrave aún más la situación del imputado, cuan-

do éste sea el único recurrente, ya que el fiscal consintió la reso-

,t lr*a" C^* ñeor, Fernand o. I'lanual de impugnación y recursos en el nuevo mode-

lo procesal penal.En:Código Procesal Penal' lvfanuales operativos, Academia de la

Magistratura, Lima' 2007, P. 8l Y ss'
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lución quedando prohibido reformar para*empeorar la situación
del imputado. En el caso que impugnen tanto el imputado como
el representante del Ministerio Público se puede re-examinar Ia
sentencia en ambos sentidos: a favor o en contra del impuudo.
Asimismo, cuando el representante del Ministerio Público sea el
único recurrente se permite al Juez, revocar o modificar laresolu-
ción, aún a favor del imputado.

Principio de inmediación.- Según Movreno ARocn253, no es idó-
neo un recr¡rso resuelto sólo sobre la base de materiales J- ele-
mentos correspondientes a la primera instancia. Una de las nove-
dades código es la vigencia de este principio, pues para resolver,
como es el recurso de la apelación contra sentencia, se necesita
de una audiencia, en la oual el órgano revisor, tendrá la opornrni-
dad de conocer directamente a los órganos de prueba y sobre esa

base. decidir.

EFECTOS

Los recursos en materia penal, pueden producir diversos efectos:

devolutivo, suspensivo, diferido, y extensivo.

El efecto devolutivo, implica que la tramitación y resolución del

recruso corresponde al órganojudicial superior (A quem), de aquel que

dictó la resolución impugnada (A quo). Todos los recursos en materia
penal poseen este efecto a excepción del recurso de reposición.

El efecto suspensivo, significa la imposibilidad de ejecutar la re-

soluciónjudicial cuando el recurso es admitido. Es el impedir la vigen-
cia del acto del juez A quem y por tanto su cumplimiento. El artículo
412 regula el efecto no suspensivo de los recursos, señalando que "Sal-
vo disposición contraria de la Ley, la resolución impugnada mediante
recruso se ejecuta provisionalmente". También refiere que las impugna-

253 ivfo¡neno Anoce, Iuan, Principios del proceso penal, Tirant lo Blanch, Valenci¡.
1997, p. 180

4ll

e.

3.
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ciones contra sentencias y demris resoluciones que dispon$an la libertad
del imputado, no podriin tener efecto suspensivo.

El efecto extensivo, por su parte alude a que ra interposición de
un recurso por uno de los procesados, favorece o se extiende a todos
los que se encuentan en la misma situación, aun cuando no hayan re-
currido; cabe resaltar que sólo tendrá este efecto las decisiones que fa-
vorezcan al imputado. El artículo 408 del código regula este efecto
y lo extiende al caso del tercero civil ya que regula lo siguiente: a)
cuando hayan pluralidad de imputados, la impugnación de uno de elios
favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se funde no
sean exclusivamente personales; b) la impugnación presentada por el
imputado favorece al tercero civil; c) la impugnación presentada por el
tercero civil favorece al imputado, en cuanto no se haya fundamentado
en motivos exclusivamente personales.

El efecto diferído, procede cuando hay pluralidad de imputados
o de delitos, en caso que se dicte auto de sobreseimiento, estando pen-
diente el juzgamiento de otros. En tal supuesto si se presenta una im-
pugnación y es concedida, la remisión de los autos al órgano revisor se
producirá, cuando se dicte la sentencia que ponga fin a la instancia, a
excepción de aquellos casos en que se ocasione grave perjuicio a alguna
de las partes (art. 140). La parte pedudicada puede interponer recurso
de queja, en la forma prescrita por ley.

4. CLASIFICACIÓN DE LOS RECURSOS

No obstante que la doctrina ha propuesto diversos criterios de
clasificación de los recursos, sólo abordaremos clasificación en aten-
ción a las formalidades exigidas por la le¡ según la cual los recursos se
clasifican en ordinarios y extraordinarios.

En los recursos ordinarios, para su interposición y consecuente
concesión, se requiere básicamente de la fundamentación del mismo,
precisando el vicio o error que se ha incunido al dictar la resolución
impugnada, (ejemplo la apelación). Por el contrario los recursos ex-
traordinarios, son de carácter excepcional, requieren el cumplimiento
de un mayor número de requisitos. (ejemplo la casación).
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II. LOS RECURSOS EN EL C6IGO
PROCESAL PENAL 2OO4

CARACTENÍ STICES COMI.JNES

El Código exige las siguientes formalidades:

Se interpone por quien resulte agraviado por la resolución, tenga
interés directo y legitimidad; por escrito y dentro de los plazos
previstos por ley; también se puede interponer oralmente cuando
se trata de resoluciones dictadas en una audienciajudicial, (art.
405.1), pero si se interpone oralmente contra resoluciones finales,
se formalizará por escritó en el plazo de 5 días (art. 405.2).

El recurso impugnatorio debe de precisar los puntos de la reso-
lución que le afecten o le causen agravio, expresar los funda-
mentos de hecho y derecho y concluir formulando la pretensión
concreta.

El juez se pronunciará sobre la admisión del recurso, notificará a
las partes y elevará inmediatamente lo actuado al juez inmediato
superior (excepto del recurso de reposición).

El juez que conoce de la impugnación podrá, de oficio, controla¡
la admisibilidad del recurso y anular el concesorio, cuando no se

cumplan con los requisitos preestablecidos.

En el caso que el Tribunal revisor advierta effores de derecho que
no hayan influido en la parte resolutiva de la resolución impug-
nada, no se anularán y serán conegidas. Procediéndose de igual
forma cuando se trate de errores materiales en la denominación o
en el cómputo de penas.

Se prevén los siguientes plazos: dos días para la reposición, cin-
co días para la apelación de sentencia, tres días para la apelación
contra autos y para el recurso de queja y diez días para la casa-
ción (art.4l4).

a.

b.

c.

d.
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2. EL RECURSO DE REPOSICIÓN

Se trata de un recurso no devolutivo, ya que su tramitación y re-
solución corresponde al órgano judicial que dictó la resolución impug-
nada. A decir de Gtt cNo SE¡\¡DRA254 es un recur.r o de reforma, ordinario,
no devolutivo, ni suspensivo que procede contra las resoluciones inter-
locutorias dictadas por el órgano jurisdiccional.

Se dirige contra los decretos que son decisiones de trámite judi-
.cial, con la finalidad de que el juez que lo dició examine nuevamente el
caso y dicte la resolución que corresponda (art. 415.1).

El Código Procesal Penal diferencia la tramitación de este recur-
so en función a que si fue presentado en audiencia o no. En el primer
caso, será admisible contra todo tipo de resolución, salvo las finales2s5,

debiendo el Juez resolver el recurso en ese mismo acto, sin suspender

la audiencia. En el segundo caso, cuando se trate de una decisión que

no fue dictada en audiencia, el recurso se interpondrá por escrito, en el
plazo de 2 días, que se computará desde el día siguiente a la notificación
de la resolución, de ser el caso, si el Juez considera necesario (es una
potestad facultativa de él) conferirá traslado por un plazo de 2 días y
una vez vencido el plazo resolverá.

Una vez interpuesto el recurso, en el caso que el Juez advierta que

el vicio o enor es evidente o que el recurso es manifiestamente (ineba-
tiblemente) inadmisible, lo declarará así sin mas trámite. Por último el

auto que resuelve la reposición es inimpugnable.

254 Grr'¿eNo SE.-oM, Y, Derecho Procesal Penal, citado, p. 710.
255 Cabe anotar que el Código, en el artlculo 415.1, segundo pánafo, prescribe que:

"Durante las audiencias sólo será admisible el recurso de reposición contrs todo tipo
de resolución, salvo las finales, [...]" (énfasis nuestro). La frase subrayada debe ser

entendida: contra resoluciones que sean decretos, porque de otro modo se desvirtua-
ría la finalidad del recurso de reposición. De manera muy excepcional, el Código es-

tablece que para Ceterminados autos, procede recurso de reposición, Ej. Arts. 4?0.4.
421.2 segundo párraio.
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3. EL RECURSO DE APELACIÓN

Concepto yfinalidad. -Laapelación constituye uno delos recursos
impugnatorios de mayor frecuencia en el proceso penal. OnrEr_Ls

ReMoszsó sostiene que se trata del recurso ordinario por antono-
masia y que a través de aquél un órgano jurisdiccional de grado
superior puede irugar y resolver de nuevo cuestiones fácticas y
jurídicas ya resueltas y hacerlo con la amplitud que determine el
recurrente y que autoricen los poderes oficiales de aquel órgano
jurisdiccional.

Es un recurso por naturaleza devolutivo, ya que el reexamen o re-
visión de la resolución impugnada es de competencia del órgano
jurisdiccional superior de.hquél que lo expidió. Siendo su finalidad
la de revisar lo resuelto por la instancia judicial inferior y de esa

manera posibilitar un mayor grado de acierto y justicia de la reso-
lución.

Ámbito.- Procede contra dos tipos de resoluciones: las sentencias
y los autos. El artículo 416 del Código. prevé lo siguiente:

"1. El recurso de apelación procederá contra:

a. Las sentencias;

b. Los autos de sobreseimiento y los que resuelvan cuestiones
previas, cuestiones prejudiciales y excepciones, o que decla-
ren extinguida la acción penal o pongan fin al procedimiento
o la instancia;

c. Los autos que revoquen la condena condicional, laresewa del
fallo condenatorio o la conversión de la pena;

d. Los autos que se pronuncien sobre la constitución de las par-
tes y sobre aplicación de medidas coercitivas o de cesación de
la prisión preventiva;

e. Los autos expresamente declarados apelables o que causen
gravamen irreparable. [. . .]"

415

b.

256 Onrelr R.lstos. \1.. Dere'choJurisdicciondl. citado. p. 353.
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Característícas

1. El plazo para la interposición de la apelación es de cinco días

para la apelación contra sentencias; tes días para la apela-

ción contra autos interlocutorios (aquellos que no ponen fin
al proceso). El plazo se contará desde el día siguiente de la
notificación de la resolución (artículo 414). Cuando el recurso
de apelación sea interpuesto oralmente, en audiencia, contra
resoluciones finales (Ej. Sobreseimiento, terminación antici-
pada), se tendrá que formalizar por escrito en el plazo de cin-
co días (artículo 405.2)

2. La Sala Penal Superior conoce de las resoluciones dictadas
por el juez de la investigación preparatoria, juez penal, uni-
personal o colegiado (todos los mencionados pertenecen a un
mismo nivel jerarquico dentro de la estructura orgánica del

Poder Judicial); mientras que el Juez Penal unipersonal cono-
ce de la apelación contra la sentencia dictada por el Juez de

Paz Letrado.

3. La apelación tendrá efectos suspensivos cuando se trate de

sentencias, autos que resuelvan sobreseimientos o que pon-
gan fin a la instancia. En el caso que se trate de una senten-

cia condenatoria que imponga pena privativa de libertad, ese

extremo se ejecutará provisionalmente. El Tribunal Superior,
en cualquier estado del proceso recursal, atendiendo a las cir-
cunstancias del caso, podrá decidir si la ejecución provisional
de la sentencia debe suspenderse. Esta resolución es inimpug-
nable (art.4l8).

4. La Sala Suilerior puede anular o revocar, total o parcialmente,

la resolución impugnada.Incluso, tratándose de sentencia ab-

solutoria podrá dictar sentencia de condena (art. 419.2). Ello
en razón a que, con la nueva regulación se instaura juicio de

apelación, donde se permite la actuación de pruebas (sobre

eso nos referiremos en adelante).

5. En el caso que la Sala Penal Superior tenga su sede en un
lugar distinto del Juzgado, el recurrente deberá fijar domicilio

c.
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procesal en la sede de Corte dentro del Erinto día de notifica-
do el concesorio del recurso de apelación. En caso confrario,
se le tendrá por notificado en la misma fecha de la expedición
de las resoluciones dictadas por la Sala Penal Superior (artí-
culo 4162).

Apelación confia autos: trómíte (art. 420).- El recurso de ape-

lación se interpone ante el Juez que emitió la resolución, quien
efectua un primer conbol de admisibilidad, luego de ello notiñca
la decisión a todas las partes, procediendo a eleva¡ los autos al
órgano superior (arL 405.3).

Una vez recibos los a¡nos, la Sala Penal Superior, correrá trasla-
do del escrito de fundamentación del recurso a los sujetos proce-

sales, en el plazo de 5 días. Cua¡rdo se haya absuelto el traslado o

vencido el plazo, el órgano jurisdiccional revisor podÉ rechazar

dc plano el recu¡so (estc rcpresenta el segundo control de admisi-
bilidad del recr.nso). El aúo en el cual la Sala declara inadmisible
el recu¡so po&á ser objeo de recurso de reposición, conforme a

lo señalado. En caso conrario, se fijara día y hora para la audien-
cia de apelación

Antes de la notifieióo del mencionado decreto, los sujetos pro-
cesales, pueden prcscúa puebas documentales, o solicitar que

se agrcgue a aubs a¡gth acto de investigación actuado con poste-

rioridad a la interposicióo del recr¡rso. Ello se pondrá en conoci-

miento a los zujelm proccsales por el plazo de 3 días. La Sala, de

manera excepciona! poeá soücita¡ otas copias o las actuaciones

originales (s¡¡ ¡egi$ro) sin que esto importe la paralización del
procedimientoprbcipal- Como se aprecia, en laaudienciade ape-

lación se proccdc alamnción de pruebas, circunscribiéndolas a

la prueba doqml
En la ardiencia & ryctacion podrán concurrir los sujetos pro-
cesales, quc b
ningun motivo- El dcsrrollo de la audiencia es el siguiente: se

da¡á cuenta dc la resoltrion recurrida, de los fundamentos del

recurso; luego tomari tapataba el abogado recurrente y a los de-

417

d.
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más abogados; el acusado tendrá el derecho a la úl¡ima palabra.

La Sala" en cualquier momento de la audiencia, puede formular
preguntas a los intervinientes, solicitarles que profundicen su ar-
gumentación o se refieran a algún punto concreto de la cuestión
debatida. La Sala absolverá el grado en el plazo de 20 días, salvo
disposición contraria prevista.

Apelación contra sentencias: trámite, medios probatorios, audien-
cia de apelación, sentencia en scgunda instancia y nulidad del jui-
cio (art. 421 y siguientes).

El juicio de apelació,n constituye una nueva instirución procesal

que si evidencia un cambio sustancial en la forma de resolver las

impugnaciones que se hagan a la sentencia y que la legislación
anterior no contemplaba. La revisión de la sentencia impugnada'

importa un nuevo juicio oral, con las mismas garantías y princi-
pios, pero con determinadas limitaciones en orden a la actividad
probatgria. Se entiende que este juicio no debe ser extenso y las

reglas del mismo dan la responsabilidad del mismo al tribunal
colegiado o Sala Penal Superior.

El juicio de apelación de la sentencia se encuentra regulado en los

artículos 421 al426 del nuevo código y establece las siguientes

reglas que se relacionan con la admisibilidad, actuación de prue-

bas, audiencia pública y la sentencia de segunda instancia.

a. La Sala Penal Superior competente es la encargada de dirigir
este procedimiento de apelación. Comunica a las partes del

recurso de apelación, con la absolución o vencido el plazo

admite o decla¡a inadmisible de plano el recurso. En este se-

gundo caso, el auto que lo declara podrá ser objeto de recurso

de reposición. Admitida la apelación, la Sala comunicará a las

partes que pueden ofrecer sus pruebas.

b. Las partes harán su ofrecimiento de pruebas por escrito de-

biendo indicar el aporte que espera con dicha prueba, bajo
sanción de inadmisibilidad: Sólo se adrnitirá: i) la prueba que

no se pudo proponer en primera instancia por desconocimien-
to de su existencia; ii) las pruebas que fueron indebidamente

e.
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denegadas y hubiere formulado reserva; iii) las pruebas que
fueron admitidas pero no pudieron actuarse por caus¿ts ajenas
a la parte. Los medios probatorios deben estar referidos a la
impugnación de la culpabilidad o inocencia del imputado; a
la determinación de la sanción; o a la reparación civil; en este
último caso, rigen los límites del art. 374 del CPC.

Se establece que ser¿in citados los testigos -también agravia-
dos- que han decla¡ado en primera instancia, siempre que la
Sala, por exigencia de los principios de inmediación y contra-
dicción considere indispensable su concurrencia para susten-
tar el juicio de hecho de la sentencia (art. 422.5).

La Sala decidirá la admisión de las pruebas teniendo como
marco normativo lo áispuesto para las pruebas en la misma ley
procesal (art. 155). Se establece que dicha resolución es inim-
pugnable. Cita¡á a una audiencia de apelación, notificando a
las partes, a los acusados si fueran varios; incluso a los testigos
y agraviados, si lo considera necesario o las partes lo piden.

La audiencia se realizará con obligatoria asistencia del fiscal
y del imputado apelante; también de los dem¿is acusados si el
apelante fue el fiscal. Si el fiscal o el acusado impugnante no
concrure a la audiencia, se declara¡á la inadmisibilidad del re-
curso interpuesto. Lo que evidencia una sanción al recurrente
que no presta interés procesal en su impugnación que, en el
caso del Ministerio Público resulta de singular inegularidad.
Resulta claro que la parte recurente es la que debe de concu-
rrir a dicha audiencia.

En la audiencia se seguirán las reglas del juicio oral en lo
que sea compatible; se dará cuenta de la sentencia y de la
impugnación; las partes podran ratificarse de la apelación o
desistirse total o parcialmente de la misma; se actuarán las
pruebas admitidas (declaración de testigos, peritos); se exa-
minará al imputado de manera obligatoria si se trata de una
impugnación sobre su responsabilidad, pero puede abstenerse

a declarar; se podnin examinar a los testigos o agraviados,
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t¿mbién al perito o dar lectura al dictamen perieial o prueba
documental admitida. También se posibilita la actuación de
pruebas de oficio (art.424.4).

Culminada la actuación de pruebas, las partes harán sus ale-
gatos debiendo iniciarlo el recurrente; el acusado siempre po-
drá hacer uso del derecho a la última palabra, es decir, en su
caso, será el último que exponga ante la Sala.

Seguidamente se suspenderá la audiencia para proceder a la
deliberación y expedición de la sentencia, bajo las reglas ya
expresadas, la misma que tendrá un plazo máximo de diez
días. La sentencia se decide por unanimidad o por mayoría.
Hay que señalar que la Sala valorará la prueba actuada en la
audiencia de apelación, incluso la que cuestione la prueba ac-
fuada en la fase anterior. De acuerdo con la nueva ley procesal,
la Sala puede: i) resolver la nulidad, en todo o en parte de la
sentencia apelada, remitiendo aljuez lo actuado para la subsa-
nación del caso; ii) confirmar o revocar la sentencia apelada,
incluso, si la sentencia es absolutoria, puede dictar una de con-
dena imponiendo pena y reparación civil, decisión que puede
ser opinable pero perfectamente viable en el nuevo contexto
de la ley procesal; también la Sala puede referi¡ un fundamen-
to distinto para absolver; si la sentencia es condenatoria puede
dictar la absolución, o referir un fu¡rdamento distinto; iii) tarn-
bién puede modificar la pena, asimismo, imponer, modificar o
excluir penas accesorias o medidas de seguridad (art. 425.3).

La ley procesal establece que si se declara la nulidad de la
sentencia condenatoria a instancia del imputado, en el nuevo
juicio oral no podrá aplicarse una pena superior a la impuesta
en el primer juicio (art 426.2)

La sentencia de segunda instancia se pronuncia siempre en
audiencia pública; se notificará a las partes y se llevará a cabo
con las que asistan pues no cabe el aplazamiento por ningún
motivo (art.425.4).

Contra la sentencia de apelación sólo procede el pedido de
aclaración, conección y el recurso de casación.

oo'

h.

i.

j.
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l. Leída y notificada la sentenci4 se rerñ.ite lo actuado al Juez
que corresponda para la ejecución del fallo.

como se podrá observar,las facultades de la Sala superior de
apelación son amplias, pero además, permite una revisión de
lo actuado en el juicio de primera instancia bajo los mismos
principios de contradición, oralidad e inmediación.

EL RECURSO DE CASACIÓN

concepto y clases.- La casación en materia penal constituye una
de las instituciones procesales de mayor arraigo en la doctin4 que
permite la formación de la jurisprudencia suprema. para cuus
RoxN la casación es un rbcurso limitado, permite el control in iure,
lo que significa que "la situación de hecho fijada en Ia sentencia es
tomada como ya establecida y sólo se investiga si el nibunal infe-
rior ha incurrido en una lesión al Derecho materiar o formal.,'r7

También ha sido definida la casación como el medio de impugna-
ción extraordinario,con efectos devolutivos y a veces suspensivo
y extensivo, mediante el cual se somete al rribunar Supremo el
conocimiento, a través de unos motivos tasados, de determinadas
Sentencias y Autos definitivos dictados por órganos colegiados
con el fin de lograr la anulación de la resolución recurrida, todo
ello con fundamento en la existencia de vicios en la aplicación
e interpretación de las normas de Derecho material o procesal,
aplicables al caso.258

La finalidad de la casación no es el aseguramiento de launidad del
Derecho y larealización de lajusticia en el caso individual, sino
el aseguramiento de una protección jurídica realista, .'pudiendo

ser presentadas a la revisión del tribunal de casación (sólo) aque-
llas partes de lq.decisión de los jueces de mérito que son indepen-
dientes del paso del tiempo y gue, por ello no son del dominio

257

2s8

RoxrN, claus, Derecho Procesal pe¡al. Editores del puerto,l'edición en casteilano,
Buenos Aires, 2000, p. 466.
Crrrerio SssoR-r, Y., ,\lamal de Derecho Procesal penel, citado, p. 745.
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natural del juez de primera instancia, quien actua de roanera más

cercana a los hechos." 2re

Pueden distinguirse dos clases de casación: a) casación por in-

fraccióndelaley,yb)casaciónporquebrantamientodeforma.
En el primer caso, se anula la resolución porque el fallo no corres-

pondealavoluntaddelaleysustantiva;ylasegunda,seanula
ia resolución porque habiéndose infringido las formas prescritas

por la norma procesal para la actuación de esa voluntad, no puede

sabers, si aquél conesponde o no a ella.260 También se distingue

la casación sustantiva, que permite determinar si el derecho ma-

terial ha sido correctamente aplicado al hecho comprobado por el

tribunal de mérito; y la casacíón procesal, para atacar los errores

procesales, en tanto el tribunal de casación no sólo revisa si el de-

iecho procesal ha sido correctamente interpretado, sino también

si el tribunal inferior ha constatado correctamente las circunstan-

cias fácticas que se subsumen bajo una nofrna procesal.2ól

b. Procedencia.- La nueva ley procesal introduce la casación pe-

nalbajodeterminadasreglasdeprocedimiento,.precisandoen
primei orden que procede contra: l) las sentencias definitivas;
'Z) 

to, autos de sobreseimiento y 3) los autos que pongan fin al

procedimiento, extingan la acción penal o la pena o denieguen la

extinción,conmutación'reservaosuspensióndelapena,dictadas
en apelación por las Salas Superiores (art' 427 'l)'

En los casos indicados anteriormente, se tiene que tener en cuen-

talaexigenciadedeterminadocuantumptunitivoprevistoenla
nonna penal para su procedencia; así, se requiere que el auto que

Ponga.finalprocedimientoserefieraaundelitocuyoextremo
mínimo de la pena prevista en la ley sea superior a-seis años; o la

sentencia dicáda ,iu po. delito que tenga señalada en la ley en

su extremo mínimo pena superior a seis años; en ambos cfisos se

Roxn, Claus, Derecho Procesal Penal, citado' p' '169'

Gouu Cor.ouen, Juan-Luis, El proceso penal español, \hlencia, Tira¡rt lo blanch. 2'

edición, 1997,P' 321'
Roxrx, btaus,' berecho Procesal Penal, cilado, p' -169'

259
260

261
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c.

tata de la pena conminada que esüablece él código penal para el
delito y no la pena que se haya impuesto o solicitada en ra acu-
sación escrita (si fuera este ultimo caso). En tal sentido, la sala
Penal de la corte suprema ha declarad o la inadmisible objetiva
del recurso de casación debido a que el delito materia de prleso
penal -hurto agravado- se encuenka sancionado ,on pnutf.rio,
a seis años en su exÍemo mínimo, ro que impide apreciar los de-
mas supuestos de admisibilidad formales y subjetiv¿5.zoz

También se considera la procedencia de la casación cuando se ta-
te de sentencias que imponga la medida de seguridad de interna-
ción; o cuando el monto de la reparación civilijuau ,n p,i-"o o
segunda instancia sea superior aiincuenta unidádes ¿e rlleiencia
p11Ts11; o el objeto no pueda ser valorado económicuo'.ntl 1rrt.427.2,3).

El plazo para interponer el recurso de casación es de diez días
que se gomputan a partir del día siguiente de la notificación de Ia
resolución judicial (art. 4 I 4).

P ro c ede nc-ia exc epc íonal. - Excepcionalmente la corte suprema
qgdlá declarar la procedencia dél recurso de casación 

"niu*,distintos a los señalados cuando, la sala penal discrecíonai^rn_
te lo considere necesario para el desanollo de la ao.tin. ¡*ir-prudencial (art. 427.4). En estos cÍrsos, cuando se invoquJ este
supuesto excepcional,-el recunente, además de las 

"uuráI., 
qu"

se prevén, deberá explrcar puntualmente las razones que justifi-
can el desa¡rollo de la. doctrina jurisprudencial qu" pr.irná. t*.427.4,430.3). Así se ha-expresado la sala p"nur süptr-u cuan-
do sostiene que si bien el código permite qu. ,."*..p.ionalmente
pueda aceptarse el recurso de casación fuera de las resoluciones
que enumeran los apartados anteriores del citado artículo, ello
estií sujeto a que se estime imprescindible para el desarrollo de la
doctrina jurisprudencial, y que el recurrenti consigne adicional y
puntualmente las razones que justifican el desanollo de la doctri-
na j urisprudencial que pretende".2ó3

262
263

Auto Casatorio N" 04-2007. Huaura, de fecha 14 de agosto de|2007.
Auto casatorio N" 06-2007. Huaura. de 2.1 de octubrqdel 2007. En este auro se pre-
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Inadmisibilidad.- La Sala Suprema decla¡ará la inádmisibilidad
de la casación cuando no se satisfacen los requisitos formales que

establecen los arts. 405 y 429 de la ley procesal; cuando se hubie-

re interpuesto por motivos distintos a los enumerados en la ley;
cuando se refiere a resoluciones no impugnables en casación2s;

cuando el recurrente hubiere consentido previamente la resolu-

ción adversa de primera instancia; cuando carezca manifiesta-

mente de fundamento (art.428).

Causales.- La ley procesal (art.429) establece determinadas cau-

sales parainterponer casación. Estas son las siguientes:

- Si la resolución ha sido expedida con inobservancia de garan-

tías constitucionales de naturaleza procesal o material, o con

una indebida o errónea aplicación de dichas garantías265. Así
en la sentencia casatoria N" 09-2007, Huaura, se declara fun-

dada en parte la casación por inobservancia de las garantías

constitucionales del debido proceso: afectación del principio

de inmediación y defensa procesal: derecho a la prueba.266 267

- Si la resolución incurre o deriva de una inobservancia de las

normas procesales sancionadas con nulidad.

cisa que el recurrente no sólo no ha especificado el porque la Sala Suprema debe de

conocer de dicho recurso, sino que el mismo carece de interés casacional. También el

auto casatorio O7-2007,Huaur4 de 14 de septiembre del 2007.

264 Yéase el auto casatorio N" 0l-2008, La Libertad, de fecha I 5 de febrero del 200E.

265 Véase la Sentencia Casatoria N' ll-2007, La Libertad, de fecha 14 de febrero del

2008.

266 En la Sentencia Casatoria N" 09-2007, Huaura, de fecha l8 de febrero del 2008, se

considera que el colegiado al rechazar la prueba ofrecida por la actora civil, €n cuanto

al examen de ta agraviada vulneró no sólo el derecho a la prueba de la parte afectada

sino principalmente cl principio de inmediación, pues fundamentó la sentencia con

información que no fuc susceptible de ser contraexaminada, y que la oralización de

la declaración de la agraviada no ofrecía garantías mínimas de calidad que sirvan
para sostener unjuicio de racionalidad, y es que "sólo el tribunal que ha visto y oido
la prueba practicada en su presencia está en condiciones de valorarla y determinar
la fiabitidad y verosimilitud del testimonio". Se declaró nula la sentencla de vista
que confirmaba la absolución en caso de violación sexual y ordenó nueva sentencia

previa audiencia de apelación.

267 YéuetambiénlaSentenciaCasatoriaNol0-200T,Trujillo,defecha29deenerodel 2008.
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- Si la resolución importa r¡na indebida aplicación, una errónea

interpretación o una falta de aplicación de la ley penal o de

otas normas jurídicas necesarias para su aplicación.

- Si la resolución ha sido expedida con falta o manifiesta ilogici-

dad de la motivaciórq cuando el vicio resulte de su propio teoc'

- Si la resolución se aparta de la doctina juisprudencid ese
blecida por la Corte Suprema o Tribunal Constitucional.

Para efecto de su admisibilidad, el recurrente debe de cumplir

con: a) los requisitos formales que prevé la ley en el a¡t. 405;

b) debe invocar la causal invocada por separado; c) debe señatar

de manera concreta los preceptos legales que considere erronea-

mente aplicados o inobqervados; d) sus fundamentos legales y

doctrinales; y e) expresdrá específicamente cual es la aplicación

que pretende.2ó8

Entonces, el recurso de casación debe de plantear no solo la in-

debida interpretación o aplicación de las normas sino proponer

la forma debida y correcta de la aplicación de la ley. Se presenta

ante la Sala Penal Superior, la que puede declara¡ su inadmisibi-

lidad; en caso de conceder el recurso notifica¡á a todas las partes

emplazandolas para que comparezcan ante la Sala Suprem4 es-

tableciéndose que pfira en caso de distitos judiciales fuera de la

ciudad de Lima, deben de fijar domicilio procesal dentro del déci-

mo día de notificados, ello permitirá a la Corte Suprema cumplir

con el taslado del recurso a las partes (art. 430.4,5).

La Corte Suprema mediante auto decidirá si el recurso está Bien

Concedido y si procede conocer el fondo del asunto. En tal senti-

do expedirá el auto de calificación del recurso de casación dentro

del plazo de veinte días (art. 430. 6). Si la Sala Suprema concede

el recurso, es decir, admite conoce el fondo del mismo; señalará

día y hora para la Audiencia de Casación con citación de las par-

tes estableciéndose, como sanción procesal, que de no concurrir

26E Véase la casación No 02-2007, Huaura, auto de calificación, considerando tercero, de

fecha l5 dejulio del 2007.



426 El xuevo PRocEso PENAL

la parte que interpuso el recurso se resolverá inadmisible el mis-
mo (art.431.2). Instalada la audiencia se escuchará a las partes,
primero a aquella que ha recurrido y luego a la otra ptlrt€, incluso
se escuchará al imputado, si asiste, luego de lo cual se suspende a
fin de que la Sala resuelva dictando Sentencia de Casación en el
plazo de veinte días, requiriéndose cuatro votos conformes.

Conforme a la ley procesal, la Sala Suprema Penal tendrá com-
petencia sólo en cuanto a las causales preestablecidas expresa-
mente invocadas por el peticionario, sin embargo, puede emitir
pronunciamiento sobre cuestiones que sean declarables de oficio
en cualquier estado del proceso. Asimismo, su competencia se

ejerce sobre los errores jurídicos que contenga la resolución cues-
tionada y como señala la ley "está sujeta de manera absoluta a los
hechos legalmente comprobados y establecidos en la sentencia o

auto recurridos" (art. 432.2).26e

Si la Sala Penal Suprema declara Fundado el recurso de casa-

ción, declarará [a nulidad de la sentencia o auto, y podrá decidir
el caso o disponer el reenvío del proceso. En el primer supuesto,
se pronunciará sobre el fondo del asunto dictando el fallo que
reemplazará al impugnado; en el segundo supuesto, de nulidad
y reenvío, indicaná el órgano jurisdiccional inferior competente
y el acto procesal que deba renovarse. Al margen de lo expues-
to, también puede, de oficio o a pedido del lvtinisterio Público,
decidir que el fallo tenga naturaleza de doctrina jurisprudencial
vinculante a otros órganos jurisdiccionales inferiores (art. 433.3),
posibilit'ándose la realización de un Pleno Casatorio en el caso de
que existiera otra sala penal.

Los efectos m¡ís importantes de una sentencia de casación son:
a) la anulación de la sentencia o auto podrá ser total o parcial; b)
si alguna de las disposiciones de la resolución impugnada no fue
anulada, tendrá naturaleza de cosajuzgada; y c) si el fallo afecta

269 Ademas se señala que los erroresjurídicos de la sentencia recuniCa que no influyeren
en su parte dispositiva no causan nulidad. La Sala deberá corregirlos en la sentencia
casatoria (aú.432.3).
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el estado de detención del imputado, se ordenará por Tribunal Su-

premo, la libertad de aquel.

Es del caso señala¡ que contra lo resuelto por la Sala Suprema

Penal en sentencia casatoria no es susceptible de recurso impug-

natorio alguno (salvo caso de revisión). También se establece en

la ley que no será impugnable la sentencia que se dicta¡e en el

juicio de reenvío por la causal acogida en la sentencia casatoria;

si lo se¡á si se refiere a otras causales distintas de las resueltas por

la sentencia casatoria (art. 436).

5. ELRECURSO DE QUEJADE DERECHO

La queja constituye un rbcurso extraordinario que busca alcanzat

la admisibilidad de una impugnación denegada por la instancia anterior.

Se busca que eljuez superior pueda controlar si la resolución de inad-

misibilidad decidida por el inferior se ha ajustado o no a derecho.3?o

Este recurso tiene una natu¡aleza excepcional, recurrente de la ne-

gativa del órgano jurisdiccional para admitir una impugnación. Se tata

á" *u vía procesal indirecta para lograr se conceda la impugnación

deducida y negada.

se le llama queja de derecho y de acuerdo con la ley procede en

distintos dós casos: a) cuando el juez declara inadmisible un recurso de

apelación; y b) cuando la Sala Superior declara inadmisible un recurso

de casación.

Además de ello, se establece que la queja pof denegatoria del re'

curso de apelación o casación, se presenta ante el órganojurisdiccional

superior del que denegó el recurso sustentando jurídicamente su pedido

.on ittuo"ución de la norma wlnerada y acomparlando la documenta-

ción necesaria (resolución recu¡rida, escrito en que se recune y resolu-

ción denegatoria) y que su interposición no suspende la tramitación del

proceso principal ni la eficacia de la resolución cuestionada (art. 437)-

,?0 Vé*. S..- lrl¡nriN C¡srno, César, Derecho Procesal Penal, Yol' U, Edit. Grijle¡
Lima,1999,P'767.
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En escncia, el juez de instancia superior revisa la resoluciónque denie-
ga la impugnación deducida ante el a-quo.

El plazo para su interposición es de tres días y en concordancia
con lo dispuesto por el afi. 4a3 del cPC, tratándose de Distritos Ju-
diciales distintos a Lima y Callao, el recurrente puede pedir al juez
que denegó el recurso que, dentro del plazo remita lo actuado por
conducto oficial, debiéndose formar el cuaderno y proceder a la re-
misión, bajo responsabilidad. El órgano jurisdiccional decidirá su
admisibilidad y podrá, previamente, pedir al juez copia de alguna
actuación procesal.

Si queja de derecho es declarada fundada, se concederá el recurso
que fuera denegado y se ordenará al juezremita el expediente o ejecute
lo que corresponda, notificándose a las partes. Si la queja es declarada
Infundada, se notifica al Fiscal y a las demás partes (art. 438).

III. LA REVISÚN DE LA SENTENCIA:
ACCIÓN DE MPUGNACIÓN

I. CONCEPTO

No se trata de un recurso sino de wa acción que se dirige ante
el órgano jurisdiccional Supremo a fin de demandar un nuevo análisis
del caso penal, pese a la existencia de sentencia firme, por existir una
causal de suma importancia que demostraría la inocencia de la persona
condenada por un delito. Constituye el caso "más importante de que-
brantamiento de la cosa juzgada en interés de una decisión material-
mente correcta. Su idea rectora reside en la renuncia a la cosa juzgada,
cuando hechos conocidos posteriormente muestren que la sentencia es
manifiestamente de manera insoportable para la idea de lajusticia.,tzTt

271 RoxN, Claus, Derecho Procesal Penctl, citado, p.49?.
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Ha sido conceptuada como una acción ddimpugnación autóno-
ma, de naturaleza excepcional, que resulta admisible- únicamente en
aquellos supuestos legalmente tasados en que se ponga en evidencia la
injusticia de una Sentencia firme de condena, cuya finalidad estií enca-
minada a que prevalezc4 sobre dicha resolución judicial, la auténtica
verdad y, con ello, la justicia material sobre la fonnal.2?2

La reüsión busca eliminar el error judicial que se pueda haber pro-
ducido en conta del imputado de acuerdo con los presupuestos estable-
cidos en la ley; en consecuencia, no se Eata de analizar nuevamente las
pruebas que sirvieron de base para la construcción de la sentenci4 sino
del análisis de la nueva prueba presentada y no conocida anteriormente.

El legislador del código gel 2004 sóro ha contemplado la revisión
de las sentencias condenatorias, pero hubiera sido también importante
que se ocupara de los casos donde se dictan sentencias absolutorias
existiendo de por medio amenazas o comisión de delito por la autoridad
que dictó la sentencia.

2. SUPUESTOSDEAPLICACIÓN

conforme a la lógica que imprime el nuevo proceso penal, la ac-
ción de revisión procede sólo a favor del condenado y de manera taxa-
tiva se establecen los siguientes casos:

- cuando después de dictada la sentencia de condena, se dicta otra
igual de condenatoria o imponiendo medida de seguridad, por el
mismo delito, pero a persona distinta a la primera, no pudiendo
concilíarse ambas sentencias. Lo que exige, en virtud del princi-
pio de inocencia, su nuevo análisis judicial.

- cuando la sentencia se haya pronunciado conta otra precedente
que tenga la calidad de cosa juzgada. Lo que resulta hasta lógico
si se tiene en cuenta que no puede haber dos sentencias en contra
de un mismo procesadó por los mismos hechos.

272 GnreNo Sesone, Y.. Manual de Derzcho procesal penel,citado,p.769,
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Cuando se demuestre que una prueba considerada dscisiva paia
la sentenciq carece de valor probatorio por falsedad, invalidez,
adulteración o falsificación. Ello exige el ofrecimiento de la prue-
ba que desvirtua la anterior de manera indubitable.

Cuando con posterioridad a la sentencia se descubren hechos o
medios de prueba no conocidos durante el juicio y que permitan
establecer la inocencia del condenado.

' Cuando se demuestre mediante resolución firme que la sentencia

fue determinada exclusivamente por delito incurrido por el Juez o

existió contra su persona o familia üna grave amenaz¿ y siempre
que en los hechos no haya intervenido el condenado. Supuesto

este de suma importancia pues se tiene en cuenta las posibilida-
des actuales de influir en los fallos judiciales, sobre todo en los
cÍlsos de crimen organizado. Se busca corregir no un error sino

una decisión judicial anómala, irregular. viciada que perjudica a
una persona inocente, debiéndose probar tal circunstancia ade-

más de acreditar también la actividad delictiva del juez olagrave
amenaza existente en su contar o contra su familia.

- Cuando la norma que sustentó la sentencia hubiera sido declara-

da inconstitucional por el Tribunal Constitucional o inaplicable

en un caso concreto por la Corte Suprema. Lo que no hace sino
reafirmar el principio de legalidad penal y procesal, además, en

éstos casos, entendemos que la autoridad judicial que impuso Ia

condena debiera actuar de oficio o bajo la iniciativa del Ministe-
rio Público.

3. INTERPOSTCIÓN,TNÁUITEYSENTENCIA

La acción se interpone por el Fiscal Supremo Penal y por el conde-

nado. También los familiares de éste último en su representación. La de-

manda se presenta ante la Sala Penal de la Corte Suprema con requisitos
preestablecidos (art. 44I).La demanda debe de contener lo siguiente:

a. La determinación precisa de la sentencia que se pide revisar con

indicación del órgano jurisdiccional que la dictó.
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b. La causal que se invoca -prevista en el artíeulo 439- y la referen-
cia específica y completa de los hechos en que se fund4 así como
las disposiciones legales que fueran pertinentes.

c. La indemnización que pretende el demandante, con indicación
precisa del monto. La misma ley señala que ello es potestativo.

d. se acompañará a la demanda copia de la documentación pefi-
nente: sentencias, prueba documental o indicación del lugar don-
de se encuentre a¡chivada; otros medios de prueba que acrediten
sus afirmaciones.

e. La sala Suprema podrá otorgar un plazo determinado al deman-
dante a fin de que complete los requisitos que faltan.

Si se admite la demanda.,, la Sala solicitará el expediente que mo_
tiva la revisión y la prueba documental que señala el demandante, quien
además puede ofrecer medios de prueba; se actuarán las pruebas con
intervención de las partes por el vocal supremo designado, y se fijará
fecha para la realización devnaAudiencía de Revisión,la que se realiza
con asistencia de las partes. se establece -al igual que en los casos an-
teriores- que si no se presenta el demandante se declarará inadmisible
la demanda.

concluida la audiencia, la sala quedará expedita para dictar sen-
tencia en el plazo de veinte días en sesión pública. si resulta/undadala
causal invocada, decla¡ará sin valor la sentencia que la originó pronun-
ciando directamente sentencia absolutoria o remitirá lo actuado al órga-
no jurisdiccional competente para unnuevo juicio. si declara infundada
la demanda el interesado podní inicia¡ una acción nueva pero por causal
distinta a la resuelta.

La nueva ley procesal reconoce a la. sala Suprema facultades de
suma importancia en atención a la demanda de revisión pues puede to-
mar decisiones inmediatas sobre la pena privativa de la libertad u otras
medidas que afectan otros derechos del imputado. La acción de revisión
puede tener efectos inmediatos a su interposiciór4 pues si bies cierto no
suspende la ejecución de la senrencia, si es posible que en cualquier
momento del procedimiento, Ia Sala pueda suspender la ejecución de
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la sentencia impugnada y disponer, incluso, la libertad del.imputado o
un¿ medida coercitiva alternativ4 lo que evidencia que con lo actuado
ya se estaría definiendo la situación final del imputado, lo que además
resulta válido si los elementos probatorios resultan evidentes sobre su
inocencia.
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Para'estos efectos, se establece que el MfuÉsterio de Relaciones

Exteriores, dado el conocimiento y la experiencia que tiene, brinde el

apoyo necesario a la Fiscalía de la Nación, la que además, también en

coordinación, podrá celebrar convenios con las autoridades centales ex-

tanjeras para e[ intercambio de tecnología, experiencia, coordinación de

la cooperación judicial, capacitación u ohos actos similares (art. 512).

LA EXTRADICIÓN

La extradición presenta ca¡acterísticas generales

La persona procesada, acusada o condenada como autor o partíci-

pe de delito que se encugntre en oto Estado, puede ser extadita-

da a frn de ser juzgada ci cumplir la sanción penal.

Si no existe Tratado la extradición puede sustenta¡se en el princi-

pio de reciprocidad.

Corresponde decidir la extradición activa o pasiva: al Gobierno

mediante resolución Suprema, con acuerdo del Consejo de Mi-

nistros, previo informe de una comisión oficial presidida por el

Ministerio de Justicia e integrada por el Ministerio de Relaciones

Exteriores.

La decisión del Gobierno requiere también de una resolución

consultiva de la Sala Penal de la Corte Suprema (con conoci-

miento de la Fiscalía de la Nación), la que resulta decisiva pues si

la opinión del maximo órgano jurisdiccional es negativa a la ex-

tradición, el Gobierno queda vinculada a ella (obligatoria), pero

si la resolución consultiva es favorable a la entrega o considera

procedente solicitar la extradición, el Gobierno no está obligado

y puede decidir lo conveniente (facultativa).

CLASES DE EXTRADICIÓN

El nuevo Código regula la extradición bajo sus dos formas ya

conocidas: la extradición pasiva y la activa'

t.

')

3.

4.

5.
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5.1. La extradición pasiva

Se produce cuando el Estado peruano es requerido para que de-
cida la extradición de una persona que se encuentre en nuestro país.
La extadición pasiva procede cuando la persona procesada, acusada
o condenada como autor o partícipe de un delito cometido en un país
extranjero y que se encuenhe en el territorio nacional, como residente,
turista o de paso, puede ser extraditada a fin de que sea investigaCa,
juzgada o cumpla la sanción impuesta. Esta extradición se encuentra
supeditada a que existan las garantías de una recta impartición de justi-
cia en el país requirente (art. 516).

Esta forma de extradición puede ser rechazada si el hecho materia
del proceso no constituye delito tanto en el Estado requirente como en
el Peru, y si en ambas legislaciones no tenga prevista una pena, en cual-
quiera de sus extremos, igual o superior a un año de pena privativa. Se
prevé que si la extradición es por varios delitos, bastará que se cumpla
la condición de uno de ellos para que involucre a los demás delitos.

Se señalan como otros casos de improcedencia de la extradición:
si el Estado requirente no tuviera jurisdicción o competencia para co-
nocer del caso; si el extraditado hubiera sido absuelto, condenado, in-
dultado, amnistiado o sujeto a otro derecho de gracia; si el extraditado
tuviere que responder ante un tribunal de excepción; si el delito fuere
militar, contra la religión, político o conexo con é1, de prensa o de opi-
nión; si el delito se persigue a instancia de parte, entre otros (art. 517).

El mismo código establece los efectos de la extradición que se

concede, principalmente señalamos: l) el extraditado no podrá ser
encausado por hechos anteriores y distintos a los que determinaron
la extradición, sin previa autorización del Peru;2) la modificación de
la calificación penal de los hechos también requerirá la autorización
del gobierno peruano: 3) el extraditado no podrá ser reextraditado, sin
autorización del Peru: y 4) los objetos, efectos, instrumentos y lo que
constituyan el cuerpo del delito y que ie hallen en poder del extraditado
podrrin ser remitidos al estado requirente.
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En estos casos es posible que se dicten medidas coercitivas que per-
mitan o faciliten la exüadición, como es el arresto provisorio o pre<xtra-
dición, con la intervención de la Fiscalía de la nación y de la Interpol.

5.2. La Extadición activa

En esta forma activa el Estado interesado es el Peru ¡ a instancia
de la Sala Penal de la Corte Suprema, podrá requerir la extadición de
un procesado, acusado o condenado al Estado en que dicha persona se

encuentra para que se someta y cumpla con la ley peruana.

Para los efectos del tr¿imite intemo se siguen determinados cri-
terios y las normas ya establecidas para la extradición pasiva. El pro-
cedimiento se inicia por el juez de la Investigación Preparatoria o Juez
Penal, de oficio o a pedido de parte; emite una resolución de extradición
activa donde deberá precisar los hechos de imputación, la calificación
legal, la pena conminada, los fundamentos que acreditan los hechos
delictivos y su vinculación con el imputado, la decla¡ación de ausencia
o contumacia, si fuera el caso, así como la orden de detención con fines
de extradición.

El juez formará el cuaderno respectivo acompañando principal-
mente, la documentación que acredite la ubicación del requerido en el
país requerido, y si el Tratado o la legislación interna de dicho país exige
prueba que fundamente la seriedad de los c¿¡rgos, los medios de investi-
gación o de prueba que lo justiflquen; se pueden adjuntar las normas de

derecho interno y los tratados que son aplicables al caso. El cuaderno

se eleva a la Sala Penal de la Corte Suprema, y si la resolución consul-
tiva es desfavorable, se devolverá lo actuado al juzgado de origen; si
es favorable, el cuaderno íntegro se remitirá al Ministerio de Justici4
el Gobierno emitirá pronunciamiento mediante Resolución Suprema,
pudiendo acordar si accede o deniega el pedido (art. 526).

Al igual que la extradición pasiva, si existiera peligro de fuga, el
juez podrá solicitar al Estado requerido, directamente, con conocimien-
to de la Fiscalía de la Naciór¡ y a través de la Interpol, que dicte orden
de arresto provisorio con fines de extradición (art. 527).
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ASISTENCI,A JUDTCI.AL INTERNACIONAL

Los casos de asistencia judicial internacional estiln referidos a
aquellos actos de cooperación internacional previstos en el art. 511
apartados b) a j) como son la asistencia para la notificación de las re-
soluciones y sentencias, la remisión de documentos, la realización de
indagaciones o inspecciones, el bloqueo de cuentas, incautaciones, el
haslado temporal de detenidos, entre otos actos (afi. 528). En todos
estos casos, la solicitud de asistencia judici al o carta rogatoria sólo
procederá cuando la pena privativa para el delito investigado o juzgado
no sea menor de un a¡io y siempre que no se trate de un delito sujeto
exclusivamente a la justicia militar.

La ley procesal establece los casos en los cuales se pueden de-
nega¡ las solicitudes de asistencia (^rt. 529) así como los requisitos y
tramite a seguir cuando la asistencia judicial se solicita a las autoridades
peruanas (art. 530) con intervención de la Fiscalía de la Nación, la que
tasladará las solicitudes al juez de la investigación preparatoria del lu-
gar donde se debe de llegar a cabo la diligencia (art. 532).

7. COOPERACIÓN CON LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

También existe en el nuevo proceso penal expresa regulación so-
bre la colaboración con la corte Penal Internacional. Dicha colabora-
ción comprende: a) Ia detención y entrega de personas; b) la detención
proüsional; y c) los actos de cooperación previsto en el art. 93 del Es-
tatuto de la corte Penal, considerándose ademrás los c¿rsos previstos en
el a¡t 551, inciso l, literales b) a m).

se establece que las solicitudes de cooperación serán recibidas vía
diplomática y remitidas inmediatamente a la Fiscalía de laNación, aún
cuando se puede dirigir dicho pedido directamente a la Fiscalía, la que a
su vez las remitirá al Juez de la Investigación Preparatoria si se trata de
un pedido de detención y entrega o de detención provisional y de los ca-
sos que le correspondan según el art. 511 citado. Pero corresponderá la
remisión al Fiscal cuando la cooperación consiste en l) la identificación
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y busqueda de persona u objetos; Z)latealizaciór de exhumaciones y el

examen de cadáveres y fosas comunes; y 3) la identificación y determi-

nación del paradero de bienes delictiüos. Si el pedido es de realización

de inspecciones, congelamiento o la incautación de bienes delictivos, el

Fiscal instará al Juez de la Investigación preparatoria dicte la resolución

correspondiente (art. 5 55).

Es necesario resalta¡ la obligación que tienen las autoridades na-

cionales, que participan en los actos de cooperación, de preservar el

secreto de las acfuaciones en que intervengan, cuando fuere neces*io y

el interés de la justicia lo exige.
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1.. AUTODECALIFICACIÓN/IMPROCEDENTE

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓN NO OI-2008

J LA LIBERTAD

AUTO DE CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN

(

Lima, quince de febrero de dos mil ocho.-

AUTOS y VISTOS; interviniendo como ponente el Vocal Supre-
mo señor Pariona Pastrana; el recurso de casación por inobservancia de

la garantía constitucional de carácter procesal y de las nonnas de carác-

ter procesal sancionadas con nulidad interpuesto por el abogado defen-

sor del encausado Juan Oswaldo Alvarez de la Cruz contra la sentencia
de vista de fojas ciento heint¿ y nueve, de veintinueve de noviembre
de dos mil siete; y CONSIDERANDO: Primero: Que, conforme al

estado del proceso y en aplicación a lo dispuesto en el apartado seis del
artículo cuatrocientos treinta del Código Procesal Penal de dos mil cua-

to, corresponde decidir si el recurso de casación esta bien concedido
-auto de fajas ciento cincuenta y cuatro, del once de diciembre de dos

mil siete- y si, en consecuencia, procede conocer el fondo del mismo;
que es de precisar que se ha cumplido con el tr¿i.mite de traslados res-
pectivos y el recurrente a cumplido con señalar domicilio procesal en
la ciudad de Lima dentro del plazo establecido de conformidad con el
artículo cuatrocientos treinta inciso cuatro. Segundo: Que, la inadmi-
sibilidad del recurso de casación se rige por lo normado en el artículo
cuatrocientos veintiocho y sus norrnas concordantes del Código Proce-
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sal Penal aludido cuyos requisitos deben cumplirse acabadamente para

que se declare bien concedido; que un presupuesto objetivo del recurso

es que se refiera a resoluciones impugnables en casación, a cuyo efec-

to es de precisal que es materia de rectuso de casación la sentencia

de vista de fojas ciento treinta y nueve que confiImó el extremo de la

sentencia de primera instancia expedida por el Juzgado Colegiado que

condenó al encausado Juan Oswaldo Alvarez de la Cruz como autor

del delito de tenencia ilegal de armas de fuego en agravio del Estado,

y revocaron la pena de ocho años, reformándola le impusieron doce

años de pena privativa de la libertad, confirmaron la reparación civil
impuesta de doscientos nuevos soles en mérito a que fue apelada por

el fiscal provincial a fojas setenta y seis y el recurrente a fojas setenta

y nueve, por lo que se cumple el presupuesto objetivo estatuido en los

apartados uno -sentencia definitiva- y dos literal "b" -el delito a que se

refiere la acusación escrita del fiscal tiene en su extremo mínimo una

pena privativa de libertad mayor a seis años- del artículo cuatrocientos

veintisiete del referido Código Procesal Penal además contra el fallo de

primera instancia el impugnante interpuso recurso de apelación porque

la sentencia de primera instancia le fue adversa asimismo invoca viola-

ciones de la ley que han sido deducidas también en los fundamentos de

su apelación, en consecuencia no se afectó el presupuesto del gravÍrmen

a que se refiere el artículo cuatrocientos veintiocho apartado uno literal

"d" parte in fine del Código Procesal Penal aludido. Tercero: Que el

recr¡rso cumple, semej antemente, los presupuestos formales conespon-

dientes de tiempo, lug*, modo y fundamentación; que el recurrente,

en principio, ha citado como motivo del recurso el inciso uno y dos del

artículo cuatrocientos veintinueve del Código Procesal Penal de dos

mil cuatro, y lo ha precisado como exige el apartado uno del artículo

cuatrocientos treinta de la Ley Procesal Penal, por lo que es del caso

analizar su coherencia o correspondencia intema a los efectos de su ad-

misibilidad, señala que tanto la sentencia del Primer Juzgado Colegiado

y la sentencia de vista tiene como sustento una prueba irregularmen-

te admitida -acta de registro personal e incautación de arma de fuego

(fojas seis del cuadernillo adjunto) en el cual no se respetó lo previs-

to en los artículos doscientos diez e inciso dos del artículo doscientos
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dieciocho del aludido Código, nolma legal que ctntaviene el a¡tículo

ocho del Título Preliminar del citado Código, nonnas estas de orden

público y de estricto cumplimiento toda vez que el fiscal no solicitó la

resolución confirmatoria de la citada acta al Juez de la Investigación

Preparatoria, consecuentemente le afectó la Ga¡antía Constitucional del

debido proceso que tiene todo justiciable y por ende el derecho a la tu-

tela jurisdiccionat efectiva, taxativamente previsto en el artículo ciento

teinta y nueve inciso tres de la Cart¿ Magna, Y que la Sala de Apelacio-

nes en su sentencia de vista tampoco conigió dicho enor, e inobservó el

principio del indubío pro reo en el sentido que al no tener la acta aludida

formalidades de ley, ni tampoco existe cetteza sobre las personas que

han intervenido en el acta de registro personal e incautación de fumas

de fuego dicha acta carecerá de eficacia como lo establece el artículo

ciento veintiuno del Código Piocesal Penal de dos mil cuatro lo que ge-

nera duda razonable a partir de lo cual afirma que se vulneró el debido

proceso al no declarar la nulidad del mismo. Cuarto: Que, ahora bien,

en primer lugar una adecuada o ineficiente investigación preparatoria

no determina la anulación del proceso sino el sobreseimiento o la abso-

lución del imputado, y, en segundo lug*, que la decla¡ación de nulidad

requiere de actos procesales realizados con defectos estructuIales de tal

naturaleza que le restan eficacia jurídica, ello en modo alguno puede

constituirse en causal de nulidad del presente proceso' habida cuenta

que en nuestro sistema procesal, la prueba se rige porque el juzgador

liene la libertad de evaluar los medios probatorios sin que estos ten-

gan asignados un valor predeterminado y que estos tienen la necesidad

á, ,", evaluados de forma global al momento de expedir la sentencia,

lo que ha ocurrido en el proceso subexamen, asimismo cabe indicar

quala tutela jwisdiccional efectiva no importa la obligación del órgano

jurisdiccional de admitir a trámite toda demanda ni que admitida a

L¿tnit tenga necesariamente que decla¡ar fundada; que' en dicho con-

texto, implica que el órgano revisor tiene que observar el debido proce-

so entre los que destacan los derechos al libre acceso a lajurisdicción

de defensa, a la prueba, a la motivación de las resoluciones judiciales, la

obtención de un resolución fundada en Derecho, a la pluralidad de ins-

tancias, plazos razonables lo que en el presente caso se han observado
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en consecuencia el reproche que se formula no tiene entidadcasacional,
esto es, no se cumple el presupuesto procesal objetivo que habilita el
recurso casacional, siendo aplicación el literal "c" del inciso uno del
artículo cuatrocientos veintiocho del Código Procesal Penal tantas ve-
ces citado. Por estos fundamentos: I. Declararon IMPROCEDENTE
por inobservancia de la garantía constitucional de carácter procesal y
de las norm¿u¡ de carácter procesal sancionadas con nulidad interpuesto
por el abogado defensor del encausado Juan Oswaldo Alvarez de la
Cruz; MANDARON se notifique a las partes apersonadas la presente

Ejecutoria.II. DISPUSIEROIT{ se devuelva el expediente al Tribunal de

Apelaciones. Hágase saber.-

s.s

SALAS GAMBOA / PONCE DE MIER / URBINA GANVINI / PARIONA PASTRANA /
ZECENARROMATEUS

7.- AUTODECALIFTCACIÓN/INADMISIBLE

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓN N" 07-2007

HUAURA

-AUTO DE CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN.

Lima, catorce de septiembre de dos mil siete.-

AUTOS y VISTOS; interviniendo como ponente el señor San Mar-
tín Castro; el recurso de casación por inobservancia de garantías constitu-
cionales de ca¡ácter procesal: debido proceso, tutelajuisdiccional y juez

legal interpuesto por los acusados Huco Ullsss Dis M¡un¡cto y Vfcron
R¡w Inun¡re GnncÍe contra la sentencia de vista de fojas cincuenta y
seis, del siete de junio de dos mil siete, que confirmando en un extemo y
revócando en otro la sentencia de primera instancia de fojas ciento treinta
y dos del cuaderno respectivo, del veintinueve de enero de dos mil siete,

los condenó como autores del delito de peculado en agravio de la Muni-
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cipalidad Distital de Santa Ma¡ia y el Estado, e impuso a Huco Liuses
Di¡z lvfruruqo cuatro a¡ios de pena privativa de übertad suspendida con-
dicionalmente, y a Vlcron Reú¡. Intnern Gencfe ües a¡1os de pena pri-
vativa de libertad suspendida condicionalmente, así como inhabilitación
por el plazo de tres años y el pago solidario de cuato mil nuevos soles
por concepto de reparación civil a favor del Estado y la Mwricipalidad
Distrital de Santa Maríq arazÁn de dos mil nuevos soles a cada entidad"
sin perjuicio de devolver la suma apropiada; y CONSIDERAITIDO: Pri-
mero: Que, conforme al estado de la causay en aplicación a lo dispuesto
en el apartado seis del artículo cuatocientos treinta del Nuevo Ccrligo
Procesal Penal, corresponde decidir si el recurso de casación está bien
concedido -auto de fojas ochenta, del veintisiete de junio de dos mil sie-
te- y si, en consecuencia" procede conocer del fondo del mismo; que se

ha cumplido con el támite de baslados respectivos y se han apersonado

a la instancia ambos rectnrentes, sin que el Ministerio Público y la a.-tora
civil hayan acompañado sus alegatos escritos. Segundo: Que la inadmi-
sibilidad del recurso de casación se rige por lo normado en el arnculo
cuatocientos veintiocho y sus normas concordantes del citado Código,
cuyos requisitos.deben cumplirse acabadamente para que se declare bien
concedido; que se ha recurrido una sentencia de üst4 que confirmando
en un exüemo y revocando en otro la sentencia de primera insanci4
condenó a los recurrentes como autores del delito de peculado. Tercero:

Que, sin embargo, desde el presupuesto procesal objetivo del recurso de

casación, se tiene que el apartado dos,literal b), del artículo cuatocientos
veintisiete del Nuevo Código Procesal Penal, dispone que las sentencias

son recr¡rribles en casación siempre que el delito más grave, en su elitre-
mo mínimo, tenga señalado en la Ley una pena privativa de libertad ma-
yor de seis arios; que el artículo tescientos ochenta y siete del Código Pe-
nal, modificado por la Ley número veinüséis mil ciento noventa y ocho,
establece para el peculado doloso pena privativa de libertad no menor de
dos a¡ios ni mayor de ocho años, que, por consiguiente, como el extremo
mínimo de dicho tipo legal no supera los seis años de pena privativa de
libertad, dicha sentencia no es susceptible de recurso de casación, situa-
ción que impide apreciar los demás presupuestos de admisibilidad [cabe
significar que si bien lo que se invoca es una presunta vulneración de
preceptos constitucionales y se cita el supuesto de casación por infracción

4.t9



450 E¡. xuevo PRocEso PENAL

de norma procesal, que presupone normas de rango ordinario, se ftata de
r¡n error obviamente superable en virtud de la doctin4 ya asumida por
esta Sala de Casación, de la voluntad impugnatival. Cuarto: Que si bien
el apartado cuato del artículo cuatrocientos veintisiete del Nuevo Có-
digo Procesal Penal permite que, excepcionalmente, pueda aceptarse el
recwso de casación fuera de las resoluciones que enumeran los apartados
anteriores del cit¿do artículo, ello estiá sujeto a que se estime imprescin-
dible para el desanollo de la dochina jurisprudencial, y que el recurrente
consigne adicional y puntualmente las razones que justifican el desarro-
llo de la doctrina jurisprudencial que pretende, con arreglo al apartado
tes del artículo cuatrocientos treinta del Nuevo Código Procesal Penal;
que, en el presente caso, los impugnantes no han explicado acabadamente
porqué estiman que el artículo diecisiete del Decreto Legislativo número
novecientos cincuenta y ocho vulnera garantías constitucionales y por
tanto que se debió inaplicar para proceder de ese modo con arreglo al an-
tiguo Código de Procedimientos Penales, hecho por lo dem¿ís inaceptable
en tanto se desconoce abiertamente los principios y reglas derivadas que
infomran las normas de transición o derecho procesal intertemporal, en
cuya virtud es plenamente lícito -sin perjuicio de otras opciones legisla-
tivas, como la finalmente asumida por el legislador nacional al modificar
el modelo de transición procesal penal- disponer la adaptación a un nue-
vo sistema procesal vencidas determinadas etapas procesales, lo que en
modo alguno limita los derechos a la tutela, defensa procesal y debido
proceso; es más, la causa -en virtud de la adecuación al nuevo sistema- ha
merecido dos instancias a plenitud, se ha realizado Íntegramente el juicio
oral en primera instancia y se abrió una segunda instancia con arreglo
al nuevo sistema procesal, de carácter amplio y con posibilidades m¿ís

variadas de intervención para las partes. Quinto: Que si bien las costas
senín pagadas por quien interpuso un recurso sin éxito, no se advierte que

obró contemeridad o mala fe, por lo que es de aplicación el apartado dos,
literal a), del artículo quinientos uno del Nuevo Código Procesal Penal.
Por estos.fundamentos: I. Declararon INADMISIBLE el recurso de casa-
ción por inobservancia de garantías constitucionales de carácter procesal:
debido proceso, tutela jurisdiccional y juez legal interpuesto por los acu-
sados Huco Ul-nes Di¡z Mauzucro y VÍcron Rew Inunere GencÍn contra
la sentencia de vista de fojas cincuenta y seis, del siete de junio de dos mil
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siete. II. EXONERARON en el pago de las cost¡s de la tamitación del
recurso de casación a los acusados Huco Uuses Diez Meuzucro y Vfcron
Rnw InunEre G¡ncÍe. III. DISPUSIERON se devuelva los actuados al
Tribunal de origen; hágase saber.-

ss.
SALAS GAMBOA/ SAN UERTrN CESTRO / PRADO SALDARRIACEI PNÍNCIPE TRU-
ilLLO I I.JRBINAGANVINI

3.. AUTO DE CALIFICACIÓN / BIEN CONCEDIDO . INADIVtrSIBLE

SALA PENAL PERMANENTE CA-
SACIÓN N" OI-2007

HUAURA

.AUTO DE CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN-

tima, diecisiete de mayo de dos mil siete.-

AUTOS y VISTOS; interviniendo como ponente el señor Sa¡r

Martín Castro; el recurso de casación por errónea interpretación de la
ley penal y por defecto de logicidad interpuesto por la señora FiscalAd-
junta Superior de Huaura contra el auto de vista de fojas ciento cuarenta

y ocho, del veintiséis de enero de dos mil siete, que revocando el auto

de primera instancia dictado en audiencia por el Juez de la Investiga-

ción Preparatoria de fojas ciento tres, del veintidós de diciembre de dos

mil seis; y CONSIDERAI.IDO: Primero: Que, conforme al estado dela
causa y en aplicación a lo dispuesto en el apartado seis del artículo cua-

tocientos teinta del nuevo Código Procesal Penal conesponde decidir
si el recurso de casación está bien concedido y si procede conocer el
fondo del mismo. Segundo: Que la admisibilidad del recurso de casa-

ción se rige por lo normado en el a¡tículo cuatrocientos veintiocho y sus

nonnas concordantes del citado Código Procesal Penal; que un presu-
puesto objetivo del recurso es que se refiera a resoluciones impugnables
en casación, a cuyo efecto es de precisar que es materia de recurso un
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auto expedido en apelación por la Sala Penal Superior que se pronuncia

sobre una medida coercitiva personal; que, siendo así, es eüdente, en

primer lugar, que no se tata de una resolución que pone fin al proce-

dimiento penal y, por ende, tampoco causa un gravamen irreparable,
en tanto que no resuelve sobre el objeto procesal; y, en segundo, que

no corresponde el motivo de casación sobre infracción de ley previsto

en el artículo cuahocientos veintinueve, inciso tes, del citado Código
porque la impugnación no está enderezada a cuestionar una errónea

interpretaqión de la ley penal material, causante de anulación de la re-
solución judicial, sino miás bien a denunciar la inobservancia de una

norma procesal penal, como son los preceptos sobre prisión preventi-

va. Tercero: Que los fundamentos anteriores justifica¡ían inadmitir el

recurso de casación planteado, sin embargo es del caso hacer uso de la
facultad que autoriza el apartado cuatro del artículo cuatrocientos vein-
tisiete del nuevo Código Procesal Penal, en tanto que se trata de fijar
un criterio interpretativo de carácter general acerca de las relaciones
y posibilidades procesales resultantes entre la detención -como medi-
da provisionalísima- y la prisión preventiva -como medida provisional
más estable-, ambas de marcada relevancia constitucional al estar coim-
plicado el derecho a la libertad personal. Cu¡rto: Que, no obstante ello,
en función al carácter tasado de los motivos de casación es de precisar

que el cauce procesal que corresponde al caso sub materia es el previsto

por el artículo cuatrocientos veintinueve, inciso dos, del nuevo Código

Procesal Penal, y, en consecuencia, sobre ese motivo debe incidir el

examen casacional; que a estos efectos es de asumir la concepción de la

denominada "voluntad impugnativa", atento al contenido o fundamen-

tación y a la pretensión hecha valer mediante el presente recurso -que,

por lo demás, ha cumplido con las exigencias formales del apartado uno

del artículo cuatrocientos teinta del código acotado-, que incide pun-

tualmente en los alcances del cumplimiento de las normas procesales

por el órgano jurisdiccional causantes de nulidad del auto de vista, por
lo que, en aras de hacer efectivo el derecho a la tutela jurisdiccional,

que obliga a una interpretación no formalista de los requisitos de todo

recurso impugnatorio, cabe entender que el recurso en cuestión tiene

como motivo especifico el previsto en el inciso dos del citado artículo

cuatrocientos veintinueve del nuevo Código Procesal Penal. Quinto:
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Que, de otro lado, se ha alegado como segunddmotivo de casación la
manifiesta ilogicidad de la motivación del auto recurrido resaltando la
incorrección del razonamiento del órgano jurisdiccional en orden a las
exigencias jurídicas para dictar el mandamiento de prisión preventiva;
empero, ese motivo casacional sólo procede respecto de la valoracién
de la prueba, es un contol externo de la exigencia de motivación racio-
nal de la prueb4 por lo que no cabe extenderla al examen de las nonnas
jurídico procesales, a cuyo efecto el cauce idóneo, ya hecho valer inclu-
so, es el de "indebida aplicación, enónea interpretación o una falta de
aplicación" de la norna procesal. Por estos fundamentos: L Declararon
BIEN coNCEDIDo el recurso de casación por la causal prevista en
el inciso dos del artículo cuatocientos veintinueve del nuevo código
Procesal Penal. II. Declararon INADMISIBLE el citado recurso por la
causal estatuida en el inciso cuatro de la citada nonna. III. DISpusIE-
RoN que la causa pennanezca en Secretaria a disposición de las parres
por el plazo de diez días. Hágase saber.-

S.S.

SALAS GAMBOA/ SEN U¡RTÍW CASTRO / LECAROS CORNEJO / PRINCIPE TRUJI.
LLO / URBINA GA}WINI

SENTENCIA DE CASACIÓN / FUNDADO

SAIA PENAL PERMANENTE
CASACIÓN N" OI.2OO7

HUAURA

SENTENCT,A DE CASACIÓN

Lima, veintiséis de julio de dos mil siete.-

vISTos; en audiencia pública; el recurso de casación por inob-.
servancia de norma procesal inter^ouesto por ia señora FISCAL AD-
JUNTA suPEzuoR DE HUAURA. conr¡a el ir¡r:*'r de vista de fojas cien-
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to cuarenta y ocho, del veintiséis de enero de dos mil siéte -y no dos
mil seis como erróneamente se ha consignado-, que revocando el auto
de primera instancia de fojas ciento tres, del veintidós de diciembre de
dos mil seis, declaró improcedente el requerimiento fiscal de prisión
preventiva. Interviene como ponente el señor San Martín Casto.

FUNDAMENTOS DE T{ECHO

I. Del itinerario del incidente en primera instancia.

PRIMERO: El señor Fiscal Provincial de Huaura mediante re-
querimiento de fojas ochenta y seis, del veinte de diciembre de dos mil
seis, cursado al señor Juez de la Investigación Preparatoria de Huaura,
solicitó se dicte la medida de coerción personal de prisión preventiva
contra Jimmy Edinho Cavero Ramírez, Margarita Ramírez Ramos y
Anyela Cinthia Cavero Ramírez, al amparo de los artículos doscien-
tos sesenta y ocho y doscientos setenta y uno del Nuevo Código Pro-
cesal Penal, quienes üenen formalizada investigación preparatori4 el
primero, por delitos de secuestro y violación en agravio de la menor
R.K.R.O; y, las dos restantes, por delito de falsedad en juicio en agra-
vio del Estado.

SEGUNDO: El señor Juez de la Investigación Preparatoria me-
diante decreto de fojas noventa y seis, del veintiuno de diciembre de
dos mil seis señalé fecha para la audiencia de prisión preventiva. La
audiencia se realizó al día siguiente sin la concurencia de los impu-
tados, pero con la asistencia de sus abogados defensores de confianza.
Intervino en la audiencia el señor Fiscal Provincial requirente.

El debate se concretó en la posibilidad de realizar la audiencia de
prisión preventiva sin la concwrencia de los imputados y sin antes ha-
berse dictado o en su caso efectivizado mandato de detención prelimi-
nar. Contra el imputado Cavero Ramírez, previamente se había dictado
mandato de detención preliminar -sin que haya podido concretarse-.
Las encausadas Ramírez Ramos y Cavero Ramírez no han sido posibles
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de tal medida provisionalisima porque el conespbndiente requerimien-
to fiscal fue rechazado por el Juez de la causa.

TERCERO: El señor Juez de la Investigación preparatori4 en
ese acto, dictó el auto corriente a fojas ciento tres que declaró infunda-
do el pedido de la Fiscalía Provincial de realización de la audiencia de
requerimiento de prisión preventiva, sin presencia de los imputados.

conta esa resolución recurrió la citada Fiscalía provincial por es-
crito de fojas ciento seis y el actor civil por escrito de fojas ciento trece.
Ambas impugnaciones fueron concedidas.

il. Del trámite recwsal en segunda instancia.

CUARTO: El Superior''Tribunal por resolución de fojas ciento
teinta y cuatro, del quince de enero de dos mil siete, señaló fecha para
la audiencia de apelación. Ésta se realizó, conforme al acta de fojas
ciento cuarenta y cinco, del veintiséis de enero de dos mil siete, con la
intervención del Fiscal superior, el abogado defensor de oficio del im-
putado, la defensora de confianza de las encausadas, y la asistencia de
estas últimas: Margarita Ramírez Ramos yAnyela Cinthia Cavero Ra-
mírez. En la audiencia se expidió tanto el auto de fojas ciento cuarenta y
siete, del veintiséis de enero de dos mil siete, que declaró inadmisible la
apelación del actor civil, cuanto el auto de vista de fojas ciento cuarenta
y ocho, de la misma fecha, que absolvió el grado.

QUINTO: El auto de vista recurrido en casación, por mayoría,
revocó la resolución del Juez de la Investigación Preparatoria que de-
cla¡ó infundado el pedido del Fiscal para la realización de la audiencia
de prisión preventiva; y, reformándol4 lo declaró improcedente. preci-
só, a su vez, que el Señor Fiscal puede instar la prisión preventiva en su
debida oportunidad con arreglo a ley.

El voto singular estimó, en principio la procedencia del pedido del
Ministerio Público, pero como no se había notificado a las partes en for-
ma oporfuna, debía anularse la resolución ie primera instancia y dispo-
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nerse que el Juez de la Investigación Preparatoria realice nue\¿a audiencia
de prisión preventiva con el emplazamiento oportuno a las partes.

m. Del trámite del recurso de casación de la señora Fiscal Adjunta
Superior.

SEXTO: Notificado el auto de vista, la señora FiscalAdjunta Su-
perior interpuso recurso de casación mediante escrito cle fojas ciento
setenta. Introdujo dos motivos de casación: errónea interpretación de

la ley penal y defecto de logieidad. Concedido el recurso por auto de

fojas ciento setenta y ocho, del quince de febrero de dos mil siete, y
presentado argumentos adicionales por escrito de fojas ciento nov€nta y
tes, aceptados por resolución de fojas doscientos uno, del veintiuno de

febrero de dos mil siete, se elevó el cuaderno a este Supremo Tribunal
con fecha siete de marzo de dos mil siete.

SÉpffUO: Cumplido el trámite de traslados a las partes recurri-
das, esta Supréma Sala mediante Ejecutoria del diecisiete de mayo de

dos mil siete, en uso de su facultad de corrección, sólo admitió a trámite
el recurso de casación por el motivo de inobservancia de norrna proce-

sal -previsto en el inciso dos del artículo cuatrocientos veintinueve del

Nuevo Código Procesal Penal-, así como declaró inadmisible el citado
recurso por el motivo de defecto de logicidad.

OCTAVO: Instruido el expediente en Secretaría, señalada fecha
para la audiencia de casación el día de la fecha, instalada la audiencia y
realizados los pasos que corresponden conforme al acta que antecede,

con intervención del señor Fiscal Supremo Adjunto, el estado de la cau-

sa es la de expedir sentencia.

NOYENO: Deliberada la causa en secreto y votada el mismo
día, esta Suprema Sala cumplió con pronunciar !a presente sentencia de

casación, cuya lectura en audiencia pública -con las partes que asistan-

se realizará por la Secretaria de la Sala el día seis de agosto próximo a
horas nueve de la mañana.
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FUNDAMENTOS DE DEREEHO

PRTMERO: conforme ha sido establecido por la Ejecutoria
suprema de fojas catorce, del cuaderno de casación, del diecisiete de
mayo de dos mil siete, el único motivo de casación admitido es el de
inobservancia de norma procesal. Al respecto la señora Fiscal Adjunta
superior sostiene en sus recursos formalizados de fojas ciento setenta
y ciento noventa y tres -mas allá de su confusa argumentación- que no
es necesario para requerir prisión preventiva que antes se haya solicita-
do y obtenido mandato de detención preliminar; que los presupuestos
materiales del pedido de prisión preventiva no incorporan la necesidad
de que el imputado esté presente o haya sido previamente detenido; y
que lo írnico consustancial a la audiencia de prisión preventiva es que
se garantice el derecho de defensa.

SEGLIIYDO: El auto de vista impugnado en casación precisa ro
siluiente:

A. Que el Fiscal Provincial requirió la medida de detención prer!
mina¡ contra el imputado Jimmy Edinho Cavero Ramírez el die-
ciocho de noviembre de dos mil seis, la cual fue concedida ese
mismo día por el Juez de la Investigación Preparatoria. con fecha
catorce de diciembre de dos mil seis el Fiscal Provincial dictó la
Disposición de Formalizacióny continuación de la Investigación
Preparatoria conha el cit¿do imputado Jimmy Edinho Cavero Ra-
mírezpor delitos de secuestro y violación en agravio de.la menor
R.K.R.O. y contra Margarita Ramí¡ez Ramos y Anyela Cinthia
Cavero Ramírez por delito de falsedad en juicio en agravio del
Estado, no obstante que el día anterior había requerido contra las
dos últimas mandato de detención preliminar y que había sido re-
chazado. El veinte de diciembre de dos mil seis el Fiscal provin-
cial solicitó al Juez de la Investigación Preparatoria mandato de
prisión preventiva para los tes imputados que no fue aceptado-,
y con fecha nueve de enero de dos mil siete formuló acusación
contra los tres encausados. sin que al dictar la primera Disposición
haya ordenado la realización de diligencias de investigación.
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Que, ahora bien, conforme al artículo doscientós sesenta y cua-
tro apartado uno del Nuevo código Procesal penal, para que el
Fiscal requiera prisión preventiva el imputado debe áncontrarse
detenido -en flagrancia por la policía, arresto ciudadano o preli-
minarmente por orden judicial-.

Que conta el imputado Jimmy Edinho cavero Ramírez el Juez
de la Investigación Preparatoria, a instancia del Fiscal provincial,
dictó mándato de detención preliminar, pero no se efectivizó, al
punto que el citado encausado se fugó al extranjero. contra las
encausadas Anyela cinthia cavero Ramírez y Margarita Ramírez
Ramos el Fiscal también solicitó mandato de detención prelimi-
nar' pero fue rechazado por el Juez de la Investigación prepara-
toria, mediante resolución que no fue impugnada por el Fiscal
requirente.

Que para que se requiera prisión preventiva por primera vez es
necesario que el impurado esté detenido por la policía mediando
flagrancia o por orden detención preliminar del Juez. Ademas, la
audiencia de prisión preventiva se debe cerebrar con la concu-
rrencia obligatoria del Fiscal, del imputado y de su defensor. si
bien el artículo doscientos setenta y uno apartado dos del Nuevo.
código Procesal Penal establece que cuando el imputado se niega
a estar presente en la audiencia será representado por su abogado
defensor o el de oficio, debe entenderse que tiene que encontrarse
detenido y en esa condición negarse a concurrir a la audiencia.
Distinta es la situación -insiste el rribunal de Apelación- cuando
ya existe formalización de la investigación preparatoria y al im-
putado se le ha impuesto medida de comparecencia, en cuyo c¿rso
se podrá solicitar la diligencia de variación de dicha medida por
la de prisión preventiva. Además -entiende el Tribunal.superior-,
si se rechazó la medida de detención preliminar o no se iolicitó
medida alguna contra un imputado ya no se puede requerir man-
dato de prisión preventiva al no tener la condición de detenido,
sólo puede instarse la medida de comparecencia restrictiva o im-
pedimento de salida del país.

B.

c.

D.
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TERCERO. La situación de hecho, objeto de subsunciónjurídica"

estii claramente defrnida; y, por lo demas, no corresponde a este Tribunal

de Casación examina¡la o, en su caso, variarla, por expreso mandato del

artículo cuatocientos treinta y dos apartado dos del Nuevo Código Pro-

cesal Penal. Es de puntualizar, al respecto, que el recurso de casación por

su propia natualeza no constituye una nueva instancia y es de cognición

limitad4 concentado en la questio izrls. Por lo demás, la denominada

"casación formal o por quebrantamiento de forma" est¿í centada en revi-
sar si el órgano jurisdiccional cumplió o no con las normas jurídicas que

rigen el procedimiento, o la estructura y ámbito de las resoluciones que

emitan en función a la pretensión y resistencia de las partes.

Por consiguiente, para el análisis del recurso se tiene lo siguiente:

A. Que el Fiscal Provinciaf había iniciado diligencias preliminares a

raíz de un secuestro y ulterior abuso sexual violento que sufrió la
menor R.K.R.O., de dieciséis años de edad, en la que comprendió

tanto a Jimmy Edinho Cavero Ramírez, sindicado como el se-

cuestrador y agresor sexual, cuanto a Margarita Ramírez Ramos

y Anyela Cinthia Cavero Ramírez, por proporcionar a sabiendas

versiones falsas para confundir a la justicia acerca del paradero

del imputado Jimmy Edinho Cavero Ramírez.

B. Que, en sede de diligencias preliminares, el Fiscal solicitó lamedi-

da de detención preliminar contra los tes imputados, pero el Juez

de la Investigación Preparatoria sólo aceptó dictarla conta Jimmy

Edinho Cavero Ramírez, orden que finalmente no se efectivizó, al

purto que el citado encausado pudo huir hacia laArgentina.

C. Que, posteriormente, el Fiscal Provincial dictó la Disposición de

Formalización y Continuación de la Investigación Preparatoria

contra los tres inculpados, luego requirió mandato de prisión pre-

ventiva -objeto de recurso de casación'y, finalmente, formuló
acusación contra los tres.

D. Que a la audiencia. de prisión preventiva, en primera instancia,

no asistieron los encausados -imposible de parte del imputado

Jimmy Edinho Cavero Ramírez por haber huido a la Argentina-
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pero sí sus abogados de confianza. En la audienciade apelación
asistieron las encausadas por delito de farsedad en juicio, el abo-
gado defensor de oficio del imputado Jimmy Edinho cavero Ra-
mfuez y la abogado de confianza de las otras dos inculpadas. En
ambas audiencias el debate se circunscribió a la posibilidad legal
de solicita¡ la prisión preventiva y al debido u oportuno emplaza-
miento de las dos encausadas.

cuARTo: La medida de coerción personal de prisión preven-
tiva est¿í regulada en el rítulo III de la sección III del Libro Sigundo
del Nuevo código Procesal Penal. concretamente, los presupuestos
materiales y formales, que determinan su imposición, alavezque el
t¡imite para dictarla, están previstos en el capítulo I del referito Tí-
tulo, que consta de cuatro artículos: del doscientos sesenta y ocho al
doscientos setenta y uno.

No constituye presupuesto material de dicha medida personal,
como claramente fluye del artículo doscientos sesenta y ocho del Nuevo
código Procesal Penal, que el imputado se encuentre sujeto a la medida
provisionalísima de detención, en cualquiera de sus modalidades. La
Ley sólo exige implícitamente, por la propia naturaleza de una medida
de coerción procesal de intensa limitación de derechos fundamentales,
de presupuestos materiales miis rigurosos, y de efectos temporales m¿is
intensos, como es la prisión preventiv4 que sólo pueden tener lugar en
los ámbitos de una investigación preparatoria formal, vale decir, que
se haya dictado la Disposición de Formalización y continuación de la
Investigación Preparatoria a que hace referencia el artículo Eescientos
treinta y seis del Nuevo código Procesai penal [sólo por esa circunstan-
cia es lógico que el artículo doscientos sesenta y cuatro, apartado uno,
del Nuevo código Procesal Penal, insista que luego de la detención po-
licial de oficio o preliminar judicial el pedido de prisión preventiva está
condicionada a la "...continuacíón de /as investigaciones...',, esto es,
como no puede ser de otra forma, a la mencionada Disposición Fiscal];
¡ además, para que el Fiscal pueda obtener una decisión favorable del
Juez de la Investigación Preparatoria, se debe probar la concurrencia
de los presupuestos establecidos en el apartado uno, y en su caso el
dos, del artículo doscientos sesenta y ocho delNuevo código procesal
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Penal. No existe, ni puede configurarse pretoriañá o judicialmente, pre-
supuesto adicional, al que dicha norna prevé.

Por consiguiente, el imputado contra quien se soricita mandato de
prisión preventiva puede encontrarse en muy diversas situaciones pro-
cesales. Así, puede estar detenido policialmente en los supuestos de fla-
grancia delictiva o por previo arresto ciudadano o detenido preliminar-
mente por ordenjudicial, conforme a los artículos dosciento cincuentay
nueve, doscientos sesentay doscientos sesentay uno del Nuevo código
Procesal Penal. Asimismo, puede enconta¡se, de facto, en la condicién
de no habido -sea que se hubiera fugado antes de ser capturado en fla-
grancia por la policía o que ésta, pese al mandato judicial de detención
preliminar, no haya podido capturarlo- o sin medida coercitiva penonal
alguna porque el Fiscal no lq solicitó ante el Juez de la Investigación
Preparatoria, sea por la razón'que fuere.

QUINTO: El Tribunal de Alzada, como fluye del auto recurrido,
taza una vinculación estricta entre detención y prisión preventiv4 y a
partir de ese entendimiento estima que es imprescindible a la prisión
preventiva -y condición para su imposición- la medida de detención, de
suerte que si ésta no tiene lugar, porque no se efectivizó o se desesümó,
no es posible solicitar aquélla y menos concederla.

Ese entendimiento no es correcto. La detención, si bien es una
privación de libertad provisionalísima -caracterizada por su brevedad y
su limitación temporal- de naturaleza estrictamente cautelar -evitar l¿
posibilidad de fuga o elusión de los efectos de lajusticia- y dispuestapor
la Policía o por el Juez de la Investigación Preparatoria, cuya funeión
es tanto asegurrir a la persona del imputado cuantg garantizar la futura
aplicación del iuspnniendi mediar*e la realización inmediata de actos
de investigación urgentes o inaplazables -por ejemplo, y en la perspec-
tiva de individualizar a los responsables del hecho delictivo e irnpedir
además el ocultamiento y destrucción de huellas o pruebas del delito:
interro gatorio, rec ortocimientos, pericias forense s-, amén de sustentada
en supuestos notorios de evidencia delictiv4 tales como la flagrancia,
o, según el caso, razones plausibles de comisión delictiva [sospechas o
indicios concretos y determinados de que una persona ha cometido un
delito]; no es. en principio, un medida necesaria o imprescindible para
que se dicte. ulteriormente, mandato de prisión preventiva.
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La prisión preventiv4 como fluye de ras normas Lntes citadas,
es una medida coercitiva personal, estrictamente jurisdiccional, que se
adopta a instancia del Ministerio Público y en el seno de un proceso
penal debidamente incoado, siempre que resulte absolutamente impres-
cindible, que persigue conjugar un peligro de fuga o un riesgo de ócul-
t¿ción o destrucción de las fuentes de prueba [no se le puede atribuir el
papel de instrumento de la investigación penal ni tiene un fin punitivol.
Est¿i sometida, en comparación con la detención, y prevista para un
período de tiempo más lato, a requisitos más exigentes -cuyo eje es la
probabilidad positiva de la responsabilidad del imputado, la comisión
del delito por él-, tanto desde la intensidad de la imputación necesaria
para dictarla cuanto desde la propia configuración y valoración de los
peligros que lajustifrcan -sometida con más rigurosidad formal y mate-
rial a los principios de necesidad y de motivación-.

Siendo así, tal y como está prevista la detención en el Título II
de la Sección III "Las medidas de coerción procesal", responde tanto a
la necesidad imperiosa de poner fin a la ejecución de un áeüto o hacer
cesar sus efectos lesivos inmediatos, como a la urgencia de garanti-
zar La presencia judicial del imputado -evitando su fuga- y de realizar
con el concurso de aquél actos de investigación y de aseguramiento
in4plazables -carácter adicional de erigirse en un acto de investigación
indirpcto-. En consecuencia, esta medida cautelar personal y provisio-
nalísima será o no necesaria según las características y entidad del caso
concreto, y su pedido judicial -detención preliminar y, de ser el caso,
ulterior convalidación extensiva, a que hace referencia el artículo dos-
cientos sesenta y seis del Nuevo código procesal penal- corresponderá
exclusivamente a la estrategia y planteamiento de la investiga.ión qu.
autónomamente, y bajo su responsabilidad, decida el Fiscal provincial.

SEXTO: Es cierto, desde luego, que una vez que se detenga po-
licialmente a una persona -ver artículos doscientos cincuenta y nueve y
doscientos sesenta apartados dos del Nuevo código procesal penal- o
cuando el Juez de la Investigación prepararori4 a insrancia del Fiscal,
dicte y se ejecute-una medida de detención preliminar -ver artículo dos-
cientos sesenta y uno del Nuevo código procesal penal-, el régimen legal
o situación jurídica del imputado y de las diligencias preliminares -dada
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la limitación del derecho fuirdamental a la libertad personal- están seve-
ramente circunscriptas y sometidas a reglas de procedimiento específi-
cas, a tenor de los artículos doscientos sesenta y cuatro y siguientes del
Nuevo código Procesal Penal -que incluso puede dar lugar a un pedido
de convalidación de la detención, a su extensión temporal, conforme al
artículo doscientos sesenta y seis-. Sin embargo, ello no da pie a inferir
que siempre es del caso pedir detención preliminar en aras, luego, de ins-
tar la prisión preventiva; y, menos, que si se intenta esa medida provisie
nalísima y el Juez no la acepta, esta vedado requerir la medida de prisión
preventiva en una oporhrnidad posterior de incorporarse -claro está- más
elementos de investigación o de prueba en orden a los presupuestos que
la condicionan -artículo doscientos cincuenta y cinco apartado dos del
Nuevo código Procesal Penal-. como se ha indicado, el artículo dos-
cientos r"r.ntu y ocho del NuJvo código procesal penal, que regula los
presupuestos materiales para dictar dicha medida provisional personal,
no lo impone, ni por su propia lógica institucional podía hacerlo.

sÉPTIMo: La audiencia de prisión preventiva, regulada por los
apartados uno y dos del artículo doscientos setenta y uno del Nuevo
código Procesal Penal, prevé varias exigencias para que pueda emitirse
válidamente un mandato de prisión preventiva o, alternativamente, una
medida de comparecencia restrictiva o simple -ver apartado cuatro-.
son: a) requerimiento o solicitud del Ministerio público; b) realización
de la audiencia de prisión preventiva dentro del plazo legal de las cua-
renta y ocho horas siguientes a su requerimiento; ¡ c) concurrencia a
la audiencia del Fiscal requirente, del imputado y de su defensor -si no
asiste el defensor de confianza o el imputado no lo tiene se le reernplaza
en el acto o interviene el defensor de oficio-.

Es particularmente importante, a todos los efectos, la regla incor-
porada en el penúltimo extemo del apartado dos del examinado artículo
doscientos setenta y uno del Nuevo código procesal penal: ,....si el im-
putado se niega por cualquier motivo a estar presente enla audiencia,
será representado por su abogado o el defensor de ofcio, según sea el
caso". No es. pues, absoluta Ia necesidad de presencia del imputado en
la audiencia de prisión preventiva; es sí, necesaria, su debida citación
en su domicilio real o procesal -si ic hubiere señai¡do-, o su conducción

463



464 Er- vuevo pRocEso pENAL

al Juzgado cuando esté efectivamente detenido [con ello se cumple el
principio dc contadicción, se hace efectiva la glantía de tutela juris-
diccional -en cuanto acceso al proceso- y se afirm4 a su vez, ta garantia
de defensaprocesal]. si el imputado se niega a asistir, seaporque huyó,
porque no es habido -lo que denora imposibilidad materialiet iu."pla
emplazarlo- o porque, sencillamente, no quiere hacerlo -en ejercicio de
su derecho material de defensa, a su propia estrategia procesal o por
simple ránimo de sustracción o entorpecimiento pro.""rul'-, la audiencia
se lleva a cabo con la representación técnica dei abogado defensoE de
confianza o de oficio.

Lg expuesto permite entender en su justo alcance (i) la situación del
rmputado previa al pedido de prisión preventiva -pu"o.L'rt* o no deteni-
do-' (ii) los presupuestos para la expedición de la resolución de citación
para la realización de la audiencia reqpectiva -el juicio de admisibilidad
esüí condicionado a la existencia de un imputado en estricto sentido, que
contra él se haya dictado una Disposición de continuación y Formali,a-
ción de la Investigación preparatoria-, y fiii) las exigencias para Ia pro_
pia instalación y desarrollo de ra audiencia -citaciói debida" presencia
obügatoria del Fiscal y del abogado defensor, y, en caso de ausencia del
imputado, constatación previa de una situaciónde inasistencia voluntaria
por ftizones derivadas de su actitud anterior a la convocatoria a la audien_
cia (ausencia, contumac¡a fuea o no presencia pese a su emplazamiento
a los actos de investigación) o como consecuencia de una decisión, inten-
cional o negligente, de inconcurrencia ante la citación judicial-.

ocrAVo: En virtud a lo precedentemente expuesto, es de con-
cluir Que el Tribunal de Alzad4 al igual que el Juez áe h Investigación
Preparatori4 inobservaron las exigencias establecidas por el a¡tículo dos-
cientos sesentay ocho del Nuevo código procesal pen¡ y tergiversaron
Ios alcances de los artículos doscientos sesenta y uno y doscientos se_
sentay cuatro del mismo código en relación con la normaanteriormente
citada [el Tribunal de Apelación, incluso, asumió la existencia de un
presupuesto formal del pedido de prisión preventiva: el previo mandato
ejecutado de detención preliminar, sin base legal que Io'ampare]. sobre
esa consideración, el Juez de la Investigación preparuto.iaiimitó inde-
bidamente el ámbito de la audiencia de prisión preventiva y no decidió
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sobre el fondo del asunto, sin dar pie además, pese a ser el objeto central

de la mism4 a un debate oral sobre el mérito del requerimiento fiscal.
Por ello, y como hace falta realizar en fonna la audiencia de prisión pre-
ventiva con las citaciones correspondientes, la estimación del recurso de

casación sólo hae consigo un juicio rescindente -artículo cuatocientos
üeinta y tres apartado uno del Nuevo Codigo Procesal Penal-.

DECISIÓN

Por estos fundamentos:

Declararon FUNDADO el recurso de casación por inobservan-
cia de norna procesal -artículo cuatrocientos veintinueve, inciso
dos, del Nuevo Código Procesal Penal- interpuesto por la señora

FISCAL ADJIJNTA SUPERIOR DE HUAURA contra el auto de

vista que revocando el auto de primera instancia declaró impro-
cedente el requerimiento fiscal de prisión preventiva. En conse-

cuencia: NULO el auto de vista de fojas ciento cua¡enta y ocho,

del veintiséis de enero de dos mil siete, e INSUBSISTENTE el
auto de primera instancia de fojas ciento tres, del veintidós de

diciembre de dos mil seis.

ORDENARON que el Juez de la Investigación Preparatoria rea-

lice la audiencia de prisión preventiva y, cumplidas las formali-
dades correspondientes, dicte r¡na resolución sobre el fondo del

asunto.

DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria se lea en au-

diencia pública por la Secretaria de esta Suprema Sala Penal; y,

acto seguido, se notifique a todas las partes apersonadas a la ins-
tancia, incluso a las no recurrentes.

MANDARON que cumplidos estos trámites se devuelva el pro-
ceso al órgano jurisdiccional de origen, y se archive el cuademo

de casación en esta Corte Suprema.

Ss.

SALAS GAIVfBOA/ SAN MARTÍN CASTRO ¡ PNÍ}¡CIPE TRUJILLO / CALDERON CAS.

TILLO/ URBNAGAWINI
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5.. AUTO DE CALIFICACIÓN / BIEN CONCEDIDO

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓNN" 09-2007

HUAURA

-AUTO DE CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN.

Lima, nueve de noviembre de dos mil siete.-

AUTos y vISToS; interviniendo como ponente el señor San
Martín castro; el recurso de casación por inobservancia de garantías
constitucionales de carácter procesal: principios de inmediación y de
contradicción, y la garantía de igualdad -igualdad de armas- interpuesto
por la agraviada de iniciales K.N.A.R contra la sentencia de vista de
fojas setenta y unot del cuaderno de apelación, del treinta y uno de julio
de dos mil siete, en el extremo que confirmando la sentencia de primera
instancia de fojas doscientos diecinueve, del cuademo de debate, del
dieciséis de mayo de dos mil siete, absolvió a carlos Alfredo ochoa
Ramírez de la acusación fiscal formulada en su contra por delito contra
la libertad sexual - violación sexual de menor de edad en su agravio; y
CONSIDERANDo: Primero: Que, conforme al estado de la causa y
en aplicación a lo dispuesto en el apartado seis del artículo cuatrocien-
tos treinta del nuevo código Procesal Penal, corresponde decidir si el
recurso de casación está bien concedido -auto de fojas ochenta y ocho,
del veinte de septiembre de dos mil siete- y si, en consecuenciu, p.o-
cede conocer del fondo del mismo; que se ha cumplido con el trámite
de traslado respectivo, sin que las partes se apersonen a la instancia ni
presenten, en lo pertinente la recurrente, alegatos ampliatorios -artículo
cuatrocientos treinta y uno aportado uno del nuevo Código procesal pe-
nal-. segundo: Que la inadmisibilidad del recurso de Áación se rige
por lo normado en el artículo cuatrocientos veintiocho y sus normas
concordantes del citado código, cuyos requisitos deben cumplirse aca-
badamente para que se declare bien concedido; que se ha recurrido una
sentencia de vista en el exrremo que confirmando la sentencia de prime-
ra instancia absolvió a! impurado de !a acusación fiscal. Tercero: eue
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se cumple el presupuesto procesal objetivo delrecurso de casación, en
tanto que el delito materia de condena -artículo ciento setenta" segunda
parte, numeral uno del Código Penal- tiene señalado en la le¡ en su
extremo mínimo, una pena privativa de libertad mayor a seis años; que,
asimismo, se cumple el presupuesto subjetivo en la medida en que el
fallo absolutorio causa agravio a la recu¡rente, quien ademiis impug-
nó similar fallo de primera instancia; que, finalmente, se han cumplido
los presupuestos formales que disciplinan el recurso de casación, en
especial el de moüvación: se ha identificado, por lo menos, los princi-
pios procedimental -inmediación- y procesal -contradicción e igualdad
de armas-vulnerados, que tienen su encaje en la garantía genérica del
debido proceso penal: artículo ciento treinta y nueve apartado tes de
la Constitución, en tanto en cuanto persiguen la regularidad del proce-
dimiento, su equidad y justicia. Cuarto: Que, para definir la presencia
de un interés casacional fundado, es de rigor analizar los motivos del
recurso de casación de la actora civil; que ésta introduce un motivo de
casación: inobservancia de la garantía constitucional de carácter proce-
sal, en rigor, del debido proceso penal: que este motivo radica -según
sus argumentos- en que en segunda instancia no se le convocó para que
preste declaración pese a que su testimonio fue ofrecido como pnre-
ba, con infracción del artículo cuatocientos veintidós apartado cinco
del nuevo Código Procesal Penal, de suerte que, de un lado, la valora-
ción probatoria no comprendió la actuación de una prueba pertinente
y, por ende, tampoco examinó una prueba personal con arreglo o los
principios de inmediación y contradicción; en consecuenci4 se habrían
infringido tanto el debido proceso -afectación del principio de inmedia-
ción- cuanto la garantía de defensa procesal en su ámbito de derecho a
la prueba pertinente; que la infracción a las garantías invocada¡¡ se ex-
tiende, bajo el supuesto de atentado al principio de igualdad de, arrlas,
a la sentencia de primera instancia porque, sin aplicarse lo dispuesto en
el artículo ciento setenta y uno apartados dos, tres y cinco, del nuevo
Código Procesal Penal, se soslayó la prueba que ofreció para su actua-
ción en el juicio. Quinto: Que aún cuando expresamente no se invocó
la directa wlneración de un precepto constitucional y se omitió resaltar
otro, la voluntad impugnativa de la recurrente es evidente, de suerte que

al mencionar dos principios -procesal uno y procedimental otro-, com-
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prendidos ambos en la garantía al debido proceso penal y, oon carácter
previo, la garantía de defensaprocesal, se habilita el támite casacional.
Por estos fundamentos: I. Decla¡aron BIEN CONCEDIDO el recurso
de casación interpuesto por la agraviada de iniciales K.N.A.R. contra la
sentencia de üsta de fojas setenta y üo, del cuaderno de apelación, del
treinta y uno de julio de dos mil siete, por la causal de inobservancia de
las garantías constitucionales del debido proceso y defensa procesal: ar-
tículo ciento treinta y nueve apartado tres y catorce de la Constin¡ción.
DI S PU SIERON que la c ausa perm anezca en S ecretaría a disposi ción de
las partes por el plazo de diez días. Hágase saber.-

SS.

SALAS GAMBOA / SAN VERTÑ CASTRO / PRADO SALDARRIACR I PNÍNC¡PE TRU-
ilLLO IURAINACANVINI

6.- SENTENCIADE CASACTÓX I TUXNADO - II\IFTJNDADO

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓN N'09.2007

HUAURA

SENTENCIA DE CASACIÓN

Lima, dieciocho de febrero de dos mil ocho.-

VISTOS: en audiencia pública; el recurso de casación por inob-
servancia de las garantías constitucionales del debido proceso y de-
fensa procesal interpuesto por la agraviada de iniciales K.N.A.R
contra la sentencia de vista de fojas setenta y üo, del cuaderno de ape-
lación, del treinta y uno de julio de das mil siete, en el extremo que
confirmando la sentencia de primera instancia de fajas doscien-
tos diecinueve, del cuaderno de debate, del dieciséis de mayo de
dos mil siete, absolvió a Carlos Alfredo Ochoa Rojas y no Ramírez
de la acusación fiscal tbrmulada en su contra por delito contra
la libertad sexual - violsción sexual de menor de edad en su agravio;



interviniendo como ponente el señor vocal Supremo Róger Herrninio
Salas Gamboa.

FUNDAMENTOS DE HECHO

I. Del Itinerario de la causa en primera instancia

Primero : Que el encausado carros Arfredo ochoa Rojas fue incul-
pado formalmente mediante auto apertorio de instrucción áe fojas cua-
renta y seis, del quince de marzo de dos rnil seis, a mérito de la denuncia
fonnalizada del señor Fiscal Provincial penal de Huaral de fojas cua-
renta y tres. Se le atribuyó la comisión del delito de violación sexual en
agraüo de la menor K.N.A.R. y de violación sexual en grado de tenta-
tiva en agravio de la menor A.S.R.R. Los hechos objeto de imputación
ocurrieron el veintisiete de febrero de dos mil seis en el domicilio de
doña Mary Mercedes Narvarte viuda de Ramírez -suegra del acusado-,
ubicado en la calle derecha número quinientos cuarenta, interior nueve
en la localidad de Huaral, en circunstancias que el encausado carlosAl-
fredo ochoa Rojas tras aprovechar la confianza que le tenían ingresó a
la vivienda con la llave que momentos antes le proporcionó cecilia pa-
yco Facundo, pero dejó la puerta de la calle semiabierta lo que facilitó
el ingreso de un sujeto no identificado con el rosto semicubierto por un
tapo verde quien portaba un cuchillo, el mismo que obligó al irnfutado
carlos Alfredo ochoa Rojas a tirarse al piso, alavezque se dirigió con-
ta la mencionada Mary Mercedes Narvarte viuda de Ramírez y cecilia
Payco Facundo a quiénes bajo amenaza las condujo al segundo piso
donde se encontraba su sobrina por línea materna de iniciales K.N.A.R.
de diecisiete años de edad, para luego de encerrarlas en el bario, el en-
causado ochoa Rojas -que tenía el rostro cubierto-habría conducido a la
menor K.N.A.R. a una habitación en el tercer piso; momentos en que la
menor A.S.R.R. y su hermana Katherin Nataly Ramos Ramírez tocaron
la puerta de la casa, para después ser jaladas hacia el interior de la vi-
vienda por el citado imputado, quién procedió a introducir a la segunda
en el baño donde se encohtraban Mary Narvarte y cecilia paycó; lle-
viindose consigo a la menor de iniciales A.s.R.R. a otra habitación en el
tercer piso, seguidamente abusó sexualmente de su sobrina K.N.A.R.,
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y pretendió hacer lo mismo con 3u oüa sobrina de inicialef,A.S.R.R. a
quien previamente le ató las rnanos y tapó su cabeza con una sában4
si no le decía donde se encontraba el dinero que supuestamente había
recibido Mary Mercedes Narvarte viuda de Ramírez.

segundo: Que el proceso se inició con arreglo al estatuto procesal
anterior. sin embargo, el segundo Juzgado Penal Transitorio de Huaral
por auto de fojas doscientos veintiuno adecuó la causa al nuevo
código Procesal Penal y remitió los autos a lo Fiscalía provincial, que
vencido el plazo de investigación, conforme es de verse a fojas doscién-
tos veintidós, el Fiscal Provincial de Huaral formuló acusación - véase
fojas uno del cuaderno de etapa intermedia-.

Tercero: Que, presente el imputado -a quien se le otorgó libertad
por exceso de detención- y realizado el juicio oral, el Segundo jrvga-
do Penal colegiado de Huaura, mediante sentencia de fojas doscientos
diecinueve, del crnderno de debates, del dieciséis de mayo de dos mil
siete -cuaderno de debate- absolvió al imputado de los ilícitos contra la
libertad - violación sexual, en agravio de la menor K.N.R.A y en grado
de tentativa en agravio de A.S.R.R., sosteniendo que los delitos estaban
acreditados pero no la responsabilidad del imputado, archivando provi-
sionalmente los actuados.

Tanto la Actora civil y el Fiscal Provincial y la Actora civil in-
terpusieron recurso de apeiación - formali zado afojas doscientos trein-
ta y siete y doscientos cuarenta y dos, respectivamente-. Los recursos
fueron concedidos por autos de fojas doscientos cuarenta y cuatro, de
veintidós de mayo de dos mil siete.

II. Del Trámite recursal en segunda instancia.

Ofrecimiento de pruebas de la parte civil

cuarto: Que en segunda instancia la Actora civil ofreció entre
otros la declaración de la menor K.N.A.R. -conforme a Los escritos de
fojas cuarenta y siete y sesenta del cuademo de apelación-, y expresó
que en primera instancia ofreció y se admitió dicha prueba, sin embar-
go, la citada menor estuv) imposibilitada de concurrir por presentar
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un cuadro depresivo, hecho que según refiere f,o se dejó constancia en
el acta; que la inconcurrencia no fue un acto voluntario ni impurahle
a ella, por lo que la sala en atención al principio de inmediación debe
tener acceso directo a la información que la agraviada proporcionará
respecto al reconocimiento de su agresor.

Del rechazo de la prueba de Ia actora civil y citacién a juicio orrl

Quinto: Que mediante resolución de fojas sesenta y uno, der
veinte de junio de dos mil siete la sala desestim-ó dicho medio de prue_
ba, por las siguientes consideraciones:

a) Que en el juicio oral de primera instancia la declaración de la
agraviada K.N.A.R. fqe oralizada por su inasistencia" debido a
que, según el.escrito que presentó, se encontraba con 

'n 
grave

óuadro depresivo y crisis de migraña, el mismo que no jusüficó,
pues debió presentar el certificado médico u otro áo"u-.nto q,r.
lo acredite.

b) Que no es posible admitir dicho medio de prueba por no encontarse
en ningrrno de los presupuestos del artículo uescientos cuarenta y dos,
numeral dos, apartado a) del Nuevo código procesal penal.

c) Que si el juez de juzgamiento de primera instancia no pudo valorar
la prueba personal por no haberse ofrecido para su u.tou.ión po,
las partes procesales, o por prescindir o desistirse tacita o expre-
samente de las mismas, entonces no se puede pretender que en el
juicio oral de segunda instancia se actue dicha prueb4 proceder así,
significaría recortar el derecho de defensa del imputado quien ya
no podría recu¡rir a otra instancia para actuar la prueba personal.

d) citó a juicio oral para el día diecisiete de julio de dos mil siete.

Sexto: Que la audiencia se realizó, conforme a las actas de fojas
sesenta y siete y setenta, del diecisiete y treinta y uno de julio de áos
mil siete, respectivamente, con intervención, en la primera sesión, del
Fiscal superior, del imputado y su abogada defensora, y del abogado de
la actora civil, y en la segunda sesión sólo con la presencia del Fiscal
Superior y abogada del imputado.
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Sentencia de vista

Sétimo: Que la sentencia de vista impugnada en casación, de fo-
jas setenta y üo, del treinta y uno de julio de dos mil siete precisa lo
siguiente:

a) Que en el juicio de apelación de hecho, no se actuó medio pro-
batorio, debido a que el órgano persecutor del delito no ofreció
ninguno, y el actor civil, si bien ofreció algunos testimonios, sin
embargo lo realizó de modo deficiente.

b) Que, si las partes no ofrecieron medio probatorio o lo hicieron de-

ficientemente, ese hecho es de su exclusiva responsabilidad, pues

no se puede pretender la condena de una persono sin que exista

actividad probatoria idónea producida en presencia de los Jueces,

del acusado, de las partes procesales y el público en general, que

permita enerv'ar la presunción de inocencia.

c) Que el artículo cuatrocientos veinticinco, segundo parágrafo, del
Procesal Penal establece que "la Sala Penal Superior no puede

otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal que fue

objeto de inmediacción por el Juez de primera instancia, salvo
que su valor probatorio sea cuestionada por una prueba actuada

en segunda instancia". Que en cumplimiento de la citada no¡ma

la prueba personal actuada en el juicio oral de primera instancia

mantiene el valor probatorio que los Jueces le otorgaron y que

sirvió para absolver al acusado, al no existir ninguna prueba que

haya sido actuada en segunda instancia para cuestionar el valor
probatorio de la prueba personal actuada y producido ante los
Jueces de Primera Instancia-

ilI. Del trámite del recurso de casación de la actora civil

Octavo: Que la Actora Civil K.N.A.R interpuso recurso de casa-

ciónmediante escrito de fajas ochentay cuaÍo. Que el motivo casacional

comprendió "la inobservancia de las garantías constitucionales de

carácter procesal como la grave afectación al principio de inmediación
y la igualdad entre las partes". Concedido el recurso por auto de fojas
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ochenta y ocho, del veinte de agosto de dos mi,l siete, se elevó los ac-
tuados a este Supremo Tribunal con fecha veintisiete de agosto dc dos
mil siete.

Noveno: Que cumplido el trámite de traslados a las partes recuni-
das, esta Suprema Sala mediante Ejecutoria de fojas tece del cuadefm
de casación, del nueve de noviembre de dos mil siete, invocando la
voluntad impugnativa admitió a tnimite el recurso de casación por el
motivo de inobservancia de las garantías constitucionales del debi&
proceso y defensa procesal.

Décimo: Que instruido el expediente en Secretarí4 señalada día
y hora para la audiencia de casación el día de la fecha" instalada la
audiencia y realizados los pasos que coresponden conforme al actaqrr
antecede, con intervención del Señor Fiscal Supremo Adjunto y de la
defensa del imputado y de la agraviada, el estado de la causa es la de
expedir sentencia.

Décimo primero: Que deliberada la causa en secreto y votada
el mismo día, esta Suprema Sala cumplió con pronunciar la presente
sentencia de casación, cuya lectura en audiencia pública se realiá en

la fecha a las ocho y treinta horas.

F{.]NDAMENTOS DE DERECHO

Ámbito de la casación

Primero: Que conforme ha sido establecido por la Ejecutoria Su-
prema de fojas trece, del cuaderno de casación, del nueve de noviembre
de dos mil siete, el motivo de casación admitido es el de inobservancia
de las garantías constitucionales del debido proceso (por infracción del
principio de inmediación) y defensa procesal (por vulneración del dere-
cho a la prueba pertinente).

Sobre el particular la actora civil K.N.A.R. en su recurso forma-
lizado de fojas ochenta y cuatro alegó que en segunda instancia no se

le convocó para que preste declaración, pese a que su testimonio fue
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ofrecido como prueb4 con infracción del artículo cuatrocientos veinti-
dós apartado cinco del nuevo código procesal penal, que la valoración
probatoria no comprendió la actuación de una prueba pertinente y, por
ende, tampoco examinó una prueba personal con arreglo a los princi-
pios de inmediación y contradicción.

solicita que el efecto casatorio se extienda a la sentencia de pri_
mera instancia -del diecisiete de mayo de dos mil siete-, porque sin apti-
carse lo dispuesto en el artículo ciento setenta y uno apartados dos, tres
y cinco del Nuevo código procesal penal soslay'ó la prueba que ofreció
para su declaración en juicio.

segundo: Que el tema específico está centrado en establecer si
existió o no vulneración del derecho a la prueba pertinente y con ello
afectación del principio de inmediación.

En primer lugar debemos conceptuar las garantías específicas
afectadas.

Derecho a la prueba pertinente

Que el derecho a la prueba pertinente está ligado al derecho de
defensa. No se puede ejercer tal derecho si no se permite a las partes
lleva¡ al proceso los medios que puedan justificarlos hechos que han
alegado; siempre que a) la prueba haya sido solicitada en la flrma y
momento procesalmente establecido, b) sea pertinente, es decir, debe
argumentarse de forma convincente y adecuada el fin que persigue, y c)
que la prueba sea relevante.

Principio de inmediación

Que el nuevo código Procesal penal, establece que el j uicio es la eta-
pa principal del proceso, rigen especialmente los principiós de oralidad,
publicidad, inmediación y la contradicción en la actuacion probatoria.
La inmediación garantiza que el juez en cargado de sentenciar tenga
contacto directo con todas las pruebas. si eljuez no oye directamente la
declaración del testigo sino que la lee ,Je un acta, no está en condiciones
-por capaz que sea- de realizar un juicio de cre,libilidad respecto de
lo que el testigo ha dicho, acemás, rai i;cl¡i:ación :io puecie ser co.-



Se¡rrsNcrAs cAsAToRrAs 475

Eaexaminada y pór tanto sometida al test de la eonhadictoriedad. Sin
inmediación la información ostenta una bajísima calidad y no satisface

un contol de conñabilidad mínimo, de ahí, que debe protegerse la in-
mediación del juez, pues la escritura no permite conocer directamente

la prueba.

Tercero: Que en el caso concreto, el ofrecimiento de la declara-
ción de la menor K.N.A.R. -en segunda instancia- estii regulado por el
artículo cuatrocientos veintidós apartado c) del Nuevo Código Proce-

sal Penal, ofrecida en tiempo oportuno, con el objeto de que bajo las
exigencias de inmediación y contradicción la agraviada K.N.A.R sea

examinada por los jueces a cargo del control y revisión de la sentercia
apelada, declaración relevante -por razón del delito- y necesaria para
los fines del esclarecimiento de la imputación formulada; situación que

no s atentatoria contra el derecho de defensa del imputado, por tener
expedito el derecho del contraintenogatorio. Que al desestimarse la de-

claración de la agraviada K.N.A.R., no se tuvo en cuenta que la actora

civil en sus alegatos preliminares, conforme al acta del juicio oral de

primera instancia de fojas doscientos ocho, informó que el motivo de

la inasistencia de la víctima se produjo por su estado de salud men-
tal, aludiendo el informe psicológico número sesenta-DPS-HNCH<ero
siete ofrecido y admitido como prueba que señalaba que la agraviada
presentada "Depresión mayor con ideación suicida actual...", y el Co-
legiado de primera instancia no adoptó ninguna medida para asegurar

su concurencia a juicio conforme lo dispone el artículo cienlo sesenta
y cuatro del nuevo Código Procesal Penal, tampoco consideró zu testi-
monio corno uno especial, conforme al artículo ciento setenta y uno, a
pesar de la justificación de inconcurrencia.

Cuarto: Que el Colegiado de segunda instancia al rechazar la
prueba ofrecida por la actora civil, en cuanto al examen de la agraüada
K.N.A.R., vulneró no sólo el derecho a la prueba de la parte afecta-
da sino principalmente el principio de inmediación, pues fundamentó
la sentencia con información que no fue susceptible de ser contraexa-

minada -y que sometida a la contradictoriedad quizas habría revelado
matices o detalles importantes-, por tanto, la oralización o lectura de la
declaración de la agraviada K.N.A.R. no ofrecía garantías mínimas de
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DECISIÓN

Por estos fundamentos:

I. Declararon FUNDADO en parte el recurso de casación por in-
observancia de las garantías constitucionales del debido proceso:
afectación del principio de inmediación y defensa procesal: dere_
cho a la prueba, artículo ciento treinta y nueve apartado tres y ca-

calidad que sirvan para sostener un juicio de racionalidad, y es que sólo
el tribunal que ha visto y oído la prueba practicada ,n ,u pr.r"ncia está
en condiciones de valorarla y determinar la fiabilidad y verosimilitud
de su testimonio.

Ahora bien, el imputado no podría ser afectado en su derecho de
dgfensa puesto que luego del examen de la agraviada K.N.A.R., tema
el derecho del contraexamen o contrainterrogatorio, incluso de un ca-
reo, asegurada de este modo la igualdad de actuación enfre las partes.

Quinto: Que en tal virtud, es de estimar que la sentencia de se-
gunda instancia vulneró la garantía constitucional del debido proceso al
afectar el principio de inmediación y la garantía de defensa procesal en
su ámbito de derecho a fa prueba pertinente.

sobre la base, y como hace falta realizar nuevamente una audien-
cia de apelación que dé lugar a un nuevo fallo de vista, a partir de la In-
tegración de un nuevo colegiado, la estimación del ,..urro de casación
sólo tare consigo un juicio rescindente -artículo cuatrocientos treinta y
tres incisos uno y dos del nuevo Código procesal penal.

sexto: Que, finalmente, respecto de las costas -pronunciamiento
que omitieron en primera y segunda instancia-, habiéndose acogido el
recurso de casación es del caso exonerar a la actora civil, conforrne a
lo dispuesto por el artículo quinientos cuatro, apartado dos, del nuevo
código Procesal Penal. Al no media¡ oposición formal del imputado no
cabe que responda por ellas.
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torce de la Constitr¡ción, interpuesto por laactora civil KNá.R
conta la sentencia de vista de fojas setenta y wo, del cuaderno
de apelación, del teinta y uno de julio de dos mil siete, en el ex-
tremo que confirmando la sentencia de primera instancia de fojas
doscientos diecinueve, del cuaderno de debate, del dieciséis de
mayo de dos mil siete, absuelve a Carlos Alfredo Ochoa Rojas,
de la acusación fiscal formulada por delito de violación sexual en
su agravio. En consecuencia: NULA la citada sentencia de vista
de fojas setentay uno, del cuademo de apelación del treintay uno
de julio de dos mil siete, y NULA la resolución de fojas sesenta
y uno del cuademo de apelación, del veinte de junio de dos mil
siete, sin costas.

Declara¡on INFUNDADO en cuanto se solicita que la vulnera-
ción de las garantías constitucionales se extienda a la sentencia
de primera sentencia.

ORDENARON que la Sala Penal de Huaura, integrada por otro
Colegiado, cumpla con dictar nueva sentencia, previa nueva au-
diencia de apelación y cumplidas las formalidades correspon-
dientes, dicte una nueva sentencia.

DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria se lea en au-
diencia pública por la Secretaria de esta Suprema Sala Penal; y,

acto seguido, se notifique a todas las partes apersonadas a la ins-
tancia, incluso a los no recurrentes.

MANDARON que cumplidos estos tr¿imites se devuelva el pro-
ceso al órgan9 jurisdiccional de origen, y se archive el cuaderno
de casación en esta Corte Suprema.

Ss.

SALAS GAMBOA / PONCE DE MIER / URBINA GA}WINI i PARIONA PASTRANA /
ZECENARRO MATHEUS

II.

m.

IV.

V.
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7.. SENTENCIADECASACION/FT]¡{DADO

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓN NO O2.2OO8

LA LIBERTAD

AUTO DE CASACIÓN

Lima, tres de junio de dos mil ocho.

AUTOS y VISTOS: interviniendo coma ponente el señor Zece-
narro Mateus; el recurso de casación por inobservancia de garantías
constitucionales de ca¡ácter procesal: debido proceso y el principio de
legalidad interpuesto por el señor Fiscal Superior de Apelaciones de La
Libertad, contra el auto de fojas veintiuno, del veintiuno de noviembre
de dos mil siete, que revocando el auto apelado de fojas ocho, del siete
de noviembre de dos mil siete; declaró fundado el control de plazo y
ordenó la conclusión de la Investigación Preparatoria; y dispuso que los
autos se devuelvan al Juez de Investigación Preparatoria o fin que con-
tinúe con el plazo de ley; en el proceso seguido contra Joe Luis Montero
Saldaña y otro, por el delito de hurto agravado, en agravio de Segundo
Ernesto Guarniz Supo: y

CONSIDERANDO:

Primero: Que, esta Sala Suprema, mediante Ejecutoria de fecha
quince de febrero de dos mil ocho, decla¡ó Bien Concedido el recurso
de casación en virtud de lo establecido por el inciso cuarto del artículo
cuatrocientos veintisiete del Código Procesal Penal; disponiendo que la
causa pennanezca a disposición de las partes por el plazo de le¡ a cuyo
vencimiento se fije fecha para la audiencia conespondiente.

Segundo: Que, previamente conviene precisar el itinerario o se-
cuencia procesal que se observa en el presente caso: a) conforme se
aprecio de folios uno, el señorAbogado defensor del inculpado Joe Luis
Montero Saldaña, en virtud del inciso segundo del artículo trescientos
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cua¡enta y tres del Código Procesal Penal, solicité al Juzgado que se de

por concluida la investigación preparatoria, al considera¡ que ha exce-

dido en el límite que permite la citada norma y se progmmo audiencia
de control de plazos; b) la audiencia indicada se realizó con la concu-
rrencia de la Fiscal Provincial y del Abogado defensor; que escuchada

la exposición respectiva el Juez mediante resolución de fojas ocho, del
siete de noviembre de dos mil siete, declaró infundado dicha solici-
tud: c) el Abogado defensor interpuso recurso de apelación, conforme
aparece de fojas diez: d) la audiencia de apelación de auto que declara

infundada la solicituci de control de plazos, se efectuó con la asistencia

del Fiscal Superior y del Abogado defensor; la Sala Penal de Apelacio-
nes mediante resolución de fojas veintiuno, del veintiuno de noviem-
bre de dos mil siete, revocó ef apelado y declaró fundado el control de

plazo, ordenó la conclusión de la investigación preparatoria y dispuso

devolver el incidente al Juez Penal de Investigación Preparatoria para
que continúe con el plazo de ley.

Tercero: Que, contra la aludida resolución, el Fiscal Superior in-
terpuso recurso de casación al considerar que, aún no se cumplió con

el plazo de Investigación Preparatoria, por cuanto, desde la fecha de

notiflcación de la disposición de formalización y continuación de la
investigación al Juez de Investigación Preparatoria" conforme establece

el inciso segundo del artículo ciento cua¡enta y tres del Código Procesal

Penal, esto es el dieciocho de septiembre de dos mil siete, a la fecha de

la solicitud de control de plazo que se concretó el treinta de octubre de

dos mil siete, sólo han transcurrido cuarenta y tes días.

Cuarto: Que, de otro lado, la Sala Penal de Apelaciones, fun-
dó su resolución sosteniendo que en el nuevo Código Procesal Penal

existe sólo una fase de investigación, que es la Investigación Prepa-

ratoria, a cargo del Ministerio Público, conforme se establece en el

inciso segundo del artículo trescientos treinta y siete del acotado, en el
que se señala, que las diligencias preliminares practicadas durante la
investigación preliminar forman parte de la investigación Preparatoria,
por existir "unidad de prueba, unidad de investigación y unidad de

investigador".-
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Quinto: Que, en el caso de autos, se declaró bien conqedido el re-

curso de casación de conformidad con lo establecido en el inciso cuar-

to del artículo cuatrocientos veintisiete del citado Código Procesal, al

determinar que excepcionalmente se puede declarar la procedencia del

recurso de casación fuera de las resoluciones enr¡meradas en los incisos

señalados del citado artículo, ello cuando discrecionalmente se consi-

dere necesa¡io para el desa¡rollo de la doctrina jtrisprudencial, en este

caso, respecto del control de plazo de la Investigación Preparatoria.

Sexta: Que, el tema fundamental de caso planteado, es el plazo.

Ai respecto, en doctrina se hacen alusión a tres clases de plazos: a) el

plazo legal (establecido por la ley); b) el plazo convencional (estable-

cido por mutuo acuerdo de las paftes); c) el plazo judicial (señalado

por el Juez en uso de sus facultades discrecionales). De oto lado, en

rigor técnico, conforme se destaca en el Dicciona¡io Enciclopédico de

Derecho Usual. de Guillermo Cabanellas, Tomo VI, página doscientos

setenta y uno, la doctrina y la legislación, se sirven como sinónimos,

soslayando zutilezas técnicas, de los vocablos plazo y término; sin em-

bargo, discrepan en esencia, por cuanto el plazo eS comprensivo de todo

lapso para actuar, en tanto que término integra tan solo su vencimiento

o final; en ese contexto, en el presente caso, se trata de analizar el plazo

de ca¡ácter legal, vale decir, el que es señalado por la ley durante el

desenvolvimiento del proceso; dentro del marco de referencia del siste-

ma de orientación acusatorio adversa¡ial que regula el Código Procesal

Penal, en aplicación gradual en el Peru.-

sétimo: Que, en ese sentido, es preciso señalar lo siguiente: a)

que el inciso segundo del artículo tescientos treinta y siete del Código

Procesal Penal, establece que las diligencias preliminares forman parte

de la Investigación Preparatori4 y ésta a su vez tiene un plazo de ciento

veinte días naturales, prorrogables por única vez hasta por un máximo

de sesenta días naturales, conforme a lo estatuído por el inciso uno del

numeral tescientos cuarenta y dos del mismo cuerpo de leyes, ello debe

aplicarse en concordancia con lo dispuesto por el inciso segundo del

numeral trescientos treinta y cuatro, que prescribe, que el plazo de las

diligencias preliminares, es de veinte días y que no obstante ello, el Fis-

cal podrá fijar un plazo distinto según las características, complejidad
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y circunstancias de los hechos objeto de investigación; b) en ese orden

de ideas, la etapa de la Investigación Preparatoria, presenta a su vez dos

sub etapas: la primera conespondiente a las diligencias preliminares

y fa segunda que , colresponde a la investigación preparatoria propia-

mente dicha. En ese contexto, la fase de diligencias preliminares tiene

un plazo distinto, el mismo que estii sujeto a control conforme dispone

el inciso segundo del numeral ciento cuarenta y cuatro del Código Pro-

cesal Penal; control que tiene fundamental importancia para una trami-

tación adecuada y eficiente del proceso.

Octavo: Que, el artículo trescientos teinta y seis del aludido Có-

digo, en la parte final del inciso uno, regula la formalización y la con-

tinuación de la investigación Preparatoria, la que deberá comunicarse

al Juez de la Investigación Preparatoria a tenor de lo dispuesto en el

inciso tres del mismo numeral,'en concordancia con el a¡tículo tes del

Código Procesal Penal; interpretándose de todo ello que, el plazo es-

tablecido en el numeral trescientos cuarenta y dos, debe computarse

a partir de su comunicación en virtud a lo establecido en el inciso das

del artículo ciento cuarenta y tes; señalándose, además, a partir de una

interpretación sistemática, que, esa es la razón por la cual en cada una

de esas fases, diligencias preliminares e Investigación Preparatoria, el

Código Procesal Penal prevé la posibilidad de que los justiciables y fun-

damentalmente el imputado puedan promover mecanismos de control

del plazo de investigación, que se regulan de manera diferenciada tanto

para la fase de las diligencias preliminares como para lo investigación

preparatoria propiamente dicha, conforme se desprende de los artículos

tescientos treinta y cuaüo inciso segundo y, hescientos cuarenta y tres

inciso segundo del referido texto normativo.-

Noveno: Que, la formalización de la investigación preparatoria

üene como una de sus finalidades trascendentes la legitimaeión de los

sujetos procesales, de manera que es recién a partir de dicho acto pro-

cesal que los mismos pueden constituirse y ser reconocidos como tales

en el proceso para el efectivo ejercicio de sus pretensiones, debiendo

tenerse en cuenta, además, que según dispone el artículo trescientos

veintiuno del Código Procesal Penal, fa investigación preparatoriatiene

como finalidad reunir los elementos de convicción de cargo y de des-

cargo.

1il
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Décimo: Que, en el caso específico, de los argun€ntos del re-
curso de apelación de fojas diez, interpuesto por el Abogado defensor
del inculpado, se advierte que el Fiscal Provincial formalizó la investi-
gación preparatoria con fecha once de septiembre de dos mil siete; en

consecuencia, computando hasta la fecha de presentación de solicitud
de control de plazo de fojas uno, esto es, el treinta de octubre de dos

mil siete, aún no había transcurrido el plazo establecido en el artículo
trescientos cuarenta y dos.

Décimo Primero: Qr:e concluyendo, los plazos para las diligen-
cias preliminares, de veinte días naturales y el que se concede al Fiscal
para fijar uno distinto según las ca'-act.:rísticas, complejidad y circuns-
tancias de los hechos objeto de invesiigación; son diferentes y no se

hallan comprendidos en los ciento veinte días naturales más la prónoga
a la que alude la norma pertinente, que colresponden a la investigación
preparatoria propiamente Cicha.

Décimo Segundo: Que, finalmente es necesario precisar que si

bien los lazos referidos son distintos, es fundamental establecer que

el plazo de las denominadas diligencias preliminares y fundamental-
mente el plazo adicional al de los veinte días que el artículo trescientos
treinta y cuatro le autorizo al Fiscal en casos que por sus características

revistan complejidad, no debe ser uno ilimitado y, si bien es cierto,
en este extremo de la norma no se precisa de manera cuantitativa cual
es su límite temporal, también es verdad que ello no puede afectar el

derecho al plazo razonable que constituye una garantía fundamental in-
tegrante del debido proceso: que por lo demas, deben entenderse como
excepcionales, ponderándose el plazo máximo de duración atendiendo

a criterios de orden cualitativos conforme a los principios de tazona-
bilidad y proporcionalidad, debiendo tenerse siempre presente que las
diligencias preliminares tienen como finalidad inmediata realiza¡ los
actos urgentes o inaplazables conforme dispone el artículo tescientos
heinta de la ley procesal penal y que por estas consideraciones, la fase
de diligencias preliminares no podría, en la hipótesis más extrema, ser

mayor que el plazo máximo de la Investigación Preparatoria regulado
en el artículo trescientos cuarenta i' dos Ce la ley procesal penal.
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DECISIÓN

Por estos fundamentos:

Decla¡a¡on: FUNDADO en parte el recurso de casación iuter-
puesto por el Fiscal superior del Distito Judicial de Lo Libefta4
contra el auto de fojas veintiuno, del veintiuno de noviembre de
dos mil siete, que revoca el auto apelado del siete de noüem-
bre de dos mil siete, y reformándolo: decla¡a Fundado er contol
de plazo y ordena que se devuelvan los autos al Juez penal de
la Investigación preparatoria para que continúe con el plazo de
ley; en consecuencia: ESTABLECIERóN: de conformidad con
lo previsto en Procesal Penal, como doctrina jurisprudencial, que
los plazos para las diligéncias preliminares, de veinte días natura-
les y el que se concede al Fiscal para fijar uno distinto segun ras
características, complejidad y circunstancias de los hechos objeto
de investigación son diferentes y no se hallan comprendidos, en
los ciento veinte días naturales miís la prórroga a la que alude la
nonna pertinente, que corresponden a la investigación preparato-
ria propiamente dicho; conforme a los argumentos que se señalan
en fa parte considerativa de la presente resolución.

DISPUSIERON que la presente resolución casatoria se lea en au-
diencia pública por la Secretaría de esta Suprema Sala penal; y
acto seguido, se notifique a las partes apersonadas a la instancia,
incluso a las no recurrentes.

MANDARON que cumplidos estos t¿imites se devuelva el pro-
ceso al órgano jurisdiccional de origen, y se archive el cuademo
de casación en esta Corte Suprema.

s.s
SIVINA HURTADO / PONCE DE MIER / TJRBINA GANVINI / PARIONA PASTRANA /
ZECENARRO IVÍATEUS

4t3

II.

m.
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8.- ATITO DE CALIFICACIÓN / INADNIISIBLE - BIEN CONCEDIDO

SALA. PENAL pERtvfANENTE

CASACIÓN N" IO-2007
LA LIBERTAD

.AUTO DE CALIFICACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN-

Lima, veinticuaho de octubre de dos mil siete.-

Martín casho; el recurso de casación por inobsérvancias de garantías
constitucionales de carácter procesal: presunción de inocencia, debido
proceso e in dubio pro reo, y por inobservancia de normas legales de
carácter procesal interpuesto por el encausado vÍcron NrNo unqurza
corru¡¡¿ contra la sentencia de vista de fojas noventa y ocho, del tre_
ce de agosto de dos mil siete, que confirmando la sentáncia de prime_
ra instancia de fojas cincuenta y cinco, del cuaderno respectivo, del
veintiuno de junio de dos mil siete, lo condenó como autár del delito
de robo agravado en perjuicio de Mario Raúl Reyes Arqueros y Luis
Reyes Arqueros a diez años de pena privativa de iiu..tiy fijó Ln mil
nuevos soles por concepto de reparación civil: y cONSIDERANDO:
Primero: Que, conforme al estado de la causa y en apricación a lo dis-
puesto en el apartado seis del artículo cuatrocientos teinta del Nuevo
código Procesal Penal, corresponde decidir si el recurso de casación
estií bien concedido -auto de fojas ciento diez del veintisiete de agos_
to de dos mil siete- y si, en consecuencia, procede conocer del fondo
del mismo; que se ha cumplido con el tr¿ímite de traslados respectivos,
pero no se han acompañado a la instancia el recurrente ni el actor ci-
vil, tampoco han acompañado sus alegatos escritos. Segundo: eue ra
inadmisibilidad del recurso de casación se rige por lo iormado en el
a¡tículo cuatrocientos veintiocho y sus norrnas concordantes del citado
código, cuyos requisitos deben cumplirse acabadamente para que se
declare bien concedido; que se ha recurrido una sentencia di vista, que
confirmando la sentencia de primera instancia, condenó al recurrente
como autor del delito de robo agravado, en consecuencia. en atención
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al delito objeto del proceso penal, como supera el mínimo de seis años
de privación de libertad, se cumple el presupuesto objetivo previsto en
el artículo cuatrocientos veintisiete, apafados uno y dor, del Nuevo
código Procesal Penal; que, asimismo, el imputado recurrió igualmente
contra la sentencia de primera instancia que lo condenó y, atrorq frente
a su confirmatoria insiste en recurrirla, esta vez en casación, lo que cum-
ple con el presupuesto subjetivo estatuido en el artículo cuatrocientos
veintiocho, apartado uno, literal d), del Nuevo código procesal penal;
que el recurso cumple, igualmente, los presupuestos formales corres-
pondientes de tiempo, lugar, modo y fundamentación. Tercero: eue el
recurrente basa su impugnación extraordinaria en dos motivos, la deno-
minada "casación constitucional", centrada en la presunta vulneración
de tres preceptos constifucionales; y, la denominada.,casación procesal
o por quebrantamiento de forma", ambas debidamente reconocidas en
el artículo cuatrocientos veintinueve, apartados uno y dos, del Nuevo
código Procesal Penal. cuarto: eue, respecto del primer motivo,
denuncia que el fallo de vista, al apreciar la prueba, no cumplió con el
requisito de suficiencia probatoria -artículo segundo, apartado uno, del
Título Preliminar del Nuevo código procesal penal--; que, asimismo,
denuncia la vulneración de la regla de la legitimidad de la prueba tes-
timonial y la identifica como un elemento que integra la garantía del
debido proceso empero, según se reconoce en el artículo segundo, apar-
tado uno, del rítulo Preliminar del Nuevo código procesal penai, la
actuación de la prueba con las debidas garantías es un elemento que
integra la garantía de presunción de inocencia, por lo que en atención
al principio de la "voluntad impugnativa" debe reconducirse el motivo
a la wlneración de dicha garantía constitucional -artículo dos, inciso
veinticuatro, literal e), de la constitución, desarrollada por el c.itado
artículo dos, apartado uno, del Título preliminar del Nuevo código pro-
cesal Penal-i Que, por ultimo, denuncia la inobservancia del ín dubio
pro reo, que lo deriva del artículo ciento treinta y nueve apartado once
de la constitución, sin embargo, dicha nonna sólo compren¿. tr" dudas
en la interpretación de la ley no cuando se trata de la valoración de la
prueba, la que constituye una regla de juicio que integra la tantas veces
citada garantía de presunción de inocencia, y como tal ha sido recono-
cida por el artículo dos, apartado uno in fine. del rítulo preliminar del
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Nuevo Código Procesal Penal; que, ahora bien, la vulneraoión de ese úl-

timo precepto de relevancia constitucional sólo tiene interés casacional

cuando el juzgador expresarnente lo desconoce al afirmar o reconocer,

expresa o tacitamente, un estado de incertidumbre probatoria Y, Pese a

ello, opta por la condena, que no es el caso de autos; que no comprende

esa garantía aquellos supuestos en que el recurrente, desde su particular

valoración probatoria estime que existe un supuesto de duda razonable

acerca de la culpabilidad que se le atribuye, en tanto que elfo importaría

una invocación de un elror facti o enor en la apreciación de la prueba,

prohibido en sede casacional, destinada exclusivamente al error iuris;

que, en consecuencia, bajo la vulneración de la garantía de presunción

de inocencia en relación a las reglas de suficiencia probatoria y de le-

galidad y legitimidad probatoria, corresponde declarar bien concedido

el recwso de casación, conigiendo en el segundo caso la invocación a

la garantía de la inobservancia de la regla del in dubio pro reo. Quinto:
Que. en lo concerniente al segundo motivo: inobservancia de nolrnas

legales de carácter procesal sancionadas con la nulidad, como reza. eL

apartado dos del artículo cuatrocientos veintinueve del Nuevo Código

Procesal Penal, el recurrente denuncia que la sentencia inobservó el ar-

tículo trescientos setenta y tres, apartado uno y dos, del Nuevo Código

Procesal Penal porque apreció una prueba irregularmente incoqporada

-se trata de la reiteración de la incorporación de la prueba que denuncia

como inegularmente admitida que la configuró como vulneración de la
garantía del debido proceso-; que, sin embargo, la norma invocada se

refiere a la admisión de pruebas en segunda instancia, que no es el caso

de autos puesto que en el juicio de apelación no se ofreció, admitió y ac-

tuó nueva prueba; además, el recurrente no ha explicado en qué consiste

la nulidad procesal y cuál es la norma procesal inobservada, defecto

grave de motivación del recurso que impide su apreciación casacional

conforme al apartado uno del artículo cuatrocientos treinta del Nuevo

Código Procesal Penal. Sexto: Que si bien las costas serán pagadas Por
quien interpuso un recurso sin éxito, no se advierte que obró con teme-

ridad o mala fe, por lo que es de aplicación el apartado dos, literal a),

del artículo quinientos uno del Nuevo Código Procesal Penal. Por estos

fundamentos: I. Declararon INADMiSIBLE el recurso de casación por

inobservancia de nornlas !egales de carácter procesal sancionadas con la
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nulidad -apartado dos del artículo cuatrocientos feintinueve del Nuevo
código Proceso'Penal-; y, por inobservancia del precepto constitucio-
nal del artículo ciento teinta y nueve apartado once de ia constitución.
II. Declararon BIEN coNCEDIDo el recurso de casación interpuesto
por vicron Nnro unquze cornr¡¡e por la causal de inobservancia de
garantías constitucionales de carácter procesal, referida a la garantía de
presunción de inocencia: reglas de suficiencia probatoria y de legitimi-
dad y legalidad de la prueba. III. DISPUSIERON que la tausa perma-
nezraen secretaría a disposición ce las partes por el plazode diéz días;
y vencido el mismo, se dé cuenta para fijar fecha para la audiencia de
casación. IV. ExoNERARoN en el pago de las costas de la tamita-
ción del recurso de casación al acusado vÍcron NrNo uneuue cornrNe
respecto del motivo materia de ceclaración de inad.misibilidad.

Hágase saber.- |

SS.

SALAS GATúBOA / SAN MARTÑ C.CSTNO / PRADO SALDARRIAGN I PNÍNCIPC
TRUJiLLO / URBINA GANVII.¡I.

9.. SENTENCIADE CASAC¡Óru I NVTUNDADO

SALA PENAL PERMANENTE
CASACIÓNN" IO.2OO7

TRUJILLO

SENTENCIA DE CASACIÓN

Lima, veintinueve de enero de dos mil ocho.-

vISToS; en audiencia pública; el reeurso de casación por el recur-
so de casación por la causal de incbservancia de garantías constituciona-
les de carácter procesal, referide : ia garantía presr:nción de inocencia:
reglas de suficiencia probatoria y de legitirnidad y legalidad de la prueba
interpuesto por el encausado vfcll:. ñ¡rc.ue€r'i¿r Ccrp¡Ne conta la sen-
tencia de vista de fojas novenra.' cclo. ,lei tr:,;: e: agcsto de ccs mil sie-
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te, que confirmando la sentencia de primera instancia de fajas cincuenta
y cinco, del cuademo respectivo, del veintiuno de junio de dos mil siete,
lo condenó como autor del delito de robo agravado en perjuicio de Mario
Raúl ReyesArqueros y Luis Miguel ReyesArqueros adiezaños de pena
privativa de libertad y fijó en mil nuevos soles por concepto de reparación
civil. Interviene como ponente el señor Urbina Ganvini.

FUNDAMENTOS DE FIECHO

I. Del itinerario del proceso en primera instancia

Primero: El encausado Vfgron NrNo Uneuze Cornn¡n fue pro-
cesado penalmente con arreglo al Código Procesal Penal [así consta de
la disposición de fojas dos, del dieciséis de abril de dos mil siete, que
formalizó la investigac.ión preparatoria en su contra]. Mediante requeri-
miento de fojas once del dos de mayo de año próximo pasado la Fiscalía
Provincial solicitó al Juez de la Investigación Preparatoria la proceden-
cia del proceso inmediato, que previo trámite de traslado fue aceptado
por auto de fojas treinta y dos, del quince de mayo de dos mil siete, que
se entendió contra el citado encausado por delito de robo agravado en
agravio de Mario Raúl Reyes Arqueros y Luis Michel Reyes Arqueros.

Seguida la causa con arreglo a su naturaleza especial, la señora
Fiscal mediante requerimiento de fojas treinta y nueve, del veintiuno
de mayo último, formuló acusación sustancial en los mismos términos
de la disposición de formalización de la investigación preparatoria. El
auto de enjuiciamiento, corriente a fojas ocho -del cuaderno de debate-,
del siete de junio de dos mil siete, fue dictado por el Juzgado Penal
Colegiado y a su vez citó para el veintiuno de junio la realización de la
audiencia.

Segundo: Realizado el juicio de primera instancia -véase acta
de fojas cuarenta y ocho-, el Juzgado Penal Colegiado dictó la senten-
cia de fojas cincuenta y cinco, del veintiuno de junio de dos mil siete,
que condenó a Vicron Nrxo Uneurze CorRrNA como autor del delito
contra el patrimonio - robo agravado en perjuicio de Mario Raúl y
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sexto: cumplido el trámite de haslados a la Fiscalía suprema
como a la parte recurrid4 esta suprema sala mediante Ejecutoria de
fajas quince, del cuademo de casación, del veinticuaüo de octubre de
dos mil siete, en uso de su facultad de corrección, declaró inadmisible
el recu¡so de casación por inobservancia de nonnas legales de carácter
procesal y por inobservancia del precepto constitucional previsto en el
inciso once del artículo ciento treintinueve de la constitución; y bien
concedido el recurso de casación por la causal de inobservancia de ga-
rantías constitucionales de carácter procesal, referida a la garantía de
presunción de inocencia: reglas de sufic.iencia probatoria y de legitimi-
dad y legalidad de la prueba.

sétimo: Insbuido el expediente en secretarí4 señalada fecha para
la audiencia de casación el día catorce de diciembre último, instalada la
audiencia y realizados los pasos que conesponden conforme al acta que
antecede, con intervención del abogado de ofrcio, así como del señor Fis-
cal supremo Adjunto, el estado de la causa es la de expedir sentencia.

octavo: Deliberada la causa en secreto y votada el día de la fe-
cha" esta suprema sala cumplió con pronunciar la presente sentencia de
casación, cuya lectura en audiencia pública -con las partes que asistan-
se realizará por la secretaria de la sala el día veintinueve de enero a
horas ocho y treinta de la mañana.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Del ámbito de la casación

Primero: conforme ha sido establecido por ra Ejecutoria supre-
ma de fojas quince, del cuaderno de basación, del veinticuatro de octu-
bre de dgs mil siete, los motivos del recurso de casación se centran en
la inobservancia del precepto constitucional que contiene la garantía
de presunción de inocencia, concretados en las reglas de suficiencia
probatoria y de legitimidad y legalidad de la prueba. Esas reglas, junto
con oFas, han sido expresamente consagradas como integrantes de Ia
presunción de inocencia en el artículo II del Título preliminar del nuevo
Código Procesal Penal.
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Luis MigUel Reyes Arqueros a díez años de pena privativa de libertad

y fijó en mil nuevos soles el monto por concepto de reparación civil a

favor de los aglaviados.

El imputado interpuso recurso de apelación conta dicha senten-

cia por escrito de fojas sesenta y cinco. La alzada fue concedida por

auto de fojas setenta, del veintidós de jrurio ultimo.

II. Del trámite recursal en segunda inst¡ncia

Tercero: El Superior Tribunal, culminada la fase de naslado de la

impugnación, sin ofrecimiento de pruebas por el recurente, y rcalizada

la audiencia de apelación conforme apafece del acta de fojas noventa

y cinco, del tece de agosto de dos mil siete, cumplió con emitir y leer

Ln audiencia la sentencia de vista de fojas noventa y ocho, del tece de

agosto de dos mil siete.

Cuarto: La citada sentencia de vista, por unanimidad, confirmó

la sentencia de primera instancia que condenó a Víctor Nino Urquiza

Cotrina como autor del delito contra el patrimonio - robo agevado en

perjuicio de Mario Raúl y Luis Miguel Reyes Arqueros a diez años de

pena privativa de libertad y frjó en mil nuevos soles por concepto de

reparación civil a favor de los agraviados.

IIL Del Tnimite del recurso de casación del acusado Noreña cajas

Quinto: Leída la sentencia de vista el acusado Urquiza Cotrina

interpuso recurso de casación mediante escrito de fojas ciento cuaEo.

Intodujo dos motivos de casaiión; a) la denominada "casación consti-

tucional", centrada en la presunta vulneración de hes preceptos colls-

titucionales: presunción de inocenci4 debido proceso e in dubio pro

reo; y, b) la denominada "casación procesal o por quebrantamiento de

forma''. Ambos motivos debidamente reconocidos en el artículo cuaho-

cientos veintinueve, apartados uno y dos, del nuevo Código Procesal

Penal. Concedido el recurso por auto de fojas ciento diez, del veintisiete

de agosto de dos mil siete, se elevó la causa a este Supremo Tribunal

con fecha cuatro de septiembre de mil siete.
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sexto: cumplido el tnimite de haslados a la Fiscalía Suprema
como a la parte recurrid4 esta Suprema Sala mediante Ejecutoria de
fajas quince, del cuaderno de casación, del veinticuatro de octubre de
dos mil siete, en uso de su facultad de corrección, declaró inadmisible
el recurso de casación por inobservancia de nonnas legales de carácter
procesal y por inobservancia del precepto constitucional previsto en el
inciso once del artículo ciento treintinueve de la constitución; ¡ bien
concedido el recurso de casación por la causal de inobservancia de ga-
rantías constitucionales de ca¡ácter procesal, referida a la garantía de
preswrción de inocencia: reglas de suficiencia probatoria y de legitimi-
dad y legalidad de la prueba.

sétimo: Instn¡ido el expediente en secretarí4 señalada fecha para
la audiencia de casación el día catorce de diciembre último, instalada ta
audiencia y realizados los pasos que conesponden conforme al aclr_ que
antecede, con intervención del abogado de oficio, así como del señor Fis-
cal supremo Adjunto, el estado de la causa es la de expedir sentencia.

octavo: Deliberada la causa en secreto y votada er día de la fe-
ch4 esta suprema Sala cumplió con pronunciar la presente sentencia de
casación, cuya lectura en audiencia pública -con las partes que asistan-
se realiza¡á por la Secretaria de la sala el día veintinueve de enero a
horas ocho y teinta de la mañana.

FT,JNDAMENTOS DE DERECHO

I. Del ámbito de la casación

Primero: conforme ha sido establecido por la Ejecutoria supre-
ma de fojas quince, del cuademo de basación, der veinticuatro de octu-
bre de dos mil siete, los motivos del recurso de casación se centran en
la inobservancia del precepto constitucional que contiene la garantía
de presunción de inocencia, concretados en las reglas de suficiencia
probatoria y de legitimidad y legalidad de la prueba. Esas reglas, junto
con okas, han sido expresamente consagradas como integrantes de la
presunción de inocencia en el artículo II del Título preliminar del nuevo
Código Procesal Penal.
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segundo: El agravio consiste en que -stgun el recurrente- la
sentencia de vista, al apreciar id prueba -testimonial de wildo Rubén
Avila Navis-, no cumplió con los requisitos de suficiencia probatoria
y además, vulneró la regla de legitimidad y legalidad de la prueba
testimonial. Alega al respecto que la admisión de dicha testifical fue
ilegal porque se vulneró los apartados uno y dos del artículo tes-
cientos setentitrés del nuevo código procesal penal [sólo se acepta
nueva prueba, instalado el juicio oral, cuando las partes han tenido
conocimiento de ella con posterioridad a la audiencia de control de la
acusación], en consecuencia, no tiene la calidad de prueba pertinente
para desvirtuar la presunción de inocencia por su irregular incorpo-
ración y que excluida sólo se tendría la versión de agraviado, poi lo
que al no existir otro medio probatorio quedaría duda respecto de la
responsabilidad penal que se Ie atribuye.

II. Del pronunciamiento del Tribunal deApelación

Tercero: La sentencia de vista impugnada en casación precisa que
en la actuación de la prueba testimonial prestada en el plenario de wildo
Ruben Avila Navis no se ha producido ninguna violación sustancial, di-
recta o indirectamente, a derecho fundamental alguno del imputado; que
esa declaración plenaria no es pmeba inegular; que la inadmisibilidad
decretada por el Juzgado Penal colegiado incidió en la copia de la ma-
nifestación que contiene la declaración del testigo y que se ha aplicado
correctamente la prescripción del artículo trescientos setenta y tes, apar-
tado dos del cPR en el que excepcionalmente se reiteran ofrecimientos
de pruebas rechazados en audiencia de contol, admitiendo como nueva
prueba la testimonial de wildo RubénAvila Navis a solicitud de la Fisca-
lía y que no fue objeto de cuestiona¡niento por las partes.

III. Del motivo casacional. Presuncién de inocencia.

cuarto: El recu¡rente, como se ha enfatizado, denuncia que la
sentencia condenatoria wlneró la presunción de inocencia: reglas de
suficiencia probatoria y de legitimidad y tegalidad de la prueba. Afirma
que el colegiado no debió admitir la testimonial de wildo Rubén Avila
Navis y que sin ella en su caso quedaría la duda respecto a su respon-

49t
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sabilidad, por cuanto no se puede condenar a fa persona.por la sola
sindicación del agraviado.

Quinto: Uno de los elementos que integra el contenido esencial de
la presunción de inocencia como regla de prueba es que la actividad pro-
batoria realizadaen el proceso sea suficiente -primer pánafo del artículo
dos del Título Preliminar del nuevo Código Procesal Penal-. Ello quiere
decir, primerq que las pruebas -asÍ consideradas por la Ley y actuadas
conforme a sus disposiciones- estén referidas a los hechos objeto de im-
putación -al aspecto objetivo de los hechos- y a la vinculación del imputa-
do a los mismos, ¡ segundo, que las pruebas valoradas tengan un carácter
incriminatorio y, por ende, que puedan sostener un fallo condenatorio.

Corresponde a los Tribunales de Mérito -de primera instancia y
de apelación- la valoración de la prueba, de suerte que únicamente está
reservado a este Tribunal de Casación apreciar si de lo actuado en pri-
mera y segunda instancia, en atención a lo expuesto en el fallo de vista,
fluye la existencia de un auténtico vacío probatorio y, en su caso, de una
ilegalidad de los actos de prueba de entidad significativa.

En consecuencia, si existen pruebas directas o indiciarias y éstas
son legítimas la alegación centrada en ese motivo decae o se quiebra. Si
existen pruebas -tal como la ley prevé-, como ha quedado expuesto, su
valoración corresponde en exclusividad al Juez Penal y a la Sala Penal
Superior, salvo que ésta vulnere groseramente las reglas de la eiencia o
de la técnica o infrinjan las normas del pensamiento, de la lógica o de
la sana crítica.

Sexto: El recurrente cuestiona !a regularidad o, mejor dicho, la
licitud de la admisión a trámite y ulterior valoración de una prueba tes-
timonial.

Es el caso que se trata de un proceso inmediato, a cuyo efecto,
con arreglo al artículo cuatrocientos cuarenta y ocho del nuevo Código
Procesal Penal, se dictó -previa emisión del auto de procedencia de di-
cho proceso y acusación fiscal- el auto acumulado de enjuiciamiento y
citación a juicio por el Juez Penal Colegiado.

En el escrito de acusación la señora Fiscal Provincial sólo ofreció la
copia de la manifestación de Wildo Rubén Ar,ila Navis. prestada en sede
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preliminar con presencia de la Fiscal Adjunta. EfJuzgado penal colegia-
do la declaró inadmisible porque su lectura en el juicio no .o,,.rpondí"
conforme a la permisión del artículo tescientos ochenta y tes, apartado
uno, literal d), del nuevo código procesal penal. sin emLargo, en la es-
tación de ofrecimiento de nueva prueba la Fiscalía ofreció* Ia declara-
ción del citado Wildo RubenAvila Navis, sin oposición de la defensa del
imputado, la que adgmris tuvo la oportunidad ie contraintenogarlo -así
consta del acta de fojas cuarenta y ocho-. La sentencia condenatori4 en_
üe otras pruebas, se sustentó en ese testimonio de car*eo.

El apartado uno del artículo trescientos setenta y tres del nuevo có-
digo Procesal Penal, en el caso de nuevos medios de prueba, establece que
su ofrecimiento y admisión está condicionada a qoé s. ha ienido .ono.i-
miento de su existencia con posterioridad a la audiencia de control de la
acusación, que no es el caso delbfrecimiento de ladeclaración de untestigo
debidamente identificado que prestó declaración en sede de investigacién
preparatoria. Ahora bien, el apartado dos del mismo artículo esiatuye
que es posible ofrecer un medio de prueba inadmitido en la audienóia
de control; y, si bien no existe identidad absoluta entre el ofrecimiento
de una prueba personal y el ofrecimiento de una prueba documental, es
evidente que en el casode autos lo que el Fiscal perseguía era incorpo-
rar un elemento de prueba vital:_la exposición de hechós por una perso-
na determinada.Laexcepcionalidad en la admisión de la lectura áe una
declaración sumarial de un testigo se basa en argumentos de urgencia
y excepcionalidad, por lo que en c¿rso que estos presupuestos no se
presenten es indispensable que el testigo concurra al acto oral para que
exponga lo que sabe acerca de los hechos enjuiciados. En conseiuen.ia,
la insistencia del testimonio personal en el acto oral, en esas condicio-
nes de rechazo del acta de declaración sumarial, muy bien puede ser
invocada en la oportunidad prevista en el artículo trescientos setenta y
&es, apartado dos, del nuevo Código procesal penal.

La necesidad del pleno esclarecimiento de los hechos acusados exi-
ge que se superen interpretaciones formalistas de la ley procesal, sin que
ello signifique, desde luego, una lesión a los derechor á. h, partes. En el
presente caso el testigo citado asistió al acto oral, fue examinado por las
partes ¡ es más, la solicitud probatoria que justificó su presencia no fue
objetada por el imputado. No se está. pues. ante una prueba inconstitu-
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cional en la medida en que se cumplieron los principios'fundamentales
de la actuación probatoria: contadicción, inmediación y publicidad; la
testimonial no incidió en un ámbito prohibido ni esui referida a una inter-
vención ilegal de laautoridad, tampoco se ható de unaprueba sorpresiva
Las garantías procesales en la actuación probatori4 que es lo esencial
desde la presunción de inocenci4 no se han vulnerado.

La causal de casación por vulneración de la presunción de inocen-
cia debe desestimarse.

. Séptimo: Con arreglo al artículo cuatrocientos noventa y siete
del nuevo código Procesal Penal corresponde pronuncia¡se sobre las
costas del recurso. si bien el recurrente ha sido declarado culpable y es
del caso desestimar el presente recurso de casación han existido razones
serias y fundadas para promover el recr¡rso de casación, referidas al al-
cance del artículo trescientos setenta y tres del nuevo Código Procesal
Penal [aportado tres del referido artículo cuatrocientos noventa y siete],
por lo que cabe eximirlo del pago de las costas.

I.

DECISIÓN

Por estos fundamentos:

Declararon INFUNDADO el recr¡rso de casación por la causal
de inobservancia de garantías constitucionales de carácter pro-
cesal, referida a la garantía de presunción de inocencia: reglas de
suficiencia probatoria y de legitimidad y legalidad de la prueba,
interpuesto por el encausado Vicron NrNo Uneuze Cornr¡re.

EXIMIERON al recurrente del pago de las costas del recurso.

DISPUSIERON qué la presente sentencia casatoria se lea en au-
diencia pública por la Secretaria de esta Suprema Sala Penal; ¡
acto seguido, se notifique a todas las partes apersonadas a la ins-
tancia, incluso a las no recurrentes.

II.

ru.



Iv MANDARON que cumplidos estos trámites se de\ ¡elva el pro-

ceso al órgano jtrrisdiccional de origen, y se archive el cuaderno

de casación en esta Corte Suprema'-

ss.
SALAS GAMBOA / PONCE DE MIER / URBINA GAI'TVINI / PARIONA PASTRAI'¡A /

ZECENARROMATEUS









DIRECTTVA PARA EL DESEMPEÑO FUNCIONAL
DE LOS FISCALES EN LAAPLICACIÓN
DE Los enrÍcut os 2o5a AL 210'g DEL

cÓotco PRocESAL PENAL

.'

REsoLUclÓN oe LA FIscALÍe on l¡ uegÓxl

N" 029 -2005-MP-FN
LIMA, 06 DEENE.2OO5

VISTO:

El oficio N" 013-2005-I'FSP-MP-FN de fecha 5 de enero de

2005, cursado por la doctora Gladys Margot Echaiz Ramos, Fiscal Su-

;;.*" Titular áe h primera Fiscalía Suprema en loPenal_y Represen-
'tante 

del Ministerio Público ante la Comisión Especial de Implementa-

ción del código Procesal Penal, mediante el cual eleva a este Despacho

la Directiva elaborada por la Comisién Interna de la Institución para el

a.r*p.no funcional'áe los Fiscales en la aplicación de los artículos

205" ai 2l0o del Código Procesal Penal;

CONSIDERANDO:

Que,confoÍnealodispuestoenelinciso4)delaPrimeraDis-
posició-n complementaria y rinat del Decreto Legislativo N" 957, pu-

ftica¿o el 29 ie julio de 2004, que aprueba el nuevo Código Procesal
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Penal, los artículos 205o al 210' de dicho ordenamiento',que nonnan
los temas relativos al control de identidad policial, la videovigilancia y
las pesquisas, debieron entrar en vigencia en todo el país a los 90 días

de su publicación, plazo que fue prorrogado por el artículo Único de la
Ley No 28366 hasta el 1o de enero de 2005, por lo que actualmente las

referidas disposiciones se encuentran en plena vigencia;

Que, conforrne a lo prescrito en el artículo 6o del Decreto Legis-
lativo No 958, compete al Ministerio Público dictar en lo que le corres-
pondq las reglamentaciones previstas en el Código Procesal Penal y las

directivas que con carácter general y obligatorio permitan la efectiva y
adecuada aplicación del nuevo sistema procesal penal, creilndose para

tal efecto la Comisión encargada de coordinar las materias que deben

ser objeto de reglamentación y directivas internas;

Que, mediante Acuerdo N" 452 adoptado en sesión de Junta de

Fiscales Supremos de fecha 4 de noviembre de 2004, se aprobó la Di-
rectiva para El Desempeño Funcional de los Fiscales en aplicación de

los Artículos 205o al2l0" del Código Procesal Penal - Decreto Legis-
lativo No 957, elaborada por la Comisión Interna de la Institución

Que, es necesario disponer la difusión a nivel nacional de la refe-
rida Directiva, como orientación para el mejor desempeño de la función
fiscal;

En ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 64o del
Decreto Legislativo No 052, Ley Orgánica del Ministerio Público;

SE RESUELVE:

Artículo Único.- Remitir a los señores Fiscales Superiores Deca-
nos a nivel nacional, la Directiva para el Desempeño Funcional de los
Fiscales en aplicación de los Artículos 205o al 210' del Código Procesal
Penal - Decreto Legislativo No 957, a que se refiere los considerandos
de la presente Resolución, para su debida difusión a los señores Fiscales

Penales y Mixtos de sus respectivas jurisdicciones.
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DIRECTWA PARA EL DESEMPETq ryry-glg]\IAL
DE LOS TISCNIES EN LA APLICACION

DE LOS 

'RTÍCULOS 

2O5S AL 21OC DEL
- - Coolco PRocESAL PENAL

(Resolución N' 029'2005'MP-FN publicada cl 08 de encro del 2005)

DRECTIVA PARA EL DESEMPEÑO FUNCIONAL DE LOS

FTSCALES "* "oTiiráóioÑ 
og Los ARriculos 205o AL 210'

DELcÓDIGoPRo¿;sdpnNer'DECREToLEGISLATIVoN"9sT

1. Objeto

uniformizar los lineamieirtos de actuación Fiscal en los casos rela-

cionados con la "plJ;";;;; 
rot utttttiro¡ 205" al 210" del Nuevo Código

proce sal p enal,,"tuiil-oi 
^¿tr 

contro l 
_de. 

Identidad Policial", "v ídeo - ü-

gilancia" y "n.,qt'i'*;;;*g" dela poticiaNacional del Peru; actuación

oue será obieto o" ;"oJ;;;;;" ¿" los representantes del Ministerio

hibli.o, conforme u f* uUUu"iones estatlr.id* en el Inciso 4) del Artí-

culo 15go ¿. r" conrñrlián poii i.u ¿"iperu, quienes guiaran su accio-

nar de acuerdo d pÁcipio de supremacía constitucional'

2. Finalidad

Garantizar,lacorrectaaplicacióndelosartículos2.05"al210.del
Código Procesal ;t""1' üt derechos.de 

'a 
persona' la legatidad y los

intereses ptUfi"o, üililáár p"i .f ordenamiento j'rídico nacional'

3. Base legal

- Constitueión Política del Peru

- ConvenciOnAmericana de Derechos Humanos

- Pacto de Derechos Civilesy Políticos

- L.lOrgánica del Ministerio Público

- C¿iigo Procesal Constitucional

- Código Procesal Penal
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4. ÁmUito y alcance {

La presente directiva será de aplicación a nivel nacional, por parte
de los fiscales penales y mixtos del Ministerio Público del peru.

5. Antecedentes

conforme a lo dispuesto en el inciso 4) de la Primera Disposición
complementaria y Final del Decreto Legislativo No 957, publicado el
29 de julio de2a04 que aprueba el código Procesal Penal, los artículos
205" aI210'de dicho ordenamiento, que norman los temas relativos al
control de identídad policíal, vídeo - vigilancia y Pesquisas, entraran
en vigencia en todo el país a los 90 días de su publicación; sin embar-
go, dicha Disposición Complementaria y Final que fue modificada por
el Artículo Único de la Ley No 28366, publicadá el 26 de Octubre del
2404, que suspendió su vigencia hasta el 1 de enero de 2005, fecha en
que entrarán en vigencia los citados artículos 205" al 210'del presente
Código Procesal Penal.

En atención a Io prescrito por el artículo 6o del Decreto Legisla-
tivo No 958, compete al Ministerio Público, dicta¡ en lo que le cones-
ponde las reglamentaciones previstas en el código Procesal Penal y las
directivas que con ca¡ácter general y obligatorio permitan la efectiva y
adecuada aplicación del nuevo sistema procesal penal, creándose para
tal efecto la comisión encargada de coordinar las materias que deben
ser objeto de reglamentación y directivas internas.

Atendiendo a la inminente puesta en vigencia de los artículos 205o
al 210" del código Procesal Penal, la comisión consideró necesario
elaborar una propuesta de Directiva que contenga los lineamientos de
desempeño funcional de los fiscales en relación con dicho articulado, a
fin de que los representantes del Ministerio Público en cumplimiento de
las funciones y atribuciones asignadas en el Inciso 4) del Artículo 159.
de la constitución Política, garanticen la correcta aplicación de dichas
nonn¿rs, con observancia del principio dé supremacía constitucional y
los derechos fundamentales de la persona.
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I. CONTROL DE IDENTIDAD POLICIAL Y R,EGISTRO DE PERSO-
NAS (ART. 205,206YART.210 CPP)

El control de identidad es la diligencia policial dirigida a estable-
cer la identificación de la persona" estrictamente motivada por razones
de urgencia" utilidad y necesidad para la investigación y prwención del
delito. sólo procedení cuando resulte necesario paraprevenir un delito,
obtener información útil en casos de grave alarma *ói¿ y en el ámbito
de una operación policial.

El Ministerio Fúblico tomará conocimiento de los controles de
identidad policial de oficio, por noticia de la autoridad policial o por
queja de cualquier ciudadano que considere vulnerados sr¡s derechos y
deberá cuida¡ que se hayan llevado a cabo con criterios de razonabili-
dad, proporcionalidad y respeto de la dignidad de la persona.

Para los efectos de esta nofrna deberá entenderse por..prevención
del delito", las acciones dirigidas a controlar e impedir la delincuencia
en sus diversas modalidades, así como a evita¡ la probable comisión de
hechos delictivos si no se actua con la debida oportunidad y diligencia-

1.1 En el procedimiento de control de identidad y regisEo de perso-
nas en lugares o establecimientos públicos, el Fiscal verificani.:

1.1.1. El debido cumplimiento de la identificación del efectivo
policial que interviene, a la persona intervenida, propor-
cionandole su identidad y dependencia policial a la que
pertenece, y de ser el caso, la placa de rodaje de los vehí_
culos utilizados en la intervención.

1.1.2. El documento de identidad presentado por la persona in-
tervenid4 el cual puede ser: DocumentoNacional de Iden-
tidad (DM), o Carné de Extranjería o pasaporte, si se ta-
tara de extranjeros, Licencia de conducir, Libreta Militar,
Partida de Nacimiento,o cualqui'er otro documento público
que permita su identificación en el momento.

503
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1.1.3. Las facilidades que la autoridad policial brindópara la ubi-
cación y exhibición de la identificación de la persona inter-
venida, como llamadas telefónicas, utilización de medios
electrónicos, conducción al lugar donde estaban sus docu-
mentos, de haber sido posible.

1.1.4. La devolución de los documentos de las personas debi-
damente identificadas y la autorización para su retiro del
lugar.

1.1.5. En caso de intervención arbiüa¡ia, el Fiscal dispondrá la
devolución de los documentos, el alejamiento del lugar de

la persona intervenida y procederá conforme a sus atribu-
ciones

En el procedimiento utilizado en las dependencias policiales ori-
ginado por la falta de identifrcación de la persona intervenida, o
por la gravedad del hecho investigado o ámbito de la operación
policial, el Fiscal verificará:

1.2.1. El registro de la persona intervenida en el LIBRO - RE-
GISTRO,firmando y sellando como constancia de su revi-
sión.

1.2.2. Las razones que motiv¿uon su conducción a la dependen-
cia policial y el tiempo que ha permanecido en dicha de-
pendencia.

1.2.3. Si el intervenido fue informado de su derecho a comuni-
carse con un familiar o la persona que hubiere indicado.

1.2.4. Que la persona intervenida no haya ingresado a las celdas
o calabozos, así como no se encuentre en contacto con
personas detenidas.

1.2.5, Que la persona intervenida haya accedido voluntariamen-
te a la toma de impresiones digitales, únicamente con fines
de identificación. En caso de haber manifestado su negari-
va,la comunicación al Ministerio Público.

t.2.
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1.2.6. El tiempo de permanenciadel intervenido en la dependen-
cia policial, el cual deberá ser el indispensable para los
fines del procedimiento de identificación y no exceder de
cuato horas.

1.2.7. Tratándose de un requisitoriado, que sea puesto inmedia-
tamente a disposición de la autoridad requirente.

1.2.8. Las diligencias que se pracücaron con fines de identifica-
ción y que no se afecten o hayan afectado derechos de la
persona que la Consti¡¡cién Política y las leyes garantizan.

I .2.9. En caso de una intervención arbitaria, que podría constituir
un ilícito penal, el Fiscal dispondrá el cese de la resticción
de la libertad y procederá conforme a sus atibuciones.

En el procedimiento de registro personal, vestimentas, equipajes,
bultos o vehículos, ante la sospecha ñ¡ndada de un hecho punible,
a que se refiere el inciso 3) del artículo 205" del CPP, ademrís de

lo señalado en los numerales 1.1 y 1.2 de la presente directiva, el
fiscal verificará:

1.3.1. El levantamiento del acta co¡respondiente y la oportuna
comunicación al Ministerio Público.

1.3.2. Si se tratare del registo de la vestimenta de una persona

en el procedimiento del conhol de identidad, que se haya
cumplido además, con las formalidades previstas en el ar-
tículo 210" del CPP.

1.3.3. La existencia de objetos o especies relacionados con la
comisión de un delito y su aseguramiento con indicación
de la persona responsable.

En el procedimiento seguido contra un imputado, además de lo
señalado en los numerales l.l y 1.2 de la presente directiva, el
Fiscal verificará:

1.4.1. Si el intervenido ha dado su consentimiento para la toma
de fotografias, mediciones y medidas semejantes.

1.4
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1.4.2. En el supuesto que éste no haya prestado su consentimien-
to para las actuaciones indicadas en el numeral anterior,
que se haya comunicado al Fiscal competente, quien en

uso de la facultad concedida por el inciso 5) del artículo
205o del Código Procesal Penal, podrá autorizar u ordenar
tales actos si lo considera necesario o indispensable. La
orden fiscal deberá ser motivada y constar por escrito en

el acta respectiva.

i.4.3. El levantamiento del acta policial en la que deberá cons-

tar la necesidad, motivos o razones que sustentan dichas

actuaciones, así como el tiempo en que se practicaron, la
cual será suscrita por el personal policial que intervino en

las mismas.

En el procedimiento de controles policiales en vías, lugares o es-

tablecimientos públicos para el descubrimiento y ubicación de los
partícipes en delitos que causen grave alarma social a que se refiere

el inciso l) del artículo 206" del CPP, ademas de lo señalado en los

numerales 1.1y 1.2 de la presente directiva, el fiscal verificará:

1.5.1. La comunicación al Fiscal competente, en la que se indi-
que el motivo, Itg*, modo y tiempo de la intervención
policial a que se refiere el inciso 1) del artículo 206' del
Código Procesal Penal.

1.5.2. El informe inmediato del resultado de la intervención con
la copia del acta respectiva, a efecto de disponer las accio-
nes correspondientes.

1.5.3. La existencia de los instrumentos o efectos relacionados
con la cornisión de delito o de las sustancias prohibidas o

peligrosas, en caso de haberse incautado y la medida de

aseguramiento con indicación de la persona responsable.

1.5.4. El registro de la acción de control en el libro - registro
controles policiales públicos, firmando y sellando ccrr:o

consl¡.ncia de str revisión.

t.5
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vÍDEo - vIcILANctA (ART. 2ol" cPP)

En las investigaciones por delitos violentos o graves, sancionados
con pena privativa de la libertad no menor de cuatro años, o confra or-
ganizaciones delictivas, en las que el Fiscal de oficio o a solicitud mo-
üvada de la Policía Nacional y sin conocimiento del afectado, ordene
la toma fotogriífica o registro de imágenes u otros medios técnicos para
la observación o investigación del lugar de residencia del investigado,
deberá observar los siguientes lineamientos mínimos:

2.1 Expedir la Disposición de procedencia o improcedencia, la cual
deberá ser motivada, teniendo en cuenta los principios de razona-
bilidad, oportunidad, proporcionalidad y necesidad de la investi-
gaclon.

2.2 Los límites en la utilización de los medios técnicos de vídeo - vi-
gilancia, tales como el espacio fisico y las person¿rs susceptibles
de tomas fotogrráficas o registro de imágenes, el tiempo del proce-
dimiento de vídeo - vigilancia de conformidad con lo establecido
en el artículo 230' numeral 6 del CPP y la necesidad o no de
grabar sonidos, enüe otros.

2.3 Designará en forma precisa al personal a cargo del procedimiento
de vídeo - vigilancia y al responsable de su registro y custodia
hasta la enüega de los soportes originales de la toma o registo de

imágenes al fiscal, la cual deberá efectuarse en sobre sellado.

2.4 Establecerá la obligación de mantener la confidencialidad e in-
tegridad de las tomas o registos de las imágenes o sonidos por
parte del personal designado, bajo responsabilidad.

2.5 Las tomas o registros de imágenes deberán ser datados de modo
tal que el día y la hora en que se han realizado queden incorpora-
dos en el soporte original respectivo. Independientemente de ello
deberán ser rotulados y numerados indicando la fecha del proce-
dimiento de grabación, persona responsable del procedimiento,
duración de la grabación y demás datos que resulten necesarios
para su plena identificación.
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2.6 El Fiscal requerirá la autorización judicial cuando lavídeo - vigi-
lancia se realice en el interior de inmuebles o lugares cerrados.

2.1 Recibida la toma o registro original de imágenes por el fiscal,
cuidará su conservación y adoptará las correspondientes medidas
de seguridad, pudiendo designar a un Funcionario responsable
del aseguramiento.

2.8 El fiscal dispondrá la transcripción escrita de los registros de
imágenes y en su caso de sonidos y designará ar responsable de
la misma. La transcripción deberá ser numerada en forma inde-
pendiente, indicando la duración de la grabación y dernás datos
que resulten necesarios para la plena identificación en el soporte
original. Recibida la transcripción, el fiscal levantará el acta de
recepción de la misma y de los soportes originales.

2.9 Ejecutada la vídeo - vigilancia y culminadas las investigaciones
inmediatas a que ellas se refieraq se pondrá en conocimiento dei
vigilado lo actuado, siempre que el objeto de la investigación lo
permita y que no se ponga en peligro la vida o la integridad fisica de
terceros. De ser necesario mantener el secreto de ra vídeo - ügilan-
ci4 el fiscal deberá emitir disposición motivada, señalando el plazo
de la reserva y solicitará la confirmación judicial respectivar.

2.10 En caso que el Fiscal disponga la procedencia de la expedición de
copias, ésta se practicará observándose los siguientes lineamien-
tos:

a) La copia se realice de principio a fin del soporte original, sin
intemrpciones, cortes ni inclusiones de imágenes o sonidos.

b) En caso de solicitarse copia de una parte determinada de la
operación de vídeo - vigilancia, ésta debe indicar el punto de
inicio y final del momento al cual corresponde en el soporte
original.

c) La copia será conjunta de imagen y sonido, siempre que así
figure en el soporte original.

I Concordante con el inciso 3 del artículo 103 del Cpp.



d) cada copia debe ser numerada en forma independiente, rotu-

lad4 con fecha del procedimiento de grabación y su duración,

persona encargada de la copia y del responsable del proce-

áimiento, indicando su soporte original y demas datos que

resulten necesarios para su plena identificación'

3. PESQUISAS (ART.208'CPP)

Las pesquisas son indagaciones o averiguaciones que realiza la

policía poi si,-en caso de urgencia, o por disposición del fiscal con la

finalidai de obtener datos, recoger cosas, huellas, efectos materiales

u otros que sirvan para la investigación del delito o ubicación del im-

poáao, áebiendo d-ar cuenta inmediata al fiscal. Tienen el carácter de

áifig.".i"r mínimas y necesarias paraevitar la desaparición de pruebas'

indicios y vestigios de la realización de un hecho punible.

La inspección procederá en lugares abiertos, cos¿ls' registros zu-

perñciales dL personás2y otas, cuando existan moüvos plausibles para

considerar que se enconirarán rastros del delito, ocultamiento de un im-

putado, p"rronu prófuga, y demas útiles para la investigación'

3.1 En caso de comprobación del estado de las personas' lugares, co-
. 

sas rastros y otrós efectos materiales de utilidad para la investiga-

ción dispuestas por el Fiscal, el acta deberá contener las siguien-

tes formalidades mínimas:

3.1.1. La descripción exacta del lugar donde se realiza la pes-

quisa, tttótiuo y forma en que se llevó a cabo, nombre

de los funcionarios o autoridad policial encargada de la

diligencia.

3.1.2.La indicación del nombre, ca¡acterísticas y estado de las

personas, cosas, rastros u otros efectos materiales encon-

trados en el lugar de la pesquisa que sean de utilidad para

la investigación.
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2 No entendido como intervención corporal'



510 E¡. xue'¡o PRocEso pENAL

3.1.3. Si no se encontró rastos o efectos materiales qsi éstos hu-
bieren desaparecido o sido alterados, la descripción del es-
tado actual y de ser posible, el modo, tiempo y causa de su
desaparición o alteración del estado anterior y los medios
de convicción que llevaron a ese conocimiento.

Se procederá de igual manera cuando la persona buscada
no fuera encontrada en el lugar de la pesquisa.

3.1.4. El levantamiento de planos de señales, descriptivos, foto-
gráficos, y toda operación técnica, e inventario, que resul-

. ten necesarios según la naturaleza del delito.

3.1.5. De encontr¿use a menores de edad, se comunique de in-
mediato a la Fiscalía de Familia o Mixta para que proceda
conforme a sus atribuciones.

3.2. Si por razones de urgencia Ia pesquisa es realizada por la policía,
sin disposición del fiscal, se verificará que el acta elaborada por el
personal policial contenga la información señalada en el numeral
anterior.

3.3 En caso de retenciones con fines de pesquisas, con el objeto de
comprobar el estado de las personas, lugares, cosas, rastros y otros
efectos materiales de utilidad para una investigación, que la actua-
ción policial responda a las siguientes formalidades mínimas:

3.3.1.'Se haya informado a la persona sobre el motivo de sureten-
ción, así como los derechos que la legislación le reconoce.

3.3.2. Se haya identificado la autoridad que dispuso la retención.

3.3.3. Se haya identificado a las personas que comparecieron al
lugar de la diligencia materia de pesquisa.

3.3.4. Precisado las diligencias efectuadas con las personas re-
tenidas, las que deberán haberse practicado con observa-
ción de las disposiciones señaladas en los numerales Ll,
1.2 y las demás cc;signadas en el ítem 3. de la presente
Directiva.
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Recomendar la suscripción de conve¡ios por parte de la policía
Nacional y el Ministerio Público con el REMEC para la inscrip-
ción y registo de las personas que no lo hubieran hecho y hayan
sido sujetas al control de identidad previsto en el a¡tículo 205o del
Código Procesal Penal.

Adquisición progresiva de cilma¡as fotogriíficas, filmadoras y
equipos de última generación, por parte del Ministerio público,
para la perennización de las escenas del delito y transcripción de
las grabaciones de audio y vídeo, obtenidas en los p.o..di*i.n-
tos establecidos en el CPP

6.

7.
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PRESENTACIÓN

El código Procesal Penal ha establecido en su artículo 220o inciso
5, que la Fiscalía de la Nación a efecto de garantizar la autenticidad de
lo incaut¿do, dicta¡á el Reglamento correspondiente, con la finalidad de
no(mar el diseño y control de la cadena de custodia así como el proce-
dimiento de seguridad y conservación de los bienes incautados.

Asimismo el artículo 318" del Código Procesal Penal señala, que
la Fiscalía de la Nación emitirá las disposiciones reglarnentarias nece-
sarias, para garantizar la corrección y eficacia de la diligencia de incau-
tación de bienes, así como para determinar el lugar de custodia y reglas
de adminisfración de éstos. De otro lado el artículo 223" inciso 2 del
cPP, indica que la Fiscalía de la Nación establecerá directivas regla-
mentarias para llevar a cabo el remate del bien incautado por el órgano
administrativo competente.

En este contexto, al establecer dicho cuerpo normativo tales alcan-
ces, conviene también emitir disposiciones relativas al "destincl final"
de los citados bienes, posibilitando a los jueces y fiscales que tomen
decisiones sobre el particular durante la investigación o el proceso, a
través de los distintos mecanismos que establecen las leyes especiales,
las normas técnico científicas correspondientes y el presente Reglamen-
to, devolviéndolos a sus propietarios, destruyéndolos o incineriíndolos,
ordenando la libre disposición a enüdades autorizadas o rematándolos,
según e[ caso.

Teniéndose en cuenta que en los casos de los delitos de Trafico Ilí-
cito de Drogas, Delito Aduanero, conta la Propiedad Intelectual, Lava-
do de Activos, contra la Administración Públic4 Terrorismo y Traición
a la Patria, en la actualidad se han establecido diversos procedimientos
en relación a los bienes incautados derivados de dichos ilícitos, que
deben ser unificados.

En este entendido, se debe regular y sistematizar las funciones
asignadas al Ministerio Público; por tanto, se ha considerado conve-
niente reglamentar el procedimiento de "cadena de custodia" tanto de
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los elementos materiales y evidencias, así como de los bienes incauta-

¿*. *t" proyecto tiene cómo precedente nofmaüvo en el tabajo de los

i"pro"nüt"s del Ministerio Público la Resolución No 964-2001-MP-

Ñ, resultando conveniente actualizar la normatividad vigente acorde a

las no"vas funciones asignadas al Ministerio Público, adapüíndola a los

iuruor requerimientos planteados por el modelo procesal penal perua-

io, u*t¿ra la atribución plasmada en el artículo 159o inciso 3 y 4 de la

Constitución Política del Estado

. Estos aspectos, sumados a la experiencia práctica de los represen-

tantes del Ministerio Público, en el desempeño de su labor diaria, han

permitido el desarrollo del documento propuesto'

REGLAMENTO DE /E CEOPNA DE CUSTODI,A DE

ELEMENTOS MATERI,ALES, EVIDENCTAS Y

ADMINISTRACIÓN DE BIENES INCAUTADOS

Artículo 1".- Objeto

El presente Reglamento regula el procedimiento de la cadena de

custodiabe los elemJntos materiales y evidencias incorporados a la in-

vestigación de un hecho Punible'

Asimismo, regula los procedimientos de seguridad y conserva.

ción de los bienes incautados, según su naturaleza'

Concordancias:

Art.67' NCPP

Art. 68" NCPP

Art.220.5 NCPP

Art.322.3 NCPP

Artículo 2".- Finalidad

Establecer y unifrcar procedimientos básicos y responsabilidades

de los representantes del Mittitt".io Publico y funcionarios, a efecto de

garantizar la autenticidad y conseryación de los elementos materiales

] evidencias incorporados en toda investigación de un hecho punible,
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auxiliados por las ciencias forenses,la Criminalística ente qtras disci-

plinas y técnicas que sirtran a la investigación criminal.

Ademiis, unificar los lineamientos generales de seguridad y con-

servación de los bienes incautados

Artículo 3".- Ámbito Y alcance

Las normas contenidas en el presente Reglamento son de aplica-

ción progresiva en todo el territorio nacional y de obligatorio cumpli-

miento para los señores Fiscales, funcionarios y servidores del lvlinis-

terio Público.

C.rpíruro I
DISPO$CIONES GENERALES

Artículo 4o.- PrinciPios

Los procedimientos previstos en el presente reglamento, se rigen

por los siguientes princiPios:

El control de todas las etapas desde la recolección o incorpora-

ción de los elementos materiales, evidencias y bienes incautados hasta

su destino frnal. Así como del actuar de los responsables de la custodia

de aquellos

La presetracién de los elementos materiales y evidencias, así

como de los bienes incautados, para garantizar su inalterabilidad, evitar

confi¡siones o da¡1o de su estado original, así como un indebido trata-

miento o incorrecto almacenamiento.

La seguridad de los elementos materiales y evidencias, así como

de los bienes incautados con el empleo de medios y técnicas adecuadas

de custodia y almacenamiento en ambientes idóneos, de acuerdo a su

naturaleza.

La mínima inten'ención de funcionarios o personas responsables

en cada uno de los procedimientos, registando siempre su identificación.

La descripción detallada de las características de los elementos

materiales y evidencias además de los bienes incautados o incorporados
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en la investigación de un hecho punible; del meilio en el que se halla-
ron, de las técnicas utilizadas, de las pericias, de las modificaciones o
alteraciones que se generen en aquellos, en[e otros.

Artículo 5o.- Elementos materiales y evidencias

Son objetos que permiten conocer la comisión de r¡n hecho pu-
nible y atribuirlos a un presunto responsable en una investigación y
proceso penal.

Concordancia:

Art.330"NCPP

Artículo 6o.- Bienes incautados

Son los efectos y gananoias provenientes de delito, así como los
instrumentos que sirvieron para perpetrarlo, objeto de una medida judi-
cial o excepcionalmente fiscal, durante la investigación.

Concordancias:

Art.316" y ss NCPP

Cepíruro II
DE LA CADENA DE CUSTODI.A DE LOS ELEMENTOS

MATERIALES Y EVIDENCI.AS

Artículo 7o.- Concepto

La Cadena de Custodia es el procedimiento destinado a garanüzar
la individualización, seguridad y preservación de los elementos mate-
riales y evidencias, recolectados de acuerdo a su naturaleza o incorpo-
rados en toda investigación de un hecho punible, destinados a garanti-
zar su autenticidad, para los efectos del proceso.

Las actas, formularios y embalajes forman parte de la cadena de
custodia.

Concordancias:

Art.220.2 NCPP

Art.382 "NCPP
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Artículo 8o.- Del procedimiento de la cadena de Qustodia

La Cadena de Custodia se inicia con el aseguramiento, inmovili-

zacióno recojo de los elementos materiales y evidencias en el lugar de

los hechos, dr¡¡ante las primeras diligencias o incorporados en el cgrso

de la Investigación preparatoria; ¡ concluye con la disposición o reso-

lución que establezca su destino final.

Artículo 9o.- Escena como una fuente de evidencias

La escena es el lugar o espacio fisico donde sucedieron los hechos

investigados. Es el foco aparentemente protagónico en el cual el autor

o participe consciente o inconscientemente deja elementos materiales o

evidencüs, huellas y rastros que puedan ser significativos para estable-

cer el hecho punible y la identificación de los responsables.

También se considera¡á como escena el entorno de interés cri-

minalístico donde se realizaron los actos preparatorios, así como aquél

donde se aprecien las consecuencias del mismo'

La información suficiente, determinarálaamplitud de la escena.

Artículo 10o.- Protección de la escena y evidencias

Es la actividad practicada por el Fiscal o la Policíq destinada a ga-

rantizar el asegr¡amiento y perennización de la escena para evitar su conta-

minación, atteraciOn, destn¡cción o perdida con el objeto de comprobar la

existencia de elementos materiales y évidencias pertinentes y úüles para el

esclarecimiento del hecho punible y la identificación de los responsables,

procurando la intangibilidad, conservación e inmovilización de la mismay

ie aquellos p*u r,rlotterior recojo. En caso de flagrancia o peligro inmi-

nente de la perpetración de un hecho punible, la Policía procederá a asegu-

rar, inmoviíizar o secuestar los elementos materiales o evidencias'

Concordancias:

Art. 68'. "K" NCPP
Art,218.2 NCPP

' Artículo 11o;- Formato de Cadena de Custodia

Los elementos materiales, evidencias y bienes incautados se regis-

trarán en el formato de ia cacbna de custodia mediante una descripción



D*rtrw^s 
" 

ocl-ooret*ot ttt^ctoNooos' 519

minuciosa y detallada de los caracteres, medidas¡peso, tamarlo, óolor,

especie, estado, .nUt oto' datos del medio en el que se halla¡on los

elementos materrates-y evidencias, de las técnicas utilizadas en el reco-

jo y pericias que s: ái"p*g*' en el cual no se admiten enmendaduras'

En caso qu" *"rr* ,riu ó"á.ción, ésta se efectuará en¡e paréntesis,

;;pñ;illos motivos que la generaron. Los bienes materiales y las

evidencias recolectadas o in"otpot"das, deberrin ser debidamente rotu-

ladas y etiquetadas;;;," conecta identiñcación y segrnidad e inalte-

rabilidad.

Artículo 12"- Supervisión de la cadena de custodia

El Fiscal o la persona que delegue' supervisará- la identificación'

individualización, recolección, en'rí9, manej o, análisis, entega, recep-

ción, segui*i"nto, f ot'ot pto"tAi*r¡ntos que se genefl respecto a los

elementos materiales t evidencias. También, las condiciones de segu-

ridad, el empleo ¿. *L¿io, materiales y de técnicas adecuadas pa¡a su

taslado,almacenamiento,conseryación,administraciónydestinofrnal.
Asícomoetr.gistroeidentificacióndelaspersonasresponsablesde
cada Procedimiento'

Encasodeadvertirlaalteracióndelestadooriginaldeaquellos,
,,g*.unaturalezaydelosregistros,adoptarálasaccionesquecolTes-
p*d*.

Artículol3o..Procedimientoderecolección,embalajeytras-
lado

LosFiscalesobservararrquesecumplanlossiguienteslineamien-
tos mínimos: Iniciar la colecci6n de elemintos materiales y evidencias

conlosobjetosg,*d",ymovibles,posteriormente.serecolectaaque.
llosquerequierendeuntratamientootécnicaespecial,seleccionándo.
los Y clasific¡índolos'

Utilizarembalajesapropiadosdeacuerdoasunafuralez4etique.
tándolos o ,otur'eoioi"; ;; una rápida ubicación e.identifrcación o

precintandolossegúnelcaso'consignandosecomomínimo:ciudadde
origen, autoridaj[r. 

"r¿."Oia 
renisión, foraa de recojo d¿ los bienes

incautados, ntrnrero de investg z;,-í-'.] :ioc:sC., .J':scripción (clase, can.
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tidad, estado, color), fecha, hora, lugar donde se practicó la colección y

la identificación del responsable.

Llenar el formato de cadena de custodia por duplicado, el cual no

podrá tener modificaciones o alteraciones.

Disponer las pericias, análisis, informes técnicos que se requieran

para la investigación respecto a los elementos materiales y evidencias

o una muesta de ellos. Trat¡índose de objetos de gran dimensión o vo-

lumen y según su naturaleza, designará al responsable del traslado, así

como su destino de custodia, después que se practiquen las pericias

respectivas.

Ordenar el naslado al Almacén de Elementos Materiales y Evi-
dencias conespondiente, según su volumen, el que se efectuará con el

formato de cadena de custodia. Al ser transportados, debe preservarse

su integridad, manteniéndolos libres de todo riesgo o peligro de altera-

ción, deterioro o destrucción.

Artículo 14'.- Registro y custodia

Es el procedimiento que se desarrolla con el objeto de garantizar

el ingreso, registro, almacenaje, administración y salida de los elemen-

tos materiales y evidencias.

En un plazo miiximo de tres días calendarios de la intervención o

recepción del informe policial, el Fiscal dispondrá el destino al Alma-
cén, conforme a los siguientes lineamientos:

El personal asignado por el Fiscal o la autoridad policial, en de-

legación, recibe el mandato y el formato de cadena de custodia. Quien
entrega y quien los recibe, verifica el estado de los mismos o sus em-

balajes, los cuales deben estar íntegros, sin presentar alteraciones. Los
rótulos o etiquetas no deben mostrar enmendaduras.

Se regista en el formato de cadena de custodia el raslado y traspa-

so, fech4 hora, dejandose constancia de las observaciones pertinentes.

El responsable de la recepción en el laboratorio o del almacén

recibe debidamente embalados los elementos materiales y evidencias,

los revisa efecfuando los registros necesarios en el formato de cadena
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de custodia y en el sistema de información manüal o electónico. Este,
debe verificar los datos consignados y el responsable del traslado.

El responsable del almacén en los Distritos Judiciales se encar-
gará de recibir el formato de la cadena de custodia por duplicado. Una
copia se queda en poder de la Fiscalía o autoridad interviniente para que
sea agregado a la carpeta fiscal, la ota pennanecerá en custodia del Al-
macén, a fin de registar las futuras diligencias que se practiquen. Toda
actuación posterior que se genere se consignará en el formato de cadena
de custodia y en el registro informático, cronológicamente.

El responsable del Almacén, después de su recepción conforme
a los requisitos antes señalados, selecciona y ubica cada uno de los
bienes, dependiendo de su naturalez4 clasificándolos atendiendo a su
volumen, cantidad, peso, clasé de sustancia, riesgo que representa" va-
lor y todas aquellas circunstancias que la experiencia aconseje para el
adecuado almacenamiento, registrando en el sistema de infonnación su
ubicación dentro del almacén.

En caso que se aprecien alteraciones en los embalajes y rótulos
o etiquetas, quien los advierta en el almacén lo comunicaní inmedia-
tamente al jefe inmediato y ala autoridad competente, dejando cons-
tancia escrita en el formato de cadena de custodia y si es posible, fijará
mediante fotografia o filmación las alteraciones. Quien entega y quien
recibe debe conocer las alteraciones advertidas.

Pa¡a los efectos del cumplimiento de estas especificaciones, ta-
t¡ándose de elementos biológicos y químicos, serán almacenados en am-
bientes especialmente organizados, con el objeto de evitar su deterioro
y la integridad fisica de los responsables.

El perito responsable o especialista a quien se le haya ordenado
la realización de un análisis, examen pericial o informe técnico, con-
signará en el formato de cadena de custodia sucintamente las técnicas
empleadas, identifi ciindose.

Artículo l5o.- Traslado para diligencia

Cuando sea necesario llevarse a cabo una diligencia fiscal o ju-
dicial en la que se requiere tener a la vista los elementos materiales y
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evidencias o una muestra de ella" el Fiscal dispondrá el traslado, indi-

cando el personal responsable. El responsable del almacén de bienes

incautados cumplirá con el mandato en la forma y plazo que disponga

la autoridad requirente.

El responsable del almacén al recibir la orden frscal, ubica fisi-

camente los elementos materiales los entrega al servidor encargado del

taslado y adjunta con üal fin los formatos de cadena de custodia donde

efectua los registros correspondientes. A su vez, descarga en el sistema

de informasión manuat o electrónico qr-¡s se tenga, la salida, procedien-

do a su entrega al responsable del haslado y transpode.

CepÍruro III
DE LA CUSTODIA Y ADMINISTRACIÓN

DE BIENES INCAUTADOS

Artículo 16o.- Incautación

En caso de efectuarse r¡na diligencia relacionada a la investiga-

ción de un hecho ilícito, en la que se encuentren bienes que ameriten

ser incautados, se procederá a asegurarlos o inmovilizarlos, designando

provisionalmente al responsable de la custodia, dando cuenta al Juez

p*u ru aprobación y conversión a las medidas que fueran necesa¡ias.

El Fiscal o la policía excepcionalmente podran disponer la in-

cautación de bienes en los casos previstos por ley, dando cuenta de

inmediato al Juez.

Concordancias:
Art.68'NCPP
Art.316"NCPP
Art.3l7"NCPP

Artículo 17o.- Registro y seguridad

Para garantizar laeficacia de las diligencias antes citadas, los bie-

nes deberán ser individualizados, registrados, asegurados e inventaria-

dos en acta, la que será suscrita por los participantes y testigos de ser

el caso.
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El Fiscal o el responsable, consignará la hca de culminación y la

identificación de quienes hubieran intervenido, del custodio provisio-

nal, enüegando copia del acta a los afectados.

Rigen en lo que fuera pertinente, las disposiciones previstas en

los artículos l2o,13o y 14" del presente Reglamento-

Concordancias:

Art.68'NCPP
Art.225.3 NCPP

Artículo 18o.- Formato de bienes incautados

Se registrará en forma minuciosa y detallada los bienes incautados

en el formato correspondiente, conforme a las características dispuestas

en el artículo llo del presenie reglamento, así como la identificación

del responsable de la custodia en cada uno de los procedimientos rela-

cionados al traslado, almacenamiento, administación y destino final de

los mismos.

Artículo 19o.- Casos esPeciales

En caso de bienes perecibles, sujetos a eminente deterloro. de

gran magnitud y naturaleza,dedicados a fábrica o comercio, semovien-

tes entre otos que no permitan su traslado, o que ameriten una admi-

nistración especializada sobre los derechos de éstos, el Fiscal dispondrá

la inmovilizacióny el aseguramiento, así como el lugar de custodi4

designando al depositario - responsable por un plazo no mayor de 15

días prorrogables por igual término, dando cuenta al Juez para la con-

firmación de la medida y conversión a incautación conforme a los pre-

supuestos establecidos en la leY.

Artículo 20'.- Designación del lugar de custodia

Dispuesta la medida de incautación, el Fiscal delegará al respon-

sable del almacén la designación del lugar y de la aplicación de las

reglas de administración que colrespondan paxa el mejor cuidado de los

citados bienes.

En los c¿rsos especiales y no previstos expresamente en la ley, se

deberá tener en cuenta que si el bien está sujeto a un proceso de pro-
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ducción y comercio, deberá según el caso, proc'rarse su crñtinuaciór¡
así como la administración de las rentas, frutos o productos, el Fiscal
solicitará la designación del depositario correspondiente.

Dicha función- deberá ser cumplida con la diligencia ordinaria
exigida por la naturaleza de la obligaciórr, no pudiendo"usarlo en prove_
cho propio o de un tercero, salvo disposición judicial, inscribiéndose en
el Registro correspondiente.

Debe informarse semeshalmente al responsable del almacén del
Ministerio Público respecto a la gestión encorrrencrada.

Concordancia:

/^ft.22}3 NCPP

Artículo 21o.- convenios interinstitucionales de custodia
El Fiscal Jefe del Distito Judicial podrá celebrar convenios in_

terinstitucionales de custodia de bienes incautados, con dependencias
estatales relacionadas al bien jurídico protegido como Gobiemos Re_
gionales, Locales, universidades, centros asistenciales entre ohos, que
por su especial naturaleza o características, no puedan ser almacenaáos
en los ambientes del Ministerio público o cuunáo se carezca de infraes_
tuctura adecuada.

Artículo 22".-Títuros varores o documentos de crédito
cuando se afecten títulos valores o documentos de crédito, la in-

cautación o el secuestro procederá conforme a las reglas del artículo
652o del Código Procesal Civil, de ser pertinente.

Artículo 23o.- Custodia de joyas y análogos

cuando se requiera la custodia de joyas auténticas, metales valio-
sos, piedras preciosas o efectos análogos que superen el varor de una
'nidad impositiva tributaria, el Fiscal áispondrá que el responsable del

_almacén 
las deposite en custodia en la caja de valores del'Banco de la

Nación, previa tasación de un perito designado de la listade tasadores
del Ministerio Público

Los documentos que correspondan a la descripción, tasación y
depósito de tales bienes serán remitidos al Almacén, *"*ándor. unu
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cogia a Ia carpeta fiscar. si el valor de lo inciutado es inferior a unaunidad impositiva tributaria, se deposita*in con la debiJa descripción eidentificación en la caja de varores del Armacén del aistito fiscar.

Artículo 24o.- Bienes inmuebles

Tratiindose de administación bienes inmuebles o de derechos so-bre aquellos, en tanto concluya la investiga"ión p..p;;;l o .r pro".-so' se procederá a la anotación de ra meáida uaopáau.n 
"i 

,"rp."ti"o
Registro público, en cuyo_ caso se reque nr á raor¿rn : r¿i"i J r"rp."tir*
Se dejará constancia en el acta ra identidad a. u p"rroia o institucion
responsable de la posesión-custodia. ¡ - ----

Artículo 25o.- Regulación supletoria

Rige para los supuestos previstos en los a¡tículos precedentes, lo es-tablecido en el código civil y procesal ciüI, en to qu"'r.r"ru p"rrinente.

DE LOS RESPONCi;ilü IO, I-O CUSTODIA
DE LOS ELEMENTOS \{ATERIALES,

EVIDENCIAS Y BIENES INCAUTADOS

Artículo 26".- Obligaciones

Son obligaciones del responsable del almacén:

Recibir y registrar los elementos materiares, evidencias y bienesincautados en los formatos respectivos, sistema informático o er quehaga sus veces. Los procedimientos de ingreso,.*ñ;';greso defi-nitivo que fueran ordenadospor las autoriiu¿rr;";;rñáiJntes, debe_rán ser cumplidos en el modo y plazodispuestos.

clasificar, ubicar, custodiar y conservar los erementos materiales,
evidencias y bienes incautados.

Efectuar semestrarmente inventarios fisicos a efecto de informa¡
al Fiscal a cargo del caso, con el objeto que adopten ras acciones que
correspondan para determinar su destino final.
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Requerir a las autoridades administrativas los recursos logísticos

necesario; para la adecuada custodia" oonservación y administración

de los elementos materiales, evidencias y bienes incautados, según su

naturaleza.

Artículo 27o.' Detalle del registro

Ingresados los elementcs materiales, evidencias y bienes incauta-

dos al almacén, se procederá a su registro el cual deberá detallar como

mínimo lo siguiente:

a) Estado de conservación y descripción según la información

proporcionada en el formato de cadena de custodia'

b) Fechay hora de ingreso, egreso y traslados'

c) Fiscalía que ordena el internamiento'

d) Número de ingreso de la investigación, informe policial, car-

peta frscal o proceso según corresponda'

e) Nombre de los sujetos procesales (investigado, víctima, ter-

cero civilmente responsable, etc')

0 Delito investigado.

g) ! otras anotaciones u observaciones cuando sean necesarias.

Artículo 28o.- Tasador oficial

El Fiscal Jefe de cada Distrito Judicial designará anualmente los

Tasadores Oficiales'

En caso de no conta¡se con personal calificado en los Distritos

Judicial, se procederát ala convocatoria respectiva' para tal efecto, la

Gerencia General del Ministerio Público asignará los recursos que fue-

ran necesa¡ios.

Artículo 29o.- De los organismos habilitados

Los Fiscales encargados de las investigaciones en las cuales se

hubieran incautado bienes, en su función de supervigilancia de los or-

ganismos que por ley se han creado o habilitado para el depósito, admi-

nistración y dispqsición de aquellos. verificarán su custodia, estado de

conservación, traslaCo -v disposición final.
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Velaran que los organismos habilitados poi tey observen el cum-

plimiento del presente reglamento y lo contenido en el "Reglamento de
-Supervisión 

de Organismos encargados de Bienes Incautados", en lo

que frrera pertinente para los frnes de la investigación y el proceso.

Artículo 30o.- IncumPlimiento

En caso de verifrcarse la inobservancia de las obligaciones esta-

blecidas por ley respecto a las obligaciones de los organismos delega-

dos, el Fiscal procederá a las acciones legales correspondiente, instn¡-

yendo a la institución responsable, para que se supere las omisiones

adve*idas conforme a lo establecido en el "R.eglamento de Supewisión

de Organismos encargados de Bienes Incautados".

i*íruro V
DE LA DISPOSICTÓN OE LOS ELEMENTOS

MATERIALES, EViDENCIAS Y BIENES INCAUTADOS

Artículo 3lo.- DisPosición

El Fiscal o Juez competente decid,e, en el menor üempo posible,

sobre el destino final de los elernentos materiales, evidencias y bienes

incautados en la investigación o proceso, a través de los distintos meca-

nismos que establecen las leyes especiales, este Reglamento y las normas

técnico científicas. Con tal fin, emiten el mandado conespondiente, el que

es comunicado al responsable del Atmacén, a la dependencia competente

del organismo delegado que haga st¡s veces o ai laboratorio forense.

Artículo 32'.- Ejecución

El responsable o custodio recibe y corrobora el contenido del

mandato, registra en el formato respectivo y en el sistema de informa-

ción que corresponda, la disposición final del bien incautado y procede

a materializar lo ordenado.

Artículo 33o.- Conserryeción de muestra representativa

Tratánrlose ie objetos de gran i'ci';n:.e;, perecibles o que atenten

coni¡a i¡ ;liuiJ ;r i: scg-,.iridad piiiiic:s, se C.:::HeÍ'lará una flluestra re-
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presentativa, adoptilndose las medidas de seguridad indispensables y/o
vistas fotogriificas o filmación de la totalidad del bien o lote, para facil!-
tar su futura apreciación en la investigación o proceso, y la elaboración
de pericias o diligencias posteriores.

La muesta se derivará con posterioridad al almacén correspon-
diente, conforme al procedimiento establecido en este Reglamento.

Artículo 34o.- Acta de disposicién

En los casos previstos por le1', la disposición final de ios elemen-
toS materiales, evidencias y bienes incautados se materializa con la pre-
sencia del Ministerio Público, el cual levantará el acta correspondiente,
la que se adjuntará al formato de custodia de elementos materiales, evi-
dencias y bienes incautados, respectivamente.

Artículo 35'.- Del seguimiento y control

El Fiscal en su función de supen'isión de los organismos que por
ley se han creado o habilitado para el depósito, administración o dispo-
sición de los bienes incautados,realizael seguimiento y control de la
disposición final dictada respecto de aquellos.

El Fiscal Jefe o quien éste designe, supervisará el cumplimiento
de las normas dispuestas en el presente Reglamento en todos los proce-
dimientos relativos al destino final.

Artículo 36o.- Procedimientos para el destino final

El procedimiento por el que se establece el destino final de los
elementos materiales, evidencias y bienes incautados será establecido
motivadamente por parte del Fiscal o Juez competente, quienes depen-
diendo de la investigación o etapa del proceso, dictarán las siguientes
medidas:

a) Conservación o custodia definitiva

b) Devolución

c) Destrucción o incineración

d) Libre disposición

e) Remate



Dnscrryts Y REcLAMENTos RELAcloNADos coN + NUEvg qPP 529

Artículo3?o.-Delaconservaciónocustoüadefinitiva

Enlasetapasrespectivasdelproceso'lafiscalíaoeljug{oquepre-
vino, de ser el caso, determinaran la conservación o cr¡stodia definitiva de

r".]"-r"",n,u*iul., y evidencias hasta por el plazo máximo previso

enlaleyparalapres.¡p"iondelaacciónolapen4segúncorresponda.

Artículo 38o.- Devolución

ElFiscalpodrádisponerladevoluciónoentregadelosbienes
incautados at arectajo, piopietario o representante legal, con conoci-

il;; del Juez de la investigación preparatoria, solo en el caso que

éste hubiera prevenido. La dlvolución podrá ordenarse con carácter

provisionalyen.uri¿"¿dedepósito,cuandofueranecesarioparala
investigación o proceso' con fipes de exhibición'

Losbienespodranserdeweltosalinvestigadosiaquellosno
tuvieren ninguna ielación con el delito. La recepción del bien por el

;;;;;" o iropietario o repfesentante legal se consignará en un acta'

ii q"" t*¿ ,.tt.¡tu tanto por el responsable de la entrega como por

quienes lo recibe'

Encasodedictarseunsobreseimiento,archivoosentenciaab-
solutoria,.r,,,pon,utt.delacustodiadarácumplimientoalmandato
correspondiente,dejandoconstanciaenlosformatosrespectivos.

Concordancias:

Art. 318 "NCPP

Art.222 O NCPP

Artículo3g"..Requisitosparaladestrucciénoincineración

ElFiscal,dandocuentaalJuez,sifuerapertinente,dispondrála
destrucción o incineración de los elementos materiales, evidéncias y

bienes incautados que atenten contra la salud y segruidad pública' como

muestras uiorogiiJ, fisicas, químicas, entre otras, cuando así 1o regulen

las leyes .rp"riui., ,obre la materia o las normas técnico científicas.

Asimismo,debedispÓnerladestrucciónoincineracióndelosbie-
nes perecibles o en manifiesto estado de deterioro irrecuperable y cuyo

almacenamientoocustodiaresultenmuydificilesopeligrososcomo
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materiales infl arnables, cornbusübles, disolventes, pinturas u.otros aná-

logos, que pudieran poner en riesgo la salud o integridad fisica del per-

sonal de custodia.

Artículo 40o.- Procedimiento

El responsable de la ejecución de la medida en los casos de des-

fucción o incineración de bienes tomará una muestr4 la cual derivará
al Almacén correspondiente, conforme al procedimiento establecido en

el a¡tículo 33" del presente Reglamento.

El Fiscal levantará el acta y dispondrá su anotación en los for-
matos respectivos, practicada ia incineración o destrucción, según la
naturaleza del bien. Copia del acta se anexará a la carpeta fiscal.

Artículo 41".- Libre disposición

Los Fiscales cuando corresponda, declararán la libre disposición
de los bienes incautados, en los siguientes casos:

a) Cuando no se haya identificado al autor del ilícito,

b) Cuando no se haya identiñcado al perjudicado; o,

c) Cuando pese a identificarse al propietario, se hubieran reali-
zado gestiones infructuosas para su devolución,

Rigen como plazos, los establecidos en los artículos 950o y 95lo
del Código Civil, para la prescripción adquisitiva.

Y además, cuando los bienes que provienen de la falsificación
o adulteración de marcas u otras análogas, puedan ser aprovechables
por la población de menores recursos, siempre que no representen un
peligro para la salud ni alteren los precios del mercado, conforme al
procedimiento establecido en el segundo pánafo del artículo 47" del
presente Reglamento.

Rige como plazo en éste último caso, el establecido en el artículo
223' delNuevo Código Procesal Penal.

Artículo 42o.- Nlodalidades de la libre disposición

Declarados los bienes incautados en la condición de libre disposi-
ción por el Fisca! o por ei Juez según corresponda al estado del proceso,
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el órgano administrativo del Ministerio Público o del organismo dele-

gado, podrá optar ente las siguientes abciones:

a) La asignación en uso

b) La donación

Artículo 43".- Asignación en uso

Por excepción, cuando las necesidades del servicio lo a6eriten'

el órgano administrativo autorizará la asignación en uso de los bienes

incautados, sean muebles o inmuebles. Con tal objeto, el responsable

Jel almacén, o el depositario, verifica¡á la autenticidad del mandato y

procederá a la entrega del bien a lapersona o ente autorizado para su

recepción, consigniindose en los registros informáticos y en el formato

¿, Ui.tr.rin.uutudor, las condhiones, estado y destino de los bienes'

Artículo 44'.- Donación

La donación procede antes del vencimiento o deterioro de los bie-

nes declarados de iibre disposición con fines sociales y humanitarios,

cuando se tate de bienes incautados que tengan la condición de pereci-

bles tales como, alimentos, medicamentos uotros análogos de consumo,

bienes con marca de fábrica adulterada o falsificada pero aprovechables

,io;"rgo para la salud, como prendas de vestir, ropa de cama' calzado

o materiales de construcción y otros de utilidad inmediata.

Artículo 45'.- Del beneficiario de la donación

El Fiscal comunicará al responsable del órgano administrativo del

Ministerio Público, la libre disposición de los bienes incautados, para

qu" pro".¿a a solicitar ante los Fiscales Jefes (Decanos), su donacién'

El comité Institucional Descentalizado de cada Distrito Judicial

propondrá la entidad receptor4 entre ellos Hospitales Fúblicos, Centros
'Educativos 

Públicos, Establecimientos Penitenciarios, Compañías de

Bomberos Voluntarios, Asilos de Ancianos, Clubes de Madres o Come-

dores Populares, Albergues Infantiles o Albergues Juveniles, Clubes de

Servicio, poblaciones en extrema pobreza o que hubieran sido víctimas

de catástrofes o calamidades, así como al funcionario responsable de

ejecutar el nandato.



532 El vtrgvo pRocEso pENAL

con tal fin emitirá la resolución de donación correspondiente co_
municándola al órgano administativo encargado de ejecuLh.

Artículo 46o.- Procedimiento de Ia donacién

Recibido el mandado, el responsable del almacén o de la depen_
dencia competente del organismo deregado procederá a la entrega del
bien a la persona o institución autorizada para su recepción, cJnsig-
nándose en los registros informáticos y en el formato respectivo las
condiciones, estado y destino final del bien, cuidando de conservar una
muestra representativa, vistas fotográficas o filmación del bien o de la
totalidad del lote, si fuera el caso, para facilitar la futura apreciación de
los hechos y atender pericias o diligencias posteriores.

En caso de bienes incautados en custodia de instituciones delega_
das, éstas deberán remitir la muestra al Almacén del Ministerio público,
así como el formato correspondiente; ¡ además, toda aquella documen_
tación que se genere para ser anexada a la carpeta fiscai.

Artículo 47o.- Entrega y recepción de bienes donados

La entrega y recepción de los bienes donados, quedará registrada
en un acta, en la que se consignarála expresa prohibición del benefi-
ciario de traspasar, vender o disponer de aqueilos, de manera que se
garantice la ausencia de interferencia o alteración de los preciós del
mercado.

En caso de haberse utilizado marcas de fábrica adulteradas o fai_
sificadas, el funcionario administrativo responsable, dispondrá y verifi-
cará que éstas sean retiradas previamente a la donación, procurando no
causar daño a las especies.

Artículo 48o.- Del remate

Procede el remate tratándose de bienes muebles o inmuebles, en
el supuesto de no haberse identificado al autor o perjudicado en el plazo
establecido por ley. Transcurrido el plazo sin ñablrse formalizado la
investigación, el Fiscal o el Juez de la investigación preparatoria, orde-
nará, según el caso, la realización del remate de los bienes incautados al
órgano administrativo que se designe.
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Concordáncia:

Art.223o delNCPP

Art. 950 y 951 CC

Artículo 49".- Valorización

Previo al remate, el órgano administrativo designado dispondrá la

valorización de los bienes con el apoyo de un perito y martillero públi-

co, si fuere pertinente. El perito quedará encargado de describir y va-

loriza¡ los bienes a remata¡se elaborando los documentos respectivos,

ordenándose el remate mediante resolución por convocatoria pública

Artículo 50o.- Honorarios

Los martilleros públicos percibiriin por su participación los hono-

rarios de acuerdo al arancel esiablecido en el Reglamento de la Ley del

Martillero Público. La Gerencia General proveerá al órgano administra-

tivo los recl¡rsos necesarios para dicho objeto.

Artículo 51'.-Aviso

El aviso de remate será publicado durante tres días consecutivos

en el diario oficial de la localidad y adicionalmente en un diario de ma-

yor circulación o en carteles a falta de éste. El aviso contendrá:

a) La descripción de bienes incautados a fematar, sus caracterís-

ticas y el lugar donde se encuentren.

b) El valor de tasación y el precio base.

c) El nombre del funcionario que efectuará el remate'

d) El porcentaje que debe depositarse para participal en el remate.

e) El lugar, día Y hora del remate.

Artículo 52".- Reglas del remate

En el remate se observar¿ln las reglas siguientes:

a) El día y hora designado.para el remate se dará comienzo al

acto con la lectura de la relación de bienes incautados en su-

basta, indicandose los que se rematarán en lotes'
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b) sólo serán admitidos como postores las personasque hayan
oblado ante el funcionario competente, el diez por ciento
(lW/o) del valor de la tasación.

c) Las pujas se harán en voz alt4 debiendo repetirlas el funcio-
nario competente, quedando entendido que serián referidas a
cantidades a ser pagadas al contado y sin condición alguna.
Tales pujas continuar¿án sucesivamente en pos de 

^{or",ofertas, adjudicríndose al mejor postor.

d) cerrado el remate, se otorgará al postor, previo pago de Ia
totalidad del precio, en el plazo miíximo de24 horas el docu-
mento que acredite la adjudicación y entrega del bien. caso
contrario, el postor perderá la suma oblad4 que constifuirá
recursos propios del Ministerio público.

Artículo 53o.- Acta de remate

El acta de remate se redactará en original y cuatro copias, las
mismas que deberiín ser rubricadas por los participantes del remate y el
adjudicatario. una de las copias se remitirá a la fiscalía o la dependen-
cia competente, para el registro correspondiente.

Para la anotación de la transferencia de los inmuebles en los Re-
gistro Públicos, el órgano administrativo oficiará a dichas dependen-
cias, acompañando una copia del acta de adjudicación respectiva, la
cual consütuye el título de transferencia de propiedad.

Artículo 54o.- Producto del remate

El monto resultante del remate descontando los gastos que han
demandado las actuaciones, serán depositados en el BanJo de laNación
a la orden del Ministerio público, si no se formalizó investigación pre-
paratoria y en partes iguales a favor del poder Judicial y del Ministerio
Publico si existiere proceso abierto.

si ninguna persona acredita su derecho, transcurrido un año desde
la fecha de remate, el Ministerio público o er poder Judicial dispondriin
de ese monto como recursos prorios a utilizarse de preferencia en la
jurisdicción donde se etectu.ó la incautación.
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Concordancia:

Art.223-3 NCPP

Artículo 55o.- Remate sucesivo

Los bienes incautados que no se hayan rematado.' lo serán en un

segundoremate"o,,ludisminucióndelquinceporciento(15%)del
;-i;d. su tasación. De no prosperaf, seran objeto de un tercer remate

con la disminució" áJ quin"e pár ciento (l5olo) adicional al valor de su

tasación.

Encasodenoserrematadosnuevamente'podránseradjudicados
alasentidadesreceptorasprevistasenelartículo45odelpresenteRe-
gt"*.n o y conforme a dicho procedimiento'

Artículo 56o'- Normas lupletorias

Paralosefectosdepracticarelremateseconsideraránenloque
fuerapertinentelasnormascontenidasenlosalcancesdelartículo728"

;-rtgr#;s aa coáigo pro"esut civil, así como las normas de código
'Ciult, 

en 1o que resulten aplicables'

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

primera.- El presente Reglamento entra¡á en vigencia progresi-

va en los Distritos Judiciules "onfo*. 
calenda¡io ofrcial aprobado por

DecretoSupremoN"007.2006-ruS,sufecha04demar¿ode2006.

Segunda.-ElresponsabledelAlmacéndecadaDistritoJudicial
en el plazo ¿. ¡o Ji*,.mitirá a las Fiscalías de origen, el reporte de los

bienesactualmentealmacenadoseinternadosporcadaunadeellas.
. Las Fiscalías en el prazo máximo de 20 días y bajo responsabili-

dad funcional deberán ináicar al responsabte del Almacén por escrito:

a)Silosbienesincautadosdebenonocontinuarintemadosenel
Almacén,deacuerdoaloscriteriosdiseñadosenelpresente
Reglamento'
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b) Si procede la libre disposición, destrucción o incirreración o
remate del bien, siempre que no se hubiera identificado a su
propietario; o, existiendo éste, no los hubiera reclamado y
permanecieran en el Alrrracén, con una antigüedad superior a
dos arios.

Tercera.- Concluido el támite de la disposición anterior, se pu-
blic¿rá en el diario oficial El Peruano o en otro de mayor circulación
de cada Distrito Judicial, las acciones a adoptarse respecto a los cita-
dos bienes. cumplido el trámite anterior, los responsables del Almacén
procederdn a realízar las acciones dispuestas por el Fiscal tendientes
a la destrucción o incineración, donación, remate, asignación en uso,
según corresponda, de todos los bienes incautados respecto a los cuales
el Fiscal Jefe o quien éste designe, supervisará todo el proceso, el cual
no deberá exceder de noventa días calendario de publicado el presente
Reglamento.

Cuarta.- La Gerencia General deberá proveer los recursos ne-
cesarios para la implementación de los Almacenes en los Distritos Ju-
diciales, elaborando un plan de mejora de infraestructura y recursos
logísticos y humanos, necesarios para el cumplimiento del presente Re-
glamento. De igual modo, dispondrá se desarrolle el software del Siste-
ma de cadena de custodia de los Elementos Materiales y Evidencias,
asi como el de Administración de Bienes Incautados, incorporado a la
Carpeta Fiscal.

Quinta.- El Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses emi-
tirá según el area de su especialidad, las Guías Técnicas de los procesos
de Identificación Pericial conespondiente, las que formarrín parte del
presente Reglamento.

Sexta.- Los Fiscales Jefes deberiin supervisar el cumplimiento del
presente Reglamento en lo concerniente al ámbito de su competencia.
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ANEXO T

CARTILLA DE INSTRUCCIONES PARA EL FISCAL
EN LA ESCENA DEL DELITO

Actuacién en la escena

El Fiscal como conductor de la investigación, al tener conoci-
miento de un hecho criminal, programa y coordina la eshategia y plan
de investigación, así mismo dirigirá, dispondrá y verificará que la poli-
cía Nacional realice en la escena lo siguiente:

a) Verificar los datos relativos al hecho punible )r su com,rnig¿-
c.ión al equipo de peritos especializados en técnicas crimina-
lísticas y ciencias forenses para el apoyo al trabajo de investi-
gación.

b) Establecer el plan de intervención eficaz, seguro y rápido en
el lugar de los hechos.

c) Constituirse al lugar, registrar la m¿ixima información previ4
determinar la escena, disponer su protección y su aislamiento
a través de un cordón de seguridad. De constituirse en primer
lugar la autoridad policial a la escena, el Fiscal solicitani ar
responsable la información preliminar que hubiera obtenido y
las providencias adoptadas.

d) Disponer que el investigador comisionado efectue la perenni-
zación de la escena antes del ingreso del personal especiali-
zado,la cual se efectuará a través de filmaciones, fotografias,
planos, croquis, dibujos entre otros medios disponibles, seña-
l¿indose referencias.

e) Establecer las precauciones de seguridad y prevención de
riesgos que se deben adoptar de acuerdo a la naturaleza de los
hechos y el lugar de la escena, tales como la atención de los
heridos o afectados, el retiro de escombros no útiles, aptrnta-
lamiento de techos, retiro de naterial inflamable, tóxico, entre
otros, coordinando con el personal y entidades especializadas.
De encontrarse cadáveres, perrnanecerán en su posición origi-
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nal para la intervención del médico forense y peritos especia-

lizados, a menos que sea estrictamente necesario moverlos de

la posición original, por prevalencia del derecho a la vida, de

otras personas.

Delimitar según el caso, lineas o zonas de acceso, entre ellas,

la escena de los hechos, la de coordinación o mando de la

Fiscalía, la zona de soporte técnico, primeros auxilios, áreas

de contacto con familiares, prensa, entre otras; así como las

zonas por donde pueda transitar el personal especializado in-

terviniente. De encontrarse testigos en el lugar rle los hechos,

deber¡án ser conducidos por el investigador a un área donde

puedan ser entrevistados.

Planifica¡ la estrategia a seguir, los métodos de búsqueda [a-
dicionales tales como el método de cuadros, lineal o peine, es-

piral o métodos no tradicionales. Establecer el orden del per-

sonal especializado que debe inten'enir. Requerir lapresencia

de peritos y el instrumental a usar. Priorizar la búsqueda de

evidencias y-demás acciones pertinentes. Programar y coor-

dinar con quienes corresponda el empleo de pautas, técnicas

y medios indispensables para la eficacia de la estrategia.

h) Recolectar los elementos materiales, huellas, vestigios, evi-

dencias, veriñcar su rotulado y registro en el Formato de Ca-

dena de Custodia con la identificación del responsable del

recojo, embalaje Y traslado.

i) Efectuar un registo cronológico de los hechos, indicando sus

características, las circunstancias de modo, tiempo y lugar,

el medio empleado, la identidad de los autores o partícipes,

intervenidos, fugados y sospechosos, la identificación o no de

las víctimas, testigos, armas, vehículos, descripción del lugar

de los hechos, si es abierto o cenado, los lugares de acceso,

condiciones atmosféricas y demiis datos útiles que contribu-

yan a la investigación.

j) Culminadas las diligencias, el Fiscal o el responsable dispon-

drá el cierre de la escena. De ser ':n iugar abierto, autorizará

s)
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el fansito normal. De ser cerrado, limit¡rá el acceso de las

personas si fuera pertinente. Si amerita, previa coordinación

ion los peritos, se dispondrá la continuación de la protección

y aislamiento de la escena pafa posteriores inspecciones, se-

ñalandose fecha.

Los actos señalados consta¡an en r¡nActa/ FichaTécnica de la es-

cena en la investigación, a la cual se anexa¡rful las actas que se hubieren

generado.



DIRECTTVA N" 001-2007-Mp-ETII/Cpp
INSTRUCCIONES PARA EL ADECUADO DESEMPEÑO

DEL FISCAL EN EL ROL CONSTITUCIONAL DEL
NUEVO MODELO PROCESAL PENAL

RESoLUCTóN o¡ LA FrscArÍe or rn uecrór.¡

N" 243-2007-MP-FN
LIMA 20 DE FEB. 2OO7

VISTO Y CONSIDERANDO :

El Proyecto de Directiva "Instrucciones para el adecuado des-
empeño del Fiscal en el Rol Constítucional del Nuevo Modelo Procesal
Penal", aprobada por Acuerdo del Equipo Técnico Institucional de Im-
plementación del Nuevo Código Procesal Penal, en Sesión de fecha 06
de febrero de2007;

Que, resulta necesario norrnar y establecer pautas para el adecua-
do desempeño del Fiscal en el rol constitucional que le asigna el nuevo
modelo procesal penal acusatorio, así como viabilizar la labor adminis-
trativa y operativa de los Despachos Fiscales en los Distritos Judiciales
de Huaura y La Libertad;

En uso de las atribuciones establecidas en el artículo 64o del De-
creto Legislativo N' 052 Ley Organicá del Ministerio público.
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SE RESUELVE :

enfÍCUf O PRIMERO.- Aprobar la Directiva N" 00 l -2007-MP-

ETIVCPP "Instrucciones para el adecuado desempeño del Físcal en el

Rol Constitucíonal del Nuevo Modelo Procesal Penol",la misma que

forma parte de la presente Resolución y consta de dos (02) folios.

AnfÍCUfO SEGUNDO.- Hacer de conocimiento la presente

Resolución a los Fiscales Superiores Decanos del Distito Judicial de

Huauray La Libertad, Ptrd su respectiva difusión a los señores Fiscales

Penales y Mixtos de sus respectivas jurisdicciones'

Regístrese Y Comuníquese.

DIRECTIVA N' OO1.2OO7'MP.ETtr/CPP

INSTRUCCIONES PARA EL ADECUADO DESEMPEÑO

DEL FISCAL EN EL ROL CONSTITUCIONAL DEL

NUEVO MODELO PROCESAL PENAL

1. OBJETTVO

Establecer las pautas para el adecuado desempeño del Fiscal en el

rol constitucional que le asigna el modelo procesal acusatorio recogido

en el Código Procesal Penal de 2004'

2. FINALIDAD

Viabilizar la labor administrativa y operativa de los despachos

fiscales en el nuevo modelo procesal penal'

3. BASE LEGAL

. Constitución Política del Estado (Art. 259,Inc' 4)'

. Decreto Legislativo N" A52 -Ley Organica del Ministerio Pr¡blico.

. Decreto Legislativo N" 957 - Código Procesal Penal :

-LibroPrimero-DisposicionesGenerales,SecciónIYTí-
tulo I, Art. 60, inciso 2.
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- Libro Segundo - LaActividad Procesal, Seccign I, Título I,
Capítulo l1,Art. 120, incisosl,2y 4;y Art.205.

- Libro Tercero - El Proceso Comtrn, Sección I, Título III, Ca-

pítulo II, Art. 330, inciso 4; Sección II, Título II, Art. 351.

4. ALCA}{CE

La presente directiva es de aplicación obligatoria para todos los

Fiscales de los distritos judiciales en los cuales esté vigente el Código

Procesal Penal de 2004, bajo responsabilidad.

5. RESPONSABILIDAD

El Fiscal Superior Decano y el Fiscal Superior Coordinador de

cada Distito Judicial son los responsables de la aplicación y ejecución

de la presente directiva.

6. DISPOSICIONES

Primero: Los Fiscales dirigen la investigación del delito desde

su inicio; deben participar en las diligencias policiales que dispongan,

con excepción de aquellas que por razones geogriíficas y de urgencia

puede practicar la PolicíaNacional conforrne a lo previsto en el Código

Procesal Penal. Los Fiscales deben suscribir o frrmar las actas que se

redacten a consecuencia de su participación en las diligencias policiales

según el inciso 4 del a*ículo 120 del Código Procesal Penal.

Segundo: Los Fiscales en casos de delitos graves que merecen

pena superior a 4 años y que causen alarma social en la población, fuera

de los supuestos de flagrancia delictiv4 pueden solicitar de inmediato

al Juez de la investigación preparatoria la detención preliminar, para lo
cual puede hacer uso excepcional del tiempo previsto en el inc. 4 del

Art. 205 concordado con el Art. 209 del Código Procesal Penal.

Tercero: En los casos que el Fiscal haya remitido una acusación al

Juez de la investigación preparatoria y éste, en üempo prudencial no seña-

la fecha de realización de la audiencia preliminar, el Fiscal como defensor

de la legalidad por escrito y las veces qu€ sean necesarias, debe solicitar al

Juez señale día y hora para la realización de la respectiva audiencia.
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7. VIGENCIA q

La presente Directiva enhará en vigencia al día siguiente de su
aprobación por la Fiscal de la Nación.



REGLAMENTO DEL PROGRAMA NACIT )NAL DE
ASISTENCIAA vÍcrur¡as y TESTT(;Oi-- -

RESOLUCTÓN Op LA FTSCATÍA OE LA |;^CróN

N'/¡',1 -200g_Mp_FN
LIM¿. l5 ENE,2008

VISTO Y CONSIDERANDO:

Que mediante Resolución de la Fiscalía de laNar,;¿n N. 729-2006_
MP-FN, de fecha l5 de junio de 2006, se aprobó, ente'.r;r¡s documentos,
el Reglamento del Programa de Asistencia a Víctimas ¡ 'fbstigos.

Que del análisis de la actividad procesal desa.:.,¡lada por parte
de los representantes del Ministerio Público en los :¿.i.stritos Judicia-
les de Huaura y La Libertad, respectivamente, se ha..asegido nuevas
experiencias y situaciones que adicionadas a las de:,..,rolli¿as a nivel
intemacional ameritan un rediseño de su organizació.. ¿sí como de los
procedimientos que faciliten y contibuyan a wra nt?.i.¡4sustancial en
la atención de la víctim4 permitiendo con ello un e;lndar de calidad
propia del sistema intemacional.

Que mediante Resolución de la Fiscalía de la ...,nN.052-200g-
'-MP-FN, de la fecha, se modificó la denominació: :e la unidad de
asistencia de las víctimas y Testigos, por la denor-::.,r;ión de unidad
Cenhal de A tercia de Víctimas y Testigos.
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En uso de las atibuciones conferidas por el artículo 64 del Decre-
to Legislativo No 052,Ley Orgránica del Ministerio Fúblico.

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Aprobar el Reglamento del Programa Nacio-
nal de Asistencia a Víctimas y Testigos, el mismo que consta de veinte
artículos (20) V tres disposiciones finales (03), que forman parte de la
presertte resolución.

Artículo Segundo.- Dejar sin efecto el artículo primero de la Reso-

h¡ción de la Fiscalía de laNaciónN"729-200GMP-FN, en el e)ftemo que

aprueba el Reglamento del Programa de Asistencia a Víctimas y Testigc.

Artículo Tercero.- Hacei de conocimiento la presente a la Presi-

dencia del Poder Judicial, Ministerio de Justicia, Consejo Nacional de

la Magistratura, Academia de la Magistratura, Presidencia de la Comi-
sión Distrital de Implementación del Distrito Judicial de Huau¡a, Fis-
cales Superiores Decanos a nivel nacional, Gerencia General, Gerencia

Central de Recursos Humanos y Gerencia de Registro de Fiscales.

REGLAMENTO DEL PROGRAMA NACIONAL DE
ASISTENCIAA VÍCTNT¿ES Y TESTIGOS

ÍNotcs

Inhoducción

Disposiciones Generales

Capítulo Primero: Del Programa Nacional

Capítulo Segundo : Unidades de Asistencia a las Víctimas y lestigm

Capítulo Tercero: Competencia

Capítulo Cuarto: Procedimiento de Asistencia

Capítulo Quinto: Causales de Exclusión

Disposiciones Finales

Anexos
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INTRODUCCIÓN

El Prograrna Nacional de Asistencia a víctimas y Testigos es un
programa institucional desarrollado e implementado por el Ministerio
Público cuya finalidad es diseñar y ejecutar las medidas asistenciales
para víctimas y testigos que intervengan en todo tipo de investigación
y/o procesos penales, previniendo que sus testimonios no sufran inter-
ferencias por factores de riesgo ajenos a su voluntad durante el trámite
del proceso y en salvaguarda de su bienestar fisico, mental y social.

con dicho propósito, se crean unidades de Asistencia a víctirnas
y Testigos las que brindarán servicios de índole médico, psicorógico,
legal y social, lo que va a permitir que estos conocedores directos e in-
directos del delito presten un mejor apoyo en la busqueda de la verdad
y la justicia, afianzando la eficiencia dentro del proceso penal.

Este Programa se hace indispensable si se tiene en consideración
que el Ministerio Publico, según el nuevo modelo procesal penal, es el
encargado de la investigación y el aporte de la prueba; ello requiere que
los Fiscales tengan intima cercanía con la víctima y el testigo, pues, en
muchos de los c¿rsos penales, el aporte de estos sujetos procesales va a
constituir el fundamento, tal vez el único, de su acusación.

Lo reseñado compromete a que el Ministerio Público no sólo de-
finr 5¿ rol como institución persecutora del delito y del trasgresor de la
nonna legal, sino que también se le identifique como organismo autó-
nonK, asistente de las víctimas y testigos.

Este nuevo compromiso del Ministerio Público cuenta como base
legal con los artículos 95o inciso c) numeral l. y 170. numeral 4) del
Nuevo codigo Procesal Penal, los cuales hacen mención a la protec-
ción de la integridad de las víctimas y testigos; su mayor fundamento
lo encontramos en el artículo lo de la constitución política del Estado,
el cual señala texfualmente que "la defensa de la persona hum^na y el
respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado",
dicho texto compromete a todos los órganos del Estado peruano a de-
fender permanentemente, dentro de sus fines constitucionales, a todas
las personas ¡ más aún, a las que van a desempeñar importante función
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en la busqueda de la verdad y la lucha contra el erimen, en todas sus

modalidades y manifestaciones.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o.- Objeto Y finalidad

El presente reglamento üene por objeto establecer las normas y

procedimientos para implementar las medidas de asistencia a víctimas

y testigos que intervengan en las investigaciones, procesos penales o

en los procedimientos especiales, posibilitando su ejecución en forma

integral cautelando sus testimonios.

'Artículo 2o.- Ámbito Y Plcance

Las disposiciones contenidas en el presente Reglamento son de

aplicación en todo el tenitorio nacional y de obligatorio cumplimiento

por los Fiscales, por los profesionales del Instituto de Medicina Legal,

Administrativos y todo el personal correspondiente.

C¡,pírulo I
DEL PROGRAMA NACIONAL DE ASISTENCIA

E VÍCTN¡ES Y TESTIGOS

Artículo 3o.- Definición

El Programa Nacional de Asistencia a Víctimas y Testigos tiene

por finalidad establecer y ejecutar las medidas asistenciales consisten-

i6 rtt servicios médicos, psicológicos, legales y sociales que brinda el

Ministerio Publico a las victimas y testigos relacionados con todo tipo

de investigaciones y procesos penales, previniendo que sus testimonios

no sufran interferencias por factores de riesgo ajenos a su voluntad.

Artículo 4".- Medidas asistenciales

Las medidas que brinda el Programa Nacional de Asistencia a

Víctimas y Testigos son las siguientes:
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Asistencia Médica.- Brindar atención médica facultativa básica

y urgente que requieran las víctimas y/o testigos dento de un pe-

ríodo máximo de72 horas de ocurrido el agravio. Ctralquier aten-

ción compleja o especializada que no pueda brinda¡ la Unidad
Distrital o la Unidad de Asistencia Inmediata a Víctimas y Tes-

tigos, será canalizada a cualquier unidad sanitaria u hospitalaria
rnás cercana. La Unidad Disnital o la Unidad respectiv4 emitirá
el informe o la evaluación forense de ser el caso.

Asistencie Psicológica.- Proporcionar el soporte profesional ne-

cesario para que la victima y/o el testigo cuenten con el apoyo y
$atamiento psicológico que les permita rehabilitarse cuando el

caso lo requiera, y que posibilite contar con un testimonio idóneo
y firme durante la investigación y el proceso judicial.

Asisteneia Legal.- Instn¡ir a las víctimas y/o testigos sobre los

derechos que les asiste durante la investigación y el proceso judi-
cial. Orientarlos respecto a las medidas de protección que pueda

recibir de las entidades e instituciones correspondientes. Prepa-

rarlos debida y adecuadamente para su participación en las dili-
gencias judiciales y, en aquellos casos en que sea estrictamente

necesario, acompañarlos a la diligencia.

Asistencia Social.- Evaluar la situación familiar y socio-eco-

nóruica de la víctimaylo el testigo. El informe social permitirá
organizar e implementar la asistencia orientada a su estabilidad

social, brindándole la información necesaria que posibilite dicho

objetivo ante las entidades e instituciones correspondientes.

Cepírulo II
UNIDADES DE ASISTENCIA A VICTIMAS Y TESTIGOS

Artículo 5o.- Unidad central

La Unidad Central de Asistencia a Víctimas y Testigos es un órga-

no de apoyo de la Fiscalía de la Nación, y tiene como función primor-
dial supervisar e! curcplimiento del programa a nivel nacional, realizar
las coordinaciones coa el Programa de Protección, así corno proponer
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las políticas y direchices técnicas que regulen elóptimo funcionamien-

to de las Oficinas Distritales en cada sede.

Artículo 60.- Integrantes

La Unidad Cenüal de Asistencia a Vícümas y Testigos contará

con un Jefe, un Fiscal Superior Coordinador y un Médico, designados

por la Fiscalía de la Nación.

Artículo 7o,- Funciones de la unidad central

La Unidad Central de Asistencia a Víctimas y Testigos tendrá

dentro de sus funciones las siguientes:

u,. Ejecutar las políticas y directrices técnicas para el funciona-

miento del programa

b. Velar por que se garántice la reserva y confidencialidad de la
información.

c. Controlar la ejecución del Programa de Asistencia de las Uni-
dades Distitales y de las Unidades de Asistencia Inmediata a

nivelnacional.

d. Efectuar el informe anual al Despacho de la Fiscalía de la
Nación sobre el funcionamiento del Programa.

e. Proponer anualmente el Presupuesto del Programa a ser in-
coqporado en el Presupuesto del Ministerio Público.

f. Proponer anualmente el cuadro de necesidades a ser conside-

rado en el presupuesto institucional.

g. Disponer otras acciones que a su criterio sean necesarias para

el mejor y mas eficiente desarrollo del programa.

Artículo 8o.- Unidades distritales

La Unidad Dishital de Asistencia a Víctimas y Testigos está en-

cargada de brindar la asistencia básica y wgente de tipo médico, psico-

lógico, legal y social, gestionando, de ser necesaria, el apoyo de instifu-

ciones para su asistencia y protección.

En cada sede de Disnito Judicial de la República re instalani una Uni-

dad Distitai de Asistencia aVíctimas y Testigos adscrita al Despacho de la

Fiscalía Superior Decana que ejerce fturciones de gestión y gobiemo.
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Artículo 9o.- Integrantes r

La Unidad Distrital de Asistencia a Víctimas y Testigos está in-
tegrada por profesionales de las siguientes especialidades: MeCicin4
Psicología, Derecho, Enfermería y Asistentado Social a fin de asistir a
las víctimas y testigos en las especialidades que requieran.

Artículo 10o.- Funciones de las unidades dishitales

Son firnciones de las Unidades Distritales de Asistencia a Vícti-
mas y Testigos:

a. Prestar la asistencia médica, psicológica, legal y de asistenta-
zo social que requieralavíctimay/o el testigo en coordinación
con el Fiscal a cargo del caso a quienes aspiren a acogerse al
Programa de Asistencia.

b. Informar al Fiscal a cargo del caso respecto al desarrollo de
las diferentes actividades realizadas en la aplicación de me-
didas de asistencia así como las propuestas y requerimientos
necesarios.

c. Elaborar los informes sobre el desarrollo del Programa de
Asistencia a la Unidad Central.

d. Las demás funciones que le encargue la Unidad Central de
Asistencia a Víctimas y Testigos, dento del ¿ímbito de la nor-
matividad pertinente.

Artículo 11o.- Unidad de asistencia inmediata

En los lugares de la República distantes a la sede del distrito judi-
cial, donde exista Fiscalía Provincial Penal o Mixta, habrá una Unidad
de Asistencia Inmediata a Víctimas y Testigos, compuesta por profe-
sionales en la especialidad de Medicina y Psicologíq la cual prestará
asistencia en dichas áreas y en caso de resultar necesaria la prestación
de una mayor asistencia facultativa ésta deberá derivarse a la Unidad
Disnital de Apoyo a Víctimas y Testigos de la sede respectiva.
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Capítulo Itr
COMPETENCIA

Artículo 12o.- Competencia

Las unidades Distitales y las unidades de Asistencia Inmediata
a víctimas y Testigos, est¿in facultadas a brindar asistencia en las inves-
tigaciones y en los procesos referidos a los siguientes delitos: Homici-
dio, Aborto, Lesiones, Exposición a Peligro o Abandono de personas
en peligro, violación de la Libertad Personal, violación de la Libertad
Sexual, Proxenetismo, Ofensas al Pudor Público, Hurto, Robo, Abigea-
to, Extorsión, Peligro común, contra el Orden Migratorio, Trata de per-

sonas, contra la Seguridad Pública y los demás que señale la Ley.

Artículo 13o.- Excepción

cuando se solicite la asistencia en el supuesto de cualquier otro
delito no comprendido en el dispositivo anterior, el Fiscal a cargo del
caso deberá ernitir disposición expresa y motivada que faculte su asis-
tencia" atendiendo a la gravedad y naturalera de la acción perturbadora.

Capírulo IV
PROCEDIMIENTO DE ASISTENCIA

Artículo 14o.-Solicitud

La solicitud del requerimiento de asistencia se presentará al Fiscal
del caso en formato único por la víctima o testigo. El Fiscal también po-
drá disponer de oficio el procedimiento de asistencia, en caso de apre-
ciar la existencia de un grave riesgo.

En el caso que sea el Profesional del Instituto de Medicina Legal
que detecte la necesidad de Asistencia de una víctima y/o testigo lo co-
ordinará con el Fiscal del caso para su conespondiente atención.
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Artículo 15o.- Calificación q

El Fiscal a cargo del caso recibirá el requerimiento de asistenci4
la cual será calificada de acuerdo a las circunstancias y condiciones que
evidencie la víctima o testigo, teniendo en cuenta lo siguiente:

a. Que exista nexo entre la participación del asistido con la in-
vestigación o el proceso penal

b. Que existan factores de riesgo y que no esté motivado por in-
terés distinto que el encontrarse en situación del riesgo com-' probado.

c. Que el tipo de medidas de asistencia solicitada corresponde a
las específicas del Programa.

d. Que concuerde con el tipo y características del delito cometido.

e. Que existan actos de represalia o intimidación realizados o
que pueda e.sperarse se produzcan, atendiendo a las caracte-
rísticas personales de los agentes.

f. La situación personal, familiar y procesal de quien aporta su
testimonio.

g. La vulnerabilidad de las personas contempladas en el inciso
"c" del numeral I del artículo 95" y numeral 4 del artículo
170o del Código Procesal Penal.

Admitida la solicitud se dispondrá que la Unidad Distrital o la
Unidad de Asistencia Inmediata brinden la asistencia requerida.

Artículo 160.- Acta de compromiso

La decisión de incorporación al Programa se hará constar en un
acta denominada "Acta de Compromiso", que deberrin suscribir el asis-
tido, su núcleo familiar de ser el caso, y el Fiscal, debiéndose consignar
lo siguiente:

Para el Asistido:

a. Colaborar con la administración de justicia.
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b. Acatar las recomendaciones que le sefi formuladas en rnate-
ria de asistencia-

c. utilizar correctamente las instalaciones y los demrás recursos
que para dicho fin el programa de Asistencia coloque a zu
disposición.

d. Abstenerse de asumir conductas que inesponsablemente pue-
dan poner en peligro su seguridad.

e. colaborar y someterse a los üatamientos médicos, psicológi-
cos y legales que se hubieren dispuesto

f. observar un comporüamiento ético idóneo dentro del marco
del procedimiento de asistencia que se le está brindando.

g. Renuncia¡ al programa de asistencia, cuando lo considere
conveniente.

h. Solicitar su reincorporación, la que será objeto de evaluación
por parte del Fiscal a cargo del caso.

Para el Programa:

a. Diseñar e implementar lo pertinente para atender las necesi-
dades rnédicas, psicológicas y legales del asistido

b. Brindar un trato digno al asistido con eshicto respeto por sus
derechos humanos.

c. velar que los recwsos asignados, sean correcta y adecuada-
mente empleados.

d. Supervisar el debido cumplimiento de las recomendaciones
brindadas por la Unidad de Asistencia correspondiente.

Artículo l7o.-

El Programa no responderá por las obligaciones adquiridas por el
asistido antes del acto de incorporación, así como tampoco por los ofre-
cimientos que hayan realizado personas o entidades no autorizadas para
el cumplimiento del objeto del presente Reglamento y sus alcances.
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Capítulo V
CAUSALES DE EXCLUSIÓN DEL

PROGRAMADE ASISTENCIA

Artículo 180.-

a. Los asistidos serán excluidos por los siguientes motivos:
b. Renuncia voluntaria del asistido

c. Negarse injustificadamente a colaborar con la administración' 
de justicia.

d. Realizar hechos punibles que afecten gravemente la investi-
gación o el proceso materia de asistencia.

e. Incumplir cualquiera de las obligaciones establecidas en el
artículo 16o numerales a) al f) de este reglamento.

Articulo 19o.-

Cuando el asistido renuncie voluntariamente al programa, o haya
sido excluido, se evaluar¿ín las solicitudes de reincorporación por dis-
posición expresa del fiscal, siempre que se trate de hechos nuevos o
sobrevivientes que lo justifiquen.

Artículo 20o.-

La decisión de exclusión y la de aceptación de la renuncia del
asistido, será adoptada por el Fiscal a cargo del caso denho del término
m¿áximo de tres días siguientes a la materializaciín del hecho que la
motivó, mediante acta en que se consignen las causas y condiciones. De
ello se informará al renunciante o excluido.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.- La Unidad Central de Asistencia a Víctimas ¡r Testigos
por encargo de la Fiscalía de la Nación realizará las coordinaciones in-
terinstitucionales pertinentes para la implementación del Programa de
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Protección de colaboradores, testigos, peritos y víctimas a que alude el
artículo 252" del Código Procesal Penal.

segunda.- La Fiscalía de laNación dispondrá la implementación
del Programa de Asistencia a víctimas y Testigos, a través de los Fisca-
les que designe y la gestión de la Gerencia General.

Tercera.- El presente Reglamento enüará en vigencia progresiva
en los Distritos Judiciales conforme al calendario aprobado por De-
creto Supremo No007-2006-ruS, modificado por el Decreto Supremo
N"005-2007-ruS, de fecha 05 de mayo del arlo 2007.
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. Esie libro se terminó de imprimir en el mes de abril
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